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Resumen:  
 
El estudio de las universidades es un campo que cuenta con una extensa literatura 
teórica y empírica dónde todavía existen lagunas importantes. En los últimos años, la 
organización y gobierno de las universidades han adquirido importancia como objeto de 
estudio y también para las políticas públicas. 
Esta tesis tiene como objetivos generales analizar el gobierno de las universidades; 
explorar cómo las organizaciones académicas se relacionan con sus entornos; y 
describir si en ambas dimensiones se observan patrones de homogeneidad o 
diversidad. 
Esta tesis analiza el gobierno de las universidades, en España y de forma comparada 
con otros países de nuestro entorno, y concretamente varias dimensiones relacionadas 
con la caracterización de los sistemas de gobierno vigentes en diferentes contextos, la 
interpretación de las coaliciones políticas que surgen, o la elección de las autoridades, 
en un enfoque que no es solamente sincrónico sino de carácter histórico evolutivo.  
Se busca entender a las universidades como organizaciones que dependen y se 
relacionan con el entorno, identificando y documentando la heterogeneidad en 
estructuras, prácticas y estrategias. 
 
La tesis doctoral integra dos enfoques: un análisis de estructuras -cómo se organizan y 
gobiernan las universidades-, y un análisis de las relaciones de las universidades con 
su entorno -cómo responden y se ven influenciadas-, tanto europeo como regional. 
Desde una interpretación política de las universidades, el gobierno de las universidades 
se analiza a partir de sus órganos de gobierno localizados en el nivel organizativo 
superior, que son las estructuras que poseen capacidad decisional sobre cuestiones 
colectivas de la organización, mantienen el control de los recursos de los que disponen 
y producen las normas que regulan su funcionamiento. 
El análisis de las estructuras de gobierno universitario es abordado a partir del marco 
legal por el que se rigen las universidades, es decir mediante un análisis sistemático de 
los atributos institucionales que les vienen establecidas legalmente. 
El caso de estudio de España es contextualizado internacionalmente mediante una 
descripción de los sistemas de gobierno universitario en una selección de países 
europeos (ocho países como unidades de análisis) que presentan diferencias en los 
modos en los que la educación superior ha venido siendo regulada y coordinada. 
El gobierno Universitario es analizado según criterios estrictamente politológicos, como 
la representación y participación de los grupos sociales que participan en sus procesos 
internos de toma de decisiones; la distribución del poder institucional; la configuración 
de la estructura ejecutiva o el nivel de descentralización organizativa.  
Esta tesis también describe desde una perspectiva histórica las sucesivas reformas 
universitarias que han tenido lugar desde mediados del siglo XX e inicios del siglo XXI, 
para analizar la transformación del gobierno universitario en el transcurso de este 
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tiempo, al igual que lo han hecho los modos de coordinación, intervención y control del 
Estado sobre las universidades públicas españolas.  
Finalmente, la tesis también incluye un análisis empírico de la elección de los rectores 
en las universidades públicas españolas. Aquí, las universidades son las unidades de 
análisis en un estudio de 19 casos que describe las especificidades organizativas 
relativas al proceso de elección del máximo responsable de la organización y gobierno 
universitario en España. El análisis de los aspectos estructurales del sistema de elección 
del rector (procedimientos y reglas que rigen) en una muestra de 19 universidades 
públicas españolas permite explorar la heterogeneidad y/o variabilidad en la esfera del 
gobierno universitario. 
 
En el marco de una interpretación complementaria de las organizaciones académicas 
como sistemas abiertos que responden y se ajustan a los cambios externos de sus 
entornos, esta investigación doctoral analiza empíricamente dos casos diferentes de 
cómo las presiones institucionales afectan a las universidades, y de cómo responden a 
ellas.  
Se explora la influencia del entorno jurídico regulatorio sobre las prácticas organizativas 
de las universidades en materia de acceso y promoción; y se aborda la cuestión de si 
las políticas autonómicas se muestran capaces de impulsar cambios organizativos en 
un ámbito estratégico como el de la selección de personal, que históricamente ha estado 
dominado por las reglas y criterios fijados por el profesorado. Se analizan las políticas 
regionales y de las prácticas de contratación y selección del profesorado de dos 
Comunidades Autónomas: Andalucía y Cataluña. 
Por último, la tesis completa el análisis de las presiones institucionales sobre las 
universidades analizando las respuestas adaptativas y sus estrategias de captación y 
retención de talento. Se aborda la aparición de una innovación institucional como el 
Consejo Europeo de Investigación y sus programas de financiación de excelencia.  
 
Esta investigación es relevante para la comprensión de las universidades como 
sistemas políticos. La tesis plantea una tipología para categorizar a los regímenes de 
gobierno universitario sobre la posición institucional que tienen cada uno de sus órganos 
internos dentro del gobierno universitario. 
La tesis también analiza, por primera vez, las dinámicas electorales observadas en los 
procesos de elección de rector como una forma de medir la competición y la 
fragmentación política interna en las organizaciones académicas. Ello permite definir 
una tipología de modelos políticos para observar la existencia o no de diferentes 
coaliciones de intereses dentro de las universidades. 
Esta investigación hace aportaciones para la comprensión de las organizaciones 
académicas como sistemas abiertos que responden y se ajustan a los cambios externos 
que se producen en sus entornos. 
Una de las conclusiones finales, es que más allá de la apariencia formal de que todas 
las universidades responden a una categoría general, la diversidad organizativa que 
puede observarse no puede ser interpretada de una forma reduccionista, sino que ha 
de considerar a otros factores, tanto internos como externos: internos de las 
universidades como las capacidades organizativas construidas, pero también externos 
como las presiones institucionales que ejercen los gobiernos regionales en ámbitos 
estratégicos como la presión por orientarse a la excelencia académica o la política de 
reclutamiento, retención y promoción. 
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C a p í t u l o  I .                                         
I n t r o d u c c i ó n  
1. Objetivos y preguntas de la investigación: 
 
Esta tesis doctoral tiene como objeto de análisis a las universidades. Estas 
organizaciones, son instituciones centrales de la sociedad moderna que contribuyen al 
desarrollo, el crecimiento económico y el progreso social de las naciones. 
Concretamente, los temas que se abordan son, por un lado, cómo se organizan y 
gobiernan las universidades; y por otro lado, cómo responden a los cambios del 
entorno. 
Los objetivos generales son tres: en primer lugar, analizar el gobierno de las 
universidades; en segundo lugar, explorar cómo las organizaciones académicas se 
relacionan con sus entornos; y en tercer lugar, describir si en ambas dimensiones se 
observan patrones de homogeneidad, o por el contrario diversidad. 
Sobre la base de estos objetivos generales, pueden desglosarse los objetivos específicos 
y las preguntas de investigación concretas a las que la tesis quiere responder. 
En primer lugar, la investigación busca describir qué características y rasgos poseen las 
universidades como organizaciones: ¿qué rasgos específicos les dotan de una relativa 
singularidad? ¿cómo afecta esto a sus capacidades de organización y gobierno? ¿cómo 
afecta a sus capacidades estratégicas de actuación, y al modo en que responden a los 
cambios que se suceden en sus entornos?. 
En segundo lugar, otro objetivo es una descripción de los atributos institucionales y/o de 
las condiciones sistémicas que les vienen establecidas jurídicamente. Esta tesis aborda el 
análisis del gobierno universitario en España, contextualizada en el marco de descripción 
de los sistemas de gobierno universitario en algunos países europeos: ¿qué rasgos 
institucionales caracterizan a las estructuras de gobierno universitario de algunos países 
europeos y qué similitudes y diferencias se observan cuando se comparan con el caso 
español?. El análisis de caso español incluye una perspectiva histórica, un análisis de las 
reformas y transformaciones de las últimas décadas: ¿cómo las diversas leyes de 
educación superior han transformado la coordinación de la educación superior en 
España y cómo han evolucionado las estructuras de gobierno de las universidades?. 
En tercer lugar, se explora si en un contexto institucional homogéneo, consecuencia del 
marco regulatorio estatal, es posible observar en el gobierno universitario alguna 
diversidad organizativa entre las universidades de diversas comunidades autónomas. 
Para ello se analiza el sistema y los procesos de elección de rector en 19 universidades: 
¿hay variedad en el sistema de elección de rector en España? Y ¿qué efectos tienen las 
dinámicas de competición electoral de las universidades en la coherencia de las 
organizaciones?. 
En cuarto y último lugar, se analiza cómo las organizaciones académicas se adaptan y/o 
responden a los cambios que emergen en sus entornos, y como éstos pueden actuar 
como dinamizadores de cambios internos: ¿cómo responden las universidades a 
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presiones institucionales que emergen en su entorno científico-académico? Y también, 
¿pueden las leyes y regulaciones que impulsan los gobiernos influir sobre las prácticas 
organizativas internas de las universidades? 
 
2. Argumento de la tesis: 
 
En las últimas décadas, el interés que ha suscitado la organización y gobierno de las 
universidades ha sido evidente desde una perspectiva no solo académica, sino también 
política y mediática. La extensa literatura académica publicada desde enfoques diversos, 
la promoción de políticas públicas orientadas a reformar las estructuras y procesos de 
organización y gobierno universitario (muy evidente en el contexto europeo, pero 
también en otros como el asiático), o la relevancia social que dicha temática ha 
alcanzado en la esfera pública quizá haya sobredimensionado su verdadero alcance. 
En el análisis de España se observa cómo en un entorno legal e institucional complejo y 
multinivel, las universidades son altamente homogéneas entre sí en lo relativo a sus 
capacidades de actuación estratégicas y en relación con sus estructuras de gobierno 
universitario, pero en cambio muestran comportamientos organizativos diversos cuando 
por ejemplo se analizan sus respuestas a determinados cambios del entorno. 
Es decir, en el caso español se ha producido un proceso de diferenciación organizativa 
en el seno de las universidades que es parcialmente debido a un desarrollo legislativo 
heterogéneo en las regiones donde se localizan, pero que no es extensible ni a sus 
capacidades estratégicas de actuación, ni tampoco a su gobierno universitario. Primero, 
porque sus universidades presentan una autonomía organizativa limitada que es 
compartida por todas ellas (por no poseer recursos significativos propios de 
financiación, discrecionalidad limitada en el ámbito de las políticas de RRHH, etc.) la cual 
ha de ser entendida como un recurso potencial que algunas aprovechan y otras no. Y 
segundo, porque apenas se observan diferencias en el modo en el que las universidades 
articulan el gobierno universitario, por ejemplo, en el sistema de elección de rector. 
Así, en las universidades públicas españolas se observa una relativa diversidad, por 
ejemplo, en las respuestas organizativas al Consejo Europeo de Investigación, en las 
prácticas y rutinas organizativas de RRHH o en las dinámicas de competición electoral. Y 
lo hace, asociada más bien a otros elementos: internos de las universidades como las 
capacidades organizativas construidas -operativas y dinámicas-, que podrían estar 
influidas a su vez por las políticas propias impulsadas por los equipos rectorales, 
facultades y/o departamentos, o por el propio liderazgo que ejercen los rectores. Pero 
también aparece vinculada a otros factores intraorganizativos (equilibrio existente entre 
las diversas disciplinas académicas representadas, nivel de fragmentación interna, 
tradiciones académicas, etc.), y también a factores externos como las presiones 
institucionales que ejercen los gobiernos regionales en ámbitos estratégicos para las 
universidades como la financiación, la orientación a la excelencia académica o la política 
de RRHH. 
 
Así, la tesis principal que sostiene esta investigación es que la organización y gobierno de 
las universidades tiene una influencia limitada como fuente de diversidad en las 
organizaciones académicas. 
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3. Delimitación del objeto de la investigación: 
 
En la tesis doctoral se aborda, por un lado, cómo se organizan y gobiernan las 
universidades; y, por otro lado, cómo responden y se ven influenciadas por algunos 
cambios del entorno. 
Entendiendo las universidades como sistemas políticos, la tesis analiza la organización y 
gobierno universitario en España, y más concretamente los procesos y estructuras de 
representación y gobierno que la configuran. A partir de un análisis de las estructuras 
y/u órganos de representación y gobierno que ostentan la autoridad formal en el nivel 
organizativo superior, dónde se toman las decisiones (estructuras de decisión).  
El gobierno interno de las universidades es conceptualizado como el poder formal 
establecido en las estructuras de administración y gobierno, que dotadas de 
prerrogativas legales y legítimas poseen capacidad decisional sobre cuestiones 
colectivas de la organización, mantienen el control de los recursos de los que disponen y 
producen normas que ordenan y regulan su funcionamiento. Una acepción de gobierno 
que se refiere a los distintos órganos y estructuras que dirigen las universidades y qué 
ostentan los diferentes poderes –ejecutivo y normativo-, y que asumen determinadas 
competencias dentro de las funciones de dirección, administración y representación. 
El análisis de las estructuras de gobierno universitario es abordado a partir del marco 
legal por el que se rigen las universidades, es decir mediante un análisis sistemático de 
los atributos institucionales que les vienen establecidas legalmente. El caso de estudio 
de España es contextualizado internacionalmente mediante una descripción de los 
sistemas de gobierno universitario en una selección de países europeos (ocho países 
como unidades de análisis) que presentan diferencias en los modos en los que la 
educación superior ha venido siendo regulada y coordinada.  
La descripción de las estructuras de representación y gobierno se focaliza en tres 
dimensiones básicas: a) los órganos internos de gobierno y las autoridades universitarias 
–de tipo colegiado y unipersonales-; b) la distribución (horizontal) del poder entre dichos 
órganos; y c) las relaciones de autoridad establecidas entre los distintos actores que 
participan en el gobierno universitario. 
Además, se analiza el tamaño y la composición social de cada uno de estos órganos: 
cómo aparecen representados los diversos estamentos sociales que conforman la 
comunidad universitaria, la presencia o no de representantes externos ajenos a la 
Universidad, las fórmulas y procedimientos de elección y/o designación de sus 
miembros, y la duración de su mandato representativo. 
La distribución interna de poder es abordada a partir de las atribuciones formales que 
tienen encomendadas los órganos de representación y gobierno, y de su rol en los 
procesos internos de toma de decisiones, delimitando las funciones que ostentan (e.g. 
representación, control y supervisión, asesoramiento, administración, potestad 
normativa, etc.). 
 
Adicionalmente, y con el objetivo de proceder a una clasificación basada en criterios 
estrictamente politológicos, la tesis analiza el gobierno universitario a partir de un 
esquema multidimensional que considera, en primer lugar, su naturaleza política. Se 
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observa si en términos de representación y participación, los diferentes estamentos 
sociales participan en su proceso interno de toma de decisiones, considerando que el 
gobierno universitario tiene un carácter democrático cuando promueva una 
participación política y organizativa activa de su personal académico y no académico, y 
de sus estudiantes, especialmente dentro del principal órgano decisor.  
En segundo lugar, la tesis analiza la distribución horizontal de poderes y competencias 
dentro de las estructuras de decisión para identificar cuáles son los órganos (y por ende 
qué estamentos sociales) que ostentan el poder ejecutivo, el normativo, y el poder de 
control y/o supervisión en la Universidad. Ello permite indagar en la existencia de 
controles internos o si se observa una concentración de poderes dentro del gobierno 
universitario, observando rasgos de monocentrismo, fusión o separación de poderes.  
En tercer lugar, se analiza la configuración de la estructura ejecutiva del gobierno 
universitario, para observar si la estructura ejecutiva aparece unificada (monocefalia) en 
torno a una única figura (el Rector-Presidente), con una doble autoridad académica y 
administrativa/directiva; o por el contrario aparece establecida en torno a una 
estructura dual y dividida (bicefalia) en dónde la autoridad es compartida entre dos 
figuras (el Rector, y el Presidente/Gerente) con una legitimidad diferenciada -académica 
y directiva-.  
En cuarto lugar, la tesis describe el nivel de centralización o descentralización 
organizativa y administrativa que presenta el gobierno universitario. 
La tesis también plantea una tipología de tipo unidimensional de regímenes de gobierno 
universitario que es construida sobre la base de las relaciones de influencia establecidas 
entre las estructuras de gobierno. Es decir, tomando como base las funciones y 
responsabilidades que poseen cada uno de los órganos de gobierno, y la distribución 
horizontal de poder existente, se esbozan tres tipos ideales de regímenes de gobierno 
universitario en función de la primacía y preeminencia que tiene la estructura ejecutiva 
(Rector-Presidente), el principal órgano deliberativo y/o representativo (el órgano 
académico) y el principal órgano de supervisión y control (el órgano que integra actores 
internos y externos). 
De esta forma, la tesis analiza de forma sincrónica los sistemas de gobierno universitario 
(nivel país) de los ocho países europeos seleccionados como marco descriptivo del caso 
español; pero también analiza de forma diacrónica cómo el sistema de gobierno 
universitario ha evolucionado en España en el transcurso de las sucesivas reformas 
universitarias aprobadas durante el período democrático. 
Así, esta tesis también describe desde una perspectiva histórica las sucesivas reformas 
universitarias que han tenido lugar desde mediados del siglo XX e inicios del siglo XXI, 
para analizar la transformación del gobierno universitario en el transcurso de este 
tiempo, al igual que lo han hecho los modos de coordinación, intervención y control del 
Estado sobre las universidades públicas españolas.  
Finalmente, la tesis también incluye un análisis empírico de la elección de los rectores en 
las universidades públicas españolas. Aquí, las universidades son las unidades de análisis 
en un estudio de 19 casos que describe las especificidades organizativas relativas al 
proceso de elección del máximo responsable de la organización y gobierno universitario 
en España. El análisis de los aspectos estructurales del sistema de elección del rector 
(procedimientos y reglas que rigen) en una muestra de 19 universidades públicas 
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españolas permite explorar la heterogeneidad y/o variabilidad en la esfera del gobierno 
universitario. 
Concretamente, son abordados rasgos estructurales susceptibles de variabilidad entre sí 
como la modalidad de elección -directa o indirecta- del rector; y la ponderación del voto 
para cada sector de la comunidad universitaria en el proceso electoral.  
Este análisis empírico aborda además las dinámicas electorales observadas en los 
procesos de elección de rector acontecidos en los casos seleccionados desde el año 
2000 hasta la actualidad como una forma de medir la competición y la fragmentación 
política interna en las organizaciones académicas.  
Lo anterior constituye la base de una tipología de modelos políticos mediante la que 
observar la existencia o no de diferentes coaliciones de intereses en torno al proyecto 
de Universidad. Es decir, el análisis desde una perspectiva histórica de elementos como 
el número de candidaturas presentadas en cada proceso electoral, si las candidaturas 
vencedoras han tenido vinculación con gobiernos rectorales, o si los rectores electos 
representan una línea de continuidad o no, puede servir como una aproximación 
interpretativa de los niveles de fragmentación o consenso social que existen en torno al 
modelo de Universidad (que teóricamente es el objeto central de debate de todo 
proceso de elección de rector), y por consiguiente, de la existencia de una única 
corriente homogénea y uniforme o más bien de coaliciones de intereses heterogéneas 
y/o conflictivas entre ellas. 
Por otro lado, y en el marco de una interpretación complementaria de las 
organizaciones académicas como sistemas abiertos que responden y se ajustan a los 
cambios externos de sus entornos, esta investigación doctoral analiza empíricamente 
dos casos diferentes de cómo las presiones institucionales afectan a las universidades, y 
de cómo responden a ellas. 
La literatura académica (e.g. Whitley, 2008 y 2012; Krücken & Meier, 2006; o Krücken et 
al., 2007 entre otros) ha señalado al contexto institucional nacional que rodea a las 
universidades como una dimensión relevante que configura los procesos de difusión de 
ideas, modelos o prácticas. Dada la configuración política-territorial ya mencionada para 
el caso de España, la consideración del contexto regional es importante para un análisis 
de la diversidad y la diferenciación en las universidades, puesto que podría estar 
asociado a diferentes realidades, y/o a la construcción de diferentes perfiles 
organizativos.  
Asumiendo el marco teórico del neoinstitucionalismo que reconoce que las estructuras y 
procesos de las organizaciones académicas están claramente influenciados por el 
contexto institucional e histórico en el que se promueven, en esta investigación se 
explora la influencia del entorno jurídico regulatorio (referido aquí a las leyes y políticas 
de educación superior y ciencia impulsadas) sobre las prácticas organizativas que tienen 
las universidades dentro del ámbito de los RRHH académicos. Para ello se toman dos 
regiones (Andalucía y Cataluña) altamente dinámicas desde el punto de vista académico, 
en las que además se han observado políticas y programas de contratación de personal 
académico claramente diferenciadas entre sí. 
Si las prácticas organizativas de las universidades están legitimadas y configuradas por 
las conexiones e interdependencias que tienen con otros actores e instituciones de su 
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entorno (Gornitzka et al., 2007; Olsen, 2009). Y al mismo tiempo, como organizaciones 
institucionalizadas que son, se encuentran afectadas por los valores y las lógicas 
institucionales que predominan en ellos. Esta investigación explora si las acciones de 
política pública se muestran capaces de moldear, transformar, e impulsar cambios 
organizativos en un ámbito estrátegico como el de la selección de personal, que 
históricamente ha estado dominado por las reglas y criterios fijados por el profesorado. 
Mediante un análisis empírico que aborda dos casos de estudio regionales con marcos 
regulatorios claramente diferenciados se observa, en una muestra de las universidades 
públicas de su territorio, si las prácticas organizativas de RRHH están asociadas a las 
políticas universitarias y científicas -instrumentos y programas- que impulsan los 
gobiernos de la región.  
Además, se analiza si ello constituye una fuente de variación organizativa entre 
universidades.   
 
Por último, la tesis completa el análisis de las presiones institucionales sobre las 
organizaciones académicas con un caso de estudio que analiza las respuestas 
adaptativas de las universidades la aparición de una innovación institucional como el 
Consejo Europeo de Investigación. En una muestra de universidades públicas españolas, 
se investigan las respuestas organizativas a este programa de financiación de la 
investigación que ha propiciado un cambio en el entorno científico europeo mediante la 
asignación de recursos materiales, reputación, y nuevas oportunidades para la movilidad 
geográfica e institucional de los investigadores (Nedeva & Stampfer, 2012).  
Concretamente, el análisis empírico aborda la forma en la que las universidades públicas 
han respondido a la nueva lógica institucional creada por el ERC basada en la idea de 
investigación de excelencia. Tal análisis se centra en la identificación de instrumentos 
específicos en las universidades seleccionadas que promuevan o favorezcan la 
investigación en general o la excelencia científica en particular. Para ello se clasifican 
dichas respuestas organizativas en el marco de unos tipos ideales, que basados en una 
tipología bidimensional permiten describir los diversos compromisos de acción y la 
fortaleza de sus capacidades organizativas.  
Además, se construye una taxonomía basada en indicadores relacionados con la 
participación relativa de las universidades españolas en las convocatorias promovidas 
por el ERC, para materializar la idea del compromiso de las universidades con la 
excelencia investigadora. Y si éstas han promovido prácticas organizativas o han 
diseñado nuevos mecanismos, instrumentos, e incentivos orientados a la promoción de 
la participación de sus académicos en el ERC, o si han realizado acciones de atracción de 
investigadores ERC de otras instituciones.  
De esta forma, se explora la diversidad en las respuestas organizativas que han dado las 
universidades al nuevo entorno institucional de financiación científica emergido en 
Europa; pero también los factores preexistentes que son relevantes al analizar las 
diferentes respuestas que dan las organizaciones a los cambios. 
 
En conjunto, la tesis sostiene que la diversidad organizativa que puede observarse en las 
universidades no puede ser interpretada de una forma reduccionista derivada de la 
organización y gobierno de las universidades, sino que ha de considerar a otros factores, 
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tanto internos como externos: internos de las universidades como las capacidades 
organizativas construidas, pero también externos como las presiones institucionales que 
ejercen los gobiernos regionales en ámbitos estratégicos para las universidades como la 
financiación, la orientación a la excelencia académica o la política de RRHH. 
 
4. Relevancia de la investigación: 
 
Desde el punto de vista académico, la educación superior en general, y las universidades 
como objeto de estudio particular han suscitado, en las últimas décadas, abundante 
literatura al albor de diversas disciplinas sociales.  
Desde la óptica de las políticas públicas, y dada la relevancia central que históricamente 
han representado las universidades como instituciones centrales de la sociedad del 
conocimiento; los gobiernos y otras instituciones supranacionales (Comisión Europea, 
OCDE, Banco Mundial, etc.) han incrementado sus demandas y exigencias hacia ellas. 
Así, las presiones ejercidas se han multiplicado (siendo cada vez más influyentes en un 
escenario de gobernanza multinivel y multiactor), siendo señalada la organización y 
gobierno como una dimensión clave para mejorar el rendimiento, la eficacia y eficiencia 
de las universidades.  
 
Una de las motivaciones de esta tesis es profundizar en el conocimiento de la 
organización y gobierno de las universidades, analizando el poder explicativo que tiene 
esta dimensión en la diversidad organizativa que se observa entre las organizaciones 
académicas. 
La organización y el gobierno universitario, y su importancia como input, es una 
temática de investigación ampliamente analizada, que sin embargo permanece 
inconclusa y abierta. Así, por ejemplo, hay una creencia generalizada de que existe una 
relación de asociación entre autonomía universitaria y rendimiento, que, sin embargo, 
no ha sido confirmada empíricamente. Aquí constituye una excepción el trabajo de 
Aghion y otros colegas (2009), que concluía que las universidades más autónomas son 
finalmente más productivas, pero advirtiendo al mismo tiempo de los peligros que 
puede tener un exceso de autonomía en ausencia de un entorno altamente competitivo 
(por recursos financieros, personal y alumnos). 
 
Esta investigación es relevante para la comprensión de las universidades como sistemas 
políticos, puesto que analiza la organización y gobierno universitario en España, y más 
concretamente los procesos y estructuras de representación y gobierno que lo 
configuran. 
Además, se proponen unos tipos ideales de gobierno universitario que son construidos a 
partir de la distribución de poder existente entre los distintos órganos que configuran el 
gobierno de las universidades. Por ejemplo, y a partir de una observación del rol 
preponderante que desempeñan los distintos órganos de representación y gobierno 
(unipersonales –rectores/presidentes- y colegiados –órgano académico, órgano de 
supervisión-), se plantean diferentes categorías de análisis del gobierno universitario 
que sirven para clasificar los modelos diversos de gobierno universitario, y también para 
caracterizar el grado de homogeneidad y/o diversidad que existe entre sí. 
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Dichas categorías clasificatorias son utilizadas para analizar comparativamente los 
sistemas de gobierno universitario (nivel país) de los ocho países europeos 
seleccionados con el caso español; y también, de forma diacrónica para analizar cómo el 
sistema de gobierno universitario ha evolucionado en España en el transcurso de las 
sucesivas reformas universitarias aprobadas durante el período democrático. 
El análisis de la organización y gobierno universitario desde una perspectiva estructural y 
del marco regulatorio es completado con un análisis empírico del sistema de elección de 
rector en España. En él, se describen, primero, los principales aspectos estructurales en 
las universidades públicas españolas, para a continuación explorar las dinámicas 
electorales observadas en los procesos de elección de rector acontecidos desde el año 
2000 hasta la actualidad en un conjunto de casos seleccionados. Desde que la LOU/2001 
introdujese el método electoral directo como mecanismo formal de selección de los 
rectores en las organizaciones académicas, su análisis arroja información empírica 
relevante en relación con las dinámicas internas de competición electoral y 
fragmentación política. 
Dado que esta tesis doctoral asume la interpretación política que Baldridge (1971) 
elaboró en la década de los setenta según la cual las universidades son consideradas 
como sistemas políticos en sí mismos, la observación de las dinámicas electorales 
internas resulta relevante para el análisis de la fragmentación política.  
La naturaleza fragmentada y dividida de las organizaciones académicas requiere 
entender su administración y gobierno como un proceso esencialmente político y no 
burocrático (March, 1963), debido fundamentalmente a las coaliciones de intereses que 
emergen entre los distintos grupos sociales que integran la comunidad universitaria.  
La existencia de intereses divergentes dentro de las universidades, que a menudo se 
coaligan entre sí, resalta la importancia de la fragmentación interna en unas 
organizaciones interpretadas en clave política. Por ello, e inspirados en la literatura 
clásica politológica que conceptualiza los sistemas de partidos (Duverger, 1957; Sartori, 
2005), esta tesis doctoral analiza la fragmentación política de las universidades a partir 
de una observación de sus dinámicas de competición electoral.  
Los procesos de elección de rector son utilizados para explorar la existencia o no de 
coaliciones de intereses divergentes en torno al proyecto de Universidad, planteándose 
una tipología de modelos políticos de aplicación a las organizaciones universitarias sobre 
la base de su fragmentación política y conflicto social interno. 
 
Esta investigación también es relevante para la comprensión de las organizaciones 
académicas como sistemas abiertos que responden y se ajustan a los cambios externos 
que se producen en sus entornos con el fin de salvaguardar sus propios intereses de 
supervivencia y crecimiento. Las relaciones de las universidades con sus entornos han 
sido interpretadas tanto desde la perspectiva del institucionalismo como desde la teoría 
de la dependencia de los recursos.  
Según la primera, las organizaciones operan en un entorno caracterizado por la 
existencia de normas, requerimientos, conocimientos, creencias, reglas institucionales y 
realidades compartidas que dictan las formas y comportamientos organizativos que son 
apropiados o aceptables en la sociedad. De lo anterior se deriva el concepto de 
isomorfismo institucional que entiende que las organizaciones que comparten el mismo 
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entorno institucional y/o pertenecen al mismo ámbito (con presiones y normas 
institucionales similares procedentes de sus entornos), reproducen o imitan las 
estructuras organizativas, las actividades, rutinas y prácticas organizativas, e incluso 
presentan respuestas organizativas que pueden llegar a ser isomórficas entre sí 
(DiMaggio & Powell, 1983). 
El estudio de país que analiza la tesis proporciona diversas oportunidades analíticas. La 
configuración política-territorial (altamente descentralizada y con competencias 
compartidas entre los distintos niveles de gobierno) que caracteriza a España tiene 
implicaciones en la política universitaria puesto que añade complejidad al entorno legal 
e institucional por el que se regulan las universidades, al permitir una diferenciación -
institucional y organizativa- mayor sobre la base de desarrollos legislativos regionales 
heterogéneos.  
La realidad institucional en la que se encuentran inmersas las universidades públicas 
españolas, quienes rigen su funcionamiento de acuerdo con una legislación común 
nacional y a una legislación regional relativamente diferenciada, permite explorar la 
existencia de patrones organizativos homogéneos y diversos entre organizaciones 
académicas (y/o entre universidades de una misma región y/o de regiones distintas). Al 
mismo tiempo, permite observar la existencia de homogeneidad entre sí (ausencia de 
diversidad) en aquellos elementos que vienen regulados por un marco legal común, y 
también si en aquellos elementos que escapan a dicho marco legal común cabe esperar 
una ausencia de homogeneidad entre sí.  
Así, por ejemplo, esta tesis doctoral revela una clara homogeneidad entre universidades 
cuando se analiza el modelo de elección de rector, pero al mismo tiempo puede 
observarse una diversidad más relativa al analizar otros aspectos organizativos relativos 
a dicho proceso electoral. Por otro lado, en el ámbito de los RRHH se han hallado 
prácticas y comportamientos diversos en universidades de distintas regiones, así como 
respuestas organizativas diversas frente a una presión institucional similar (emergencia 
de una institución científica como el ERC). 
Esta investigación también es útil para una mejor comprensión de las universidades 
como organizaciones claramente dependientes de los recursos que el entorno les prevé. 
De acuerdo con la perspectiva de la dependencia de los recursos, un asunto estratégico 
es la (inter) dependencia que tienen las universidades de los recursos del entorno, 
siendo relevantes para la acción organizativa las relaciones de intercambio en las que 
están involucradas.  
En el caso español, los gobiernos regionales son quienes proveen de recursos financieros 
(de acuerdo con criterios y procedimientos de asignación que ellos deciden) a las 
universidades, con quienes por tanto mantienen fuertes relaciones de dependencia 
política y financiera. Desde este punto de vista, este estudio de país permite explorar la 
incidencia de las políticas públicas regionales en el comportamiento organizativo de las 
universidades.  
Concretamente, la tesis doctoral aborda la influencia del entorno jurídico regulatorio 
(leyes y políticas de educación superior y ciencia) sobre las prácticas organizativas y 
patrones de comportamiento que tienen las universidades dentro del ámbito de los 
RRHH académicos. Con ello se pretende explorar el potencial y capacidad de 
transformación de las acciones de política pública para impulsar cambios organizativos 
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en un ámbito como el de la selección de personal, históricamente dominado prácticas y 
criterios impuestos por la colegialidad académica. 
Dicho análisis empírico es relevante por tanto para la literatura académica 
neoinstitucionalista que busca construir vínculos asociativos entre los cambios -
institucionales y materiales-, las dinámicas internas y los procesos de transformación 
organizativa en las organizaciones académicas. 
 
Además de la relevancia académica referida, esta tesis doctoral alcanza un interés 
destacado dentro del contexto universitario español, por las implicaciones prácticas que 
se derivan.  
Los análisis realizados indican, por ejemplo, un alto grado de mimetismo organizativo en 
lo relativo a la organización y gobierno de las universidades públicas española: así se 
observa en el modelo de elección de rector, sobre el que la legislación vigente permite 
una relativa diferenciación al ofrecer dos opciones -una fórmula directa en dónde lo 
elige el personal académico y no académico, y los estudiantes; y otra fórmula indirecta 
en dónde corresponde al Claustro como órgano representativo-.  
Por consiguiente, la escasa diversidad organizativa que se observa entre las 
universidades públicas españolas no solo es producto de un entorno regulatorio que 
condiciona o restringe la acción de las universidades, sino que también se debe a las 
decisiones propias y cursos de acción que toman sus responsables de gobierno. 
Asimismo, es remarcable la variable regional cuando se comparan determinados 
comportamientos organizativos (e.g. prácticas y rutinas organizativas de RRHH más 
abiertas e internacionalizadas, modalidad más extendida en la contratación de personal 
académico, una activa participación en convocatorias competitivas internacionales de 
financiación de la investigación, etc.). Esta variable por sí sola, tiene una capacidad 
explicativa (al menos parcial) del desigual rendimiento que tienen universidades 
públicas españolas ubicadas en distintos territorios. 
Por último, la tesis doctoral añade evidencia con respecto al rol que desempeña la 
construcción de capacidades organizativas operativas en universidades 
estratégicamente limitadas por su contexto institucional. El análisis de las respuestas 
organizativas de las universidades públicas españolas a la emergencia de una lógica de 
excelencia científica promovida por el ERC desvela la importancia que tienen, en este 
sentido, los programas propios y las políticas internas que impulsan los responsables de 
gobierno, y el liderazgo organizativo que ejercen.  
Es en este punto dónde universidades con una autonomía organizativa limitada pueden 
alcanzar una mayor diferenciación interna con respecto a otras organizaciones 
académicas con quienes compiten por recursos, reputación y talento. 
Lo anterior añade a esta investigación una relevancia práctica para que administradores, 
legisladores y responsables de gobierno universitario puedan así promover, sobre una 
base científica, el uso de incentivos institucionales como instrumentos orientados a 
transformar las actuaciones y comportamientos de las universidades. 
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5. Diseño de la investigación: 
 
Abordar una investigación compleja como la que se presenta requiere un diseño 
metodológico sólido. Además de la complejidad derivada de abordar las cuestiones y 
problemas presentados al inicio de esta introducción, la implicación de diferentes 
niveles de análisis (el contexto institucional es analizado a nivel internacional, nacional y 
subnacional; a lo que se suman las universidades como unidades de análisis para 
analizar el nivel organizativo) dificulta su aproximación.  
El estudio de caso como enfoque metodológico (Gerring, 2004, 2007; Yin, 2009) es 
ampliamente utilizado en la investigación cualitativa, y tiene ya una larga tradición 
dentro de las Ciencias Sociales en general, y la Ciencia Política en particular.  
Su elección para esta investigación es adecuada puesto que sirve para describir con 
profundidad y exhaustividad una temática compleja y multidimensional como la relativa 
a la organización y gobierno de las universidades, y la relación de éstas con sus 
entornos; explorando al mismo tiempo la existencia de asociaciones plausibles entre 
elementos de interés (e.g. programas regionales y prácticas organizativas, capacidades y 
respuestas organizativas, etc.).  
La selección de España (caso) está fundamentada en algunos de los rasgos 
institucionales que posee. Como ya se ha afirmado, el nivel de descentralización política-
territorial que ha alcanzado España con motivo de su proceso de regionalización (o 
federalización competencial) ha producido un sistema universitario heterogéneo, en el 
que pueden incluso identificarse distintos Sistemas Regionales de Educación Superior. 
Esta realidad añade complejidad al entorno legal e institucional por el que se regulan las 
universidades, al permitir una diferenciación -institucional y organizativa- mayor sobre la 
base de desarrollos legislativos regionales heterogéneos.  
Lo anterior es especialmente relevante para analizar la cuestión de la variabilidad 
organizativa en el seno de las organizaciones académicas, y la influencia que ejerce el 
propio entorno institucional que es quien determina las reglas de juego. No hay que 
obviar, que esta cuestión suscita un interés añadido dado que históricamente ha sido un 
país, con una tradición de centralización político-administrativa, reacio a cualquier 
proceso de diferenciación y fragmentación. 
Por consiguiente, el caso de España presenta oportunidades metodológicas puesto que 
confiere un nivel de análisis añadido, permitiendo aplicar estrategias de análisis 
comparativo no solo entre organizaciones sino a nivel regional, propiciando un escenario 
institucional extraordinario para analizar la relevancia de las políticas públicas a través 
de la influencia de los contextos regionales (regulaciones, políticas, instrumentos de 
incentivación, etc.) sobre las universidades (gobierno, prácticas, adopción de lógicas, 
etc.). 
 
La elección de dicho enfoque de investigación no implica que su alcance sea específico 
por ser solamente trasladable al caso español, sino que parte de las contribuciones que 
en ella se realizan tienen un alcance general. Cabe citar, por ejemplo, las distintas 
tipologías y modelos que se proponen para analizar y clasificar los regímenes de 
gobierno universitario en base a la preeminencia que tienen los diversos órganos de 
representación y gobierno, o en base a la existencia de diversas coaliciones internas de 
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intereses; o la tipología de respuestas organizativas de las universidades a presiones 
institucionales del entorno.  
La elección del estudio de casos como instrumento para el análisis empírico favorece la 
utilización del método comparado en el contexto de un número reducido de casos. El 
uso de esta técnica permite la exploración de relaciones plausibles entre variables (e.g. 
prácticas organizativas de selección y contratación de PDI y lógicas institucionales 
regionales; capacidades organizativas internas de las universidades de promoción de la 
investigación excelente y respuestas organizativas al ERC) mediante la comparación 
explícita y sistemática de elementos (Caïs, 1997; Collier, 1993; Lijphart, 1971; Sartori & 
Morlino, 1994). 
 
A continuación, se describe la estrategia metodológica utilizada para el desarrollo de la 
tesis. 
La estrategia de investigación se inició con una revisión de la literatura académica 
especializada en educación superior y sociología de las organizaciones que permitiera 
familiarizarse con el fenómeno de estudio, así como conocer los distintos enfoques 
aplicados y las publicaciones escritas al respecto. De forma paralela, se desarrolló un 
análisis exhaustivo de la legislación general que ha venido regulando el Sistema 
Universitario Español (LRU/1983, LOU/2001, y LOMLOU/2007) con objeto de 
comprender la arquitectura institucional relativa a las universidades en España. 
A continuación, se revisaron publicaciones académicas, ensayos, reportajes periodísticos 
e informes específicos focalizados en el caso español, con objeto de identificar aspectos 
relevantes relativos a la organización y gobierno de las universidades, sus condiciones 
organizativas limitadas, y las políticas universitarias producidas.  
Esta primera fase, más exploratoria, terminó con la realización de varias entrevistas 
semiabiertas a responsables nacionales y regionales de política universitaria que 
pudieran relatar, a través de sus experiencias políticas y personales, las sucesivas 
transformaciones legislativas experimentadas por la Universidad española desde la 
instauración de la democracia. 
La siguiente fase, más orientada al desarrollo de los objetivos definidos, se inició con una 
sistematización de los atributos institucionales generales señalados para el análisis del 
gobierno universitario, para así completar una descripción rigurosa del régimen de 
gobierno universitario establecido en el marco legal existente en España. Esta 
descripción sistemática fue replicada en el marco de ocho países europeos previamente 
seleccionados con el fin de contextualizar el caso español en el entorno europeo y así 
poder comparar patrones de gobierno universitario. Para esto último se consultaron 
numerosas fuentes secundarias (informes y artículos académicos principalmente), y se 
contó con la ayuda de un nutrido número de investigadores internacionales 
especializados en investigación internacional en educación superior, miembros todos 
ellos del Center for Higher Education and Policy Studies (CHEPS-Universidad de Twente) 
en dónde el doctorando desarrolló una estancia breve de investigación (agosto-
diciembre 2015). 
Con objeto de proceder a un análisis riguroso y profundo de la realidad organizativa de 
las universidades y de las regiones en las que se ubican, se decidió aplicar el método del 
estudio de casos como instrumento analítico. La estrategia de selección de casos ha sido 
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realizada a partir de una serie de criterios y reglas de selección informada que 
consideran aspectos clave como la regionalización, la diversidad en la dinámica político 
electoral y en la trayectoria de gobierno en el nivel político del territorio, la competición 
local o regional, la variación en términos de las disciplinas y campos de conocimiento 
representadas, así como la variabilidad en los niveles de desempeño investigador. 
Una vez seleccionadas las unidades de observación, se diseñó la estrategia de recogida 
de información y datos la cual se inició con una revisión pormenorizada de la legislación 
regional producida en el ámbito de la educación universitaria y la ciencia de cada una de 
las seis regiones seleccionadas (leyes regionales de educación superior e investigación, 
programas y acuerdos regionales de financiación universitaria, convenios laborales que 
aplican en la contratación de PDI laboral, etc.). De forma similar, se exploraron las 
páginas webs de las consejerías regionales de Universidades y Ciencia para identificar los 
programas, instrumentos y acciones de política pública impulsados por los gobiernos 
regionales en materia de política universitaria e investigación científica. Se consultaron, 
por tanto, memorias e informes, convocatorias públicas, presupuestos, planes de 
investigación, etc., y se rastreó documentación variada (diarios de sesiones de las 
asambleas regionales, boletines regionales, etc.) para identificar actores públicos 
relevantes y sus posiciones en asuntos relevantes de política universitaria y científica. 
Ello permitió, en las dos regiones en las que se ha abordado con profundidad un análisis 
de sus políticas públicas de educación superior y ciencia, la elaboración de un listado con 
responsables políticos relevantes (consejeros de universidades, secretarios generales, 
directores y subdirectores de áreas, etc.) que hubieran desempeñado sus funciones en 
las últimas décadas a los que se intentó contactar para entrevistarlos en profundidad, 
consiguiendo finalmente la realización de seis entrevistas. 
De forma paralela, se fue realizando una intensa labor de análisis documental en cada 
una de las 18 universidades públicas seleccionadas en la muestra: en la que se 
analizaron de forma sistemática sus estatutos y otras normas internas que regulan su 
funcionamiento y organización (reglamentos de organización y gobierno, normativas 
que regulan los procesos electorales internos, reglamentos relativos a los 
procedimientos de selección y contratación de PDI, convenios colectivos propios, etc.) y 
otros documentos estratégicos (planes estratégicos, estrategias de internacionalización, 
memorias, planes propios de investigación, convocatorias internas, etc.). Asimismo, se 
consultaron las páginas webs de las universidades, prestando especial atención a las 
áreas relativas a sus estructuras de gobierno, investigación y personal. 
Una vez examinadas todas las fuentes de información mencionadas, y a la vista de la 
información extraída de ella para completar los objetivos de investigación marcados, se 
decidió realizar un número amplio de entrevistas semiabiertas a responsables de 
gobierno universitario (vicerrectores de investigación, política científica y personal, 
directores de área, técnicos de apoyo a la investigación, etc.) de la muestra de 
universidades, para clarificar y validar cierta información recolectada y para ampliar otra 
información relevante para las líneas de investigación relativas a las respuestas 
organizativas a la lógica de excelencia promovida por el ERC, y a las prácticas 
organizativas de selección y contratación de personal académico. Adicionalmente se 
entrevistó a varios responsables sindicales (tanto de UGT como de CCOO) implicados en 
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la política de RRHH de las universidades, y a otros responsables técnicos de las áreas de 
personal de las universidades.  
En total se contactó a más de un centenar de personas, consiguiendo finalmente 
entrevistar telefónicamente a más 50 informantes directos.  
Una vez completadas las entrevistas semiabiertas, la abundante información resultante 
fue ordenada, codificada y depurada con objeto de maximizar su utilidad y explotación 
en la investigación. Para este proceso de explotación de la información, el doctorando 
aplicó algunas de las estrategias y técnicas de análisis de datos aprendidas en el 
Posgrado Especialista en Investigación y Análisis de Datos que realizó durante el 2014, 
becado por el propio Centro de Investigaciones Sociológicas y por el propio grupo de 
investigación del que formó parte durante su beca predoctoral FPI.  
En dicho proceso de explotación de datos cualitativos, el investigador predoctoral ha 
seguido una estrategia de análisis cualitativo más tradicional y rudimentario siguiendo 
trabajos clásicos de cualitativitas destacados (Alonso, 1998, 2014; Vallés, 2002), pero 
combinándola al mismo tiempo con una estrategia más innovadora en la que se ha 
desarrollado un análisis asistido por software de análisis cualitativo (atlas Ti: v.7.0), 
siguiendo algunos trabajos metodológicos relevantes publicados recientemente e 
investigaciones sociales que han hecho uso de esta herramienta (e.g. Barry, 1998; 
Blismas & Dainty, 2010; García-Alvarez & López-Sintas, 2001; Darmody & Byrne, 2006; 
Friese, 2011; Paulus & Lester 2015; San Martin-Cantero, 2014). 
Por último, también se han aprovechado algunos de los datos recolectados en la 
encuesta realizada entre marzo y junio de 2015, en el marco del proyecto nacional que 
ha financiado esta investigación, a más de 4.500 profesores de universidades públicas 
españolas, y en cuyo diseño participó activamente el doctorando durante su período 
como investigador predoctoral FPI en el Instituto de Políticas y Bienes Públicos del CSIC. 
 
7. Estructura de la tesis: 
 
La tesis consta de dos grandes bloques que asimismo están compuestos de cinco 
capítulos claramente diferenciados y con contenido propio. 
En el bloque introductorio se incluyen dos capítulos: en el primero se presenta una 
revisión de algunos de los trabajos más relevantes que han investigado a las 
universidades como organizaciones, con objeto de describir y analizar todo un conjunto 
de elementos y rasgos que definen organizativamente a las universidades a partir de la 
extensa literatura teórica y empírica que se ha publicado; mientras que el segundo 
incluye una primera aproximación descriptiva al estudio del gobierno universitario a 
partir de una comparación descriptiva de los atributos institucionales que configuran el 
régimen general de gobierno universitario en nueve países, que muestran diferencias 
significativas en los modos en los que la educación superior ha venido siendo regulada y 
coordinada.  
El segundo bloque es una sección dedicada íntegramente al análisis del caso español, 
que está compuesto a su vez por cuatro capítulos que abordan cuestiones más 
específicas como los patrones organizativos y de gobierno de las universidades públicas 
españolas y sus transformaciones derivadas de las sucesivas reformas legislativas; un 
análisis empírico del sistema de elección del rector; un análisis de la influencia que 
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tienen las políticas regionales de educación superior y ciencia en la organización, 
administración y gestión de los recursos humanos académicos de las universidades 
públicas; y un análisis empírico de las respuestas organizativas de las universidades ante 
un cambio institucional en el entorno como el Consejo Europeo de Investigación. La tesis 
finaliza con un último capítulo (octavo) en el que se resumen algunas de las conclusiones 
principales de la investigación. 
 
El bloque general que abre esta tesis doctoral incluye un capítulo (capítulo II), en el que, 
a modo de preámbulo de esta investigación, presenta una revisión de algunos de los 
trabajos más relevantes que han investigado a las universidades como organizaciones. 
Dichos enfoques interpretativos suponen los cimientos teóricos sobre los que se 
construye esta investigación.  
Uno de los marcos interpretativos de mayor impacto en los últimos tiempos y de mayor 
aplicación a lo largo de la investigación, es el que analiza la capacidad estratégica de las 
universidades como organizaciones, y su rol como actores organizativos. Las 
universidades no han sido tradicionalmente concebidas como organizaciones dotadas de 
una capacidad propia para la toma de decisiones, la cual se ha visto siempre limitada por 
la acción de actores (externos e internos) como el Estado o los profesionales 
académicos.  
En todo este debate, esta investigación sitúa al modo en el que las universidades están 
gobernadas y organizadas como un elemento central del análisis, en tanto que su 
capacidad para gobernarse a sí mismas y gestionar sus propios asuntos, es algo 
inherente a la capacidad organizativa de la Universidad. 
El contexto nacional de nueve países del entorno europeo es explorado en el capítulo III, 
en dónde se describe comparativamente diversos sistemas de gobierno universitario 
desde una perspectiva internacional.  
Mediante un análisis sistemático de los atributos institucionales que regulan la forma de 
organización y gobierno de las universidades públicas investigadoras de Alemania, 
Bélgica, España, Francia, Italia, Países Bajos, Portugal, Reino Unido y Suiza, se busca 
describir y caracterizar institucionalmente a los nueve sistemas de gobierno 
universitario con relación a sus estructuras de autoridad y a las funciones y 
responsabilidades que asumen. Un objetivo adicional es el de una clasificación de los 
regímenes europeos de gobierno universitario en base a diversos criterios y dimensiones 
politológicas, que fundamentalmente se apoyan en la literatura de ciencia política que 
aborda el estudio de los sistemas políticos de los países. 
El bloque dedicado íntegramente a España comienza en su capítulo IV con una 
descripción de las distintas reformas universitarias desarrolladas y de los cambios 
experimentados en los atributos institucionales relativos a la organización y gobierno de 
la Universidad en España. Es decir, este capítulo toma como base los conceptos y teorías 
utilizados en los capítulos precedentes para elaborar un análisis no tanto del sistema 
universitario español en su conjunto, sino de aquellos elementos estrechamente 
vinculados al objeto central que tiene esta investigación doctoral. Este capítulo pretende 
ofrecer al lector una imagen completa y rigurosa de la actual Universidad española en lo 
relativo a su naturaleza organizativa y al modo en que se organiza y gobierna. 
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Además ofrece también un análisis politológico del sistema de gobierno universitario en 
España, a partir de los criterios y dimensiones politológicas utilizadas en el capítulo III,  
que desde una perspectiva histórica visibiliza la evolución del gobierno de las 
universidades a lo largo de las últimas décadas y en cinco etapas diferenciadas -1944-
1983: LOU/1943; 1984-2001: LRU/1983; 2002-2007: LOU/2001; 2008-actualidad: 
LOMLOU/2007--, identificando los patrones de gobierno universitario que han existido 
en España en los distintos períodos de reforma para así clasificarlos según los modelos 
planteados en esta investigación. 
Si en el capítulo previo se analizan los rasgos básicos que el ordenamiento jurídico 
vigente establece como marco común para todas las universidades públicas, en el 
capítulo V se aborda empíricamente un estudio de casos que busca conocer las 
especificidades organizativas que una muestra de universidades (19 ubicadas en seis 
territorios distintos: Andalucía, Asturias, Cataluña, Cantabria, Extremadura y Madrid) 
poseen en una dimensión fundamental del gobierno universitario: cómo internamente 
han organizado la elección de su máximo responsable de gobierno universitario. 
Este capítulo analiza los aspectos estructurales del sistema de elección del rector en las 
universidades públicas españolas, atendiendo a criterios de competición electoral y 
fragmentación política. 
 
Esta investigación, en su última parte, aborda las relaciones de las universidades con sus 
entornos. El capítulo VI aborda la influencia del entorno jurídico regulatorio (leyes y 
políticas de educación superior y ciencia) sobre las prácticas organizativas y patrones de 
comportamiento que tienen las universidades dentro del ámbito de los RRHH 
académicos. 
Este capítulo centra su atención en el análisis de las estructuras de relaciones laborales 
que se observan en las universidades, y sus divergencias a lo largo del tiempo; y en el 
análisis de la heterogeneidad en las prácticas organizativas de RRHH de las 
universidades, explorando en último término cómo ambas dimensiones son 
institucionalmente configuradas a través de las políticas. Se realiza un análisis 
comparado que toma como referencia los sistemas universitarios regionales de 
Andalucía y Cataluña, en donde a partir de una muestra representativa de las 
universidades públicas de sus territorios (10 en total), se exploran si sus estructuras de 
relaciones laborales y sus prácticas organizativas de RRHH están alineadas con la lógica 
institucional dominante que se observa en la política regional -de educación superior y 
ciencia- impulsada en su territorio, para analizar si las políticas públicas de estas 
regiones son un factor determinante o no del comportamiento organizativo de sus 
universidades públicas en el ámbito de los RRHH.  
 
La adaptación de las organizaciones académicas a los cambios que se producen en los 
entornos también es abordada en el capítulo VII. En este capítulo, se analiza la 
emergencia del Consejo Europeo de Investigación (ERC) y su modelo de excelencia 
académica.  
Se evalúan y comparan las respuestas de las universidades (18 ubicadas en las mismas 
regiones ya citadas en el capitulo V) a la existencia del Consejo Europeo de 
Investigación. Dichas respuestas organizativas son clasificadas en el marco del desarrollo 
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de unos tipos ideales, que basados en una tipología bidimensional permiten la 
descripción de los diversos compromisos de acción y la fortaleza de sus capacidades 
organizativas.  
La tesis finaliza con un capítulo (capítulo VIII) de conclusiones dónde se sintetizan los 
resultados más destacados de la tesis. 
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“La Universidad ha crecido en círculos concéntricos. Empezó con la 
filosofía en Grecia, y con la primera gran biblioteca, en Alejandría. Más 
tarde incluyó a las profesiones liberales, y luego a la ciencia. 
Posteriormente alcanzó a la agricultura, y después a la industria. Al 
principio sirvió a las élites, luego a la clase media también, y hoy incluye 
a toda la juventud, sin distinción de origen social o económico”  (Kerr, 
2001:.66).  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Bloque 
introductorio 
Una visión 
general del 
objeto de 
investigación 
*** 
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C a p í t u l o  I I .                                         
E l  e s t u d i o  d e  l a s  
u n i v e r s i d a d e s  c o m o  
o r g a n i z a c i o n e s               
 
“Organizations are seldom the sole masters of their fate, for external forces of various kinds impinge on them, 
shaping, remaking, and molding them in many ways” (V. Baldridge, 1971: 39-40). 
 
”The rethinking, reorganizing and refunding of the University are part of processes of change in the larger 
configuration of institutions in which the University is embedded. These processes link change in the University 
to change in the role of democratic government, in public-private relations, and in the relationship between the 
local, national, European and international level” (Olsen, 2007: 1). 
 
“Universities are not only institutions which are granted legitimacy and resources from their social 
environments. Universities are also organizations with structures and processes that historically differ markedly 
from those of other organizations” (C. Musselin, 2007: 10). 
 
“Universities are organizations, however, though they are unquestionable different in many ways from most 
work organizations” (P. Blau, 1973: 48). 
 
”The uniqueness of Higher Education: It does not make much sense to evaluate business firms according to how 
much they act like universities, nor economic systems according to their resemblance to higher education 
systems” (B. Clark,  1983: 275) 
 
 
 
1. Introducción. 
Las universidades están consideradas entre las más antiguas organizaciones formales 
que ha conocido la sociedad.  
Desde que en las décadas de los sesenta y setenta se iniciase un proceso de expansión 
de los estudios de educación superior que analizan la organización y administración de 
las universidades, pueden observarse dos etapas diferenciadas: una primera etapa que 
podría abarcar hasta los noventa, y una segunda etapa que comprendería desde los 
noventa hasta la actualidad. 
La primera estaría caracterizada por una serie de estudios germinales (estudios clásicos 
de educación superior), algunos profundamente teóricos y otros con una base empírica 
principalmente construida en el contexto de EEUU, que proporcionaron solidez a la 
joven disciplina de la educación superior y construyeron los cimientos del conocimiento 
relativo a la organización de las universidades.  
Mientras que la segunda es relevante en cuanto comprende toda aquella literatura que 
ha favorecido el crecimiento exponencial del campo de estudio especializado en 
educación superior, siendo destacables los numerosos trabajos dedicados al análisis de 
las universidades como organizaciones (Fumasoli & Stensaker, 2013), lo que ha dotado 
de mayor robustez científica a la disciplina.  
Durante todo este tiempo, no solo ha crecido el número de publicaciones relativas, sino 
también las revistas especializadas o las asociaciones profesionales, lo que ha 
despertado la atención de númerosos académicos procedentes de las diferentes 
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disciplinas que integran el campo de conocimiento de las Ciencias Sociales. Ello ha 
posibilitado una diversificación geográfica de las investigaciones (con gran interés a 
contextos como el europeo o el asiático) y ha multiplicado el número de estudios con 
base empírica.  
 
Desde mitad del siglo XX hasta la actualidad, las universidades han sido conceptualizadas 
de múltiples formas: burocracias formales, comunidades sociales y/o profesionales, 
organizaciones políticas, anarquías organizadas, organizaciones vacías, planas o 
incompletas, organizaciones específicas (atípicas o paradójicas), organizaciones 
profesionales burocráticas, etc. Pese a toda esa diversidad interpretativa, puede 
afirmarse coincidiendo con Peterson (2007), que ninguna puede ser enteramente 
rechazada, pueden ser incluso entendidas como complementarias a cualquier 
conceptualización nueva que se haga.  
Los debates relativos a la naturaleza organizativa de las universidades han permanecido 
vigentes a lo largo de las últimas décadas. En los últimos años, las reformas 
institucionales puestas en marcha en países de todo el mundo para modernizar las 
organizaciones académicas y hacerlas más adaptativas a las nuevas demandas sociales, 
han reanimado un debate que por sus implicaciones políticas y sociales traspasa el 
ámbito intelectual y científico.  
En el plano teórico se discute, tras las recientes reformas impulsadas por los gobiernos, 
si las universidades pueden ser consideradas como actores organizativos relativamente 
autónomos capaces de actuar estratégicamente. Mientras en el plano político, el debate 
se centra en la funcionalidad de las universidades dentro del modelo de sociedad 
vigente, cual es el rol social que han de desempeñar y cómo pueden maximizar su 
contribución a la sociedad.   
Lo cierto es que actualmente las modernas organizaciones universitarias difícilmente 
pueden ser descritas como anarquías organizadas. Tampoco como actores estratégicos 
que actúan y se comportan de una forma racional e integrada a como lo hacen las 
corporaciones empresariales.  
 
Este primer capítulo presenta una revisión de algunos de los trabajos más relevantes 
que han investigado a las universidades como organizaciones. El objetivo es describir 
aquellos elementos y rasgos que definen organizativamente a las universidades a partir 
de la literatura académica publicada. Se abordan, por consiguiente, diversas cuestiones: 
¿por qué es relevante estudiar las universidades desde la teoría de las organizaciones? 
¿cómo son las universidades como organizaciones? ¿qué elementos y características 
propias las definen? ¿en qué se diferencian las universidades de otras organizaciones?  
Este capítulo está estructurado de la siguiente forma: tras la introducción, un segundo 
apartado resume cómo han evolucionado los estudios de educación superior que han 
analizado la organización y administración de las universidades. La tercera sección revisa 
algunas de las principales teorías publicadas sobre las universidades como entidades 
sociales, mientras que la cuarta profundiza en algunos de los elementos que definen la 
naturaleza organizativa de las universidades. La parte final está dedicada al cambio 
organizativo en las universidades, describiéndose algunos de los principales enfoques 
teóricos utilizados para interpretar los procesos y dinámicas de cambio organizativo de 
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las universidades. El capítulo termina con un breve apartado en el que se sintetizan 
algunas conclusiones relevantes.  
 
2. Evolución de los estudios de educación superior relativos a las universidades como 
organizaciones. 
Hasta pasada la década de los cincuenta, los trabajos que analizaron la organización y 
administración de las universidades fueron escasos y con poco impacto conceptual y 
científico 1 . Los primeros trabajos sobre universidades contenían una alta carga 
descriptiva e incluso normativa que los alejaba de la literatura científica. No sería hasta 
mediados de los sesenta y setenta, impulsados por los trabajos germinales de Clark, 
cuando el estudio de las universidades como organizaciones adquiriría una relevancia 
formal dentro de la literatura especializada en educación superior.  
Entre los años cincuenta y setenta, los procesos de expansión y democratización de la 
educación superior proporcionaron un revulsivo fundamental para la investigación 
centrada en la educación universitaria. Ello atrajo la atención de estudiantes, 
académicos e investigadores de diversas disciplinas integradas dentro de las Ciencias 
Sociales –Sociología, Ciencia Política, Educación, Antropología, Ciencia de la 
Administración, Dirección de organizaciones, Psicología, etc.- que se sumaron al estudio 
de la educación superior y al análisis de las universidades como organizaciones sociales 
(Peterson, 2007).  
En apenas dos décadas, los estudios relativos a la organización y administración de la 
educación superior se duplicaron, mejorando sus niveles de calidad científica y 
adquiriendo un carácter interdisciplinar.  
En los años cincuenta y sesenta, cuando la educación superior de todo el mundo 
experimentó una etapa de acelerado crecimiento y expansión, los estudios incipentes 
sobre universidades interpretaron a las universidades como sistemas organizativos 
cerrados, relativamente autónomos y con un comportamiento reactivo ante los cambios 
externos. Sus modelos explicativos, influenciados por la sociología, estaban enfocados al 
estudio de las características y procesos internos de las universidades y no tanto en sus 
dinámicas de interacción con el entorno.  
Algunos trabajos publicados en este período caracterizaron a las universidades como 
burocracias formalmente organizadas (Corson’s, 1960; Stroup, 1966). Otros en cambio, 
rechazaron una visión de las universidades como burocracias formales al no presentar 
relaciones jerárquicas claras, funcionando más bien como comunidades: comunidades 
de aprendices que incluyen a profesores, estudiantes y administradores (Goodman, 
1962) o comunidades de profesionales académicos (Millet, 1962) que participan 
activamente en sus tareas internas de gestión y gobierno, desplazando a los burócratas 
a un papel secundario. 
 
Durante las décadas posteriores emergieron estudios que ya sí que reconocían la 
influencia del entorno y de los cambios externos en la conformación de las respuestas y 
 
1 Peterson (1974), continuando con la labor iniciada previamente por Olive (1967), elaboró una revisión comprehensiva 
de la literatura académica que ha abordado la organización y administración de la ducación superior entre la década de 
los cincuenta y setenta, la cuál sería actualizada una década después (1985). 
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las dinámicas de las organizaciones: las universidades empezaron a ser interpretadas 
como sistemas holísticos y abiertos de organizaciones que no son pasivos a los sucesos 
que ocurren en el entorno. Diferentes investigaciones reconocieron la influencia de las 
condiciones externas, destacando la naturaleza compleja de las universidades como 
organizaciones amplias que integran a unidades académicas y profesionales diversas. 
Analizaron, también, los patrones estructurales y estrategias de las universidades, las 
relaciones entre sus dinámicas internas y externas, así como sus respuestas a los 
cambios producidos en el entorno.  
Baldridge (1971a, 1971b), inspirado en los trabajos previos que estudiaron las 
organizaciones y sistemas a partir de conceptos y teorías politológicas (e.g. March en 
1962 desarrolló una teoría de las organizaciones empresariales sobre la base de la 
Ciencia Política) describió a las universidades como organizaciones políticas. A lo largo 
de su obra analiza cómo los asuntos son introducidos en la agenda institucional, cómo se 
originan los grupos de intereses, cómo suceden internamente los procesos de toma de 
decisiones y otras dinámicas políticas internas y externas que conducen a la formulación 
de las políticas dentro de las universidades.  
Desde una perspectiva politológica y sociológica, Cohen y sus colegas (1972) analizaron 
los procesos de toma de decisiones en organizaciones complejas como las 
universidades. Estos autores concluyeron que su proceso de toma de decisiones sigue la 
lógica del modelo `garbage can’ o cubo de basura que plantea soluciones en búsqueda 
de problemas. Esta lógica, y no la racional que identifica primero los problemas, los 
analiza y busca posibles soluciones es uno de los rasgos principales de las `anarquías 
organizadas’: es decir, agrupaciones de unidades altamente descentralizadas que 
solamente requieren de una coordinación limitada. Weick (1976) por su parte, introdujo 
el concepto de organizaciones vacías (`loosely coupled´) que aplicó a las organizaciones 
educativas, una de las grandes contribuciones teóricas realizadas acerca del 
funcionamiento de las universidades.  
Pfeffer y Salancik (1978) contribuyeron a la investigación sobre organizaciones con su 
modelo teórico de dependencia de los recursos, que, si no fue aplicado inicialmente a 
las universidades, si que ha sido ampliamente referenciado en la literatura especializada 
en educación superior al interpretar a las organizaciones universitarias como entidades 
claramente dependientes de los recursos que el entorno les prevé. De similar impacto 
fue la teoría institucionalista desarrollada por Meyer y Rowan (1977) que emergió como 
una nueva perspectiva teórica para analizar el rol del entorno en la configuración y 
desarrollo de las estructuras institucionales, que son legitimadas por el propio entorno 
social. Al igual que la teoría de la dependencia de los recursos, el institucionalismo ha 
sido y es ampliamente utilizado en el estudio de las organizaciones de educación 
superior (e.g. Clark, 1998, 2005; Gumport & Sporn, 1999; Simsek, 1997; Sporn, 1999; 
etc.). 
 
Fue en la década de los ochenta cuando aparecieron las primeras investigaciones en las 
que las universidades eran descritas como organizaciones estratégicas capaces de 
desarrollar sus propias estructuras internas y procesos, fijar sus prioridades y tomar sus 
propias decisiones dentro de los complejos y cambiantes entornos emergentes: las 
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universidades como entidades holísticas y complejas en términos de su tamaño, 
estructura, procesos de decisiones e interacción con el entorno.  
Keller (1983) y Chaffee (1985) fueron pioneros en la interpretación de la naturaleza 
organizativa de las universidades en un sentido estratégico, una línea de investigación 
que ha avanzado cualitativa y cuantitativamente hasta la actualidad. Birnbaum (1988), 
también analizó la complejidad de las universidades como organizaciones examinando la 
toma de decisiones y las dinámicas organizativas internas.  
En la década de los noventa, diversas investigaciones analizaron las respuestas 
estratégicas que las organizaciones universitarias desarrollan ante los cambios que se 
suceden en un entorno crecientemente dinámico, turbulento, cambiante e 
impredecible. En el análisis de las relaciones de las organizaciones con su entorno la 
literatura coincide en que las instituciones no solo reaccionan pasivamente a los 
cambios externos que suceden, sino que también actúan proactivamente. Es decir, las 
organizaciones no solo se adaptan a los nuevos patrones, fuerzas externas y desafíos 
que acontecen, sino que a veces también buscan involucrarse o cambiar elementos de 
éstos.  
Gumport y Sporn (1999) examinaron el rol del entorno y la adaptación de los gestores 
de las universidades a él, analizando la relación entre las fuerzas externas, las demandas 
del entorno a la institución, y el impacto y respuesta organizativa de la Universidad. Este 
trabajo ha contribuido al conocimiento de las organizaciones universitarias y sus formas 
de adaptación a los cambios del entorno. Otros autores como Clark (1998) o Slaughter y 
Leslie (1997) han interpretado a las universidades como organizaciones emprendedoras 
que responden a los cambios del entorno adoptando decisiones de tipo capitalista y 
orientadas a las demandas que establece el mercado.  
 
Todas estas interpretaciones organizativas teorizadas por la literatura académica han 
buscado explicar en cada momento cómo las organizaciones universitarias responden a 
los cambios y desafíos institucionales que se producen en el entorno en el que se 
encuentran (Peterson, 2007). 
A este respecto pueden citarse los procesos de expansión y crecimiento del sector de la 
educación superior, que traen consigo un incremento del número de usuarios y 
potenciales consumidores de los servicios que ofrecen las universidades. Otro desafío 
relevante es el aumento de las presiones competitivas derivadas del empoderamiento 
de los estudiantes como consumidores con una capacidad de elección y decisión mayor, 
pero también como consecuencia de la aparición de nuevas instituciones de educación 
superior que han promovido mayores niveles de competición, eficiencia, productividad y 
calidad. 
También son relevantes las transformaciones sucedidas en los patrones de los usuarios 
finales y en sus demandas, en tanto que han emergido nuevos perfiles de estudiantes, 
cada vez más diversos, con diferentes rangos de edad, intereses, exigencias, perfiles 
sociales, etc. 
La reducción progresiva de los recursos –públicos- destinados a financiar la educación 
superior también ha supuesto un desafío institucional relevante para las universidades, 
en tanto que les ha obligado a una búsqueda de nuevas y alternativas fuentes de 
ingresos. 
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Por otro lado, el incremento de los procesos de control y evaluación del rendimiento 
académico y organizativo de las instituciones (en aspectos como la participación y el 
rendimiento de los estudiantes, la actividad docente e investigadora de los profesores, 
la calidad de los programas académicos, etc.) también ha significado un cambio 
destacado en el entorno de las organizaciones académicas. 
Por último, el estallido de la sociedad de la información y el conocimiento también ha 
sido una transformación que ha impactado en las misiones organizativas de las 
universidades como instituciones centrales de la sociedad que ahora tienen 
encomendada una mayor responsabilidad en el bienestar social de la población, el 
crecimiento económico o el desarrollo regional. 
En definitiva y como reconoce Peterson (2007), ninguna de las interpretaciones 
anteriores ha sido desacreditada o rechazada. Además, los sucesivos trabajos publicados 
siguen apoyándose teóricamente en ellas reforzando su vigencia y complementariedad. 
 
3. Interpretaciones organizativas sobre las universidades. 
Durante décadas, la forma organizativa de las universidades ha sido uno de los aspectos 
más analizados por la literatura. La mayoría de los trabajos que han teorizado acerca de 
las universidades como organizaciones, han buscado responder a tres grandes 
interrogantes: (1) ¿qué tipo de organizaciones son las universidades?; (2) ¿qué 
elementos y características definen su forma de organizarse?; y (3) ¿en qué se 
diferencian las universidades de otro tipo de organizaciones? 
A continuación, se exponen algunas de las teorías que han analizado organizativamente 
a las universidades. Un conocimiento más profundo de sus características organizativas 
permitirá conocer mejor cómo funcionan y se estructuran. 
3.1. Las universidades como comunidades. 
Las universidades no siempre han sido entendidas como organizaciones formales en sí 
mismas (Gross, 1968). Algunos trabajos clásicos de principios de los sesenta describieron 
a las universidades como comunidades académicas integradas por grupos sociales 
heterógeneos desde un punto de vista profesional -profesores, estudiantes y 
administradores- También fueron descritas como comunidades de profesionales 
académicos (Millet, 1962) que se organizan por colectivos que participan en las tareas 
internas de gestión y administración. 
Según este marco interpretativo, las universidades son idealizadas como comunidades 
sociales en dónde las personas pueden alcanzar sus propios objetivos individuales (e.g. 
la autorrealización personal, la búsqueda de la verdad, etc.) y organizarse 
colectivamente acorde a intereses, normas y valores compartidos que facilitan la 
convivencia social, cultural, académica y científica. Como consecuencia de ello y de una 
forma más evidente que otras organizaciones, las universidades se ven más 
influenciadas por las distintas culturas internas que las componen (Clark, 1983). 
Los máximos exponentes de esta corriente teórica son Millet (1962) y Goodman (1962), 
quienes destacan la naturaleza colegiada de los procesos internos de toma de decisiones 
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de las universidades, en dónde el consenso y el interés general se anteponen a la 
conflictividad de intereses personales antagónicos e individualistas. 
 
Esta visión idealizada de las universidades fue posteriormente cuestionada por Baldridge 
(1971) quién elaboró una teoría acerca de la gobernanza académica que cuestionaba las 
formulaciones teóricas vigentes hasta entonces.  
Para este autor, las universidades deben ser comprendidas como sistemas u 
organizaciones políticas altamente fragmentadas y divididas: organizaciones politizadas 
en dónde diferentes bloques de poder –grupos de presión externos, gobernantes 
universitarios, gestores, profesores y estudiantes- se ven enfrentados por alcanzar el 
control institucional y decidir el destino de sus organizaciones.  
Esta interpretación política de la Universidad encuentra su argumentación en la 
estructura social que la caracteriza, que es compleja y fragmentada. En la Universidad 
cohabitan una diversidad de grupos sociales que defienden objetivos estratégicos 
distintos que articulan de una forma diferente sus intereses. Asimismo, estos grupos 
ejercen presiones en los procesos de toma de decisiones para obtener medidas políticas 
favorables, y hacen uso del poder y la fuerza cuando la situación lo requiere. El poder y 
la influencia son articulados en un proceso político complejo que culmina con la 
formulación de unas políticas internas que durante todo el proceso son forjadas y 
replanteadas como resultado de las demandas y presiones de los múltiples grupos que 
participan en el proceso (Baldridge, 1971).   
 
A esta interpretación politológica de las universidades también han contribudo autores 
como Pfeffer y Salancik quienes estudiaron la distribución interna de los recursos, 
enfatizando el rol que el poder desempeña dentro de las organizaciones universitarias 
(Pfeffer & Salancik, 1974; Salancik & Pfeffer, 1974). 
 
3.2. Las universidades como instituciones. 
“An institution of higher education in a democracy has the obligation to prepare students for 
their role as citizens and active participants in the political life of the nation by encouraging 
them to exercise responsibilities and some influence over their own destinies”  
(P. Blau, 1973: 156). 
 
Las universidades también han sido interpretadas como instituciones que presentan un 
sistema de reglas definidas por el poder político (Estado) y que actúan conforme a unos 
códigos, normas y rituales derivados de la práctica académica. 
Las universidades han desempeñado tradicionalmente un rol fundamental en las 
sociedades avanzadas, cumpliendo funciones sociales diversas como la producción, 
transmisión y conservación del conocimiento y la cultura; la creación de oportunidades 
de movilidad y ascenso social; la producción de masa-pensamiento crítico y otras no 
menos relevantes como la socialización y formación de capacidades y habilidades 
profesionales, etc.  
Las universidades, por ejemplo, como instituciones del Estado han venido 
desempeñando un rol central en la selección, formación y evaluación de las élites 
sociales, políticas, económicas y profesionales de nuestras sociedades actuales. 
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La reformulación de las misiones de la Universidad2, exacerbada en la década de los 
noventa con la emergencia en Europa del concepto de economía del conocimiento 
(Godin, 2006), ha revitalizado el rol que las universidades tienen como instituciones 
productoras y difusoras del conocimiento al servicio del crecimiento económico, el 
desarrollo y la innovación de las regiones y países. Esta reconsideración de la educación 
superior como motor para el crecimiento y la mejora de la competitividad en una 
economía global del conocimiento, ha incrementado aún más la relevancia de la 
educación superior en el mundo (OCDE, 2008).  
Nadie cuestiona, por tanto, que las universidades son instituciones fundamentales (`core 
institutions´) de la llamada sociedad del conocimiento.  Las agendas políticas de los 
gobiernos y de otras instituciones internacionales (CE, OCDE, BM, UNESCO, etc.) están 
poniendo un especial énfasis en la contribución que las universidades hacen a las 
democracias pluralistas, o también a la eficiencia de los procesos económicos, a la 
cohesión social de las sociedades y al desarrollo del mercado laboral. Es lo que algunos 
autores han considerado como la edad de oro de las universidades (e.g. Jacobs & Van 
der Ploeg, 2006).  
Sin embargo, estas transformaciones también han propiciado críticas de algunos autores 
que interpretan que las universidades están desvirtuándose su rol de instituciones 
sociales para ser instrumentos al servicio del Estado o el mercado. 
 
3.3. Las universidades como organizaciones burocráticas profesionales. 
Otra corriente teórica destacada es la de aquellos autores que han interpretado a las 
universidades como organizaciones burocráticas al compartir algunos de sus rasgos 
formales (e.g. las relaciones jerárquicas). 
La literatura clásica que tradicionalmente ha sostenido esta visión ha utilizado como 
marco teórico referencial el paradigma burocrático-administrativo planteado por Weber 
(1947), ampliamente validado en estudios de organizaciones empresariales y 
gubernamentales. Según este paradigma, las fuentes de control (y de cambio) de las 
universidades pueden ser localizadas en el entorno, además de las propias 
constricciones institucionales a las que se ven sometidas, es decir aparte de las propias 
inercias que configuran sus estructuras y procesos. 
Corson (1962), Stroup (1966), Blau (1973) o Mintzberg (1979) son algunos de los autores 
destacados dentro de esta corriente que conceptualiza a las universidades como 
organizaciones burocráticas profesionales que combinan lógicas racionales y elementos 
organizativos típicos de las burocracias, con otros rasgos propios de las organizaciones 
profesionales.  
Stroup (1966) identifica algunos de los rasgos burocráticos que caracterizan a las 
universidades: (1) su naturaleza organizativa compleja y su relación con el Estado; (2) la 
existencia de una estructura formal jerarquizada en la que conviven diferentes grupos 
de individuos –profesores, investigadores, etc.- que suelen ser funcionarios públicos que 
se relacionan entre sí según lo establecido legalmente; (3) existen relaciones de 
 
2 A las tradicionales misiones de investigación y docencia se ha añadido una tercera misión que es la transferencia del 
conocimiento y la contribución al desarrollo socioeconómico. 
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autoridad burocráticas, a veces difusas y ambiguas, pero en las que determinados 
grupos ejercen su autoridad sobre otros; y (4) existen políticas y reglas formales que 
regulan su funcionamiento institucional. 
Pese a la explicación parcial que el paradigma burocrático weberiano hace de las 
universidades, su aplicación es útil en la comprensión de los procesos de toma de 
decisiones que se suceden dentro de la Universidad. No obstante, esta interpretación es 
incompleta puesto que obvia otros elementos que son relevantes como las prácticas 
informales o no legítimas de poder e influencia; las dinámicas internas que ocurren; el 
cambio organizativo que experimentan las universidades o las políticas propias que 
adoptan. 
 
Blau (1973), que ha contribuido con una sólida teoría organizativa sobre el trabajo 
académico a partir de datos empíricos recolectados en el contexto de universidades 
norteamericanas, cuestiona la interpretación de las organizaciones académicas como 
burocracias. Para este autor, las universidades poseen algunos rasgos propios de las 
burocracias como son la división formal del trabajo o la existencia de una jerarquía 
formal o un aparato administrativo. Sin embargo, carecen de otros atributos: no existe, 
por ejemplo, una supervisión directa del trabajo que realizan los grupos de empleados, 
ni tampoco existen reglas operativas detalladas que controlen el desempeño de las 
responsabilidades académicas. 
Incluso esas características organizativas que comparten con las burocracias pierden 
relevancia cuando las universidades son comparadas con otras organizaciones formales 
o cuando se observa la enorme variabilidad que existe entre organizaciones académicas 
en elementos como la autoridad administrativa y su grado de centralización. 
Las organizaciones formales, especialmente aquellas de más tamaño, necesitan un 
esqueleto o estructura que sostenga el trabajo de los miembros de la organización. La 
estructura administrativa de las universidades es relativamente homóloga a la de otras 
organizaciones formales y a la de las propias burocracias. Una diferencia notable es que 
los profesores no aparecen organizados en torno a una jerarquía de supervisores y 
subordinados, sino que todos constituyen lo que se conoce como personal operativo, 
ocupando el nivel inferior de la estructura de autoridad formal que dentro de la 
jerarquía administrativa comprenden los directores de departamentos, decanos de 
facultades, vicerrectores, rectores-presidentes y administradores restantes.  
Otro hecho diferencial es el rol funcional que desempeñan los distintos profesionales en 
las universidades. En las organizaciones profesionales el personal administrativo y otras 
jerarquías de administración desempeñan funciones primarias, mientras que en las 
universidades son los académicos quienes desempeñan funciones organizativas 
primarias -docencia e investigación- y no el personal administrativo, quién proporciona 
una labor más asistencial y de apoyo.  
No ocurre lo mismo en el caso de los administradores, cuyas funciones de dirección 
están igualmente orientadas al cumplimiento de los objetivos organizativos. La principal 
consecuencia en el plano organizativo es que la función directiva desempeña un rol 
supervisor menor (y más débil en la práctica) que el que se observa en las burocracias 
gubernamentales, siendo además desempeñada en muchos casos por académicos y no 
por administradores profesionalizados.  
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Pese a ello, el rol que ejerce sobre las divisiones administrativas de las organizaciones 
académicas no es diferente al de otras organizaciones. 
 
Aunque las universidades poseen unas estructuras administrativas sólidas y en 
constante crecimiento para organizar y coordinar el trabajo académico que realizan 
estudiantes, profesores e investigadores no es un elemento suficiente para 
interpretarlas como burocracias formales puras.  
El desarrollo organizativo de las universidades y la mayor complejidad administrativa 
que caracterizan hoy a sus procedimientos formales ha producido una percepción mayor 
de burocratización de las universidades. Sin embargo, la forma en que se desarrollan sus 
actividades o sus prácticas y rutinas organizativas (e.g. aquellos que regulan la selección 
y contratación de profesores) difieren en muchos casos de los procedimientos 
burocráticos.  
Para Blau, las universidades son organizaciones formales que difieren de la mayor parte 
de burocracias gubernamentales, pero también de las organizaciones empresariales, 
tanto en lo que se refiere a sus objetivos y a sus resultados. Ello requiere una 
interpretación alternativa de las universidades como organizaciones. 
La investigación empírica de Blau, aún estando contextualizada en Estados Unidos, 
arroja algunas conclusiones relevantes: en primer lugar, las similitudes que se observan 
en elementos estructurales de universidades y de las burocracias, difieren en el 
significado debido a las características inherentes al trabajo académico cuando se le 
compara con otros campos profesionales: la existencia de jerarquías multinivel, por 
ejemplo, tiene efectos adversos sobre el trabajo académico; y la división académica del 
trabajo en las universidades genera una elevada especialización pero no la aparición de 
rutinas burocráticas.  
Los resultados de esta investigación contradicen, además, otros estereotipos: las 
universidades más grandes, generalmente criticadas por estar más burocratizadas, 
exhiben menos rasgos burocráticos que aquellas más pequeñas, observándose en ellas 
un aparato administrativo más reducido, una autoridad menos centralizada y un grado 
mayor de innovación institucional. También se concluye que determinados 
procedimientos burocráticos (regularizaciones, estandarizaciones, etc.) no afectan a la 
distribución de autoridad, al contrario que otros elementos como son el desarrollo de 
las estructuras y las jerarquías burocráticas multinivel que sí avalan la noción de 
burocracia: en universidades de gran tamaño, por ejemplo, esta burocracia afecta 
negativamente a su capacidad de captación y reclutamiento de talento. 
Por último, Blau (1973) observa cierta incompatibilidad entre algunos rasgos propios de 
las burocracias y ciertas características de la profesión académica. La rigidez y la 
disciplina son para este sociólogo incompatibles con la flexibilidad, la imaginación 
creativa o la libertad que los profesionales académicos necesitan para un adecuado 
desempeño de sus tareas. Ésto es algo fácilmente observable en el caso español aquí 
analizado, dónde ciertas estructuras y procedimientos burocráticos pueden ser 
identificados como obstáculos evidentes para las universidades cuando realizan acciones 
de captación y reclutamiento de profesores y científicos. 
 
31 
 
Finalmente, Mintzberg (1979, 1983) en su análisis de las organizaciones identifica a las 
universidades como un ejemplo de burocracias profesionales. 
Estas organizaciones presentan una estructura en la que existe un núcleo operativo 
estable cuyo comportamiento, estandarizado y complejo, requiere el control directo de 
los operadores. Estos profesionales gozan de un alto grado de especialización y 
autonomía en el desempeño de sus funciones, siguen patrones estandarizados (en el 
caso de las universidades, establecidos normalmente por la comunidad científica) y su 
desempeño es sometido a evaluación.  
Los procesos de trabajo de las universidades, como organizaciones profesionalizadas, 
son diseñados, ejecutados y certificados por profesionales cualificados y coordinados en 
base a criterios estandarizados. La gestión de estas organizaciones suele contar con la 
participación de sus profesionales quienes desempeñan funciones directivas, lo que de 
facto significa un nexo de unión entre los niveles operativos y estratégicos. 
En las organizaciones académicas también puede observarse una tecnoestructura al 
servicio del nivel estratégico que contribuye a una mayor efectividad de las funciones 
que ejerce el núcleo operativo, mediante una estandarización de los procesos de 
planificación, control, análisis y evaluación, y a través del desarrollo profesional de los 
académicos.  
Junto a ella, el personal de administración y servicios presta su apoyo a las distintas 
subunidades prestadoras de servicios externos al núcleo operativo: apoyo económico, 
relaciones internacionales y cooperación al desarrollo, relaciones institucionales, 
relaciones con empresas, empleo y prácticas, etc. 
La especificidad de las universidades como organizaciones burocráticas profesionales 
reside en la complejidad de las funciones que desarrolla –producción, transmisión y 
difusión del conocimiento a la sociedad- mediante las actividades de investigación, 
docencia y transferencia. Sin embargo, las universidades difieren de las organizaciones 
profesionales en su compromiso con la creación de nuevo conocimiento y su 
transmisión a las nuevas generaciones de estudiantes, y también en la incertidumbre 
técnica e impredictabilidad que rodea a las actividades principales que desarrollan 
(Whitley & Glässer, 2014). 
 
3.4. Las universidades como organizaciones complejas atípicas o específicas. 
Una de las corrientes teóricas de mayor impacto en la literatura académica es aquella 
que interpreta a las universidades como organizaciones atípicas, específicas o singulares 
que carecen de algunas propiedades propias de las organizaciones formales.  
Cohen, March y Olsen (1972) fueron los primeros en señalar a las universidades como 
un tipo de organizaciones complejas que lejos de comportarse como organizaciones 
formales en sí mismas, lo hacen como anarquías organizadas incapaces de desarrollar 
una acción consistente, deliberada y estratégica al estar compuestas por una amalgama 
de unidades descentralizadas que requieren de una coordinación limitada entre sí. 
Como anarquías organizadas, las universidades presentan tres propiedades 
fundamentales: la existencia de preferencias problemáticas, lo que significa que sus 
decisiones son tomadas sobre la base de preferencias inconsistentes, ambiguas y poco 
definidas, que culminan en soluciones preconcebidas; una tecnología difusa, que actúa 
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según procesos prueba-error; y unas redes fluidas de participación que producen una 
indefinción en sus límites organizativos.  
Con posterioridad, Weick (1976) definió a las universidades como un tipo de 
organizaciones internamente descoordinadas dónde sus elementos estructurales no 
aparecen conectados con las actividades que desarrollan ni tampoco entre sí. 
Organizaciones dónde las normas son repetidamente incumplidas (a menudo sin que 
ello tenga consecuencias) y dónde frecuentemente las decisiones no son 
implementadas.  
Además, sus debilitadas capacidades de liderazgo provocan un control organizativo que 
se muestra incapaz de supervisar la acción de sus unidades organizativas, que a veces 
obvian las jerarquías internas. Este autor considera que la ambigüedad organizativa de 
las organizaciones académicas es producto de las débiles tecnologías que acompañan al 
trabajo académico y de unos altos niveles de fragmentación interna.   
En una línea similar, Clark (1983) afirma que las universidades como organizaciones 
aparecen integradas por numerosas células de especialización conectadas, en sus 
niveles operativos, frágilmente entre sí, pero con un número reducido de niveles de 
coordinación. En opinión de este autor, son las complejidades asociadas a la profesión 
académica las que impiden aproximarse teóricamente a las universidades desde 
concepciones y modelos organizacitivos tradicionalmente aplicados a las organizaciones 
burocráticas o empresariales.  
 
Apoyada en la literatura precedente, Musselin (2007) describe a universidades y a otras 
organizaciones similares dedicadas a la producción del conocimiento público como 
organizaciones específicas que difícilmente se ajustan a los patrones definidos por la 
teoría de la organización para otras organizaciones formales debido a las características, 
normas, tradiciones y conductas de la profesión académica.  
El carácter intangible de las actividades que desarrollan las universidades explica las 
diferencias que normalmente se observan entre los objetivos planificados y los 
resultados finalmente conseguidos. La complejidad que presentan las actividades 
docentes e investigadoras, su descoordinación funcional entre sí, y la baja cooperación 
que tienen los profesores e investigadores cuando las desarrollan son señaladas como 
especificidades organizativas de las universidades que son inherentes a la profesión 
académica. 
Estas peculiaridades organizativas de las universidades afectan al desarrollo de sus 
actividades y a su normal funcionamiento, teniendo un impacto directo sobre el 
gobierno universitario y sobre los procesos internos de cambio que se producen.    
 
Por último, Brunsson y Shalin-Andersson (2000) caracterizan a las universidades como 
organizaciones incompletas que tradicionalmente han carecido de algunos de los rasgos 
propios de las organizaciones formales, sin el estatus de actores organizativos en 
términos de jerarquía, identidad y racionalidad.  
La jerarquía se refiere a la forma en la que internamente se estructura el poder y se 
ejerce el control; la identidad requiere la coordinación de las distintas subunidades 
organizativas y un refuerzo de los lazos identitarios de sus miembros con su propia 
organización; mientras que la racionalidad está asociada a la eficiencia y eficacia de los 
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procesos internos de toma de decisiones. Las características propias de la investigación y 
la docencia son las que dificultan e impiden a las universidades configurarse como 
organizaciones completas en sí mismas. 
 
3.5. Las universidades como actores estratégicos limitados. 
 
Otra corriente destacada de autores ha analizado la capacidad estratégica de las 
universidades como organizaciones, es decir si las universidades pueden ser 
interpretados como actores estratégicos -organizativos o corporativos- en sí mismos. 
Las universidades no han sido tradicionalmente entendidas como organizaciones 
dotadas de una capacidad propia para la toma de decisiones, la cual ha estado siempre 
limitada por la acción de actores, externos como el Estado o internos como los 
profesionales académicos3.  
Las universidades siempre han encontrado dificultades para determinar sus objetivos 
colectivos, organizar su trabajo o actividad de producción (pese a ser definida por las 
disciplinas científicas y/o departamentos especializados), o incluso para promover la 
colaboración y la integración de las actividades profesionales que desarrollan o de los 
objetivos organizacionales y evaluar sus resultados.  
El poder político, del que históricamente han dependido las universidades, sigue 
controlando el grueso de sus recursos, el diseño e implementación de los títulos 
académicos y sus procedimientos de certificación y evaluación, o infiriendo en las 
políticas y prácticas de contratación del personal de las universidades.  
Aún reconociendo tal dependencia externa, las universidades han experimentado un 
progresivo empoderamiento organizativo en los últimos tiempos. 
 
Como consecuencia de ello, la interpretación de las universidades como actores 
organizativos es ahora más relevante4 dentro de la literatura académica especializada. 
Las universidades empiezan a ser vistas como entidades integradas que orientan sus 
acciones a la consecución de unos objetivos colectivos deliberados y definidos 
estratégicamente por sus estructuras internas, de los que asimismo responden 
institucionalmente.  
Es decir, está interpretación considera a las universidades como actores colectivos 
independientes capaces de actuar estratégicamente, desarrollar e implementar acciones 
predefinidas, lo que permite que puedan posicionarse respecto a sus competidores. Lo 
 
3 Como reconocen Krücken y Meier (2006), ni siquiera en aquellos sistemas nacionales de educación superior en los que el 
Estado ha mostrado un bajo intervencionismo sobre las universidades (e.g. caso de R. Unido), éstas no se han 
desarrollado plenamente como actores organizativos en sí mismos. Son diversos los autores que reconocen (e.g. 
Paradeise et al., 2009) que hasta las últimas décadas ninguno de los modelos de universidades que han coexistido en 
Europa (ni siquiera el modelo británico) se ajustaba al prototipo de organizaciones estratégicas. 
 
4 La utilización del término actor organizativo no es compartida por todos los autores. Brunsson & Sahlin-Andersson 
(2000) prefieren referirse como organizaciones completas o reales a aquellas organizaciones, como las corporaciones 
empresariales u otras entidades independientes, que exhiben todos los aspectos que son constitutivos de las 
organizaciones formales –identidad, jerarquía y racionalidad-. Otros como Meyer y sus colegas (1987) utilizan el término 
actor organizativo para referirse a aquellas entidades que poseen independencia y soberanía, que establecen 
autónomamente sus objetivos colectivos y en base a sus propios intereses, gestionan recursos independientes, actúan 
con racionalidad y tienen establecidos unos límites organizativos claros. Otros autores, análogamente, utilizan el término 
actor corporativo (Bleiklie, 1994; de Boer et al., 2007). 
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anterior no implica que las universidades se comporten como decisores plenamente 
autónomos, como se verá más adelante. 
 
La literatura que ha abordado la naturaleza estratégica de las organizaciones (e.g. Dosi 
et al., 2001; Helfat et al., 2007; Teece et al., 1997; Whitley, 2007; entre otros) identifica 
algunos de los rasgos relevantes de los actores estratégicos: en primer lugar, se destaca 
su autonomía organizativa que le confiere una plena independencia respecto a 
instituciones y actores del entorno. Además, sus actividades de producción permanecen 
integradas entre sí, al igual que sus resultados los cuales son coordinados bajo una única 
autoridad central, lo que les dota de unidad e integridad organizativa. 
Otro elemento relevante es que pueden desarrollar conocimiento, competencias y 
capacidades colectivas exclusivas capaces de generar ventaja competitiva; al igual que 
desarrollar rutinas organizativas específicas para la solución de problemas colectivos. 
Por último, la dirección plena de los recursos humanos y materiales es un factor 
fundamental.  
El estudio de las organizaciones como actores estratégicos aparece estrechamente 
vinculado al concepto de autonomía organizativa que es señalado como un elemento 
central de las organizaciones modernas. 
Krücken y Meier (2006) señalan cuatro elementos, altamente interrelacionados entre sí, 
que definen el concepto de autonomía organizativa: el primero es el rendimiento de 
cuentas según el cual las organizaciones han de explicar, justificar y responder por 
aquellas decisiones que toman y por las acciones que realizan. El segundo es la 
definición de unos objetivos colectivos como entidades autónomas que 
deliberadamente diseñan su destino y se responsabilizan de sus acciones. El tercer y 
cuarto elemento son una estructura organizativa formal orientada al cumplimiento de 
los objetivos colectivos, una gestión profesionalizada y una racionalización de las tareas 
y de las rutinas administrativas. 
Este concepto ha sido aplicado al contexto de las universidades (Krücken y Meier, 2006; 
Krücken, 2011; Whitley: 2008, 2012).  
Whitley (2012), por ejemplo, identifica cuatro aspectos fundamentales que deben ser 
tenidos en cuenta en la interpretación de las universidades como actores organizativos. 
En primer lugar, el grado de autonomía estratégica que poseen sobre los objetivos 
colectivos, y la identidad organizativa, en lo que se refiere a sus capacidades para 
determinar las actividades que son abordadas y los objetivos perseguidos, para obtener 
recursos humanos y materiales, o también para definir las propias relaciones con otras 
organizaciones y actores sociales.  
En segundo lugar, el alcance y control de la autoridad organizativa sobre las condiciones 
de selección, contratación y evaluación del personal académico. Igualmente, relevante 
es la capacidad decisional que tiene la autoridad organizativa en lo relativo a las 
condiciones y procesos de selección de estudiantes, el diseño y oferta de títulos 
académicos o los procesos de evaluación y certificación de competencias académicas. 
Por último, es también importante la discrecionalidad que posee el gobierno corporativo 
en los procesos de distribución de recursos, así como en la coordinación de las 
actividades docentes y de investigación para que permanezcan alineadas con las propias 
políticas organizativas.  
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Desde hace algunas décadas las universidades han empezado a ser entendidas como 
organizaciones racionales que conceden importancia al entorno en el que se 
encuentran, identifican cuales son sus necesidades y también las oportunidades. Al 
mismo tiempo, desarrollan respuestas estratégicas para adaptarse a los cambios 
externos que se producen.  
Los cambios5 sucedidos en el entorno de las universidades, como por ejemplo las 
reformas institucionales, han llevado a muchos autores (de Boer et al., 2007; Krücken & 
Meier, 2006; Krücken, 2011) a referir una transformación organizativa de las 
universidades, que principalmente es fruto de un incremento en sus niveles de 
autonomía organizativa, rendición de cuentas y profesionalización de su gestión. 
Un hecho evidente es que, en las últimas décadas, países de la OCDE –con una claridad 
mayor en Japón, Australia y países de la Europa Continental- han impulsado una oleada 
de reformas institucionales en materia de educación superior que ha avanzado en el 
proceso6 de desacoplamiento de las universidades respecto del poder político ya 
iniciado en los sesenta y setenta. Dicho proceso está facilitando la institucionalización de 
las universidades como organizaciones semi-autónomas dotadas de estrategias, 
estructuras y recursos propios. 
Aunque algunas de estas reformas universitarias han formado parte de planes integrales 
modernizadores de la administración o del sector público7, otras sí que han sido 
específicas y orientadas a la transformación de las universidades en actores colectivos 
independientes. Un proceso orientado a la aplicación de las formas de organización de 
las corporaciones empresariales que poseen capacidades reales para el desarrollo e 
implementación de estrategias y para la consecución de objetivos colectivos (Whitley & 
Gläser, 2014).   
Diversos estudios de países (e.g. de Boer et al., 2007; Huisman, 2009; Paradeise et al, 
2009) han mostrado como la introducción de nuevos procedimientos e instrumentos de 
gestión han contribuido al fortalecimiento de las capacidades estratégicas de las 
universidades. El desarrollo de planes estratégicos, la introducción de nuevos 
procedimientos de rendición de cuentas y sistemas de incentivos, o la transformación de 
las políticas de RRHH han reforzado la `densidad organizativa de las universidades´ 
(Paradeise et al, 2009), estimulando sus niveles de competición como actores 
estratégicos (De Boer et al., 2007).  
 
5 La literatura académica (e.g. Gibbons et al., 1994; Gumport, 2000; Kogan et al., 2006; Novotny et al., 2001; Amaral et al. 
2003; Neave, 2003) ha citado como cambios más relevantes aquellos relacionados con la autonomía organizativa de las 
universidades, pero también con la autonomía individual de los académicos; también los que afectan a las formas en las 
que se organizan, controlan y evalúan la investigación y la docencia (e.g. cómo y quién define los criterios de excelencia 
científica y las necesidades organizativas de los departamentos o el diseño de los programas académicos). 
 
6 Las universidades norteamericanas han expandido internacionalmente su modelo de universidades como actores 
corporativos, como un modelo idealizado que seguir. 
 
7 Estas reformas institucionales, orientadas a una mejora de la eficiencia del sector público desde los postulados de la 
Nueva Gestión Pública, están introduciendo en el contexto de la gestión pública conceptos tradicionales de la Dirección 
empresarial como la autonomía organizativa, el liderazgo estratégico, la competición o el rendimiento de cuentas (Ferlie 
at al., 2008). Brunsson & Sahlin-Andersson (2000) reconocen que las organizaciones del sector público están 
transformándose en organizaciones reales y completas dotadas de identidad, jerarquía y racionalidad. 
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Whitley y Gläser (2014) señalan tres cambios institucionales, motivados por las reformas 
universitarias, como posibles agentes de transformación de su naturaleza organizativa: 
a) una reconfiguración de las relaciones con el Estado y otras agencias; b) ciertos 
reajustes y reequilibrios en las relaciones internas de autoridad; y c) un desarrollo de sus 
capacidades organizativas que afecta a la implementación de sus estrategias. 
Como ya se ha afirmado, las reformas institucionales emprendidas por los estados han 
dotado a las universidades de una autonomía organizativa mayor, estando expuestas 
ahora a una evaluación más exhaustiva de su rendimiento académico, y por ende a una 
mayor rendición de cuentas.  
Por tanto, las universidades siguen siendo altamente dependientes del poder político 
desde el punto de vista institucional y financiero, pero ahora son más autónomas, al 
disponer de una mayor capacidad de decisión en esferas estratégicas: producción de 
normas y regulaciones internas, diseño de sus estructuras de organización y gobierno, 
uso y asignación de recursos colectivos, una mayor discrecionalidad en los procesos de 
toma de decisiones, etc. Las universidades han fortalecido, por tanto, su capacidad 
directiva pudiendo adoptar decisiones por sí mismas, y no tanto ejecutar e implementar 
las directivas y normativas establecidas por el poder político; y al mismo tiempo, ahora 
disponen de mayor control sobre sus recursos. 
Las universidades, además, han ido progresivamente reformulando sus objetivos 
colectivos, lo que ha contribuido a fortalecer perfiles estratégicos propios y por ende su 
identidad organizativa. Sin embargo, los gobiernos no han renunciado a muchas de sus 
competencias y solo en casos reducidos han delegado a las universidades el control 
operativo sobre la investigación y la docencia, lo que en la práctica continúa siendo una 
limitación a la independencia y autoridad de los administradores universitarios en el 
diseño de los objetivos estratégicos (Meier & Schimank, 2010). 
En segundo lugar, las universidades han asistido a cambios importantes en sus 
relaciones internas de autoridad: aunque de manera acentuada en el caso anglosajón, el 
incremento de la autoridad directiva sucede a expensas de la autoridad académica. 
Asimismo, el fortalecimiento del liderazgo directivo de los presidentes-rectores favorece 
la transformación de organizaciones tradicionalmente colegiadas a organizaciones 
gestionadas y gobernadas más jerárquicamente. Este desplazamiento interno de poder 
se ha producido también en lo relativo a cómo se organiza el podeer, en tanto que los 
niveles organizativos superiores -estructuras superiores e intermedias- se han 
fortalecido a expensas de los inferiores -departamentos e institutos-. Así, los patrones 
de toma de decisiones colegiadas están siendo reemplazados por patrones de toma de 
decisiones que van de arriba abajo, y en los que la autoridad ejecutiva adquiere un 
protagonismo mayor.  
 
El debate de fondo es sí estas reformas están removiendo y modificando las 
peculiaridades organizativas que en las décadas de los sesenta y setenta han sido 
tradicionalmente señaladas (Bleiklie et al., 2011). 
En este sentido, algunos autores reconocen que las universidades están desarrollando 
una normalización organizativa (Musselin,2007). Para otros, están potenciando un 
conocimiento diferencial y desplegando competencias colectivas y capacidades 
estratégicas (Dosi et al., 2000; Helfat et al., 2007).  
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En cierto modo, todo lo anterior estaría fortaleciendo su autonomía organizativa 
(Krücken & Meier, 2006; Whitley, 2008), transformándose funcionalmente en actores 
estratégicos con un comportamiento organizativo similar al que tienen otras 
organizaciones completas (Brunsson & Sahlin-Andersson, 2000).  
Krücken y Meier (2006) afirman que la transformación organizativa y/o actorización de 
las universidades es evidente en universidades de todo el mundo cuando se observan 
elementos como la implementación de prácticas de gestión de la calidad, como la 
evaluación o la acreditación; o la elaboración de planes y documentos estratégicos. 
Además, la institucionalización de las universidades es observable también en la 
expansión de estructuras administrativas formales (e.g. oficinas de transferencia de 
conocimiento o de captación de recursos externos), y en la introducción de 
procedimientos, métodos e instrumentos de la gestión empresarial, o en la 
jerarquización de las estructuras decisionales internas. 
Otros trabajos (e.g. Leisyte, 2007; Whitley & Gläser, 2014), en cambio, han rebajado los 
efectos de dichas reformas institucionales, limitando su impacto y por ende la 
transformación de la autonomía organizativa de las universidades.   
No obstante, no puede negarse que estas reformas gubernamentales, orientadas a la 
transformación de las universidades en organizaciones más efectivas; han reforzado su 
identidad colectiva, han aumentado su autonomía estratégica y han fortalecido la 
autoridad formal de quienes representan los intereses generales exigiendo igualmente 
mayores responsabilidades por sus acciones. Pese a ello, la capacidad de las 
universidades para desarrollar competencias organizativas permanece bastante 
limitada.  
Por otro lado, la asunción de mayores poderes formales por parte de los 
administradores y la mejora de la autonomía estratégica no ha conducido a una 
dirección integral de las actividades de investigación y docencia dentro de las 
universidades. Las diversas fórmulas utilizadas por el Estado para delegar el control de 
los recursos en las universidades han tenido un impacto limitado en su transformación 
como actores estratégicos. Lo anterior evidencia que cambios en los poderes y 
procedimientos formales no siempre producen cambios significativos en las relaciones 
de autoridad (Whitley, 2012). 
Autores como Whitley y Gläser (2014) matizan a su vez, en sintonía con literatura 
precedente (e.g. Musselin, 2007), que dichos efectos están constreñidos por las 
características intrínsecas que poseen las universidades como organizaciones.  
Por ejemplo, la incertidumbre asociada a la actividad investigadora y docente limita la 
capacidad directiva de los administradores de las universidades para organizar, 
coordinar y controlar unos procesos internos de trabajo8, que reciben, además, una 
 
8 A diferencia de las organizaciones empresariales, los administradores de las universidades comparten su autoridad 
sobre procesos internos con contextos sociales altamente difusos y divergentes (Whitley & Gläser, 2014).  
En relación con los procesos de producción, son autoridad competente tanto los administradores de las universidades 
como los profesionales académicos (comunidades científicas y sus élites intelectuales) en todo lo relativo a la formulación 
de los objetivos, la gestión de interdependencias y el control de los resultados. Ello, restringe claramente la capacidad de 
planificación estratégica de las organizaciones universitarias, en lo que se refiere, por ejemplo, a una organización de los 
recursos humanos basada en objetivos organizativos.  
En el ámbito de los RRHH y considerando a las universidades como organizaciones empleadoras, los cuadros de dirección 
de las universidades si bien tienen capacidad de influencia en los procesos de selección y promoción de su personal 
académico y científico, también es cierto que su capacidad para controlar la fijación de objetivos profesionales, la 
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influencia mayor de comunidades científicas externas que de sus propias jerarquías 
organizativas.  
En base a lo anterior puede afirmarse que, pese a las transformaciones registradas en 
las últimas décadas en aspectos relativos al gobierno universitario y al ámbito de su 
autonomía organizativa, las universidades todavía encuentran hoy importantes barreras 
y limitaciones a una transformación organizativa plena.   
Esta tesis comparte, por tanto, la interpretación de las universidades como 
organizaciones con una autonomía organizativa limitada (Whitley, 2008, 2012) que 
reconoce las carencias estructurales que posee para el desarrollo de capacidades 
estratégicas. 
Estas carencias estructurales significan, por ejemplo, un obstáculo al desarrollo o 
imitación de competencias colectivas y capacidades organizativas diferenciales, lo que 
puede afectar a la creación de ventajas competitivas9 para las universidades (Whitley, 
2008).   
Al mismo tiempo, carecen de una capacidad adaptativa que limita no solo sus respuestas 
a las necesidades y demandas sociales, sino que estás ocurran con eficiencia y eficacia. 
Por ello las universidades encuentran tantas dificultades internas para acometer ciertas 
reorganizaciones y reconfiguraciones internas, pese las exigencias de cambio que les 
imponen unos entornos cada vez más volátiles y dinámicos. 
 
En este debate, algunos trabajos (Whitley, 2008 y 2012; Krücken & Meier, 2006; o 
Krücken et al., 2007) señalan al contexto nacional como una dimensión de análisis 
relevante. Según estos autores, el contexto social e institucional en el que se insertan las 
universidades configura los procesos de difusión de ideas, modelos o prácticas (e.g. 
reformas institucionales universitarias10).  
Los sistemas nacionales de educación superior son altamente diversos y las 
universidades operan en entornos diferenciados (Krücken et al., 2007) que conducen a 
diferentes realidades sobre las que son construidos diferentes perfiles organizativos 
(Krücken & Meier, 2006).  
Lo anterior se hace latente cuando se observan entre países diferencias notables en 
elementos relevantes como la autonomía organizativa o la discrecionalidad decisional de 
las universidades como actores colectivos. Las universidades de países de la Europa 
continental y el Este de Asia contrastan claramente con las de los países anglosajones 
cuando son comparados elementos relativos a la gestión de su personal académico, la 
distribución interna de sus recursos entre unidades organizativas, la modificación de 
estructuras internas o el uso discrecional de sus recursos.  
 
asignación de horarios de trabajo y tareas, o la evaluación del desempeño, continúan claramente limitadas y supeditadas 
a los criterios y evaluaciones que las comunidades científicas fijan para las actividades académicas –revisiones por pares 
por ej.- (Whitley, 2011). 
  
9 Whitley (2008) afirma que las universidades desarrollan algunas rutinas organizativas específicas destinadas a la 
resolución de problemas en ámbitos específicos como la gestión de los recursos, el reclutamiento de estudiantes y 
profesores basado en estándares de calidad, o en la promoción de sus profesionales para la captación de fondos externos 
de investigación. En cualquier caso, las competencias que se crean no suelen extenderse a la administración y 
organización de sus actividades de investigación y docencia. 
 
10 Krücken (2011) las considera un buen ejemplo de `glocalización´ dónde puede observarse de forma muy diversa cómo 
las universidades incorporan tendencias globales (reformas relativas a la organización y gobierno universitario) aplicados 
en contextos locales heterogéneos. 
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Para Whitley (2008) cómo se desarrollan las universidades como organizaciones y las 
razones que lo explican, al igual que sus capacidades estratégicas y sus objetivos 
colectivos varían según los países, siendo relevantes las peculiaridades nacionales.    
Whitley (2008, 2012) categoriza el comportamiento estratégico de las universidades a 
partir de las características del sistema de educación superior en el que se encuentren 
(circunstancias y modelo de economía política). Según este autor las capacidades 
estratégicas que tienen sus universidades están asociadas al contexto institucional en el 
que se encuentran ubicadas, lo que incide a su vez en las respuestas que ofrecen a los 
cambios que se producen en sus entornos.  
Este hecho diferencial produce diferentes tipos de universidades (y comportamientos 
estratégicos) que muestran heterogeneidad organizativa en sus recursos, pero también 
en los roles y poderes que configuran su administración y gobierno.  
Whitley (2008, 2012) categoriza el comportamiento estratégico de las universidades a 
partir de las características del sistema de educación superior en el que se encuentren 
(circunstancias y modelo de economía política). Según este autor las capacidades 
estratégicas que tienen sus universidades están asociadas al contexto institucional en el 
que se encuentran ubicadas, lo que incide a su vez en las respuestas que ofrecen a los 
cambios que se producen en sus entornos.  
Este hecho diferencial produce diferentes tipos de universidades (y comportamientos 
estratégicos) que muestran heterogeneidad organizativa en sus recursos, pero también 
en los roles y poderes que configuran su administración y gobierno.    
Whitley (2008, 2012) toma el concepto de autonomía organizativa y las variaciones que 
al respecto muestran las universidades para distinguir entre cuatro tipos ideales de 
universidades investigadoras: a) organizaciones vacías; b) organizaciones promovidas 
por el Estado; c) agencias estatales; y d) organizaciones cuasi privadas. Esta 
categorización es establecida en base a dos dimensiones analíticas fundamentales: la 
autonomía organizativa, tanto en su nivel estratégico como operativo, entendida como 
poder discrecional del que se dispone para la toma de decisiones; y la dependencia, que, 
en términos de recursos, tienen las universidades.  
Concretamente Whitley considera los siguientes elementos: (1) discrecionalidad en la 
asignación de recursos; (2) discrecionalidad en las decisiones y políticas de selección y 
contratación de su personal; (3) dependencia de la financiación pública-estatal; (4) 
discrecionalidad en la selección de estudiantes, y en el diseño  y evaluación de sus 
programas académicos y evaluación; (5) discrecionalidad en la configuración de sus 
estructuras y subunidades organizativas; y (6) dependencia de las élites científicas para 
la fijación de prioridades de investigación, y para la introducción de instrumentos 
basados en el rendimiento.  
 
Las universidades que se ajustan al ideal de organizaciones vacías carecen de una 
autonomía organizativa real, al disponer de un poder discrecional reducido o nulo sobre 
los recursos colectivos, las políticas de contratación o sus estructuras internas de 
gobierno. Según Whitley (2012: 498) “funcionan como arenas en las que compiten 
grupos académicos que batallan entre sí por recursos y prestigio, y no tanto como 
colectividades autónomas”. 
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Estas organizaciones poseen asimismo una capacidad limitada para diseñar sus 
programas académicos, o para priorizar qué áreas de investigación promover. Esta 
debilidad organizativa contrasta con el rol destacado que ejerce el Estado como actor 
responsable de la mayor parte de las decisiones financieras o administrativas, pero 
también el del profesorado que es responsable de las decisiones académicas.  
Son, por tanto, universidades con una independencia muy limitada del Estado, que al 
mismo tiempo están sometidas a unas élites científicas con gran capacidad de influencia 
sobre las reputaciones intelectuales, los objetivos de investigación o las decisiones 
relativas a los RRHH. Universidades, en definitiva, dónde la mayoría de las decisiones 
relevantes no corresponden a sus administradores, sino a los gobiernos regionales o 
ministerios de los que dependen y a las élites científicas que condicionan sus prácticas 
organizativas. 
Las universidades que se ajustan al tipo ideal de organizaciones promovidas por el 
Estado tienen una autonomía organizativa limitada respecto al Estado, quién delega en 
los cuadros de dirección de las universidades algunos procesos y rutinas administrativas. 
Igualmente, operan bajo contratos suscritos con el Estado que detallan qué objetivos 
específicos desarrollar.  
Si bien mantienen ciertos poderes discrecionales en políticas de personal, aún reciben 
una influencia notable tanto del ministerio competente, como de las propias disciplinas 
científicas. La escasa autonomía organizativa con la que cuentan limita el diseño de 
objetivos organizativos y la configuración de sus estructuras internas de gobierno 
universitario. 
Las universidades que se aproximan al tipo ideal de agencias estatales actúan bajo la 
autoridad y tutela del Estado con la finalidad de cumplir las prioridades nacionales y los 
objetivos políticos establecidos. Al ser organizaciones formalmente independentes del 
Estado, gozan de plena independencia y de una autonomía organizativa considerable.  
Pese a ello, el poder político es quién establece para sus universidades los recursos 
disponibles, los poderes y responsabilidades con los que cuentan o los sistemas internos 
de control y evaluación.  
Aunque estas organizaciones académicas son formalmente responsables de su propia 
gestión financiera y mantienen el control de sus recursos, todavía muestran una 
dependencia económico-financiera del Estado que, en definitiva, es quién le 
proporciona la mayoría de sus ingresos según las propias condiciones y criterios que 
establece. Este aspecto, limita fuertemente su autonomía estratégica y su capacidad 
para diseñar sus objetivos y estrategias organizativas. 
Aunque poseen estructuras propias de gobierno universitario, y discrecionalidad 
decisional para la contratación de personal y la expedición de títulos académicos, sus 
actuaciones suceden conforme a las políticas, estándares y marco regulatorio que dicta 
el poder político.  De esta forma, el Estado desempeña un rol supervisor que es 
complementado con el que desempeñan las agencias evaluadoras, quienes muestran 
una capacidad de influencia considerable en la fijación de la agenda académica y de 
investigación.  
En cuarto y último lugar, las universidades que se encuadran dentro del tipo ideal de 
organizaciones cuasi privadas disponen de plena autonomía organizativa en ámbitos 
estratégicos como el diseño de sus objetivos colectivos, las políticas de selección y 
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contratación de personal, la configuración interna de procesos y estructuras de 
administración, o la distribución interna de sus recursos. Pese a su independencia 
respecto al Estado, su acción colectiva se encuentra limitada por las élites científicas en 
aspectos relevantes como el acceso a financiación para la investigación o en la gestión 
de la reputación y el prestigio científico.  
 
Con ello puede afirmarse que el tipo de universidades que emergen en cada país y su 
naturaleza estratégica son producto de un conjunto de elementos asociados a su 
entorno institucional (Whitley, 2008), a los que han de añadirse otros factores históricos 
y otros elementos contextuales (Whitley, 2012) que inciden en la naturaleza 
organizativa y en el funcionamiento de las universidades, al condicionar su autonomía 
organizativa y el desarrollo de sus capacidades organizativas. 
Whitley (2008, 2012) señala, por ejemplo, el rol desempeñado por el Estado en la 
formulación de políticas públicas universitarias y de investigación (e.g. financiación 
universitaria) o en la propia organización del sistema público científico.  
Igualmente, es relevante la delegación de funciones estratégicas y directivas que realiza 
el Estado en las universidades para el desarrollo de su identidad colectiva, en lo relativo 
a la planificación estratégica, y el control y asignación de los recursos públicos; pero 
también en otros aspectos relevantes desde el punto de vista académico. 
Whitley también menciona a las élites científicas (nacionales e internacionales) como 
actores relevantes para las universidades por su influencia en el control de los recursos y 
las carreras académicas, la dirección de la investigación, la evaluación de los resultados 
o la distribución de la autoridad interna. Aquí, el Estado también ejerce su influencia 
mediante la regulación de los mercados laborales que afectan a las élites científicas. 
Por último, el sociólogo británico también señala a otros factores relevantes como el 
grado de intervencionismo del Estado en la sociedad y el rol desarrollador o regulatorio 
que ejerce en el desarrollo socioeconómico de un país, así como la propia estructura 
socioeconómica de una economía.  
 
La consideración de todos estos factores en su totalidad afecta, por ende, al desarrollo 
organizativo de las universidades. Como consecuencia de ello, universidades localizadas 
en contextos institucionales diferenciados pueden desarrollar unas capacidades 
organizativas u otras. 
 
Tabla 2.1. Interpretaciones organizativas de las universidades publicadas por la literatura académica 
Autor Principales conclusiones 
Corson (1962) Las universidades interpretadas como burocracias formalmente organizadas. 
Goodman (1962) Concepción idealizada de las universidades como comunidades sociales que 
integran a profesores, estudiantes y administradores.   
Millet (1962) Las universidades interpretadas como comunidades de profesionales académicos. 
Stroup (1966) Las universidades interpretadas como organizaciones en las que se observan 
algunos elementos burocrático-racionales. 
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Baldridge 
(1971a,1971b) 
Las universidades interpretadas como organizaciones políticas altamente 
fragmentadas y divididas, en dónde diferentes bloques de poder –grupos de 
externos de presión, gobernantes universitarios, gestores, profesores y 
estudiantes- se ven enfrentados por alcanzar el control organizativo.  
Las decisiones que en ellas se alcanzan son el resultado de conflictos internos en 
los que se visibiliza el poder de los distintos grupos de actores. 
Blau (1973) Las universidades poseen algunos rasgos propios de las burocracias como la 
división formal del trabajo, la existencia de una jerarquía administrativa o un 
aparato administrativo, pero carecen al mismo tiempo de otros de sus atributos: no 
existe una supervisión directa del trabajo que realizan los principales grupos de 
empleados, ni tampoco existen reglas operativas detalladas que controlen el 
desempeño de las responsabilidades académicas.  
Las universidades son organizaciones formales que difieren en sus objetivos y 
resultados de la mayor parte de burocracias gubernamentales, pero también de las 
organizaciones empresariales. Una interpretación alternativa es la de las 
universidades como organizaciones burocráticas profesionales que combinan 
rasgos propios de las burocracias formales con los de las organizaciones 
profesionales. 
Cohen, March y 
Olsen (1972) 
Cohen y March 
(1974) 
Las universidades interpretadas como organizaciones complejas que se comportan 
como anarquías organizadas compuestas por unidades altamente descentralizadas 
que requieren una coordinación limitada entre sí. 
Organizaciones caracterizadas por preferencias problemáticas, tecnología difusa y 
una participación fluida. Presentan un modelo de toma de decisiones que se aleja 
del paradigma racional (problema, análisis, solución) y que se aproxima más al 
modelo `cubo de basura´ (soluciones en búsqueda de problemas). 
Weick (1976) Las universidades como organizaciones vacías descoordinadas internamente, 
dónde los elementos estructurales no aparecen conectados entre sí ni tampoco 
con las actividades que desarrollan, dónde las normas son repetidamente 
incumplidas y las decisiones no son implementadas. 
Brunsson y Sahlin-
Andersson (2000) 
Las universidades interpretadas como organizaciones incompletas que 
tradicionalmente han carecido de algunos de los rasgos propios de las 
organizaciones formales, lo que les ha privado del estatus de actores organizativos 
en términos de jerarquía, identidad y racionalidad.  
Las características intrínsecas de la investigación y la docencia son las que impiden 
que puedan configurarse como organizaciones completas en sí mismas.   
Musselin (2007) Las universidades interpretadas como organizaciones específicas que difícilmente 
se ajustan a los patrones de otras organizaciones formales debido a las 
características, normas, tradiciones y conductas de la profesión académica.  
Su autonomía estratégica es limitada por las características que poseen la 
producción y la transmisión del conocimiento. 
Krücken y Meier 
(2007) 
A lo largo de las últimas décadas, universidades de todo el mundo están 
experimentando una variedad de cambios que están produciendo una 
transformación organizativa de las universidades.  Esta transformación está 
convirtiendo a las universidades en potenciales actores organizativos que orientan 
sus acciones a la consecución de unos objetivos colectivos previamente definidos, 
que persiguen unas estrategias fijadas. 
Las universidades interpretadas como actores colectivos independientes capaces 
de actuar estratégicamente y responder de sus acciones, de forma similar a como 
lo hacen otras organizaciones modernas. 
Frolich, Huisman, 
Slipersater, 
Stensaker y 
Pimentel Bótas 
(2013) 
Las universidades son organizaciones pluralistas que operan en múltiples entornos, 
altamente complejos y dinámicos. Son construidas sobre una pluralidad de áreas 
científicas y disciplinas diversas con normas y valores específicos que provocan una 
percpeción diferenciada de los entornos organizativos. Además, aparecen 
coordinados débilmente entre sí, y con unos límites organizativos difusos que 
sobrepasan los límites de las organizaciones en dónde se integran. 
Whitley (2008, Las capacidades estratégicas de las universidades vienen limitadas por las 
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2012) 
Whitley & Gläser 
(2014) 
características inherentes que en sí mismo poseen (incertidumbre en los procesos y 
resultados e influencia dominante de las comunidades científicas), lo que impide a 
su vez su consideración como organizaciones cohesivas. 
Pese a los avances registrados en las últimas décadas en materia de gobierno 
universitario y autonomía organizativa, consecuencia de las reformas 
institucionales sucedidas; las universidades encuentran todavía barreras 
importantes a su desarrollo organizativo. Estas limitaciones les impiden 
comportarse como auténticos actores estratégicos capaces de competir en 
mercados descentralizados de una forma similar a la de las organizaciones 
empresariales. 
Su naturaleza estratégica depende de la naturaleza y políticas del Estado, y 
también del modo en que se organiza y gobierna el sistema académico y científico 
de cada país, por lo que cabe observar una variabilidad entre países y sistemas de 
educación superior. 
 
  
Bleiklie et al. 
(2015) 
Las universidades (públicas) son organizaciones profesionales que están sujetas a 
un fuerte intervencionismo regulatorio que les genera una dependencia de los 
recursos que les provee el Estado.  
Las universidades son interpretadas como un ejemplo de jerarquías penetradas, 
debido a su naturaleza de organizaciones abiertas en las que aparecen involucradas 
una densa red de nodos sociales altamente diversos -poder político, legisladores, 
partes interesadas y disciplinas académicas-.  
Estos actores permanecen integrados entre sí siendo participes de sus procesos y 
acciones (idea de gobernanza en red), introduciendo elementos de jerarquía -
estructuras jerárquicas intraorganizativas-. Los patrones de control 
intraorganizativo se ven influenciados, por tanto, por características del entorno 
como las relaciones sociales de liderazgo (relaciones entre los miembros de la 
organización y las principales audiencias externas), pero también por las presiones 
institucionales (políticas públicas nacionales y regionales) y por el control de los 
recursos externos (conflictos entre los administradores y los profesionales). 
 
4. Elementos distintivos de las universidades como organizaciones formales: 
“Organizations are complex combinations of activities, purposes, and meanings.                                 
The accomplish coordinated tasks that would be inconceivable without them,                             
and without which it is difficult to imagine a modern developed society” 
(J. March, 1981: 574). 
 
“Academic activities have special features that push academic organizations                                    
into certain shapes and cause them to have peculiar problems of performance and power” 
(B. Clark, 1983: 11-12.). 
 
Las universidades poseen estructuras, culturas y prácticas que son claramente 
idiosincráticas, pero al mismo tiempo han sido tradicionalmente interpretadas como un 
claro ejemplo de organizaciones formales complejas en términos de tamaño, estructura, 
toma de decisiones o relaciones de interdependencia con el entorno.  
La complejidad organizativa excepcional de las universidades es interna y externa: la 
primera es producto del grado de sofisticación que caracteriza a las diversas áreas de 
conocimiento y habilidades de sus profesionales; mientras que la segunda viene 
derivada de la incertidumbre e inestabilidad de los múltiples entornos dónde operan 
(Navarro & Gallardo, 2003; Frolich et al., 2013). 
Como se describió en el apartado anterior, si bien las universidades comparten ciertos 
factores que las asimilan a otras organizaciones formales, también poseen otros rasgos 
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que las alejan o las singularizan cuando son comparadas no solo con las empresas, sino 
también con otras formas de organización. 
Por ejemplo, la mayoría de las universidades difieren organizativamente de las empresas 
en sus limitaciones para tomar decisiones estratégicas y controlar sus procesos de 
trabajo. Sus administradores no ejercen una autoridad formal sobre las actividades 
desarrolladas por sus empleados. Y más importante aún, es que se muestran incapaces 
de desarrollar ventajas competitivas diferenciales dadas las capacidades colectivas 
limitadas que poseen. 
Por otro lado, las organizaciones empresariales muestran, a diferencia de muchas 
universidades, una capacidad plena de decisión en el ámbito de la dirección de los 
recursos humanos y materiales a través de rutinas y procedimientos organizativos que 
son fruto de la autonomía e independencia estratégica de la que gozan. Las 
universidades, en cambio, cuentan como organizaciones empleadoras con una 
discrecionalidad limitada para seleccionar los tipos de habilidades y conocimiento que 
reclutan, estando las evaluaciones de sus empleados influenciadas por los 
enjuiciamientos colectivos de investigadores externos y por los estándares dictados por 
las las comunidades científicas. 
Un último elemento diferencial es la dirección de las actividades de producción, la cual 
recae en una autoridad centralizada en el caso de las de las organizaciones 
empresariales a diferencia de lo que ocurre en las universidades. 
 
Las diversas interpretaciones que la literatura académica ha realizado de las 
universidades permiten afirmar que, aún reconociendo la existencia de varianza entre 
países, las universidades como organizaciones están alejadas tanto de las burocracias 
formales como de los modelos de actores organizativos formulados para las empresas.  
La literatura académica que ha descrito su naturaleza organizativa como atípica o 
específica ha identificado algunos de los principales rasgos singulares de las 
universidades: el modo en el que definen sus objetivos estratégicos colectivos, su 
estructura organizativa, la forma de organización de la producción académica o 
científica, y una autonomía organizativa limitada que impide una gestión total de sus 
recursos y una ausencia de contol de sus resultados organizativos.  
 
La conceptualización de organizaciones que hacen Brunsson y Sahlin-Andersson (2000) 
puede ser de utilidad para describir algunos de los rasgos que poseen las universidades 
como organizaciones formales. 
Para Brunsson y Shalin-Andersson (2000) las organizaciones formales reúnen tres 
elementos fundamentales: jerarquía, identidad y racionalidad. La jerarquía se refiere a 
cómo se estructura internamente el poder y a cómo se ejerce el control; la identidad 
implica coordinación entre las distintas subunidades organizativas; y la racionalidad 
conlleva eficiencia y eficacia en los procesos internos de toma de decisiones.  
En relación con la identidad organizativa, ésta, en primer lugar, responde al conjunto de 
creencias y valores compartidos por sus integrantes sobre lo que una organización es 
y/o desearía ser (Dutton et al., 1994). Toda organización posee una identidad propia que 
es el resultado de un sentimiento colectivo de pertenencia entre sus miembros 
participantes, de una definición clara de los límites organizativos respecto a su entorno, 
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y de una autonomía organizativa que garantiza un control efectivo de los recursos 
colectivos. 
Las universidades (públicas) son entidades legales independientes que, aunque poseen 
de una relativa autonomía organizativa, tradicionalmente se han mostrado 
dependientes del poder político desde el punto de vista institucional y financiero.  
En la actualidad, las universidades son organizaciones más autónomas puesto que 
tienen una mayor capacidad de decisión en esferas estratégicas: producción de normas 
y regulaciones internas, uso y asignación de recursos colectivos, mayor discrecionalidad 
en los procesos de toma de decisiones, etc. A nivel general, pueden tomar decisiones 
por sí mismas y no solo ejecutar e implementar las directivas y normativas que el poder 
político les establece, disponiendo de un mayor control sobre sus recursos y estructuras 
internas de administración. La disposición de recursos colectivos también dota de 
identidad a una organización, puesto que su sustento se apoya en sus miembros 
integrantes, pero también en los recursos colectivos que posee o controla. La teoría de 
la dependencia de los recursos ha mostrado que el poder de los actores organizativos es 
contingente al control que tienen sobre los recursos (Pfeffer & Salancik, 1978). 
Como ya ha dicho, el control de los recursos en las universidades (públicas) es limitado 
como consecuencia de la alta dependencia externa que tienen con el entorno que es 
quién les provee la mayoría de los recursos.  
En contextos como el europeo, el Estado ha sido tradicionalmente la principal institución 
proveedora de los recursos destinados al desarrollo de sus actividades docentes e 
investigadoras. A lo largo de las últimas décadas, los procedimientos de asignación 
pública de recursos han cambiado y ahora imperan modelos de financiación complejos 
que usan criterios de distribución basados en indicadores vinculados al cumplimiento de 
objetivos y a la consecución de resultados. Además, las fuentes de financiación 
universitaria se han diversificado y con ello se ha incrementado la cuota de recursos que 
proveen otras instituciones a las universidades, al igual que es más significativo el 
porcentaje que representan los recursos competitivos. 
En las universidades el control el control de los recursos, no solo es limitado, sino 
también descentralizado como consecuencia de la propia estructura organizativa que las 
configura. Sus subunidades organizativas pueden atraer externamente tanto recursos 
personales -estudiantes y académicos-, como recursos materiales en base a criterios 
reputacionales, lo que ha sido señalado como factor limitante de su liderazgo 
organizativo (Salancik & Pfeffer, 1974). No obstante, son los administradores de las 
universidades quienes, en la mayoría de los casos, suelen negociar con el poder político 
los niveles de financiación (presupuestos), siendo los profesores e investigadores 
quienes normalmente gestionan una parte importante de los fondos adicionales que 
ellos mismos captan (vía contratos con empresas, fundaciones, proyectos de 
investigación, etc.). 
En relación con el control y gestión de los recursos humanos, que es un aspecto 
fundamental de las organizaciones académicas, el Estado ha sido quien tradicionalmente 
ha mantenido un control absoluto, constriñendo la capacidad discrecional de las 
universidades en aspectos como el reclutamiento y selección de su personal, la fijación 
de salarios, el establecimiento de incentivos y recompensas, etc. No obstante, las 
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reformas universitarias recientemente implementadas en muchos países desarrollados 
han transferido ciertas decisiones a la administración de las universidades.  
Por último, es necesario referirse al sentimiento colectivo de organización que existe 
entre los profesionales de las universidades. Ya se ha referido que el compromiso y 
lealtad que mantienen los trabajadores con sus respectivas organizaciones, o cómo se 
identifican con los valores colectivos compartidos contribuyen a la construcción de la 
identidad de una organización, la cual orienta sus actividades y el trabajo de sus 
empleados. Una fuerte identidad organizativa incrementa la cooperación entre sus 
miembros, lo que contribuye al cumplimiento de los objetivos organizativos y a una 
mejora de su rendimiento organizativo. 
El modo en el que se organiza el trabajo académico dentro de las organizaciones 
académicas afecta claramente a la construcción de su identidad organizativa.   
Los profesionales académicos, y las actividades científicas y docentes que desarrollan, 
aparecen agrupados y delimitados según las áreas de conocimiento en las que se 
enmarcan, y/o según las instituciones a las que pertenecen11, dos elementos que 
conjuntamente determinan la forma en la que se organizan las universidades.  
Las áreas de conocimiento y las disciplinas académicas, ya estén delimitadas de una 
forma más general o específica, han sido siempre las principales formas de organización 
de las instituciones académica. Tanto es así que Clark (1983) interpreta a la Universidad 
como “un agregado de disciplinas académicas que presentan diferentes versiones 
nacionales e internacionales que son fácilmente importadas. Su relevancia es tal que 
orientan el conocimiento, las normas y las costumbres de las áreas científicas, y 
configuran las distintas creencias12, culturas y subculturas académicas”.  
A lo anterior, Clark (1983) refiere lo que denomina profesionalismo fragmentado: los 
sistemas académicos están cada vez más fracturados, y las disciplinas, lejos de parecer 
unidas; originan continuas disputas entre grupos de profesores que persiguen alcanzar 
mayores cuotas de poder, más control de los recursos o imponer sus principios y 
creencias académicas.  
A su vez, la relevancia que tienen las disciplinas académicas dentro de la organización y 
gobierno de las universidades es un elemento de diferenciación entre los sistemas de 
educación superior y entre países. En general, las asociaciones profesionales y las élites 
científicas en sus campos científicos suelen disponer de un enorme poder y capacidad 
de influencia: por ejemplo, los objetivos colectivos en investigación y las prioridades 
intelectuales suelen ser definidos por ellos. 
En los departamentos, y también en los institutos de investigación y las cátedras, que 
son las subunidades organizativas básicas de las universidades; convergen ambas formas 
 
11 Diversos trabajos sobre la profesión académica (Altbach, 1996; Fernández-Díaz et al., 2010; Fox & Stephan, 2001; Sanz-
Menéndez & Cruz-Castro, 2018) han concluido que existe una tendencia general entre los académicos a considerar a la 
disciplina académica como modo de organización primario antes incluso que la institución para la que trabajan, 
mostrando con ello actitudes más cosmopolitas que localistas. Así, los profesores suelen oponer más resistencia a 
cambiar o dejar una disciplina académica que a abandonar la propia institución en la que desarrollan dicha disciplina dado 
el coste mayor que ello implica.  
Ello lleva a autores como Clark (1983) a determinar que es la disciplina, y no tanto la institución académica, la fuerza 
dominante en el trabajo académico.  
 
12 Clark (1983) distingue a la disciplina, el contexto nacional, la organización, y la profesión como fuentes que configuran 
las creencias académicas de sus empleados.    
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de organización del trabajo académico al pertenecer simultáneamente a una disciplina 
científica y a la institución en sí misma.  
En resumen, la doble afiliación identitaria –institucional y profesional- que poseen los 
profesionales académicos, que no es simétrica, debilita la identidad organizativa de las 
universidades. Además, los profesionales académicos suelen a menudo sentirse más 
identificados con la disciplina académica a la que pertenecen que con la organización 
para la que trabajan, siendo la identificación profesional más fuerte que la institucional.  
Por todo lo señalado anteriormente, la identidad organizativa de las universidades ha 
sido tradicionalmente descrita como débil y poco consistente. No obstante, los cambios 
en los sistemas de administración y gobierno, y las transformaciones de los modos de 
financiación que han experimentado muchas universidades de los países de la OCDE las 
han potenciado como organizaciones colectivas con una identidad organizativa más 
sólida. 
 
La jerarquía es el segundo rasgo fundamental de las organizaciones formales, y hace 
referencia a la capacidad de las organizaciones para coordinar la acción de sus miembros 
integrantes y transformarla en colectiva. Concretamente implica la capacidad que tienen 
las organizaciones para coordinar a los actores que las integran, y guiar sus actividades y 
comportamientos según las políticas organizativas establecidas. 
La coordinación colectiva de los individuos que conforman una organización tiene como 
finalidad que su comportamiento contribuya al desarrollo de las acciones organizativas y 
la culminación de los objetivos comunes establecidos. Para que sea posible una 
coordinación efectiva las organizaciones requieren de una autoridad centralizada capaz 
de administrar eficazmente las acciones de sus miembros (Brunsson & Sahlin-Andersson, 
2000), y de guiarlas a través de políticas organizativas que las protejan de decisiones 
arbitrarias o de reglas profesionales. 
La jerarquía es para las organizaciones un elemento fundamental para la transformación 
de los objetivos y los planes en acciones organizativas. Dentro de la jerarquía de las 
organizaciones, son los administradores quienes gestionan los recursos y ejercen el 
control de las acciones, poro también quienes rinden cuentas por los resultados finales 
que obtienen (Selznick, 1957). La necesidad de un control centralizado encuentra su 
justificación en las interdependencias que existen entre las actividades que desarrollan 
las organizaciones y sus entornos, pero también ante el riesgo latente de que los 
empleados orienten sus acciones hacia objetivos personales y no profesionales u 
organizativos (Ouchi, 1980).  
La literatura académica que ha comparado las formas de organización de las 
universidades con las de otras organizaciones afirman que las jerarquías asociadas al 
trabajo académico son extraordinariamente horizontales y planas.  
En las universidades la jerarquía organizativa es incluso más evidente en el ámbito 
administrativo o directivo (e.g. caso de las estructuras de dirección y gestión) que, en el 
plano estrictamente académico, el cual ha sido tradicionalmente descrito como vacío 
desde el punto de vista organizativo, estructural y operativo, muy alejado de los modos 
burocráticos de organización (Clark, 1983). Además, la complejidad organizativa que 
presentan las universidades como consecuencia de las jerarquías internas que presentan 
en sus múltiples niveles de organización y gobierno, con vicepresidentes/vicerectores, 
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decanos y directores de departamentos que comparten poder con el rector/presidente, 
reducen el control organizativo de la autoridad centralizada. 
Las universidades presentan, por tanto, una estructura formal que por sus rasgos 
distintivos limita su capacidad de acción colectiva y su comportamiento estratégico 
como organizaciones. Es decir, las reglas formales inherentes a la profesión académica y 
sus rasgos propios son los que dotan a las universidades de una naturaleza organizativa 
específica (Musselin, 2007).  
Concretamente, las estructuras y procedimientos formales que existen en las 
universidades no favorecen la cooperación entre sus actores internos ni tampoco la 
coordinación de las actividades que desarrollan. Ello se debe a que no establecen ni 
definen lo que los profesores e investigadores tienen que hacer o cómo hacerlo dadas 
las características intrínsecas que poseen la docencia y la investigación. Por tanto, las 
reglas y las estructuras formales pueden imponer ciertas restricciones, incrementar su 
complejidad burocrática, etc., pero tienen poco efecto sobre el contenido de las 
actividades que desarrollan los académicos o sobre la cooperación que muestran entre 
sí. 
Además, las reglas y las estructuras formales asociadas a la profesión académica 
tampoco favorecen la existencia de una jerarquía organizativa dentro de las 
universidades, ya que en sí misma ejerce una escasa influencia en la orientación del 
trabajo académico y en la definición de las tareas que realizan profesores e 
investigadores, quienes poseen plena autonomía para el diseño y desarrollo de sus 
propias actividades.  
En las etapas sucesivas que componen el proceso investigador son los académicos y sus 
comunidades científicas quienes deciden tanto la elección de los problemas que se 
investigan, la formulación de las estrategias de trabajo hasta la evaluación de los 
resultados. Como consecuencia, los administradores de las universidades encuentran 
grandes dificultades para ejercer un control efectivo de dichas actividades, y en 
definitiva de los procesos internos de trabajo. 
Las propias reglas de la colegialidad académica prevalecen sobre la jerarquía 
administrativa, y la autonomía profesional entra en conflicto con el control que ejerce la 
administración. A menudo, las reglas y las estructuras formales en las universidades 
adquieren un rol defensivo y protector que representa un obstáculo adicional al 
liderazgo organizativo. Esta solidaridad defensiva a la que se refiere Musselin (2007) 
contribuye a la construcción de fronteras y focos de resistencia ante cualquier intento 
de modificación o rediseño de las estructuras y reglas que prevalecen. Además, las 
decisiones que toman los líderes deben ser aceptadas por los profesionales, en tanto 
que la resistencia profesional siempre representa una amenaza para el control central. 
Pese a ello, algunos autores consideran que la autonomía profesional y la colegialidad 
académica no son incompatibles en sí con el ejercicio efectivo de un control organizativo 
centralizado (Musselin, 2007) o con una administración burocrática (Blau, 1973; 
Mintzberg, 1979). 
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Y es que, hay que añadir que las actividades cotidianas –docencia e investigación- que 
desarrollan los profesionales académicos requieren de una baja cooperación y 
coordinación, además de una tecnología difusa13.  
Como expone Musselin (2007), el trabajo que habitualmente realizan los académicos, 
especialmente en disciplinas y campos del conocimiento dónde la cultura colaborativa 
es menor o apenas se trabaja de forma grupal; apenas se ve influenciado por las tareas 
que realizan sus colegas. Incluso en la investigación, cuando existe el trabajo en equipo 
se limita a pequeños grupos cuyos miembros cooperan intensamente entre sí, pero 
dónde la cooperación intergrupos permanece baja.  
Esta autora añade que, aunque la docencia y la investigación pueden ser desarrolladas 
de una forma más o menos aislada, esta especificidad es socialmente construida e 
incluso reforzada por los propios académicos que son quienes deciden los niveles de 
cooperación y coordinación que desean alcanzar entre ellos. 
Además, la especialización académica no genera directamente interdependencias, algo 
que nuevamente contrasta con lo que sucede en otras organizaciones dónde la 
diferenciación de las tareas que desarrollan sus miembros y las funciones 
interdependientes que ejercen crean simultáneamente una base para la integración que 
es consecuencia de la interdependencia de sus partes que requieren coherencia y 
coordinación entre sí (Blau, 1973; Clark 1983). 
La división del trabajo en las organizaciones empresariales responde a una 
diferenciación de tareas subordinada a una jerarquía compleja con una autoridad 
formal, dónde se conoce fácilmente quién manda al existir un claro poder de 
dominación por parte de los administradores que están en los niveles superiores, una 
concepción de organización tradicional y estandarizada díficilmente observable en las 
universidades. 
 
Pese a todo lo descrito anteriormente, la heterogeneidad institucional y la diversidad de 
contextos que rodea a las universidades en cada país produce patrones variados de 
control organizativo: mientras que las universidades del entorno anglosajón han tenido 
tradicionalmente un liderazgo organizativo más centralizado, acompañado de una sólida 
administración; las universidades enmarcadas dentro del modelo europeo-continental 
han estado regidas más bien por un control burocrático estatal que actúa en el ámbito 
administrativo, y también por un control profesional que ejerce su influencia en el plano 
académico (Clark, 1983). Es precisamente en estas universidades dónde se observa más 
claramente un liderazgo organizativo debilitado que contrasta con el de otras 
organizaciones.  
En resumen, cabe afirmar que la naturaleza organizativa profesional de las universidades 
incide en su patrón de control organizativo. Musselin (2007) reconoce que el 
 
13 La aplicación del concepto tecnología organizativa (Scott, 1987) a las organizaciones académicas resulta complejo, 
porque hace referencia a los procedimientos y mecanismos que poseen las organizaciones para transformar los insumos 
en resultados. Ello requiere incluir las infraestructuras técnicas y materiales empleadas, pero también el propio 
conocimiento técnico y las habilidades de los trabajadores, lo que conlleva que las actividades docentes y de investigación 
sean frecuentemente consideradas como tecnologías difusas. Para Musselin (2007) la docencia y la investigación pueden 
ser consideradas como tecnologías poco claras por su complejidad intrínseca, lo que no solo provoca que sean 
difícilmente comprensibles o asimilables, sino también difíciles de describir, prescribir, instruir o reproducir. A ello se 
suma la ambigüedad causal que existe entre las tareas realizadas y los resultados finales obtenidos. 
50 
 
profesionalismo académico y los rasgos propios de la tecnología organizativa empleada 
en las universidades determinan su jerarquía organizativa y cómo ésta ejerce el control 
interno.  
Los rasgos específicos de la investigación científica, la docencia y la transferencia del 
conocimiento explican también la capacidad limitada que tienen las universidades para 
organizar, coordinar y controlar sus procesos de trabajo (Whitley & Gläser, 2014). La 
incertidumbre que acompaña a todo el proceso investigador hasta la publicación de los 
resultados finales que frecuentemente son contestados, y la fragmentación de la 
autoridad organizativa limitan el liderazgo organizativo en las universidades.  
Por ejemplo, en la fijación de sus objetivos organizativos o en el diseño de los sistemas 
de evaluación del desempeño, por ejemplo, no solo intervienen los cuadros de dirección 
de las universidades sino también las comunidades científicas, el poder político y otras 
colectividades extraorganizativas, lo que limita sus respuestas organizativas ante los 
cambios técnicos que ocurren en sus entornos. Una consecuencia directa de ello es, por 
ejemplo, las dificultades que tienen las universidades para reestructurar sus unidades de 
investigación o para reorganizar las habilidades y conocimiento que poseen sus recursos 
humanos.   
Antes de concluir esta descripción de la jerarquía en las organizaciones académicas hay 
que hacer referencia a la aportación conceptual que hacen Bleiklie y sus colegas (2015) 
quienes ofrecen una interpretación novedosa de las universidades como un ejemplo de 
jerarquías penetradas.  
Para estos autores, las universidades son organizaciones abiertas dónde se ven 
involucradas una densa red de nodos sociales diversos entre sí -poder político, 
legisladores, partes interesadas, disciplinas académicas- que interaccionan en sucesivos 
procesos y acciones que introducen elementos de jerarquía -estructuras 
intraorganizativas jerárquicas-. Es decir, a juicio de estos autores, la jerarquía en las 
universidades es introducida por diversos elementos que participan dentro de su 
gobierno en red y que proceden del entorno en el que se encuentran. 
Como consecuencia, los patrones del control intraorganizativo se ven influenciados por 
características del entorno como las relaciones sociales externas de liderazgo, es decir 
las relaciones entre los miembros de la organización y otros actores externos; presiones 
institucionales como las políticas públicas nacionales y regionales; o por los conflictos 
derivados del control de los recursos externos que se suceden entre los administradores 
y los profesionales de las universidades.  
No obstante, estos autores concluyen que, como organizaciones profesionales basadas 
en el conocimiento intensivo, las universidades están confrontadas por dos modelos de 
control organizativo –el jerárquico/burocrático y el profesional-, que pueden ser 
recombinados para establecer el liderazgo y para adquirir legitimidad del Estado o de los 
profesionales. A este respecto, Blau (1973) apunta que el grado con el que las decisiones 
académicas son centralizadas en una autoridad administrativa refleja su conformidad 
con el modelo burocrático en vez del profesional. 
Pese a lo anteriormente expuesto, muchas de las reformas universitarias que se han 
impulsado en las últimas décadas en países desarrollados de la OCDE están 
construyendo jerarquía dentro de las organizaciones universitarias (Bunsson & Sahlin-
Andersson, 2000). En muchos sistemas de educación superior, se ha favorecido la 
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creación de nuevas estructuras de dirección y administración en sus universidades, se 
han fortalecido las estructuras ejecutivas directivas (especialmente en sus niveles 
intermedio y superior, no tanto en el inferior) en detrimento de otras tradicionales 
colegiadas, y se ha promovido un empoderamiento activo de los rectores-presidentes 
que ha reforzado su liderazgo interno.  
Además, la modernización de las organizaciones universitarias ha fortalecido sus 
estructuras organizativas con el desarrollo de nuevas subestructuras y subdivisiones 
formales (e.g. oficinas de transferencia tecnológica y de conocimiento, prácticas y 
relaciones con empresas, patentes, departamentos de igualdad de género, cooperación 
al desarrollo y RRII, etc.) que no obedecen tanto a requerimientos funcionales, sino que 
pueden ser interpretadas como respuestas adaptativas a las demandas de sus entornos 
e intentos de legitimación social (Krücken, 2011), que han sobredimensionado su 
complejidad burocrática interna. 
 
Cabe concluir esta sección con el tercer rasgo fundamental de las organizaciones 
formales, que es la racionalidad. Las organizaciones son racionales al actuar orientadas 
por objetivos y propósitos específicos establecidos en base a un análisis planificado que 
considera las alternativas de acción posibles y sus consecuencias, y un control de sus 
resultados que es fruto de una evaluación comparada con los objetivos inicialmente 
definidos.  
En la racionalidad organizativa la definición de objetivos colectivos es un aspecto central 
al constituir una propiedad de las organizaciones. Los objetivos son definidos como 
concepciones de fines que los miembros de las organizaciones intentan culminar 
mediante el desempeño de sus actividades o tareas profesionales (Scott, 1987). 
Las organizaciones educativas en general y particularmente las universitarias han sido 
intepretadas como organizaciones que carecen de objetivos específicos. Las 
organizaciones académicas, en cambio, sí que presentan objetivos generales, difusos y 
ambiguos que solo a veces pueden ser culminados, cuando no fracasan en su ejecución. 
Debido a su naturaleza, estos objetivos difícilmente pueden guiar las decisiones 
organizativas y los comportamientos estratégicos de los actores que intervienen (Clark, 
1983), limitando su racionalidad organizativa (Brunsson & Sahlin-Andersson, 2000). 
La vaguedad y la ambigüedad que presentan los objetivos organizativos en las 
universidades puede ser explicada por una búsqueda tradicional del consenso en sus 
decisiones internas como alternativa a los conflictos de intereses que frecuentemente 
suceden en sus subunidades organizativas (Frolich et al., 2013). 
Para Cohen, March y Olsen (1972), que interpretan a las universidades como un ejemplo 
de anarquías organizadas, los fines y los medios organizativos son definidos de una 
forma paupérrima y compleja. Además, la vaguedad y ambigüedad con la que aparecen 
planteados influye según Weick (1976) en el comportamiento organizativo de los 
profesionales académicos quienes carecen de pautas claras en sus actuaciones y en el 
desempeño de sus tareas.  
Clark (1983), en cambio, reconoce que existe ambigüedad y anarquía en los niveles 
organizativos superiores de las universidades, pero no en los niveles organizativos 
inferiores (e.g. institutos de investigación, departamentos o cátedras universitarias), 
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aquellos más operativos, dónde “sus actores principales generalmente conocen y en un 
sentido racional que lo que están haciendo es lo que tienen que hacer”. 
En relación con los objetivos y misiones estratégicas que colectivamente diseñan las 
universidades, la ambivalencia y la ambigüedad son rasgos evidentes en las 
organizaciones académicas, especialmente durante el pasado siglo XX14 e inicios del 
presente siglo XXI dónde resulta difícil identificar el propósito real de la educación 
superior15 en general y el de las universidades en particular. No obstante, y en relación 
con esto último, en los últimos años las universidades están recibiendo importantes 
presiones institucionales que las apremian a adaptarse a nuevas funciones y exigencias, 
principalmente económicas, que les impone la nueva sociedad. 
Los procesos de modernización de las universidades han significado de facto la 
incorporación de determinados procedimientos, técnicas o instrumentos de gestión, 
procedentes de la gestión privada (e.g. planes estratégicos, contratos programa, 
sistemas de evaluación por objetivos, etc.) que  están contribuyendo a que las 
universidades clarifiquen y especifiquen sus objetivos estratégicos y misiones 
organizativas, dotándoles en definitiva de una mayor racionalidad como organizaciones 
(Brunsson & Shalin-Andersson, 2000). 
En resumen, las universidades han de ser interpretadas como organizaciones racionales 
que analizan e interpretan el entorno en el que se encuentran, que identifican sus 
necesidades y oportunidades, y que desarrollan respuestas estratégicas para adaptarse 
a los cambios externos que se producen. 
 
5. El cambio organizativo en las universidades: procesos internos y dinámicas externas 
“Foreign ministries, universities and cemeteries are notoriously hard to move                                      
– in part for the same reasons” (Professor Maurice A. East, 1995)  
”Those already in office in the system may decide to transform it radically,                                           
but rarely do they do so” (M. Archer, 1979: 775-784) 
 
Las organizaciones experimentan cambios, y aunque generalmente muestran resistencia 
a ello, sufren constantemente transformaciones que las alejan de su forma original 
(March, 1981).  
 
14 Clark (1983: 18-26) hace un repaso interesante de las distintas concepciones que han existido de la Universidad a lo 
largo de los siglos XIX y XX, tanto en Estados Unidos como en Europa.  
Destacan las visiones ofrecidas por autores norteamericanos como A. Flexner (1930) quién afirmó que “la esencia de la 
Universidad es el cultivo de la investigación científica especializada para que conduzca a nuevos hallazgos y 
descubrimientos”; C. Kerr (1963) y su concepto de multiuniversidad o M. Hutchins (1968) que reconoce a la Universidad 
como “una comunidad intelectual de gente que intenta comprender mejor los problemas y aspectos a los que se enfrenta 
el ser humano”. También las de otros intelectuales europeos como J. H. Newman (1854) y su idea de Universidad como 
“un lugar de conservación y transmisión del conocimiento de carácter universal”, o W. V. Humboldt (1970) y su visión de la 
Universidad moderna investigadora “guiada por la centralidad del descubrimiento del conocimiento, la invención y la 
investigación científica”.  
En el contexto nacional ha de añadirse la visión que ofrece el intelectual español J. Ortega y Gasset (1930) acerca de la 
misión de la Universidad, que principalmente ha de ser el avance de la ciencia y el conocimiento. 
 
15 Según Clark (1983): “la educación superior constituye un conglomerado integrado por misiones estratégicas múltiples 
que aspiran a ser alcanzadas por organizaciones complejas que están configuradas por elementos dispares y diversos”. 
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Los cambios organizativos16 de las organizaciones responden en muchas ocasiones a 
demandas procedentes de sus entornos, sin reflejar nunca las intenciones o propósitos 
particulares de sus actores (March, 1981).  
Pese a que las organizaciones tienden a la estabilidad, es su carácter adaptativo lo que 
las caracteriza, al proporcionarle una capacidad de respuesta (no siempre óptima) a las 
demandas que emergen de sus entornos. El entorno actual en el que operan las 
organizaciones es descrito como inestable, altamente incierto e hipercompetitivo (Hitt 
et al., 1997), lo que incrementa la relevancia de las capacidades estratégicas para la 
renovación y el cambio continuo al que están expuestas las organizaciones (Hamel & 
Prahalad, 1994; Teece et al. 1997). De ello depende, en último término, que sean 
adaptativas y flexibles. 
 
La literatura académica especializada se ha centrado generalmente en un estudio de las 
estructuras estáticas que existen en las organizaciones, y no tanto en las dinámicas y 
procesos de cambio que se producen en su interior.  
Sin embargo, y como consecuencia de las múltiples transformaciones que han venido 
produciéndose en los entornos de las universidades17  (e.g. las reformas políticas 
universitarias son el ejemplo más claro de ello), el análisis del cambio organizativo en las 
organizaciones académicas ha adquirido una relevancia central, convirtiéndose en uno 
de los temas candentes dentro de la investigación sobre educación superior. 
Las organizaciones universitarias se enfrentan en un modo creciente a nuevas exigencias 
y demandas que proceden de una pluralidad de actores internos -estudiantes, 
profesores y personal no académico- y externos -gobiernos, empleadores, inversores 
externos, empresas y sociedad en general-, que inevitablemente introducen cambios en 
sus acciones, prácticas, comportamientos y patrones culturales. Sin embargo, rasgos 
estructurales como los anteriormente descritos, que limitan y constriñen su capacidad 
de acción colectiva; o las identidades culturales propias del profesionalismo académico, 
 
16 March (1981) destaca algunos aspectos relevantes sobre las dinámicas y procesos de cambio de las organizaciones: a) 
las organizaciones continuamente cambian y lo hacen en sus rutinas diarias mostrando responsabilidad por ello; b) los 
cambios dependen de unas rutinas y procesos caracterizados por la estabilidad que son un reflejo de respuestas 
organizativas simples a dinámicas demográficas, económicas, sociales y políticas que suceden en sus entornos; y c) el 
cambio no puede ser controlado arbitrariamente dentro de las organizaciones, máxime cuando no suelen hacer lo que 
previamente habían reconocido que iban a hacer.  
Este autor a su vez identifica seis factores promotores del cambio organizativo: 1) seguir las reglas establecidas; 2) la 
búsqueda de soluciones a problemas identificados; 3) el aprendizaje; 4) el estallido de conflictos; 5) el contagio; y 6) la 
regeneración. 
 
17 Peterson ( 2007) señala algunas de las más importantes: (1) los procesos de expansión y crecimiento del sector de la 
educación superior; (2) el aumento de las presiones competitivas; (3) los cambios en los perfiles y demandas de los 
usuarios finales; (4) una reducción paulatina de los recursos –públicos- destinados a financiar la educación superior; (5) el 
incremento de los procesos de control y evaluación del rendimiento académico y organizativo de las instituciones; o (6) la 
emergencia de la sociedad de la información y el conocimiento.  
Keller (1983), por su parte, reconoce que el entorno de las universidades es más complejo como resultado de algunos de 
los cambios que han experimentado: (1) el cambio de un modelo elitista de educación superior a otro de masas; (2) la 
progresiva incorporación de la mujer al mercado laboral y una necesidad creciente de formación y adquisición de nuevas 
habilidades; (3) el incremento de las presiones financieras y de asignación pública de recursos a universidades, unido a 
una competitividad internacional creciente por fondos destinados a investigación; (4) el impacto de las nuevas 
tecnologías de la información y la comunicación que han modificado el alcance y las formas de acceso a la información y 
el conocimiento; (5) un incremento de las exigencias y expectativas sociales respecto a la contribución que hacen las 
universidades en la sociedad; y (6) un continuo cuestionamiento de la legitimidad y funcionamiento de las bases 
tradicionales de autoridad y poder de las universidades.  
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convierten a las universidades en organizaciones difícilmente transformables y poco 
orientadas al cambio (Gornitzka, 1999).  
 
Antes de profundizar en el ámbito de la educación superior, es importante clarificar el 
significado de cambio organizativo.  
Una organización experimenta una transformación organizativa cuando experimenta 
cambios simultáneos en su estructura, en su estrategia y/o en sus mecanismos de 
control (Tushman & Romanelli, 1985), lo que puede provocar, a su vez, otros cambios en 
sus ideologías dominantes, sus sistemas culturales y/o en sus relaciones internas de 
poder (Pettigrew, 1987). 
DiMaggio y Powell (1983:149) definen al cambio organizativo como “todo cambio, 
dentro de las organizaciones, que afecta a su estructura formal, su cultura organizativa, 
sus objetivos, programa o misión”. 
La literatura académica ha buscado la operacionalización del concepto de 
transformación organizativa. Greenwood y Hinings (1996), en su artículo germinal sobre 
cambio organizativo, introducen el concepto de `arquetipo´ referido a la configuración 
de las estructuras y procesos organizativos a partir de esquemas interpretativos 
comunes. Según estos autores, el cambio organizativo puede ser revolucionario cuando 
implica una transformación de un arquetipo a otro que afecta a todas las partes de la 
organización; o evolutivo cuando ocurre en un proceso gradual de reajuste dentro del 
esquema o arquetipo existente.  
Ferlie et al. (1996) mencionan, por su parte, seis requisitos necesarios para que en una 
organización suceda una transformación real y completa: a) un cambio interrelacionado 
e integral que afecte a todo el sistema en su conjunto; b) la creación de nuevas formas 
organizativas; c) la formulación de una nueva cultura e ideología organizativa; d) la 
reconfiguración interna de las relaciones de poder; e) cambios en la prestación de 
servicios; y f) en los modos de distribución. 
 
Si atendemos a la evolución histórica que han seguido desde sus orígenes, las 
universidades pueden ser interpretadas como organizaciones sólidas capaces de 
sobrevivir, a lo largo del tiempo, a períodos turbulentos y dinámicos. Pese a los cambios 
radicales que se han sucedido en su entorno, y pese a las sucesivas transformaciones 
que ha experimentado la profesión académica en sus valores, creencias y normas 
culturales, las universidades han mantenido formas organizativas sin modificaciones 
abruptas (Maasen et al., 1999).  
Por ejemplo, su estructura organizativa atomizada ha permanecido temporal y 
espacialmente estable: desde tiempos lejanos, universidades de todo el mundo están 
configuradas por unidades y subunidades organizativas que están integradas por 
académicos, administradores y estudiantes entre los que se producen dinámicas 
internas diversas, y cuyo funcionamiento operativo es independiente. 
No obstante, las universidades han de ser interpretadas como organizaciones 
adaptativas, y/o sistemas complejos reactivos, que responden y se adaptan a los 
cambios externos que se producen (Fumasoli & Stensaker, 2013; Sporn, 2001), 
gestionando las interdependencias con sus entornos con el fin de salvaguardar sus 
propios intereses organizativos de desarrollo y supervivencia.  
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Sin embargo, y como ocurre en otras organizaciones, la adaptación de las rutinas 
organizativas a las demandas del entorno no es un elemento suficiente para una 
transformación o cambio organizativo real (Krücken & Meier, 2006). 
Esta investigación comparte con la literatura académica publicada que las 
organizaciones académicas experimentan un cambio organizativo cuando en ellas se 
produce, de forma deliberada, una modificación o alteración de su estructura, como 
respuesta reactiva o proactiva a sucesos que se producen en su entorno –interno o 
externo- (Maasen et al., 1999). La modificación de su estructura organizativa puede 
afectar a la propia composición social interna y a su cultura organizativa e institucional.  
Las causas que originan el cambio organizativo en las universidades pueden ser de 
carácter interno18 (e.g. introducción de incentivos propios basados en el rendimiento 
investigador) o externo (e.g. establecimiento de un nuevo marco regulatorio que 
modifica las estructuras internas de gobierno de las universidades). Y al igual que en 
otras organizaciones, los procesos de cambio organizativo suelen ocurrir de un modo 
gradual y progresivo.  
Clark (1983) señala diversos factores que pueden originar el cambio organizativo en las 
universidades: (1) la disciplina académica; (2) el marco regulatorio regional, nacional o 
supranacional (e.g. políticas públicas de los gobiernos, leyes, decretos, etc.); (3) la 
profesión académica; (4) la organización universitaria en sí misma; (5) los diversos 
grupos sociales que conforman su estructura social (e.g. estudiantes, antiguos alumnos, 
profesores, etc.); y (6) determinados grupos externos de interés (e.g. empresas, 
organizaciones sindicales, medios de comunicación, fundaciones, etc.).  
En cualquier caso, este autor matiza (Clark, 1998) que toda transformación organizativa 
requiere de una capacidad estructurada de cambio, pero también de que se desarrolle 
un clima organizativo interno que sea receptivo a dicho cambio.  
En este sentido, Maasen et al. (1999) señalan tres condiciones necesarias para que las 
universidades experimenten un cambio organizativo: (1) que algún miembro o grupo 
social de dentro de la organización, situado en cualquiera de sus niveles de organización, 
perciba la necesidad de cambio para que pueda trasladarla a los grupos de interés y a las 
estructuras de decisión para que pueda ser introducido en la agenda institucional; (2) 
que en el conjunto de la organización, entre aquellos que toman las decisiones pero 
también en el resto, exista una voluntad real de cambio; y (3) que la organización 
disponga de los recursos necesarios y de la capacidad operativa suficiente para 
implementar dicho cambio.  
En relación con la condición primera, De Boer et al. (2007) expresa que normalmente, en 
las organizaciones, las dinámicas endógenas que promueven la necesidad de un cambio 
organizativo están asociadas con sentimientos de desafección de sus miembros, pero 
también reflejan adherencia a proyectos de transformación de sus organizaciones. Por 
ejemplo, determinados grupos sociales que perciban una representación deficiente de 
 
18 La clarificación que Pettigrew (1987: 658) hace al respecto puede ser útil: el contexto externo se refiere al entorno 
social, económico, político y competitivo en el que operan las organizaciones; mientras que el contexto interno incluye a 
la estructura, la cultura corporativa y el contexto político a través del cual han de proceder las ideas para el cambio. El 
contenido se refiere a las áreas y ámbitos que son objeto de la transformación organizativa; y los procesos de cambio 
comprenden las acciones, reacciones e interacciones de las diferentes partes interesadas. 
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sus intereses colectivos puede asociarse con un deseo de cambio en el modelo de 
gobierno universitario, para proponer un modelo alternativo de administración.  
 
La literatura académica que ha analizado el cambio organizativo en la educación 
superior (e.g. Gornitzka 1999; Gornitzka & Maasen, 2000) lo ha hecho principalmente 
desde dos perspectivas teóricas complementarias: la teoría de la dependencia de los 
recursos (Aldrich & Pfeffer, 1976; Hall, 1982; Pfeffer & Salancik, 1978) y la teoría neo-
institucionalista (DiMaggio & Powell, 1983; March, 1981; Scott, 1987).  
Estos dos planteamientos teóricos, que son parte importante del marco teórico que 
sustenta esta tesis doctoral, comparten la premisa de que la acción de cualquier 
organización está limitada por las demandas y presiones de su entorno, que en último 
término afectan a su supervivencia organizativa (de ahí la importancia de las respuestas 
que se formulan).  
Estas perspectivas no coinciden, sin embargo, en cómo interpretar el modo en el que las 
organizaciones son capaces de reaccionar a los cambios que se suceden en su entorno, 
(Gornitzka, 1999).  
Para la teoría de la dependencia los procesos de cambio en las organizaciones son 
producto de las movilizaciones que realizan sus actores participantes. Es decir, reflejan 
las variaciones que tienen lugar en las coaliciones políticas que las gobiernan, siendo 
fruto de sus negociaciones, como cuando los recursos son distribuidos entre los distintos 
grupos sociales (Pfeffer, 1981). En cambio, la teoría institucionalista interpreta que los 
procesos de cambio son promovidos por reglas y normas orientadas a establecer y 
conducir cuales han de ser los comportamientos sociales adecuados. 
En virtud de lo anterior, el cambio organizativo es el resultado de respuestas 
organizativas a presiones y demandas externas, pero también se produce por las 
dinámicas y los procesos que tienen lugar en su interior. Una comprensión integral es un 
aspecto fundamental para entender por qué y cómo cambian las organizaciones 
académicas. 
Por ello, algunos de los rasgos organizativos anteriormente descritos para las 
universidades, vuelven a ser relevantes al influir sobre su capacidad de cambio 
organizativo.  
La naturaleza organizativa de las universidades o su organización y gobierno son factores 
trascendentales. Por ejemplo, la capacidad organizativa que poseen las universidades 
para responder a las presiones externas se ve influenciada por elementos de su 
administración y gobierno, pero también de las habilidades directivas que poseen sus 
rectores. 
De hecho, los procesos de cambio organizativo pueden ser interpretados en las 
universidades como una manifestación de sus peculiaridades específicas y de sus 
paradojas organizativas: sus procesos internos de toma de decisiones están dotados de 
una racionalidad limitada que hace de la administración del cambio un proceso 
inteligible difícil de gestionar por las circunstancias turbulentas y dinámicas en las que 
sucede (Meister-Scheyytt & Scheytt, 2005).  
Ello es precisamente lo que dota de complejidad al cambio organizativo en las 
universidades, que no ha de interpretarse como trivial, accidental o caótico como 
hicieron, en su momento, la literatura académica precedente. 
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La administración y gobierno de las universidades también condiciona claramente su 
capacidad organizativa de cambio. El primer elemento que la condiciona es el modo en 
que la autoridad está internamente distribuida. En las universidades, la principal fuente 
de autoridad es profesional y está basada en el expertise académico (Clark, 1983), lo que 
deriva en sean los profesionales académicos quienes toman algunas de las decisiones 
más relevantes. La existencia de un liderazgo organizativo débil dificulta el ejercicio de 
un rol facilitador y transformador, que encuentra importantes resistencias internas en 
los distintos niveles organizativos en los que se estructura el poder. 
Precisamente el grado de fragmentación institucional que existe en las universidades, 
como consecuencia de su nivel de diferenciación estructural y de la baja dependencia 
funcional que hay entre sus subunidades organizativas, es otro factor condicionador del 
alcance y de cómo se producen cambios organizativos deliberados (Gornitzka & Maasen, 
2000). 
 
Aunque las universidades muestran una resistencia interna al cambio, que es similar a la 
de otras organizaciones, su naturaleza política (Baldridge, 1971) multiplica los focos de 
resistencia que hay en su interior.  A menudo, los intentos de cambio en las 
organizaciones son frustrados por focos internos de resistencia organizativa que inciden 
en sus respuestas adaptativas o que dificultan su implementación (e.g. implementación 
de políticas públicas) para dejarlas sin efectos. En este sentido, los actores internos son 
fundamentales como agentes que se responsabilizan de la implementación del cambio 
organizativo.  
El contexto social de las universidades y más concretamente su estructura social, 
compleja y diversa, condiciona las dinámicas políticas internas que en ellas se producen 
(Baldridge, 1971), limitando la posibilidad real de cambio organizativo. Los cambios 
radicales pueden venir impulsados por determinados grupos sociales que ven 
amenazada y/o debilitada su posición u estatus. La naturaleza política de las 
universidades conlleva una interpretación del cambio organizativo asociado al conflicto 
interno entre individuos y grupos con intereses divergentes y que poseen valores, 
creencias y normas heterogéneas. Los procesos de cambio organizativo están regidos 
por la confrontación, la negociación y la configuración de coaliciones de intereses, 
dónde los resultados finales dependen de las preferencias iniciales de los actores, 
ponderadas según el poder que ostentan; pero también de la capacidad que éstos 
tienen para movilizar a los miembros participantes y de controlar los recursos colectivos 
(March, 1962, 1981).   
 
El modo en el que responden las universidades a las circunstancias y expectativas 
cambiantes de sus entornos, y cómo estos entornos moldean las rutinas y prácticas 
organizativas también es relevante en esta tesis doctoral, que en su última parte analiza 
las interrelaciones de las universidades con sus entornos, centrándose en la influencia 
de las presiones institucionales regionales sobre sus prácticas organizativas, y también 
en los tipos de respuestas que las universidades ofrecen a algunas demandas y 
presiones procedentes de sus entornos. 
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La acción del Estado ha sido ampliamente analizada como un factor destacado del 
entorno de las universidades, un hecho evidente dado el tradicional rol dominante que 
ha desempeñado.  
Gornitzka (1999) identifica cuatro elementos relacionados con los patrones de 
intervención de los estados en la educación superior que pueden propiciar el cambio 
organizativo en las organizaciones universitarias: 1) los cambios de liderazgo político, ya 
sean por medio de elecciones o por cambios en las coaliciones políticas de gobierno; 2) 
los procesos históricos y evolutivos que son el resultado de las reformas institucionales; 
3) los cambios que se producen en los intereses de los actores que intervienen en las 
coaliciones de poder y/o en sus alianzas estratégicas; y 4) el grado de estabilidad o de 
cambio que existe en el propio entorno organizativo. 
Para Frolich et al. (2013), las universidades continúan estando fuertemente 
influenciadas por el Estado que es quién les dota de un marco regulatorio y de unos 
principios normativos que establecen su espacio de autonomía discrecional y su nivel de 
acción estratégica. Estos autores, que en su trabajo analizan cómo las organizaciones 
universitarias interpretan sus entornos y cómo ello afecta a la formulación de sus 
estrategias, concluyen que el entorno institucionalizado afecta a la formulación de sus 
estrategias organizativas de dos formas: cuando influye en las misiones encomendadas a 
las universidades –reglas y normas, grado de autonomía institucional-; y en la regulación 
de los mercados de educación superior –grado de apertura y competición, nivel 
regulatorio-. 
Las presiones institucionales que el poder político ejerce a través del marco regulatorio 
que promulga y/o de sus programas y políticas gubernamentales han sido analizadas 
como potenciales fuerzas que promueven el cambio organizativo en las universidades.  
Meister-Scheytt y Scheytt (2005) han analizado la complejidad del cambio organizativo 
en las universidades. A partir de un caso de estudio de una Universidad austríaca, 
analizan empíricamente cómo la implementación de un nuevo marco normativo 
universitario puede impulsar el cambio organizativo, en su caso, la transformación del 
modelo de administración y gobierno universitario. Los resultados del estudio 
evidencian, sin embargo, las dificultades que emergen en los procesos de cambio de las 
organizaciones universitarias.  
Estos autores también añaden que los cambios normativos no son suficientes para 
propiciar un cambio organizativo real, dado que no resuelven las ambigüedades 
organizativas que caracterizan a las universidades como organizaciones paradójicas. 
Pese a ello, los procesos de cambio en las universidades han de interpretarse como 
procesos que pueden ser racionalmente planificados y gestionados, al contar con una 
sólida estructura administrativa que es responsable de su ejecución, pero que debe 
mejorar los instrumentos de control de los que dispone. Lo anterior es muy relevante 
puesto que el conocimiento y gestión de tales paradojas organizativas constituyen una 
oportunidad real de transformación organizativa en las universidades. 
Hansen (1990), quién también analizó la implementación de un programa 
gubernamental de modernización de la educación superior en Dinamarca, considera que 
las barreras que encuentran las reformas gubernamentales para su implementación no 
residen tanto en los rasgos organizativos propios de las universidades sino más bien en 
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las políticas gubernamentales precedentes cuyos efectos permanecen anclados en 
organizaciones profundamente estáticas.  
 
Otros autores han analizado los procesos de cambio organizativo en las universidades 
centrando la atención en las respuestas organizativas que ofrecen a las presiones 
institucionales de sus entornos.  
Gornitzka y Maasen (2000) han analizado las respuestas organizativas de las 
universidades a las políticas y programas gubernamentales.  Según estos autores, los 
objetivos de cambio que prevé conseguir un programa gubernamental influyen 
claramente en el tipo de respuesta que ofrecen las organizaciones directa o 
indirectamente afectadas. Es decir, si se asume que organizaciones como las 
universidades actúan conforme a sus propios intereses colectivos, éstas adoptarán una 
nueva política o normativa institucional cuanto más rentable o beneficiosa la perciban 
para sus intereses estratégicos.  
Además, el rol que desempeñan las políticas gubernamentales en los procesos de 
cambio organizativo está influenciado por el conjunto de dependencias en las que se 
hallan inmersas las propias organizaciones. Por ejemplo, las organizaciones pueden 
mostrar una respuesta adaptativa, total o parcial, a reformas gubernamentales que no 
sean percibidas como beneficiosas para seguir un comportamiento legítimo y 
responsable ante quienes controlan los recursos estratégicos.  
En resumen, el tipo de respuesta estratégica está condicionada por las relaciones de 
intercambio y dependencia que mantienen las organizaciones académicas, pero también 
por sus propios rasgos organizativos (Gornitzka, 1999). 
De forma similar, Reale y Seeber (2011), han analizado cómo responden las subunidades 
organizativas de las universidades (departamentos), pertenecientes a diversas 
disciplinas científicas, a presiones institucionales relativas a ámbitos de financiación y 
evaluación académica. Estos autores analizan empíricamente en varias universidades 
italianas el tipo de respuestas organizativas que ofrecen sus departamentos a 
intervenciones de política pública cuyo objetivo era la mejora de los procesos de 
dirección de la investigación mediante la aplicación de nuevos mecanismos de 
financiación universitaria e instrumentos de evaluación académica.  
Los resultados del estudio muestran cómo la disciplina académica influye 
considerablemente en el tipo de respuesta organizativa que ofrecen los departamentos 
universitarios, debido a la incidencia que tienen en aspectos relevantes de la esfera 
institucional y del control de los recursos. Además, los resultados evidencian respuestas 
heterogéneas a las presiones externas por parte de los miembros de cada departamento 
e incluso dentro de la misma disciplina, como consecuencia del alto grado de 
heterogeneidad interna existente. En relación con las presiones institucionales 
procedentes del entorno, los autores del estudio destacan la importancia de una 
correcta aplicación, en términos de incentivos y de una información adecuada, puesto 
que las organizaciones responden positivamente a dichas presiones cuando los objetivos 
institucionales se alinean con los suyos. 
Cruz-Castro y Sanz-Menéndez (2015) también han analizado las respuestas estratégicas 
que las universidades públicas españolas han dado a las reformas universitarias 
introducidas en los últimos años. En una investigación centrada en el ámbito de los 
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recursos humanos académicos (reclutamiento y promoción de profesores), estos 
autores analizan empíricamente el modo en el que las universidades se han adaptado a 
los cambios institucionales emergidos. Este trabajo contribuye al análisis del cambio 
organizativo de las organizaciones académicas, y más concretamente a un mejor 
conocimiento de cómo las políticas públicas inciden en el comportamiento estratégico 
de las organizaciones universitarias, en su gestión de los recursos y en las respuestas 
organizativas que dan a las transformaciones de sus entornos.  
Los resultados revelan una adaptación generalizada de las universidades a las presiones 
institucionales normativas y a las restricciones financieras del entorno, evidenciando a 
su vez variabilidad en las respuestas estratégicas: la conformidad no es la única 
respuesta estratégica válida, y no todas las universidades son igual de sensibles a los 
cambios que se producen en sus entornos de recursos. Los autores concluyen, en 
sintonía con la literatura precedente, que las presiones institucionales no producen un 
único tipo de respuesta estratégica.  
 
En definitiva y como conclusión a este apartado, las organizaciones cambian en 
respuesta a sus entornos, pero pocas veces lo hacen ajustándose enteramente a las 
exigencias o intenciones que establecen las instituciones o determinados grupos de 
actores particulares (Attewell & Gerstein, 1979). Las respuestas estratégicas que ofrecen 
las organizaciones académicas a las presiones externas pueden, además, redefinir y 
reconfigurar las propias presiones y demandas institucionales.  
Concretamente, las organizaciones universitarias pueden negociar, moldear y crear 
entornos (siguiendo la terminología empleada por Pfeffer & Salancik, 1978) cuando se 
involucran en el proceso de formulación de las políticas educativas como actores 
proactivos. Dobbins et al. (1993), o Gornitzka (1999) citan como ejemplo casos de 
universidades, ya sea de forma individualizada o colectiva en asociación con otras 
organizaciones similares; o de sus grupos sociales (e.g. asociaciones de estudiantes, 
profesores, etc.) que se involucran en los procesos de elaboración de las políticas 
públicas. Allí negocian los contenidos y requerimientos de las reformas legislativas con 
las autoridades gubernamentales e interpretan conjuntamente la legislación 
universitaria producida. 
Además y al igual que otras organizaciones, las universidades gestionan las 
interdependencias e incertidumbres de sus entornos (Pfeffer, 1972, Pfeffer & Leblebici, 
1973) mediante  acuerdos de colaboración y cooperación que alcanzan con entidades 
que poseen una naturaleza organizativa similar 19  -universidades o centros de 
 
19 Las instituciones de educación superior establecen nuevas formas de colaboración y asociación interorganizativas a 
todos los niveles –regional, nacional e internacional; tanto en la esfera pública como en la privada- (Enders & File, 2006), 
que redefinen continuamente sus límites organizativos.  
Las formas y características que han adoptado estos partenariados a lo largo de las últimas décadas han sido muy 
diversas: asociaciones, redes de colaboración, alianzas, consorcios, fundaciones, etc. Normalmente son establecidas en 
base a vínculos compartidos en el ámbito disciplinar, científico, histórico o institucional, y son entendidas como un tipo de 
innovación organizativa con efectos positivos en su posicionamiento competitivo dentro del entorno en el que participan.  
El caso español nos deja algunos ejemplos de cómo las organizaciones universitarias gestionan las interdependencias e 
incertidumbres de sus entornos. Un ejemplo reciente es la creación de la Alianza 4 Universidades (2010), un acuerdo de 
colaboración entre cuatro de las universidades públicas con mayor reputación en ámbitos de gestión y organización: 
intercambio de investigadores posdoctorales, concurrencia conjunta en convocatorias competitivas de investigación, 
reducción de costes en procesos de contratación de servicios, entre otros. Otro ejemplo destacado son las fundaciones 
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investigación-, pero también con otras organizaciones -fundaciones, empresas, 
instituciones gubernamentales, etc.- que también le reportan beneficiosn y/o satisfacen 
sus intereses estratégicos (e.g. incremento de los recursos, movilidad de sus recursos 
humanos, expansión y apertura institucional, etc.).  
 
6. Conclusiones.  
 
La primera conclusión que puede extraerse de la revisión de la literatura realizada es 
que la naturaleza organizativa de las universidades es relativamente compleja. Aunque 
han sido muchas las interpretaciones publicadas hasta la actualidad, su análisis todavía 
despierta un gran interés social y académico dados los interrogantes aún abiertos. 
Aunque algunos trabajos clásicos de la literatura académica especializada en educación 
superior interpretaron a las universidades como comunidades, la mayoría de los 
trabajos publicados en las últimas décadas han contribuido a un mayor conocimiento de 
las universidades como un tipo de organizaciones formales. 
Investigadores y analistas coinciden en señalar la complejidad organizativa como uno de 
sus rasgos más notables. Esta singularidad está ligada al profesionalismo académico, y 
más concretamente a los rasgos propios de las actividades investigadora y docente que 
desarrollan, pero también está asociada a otros factores de índole institucional, social y 
cultural. 
Como ya se ha descrito a lo largo del capítulo, la denominada paradoja organizativa de 
las universidades es explicada por algunas de las propiedades básicas de la docencia y la 
investigación como son su naturaleza compleja e intangible, la incertidumbre que las 
rodea o la descoordinación funcional entre ellas. Junto a lo anterior, también influyen 
algunos de los rasgos propios de la profesión académica como son su autonomía 
funcional o su capacidad de influencia dentro de los procesos internos de toma de 
decisiones. 
 
universitarias e institutos mixtos de investigación que han sido creados entre centros e institutos del CSIC y algunas 
universidades españolas, y también los celebrados entre institutos CERCA de Cataluña y algunas de sus universidades.  
Por último, también puede señalarse como respuesta al entorno la emergencia de nuevas formas de organización 
científica y acdémica (ICREA, IKERVASQUE, Institutos CERCA, CNIO, etc.), que, bajo un estatus público-privado, comparten 
algunos rasgos organizativos –estructuras de recursos más diversificadas, una gestión más flexible de los RRHH o un 
gobierno más ejecutivo y centralizado- (Cruz-Castro et al., 2012; Sanz-Menéndez & Cruz-Castro, 2011).   
El contexto europeo también ofrece ejemplos similares. En Francia, desde que se firmó en 2005 el Pacto de Investigación, 
se ha promovido la creación de clústeres y redes de colaboración científica entre instituciones de educación superior 
(Grandes Ecoles y universidades) e institutos de investigación (PRES), con el objetivo de mejorar sus niveles de excelencia 
educativa y científica, y las relaciones de cooperación entre el sector público-privado, y también para facilitar el 
reclutamiento de investigadores internacionales y favorecer la colaboración científica con redes científicas de otros países 
(Cecere, 2010).  
En la comunidad flamenca de Bélgica las universidades públicas han alcanzado acuerdos institucionalizados de asociación 
con las denominadas universidades de ciencias aplicadas para racionalizar su oferta educativa y para incrementar su 
capacidad investigadora, al haber estado tradicionalmente más orientadas a la docencia y la formación profesional 
(Lepori & Fumasoli, 2010; Fumasoli & Lepori, 2011; CHEPS 2007). De forma similar, en la zona francófona, las 
universidades pueden establecer colaboraciones y partenariados con otras instituciones de educación superior 
(academias). En el sistema universitario de los Países Bajos también se observa un crecimiento en el número de acuerdos 
de cooperación interorganizativos y partenariados suscritos a nivel nacional como internacional (De Boer, 2006b). Por 
último, en Alemania las autoridades federales y regionales han promovido activamente el establecimiento de alianzas y 
partenariados entre las universidades y otras agencias públicas –DAAD-, pero también con fundaciones privadas 
(Babyesiza, 2010). 
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A los elementos ya señalados, la literatura académica también ha añadido la 
fragmentación social y su carácter marcadamente político, que se deriva de la pluralidad 
de grupos sociales con planteamientos, objetivos e intereses divergentes e incluso 
antagónicos que integran a las universidades; y la descentralización administrativa y de 
poder.  
Todos estos factores, sumados a una autonomía organizativa limitada por el Estado y 
por los profesionales académicos, tienen como principal consecuencia para las 
universidades la existencia de un liderazgo organizativo débil y escasamente integrado, 
que es un elemento central para alcanzar la plenitud organizativa, y para su desarrollo 
como actores estratégicos.   
 
La interpretación de las universidades como organizaciones atípicas, específicas, 
paradójicas o incompletas es perfectamente compatible con otras publicadas en el 
mismo período de tiempo o con posterioridad.   
Quienes han defendido su interpretación como organizaciones burocrático-
profesionales, han identificado en ellas lógicas racionales y elementos organizativos 
típicos de las burocracias formales (e.g. relación de dependencia con el Estado; 
existencia de una estructura formal jerarquizada y de relaciones burocráticas de 
autoridad; reglas y procedimientos formales; división del trabajo, etc.), pero también 
rasgos propios de las organizaciones profesionales (e.g. mecanismos de control y 
evaluación del desempeño realizados por los mismos profesionales;  especialización y 
autonomía de sus profesionales en el ejercicio de sus funciones; ausencia de reglas 
operativas para el desarrollo de tareas, etc.). Sin embargo, esta interpretación también 
ha sido calificada de ser parcial e incompleta por obviar ciertos elementos relevantes en 
las universidades como son las reglas y los procesos informales, las dinámicas internas 
de cambio y la formulación de políticas y estrategias internas.  
 
En las últimas décadas, muchos de los trabajos académicos publicados han escrito 
ampliamente sobre la transformación organizativa de las universidades. Los procesos de 
modernización y reforma que han experimentado universidades de todo el globo han 
reavivado el debate relativo a la naturaleza organizativa en las universidades.  
La hipótesis de fondo es que las universidades podrían haber abandonado la supuesta 
excepcionalidad que tradicionalmente les ha acompañado como organizaciones. Esta 
interpretación encuentra su justificación en un empoderamiento organizativo de las 
universidades, en el desarrollo de sus competencias colectivas y de sus capacidades 
estratégicas; y, en consecuencia, en una mejora de su autonomía estratégica y de su 
funcionalidad como actores estratégicos.  
Para quienes consideran como válida esta interpretación, los procesos de reforma y 
modernización de las universidades están convirtiéndolas en organizaciones más 
integradas que gozan de una autonomía estratégica real. A su vez, asumen una 
responsabilidad mayor para la toma de decisiones en ámbitos organizativos relevantes, 
y disponen de una capacidad discrecional para el desarrollo e implementación de 
estrategias colectivas. 
Sin embargo, estos mismos autores señalan que el desarrollo organizativo de las 
universidades se ha visto limitado por algunos de los rasgos ya mencionados, en tanto 
63 
 
que tienen un impacto evidente sobre la administración y gobierno universitario. Es por 
ello, por lo que la interpretación más extendida en la literatura académica reciente es 
aquella que considera a las universidades como actores quasi estratégicos, es decir, 
organizaciones con una autonomía organizativa limitada que constriñe su potencial 
estratégico. 
 
De lo anterior cabe concluir que la naturaleza per sé del trabajo académico impide una 
transformación total de las especificidades organizativas de las universidades, lo que no 
significa que no estén ocurriendo alteraciones parciales en su interior. 
Por ejemplo, es evidente el desarrollo administrativo que están experimentando las 
universidades si se considera la multiplicación de sus estructuras administrativas. Esta 
mayor complejidad administrativa, acompañada de sólidos procedimientos formales, ha 
podido burocratizar a las universidades; pero al mismo tiempo son muchas las prácticas 
organizativas que siguen las reglas académicas (e.g. procedimientos que regulan la 
selección y contratación de profesores). Al mismo tiempo, la aplicación de 
procedimientos y técnicas procedentes del Gerencialismo (e.g. elaboración de planes y 
documentos estratégicos, etc.) o la introducción de instrumentos típicos de la gestión 
empresarial (e.g. sistemas de control y evaluación de la calidad, sistemas de incentivos 
vinculados a resultados, etc.) les han dotado de lógicas racionales corporativas.   
Es por ello por lo que cualquier interpretación organizativa de las universidades ha de 
aplicar la cautela, el rigor y la prudencia analítica. La Universidad contemporánea 
difícilmente puede ser conceptualizada como una anarquía organizada, pero a su vez 
tampoco como un actor organizativo racionalizado y estratégico.  
Las universidades de nuestros días poseen rasgos organizativos diversos que las 
caracterizan como organizaciones profesionales burocráticas, pero también poseen 
otros que las identifican con organizaciones cuasi estratégicas. Esta naturaleza 
organizativa relativamente híbrida dificulta más aún una interpretación académica 
ajustada a alguno de los modelos explicativos ideales que la literatura ha publicado 
durante todas estas décadas.  
En sintonía con lo que han afirmado otros autores (e.g. Whitley, 2008, 2012; Krücken & 
Meier, 2006; Krücken et al., 2007), esta tesis considera que cualquier análisis 
organizativo de las universidades debe huir de la generalidad y de lo abstracto, y 
considerar otras dimensiones relevantes como son el contexto nacional el que se 
insertan las universidades y la dependencia con su pasado histórico y cultural. Los 
perfiles organizativos de las universidades son el resultado de entornos institucionales 
diferenciados (Krücken et al., 2007) que son producto de la diversidad de sistemas 
nacionales de educación superior que existen (Krücken & Meier, 2006).  
Por último, esta investigación reconoce la importancia de analizar las relaciones de 
dependencia e interdependencia que tienen las universidades con sus entornos en 
cualquier interpretación que se realice de su comportamiento organizativo. 
Este análisis no sólo ha de centrarse en las presiones institucionales externas que 
reciben las universidades, sino que también debe considerar determinados elementos 
internos que inciden en el modo en que perciben, interpretan y responden a los 
entornos en los que se localizan.  
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Por ello en capítulos posteriores se analizan aspectos intraorganizativos de la 
administración y gobierno de las universidades -estructuras y relaciones de autoridad, 
competencias y responsabilidades de las diferentes estructuras decisionales, 
distribución interna de poder, procedimientos de selección de los miembros de sus 
órganos de representación y gobierno, capacidades organizativas, prácticas 
organizativas en materia de RRHH, etc.-, pero también sus relaciones de 
interdependencias con el entorno -influencia de las políticas públicas en las prácticas 
organizativas, y respuestas organizativas a presiones institucionales del entorno-.   
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C a p í t u l o  I I I .                                         
U n a  i n t e r p r e t a c i ó n  
p o l i t o l ó g i c a  d e l  g o b i e r n o    
d e  l a s  u n i v e r s i d a d e s  e n  e l  
c o n t e x t o  e u r o p e o   
 
 “A University is an entity of differentiated components whose actions are reflections of power dynamics” 
(Paradeise & Thoening, 2013: 196). 
 
“Power in the University is not unitary, but a hodgepodge of interacting, overlapping, and often conflicting 
influence” (V. Baldridge, 1971: 60). 
 
“(…) Power and control often goes beyond the existence of formal structures, and influence is determined by 
informal structures, agenda setting skills, the ability to define the issues of importance, or the solutions that are 
legitimate” (Rhoades, 1992: 1379). 
 
1. Introducción:  
 
En el capítulo anterior se mencionaba la administración y gobierno de las universidades 
como uno de sus rasgos singulares. 
La literatura académica que ha investigado el modo en el que están gobernadas las 
universidades ha cuestionado abiertamente su capacidad real de gobierno, por disponer 
de una autonomía organizativa restringida para gestionar y administrar sus propios 
asuntos.  
Este cuestionamiento de su gobierno interno es referido en un sentido corporativo, es 
decir, en términos organizativos de racionalidad, integridad y liderazgo; ya que es 
generalizada la idea del autogobierno académico (gobierno en manos de sus 
profesionales). 
Como ya se describió en el capítulo anterior, son elementos internos como sus 
especificidades organizativas intrínsecas de la profesión académica, pero también 
externos como la dependencia que mantienen de su entorno los que inciden en el modo 
en que son administradas y gobernadas las universidades. 
Los sucesivos trabajos que han abordado esta cuestión han prestado atención a las 
siguientes cuestiones: ¿pueden disponer las universidades de un gobierno corporativo 
similar al de otras organizaciones formales? ¿Su autonomía organizativa les permite 
definir sus prioridades, objetivos y estrategias sin la tutela efectiva de poderes externos? 
¿cómo se estructura el gobierno universitario? ¿cómo se articulan los intereses y 
preferencias de los diversos grupos sociales que conforman la Universidad? 
 
La administración y gobierno de las universidades no es un fenómeno sencillo de 
abordar desde un punto de vista analítico y conceptual. La naturaleza de organizaciones 
complejas está presente al analizar el modo en el que se configura organizativamente, 
cómo se toman las decisiones dentro sus estructuras de autoridad, cómo son 
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formuladas e implementadas sus políticas internas o cómo ocurren los procesos dentro 
de este tipo de organizaciones. 
Esta tesis doctoral surge inspirada en la teoría organizativa que Baldridge (1971) elaboró 
en la década de los setenta dónde interpreta a las universidades como sistemas 
políticos. El trabajo académico de este sociólogo, que tiene un objeto diferente de 
investigación, muestra cómo una interpretación politológica de las universidades ofrece 
un análisis más realista de cómo están gobernadas y organizadas.  
La interpretación de la Universidad como sistema político permite analizar, por ejemplo, 
cómo son formuladas las políticas internas en las universidades, qué dinámicas se 
producen en la fijación de objetivos, o cómo se organizan las estructuras básicas de 
decisión. De forma similar, el análisis de las tensiones y de los conflictos internos en las 
universidades es relevante para conocer qué actores y grupos sociales, involucrados en 
su gobierno, tienen una mayor capacidad de influencia en las decisiones políticas que se 
toman. 
En este sentido, los conocimientos teóricos y empíricos que ofrece la ciencia política son 
de gran utilidad para analizar cómo incide el poder político sobre el gobierno y la gestión 
de las universidades, cómo acontecen sus procesos políticos internos, cómo se 
estructura la autoridad o cómo es ejercido el poder formal e informal por los distintos 
actores involucrados.  Igualmente, la perspectiva politológica resulta relevante para 
analizar el rol que desempeñan los grupos de interés en el juego político y observar, así, 
el modo en el que influyen en la acción de gobierno y en la formulación de las políticas. 
 
Este capítulo aborda, desde la óptica de la ciencia política, una dimensión central del 
estudio de las universidades: la forma en qué se gobiernan. 
La aproximación politológica a la administración de las universidades se realiza a partir 
de un análisis de las estructuras de gobierno universitario. 
A lo largo de la última década, la gobernanza de la educación superior ha constituido un 
objeto central de debate en el ámbito académico, político, pero también mediático. En 
los principales países del mundo, el desarrollo de sociedades y sistemas económicos 
basados en el conocimiento están originando profundas transformaciones en el modo 
en el que el Estado regula y coordina la educación superior. El modo en el que el poder 
político se relaciona con las organizaciones de educación superior20, es decir el tipo de 
intervención pública que realiza, ha cambiado con el paso del tiempo. No obstante, los 
profundos cambios que están experimentando los sistemas contemporáneos de 
educación superior de todo el mundo no solo están afectando a su gobernanza 
institucional sino también al modo en que están administradas y gobernadas las 
universidades de estos países. 
 
20 En este trabajo se utiliza este término para referirse estrictamente a la educación superior de tipo universitario, pese a 
que en el contexto europeo los sistemas de educación superior integran a instituciones universitarias y no universitarias 
como son las universidades de ciencias aplicadas, los colleges, los centros de formación profesional y otros centros de 
educación superior de humanidades y artes. En consecuencia, en todo el texto los siguientes términos se utilizan de 
forma intercambiable: sistemas de educación superior y sistemas universitarios, gobernanza de la educación superior y 
gobernanza universitaria. 
Respecto a este último término, gobernanza universitaria, es importante aclarar que en esta tesis doctoral es utilizado 
siempre para referirse únicamente al sistema institucional de un país -gobernanza institucional-, y no para referirse al 
gobierno interno/corporativo de las universidades -gobierno universitario-, objeto central de investigación de este 
trabajo. 
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Factores como la globalización, la consolidación de la sociedad del conocimiento, las 
tensiones económicas o las presiones competitivas están estimulando a las instituciones 
internacionales (ej. UE) y nacionales (estados) para promover reformas generales en sus 
sistemas de educación universitaria, que en muchos casos están siendo enfocadas a 
remodelar la organización y gobierno de sus universidades públicas.  
En el contexto europeo, las diversas instituciones comunitarias (Comisión Europea y 
Consejo Europeo principalmente) y otras instituciones no gubernamentales han 
promovido desde el año 2000 diversas iniciativas orientadas a la transformación de la 
gobernanza institucional de la educación superior (e.g. Agenda de modernización de las 
universidades: educación, investigación e innovación, CE: 2003, 2006 y CEU: 2007; 
Declaración de Lisboa, EUA: 200721). Estas estrategias institucionales han introducido en 
la agenda pública de los países europeos planes de reformas de las universidades 
públicas con un denominador común: la modernización de sus sistemas de 
administración y gobierno en aras de una mejora de su autonomía organizativa, pero 
también de su rendimiento de cuentas.  
La hoja de ruta marcada por estas reformas institucionales busca claramente una 
remodelación del gobierno universitario en el contexto europeo. Ello requiere una 
transformación de sus estructuras decisionales, excesivamente rígidas desde el punto de 
vista organizativo, en otras más modernas, ágiles y eficientes, que doten a las 
universidades de una mayor flexibilidad, competitividad y adaptabilidad a las 
expectativas y necesidades de la sociedad actual. 
 
Los cambios que están experimentando los sistemas de gobierno universitario de toda 
Europa son visibles tanto en sus procesos internos como en sus estructuras formales. 
Este trabajo ofrece, desde el marco interpretativo de la ciencia política, un análisis del 
gobierno de las universidades a partir de una descripción sistemática de sus estructuras 
de representación y gobierno, es decir de las estructuras de autoridad situadas en su 
nivel organizativo superior.  
La literatura académica que ha analizado la educación superior en el contexto 
internacional ha evidenciado que los sistemas nacionales universitarios difieren en sus 
formas de gobernanza institucional, es decir en el modo en el que las instituciones 
externas -centrales y/o regionales- de gobierno coordinan la educación superior, y en 
definitiva en el tipo de relaciones de coordinación que mantienen con las organizaciones 
universitarias.  
Es decir, los sistemas de educación superior varían considerablemente entre países: en 
el modo de intervención y de control que el Estado ejerce sobre las universidades; en la 
influencia que ejerce el mercado sobre el sector de la educación terciaria; pero también, 
en el poder y capacidad de decisión que la profesión académica tiene dentro del 
sistema.  
La literatura académica especializada también ha mostrado, aunque menos, que esta 
variabilidad que se observa en la coordinación y dirección de la educación superior, 
 
21 “European universities should be empowered to act in line with the guiding principle of autonomy with accountability. 
(…) Thus, universities must be able to shape their strategies, choose their priorities in teaching and research, allocate their 
resources, profile their curricula and set their criteria for the acceptance of professors and students” (EUA 2001: 7). 
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también se constata cuando se analiza el modo en el que sus universidades están 
internamente organizadas y gobernadas, es decir en su gobierno universitario.  
Por ejemplo, en lo relativo a su organización, las universidades han estado 
tradicionalmente organizadas en torno a dos niveles diferenciados: los departamentos 
(también las cátedras y los institutos de investigación) y las facultades. Sin embargo, hoy 
es frecuente observar universidades organizadas en torno a un solo nivel, normalmente 
el de las facultades, que está motivado por una búsqueda de la eficiencia en la gestión, 
pero también por una alteración planificada de la distribución interna de poder.  
 
En este capítulo se describen comparativamente diversos sistemas de gobierno 
universitario del entorno europeo. La selección incluye a nueve países con diferentes 
tradiciones históricas de gobernanza institucional (napoleónica, continental o 
anglosajona) con diferencias notables en el modo que la educación superior ha venido 
siendo regulada y coordinada.  
Los atributos institucionales que regulan la administración y gobierno de las 
universidades públicas investigadoras de Alemania, Bélgica, España, Francia, Italia, 
Países Bajos, Portugal, Reino Unido y Suiza, son descritos comparativamente para una 
caracterización institucional de sus sistemas de gobierno universitario.   
Este capítulo persigue, por tanto, dos objetivos básicos: a) una descripción de los nueve 
sistemas de gobierno universitario en relación con sus estructuras de autoridad -órganos 
de representación y gobierno-, y los actores que participan (procedimientos utilizados 
para su elección y funciones/responsabilidades que asumen); y b) una categorización a 
partir de  criterios y dimensiones politológicas que se apoya en la literatura de ciencia 
política que aborda el estudio de los sistemas políticos de los países. 
Los patrones institucionales de los sistemas de gobierno universitario varían según el 
contexto histórico, social, económico y político de cada país. Pero también es relevante 
su identidad cultural y nacional, y los tipos de organizaciones de educación superior que 
allí existen.  
El análisis de los sistemas de gobierno universitario de nueve países europeos permitirá 
identificar las similitudes y las diferencias que se observan en la configuración del 
gobierno universitario en el entorno institucional europeo.  
En un contexto cambiante y competitivo, las universidades y las instituciones 
gubernamentales están buscando nuevas formas de administración y gobierno que les 
permitan una mejor adaptación a los cambios que emergen. Algunos gobiernos y 
universidades están adoptando prácticas, modelos y políticas importadas de otros 
sistemas, mientras que otros están desarrollando soluciones más innovadoras y 
creativas. 
En el contexto europeo, determinados procesos institucionales como el Espacio Europeo 
de Educación Superior (EEES) o la Zona Europea de Educación Superior (EAHE en sus 
siglas en inglés) están promoviendo la convergencia de un mismo modelo de educación 
superior, que podría estar conduciendo, también, a unos patrones comunes de gobierno 
universitario.  
Este trabajo puede arrojar un poco de claridad en esta cuestión, mostrando si entre los 
regímenes de gobierno universitario de una selección de países europeos se observa 
convergencia o divergencia institucional. 
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En este capítulo pueden diferenciarse dos partes diferenciadas: la primera parte, 
teórico-conceptual, introduce teóricamente la interpretación de la Universidad como un 
sistema político cuya forma de organización y gobierno presenta rasgos similares a los 
que posee un Estado, para lo que se abordan algunos conceptos centrales (e.g. poder, 
autoridad, gobierno, gestión, gobernanza, etc.) desde la perspectiva de la Ciencia 
Política. La segunda parte, analítica-descriptiva, ofrece un análisis de los regímenes de 
gobierno universitario en el contexto europeo. 
La elaboración de este trabajo se apoya principalmente en fuentes de información 
primaria (legislación y documentos oficiales existentes) y secundaria (informes 
específicos de países, informes comparativos, estudios de caso, investigaciones 
empíricas, etc.).  
Las principales contribuciones de este capítulo son dos: por un lado, la revisión 
académica de una selección de trabajos que han abordado la gobernanza de la 
educación superior y la organización y gobierno de las universidades en Europa; y por 
otro lado, el análisis politológico del gobierno universitario, que se suma a la pequeña 
lista de autores que han analizado la administración y gobierno de las universidades 
desde la ciencia política (e.g. Baldridge, 1971; De Boer y Denters, 1999; Fumasoli, 2007; 
Martinez, 2015 entre otros). 
El análisis politológico de los nueve sistemas de gobierno universitario seleccionados 
constituye el pretexto para la construcción de unos tipos ideales de regímenes de 
gobierno universitario que es utilizada como herramienta analítica para categorizar a 
cada uno de los sistemas abordados.  
 
Este capítulo está organizado en diversas secciones: tras la introducción, un segundo 
apartado plantea aspectos y conceptos centrales que contribuyen a una mejor 
comprensión del gobierno universitario desde un punto de vista politológico. La sección 
tercera delimita específicamente el objeto de investigación y otros aspectos 
metodológicos.  
El cuarto apartado, que es el más extenso, se divide en dos grandes secciones: la 
primera de ellas, ofrece una descripción comparativa de los atributos institucionales que 
caracterizan a los nueve sistemas de gobierno universitario seleccionados; mientras que 
la segunda, ofrece una categorización de dichos casos a partir de criterios y dimensiones 
politológicas que hacen uso de la información descriptiva previa. Finalmente, el capítulo 
finaliza con un apartado en el que se exponen algunas conclusiones generales.  
 
2. Una interpretación politológica del gobierno de las universidades: aspectos y 
conceptos centrales para su análisis.  
 
Como ya se ha comentado en este trabajo, la investigación de la educación superior y las 
universidades ha sido abordada desde diversos campos científicos que han consolidado 
su carácter multidisciplinar. 
La Ciencia Política como disciplina científica, del mismo modo que lo han hecho la 
Sociología o la Teoría de la organización, ha mostrado su utilidad interpretativa en el 
análisis de las organizaciones universitarias. 
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Posiblemente, el punto de referencia lo constituye la interpretación política que 
Baldridge hizo de las universidades al inicio de la década de los setenta. En una 
interpretación similar a la que March22 (1962) hizo de otras organizaciones, este autor 
defiende que el gobierno universitario debe ser entendido como un proceso 
esencialmente político y no burocrático. Baldridge (1971) interpreta a las universidades 
como sistemas políticos que están organizados y gobernados según las coaliciones de 
intereses que establecen los distintos grupos sociales que forman la comunidad 
universitaria. 
Baldridge se apoya en la teoría del conflicto, la teoría del poder de las comunidades y la 
teoría de los grupos de interés para desarrollar un modelo teórico-conceptual que 
conceptualiza a la Universidad como una organización de carácter político. Según este 
sociólogo, el poder y el conflicto son elementos centrales de las organizaciones 
académicas, puesto que articulan sus procesos políticos, y configuran el modo en el que 
sus políticas son formuladas a partir de las demandas efectuadas por los múltiples 
actores y grupos que interactúan entre sí.  
Su interpretación política del gobierno universitario presta una atención especial a la 
estructura social interna universitaria y al conjunto de procesos políticos que 
comprenden la transformación de los intereses y demandas de los grupos sociales en 
políticas, y su posterior implementación.  
Desde su publicación, numerosos trabajos han abordado el estudio de la administración 
y gobierno de las universidades desde la perspectiva de la Ciencia Política. Sus 
conocimientos son útiles para una mejor interpretación de sus procesos políticos 
internos; para analizar el ejercicio del poder, el modo en el que se articula o como está 
distribuido; o para estudiar el rol que desempeñan los grupos de interés en el juego 
político, y su capacidad de influencia en la formulación de las políticas internas y en la 
acción del gobierno universitario. 
En resumen, la Ciencia Política constituye una herramienta analítica fundamental para la 
interpretación de las distintas dimensiones que configuran la administración y gobierno 
de las universidades: los modos de intervención y control del Estado sobre las 
universidades; las relaciones de coordinación que se producen entre el Estado, la 
sociedad, el mercado y las universidades; las estructuras internas de autoridad y las 
relaciones de poder que se producen entre sí; el liderazgo ejecutivo que poseen los 
rectores-presidentes en las universidades; los procesos internos de toma de decisiones; 
la naturaleza política del gobierno universitario; las políticas públicas universitarias que 
regulan la educación superior y la investigación; etc. 
 
A continuación, se discuten brevemente algunos conceptos relevantes para una 
interpretación politológica del gobierno universitario.  
 
2.1. La organización administrativa y política de las universidades: 
 
 
22 Este trabajo o el publicado por Zald (1970) están enmarcados dentro de la corriente teórica de la economía política 
ofrecen una interpretación politológica de los procesos de toma de decisiones que ocurren en las organizaciones. En ella 
reclaman la relevancia del poder y su manejo dentro de unos procesos organizativos que son entendidos como procesos 
políticos.  
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Las universidades han sido siempre organizaciones altamente descentralizadas desde un 
punto de vista administrativo, pero también político, al estar compartida la capacidad de 
toma de decisiones entre los distintos niveles que componen su estructura organizativa. 
Éste es precisamente uno de los elementos organizativos diferenciales de las 
universidades. 
Especialmente hasta la década de los sesenta y en la mayor parte de los países europeos 
occidentales, las universidades se han estructurado organizativamente en dos 
subunidades diferenciadas, cada una de ellas con relativa autonomía e independencia: 
los departamentos (y/o cátedras) y las facultades. 
La descentralización de las organizaciones académicas es consecuencia de la dispersión 
del conocimiento académico y científico (Clark, 1983). 
 
Baldridge (1971) sugiere que la Universidad como sistema político presenta una 
organización burocrática similar a la de un Estado federal. De un modo similar al de los 
estados federales que cuentan con estados o regiones dotados de poder político y 
autonomía institucional, las universidades se organizan en distintos niveles 
administrativos y políticos. Sus unidades y subunidades organizativas permanecen 
diferenciadas e independientes entre sí, poseen diferentes responsabilidades y 
competencias, desarrollan actividades distintas, e incluso compiten entre sí en el 
ejercicio compartido del poder organizativo.  
De este modo, las facultades, los institutos de Investigación y los departamentos son 
generalmente las unidades organizativas más comunes de la Universidad 
contemporánea. Aunque están sometidas al control organizativo de la Universidad, 
operan bajo sus propios intereses lo que provoca que su acción no siempre se alinee con 
los intereses colectivos marcados. Asimismo, gozan de una autonomía e independencia 
organizativa que es variable, pero que suele ser relativamente amplia para establecer 
sus propios objetivos en el marco de las líneas estratégicas que marcan los órganos 
centrales del gobierno universitario.  
Siguiendo con la analogía del federalismo, los estados federales suelen regirse por un 
gobierno centralizado que mayoritariamente concentra el poder político. En las 
universidades, el poder es parcialmente centralizado en sus estructuras superiores de 
gobierno universitario, uninominales y colegiadas, quienes garantizan su control y la 
coordinación del sistema. 
Por último, las estructuras decisionales de las universidades no están tan diferenciadas 
como las de los estados, y su organización es más difusa y compleja: las universidades 
poseen una organización política en la que la delimitación funcional no es clara entre sus 
órganos de gobierno al estar involucrados los distintos niveles organizativos en los 
procesos normativo y ejecutivo. 
 
Baldridge (1971) también cita en su obra otra interpretación alternativa que ilustra el 
modo en que se organizan las universidades. Esta interpretación es una analogía de los 
sistemas tradicionales feudales de la edad media, según la cual la Universidad está 
formada por unos pocos núcleos de poder que agrupan a los catedráticos, los 
investigadores seniores, los directores de los departamentos y los decanos de las 
facultades. Éstos, imponen su poder, académico en el caso de los primeros, y 
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administrativo o político en el caso de los segundos; dentro de sus unidades 
organizativas -departamentos, institutos de investigación y facultades-, lo que limita su 
colaboración institucional con el liderazgo organizativo de la Universidad, que en 
algunas ocasiones solo ocurre por imperativo legal. 
El gobierno universitario es centralizado institucionalmente por la figura del rector-
presidente, que es quién ejerce el liderazgo organizativo; y tiene una capacidad limitada 
de influencia sobre sus unidades y subunidades organizativas al disponer de un poder 
efectivo limitado para controlar a sus grupos internos de poder.  
Kerr (1963) por su parte, quién introdujo el concepto de multiuniversidad, considera que 
la Universidad, desde el punto de vista organizativo, se asemeja más a una organización 
política internacional como la Organización de Naciones Unidas que a un Estado en sí 
mismo.  
Según este autor, la multiuniversidad está integrada por un amplio número de 
estudiantes, profesores, antiguos alumnos, directores y administradores que poseen su 
propio espacio físico, su propia jurisdicción y regulación interna, y su propia forma de 
gobierno. Cada uno de estos grupos participa de un modo heterogéneo en los procesos 
internos de decisión, disponiendo algunos de ellos, incluso, de poder de veto.  
La Universidad consta de múltiples subculturas en su interior que la convierten en una 
métafora de la sociedad global, plural y diversa en la que nos encontramos. 
Clark (1983) lo expresa acertadamente cuando afirma: “las universidades son 
organizaciones relativamente atomizadas en las que sus subunidades organizativas 
semiautónomas -departamentos, facultades, institutos y cátedras- actúan como 
pequeños estados soberanos que persiguen sus propios intereses, y que a menudo 
muestran resistencia a la autoridad centralizada que representa colectivamente a la 
Universidad”. 
 
La realidad organizativa, administrativa y política descrita anteriormente para las 
universidades ofrece un espacio de sumo interés para abordar una interpretación del 
gobierno universitario desde la óptica de la Ciencia Política. 
 
2.2. Poder y autoridad en la Universidad: 
 
“The nature of academic authority is one of the most                                                                      
fascinating aspects of the higher education system” (B. Clark, 1983: 7-8).  
 
Una interpretación politológica del gobierno de las universidades requiere abordar 
conceptualmente el ejercicio del poder y de la autoridad dentro de estas organizaciones: 
su uso y distribución, cómo se articula y estructura, los distintos tipos que existen y 
como se relacionan entre ellos, etc. 
 
El poder es un concepto central en la Ciencia Política que ha recibido la atención de 
numerosos estudiosos de la política. De una forma simplificada, el poder puede 
entenderse como la capacidad de obtener obediencia de otros a un proyecto, a unos 
objetivos y/o a un modelo de organización que se imponen sobre otros alternativos 
(Bouza-Brey, 2005). Aunque, el poder puede ser comprendido como un medio que 
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permite la transformación de planes en acciones y de metas en fines, también puede ser 
concebido como un fin en sí mismo dada su relevancia en la política (Deutsch, 1976).  
El poder político aparece estrechamente vinculado al poder social que se deriva del 
control de los recursos, del conocimiento, etc. Este poder social puede ser utilizado 
como un medio para acceder directamente al poder político o como un medio para 
alcanzar influencia, condicionando las decisiones de quienes ostentan el poder público.  
Algunos autores clásicos de las diferentes disciplinas de las Ciencias Sociales ofrecen 
definiciones valiosas de este concepto. Lasswell y Kaplan (1950: 74) afirman que “el 
poder es una relación dónde una persona o un grupo pueden determinar las acciones de 
otro para culminar los fines del primero”. Easton (1953: 144) afirma que “el poder está 
presente cuando una persona controla las acciones y las decisiones de otra mediante 
sanciones”.  
Dahl (1957) lo resume diciendo: “la capacidad que tiene A para conseguir que B haga 
algo que no se planteaba hacer”. Weber (1957: 152) por su parte define el poder como 
la “probabilidad de que en una relación social un actor pueda actúar según su propia 
voluntad, a pesar de las resistencias y de las condiciones existentes”.  
Blau (1964: 117), por su parte, conceptualiza el poder como “la capacidad de las 
personas o de los grupos para imponer, a pesar de la resistencia, su voluntad sobre otros 
ya sea empleando la disuasión en forma de recompensas regulares, o mediante la 
aplicación de castigos”. Mientras, Mackinney (1968: 205) afirma que “el poder se refiere 
a la habilidad o autoridad que permite controlar a otros”. Por último, Pfeffer (1992:45) 
define el poder como “una capacidad potencial de influir en el comportamiento de los 
actores involucrados”. 
El poder en las organizaciones ha sido ampliamente analizado por la literatura 
especializada en teoría organizativa, y, todavía hoy, sigue suscitando el interés de 
académicos e investigadores procedentes de múltiples disciplinas. 
Su conceptualización ha sido diversa, sin que se haya alcanzado ningún consenso o 
acuerdo acerca de su operacionalización (Krackhardt, 1990). La mayoría de los 
investigadores (e.g. Bozeman et al., 2013; Finkelstein, 1992; Gao & Jain, 2012) coinciden 
en señalarlo como un concepto multidimensional en el que pueden identificarse 
diferentes componentes (e.g. autonomía decisional en materias estratégicas, control de 
los recursos, etc.). 
Otros autores han analizado las dinámicas de poder que se producen entre los grupos 
sociales que hay dentro de las organizaciones, los cuales se coaligan en torno a intereses 
compartidos (e.g. Hickson et al., 1971; Pfeffer et al., 1976). Emerson (1962), uno de los 
primeros autores en teorizar las relaciones de poder y de dependencia, argumenta que 
el poder posee las propiedades de una relación social y no tanto los atributos de un 
actor en sí mismo, definiendolo como la dependencia23 que un determinado actor tiene 
sobre otro. 
 
23 En este sentido, Blau (1964) afirma que el poder y el ejercicio del control son inherentes a la situación de dependencia 
de quienes lo ostentan.  
En el caso de las universidades españolas, por ejemplo, puede observarse una relativa dependencia de sus rectores con 
los diferentes grupos sociales de la comunidad universitaria (profesores, estudiantes y personal no académico), que son 
quienes los eligen en procesos electorales competitivos. Sería interesante analizar el poder de dichos grupos a partir de 
un estudio de la ponderación del voto de cada uno de ellos, entendiendo que un rector depende más de un determinado 
grupo social cuanto más peso asignado tiene en la ponderación de su voto en los comicios a rector. 
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Otros autores (e.g. French & Raven, 1959) han destacado, sin embargo, que el poder 
reside más bien en la posición institucional u organizativa que ocupa un actor y no tanto 
en la persona. En definitiva, el poder ha de ser interpretado como una combinación de 
aspectos contextuales, institucionales y personales (Bozeman et al., 2013). 
 
Los conceptos poder y autoridad son dos términos tradicionalmente asociados cuyas 
fronteras son bastante difusas. A diferencia del poder, la autoridad es frecuentemente 
definida en términos de las prerrogativas y las reglas formales que están asociadas al 
cargo institucional que una determinada persona desempeña dentro de una 
organización.  
La autoridad es una de las fuentes primarias del poder, junto al control y la influencia, 
pero al mismo tiempo el poder puede reforzar la autoridad de un determinado actor. La 
fuente primaria de poder es, por tanto, la autoridad institucionalizada que viene 
otorgada por el desempeño de un determinado cargo, independientemente de los 
servicios que se presten.  
La práctica en muchas organizaciones como las universidades revela que la mera 
atribución formal de autoridad otorga legitimidad para el ejercicio del poder, pero no 
necesariamente acrecienta el poder que se tiene. Por ejemplo, en algunos sistemas 
universitarios el director de departamento es formalmente su máxima autoridad, pero 
su poder es a veces muy inferior al que informalmente poseen algunos de sus colegas, 
quienes como élites científicas ejercen un liderazgo profesional que produce una 
relación de dependencia del resto de compañeros e incluso del propio director. 
Para Gamson (1968), la autoridad reside en el conjunto de personas que toman las 
decisiones dentro de una organización, decisiones que son vinculantes y que afectan a 
todos sus grupos. Según este autor existen diferentes tipos de autoridad cuya relevancia 
depende de los asuntos sobre los tienen competencia, de los recursos de los que 
disponen o de la posición institucional que ocupan dentro de la organización.  
Las autoridades tienen capacidad para comprometer recursos económicos -humanos y 
materiales- que son necesarios para el cumplimiento de los objetivos estratégicos en 
una organización. La finalidad última de las autoridades es la implementación de las 
decisiones que se aprueban y el cumplimiento de los objetivos colectivos, lo que exige la 
aplicación de algún tipo de control social sobre los distintos grupos de una organización. 
En la literatura especializada en educación superior, el poder ha sido un tema 
ampliamente investigado desde una perspectiva macro sistémica, cuando, por ejemplo, 
se analizan las traslaciones de poder entre los distintos actores de los sistemas de 
educación superior como consecuencia de las reformas institucionales que sus 
gobiernos promueven. Pero también a un nivel micro organizativo cuando se analiza, 
por ejemplo, la emergencia de actores ganadores y perdedores dentro de las 
organizaciones universitarias en respuesta a cambios de sus entornos. 
Como ya se ha referido anteriormente, en las organizaciones académicas el poder se 
localiza en todos sus niveles organizativos de un modo disperso y descentralizado, lo 
que provoca que sea percibido al mismo tiempo como difuso y ambiguo, e incluso 
asociado al conflicto.  
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Para Baldridge (1971), es la propia realidad social24 de las universidades lo que provoca 
que su estructura de poder sea difusa, ambigua, indefinida y cambiante. Nuevamente 
aquí es su complejidad social interna, la especialización profesional de sus actores 
principales, la fragmentación de sus valores o su propia estructuración organizativa 
quienes condicionan el poder dentro de la Universidad. Ello incide directamente en su 
administración y gobierno, que también adquiere una naturaleza compleja y 
multidimensional.  
La literatura académica ha abordado el poder en las organizaciones académicas desde 
diferentes perspectivas, aunque quizá la predominante haya sido la que lo interpreta 
socialmente como el control efectivo de los recursos, que es una de las fuentes 
primarias del poder. En las universidades, al igual que en otras organizaciones, las 
decisiones más relevantes son aquellas que implican una asignación de los recursos 
colectivos ya que determinan su propia estructura y el modo en el que es desarrollado el 
trabajo académico (Blau, 1973). 
Pfeffer y Salancik (1974), quienes enfatizan el rol que el poder desempeña dentro de las 
organizaciones universitarias (también: Salancik & Pfeffer, 1974), parten de la 
distribución de los recursos entre los departamentos para su análisis del poder. En un 
trabajo más reciente, Bozeman et al. (2013) analizan la autonomía y discrecionalidad 
que tienen los directores de los departamentos para decidir cuestiones relativas a la 
provisión y gestión de los recursos humanos dentro de sus subunidades organizativas.  
Por tanto, el poder implica un control de los recursos, pero también está asociado a la 
autonomía organizativa y a la capacidad decisional que se tiene en ámbitos que son 
estratégicos para la dirección de una organización. 
En relación con la autoridad, Clark (1983) identifica en las universidades tres niveles 
diferenciados dónde reside la autoridad: (1) los departamentos y las facultades 
constituyen la primera forma de organización primaria de los profesores universitarios 
que está estructurada en torno a un sistema de autoridad profesional; (2) el aparato 
administrativo de las universidades conforma el segundo sistema de autoridad, en este 
caso burocrático; y en último lugar (3) las estructuras de dirección cuya autoridad es 
legitimada por su elección o designación.  
Estos tres niveles con sistemas distintos de autoridad reflejan a su vez las múltiples 
esferas dónde internamente se toman las decisiones en las organizaciones académicas. 
 
24 En su conocida obra, Baldridge (1971) describe a la Universidad como una organización profundamente fracturada, 
dividida y fragmentada por una composición social muy diversa que aúna a distintas redes de autoridad y a actores con 
estatus, perspectivas profesionales e intereses personales diferentes. El sociólogo norteamericano (1971:107) la 
interpreta como “un sistema pluralista, frecuentemente fracturado por los conflictos estratégicos que se originan en 
disciplinas académicas heterogéneas con subgrupos diversos de profesores; entre las subculturas estudiantiles; en las 
relaciones profesionales que tienen lugar entre los administradores y los académicos; y entre las propias facultades y 
departamentos”. 
Para Baldridge, los diversos subgrupos que conviven en las universidades pueden ser asimilados a los partidos políticos de 
los sistemas políticos, por su defensa de determinados intereses, valores y objetivos específicos que posteriormente 
articulan e institucionalizan en los distintos procesos políticos que ocurren dentro de las universidades.  
En una línea similar, Pfeffer y Salancik (1974) interpretan políticamente a la Universidad como una coalición de grupos e 
intereses que interactúan colectivamente para maximizar sus beneficios personales y establecer sus propias preferencias 
y objetivos específicos. 
Algunos autores (e.g. De Boer & Stensaker, 2007) han sostenido que los procesos de democratización de las 
universidades, en su administración y gobierno, han consolidado su naturaleza política. Los cambios en su distribución de 
poder han enfatizado la competición y el conflicto en los procesos de toma de decisiones.  
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El modo el que aparece distribuido el poder organizativo entre los diferentes niveles y 
entre las distintas estructuras de administración y gobierno dan como resultado 
distintos modelos (o regímenes como aquí referimos) de gobierno universitario. 
Los distintos tipos de autoridad que Clark (1983) identifica tienen una legitimidad 
política e institucional diversa: la primera emana de la propia pertenencia a una 
disciplina académica determinada 25 ; la segunda surge de la propia organización 
universitaria; mientras que la tercera se origina a nivel institucional, al proceder tanto de 
actores internos (la comunidad universitaria) como externos (el poder político).  
Algunos de los conflictos y las tensiones políticas que internamente se producen en las 
universidades, precisamente se originan por la legitimidad desigual que sustenta a cada 
uno de los niveles de autoridad antes mencionados. Son constantes, por ejemplo, las 
tensiones entre los administrativos y los profesores, dónde chocan la autoridad 
burocrática de los primeros con la autoridad profesional de los segundos, quienes 
normalmente apelan al conocimiento científico que poseen. 
Tradicionalmente, en la administración y gobierno de las universidades los dos 
principales tipos de autoridad han sido el burocrático y el profesional. Aunque siguen 
siendo muy relevantes, y los profesores y los burócratas continúan siendo actores 
centrales en un modelo de toma de decisiones que es claramente bottom-up, han 
perdido cierto protagonismo en favor de la autoridad gerencialista. La asunción de 
nuevas funciones y responsabilidades por parte de sus estructuras de representación y 
gobierno ha dotado a las universidades de unos rasgos políticos que las asemejan, más 
aún, a los sistemas políticos.  
 
Antes de cerrar este apartado, es interesante comentar algo acerca de la influencia, que 
es otra de las fuentes primarias del poder. Según Baldridge (1971), la Universidad 
contemporánea presenta un sistema de influencia muy fragmentado y difuso dónde 
diferentes individuos, grupos y estructuras participan en su proceso político, pero, al 
mismo tiempo, muestran una capacidad de influencia que es heterogénea. 
Por niveles organizativos, las principales arenas institucionales con una influencia mayor 
son los departamentos, los institutos de investigación, las facultades y el rectorado. 
Desde un punto de vista político, las principales arenas de influencia son los profesores y 
los estudiantes como actores principales de la Universidad, los directores de los 
departamentos e institutos de investigación, los decanos de las facultades, los órganos 
representativos (e.g. consejos académicos, científicos, sociales, etc.), los órganos 
políticos o de dirección (e.g. consejos de gobierno, de dirección, de administración, etc.) 
y los rectores-presidentes de universidades.  
Cada uno de estos actores tiene, en el ejercicio de sus responsabilidades y 
competencias, una capacidad de decisión sobre los asuntos que le competen, y al mismo 
tiempo una capacidad de influencia real y efectiva sobre el conjunto de decisiones 
colectivas de su organización. 
Estas arenas de influencia no son ni estáticas, ni permanecen estables a lo largo del 
tiempo, sino que son arenas dinámicas y cambiantes de la actividad política de la 
Universidad, lo que también motiva el conflicto interno.  
 
25 En relación con ésto Blau (1973: 278) reconoce que: “en el mundo académico, el poder de los individuos descansa sobre 
su propia reputación intelectual, mientras que el poder organizativo lo hace sobre el control de los recursos económicos”. 
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En el proceso político resulta interesante conocer las demandas de los diversos grupos 
sociales, pero también la respuesta que le proporcionan las autoridades. Baldridge 
(1971) contempla cuatro posibles escenarios: (1) las autoridades pueden ceder ante las 
presiones de los diversos grupos de interés para incorporarlas a sus acciones de 
gobierno; (2) las autoridades pueden ejercer cierto control social sobre quienes buscan 
influir en sus decisiones para frenar sus aspiraciones; (3) las autoridades también 
pueden actuar estratégicamente, evitando la adopción de ciertas medidas o acciones 
políticas que impliquen una contestación social o que despierten alguna resistencia 
interna. Este escenario suele evitar el estallido de conflictos, pero también puede 
provocar la inacción política; (4) las autoridades, por último, pueden diseñar alianzas con 
determinados grupos sociales para legitimar las decisiones que toman. 
La formación de coaliciones políticas (e.g. los departamentos de un mismo campo del 
conocimiento; ciertos departamentos de una misma facultad; profesores que comparten 
una determinada categoría académica; estudiantes becarios; etc.) en torno a unos 
intereses u objetivos comunes permiten alcanzar una influencia mayor sobre las 
decisiones que toman los órganos de gobierno de las universidades.  
Los conflictos de poder y/o de intereses que ocurren entre los distintos niveles de 
autoridad pueden generar cambios dentro de la administración y gobierno universitario, 
siempre que exista un cuestionamiento interno por parte de sus miembros.  
 
2.3. Administración y gobierno de las universidades:  
 
Desde un punto de vista formal, el poder de cualquier organización reside en el conjunto 
de estructuras de administración y gobierno que tienen capacidad decisional sobre sus 
cuestiones estratégicas, que gestionan el control de los recursos organizativos 
disponibles, y que producen las normas que ordenan y regulan su funcionamiento 
interno.                                                                                                  
Dentro de la Ciencia Política, el concepto de gobierno ha adquirido diversos significados. 
Originariamente, los teóricos del pensamiento político clásico identificaron gobierno y 
régimen político, asociandolo al ordenamiento de los cargos públicos que lo ejercen 
(Bobbio, 1987). Con posterioridad, se ha consolidado un uso del término gobierno 
referido al conjunto de los poderes públicos como hace la tradición anglosajona 
(`government´). 
No obstante, la noción de gobierno mayoritariamente aceptada en la Europa continental 
es la que aparece asociada a la idea jurídica-política del poder ejecutivo.  
El informe Eurydice (2008) sobre gobierno de la educación superior en Europa delimita 
conceptualmente el término gobierno aplicado a las universidades, estableciendo una 
distinción entre los conceptos gobierno y gestión. Para los autores de este informe (pg. 
12), auspiciado por la Comisión Europea: 
“El gobierno universitario se refiere al ejercicio de la autoridad formal e informal, 
de conformidad con la legislación, políticas y normas que articulan los derechos y 
responsabilidades de los distintos actores, y aquellas otras que regulan su 
interacción. El gobierno universitario contribuye a alcanzar los objetivos 
estratégicos y los fines colectivos, y a la ejecución de las políticas organizativas de 
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un modo coherente y coordinado. Asimismo, permite delimitar la responsabilidad 
institucional de quienes toman decisiones de carácter ejecutivo”. 
El concepto de gobierno es diferente del concepto de gestión, que aplicado a las 
universidades se refiere “a la puesta en marcha de sus objetivos colectivos 
salvaguardando el cumplimiento de las normas establecidas, y atendiendo siempre a los 
criterios de eficiencia, eficacia y calidad en la prestación de sus servicios” (Eurydice, 
2008: 12). 
 
En esta tesis doctoral, el gobierno de las universidades es analizado a partir de los 
órganos que desempeñan las funciones de dirección, administración y representación en 
aplicación de las prerrogativas legales que les habilitan para el desarrollo de los poderes 
ejecutivo y normativo. 
 
2.4. Los órganos de gobierno universitario:  estructura y reparto del poder 
institucional. 
 
El modo en que se distribuye el poder institucional en un sistema político y en una 
organización es una cuestión relevante que ha llamado la atención de teóricos de la 
política, la sociología o la dirección de organizaciones.  
La distribución del poder institucional en las organizaciones académicas proporciona 
información del poder formal que tienen cada uno de los actores que intervienen en su 
administración y gobierno, pero también de cómo se organiza internamente entre sus 
estructuras de dirección. 
Por ejemplo, que el poder organizativo esté distribuido entre los distintos niveles de 
autoridad más o menos horizontalmente/verticalmente incide claramente sobre sus 
estructuras decisionales y sobre el tipo de gobierno resultante.  
En los sistemas políticos, se organicen democráticamente o no, el poder aparece más o 
menos concentrado dependiendo de si es monopolizado en un solo órgano de gobierno 
o si permanece distribuido entre los distintos subsistemas o niveles.  
Una visión ampliamente sostenida dentro de la Ciencia Política considera que una 
división de poderes y/o un sistema de pesos y contrapesos contribuye a la calidad de un 
sistema político evitando los riesgos asociados a una concentración de poderes, y 
otorgando una mayor legitimidad a las decisiones que se toman.  
Otros, en cambio, argumentan que una concentración de poderes permite a las 
organizaciones actuar y responder más rápida y eficazmente a los desafíos a los que se 
enfrentan, cuestionando que una participación más pluralista produzca más eficiencia 
en los procesos de toma de decisiones. En el contexto organizativo de las universidades 
la concentración de poderes ha sido descrita como positiva por su protección del 
profesorado, y porque contribuye a diseñar estrategias diferenciadas, y a dinamizar 
sistemas frecuentemente inmóviles y reactivos (De Boer & Denters, 1999). 
 
En Ciencia Política, el concepto de gobierno ha estado asociado, casi siempre, al reparto 
del poder institucional dentro de los sistemas políticos de los países. La literatura 
académica que ha analizado los sistemas políticos ofrece taxonomías y tipologías 
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diversas que son útiles para categorizar cómo se distribuye el poder institucional en su 
interior.  
En los regímenes políticos que presentan una democracia consolidada, la morfología de 
las formas de gobierno contempla tres opciones: la parlamentaria, la presidencialista y 
la mixta. 
El gobierno parlamentario tiene una legitimidad directa al disponer de un órgano que es 
elegido directamente por la ciudadanía. Presenta una naturaleza colegiada; es elegido 
por el parlamento; y está formado por el Primer Ministro-Presidente que lo lidera y por 
sus ministros. Uno de sus rasgos fundamentales es la existencia de mecanismos 
recíprocos de control entre el órgano ejecutivo y legislativo como son la capacidad de 
disolución de la asamblea para el primero, y la moción de censura al gobierno para el 
segundo.  
El gobierno presidencialista, por su parte, posee una doble legitimidad al disponer de 
dos órganos que son directamente elegidos por la ciudadanía. Asimismo, cuenta con un 
poder ejecutivo monista que es elegido mediante sufragio universal, y su rasgo 
fundamental es que su funcionamiento institucional está basado en la plena separación 
de poderes, lo que convierte en innecesaria la aplicación de mecanismos de control. 
Por último, la forma mixta de gobierno, semipresidencialista o semiparlamentario, 
presenta un carácter híbrido al mostrar rasgos típicos de las anteriores modalidades de 
gobierno, como, por ejemplo, ciertos mecanismos de control que buscan suavizar el 
poder presidencial o el parlamentario según corresponda. 
 
La traslación de estas modalidades de gobierno al contexto de las universidades permite 
categorizar los posibles regímenes de gobierno universitario que pueden observarse.  
Un gobierno universitario de tipo parlamentario cuenta con distintos órganos de 
representación de los distintos intereses de sus grupos sociales -el Senado Académico, el 
Consejo de Universidad, o el Claustro Universitario son algunos ejemplos-. Además de la 
función representativa, estos órganos son los responsables de la elección, 
nombramiento y/o designación del rector o figura que ostenta el poder ejecutivo, quién 
le rinde cuentas y se responsabiliza de sus acciones.  
Uno de sus rasgos fundamentales es el ejercicio del control al gobierno universitario que 
también recae en los órganos ya mencionados, quienes normalmente están dotados de 
una potestad legal para cesar del cargo al rector, quién normalmente necesita contar 
con la confianza de los miembros de dichos órganos colegiados que son quienes 
disponen de los procedimientos legales para interrumpir su mandato.  
En un gobierno universitario de tipo presidencialista, su Presidente o Rector26  tiene 
capacidad para actuar con plena independencia respecto al resto de órganos con los que 
 
26 En algunos de los regímenes europeos de gobierno universitario (e.g. Alemania, Países Bajos y Reino Unido) que 
pueden ser categorizados como presidencialistas (o semipresidencialistas), se observa una bicefalia en el ejecutivo al 
existir una doble figura coporativa: la del Rector Académico como máximo cargo que representa institucionalmente a la 
Universidad; y la del Presidente o Canciller como responsable superior de la administración y de la gestión en la 
Universidad, pero también como delegado institucional del Estado dentro la Universidad entendida como entidad de 
servicio público.  
En el contexto de la administración y gobierno de las universidades, la distinción entre estructuras `monocefálicas´ y 
`bicefálicas´ es realmente complicada (Neave, 1988).  
Desde un punto de vista teórico, la monocefalia hace referencia a aquellos regímenes de gobierno universitario en los que 
solo existe una estructura ejecutiva unificada en la que su máximo responsable posee una doble autoridad académica y 
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comparte funciones de gobierno. Estos órganos poseen, en cambio, poderes limitados al 
no disponer de una función de control sobre el ejecutivo, al que no pueden cesar, por 
ejemplo; y a menudo presentan un carácter meramente consultivo.  
Bajo este modelo de gobierno universitario, las autoridades que poseen funciones 
ejecutivas -e.g. Rectorado y Consejo de Gobierno- y normativas -e.g. Consejo de 
Universidad y Senado Académico) aparecen delimitadas institucionalmente. 
Como se ha explicado anteriormente, la categorización de los sistemas políticos de 
gobierno se construye a partir de un análisis de su reparto institucional de poder. Desde 
una perspectiva politológica, la distribución del poder institucional puede ocurrir de un 
modo horizontal y vertical: dentro de la Universidad, la distribución horizontal (1) 
sucede cuando el poder institucional es organizado y distribuido entre los distintos 
órganos que se localizan en un mismo nivel de la organización; mientras que la 
distribución vertical (2) se observa cuando el poder institucional aparece dispersado 
entre las diversas estructuras de autoridad localizadas en los distintos niveles 
organizativos. 
La distribución horizontal del poder institucional es un rasgo característico de los 
régimenes de gobierno universitario de tipo parlamentario que están basados en la 
fusión de poderes, pero también de aquellos que adquieren la forma de gobierno 
presidencialista al estar basados en la separación de poderes. En el primer caso, el cargo 
de rector como máximo responsable del poder ejercutivo emana directamente del 
órgano u órganos que lo eligen, que es asimismo a quién rinde cuentas; mientras que, 
en el segundo caso, el factor relevante es la independencia institucional de la que gozan 
los distintos órganos que asumen los poderes ejecutivo y normativo (Lijphart, 1984).  
Una separación total de los poderes ejecutivo y legislativo, que es un rasgo fundamental 
del modelo presidencialista de gobierno, hace incompatible una participación 
simultánea de quienes desempeñan ambas funciones. En el contexto organizativo de las 
universidades implica que quienes son miembros del equipo de gobierno (Rectorado) no 
pueden formar parte, al mismo tiempo, de ninguno de los restantes órganos colegiados 
(Consejo o Senado).  
La fusión de poderes, encarnada en el parlamentarismo, sí que permite que personas 
que forman parte de un órgano con funciones ejecutivas participen en otro con 
 
directiva -figura del Rector-Presidente-. Por el contrario, la bicefalia se observa en aquellas universidades dónde existe 
una estructura ejecutiva dual y dividida en la que la autoridad es compartida entre el Rector y el Presidente o Canciller: el 
primero posee una autoridad académica cuya legitimidad procede de su elección directa por parte del electorado 
universitario o de su elección indirecta por representantes de los órganos colegiados;  y el segundo posee una autoridad 
gerencialista -figura del administrador, gerente o director- cuya legitimidad es fruto de una designación del propio Rector, 
de los órganos internos colegiados, o del propio Ministerio gubernamental del que dependen las universidades.  
En los regímenes de gobierno universitario con estructuras ejecutivas `bicefálicas´ la preeminencia de alguna de sus 
autoridades jerárquicas y el rol que desempeñan en los procesos de toma de decisiones, varían entre países. Ejemplos de 
gobiernos universitarios duales pueden observarse en países centroeuropeos como Alemania, Noruega, Países Bajos, 
Suecia o Reino Unido, siendo un elemento tradicional de la administración y gobierno de sus universidades.  
En algunos países son los rectores o equivalentes quienes se encargan de elegir y nombrar a los administradores de sus 
universidades, revelando la posición de privilegio del Rector sobre la figura del Administrador o Canciller. En otros países, 
sin embargo, los administradores o equivalentes son reclutados de forma independiente por las universidades, y/o 
designados por el Estado/gobierno regional, lo que les concede una aparente superioridad jerárquica (e.g. caso de los 
Países Bajos).  
La separación formal que normalmente se observa entre ambas figuras de autoridad –administrativa y académica- es 
explicada como una garantía de continuidad institucional en las universidades públicas, pero también como una forma de 
salvaguardar su vocación de servicio público dentro del contexto de la Europa del bienestar (De Boer & Denters, 1999). 
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funciones legislativas y de control en lo que se conoce como monismo. No obstante, en 
algunos sistemas parlamentarios no está permitido legalmente en aras de alcanzar una 
mayor independencia institucional (dualismo). En el contexto de la administración y 
gobierno de las universidades son muchos los regímenes de gobierno universitario en 
los que los miembros del órgano ejecutivo (Rector y vicerrectores) forman parte, al 
mismo tiempo, de otros órganos colegiados con funciones normativas y de control 
(Consejo y Senado).  
Ambos modelos representan una alternativa al monocentrismo en el que los distintos 
poderes aparecen concentrados.  
 
En algunos sistemas políticos, y de una forma más clara en los regímenes de gobierno 
universitario, la delimitación institucional de los poderes ejecutivo y legislativo es 
relativamente ambigua y confusa, lo que dificulta un análisis de sus relaciones 
institucionales internas, y su posterior categorización.  
En el caso del gobierno universitario, es, incluso, inadecuado referirse al poder 
legislativo ya que las universidades no poseen dicha atribución institucional, aunque sí 
tienen una potestad normativa que les dota de una capacidad para la elaboración de 
normas internas en forma de estatutos y reglamentos.  
Lijphart (1984) analiza cómo se relacionan los poderes legislativo y ejecutivo dentro de 
los sistemas políticos, y diferencia tres escenarios posibles: a) una superioridad del 
poder ejecutivo sobre el legislativo; b) una dominación del poder legislativo sobre el 
ejecutivo; y c) un escenario de relativo equilibrio entre ambos poderes. De este modo, el 
presidencialismo está caracterizado por un equilibrio institucional de sus poderes, 
mientras que en el parlamentarismo se observa una tendencia de dominación del 
ejecutivo sobre el legislativo. 
Si lo aplicamos al gobierno universitario, puede identificarse una relativa debilidad 
institucional del poder ejecutivo cuando los restantes órganos deliberativos colegiados 
(Consejo o Senado) dispongan de funciones de control y supervisión de la acción del 
ejecutivo. Es decir, estos órganos tienen una relativa superioridad institucional sobre el 
órgano ejecutivo cuando tienen atribuida una potestad legal para cesar al rector o 
equivalente, y/o cuando disponen de capacidad para vetar las decisiones que toma el 
equipo de gobierno rectoral.  
En cambio, en aquellas universidades dónde el Consejo y/o el Senado tienen 
encomendadas funciones consultivas y carecen de unos instrumentos efectivos de 
control legal para cesar al órgano ejecutivo, existe un escenario de relativa superioridad 
del ejecutivo (Rector o equivalente) que facilita que actúe con plena independencia.  
Cada uno de estos escenarios incide en la operatividad y en la eficiencia organizativa de 
las universidades. Un bloqueo reiterado por parte de los órganos que ejercen el control 
al órgano ejecutivo puede desembocar en una parálisis operativa de la Universidad, y la 
amenaza de su cese puede debilitar el poder que tiene el rector, afectando a su 
capacidad estratégica y a su liderazgo organizativo. Del mismo modo, que el gobierno 
ejecutivo actúe sin contar con los miembros de los restantes órganos de gobierno 
universitario puede reducir también su acción estratégica. 
En cualquier caso, toda interpretación política que se haga del gobierno universitario 
debe aplicar la cautela ya que los poderes ejecutivo y normativo se superponen 
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claramente en el caso de las universidades, lo que dificulta un análisis de sus procesos 
internos de decisión.  
Como ya se afirmó antes, la delimitación del poder institucional y las fronteras 
decisionales en las universidades son ambiguas y difusas.  
En un sentido riguroso cabe afirmar que la Universidad no dispone dentro de su 
administración y gobierno de ningún órgano que tenga encomendada la potestad 
legislativa, porque carece de ella. Sin embargo, sus órganos colegiados tradicionales, 
normalmente, si que tienen encomendadas muchas de las funciones elementales que 
típicamente ostenta el poder legislativo en los sistemas políticos: la representación de 
los intereses de los diversos grupos sociales que forman la comunidad universitaria; la 
supervisión y control de la acción del ejecutivo; la elección y/o designación de los 
miembros del gobierno rectoral; la elaboración de normas y procedimientos que regulan 
el funcionamiento interno, etc.  
Además, las funciones ejecutiva y normativa son compartidas institucionalmente en los 
distintos niveles administrativos que configuran su estructura organizativa. 
 
De Boer y Denters (1999) toman como referencia algunos trabajos clásicos de Ciencia 
Política que conceptualizan los sistemas políticos y los modelos de democracia (e.g. 
Lijphart, 1984) para interpretar politológicamente el reparto institucional -horizontal y 
vertical- del poder en las organizaciones universitarias.  
Estos autores diferencian cuatro posibles modelos de distribución horizontal del poder 
institucional en las universidades: 
▪ La concentración de poderes (monocentrismo): el poder institucional es 
monopolizado por un único órgano u estructura situado en la cúspide organizativa 
de la Universidad. Se observa en aquellas universidades dónde el Rector o el 
equivalente aglutina la mayoría de las funciones ejecutivas y normativas. 
▪ La fusión monista de poderes: los órganos (e.g. Senado, Consejo, etc.) que tienen 
asignadas las funciones de producción normativa y de representación gozan, a su 
vez, de una potestad electiva que les permite designar y cesar al responsable 
ejecutivo del gobierno universitario (e.g. el Rector o Presidente), pero también 
supervisar y controlar su acción de gobierno. Una peculiaridad es que el Rector de la 
Universidad como máximo exponente del poder ejecutivo y sus vicerrectores 
pueden compaginar sus responsabilidades ejecutivas con ser miembros de 
cualquiera de los órganos colegiados con los que comparten poder institucional 
dentro del gobierno universitario. 
▪ La fusión dualista de poderes: al igual que en el modelo anterior, los órganos 
colegiados (e.g. Senado o Consejo) que tienen atribuidas una función normativa y de 
representación son a su vez responsables de elegir, nombrar y cesar al Rector (poder 
ejecutivo) a quién también supervisan y fiscalizan en sus tareas ejecutivas. La única 
diferencia es que el Rector no puede formar parte de ninguno de dichos órganos 
colegiados por ser declarado incompatible. 
▪ La separación de poderes: ocurre en aquellas universidades en las que se observa un 
reparto institucional claramente delimitado entre el Rectorado como estructura 
ejecutiva y el resto de los órganos colegiados -el Consejo y/o el Senado- que forman 
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parte del gobierno universitario, lo produce actuaciones plenamente 
independientes entre sí.  
 
En cada uno de los modelos, tanto el Rector como los miembros integrantes de los 
órganos de representación podrían ser elegidos (democráticamente) o designados (en 
base a sus capacidades y méritos). 
En relación con la distribución vertical del poder institucional, ésta expresa el nivel de 
centralización o descentralización organizativa y administrativa que caracteriza a las 
universidades. Este aspecto es relevante para analizar si la toma de decisiones involucra 
a un solo nivel organizativo, lo que implica un modelo centralizado; o, por el contrario, a 
varios niveles de la organización que caracteriza un modelo descentralizado.  
En los regímenes más centralizados de gobierno universitario la mayoría de las 
decisiones que afectan al conjunto de la organización son tomadas por los órganos de 
gobierno que están situados en su nivel organizativo superior. En universidades con un 
régimen descentralizado de gobierno universitario el proceso de toma de decisiones 
incorpora a los distintos niveles y subunidades que se localizan en la parte superior e 
inferior de la organización.  
En estos sistemas más descentralizados la autonomía organizativa de la que disfrutan 
sus subunidades organizativas -las facultades, los institutos de investigación y los 
departamentos- varían según el contexto institucional y social de cada país. Por ejemplo, 
mientras que las subunidades organizativas de algunos regímenes descentralizados de 
gobierno universitario son responsables de decisiones estratégicas como el 
reclutamiento y selección de los profesores o la distribución interna de los recursos 
económicos; en sistemas más centralizados dichas decisiones suelen competer a sus 
órganos centrales de gobierno universitario. 
No obstante, la supervisión y el control centralizado son fundamentales para garantizar 
la eficiencia, la integridad y la coordinación organizativa de las universidades, que son 
organizaciones muy atomizadas y fragmentadas (`anarquías organizadas´).  
 
2.5. La naturaleza política del gobierno universitario: ¿siguen las universidades lógicas 
democráticas de organización política? 
 
“The University as a representative democracy was far more the result of ideology, 
prejudices, and political fashion than of decisive, vision-based political action” 
(Hennis,1982: 26). 
“The vision of the democratic university is a concept that conceals more than it clarifies, 
with the idea of the democratic university being more symbolic than a reality” 
(De Boer & Stensaker, 2007: 113) 
 
Una de las visiones históricas27 que la literatura académica ha formulado sobre la 
Universidad es aquella que la interpreta como una democracia representativa (Olsen, 
 
27 Olsen (2007) establece cuatro visiones diferentes de la Universidad según su forma de organización y gobierno que no 
son excluyentes entre sí: 1) la Universidad como una comunidad autogobernada por los profesionales académicos; 2) la 
Universidad como un instrumento para la consecución de objetivos de política pública y el cumplimiento de la agenda 
política de los gobiernos nacionales; 3) la Universidad como una democracia representativa; y 4) la Universidad como una 
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2007): una democracia de grupos de intereses, que son los grupos sociales de la 
Universidad, que están representados políticamente en los diferentes órganos de 
gobierno establecidos.  
Este marco interpretativo, que focaliza su atención en la organización y gobierno de las 
universidades, describe la toma de decisiones como un proceso político que es 
organizado mediante elecciones, negociaciones, votaciones y coaliciones en los que los 
diversos grupos sociales acomodan sus intereses y preferencias (Olsen, 2007).  
 
La cuestión central en esta sección es reflexionar si las universidades se organizan y 
gobiernan políticamente siguiendo lógicas democráticas. Una percepción superficial de 
algunos de los rasgos de su administración y gobierno es la de que se asemeja a un 
sistema político democrático. 
Por ejemplo, los diversos grupos sociales que forman la comunidad universitaria tienen 
garantizada la participación política dentro de los órganos de gobierno universitario, 
dónde institucionalmente están representados sus intereses y preferencias. Además, 
muchos de los miembros de estos órganos de representación y gobierno, entre los que 
normalmente se incluyen los rectores-presidentes y los decanos de las facultades; son 
cargos públicos elegidos por los distintos sectores sociales en procesos electorales, 
generalmente a través de un sufragio ponderado. 
Del mismo modo, la administración y gobierno de las universidades es cada vez más 
plural y abierta, y sus órganos decisionales han ido incorporando progresivamente a 
nuevos grupos sociales28  –internos y externos-. 
Por último, el poder institucional en las universidades está distribuido y descentralizado, 
vertical y horizontalmente, en sus distintos niveles organizativos y entre sus estructuras 
de autoridad, lo que deriva en un proceso descentralizado e institucionalizado de toma 
decisiones. Este elemento no garantiza una lógica de funcionamiento democrático, 
porque los episodios de clientelismo y dominación de las élites académicas29 son 
también visibles en los regímenes descentralizados de gobierno universitario. 
De Boer y Stensaker (2007) señalan tres rasgos que son necesarios para considerar a la 
Universidad como una democracia representativa: a) que los diversos intereses 
afectados puedan elegir a sus representantes, y, al mismo tiempo, sean elegibles como 
miembros de los distintos órganos de gobierno universitario; b) que estos órganos 
 
empresa de servicios que participa en mercados altamente competitivos. Dicha tipología emerge de un análisis de dos 
dimensiones: la autonomía y el conflicto. 
28 Las reformas del gobierno universitario promovidas durante la década de los setenta en algunos países europeos (e.g. 
Francia: 1968; Dinamarca y Países Bajos: 1970; Bélgica: 1971; Alemania: 1969-1973, 1976; Noruega: 1976) han favorecido 
la incorporación de personas de la sociedad civil a los órganos de representación y gobierno de las universidades. Con el 
objetivo de abrir la Universidad a la sociedad y fortalecer los vínculos con ella, se han diseñado nuevos órganos de 
representación y gobierno -consejos de administración, supervisión, consejos sociales, etc.- en aras a mejorar los cauces 
de participación social.  
Pese a ello, Daalder & Shils (1982) afirma que este modelo de gobierno universitario más pluralista no ha transformado a 
las universidades europeas en organizaciones más adaptativas de lo que ya eran antes cuando estaban gobernadas 
únicamente por profesionales académicos.  
 
29 Clark (1983) considera que el modelo más tradicional de organización académica basado en las cátedras universitarias 
es un claro ejemplo de dominación personal que choca claramente con los modos colegiado y burocrático de control.  
Neave & Rhoades (1987) o Schimank & Lange (2009) citan al caso alemán como un ejemplo ilustrativo dónde las cátedras 
académicas fueron sistemas de dominación profesional de las élites académicas sobre el resto de los profesores con 
quienes mantuvieron unas relaciones evidentes de dependencia. 
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tengan atribuidos funciones institucionales relevantes; y c) que el poder institucional no 
aparezca concentrado, sino en forma de fusión o de separación de poderes (e.g. sistema 
horizontal de pesos y contrapesos). 
Estos autores se apoyan en el concepto de democracia planteado por Dahl (1989), que 
es construido sobre el principio de los intereses afectados. Esta conceptualización de 
democracia sostiene que todo individuo o grupo social afectado por una decisión 
colectiva tiene derecho a participar en el proceso de deliberación y en la adopción de su 
decisión final.  
 
La aplicación de esta conceptualización de democracia a nuestra interpretación 
politológica de la administración y gobierno de las universidades encuentra como primer 
obstáculo la delimitación de su demos, debido a que son muchos los individuos y los 
colectivos sociales que se ven afectados, directa e indirectamente, en los procesos 
internos de toma de decisiones.  
Una delimitación restrictiva30 lo reduce a la comunidad académica, es decir a los 
profesores y a los estudiantes31. Una delimitación más inclusiva integra a todo su 
personal -académico y no académico-, el cual se ve afectado por las decisiones que 
toman las universidades como organizaciones empleadoras. 
Sin embargo, una aplicación exhaustiva del concepto de democracia vinculado al 
principio de intereses afectados como el que sostiene De Boer y Stensaker (2007), 
requiere que la participación política se extienda a los estudiantes y sus familias; a los 
profesores e investigadores; al personal de administración y servicios; a los 
representantes de los gobiernos con competencias en materia universitaria; y al resto de 
partes interesadas. 
Lo anterior justifica la relevancia creciente que tiene la sociedad dentro de la 
administración y gobierno de las universidades dónde, cada vez, son más los individuos y 
los colectivos sociales de fuera de la Universidad que tienen voz en sus órganos 
decisionales. Por ejemplo, en la mayor parte de los regímenes europeos de gobierno 
universitario, los antiguos alumnos, representantes de los ámbitos de la política, la 
sociedad, la economía o la cultura participan con normalidad en algunos de sus órganos 
de representación, manteniendo una considerable capacidad de influencia, que no 
siempre se traduce en capacidad decisional. 
Los otros dos requisitos que citan estos autores son fácilmente observables en la 
realidad universitaria. Por ejemplo, los órganos colegiados que forman parte del 
gobierno universitario, ya estén fusionados o separados del ejecutivo, a menudo 
 
30 Esta delimitación coincide con la autogestión y el autogobierno académico, que ha sido una de las visiones 
tradicionales de la Universidad interpretada como una comunidad o república de académicos. Una administración y 
gobierno de la Universidad en manos de sus profesionales académicos y científicos excluye de su toma de decisiones al 
personal no académico y a los estudiantes lo que es incompatible con la lógica de organización democrática indicada en el 
texto (De Boer & Denters, 1999).  
 
31 El colectivo de los estudiantes universitarios ha sido, desde la década de los sesenta (Daalder & Shils, 1982), uno de los 
grupos sociales que más ha reivindicado una reforma del gobierno de las universidades para hacerlo más democrático y 
socialmente participativo (el derecho de los estudiantes a participar y decidir los asuntos de gestión y gobierno 
universitarios).   
De Boer & Stensaker (2007: 102 y ss.) ofrecen un análisis detallado con relación a cómo surgen y evolucionan estas 
tendencias democratizadoras dentro de las universidades, dónde los movimientos estudiantiles siempre han 
desempeñado un rol activo y transformador. 
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disponen de funciones similares a las de los órganos legislativos de los sistemas políticos 
democráticos (e.g. elaboración y aprobación de presupuestos, control de la acción del 
ejecutivo, elaboración de normas, etc.). De igual modo, los miembros que componen el 
gobierno rectoral u órgano ejecutivo suelen ser elegidos por (y entre) el electorado 
universitario, ya sea de forma directa o indirectamente a través del voto de los 
representantes que son miembros de los órganos de representación. 
A pesar de lo anterior, los autores que han desarrollado esta interpretación (e.g. De Boer 
& Stenseker, 2007; Olsen, 2007 entre otros) reconocen las limitaciones existentes y 
afirman que lejos de ser aceptada como una aproximación realista de cómo se organiza 
políticamente la Universidad, debe entenderse como una visión idealizada y teórica, 
incompleta y poco implementada, de lo que significa como proyecto dentro de la 
sociedad. 
 
Baldridge (1971), en su interpretación política de la Universidad, también ha 
reflexionado sobre ésto cuestionando la existencia de alguna tendencia oligárquica en la 
que una élite interna del poder interno establecido domina y monopoliza la esfera de las 
decisiones políticas, o si por el contrario lo que existe es un sistema de decisiones 
abierto a la participación democrática de todos sus miembros. Para este sociólogo 
cuando se les compara con otras organizaciones complejas (e.g. burocracias 
gubernamentales, organizaciones empresariales, etc.), las universidades posiblemente 
presentan más rasgos y elementos democráticos de organización política porque son 
diversos sus canales de participación, pero también presentan rasgos evidentes de las 
oligarquias.   
En sus propias palabras, Baldridge concluye (1971) que: “las universidades son 
ciertamente organizaciones más democráticas que la mayoría de las organizaciones 
formales que hoy existen en nuestras sociedades, pero posiblemente menos 
democráticas de lo que mucha gente cree que deberían ser como instituciones centrales 
de la sociedad”. 
Otro aspecto señalado por la literatura académica (e.g. De Boer & Stensaker, 2007; 
Olsen, 1976) es la relevancia que tienen los procesos y dinámicas informales32 de poder 
dentro de las organizaciones universitarias, dónde la denominada, por Clark (1983), 
oligarquía académica desempeña un rol dominante. Una consecuencia directa es que las 
estructuras decisionales y los procedimientos formales de participación que integran a la 
totalidad de sus grupos sociales ejercen el poder débil y blando dentro de la 
organización. 
 
Lo cierto es que son numerosos y diversos los individuos y los grupos sociales que están 
involucrados, ya sea de un modo directo o indirecto, en los procesos de toma de 
decisiones de las universidades modernas, aunque su rol, magnitud, relevancia y 
capacidad de influencia varían dentro del proceso.  
 
32 Olsen (1976) expone una interpretación alternativa a la no participación de los profesores en los procesos formales de 
toma de decisiones y a la evasión de responsabilidades de gestión y gobierno: los profesores perciben que tienen otras 
vías alternativas de influencia, las informales que quizá son más eficaces; sobre las decisiones que les afectan, sin 
ocasionar una pérdida de su capacidad de influencia dentro de la organización. 
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Aunque la participación33  y la representación política de los diversos grupos sociales 
está garantizada, difiere en cómo se involucran. Al igual que sucede en los sistemas 
políticos de los países democráticos, los niveles de participación que habitualmente 
registran los diversos grupos sociales son usualmente bajos, ya que muchos de ellos ni 
votan ni se interesan por la política interna universitaria.  
El coste de oportunidad que implica la participación activa en los procesos internos de 
toma de decisiones y el desarrollo de tareas de administración y gobierno universitario, 
en términos de distracción de las actividades científicas y docentes, ha sido señalado por 
la literatura (e.g. Olsen, 1976) como un factor explicativo de la desmotivación y la baja 
participación que frecuentemente muestran grupos sociales como los profesores. En 
otros casos, la falta de compromiso y la indiferencia son los que mantienen a profesores 
y estudiantes alejados de la política universitaria. 
No obstante, la participación es desigual según el nivel organizativo dónde se toman las 
decisiones y está asociada al objeto, naturaleza y percepción de relevancia que éstas 
tengan.  
 
Por último, es necesario reflexionar sobre cómo se adoptan las decisiones en las 
universidades. 
La toma de decisiones dentro del gobierno universitario se ve claramente afectada por 
la fragmentación social que presenta la Universidad. Normalmente, las decisiones 
internas no son responsabilidad de una única persona, es decir de cargos uninominales 
como un Decano, un Director de departamento o incluso el Rector; sino que suelen 
requerir la validación de algún órgano consultivo o depender de la autoridad de otros 
miembros de la organización.  
Por ejemplo, los rectores de las universidades generalmente no actúan de forma 
individualizada y aislada, sino que lo hacen, como líderes políticos que son, rodeados de 
un amplio equipo compuesto por profesores que son quienes suelen desempeñar los 
cargos de vicerrectores; administrativos, expertos, consultores y asesores que 
organizativamente conforman el Rectorado. Todos ellos forman la estructura ejecutiva 
dentro del gobierno universitario que es responsable de alcanzar las decisiones 
colectivas relevantes para las universidades.  
El sistema de toma de decisiones que tienen las universidades incide en el 
funcionamiento de su gobierno universitario condicionando sus procesos políticos y sus 
dinámicas organizativas internas. Tradicionalmente, la toma de decisiones en las 
organizaciones académicas ha sido bastante descentralizada, primando generalmente la 
colegialidad y la colectividad sobre la verticalidad. Sin embargo y en los últimos tiempos, 
las reformas universitarias promovidas en los países desarrollados han provocado una 
centralización de la toma de decisiones, como consecuencia de una mayor 
concentración del poder institucional en sus estructuras organizativas superiores, es 
decir en los consejos de dirección y administración, pero también en los rectores-
presidentes de las universidades. 
 
33 Blau (1973) en su trabajo sobre la organización del trabajo académico, incluye la participación democrática como una 
variable a tener en cuenta, y utiliza dos indicadores básicos para su medición: la proporción de profesores en el senado 
académico y la proporción de profesores que son miembros electos de los principales órganos de representación y 
gobierno de las universidades. 
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Por tanto, y aunque el modelo colegiado de toma de decisiones muestra signos 
aparentes de debilidad, ha de interpretarse en el marco de la administración y gobierno 
de las universidades, con una arquitectura tejida en red que es compleja y multinivel por 
afectar a numerosos actores localizados en distintos niveles administrativos, y que, 
además, se aleja de las formas clásicas de control jerárquico. 
 
Como conclusión a este apartado, puede afirmarse que, en efecto, las estructuras de 
gobierno universitario y muchos de sus procesos políticos siguen reglas de organización 
democrática similares a las que tienen los sistemas políticos de países democráticos, 
pero la realidad de la Universidad contemporánea es que es una organización 
excesivamente grande y compleja para ser gestionada y gobernada como una 
democracia en sí misma.  
Lo cierto es que desde los años setenta, al menos en el mundo occidental, los regímenes 
de gobierno universitario han fortalecido su naturaleza política y han avanzado en la 
democratización de sus estructuras y procesos decisionales.  
Es un hecho notable, por ejemplo, el avance conseguido en la participación política de 
sus grupos sociales como consecuencia de una mejora de sus niveles de representación 
dentro de los distintos órganos de gobierno universitario34. Pese a dichos avances, la 
práctica no refleja una democratización plena en los términos conceptuales antes 
descritos. 
Para De Boer y Stensaker (2007), la interpretación política de la Universidad como 
democracia solamente es válida como un instrumento para el análisis de los cambios 
que se producen en los regímenes de gobierno universitario, como los que acontecieron 
durante la década de los sesenta y setenta. De otro modo, estos autores afirman que la 
administración y gobierno de la Universidad nunca ha sido completamente democrática, 
pese a que han existido casos aislados de universidades que han funcionado, de facto, 
como democracias académicas directas.  
El concepto democracia aplicado al contexto organizativo de la Universidad ha sido 
sinónimo de democracia representativa, un modelo de organización y gobierno que 
garantiza que ningún grupo social afectado sea privado de su derecho a participar en la 
toma de decisiones ya sea de un modo directo o indirecto.  
 
34 La participación de los distintos grupos sociales universitarios nunca ha sido universal, justa y equitativa, ni siquiera en 
aquellos regímenes de gobierno universitario con más tradición democrática en sus universidades (e.g. Países Bajos en los 
años ochenta, España actualmente, etc.). Esta cuestión cuestiona claramente la naturaleza democrática de la 
administración y gobierno de las universidades, lo que lleva a algunos autores que han trabajado sobre ésto (e.g. Daalder 
& Shils, 1982) a cuestionar su vigencia a lo largo de la historia. 
En el caso español, por ejemplo, en el proceso de elección a Rector de sus universidades públicas, la participación está 
ponderada según los distintos estamentos que forman la estructura social universitaria –profesores e investigadores 
doctores y no doctores, personal no académico y estudiantes-, lo que en la práctica revela que el voto no tiene el mismo 
valor para cada uno de sus grupos sociales. 
Olsen (2007) apunta que los órganos de representación y gobierno de las universidades deben ser referidos más bien 
como asambleas que aunan a los diversos estratos académicos y no a los propios grupos sociales que forman parte de 
ella, quienes no están representados bajo el principio de una persona, un voto (Bergan et al., 2004). Lo anterior ayuda a 
comprender porque el número de asientos que hay en los diversos órganos de representación y gobierno nunca es 
distribuido en base a criterios numéricos de lo que representan realmente dentro de la comunidad universitaria. Es decir, 
los estudiantes representan la mayoría social dentro de las universidades, pero políticamente ocupan una minoría de los 
asientos de los senados académicos, lo que de facto significa una infrarrepresentación institucional.  
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Como ya se ha referido, el ejercicio de la representación nunca se ha desarrollado 
plenamente bajo el principio básico de una persona, un voto; y su sistema de adopción 
de decisiones siempre ha estado dominado por los profesionales académicos que son 
quienes realmente ostentan el poder y quienes poseen una capacidad mayor de 
influencia que obtiene su legitimidad en la autoridad profesional que poseen. 
En relación con este debate se han planteado distintos argumentos: desde el punto vista 
normativo se considera justo involucrar a todos los empleados en aquellas decisiones 
que les afectan, lo que instrumentalmente favorece una mejor utilización del potencial 
humano de las organizaciones que mejora su desempeño final. La participación política 
de los estudiantes en la administración y gobierno universitario está motivada por el 
significado que tiene la etapa universitaria en sus vidas. 
Otro argumento es que un sistema colegiado de toma de decisiones es más positivo que 
uno más jerárquico, ya que otorga más poder a los académicos más jovenes y debilita la 
soberanía de los seniores mejorando la competencia académica de la Universidad. Del 
mismo modo, se defiende su eficiencia porque garantiza la participación y 
representación de todos sus grupos sociales, proporciona más información, mejores 
decisiones y facilita la implementación de las políticas que surgen de dichas decisiones. 
Las argumentaciones más críticas reconocen que debilita el ejercicio del control 
académico sobre la enseñanza y la investigación científica, lo que termina reduciendo 
los estándares académicos generales (Lijphart, 1983). Además, la democratización del 
gobierno de las universidades tiene como consecuencia directa una mayor politización y 
conflicto social.  
Se ha llegado incluso a afirmar que este modelo afecta al logro de objetivos estratégicos 
fundamentales como la excelencia académica, al quedar descuidados por otros ajenos 
como la democratización de la sociedad: “los académicos se preocupan de cuestiones 
organizativas y políticas en vez de hacerlo de cuestiones puramente académicas” 
(Lobkowicz: 1983).  
Sin embargo, la crítica más repetida y duradera en el tiempo es que es un modelo 
ineficiente para gestionar las organizaciones universitarias, que, en cierto modo, es 
producto de la incapacidad de los profesionales académicos para administrar y gobernar 
organizaciones complejas como las universidades. Normalmente, los profesionales 
académicos no poseen ni el conocimiento técnico, ni las habilidades y competencias que 
requiere la dirección de organizaciones, lo que condiciona su gestión y la toma de 
decisiones complejas dentro de los órganos de gobierno universitario. 
 
En las últimas décadas, las reformas universitarias impulsadas en muchos países de la 
OCDE están promoviendo importantes transformaciones dentro de la administración y 
gobierno de sus universidades públicas, que en último término cuestionan la validez y la 
solvencia del modelo democrático representativo y de la tradicional colegialidad 
académica. 
Por un lado, el fortalecimiento del liderazgo ejecutivo y la profesionalización de los 
perfiles de quienes gobiernan las universidades (Enders & File, 2006), está impactando 
en el liderazgo organizativo que hasta ahora tenían las organizaciones académicas. Un 
ejemplo, es que los cargos ejecutivos tienen actualmente una responsabilidad individual 
mayor por las decisiones que toman. Al mismo tiempo, los órganos de representación 
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están experimentando un vacío de poderes en detrimento de las estructuras ejecutivas 
que también ha debilitado la naturaleza democrática representativa del gobierno de las 
universidades.  
Algunos autores (e.g. De Boer & Stensaker, 2007; Marginson & Considine, 2000) 
interpretan estos cambios y tendencias como un ejemplo ilustrativo del declive de la 
república de la ciencia y del autogobierno académico, pero también del modelo 
democrático de gobierno universitario35.  
La colegialidad académica, orientada a la búsqueda del acuerdo y el consenso en la toma 
de decisiones, está sometida a fuertes presiones. La toma de decisiones siguiendo 
procedimientos y lógicas democráticas supone elevados costes en términos de tiempo36 
y esfuerzo, lo que representa un obstáculo para que las universidades puedan responder 
a los cambios y presiones de sus entornos con la celeridad que se les exige. Asimismo, 
las estructuras de gobierno universitario muestran dificultades adicionales cuando 
tienen que adoptar decisiones estratégicas, particularmente en momentos convulsos y 
de crisis. 
Precisamente son estos últimos argumentos los que subyacen a algunos gobiernos y a 
otras instituciones internacionales que están promoviendo la modernización de la 
administración y gobierno de las universidades. La supuesta modernización organizativa 
está amparada en un discurso que sostiene que es esta forma de organización y 
gobierno lo que impide a las universidades ser organizaciones proactivas y adaptativas, 
capaces de anticiparse a los cambios externos y satisfacer las demandas sociales.  
Esto es a su vez interpretado por la literatura académica que ha escrito sobre el 
capitalismo académico como un ejemplo ilustrativo de la ideología neoliberal 
dominante, que es quién considera al modelo democrático de toma de decisiones, 
colegiado, plural e inclusivo, como un factor que afecta negativamente al desempeño 
organizativo37 de las universidades. 
 
35 De Boer & Stensaker (2007) lo interpretan, incluso, como un colapso que está motivado por cambios generales –
exógenos- en la sociedad (e.g. cambios sociales, tecnológicos, socioeconómicos y políticos), pero también por otros 
elementos contextuales como el estallido de crisis económicas y fiscales; los procesos de internacionalización y 
globalización; el predominio de las ideologías neoliberales y la expansión de preferencias y valores promovidos desde el 
mercado (e.g. capitalismo académico). 
 
36 Normalmente, los procesos internos de toma decisiones de las universidades con gobiernos democráticos requieren 
una dedicación considerable de tiempo para quienes se involucran en labores de administración, gestión y gobierno. Ello 
se visualiza, por ejemplo, en las frecuentes y largas reuniones que tienen lugar en las universidades. Un ex vicerrector de 
una Universidad pública española lo expresaba claramente (2014): “No es posible que un Consejo de Gobierno o que 
Claustro dure 5 o 10 h... Yo vengo de EE. UU., que estoy de año sabático y he estado en el MIT, la primera Universidad del 
mundo; y me dijeron: '¡vente a un claustro!' ¡Y duró 45 min! Aquí, en mi Universidad ¡¡¡el último claustro duró 8h!!! ¡¡¡400 
tíos de la Universidad hablando durante 8h!! El coste es brutal… Se ha de gobernar de una manera más eficaz...”. 
Algunos trabajos empíricos han abordado esta cuestión (e.g. Daalder & Shils, 1982; De Boer et al., 1998).  
 
37 Muy pocos trabajos han investigado la relación entre el gobierno de las universidades y su desempeño organizativo. De 
éstos, algunos han analizado los efectos de las reformas institucionales sobre el rendimiento de las universidades, pero 
pocos los que han explorado la influencia de su organización y gobierno sobre su rendimiento final.  
Entre los trabajos más citados, destacan el publicado por Knott & Payne (2004) que analizan el impacto de las estructuras 
estatales de coordinación de la educación superior en el rendimiento de las instituciones norteamericanas de educación 
superior; y el realizado por Aghion et al. (2009) dónde se analiza cómo influye la autonomía organizativa universitaria y un 
contexto institucional de competición en el desempeño final de las universidades.  
La mayoría de los trabajos académicos que han abordado esta cuestión han sido incapaces de ofrecer una argumentación 
sólida y concluyente al respecto. Knott & Payne (2004) concluyen que las estructuras de gobernanza institucional 
importan en tanto que influyen sobre algunas de las decisiones estratégicas que adoptan las universidades (e.g. 
asignación de recursos).  
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En este contexto, las organizaciones universitarias están transformando sus modos 
tradicionales de administración y gobierno, atendiendo a criterios de eficiencia y 
flexibilidad organizativa para así conseguir mejores respuestas estratégicas a los cambios 
y demandas que surgen en los entornos complejos y dinámicos con los que interactúan.  
En cualquier caso, y cómo se verá en el siguiente apartado, el gobierno universitario que 
mayoritariamente poseen las universidades públicas del entorno europeo38 -continental 
y mediterráneo- todavía presenta una naturaleza política que, aunque híbrida, incluye 
lógicas democráticas.  
El gobierno universitario no solo involucra políticamente a la comunidad universitaria 
que directamente se ve afectada, sino que es una administración y gobierno abiertos a 
una diversidad de colectivos que participan internamente en la toma de decisiones 
como partes interesadas.  
Si bien algunas de sus transformaciones pueden ser percibidas como un retroceso de las 
tendencias democratizadoras iniciadas en décadas pasadas, una interpretación 
alternativa las considera como una respuesta adaptativa que garantiza la supervivencia 
de un modelo, que es más híbrido, pero que cabalga entre lo nuevo y lo viejo. Ello 
propicia un equilibrio entre dos aspectos indispensables de la vida académica: la 
tradición y la innovación (Keller, 2001). 
 
3. Análisis de los órganos de gobierno de las universidades: una categorización 
politológica de los regímenes de gobierno universitario en el contexto europeo. 
 
Este capítulo plantea un análisis de las estructuras de gobierno universitario como una 
forma de conocer mejor cómo se gobierna y quién gobierna las universidades. 
Dada la complejidad que rodea a las organizaciones académicas, el análisis de su 
gobierno se realiza tomando en consideración sus distintos órganos de representación y 
gobierno, fijando la atención en su composición interna y en sus procedimientos de 
elección de representantes, y en las competencias que tienen atribuidas para el ejercicio 
de sus responsabilidades.  
 
En este trabajo se utiliza el término régimen de gobierno universitario para referirse al 
conjunto de órganos políticos y estructuras organizativas que dirigen las universidades y 
qué tienen atribuidas institucionalmente las funciones de dirección, administración y 
representación. 
 
Aghion et al. (2009) por su parte, proporcionan evidencia empírica desde Europa y EE.UU. y concluyen que el rendimiento 
investigador de las universidades está positivamente correlacionado con sus niveles de autonomía organizativa y con la 
financiación universitaria con la que cuentan. 
Olsen (2007) añade que las relaciones de asociación que pueden señalarse entre las estructuras formales de gobierno, las 
prácticas organizativas y los resultados en las universidades posiblemente tengan un carácter indirecto y complejo. 
 
38 Aunque no se ha mencionado antes, es preciso aclarar que los regímenes democráticos de gobierno universitario se 
han observado históricamente en las universidades de aquellos países con una gobernanza institucional dónde el Estado 
ha desempeñado un rol estratégico en la coordinación de la educación superior. Así, los países de la Europa continental y 
mediterránea (e.g. Alemania, Dinamarca, Francia, Italia, España, Portugal, Países Bajos, etc.) contrastan con los países de 
la tradición anglosajona (e.g. Reino Unido, Estados Unidos, Australia, etc.) dónde se visualizan modelos corporativos de 
gobierno universitario. 
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Precisamente se utilizan los términos régimen o sistema de una forma similar a cuando 
en Ciencia Política se alude al término sistema político.  
Es decir, el sistema de educación superior de cualquier pais incluye a todas sus 
universidades e instituciones de educación superior junto al aparato administrativo y 
político –nacional y/o regional- que coordina la educación terciaria. Mientras que en 
esta investigación el término régimen o sistema de gobierno universitario hace 
referencia al modelo `marco´ de gobierno universitario que tienen las universidades 
públicas investigadoras de un país según el diseño institucional establecido por la 
legislación general universitaria que las regula.  
Concretamente, se analizan tres dimensiones básicas: a) los órganos colegiados de 
representación y las autoridades unipersonales; b) la distribución horizontal del poder 
institucional dentro del sistema de gobierno universitario; y c) las relaciones de 
autoridad que existen entre los distintos actores internos que participan en el gobierno 
universitario.  
Este análisis permite conocer cuáles son los colectivos y los grupos sociales que 
participan políticamente, cómo son elegidos y están representados, y las competencias 
formales que tienen atribuidas. 
Este trabajo centra su foco de análisis en el nivel organizativo superior de la Universidad, 
que incluye a sus máximas estructuras de decisión -consejos de gobierno, consejos de 
dirección, consejos de administración, consejos de Universidad, senados académicos, 
etc.- y a sus cuadros de dirección -rectores, administradores, presidentes, etc.-. En 
definitiva: el gobierno corporativo de la Universidad.  
Es resumen, el análisis del gobierno universitario que a continuación se presenta para 
una serie de países del entorno europeo, es abordado a partir de una descripción de los 
atributos institucionales que definen y establecen la administración y gobierno de sus 
universidades públicas investigadoras39. Queda clarificado, por tanto, que las unidades 
de análisis aquí no son las universidades de cada país, sino sus sistemas universitarios 
nacionales40.    
Por ello, y en un marco neo-institucionalista, este análisis es contextualizado para cada 
uno de los países considerando elementos históricos, patrones culturales e identidades 
nacionales que condicionan socialmente el tipo de organizaciones de educación superior 
que allí existen. Se entiende que las instituciones proporcionan un orden temporal en la 
vida política, y que el contenido e implementación de las políticas y las reformas, pero 
también de sus estructuras, se ven influenciadas por el contexto institucional y por el 
propio curso de la historia en el que se promueven (March & Olsen, 1984, 1989). Los 
atributos institucionales que ordenan y regulan los sistemas de gobierno universitario 
son el resultado de todo ello.  
 
39 El resto de las instituciones de educación superior (e.g. universidades de ciencias aplicadas, colleges, etc.) quedan 
excluidos del análisis al tener una naturaleza organizativa diferenciada y al no estar presentes en todos los países. 
Tampoco se incluyen las universidades privadas cuyas reglas de funcionamiento difieren claramente de sus homólogas 
públicas, lo que en último término provoca una organización y gobierno muy desigual. 
 
40 Aunque en la mayoría de los casos que se describen existe homogoneidad institucional en todo el país, en el caso de 
países fuertemente descentralizados como Bélgica, Reino Unido, Suiza, Alemania y España, es posible observar algunas 
diferencias regionales. En estos casos, los atributos institucionales que se describen son aquellos que son comunes al 
gobierno de todas sus universidades, incluyéndose información más detallada de ejemplos de universidades nacionales 
de dichos países. 
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En síntesis, puede afirmarse que los regímenes de gobierno universitario son una forma 
simplificada de aproximarse a una realidad social compleja como es la administración y 
gobierno de las universidades públicas de países con sistemas académicos muy diversos, 
que están a su vez condicionados por contextos socioeconómicos diferentes con 
trayectorias históricas heterogéneas. 
 
Concretamente este capítulo realiza una descripción comparativa de nueve países que 
son heterogéneos entre sí al presentar distintos modelos de gobernanza institucional de 
su sistema de educación superior, y que por tanto muestran diferencias en la regulación 
y coordinación de sus universidades. 
Los países han sido seleccionados atendiendo a la tradición histórica en la que se 
enmarca su gobernanza institucional de la educación superior con el objetivo de dar 
cabida a sistemas de gobierno universitario contextualizados en países con diversidad y 
heterogeneidad en la coordinación de la educación superior.  
De este modo es posible comparar si aquellos países con patrones similares de control e 
intervención del Estado sobre sus universidades presentan similitudes o diferencias en 
sus regímenes de gobierno universitario, y viceversa. Por ejemplo, se espera que el 
gobierno universitario de países con un mismo modelo de gobernanza universitaria 
tenga rasgos comunes entre sí, pero que muestre varianza con el de aquellos países que 
difieren en su gobernanza institucional.  
La descripción comparativa que se presenta en este capítulo permite analizar algunas de 
las similitudes y de las diferencias que se observan en el gobierno universitario dentro 
del contexto europeo. Un total de nueve países son incluidos: Francia, Italia, España y 
Portugal, tradicionalmente ubicados dentro del modelo napoleónico de gobernanza 
institucional por estar fuertemente orientado por la acción del Estado; Alemania, Suiza y 
Bélgica, caracterizados por un modelo humboldtiano de gobernanza institucional 
claramente influenciado por las reglas de la comunidad académica; y Reino Unido y 
Países Bajos caracterizados por un modelo de gobernanza de la educación superior 
orientado al mercado. 
Para la recogida de datos e información se utilizan fuentes de información primaria 
(legislación y documentos oficiales existentes) y secundaria (informes específicos de 
países, informes comparativos, estudios de caso, investigaciones empíricas, etc.).  
 
El análisis de los órganos de gobierno de las universidades sirve como base para una 
posterior categorización politológica de los regímenes de gobierno universitario en el 
contexto europeo. Para ello, este trabajo toma como referencia dos publicaciones 
académicas: en primer lugar, el esquema clasificatorio propuesto por De Boer y Denters 
(1999) en un análisis que hacen de los cambios producidos en las estructuras internas de 
gobierno de las instituciones de educación superior de los Países Bajos desde 1945; y en 
segundo lugar, la tipología de modelos de gobernanza institucional universitaria que 
Fumasoli (2007) desarrolla para analizar el gobierno de las universidades suizas. 
La categorización plantea cuatro dimensiones básicas de análisis de los régimenes de 
gobierno universitario: a) su carácter político-democrático; b) su reparto institucional de 
poder (distribución horizontal); c) su estructura ejecutiva; y d) su nivel de 
descentralización (o distribución vertical del poder). 
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Por último, se plantea una tipología de regímenes ideales de gobierno universitario a 
partir de la desarrollada por Fumasoli (2007) para el caso de Suiza, que permite ubicar a 
los sistemas analizados en función del equilibrio de poder institucional que existe entre 
los órganos unipersonales (rectores-presidentes) y los órganos colegiados (consejos de 
gobierno, de Universidad, senados académicos, etc.) que conjuntamente forman el 
gobierno universitario. 
 
4. El gobierno universitario en el contexto europeo en un escenario de transformación 
de la gobernanza de la educación superior: 
 
“Europe should learn from, but not copy the USA. The solution is to be 
found in a diversity of models, reflecting the diversity of European 
cultures and perspectives. Diversity is an asset and imposing a single 
model will threaten the diversity” (Olsen, 2007: 42). 
Cómo se ha comentado antes, este capítulo describe comparativamente los órganos 
políticos que configuran el gobierno de las universidades públicas en países del contexto 
europeo. Los países seleccionados difieren en su modelo de gobernanza institucional de 
la educación superior, lo que implica la existencia de diversidad y heterogeneidad en la 
coordinación de la educación superior.  
En el contexto europeo, la gobernanza institucional de la educación superior ha sido 
tradicionalmente interpretada desde tres grandes visiones o modelos: el modelo 
napoleónico es propio de sistemas dónde la política universitaria es orientada 
claramente desde el Estado; el modelo continental humboldtiano es característico de 
países en los que sus profesionales académicos ejercen una influencia notable en la 
regulación de la educación universitaria; y el modelo anglosajón es típico de sistemas 
universitarios claramente influenciados por las lógicas competitivas del mercado.  
Esta tipología de sistemas de gobernanza de la educación superior fue planteada por B. 
Clark (1983, 1995), uno de los sociólogos clásicos más influyentes dentro de la literatura 
especializada en este ámbito académico; y todavía hoy constituye un marco de 
referencia fundamental para el análisis de los sistemas modernos de educación superior. 
Representado gráficamente en forma triangular, Clark, clasifica a los sistemas de 
eduación superior según el el poder institucional que tienen cada uno de los actores 
involucrados en su coordinación -el Estado, el mercado y la oligarquía académica-.  
Al igual que Clark, sucesivos marcos interpretativos41 han analizado la coordinación de la 
educación superior de los países a partir del rol del Estado como actor principal del 
 
41 Han sido muchas las publicaciones que han abordado los procesos de interacción y las relaciones que se producen entre 
el Estado, las organizaciones de educación superior y la sociedad.  
Van Vught (1989, 1995) o Goedegebuure et al. (1994), por ejemplo, diferencian un modelo de planificación y de control 
racional de la educación superior dónde el Estado ejerce un control férreo sobre la educación superior, regulando sus 
límites y sus contenidos para alinearlos con sus objetivosrol; y un modelo de dirección, coordinación y supervisión de la 
educación superior dónde el Estado interviene la educación superior de una forma limitada, coordinando y supervisando 
las actuaciones de sus universidades e interviniendo cuando los resultados no son satisfactorios.  
Gornitzka (1999), toma los cuatro modelos de Estado sugeridos por Olsen (1998) -el Estado soberano, el Estado 
institucional, el Estado corporativo-pluralista, y el Estado orientado al mercado- para interpretar la gobernanza de la 
educación superior prestando atención a aspectos relevantes como la misión de la educación superior, el modelo de 
dirección, los procesos de toma de decisiones o la naturaleza organizativa de las universidades. 
Dobbins et al. (2011), mencionan varios trabajos destacados en su revisión del estado de la cuestión (e.g. Van Vught, 
1995; Niklasson, 1996; o McDaniel, 1996, entre otros). 
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desarrollo de la educación superior, pero observando también la influencia del 
profesorado que es quién recibe las competencias delegadas para el autogobierno 
universitario; y por supuesto del mercado, que también impone sus reglas y demandas. 
 
Los nueve sistemas de gobierno universitario que se describen en los próximos 
apartados tienen lugar en contextos institucionales en los que difiere la gobernanza de 
la educación superior. Del mismo modo, los sistemas nacionales42 de educación superior 
de cada uno de estos países reciben la influencia de patrones socioculturales y contextos 
históricos que los hacen heterogéneos entre sí. 
 
 
  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Figura 3.1.  
Los países europeos que se incluyen en la descripción comparativa son representados gráficamente en el triángulo que 
Clark (1983) diseñó para explicar los distintos modelos de coordinación de la educación superior. 
 
Tradicionalmente, España, Francia, Italia y Portugal (Kaiser, 2007; Dobbins et al., 2011) 
han tenido una gobernanza institucional de la educación superior con rasgos propios del 
modelo napoleónico, pero también del modelo de autogobierno académico. En estos 
países, el Estado siempre ha desempeñado un rol central como actor coordinador del 
sistema, interviniendo directamente en muchos aspectos de las universidades. El 
gobierno universitario también está sujeto a la intervención del poder político qué 
ejerce sobre él un sólido control administrativo, que evidencia la autonomía organizativa 
limitada y la dependencia que tienen las universidades públicas de estos países respecto 
a sus gobiernos -estatal y/o regionales-.  
Mientras, en países del centro y norte de Europa como Alemania y Suiza (Scott, 2002; 
Nybom, 2003; Dobbins & Knill, 2009) la gobernanza de la educación superior ha seguido 
la tradición humboldtiana por estar muy influenciada por los profesionales académicos, 
quienes tienen un papel decisivo en la orientación de la política universitaria. Como 
consecuencia, el gobierno de sus universidades públicas es débil desde un punto de vista 
 
42 En el capítulo anexo que se incluye al final de la tesis puede encontrarse una sección en la que brevemente se resumen, 
para cada uno de los países seleccionados, los rasgos generales de sus sistemas nacionales de educación superior, lo que 
proporciona información contextual que ayuda a una mejor comprensión de este capítulo. 
Autoridad del 
Estado 
Francia 
Bélgica 
Portugal 
Países Bajos 
Mercado 
España Reino Unido 
Italia 
Suiza 
Alemania 
Oligarquía 
académica 
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gerencialista, pero fuerte desde un punto de vista profesional-corporativo dado el fuerte 
control colegiado del colectivo académico.  
Su gobierno universitario constituye un partenariado Estado-Universidad cuyo 
funcionamiento se rige por principios de corporativismo profesional y acuerdos 
colectivos (Dobbins et al., 2011). Profesores, estudiantes, y también otros colectivos de 
la sociedad civil están representados en los distintos órganos colegiados, sin que ello 
reste relevancia al Estado como actor central en la coordinación de las universidades.  
Por último, Reino Unido ha sido siempre un ejemplo claro de gobernanza institucional 
de la educación superior guiado por las lógicas del mercado, que también podría 
extenderse a los Países Bajos tras las reformas institucionales promovidas en las últimas 
décadas. En contextos como éstos, el gobierno de sus universidades públicas presenta 
un perfil gerencialista que favorece el ejercicio de un liderazgo organizativo fuerte frente 
al Estado que actúa como un actor dinamizador del entorno (Dill, 1997; Ferlie et al., 
2008).  
 
Pese a lo anterior, la gobernanza de la educación superior de los países europeos 
experimenta un proceso de transformación que es resultado de las reformas 
institucionales promovidas por sus estados.  
Una de sus tendencias más evidentes es la de su desregularización. Los planes de 
modernización universitaria han limitado la sobrerregulación legal y el tradicional 
proteccionismo del Estado en las viejas universidades europeas, en una búsqueda por 
mejorar su competitividad, su eficiencia y su rendimiento organizativo.  
Hasta la década de los ochenta, la autonomía organizativa de las universidades europeas 
(a excepción de las británicas) estaba muy limitada. Las universidades del continente 
europeo siempre han funcionado como organizaciones burocráticas sometidas a las 
reglas externas establecidas por sus gobiernos nacionales o regionales, y 
salvaguardando siempre las normas internas definidas por su autogobierno académico. 
Desde el punto de vista organizativo, las universidades se han organizado 
tradicionalmente como grandes aparatos administrativos con un poder institucional 
asentado en sus profesionales académicos, y no en estructuras de autoridad con una 
capacidad estratégica real para la toma de decisiones (Paradeise et al., 2009). 
Sin embargo y como consecuencia de las reformas institucionales promovidas en el 
ámbito de la educación superior, desde principios de los noventa las universidades 
europeas están experimentando un proceso de transformación cuyo elemento más 
significativo es el fortalecimiento de su autonomía organizativa. Los estados europeos 
han introducido nuevos sistemas de evaluación y acreditación de la calidad docente e 
investigadora, modelos renovados de financiación universitaria, e instrumentos de 
política universitaria con el objetivo de incrementar la autonomía organizativa en sus 
instituciones de educación superior (Enders et al., 2009).  
Según expertos de la OCDE (2005, 2008), y como consecuencia de la implementación de 
estas reformas institucionales, las universidades europeas disponen de una mayor 
discrecionalidad en el uso de sus recursos, y de una autonomía real en ámbitos 
estratégicos como la dirección de los recursos humanos. Del mismo modo, se ha 
promovido un mayor rendimiento de cuentas: se financian según criterios vinculados al 
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desempeño; y han incorporado nuevos sistemas de control, y también instrumentos de 
supervisión, evaluación y gestión de sus recursos humanos. 
Por consiguiente, la desregularización estatal ha sido en favor de las universidades que 
organizativamente han experimentado un empoderamiento progresivo que ha 
fortalecido su liderazgo organizativo en torno a estructuras profesionalizadas de 
dirección, lo que las ha convertido en entidades más integradas y racionalizadas (Bleiklie 
& Kogan, 2007; Marginson & Considine, 2000; Santiago et al., 2008).  
Aún reconociendo los avances conseguidos en el ámbito de la autonomía organizativa -
sustantiva y procedimental- 43 , las universidades europeas, como organizaciones 
mayoritariamente públicas que son, continúan siendo muy dependientes del Estado 
desde el punto de vista financiero y político, y por ser quién regula su comportamiento.  
A la desregularización estatal y al empoderamiento organizativo, se añade el elemento 
de la complejidad: la gobernanza de la educación superior es ahora más compleja al 
involucrar a un mayor número de actores que operan desde distintos niveles. Muchos 
países europeos han evolucionado de un sistema clásico de gobernanza institucional con 
el Estado como actor dominante44, a un nuevo sistema con múltiples actores que 
influyen y participan en el diseño de las agendas educativas y de investigación, y por 
consiguiente en la formulación, implementación y evaluación de las políticas 
universitarias (De Boer et al., 2007).  
Con ello, la gobernanza universitaria en Europa es interpretada cada vez más como 
pluralista, multiactor y multinivel (Van Kersbergen & Van Warden, 2004; Ferlie et al., 
2008), un escenario institucional dónde el Estado desempeña una función de 
supervisión y de coordinación de la educación superior, más distanciada, y, por ende, 
alejada de la dirección.  
Esto último se maximiza en el contexto europeo con la emergencia de una política 
comunitaria de educación superior y de investigación que ha restado protagonismo a la 
 
43 Enders et al. (2009) matizan que la mejora de la autonomía universitaria ha sucedido fundamentalmente a nivel 
individual (profesorado) y no a nivel colectivo (esfera organizativa) lo que tiene consecuencias para la gestión y el 
gobierno de las universidades. Alemania es citada como ejemplo, dónde el grado de autonomía organizativa de sus 
universidades es reducido cuando se compara con la autonomía individual de la que siempre han gozado sus profesores. 
En este sentido, Estermann & Nokkala (2009), y Estermann et al. (2011), en sus trabajos sobre la autonomía universitaria 
en Europa, concluyen que la autonomía organizativa de las universidades europeas, tomada en un sentido amplio, ha 
crecido cualitativa y cuantitativamente en el conjunto de los países europeos, pero varía considerablemente cuando se 
examinan sus diferentes dimensiones -financiera, personal y académica-, tanto por países, como también por 
universidades de territorios políticamente descentralizados. Enders et al. (2009), y también Estermann & Nokkala (2009), 
y Estermann et al. (2011) reconocen que son muy pocos los países europeos que han implementado reformas que 
conceden a sus universidades poder para decidir sus propias estructuras internas de gobierno o autonomía discrecional 
para el desarrollo de políticas internas de recursos humanos, mientras que son muchos los países europeos que han 
promovido reformas que han flexibilizado su gestión financiera. 
 
44 Pierre & Peters (2000) afirman, que, en materias como la educación universitaria, el monopolio tradicional del Estado 
se ha difuminado y dispersado al delegar parcial o totalmente sus poderes competenciales en los distintos niveles de 
gobierno.   
En el contexto de la educación superior, se visualiza en tres aspectos fundamentales: en el diseño de la agenda política, 
de las decisiones estratégicas y de las estructuras que participan en su regulación; en la cesión de la autonomía decisional 
a las organizaciones de educación superior, y a las autoridades regionales y locales; y en la delegación competencial de 
funciones tradicionalmente desarrolladas por el Estado (e.g. actividades de evaluación, asignación de recursos) que ahora 
son compartidas con otros actores externos –públicos o privados- que convierten al Estado en una parte interesada más. 
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acción de los estados, que ya habían cedido parcialmente algunas de sus competencias a 
sus instituciones regionales45.  
No obstante, el Estado, ya sea a través de los gobiernos nacionales o regionales, 
continúa siendo determinante dentro de la gobernanza de la educación superior en 
Europa. El diseño de las agendas nacionales educativas y de investigación, de las 
políticas universitarias; y la fijación de las prioridades estratégicas son todavía 
monopolizadas por los gobiernos centrales quienes por tanto ejercen un fuerte control 
sobre las universidades que condiciona su comportamiento y su funcionamiento 
interno. 
Esto también está relacionado con sus patrones de sociedad (relaciones Estado-
sociedad46): en sociedades dónde el Estado ha tenido un rol históricamente importante, 
sus gobiernos se han mostrado más reacios a delegar poderes sustanciales y 
responsabilidades a las universidades, restringiendo su capacidad para configurarse 
como organizaciones separadas e independientes (actores organizativos plenos).  
 
Cabe concluir al respecto, que, aunque el nuevo escenario europeo refleja ciertas 
tendencias comunes en muchos de sus países, la convergencia de modelos de la que 
hablan algunos autores está lejos de producirse. Si bien es evidente que las reformas 
institucionales de los últimos años han promovido tendencias convergentes entre los 
países más proactivos y transformadores (Dobbins & Knill, 2009), todavía se observan 
notables diferencias entre los distintos sistemas nacionales (Amaral et al., 2002; 
Paradeise et al., 2009; Krüger et al., 2018), que se añaden a las que específicamen te 
existen en su interior e incluso entre sus propias organizaciones universitarias. 
 
45 En aquellos países más descentralizados (e.g. Alemania, Bélgica, España o Suiza) los gobiernos de las regiones han 
incorporado pogresivamente competencias en materia de educación superior en detrimento del gobierno central, lo que 
ha permitido un desarrollo regionalizado de políticas universitarias.  
En Alemania, por ejemplo, el Estado confederal desempeña un rol secunadario en la regulación y en la financiación de su 
sistema nacional universitario (e.g. vía proyectos temporales o iniciativas gubernamentales como el programa 
universidades de excelencia -2006-: `Exzellenzinitiative´) dónde sus universidades públicas son jurisdicción de los estados 
federales dónde están localizadas y de quienes económicamente dependen (Schimank & Lange, 2009). De forma similar 
ocurre en Bélgica, dónde los gobiernos regionales de sus comunidades lingüísticas -flamenca, francesa y alemana- son 
directamente responsables de sus propios sistemas de educación superior que son organizados según el idioma 
predominante en cada región, lo que provoca notables diferencias entre sí. El gobierno confederal tiene reservadas 
algunas competencias en materia educativa, pero son poco relevantes.  
En España ocurre algo parecido, y como consecuencia de un profundo proceso de descentralización, su sistema de 
gobernanza universitaria es actualmente muy complejo y multinivel, y las autoridades regionales son los principales entes 
de poder dentro del sistema, que son de quienes dependen sus universidades. En Suiza, las políticas de educación 
superior e investigación han sido históricamente una responsabilidad compartida entre los gobiernos regionales 
(cantones) y el gobierno federal, como un ejemplo ilustrativo del federalismo ejecutivo cooperativo que caracteriza a su 
sistema político. No obstante, los máximos responsables de la gestión de la educación superior son los cantones, de 
quienes dependen sus universidades.  
En otros países territorialmente más centralizados (e.g. Francia, Italia, Países Bajos o Portugal) las autoridades regionales, 
provinciales y locales no tienen apenas competencias ni responsabilidades legales en materia de educación universitaria e 
investigación, y son sus gobiernos centrales quienes mantienen el control absoluto de las políticas públicas de educación 
superior. 
 
46 Dos ejemplos contraopuestos son Reino Unido y Alemania: en Reino Unido, dónde la acción del Estado se ha mostrado 
limitada, sus universidades están sujetas a un control menor por parte del Estado y suelen ser gestionadas más 
autónomamente. Sin embargo, en Alemania, el Estado confederal y sus estados federales han desempeñado siempre un 
rol importante, y sus universidades mantienen frecuentes e intensas interacciones con los consejeros/ministros de sus 
regiones. 
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El informe Eurydice sobre gobernanza de la educación superior en Europa (2008), que 
analiza los cambios que han experimentado los países de la Unión Europea y de la Zona 
EFTA en sus estructuras de gobernanza, en la financiación y en las políticas de personal 
de sus universidades, concluye que la diversidad sigue siendo una de las características 
más sobresalientes de la educación superior europea y de su modelo de gobernanza 
institucional. 
 
Como se enuncia en el título de esta sección, este escenario de transformación que 
experimenta la gobernanza de la educación superior en el contexto europeo ha 
condicionado a su vez la administración y gobierno de las universidades, y por 
consiguiente lo que en este trabajo se ha llamado sus regímenes de gobierno 
universitario. 
Como se describe en secciones posteriores, la mayoría de los países europeos (e.g. 
Enders et al., 2009; Paradeise et al., 2009) han experimentado cambios significativos en 
las estructuras internas de administración y gobierno de sus universidades públicas 
como consecuencia de las reformas institucionales promovidas. El reparto institucional 
del poder ha sido redefinido, se han racionalizado organizativamente las estructuras 
internas de toma de decisiones, y han surgido nuevas jerarquías en torno a un liderazgo 
organizativo más sólido y centralizado, especialmente en aquellos sistemas en los que 
aparecía debilitado o vacío, lo que ha empoderado políticamente a los cuadros de 
dirección de las universidades.  
En determinados países, la dirección que ejercen los rectores en las universidades se ha 
profesionalizado, e incluso se han modificado los procedimientos mediante los que son 
elegidos, y los criterios que se requieren para acceder a ellos. También se han creado 
nuevos órganos de supervisión y control (De Boer et al., 2010) con funciones relevantes 
como la fijación de las estrategias y la aprobación de los presupuestos, que exceden a 
las clásicas funciones de rendición de cuentas que tradicionalmente han ostentado los 
órganos colegiados de representación. La expansión de los consejos supervisores es una 
tendencia generalizada en universidades de toda Europa (Vega et al., 2015, acuñan el 
término `boardarisation´ para referirse a ello). 
Una última tendencia, es la presencia cada vez más destacada de partes interesadas 
externas dentro de los órganos de gobierno universitario (Estermann & Nokkala 2009; 
Estermann et al., 2011; Jongbloed & Goedegebuure, 2001), en detrimento de actores 
clásicos como los profesores y los estudiantes que históricamente han gozado del 
monopolio de la representación de los intereses afectados. 
 
4.1. Análisis de los regímenes de gobierno universitario en una selección de países del 
entorno europeo: 
 
“The historically set distribution of authority tend to perpetuate 
itself, and convergence among national systems tend to be 
limited” (B. Clark, 1983: 200). 
 
“Because the University is one expression of a nation´s historic 
memory, and no country`s history is the same as its neighbours´, 
it should be no surprise that structure, practice and procedures 
within universities show a wide diversity across national systems 
of Higher Education” (G. Neave & F. Van Vught, 1991: 10-11). 
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Como ya se indicó antes, el término régimen de gobierno universitario es 
conceptualizado como el conjunto de órganos políticos y estructuras organizativas que 
dirigen las universidades y qué tienen atribuidas institucionalmente las funciones de 
dirección, administración y representación.  
A continuación, se describe comparativamente el sistema de gobierno universitario de 
una selección de nueve países europeos -Alemania, Bélgica, España, Francia, Italia, 
Países Bajos, Portugal, Reino Unido y Suiza- a partir de los atributos institucionales que 
definen y establecen la administración y gobierno de sus universidades públicas 
investigadoras. 
 
4.1.1. Atributos institucionales de la administración y gobierno de las universidades: 
 
La primera dimensión que define institucionalmente a un sistema de gobierno 
universitario incluye a sus estructuras de autoridad. Su análisis permite delimitar como 
se organiza el poder institucional dentro de la Universidad: cuáles son sus órganos de 
gobierno y las jerarquías establecidas entre sí, cuáles son los procedimientos de elección 
utilizados, y quienes son los actores involucrados. 
 
En primer lugar, cabe afirmar que en todos los países analizados las universidades 
públicas poseen cierta autonomía organizativa para decidir cuestiones relativas a su 
organización47 y gobierno, siendo normalmente definidas en sus estatutos internos de 
funcionamiento según las prescripciones que establecen las leyes universitarias 
regionales o nacionales, que son las que configuran institucionalmente sus regímenes de 
gobierno universitario. 
En segundo lugar y de forma simplificada, pueden señalarse una serie de rasgos 
generales compartidos por todos los regímenes de gobierno universitario del entorno 
europeo.  
En la cúspide del gobierno universitario se sitúa el Rector o Presidente que es una figura, 
con un perfil de gestor, político o administrador, que actúa como máximo representante 
institucional de la Universidad y que asume sus funciones de organización, 
administración y gobierno. Su elección depende de cada sistema de gobierno 
universitario, pudiendo ser elegido por actores internos de las propias universidades y/o 
por partes interesadas externas, y normalmente es nombrado o validado por el poder 
político (por la autoridad estatal o regional competente). 
Los regímenes de gobierno universitario también disponen de un órgano ejecutivo, 
normalmente denominado Consejo Rectoral, Consejo de Dirección o equipo 
presidencial; que actúa como principal responsable de la toma de decisiones colectivas. 
 
47 En Alemania, por ejemplo, algunos estados (e.g. baja Sajonia) permiten a sus universidades decidir su naturaleza 
jurídica (Shimank & Lange, 2009), y elegir entre ser organizaciones públicas o reconstituirse como fundaciones de derecho 
civil que incrementan su discrecionalidad decisional en cuestiones financieras y organizativas (e.g. estructuras salariales, 
categorías laborales, incentivos, etc.). Algo similar ocurre en Portugal tras la última reforma universitaria de 2007, dónde 
también pueden decidirlo aquellas universidades que cumplen con determinados requisitos (e.g. que el 50% de su 
financiación sea externa).  
Otro ejemplo ilustrativo se observa en la región alemana de Renania del Norte, dónde sus universidades pueden optar 
entre un modelo tradicional de gobierno universitario con un rector académico o uno más corporativo con un órgano 
ejecutivo. 
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Generalmente presenta un tamaño reducido que incluye como miembros a los 
principales cargos uninominales del gobierno de la Universidad, pero también a otros 
responsables de estructuras organizativas intermedias y a representantes de la sociedad 
civil.  
Junto a dicho órgano, es cada vez más frecuente la existencia de un órgano de 
asesoramiento y supervisión que en algunos regímenes presenta una naturaleza híbrida 
al ejercer también funciones de dirección y administración. Generalmente incorpora a 
agentes sociales externos procedentes del sector de la economía, la industria y el 
comercio, la política, la cultura o la sociedad civil, como órgano de participación de la 
sociedad que garantiza una actuación de la Universidad conforme a los intereses 
generales de la sociedad y las normas establecidas.  
En muchos sistemas de gobierno universitario, la emergencia de este nuevo órgano ha 
restado protagonismo al órgano académico, el último de los órganos clásicos que 
completa el gobierno de las universidades. Comúnmente denominado como Senado o 
Consejo académico, está compuesto por representantes de la comunidad universitaria -
profesores, estudiantes y otros profesionales empleados-, que lo hacen responsable de 
las cuestiones relacionadas con la docencia y la investigación. 
 
Estermann y Nokkala (2009), distinguen dos sistemas de gobierno universitario en 
Europa que son el dual y el unitario: los países con un sistema dual48 de gobierno 
universitario cuentan con una asamblea o senado como principal órgano de 
representación del que forman parte representantes del Personal Docente e 
Investigador, de los estudiantes y del staff no académico; y con un consejo, con un 
tamaño generalmente más reducido, que incluye a personas externas de la Universidad. 
Los países con un sistema unitario de gobierno universitario están formados por un 
único órgano político que es el responsable de la toma de decisiones en las 
universidades. 
 
48 En la mayoría de los regímenes duales de gobierno universitario, el Consejo es quién normalmente adopta las 
decisiones estratégicas como son la aprobación de sus estatutos de funcionamiento, sus planes estratégicos, la selección 
de los cargos uninominales, la asignación de los recursos, etc. Mientras, el Senado suele tener competencias en materias 
puramente académicas como el diseño de las titulaciones académicas y los planes de estudios, la promoción del personal 
académico, etc. 
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Fuente: mapa extraído de Estermann & Nokkala (2009:13) 
 
 
En todos los regímenes de gobierno universitario seleccionados (ver tabla 3.1) existen al 
menos dos órganos colegiados de los que forman parte tanto actores internos de la 
comunidad universitaria, como otros actores externos. Estos órganos tienen atribuidas 
diversas funciones institucionales -representación, control y supervisión, asesoramiento, 
y potestad normativa- que normalmente se solapan con las funciones clásicas de 
administración, dirección y gobierno que ostentan los restantes órganos unipersonales 
(rectores-presidentes).  
 
 
 
 
 
 
 
 
Figura 3.2. Sistemas duales y unitarios de gobierno universitario en Europa 
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Cuadro resumen 3.1. Órganos de gobierno universitario en el contexto europeo 
Sistema de 
gobierno 
universitario 
(país) 
Tipo de sistema de 
gobierno 
universitario: dual 
/unitario 
 
Dirección/Gobierno 
ejecutivo 
Órgano académico 
(órgano tradicional 
de representación) 
Órgano de toma 
decisiones 
Órgano de 
asesoramiento/supervisión y 
control 
Alemania 
Mayoritariamente 
dual (aunque 
unitario en algunos 
estados) 
Rektor/ 
Präside
nten 
Kanzler Akademischer 
senat/Konzil/Versam
mlung 
Hochschulrat/ 
Kuratorium Hochschulrat/ 
Kuratorium 
Präsidium/Rektorat Akademischer senat 
Bélgica (CF: 
Comunidad 
flamenca, y CFr: 
Comunidad 
francófona) 
CF: dual 
Rector Academische raad 
 
Bestuurscollege Raad van beheer 
 Het Bestuurscollege Raad van beheer 
CFr: unitario 
Recteur, Président y 
Pro-recteur  Conseil académique  Collège rectoral Conseil d'administration  
Collège rectoral 
España Dual 
Rector 
Claustro universitario Consejo de gobierno Consejo social 
Consejo de dirección 
Francia Unitario 
Président 
Conseil académique 
Conseil d’ 
administration 
- 
Equipe présidentielle 
Italia Dual Rettore Senato accademico Consiglio di amministrazione 
Países Bajos Dual 
Rector 
Voorzitter 
y Vice-
voorzitter Universiteitsraad 
College van bestuur 
Raad van toezicht 
College van bestuur Raad van toezicht 
Portugal 
Las universidades 
pueden optar 
entre tener dos 
órganos (Senado y 
Consejo General), 
o un solo órgano 
(Consejo general) 
Reitor 
Senado/Assembleia 
da Universidade 
Conselho de gestão Senado/ 
Assembleia da Universidade 
Conselho de gestão/ 
Equipa reitoral 
Conselho geral Conselho geral Conselho geral 
Conselho de curadores 
Reino Unido Dual 
Chancellor-President, 
Vice-chancellor 
(también Provost, 
Principal y Rector en 
Escocia) 
Senate/Academic 
board/Academic 
council 
University council/ 
Board of governors/ 
Board of trustees/ 
 
University court 
University council/ 
Board of governors/ Board of 
trustees/ 
Suiza Dual 
Rektor/Recteur y 
Presidente Senat/Assemblée 
générale 
Universitätsrat/Cons
eil de l’Université 
Universitätsrat/Conseil de 
l’Université 
Universitätsleitung/R
ektorat/Direction 
Senat/Assemblée 
générale 
Senat/Assemblée générale 
□ Órgano colegiado de composición híbrida integrado por stakeholders internos y externos. 
□ Órgano colegiado de composición única integrado por stakeholders internos. 
□ Órgano colegiado de composición única integrado por stakeholders externos. 
□ Órgano unipersonal. 
 
Fuente: elaboración propia 
 
Los nueve sistemas de gobierno universitario se organizan en torno a un Consejo49 que 
asiste, en funciones de administración y gobierno, a la estructura ejecutiva a quién 
también controla y supervisa. 
 
49 Como se verá después, en muchos sistemas de gobierno universitario este órgano desempeña un rol similar al de los 
Consejos de Administración de las corporaciones empresariales. Esta estructura se visibiliza más en regímenes con un 
perfil más gerencialista y en contextos de gobernanza institucional con lógicas de mercado. Por ejemplo, en Reino Unido, 
en los Países Bajos, en algunos cantones suizos y en algunos estados alemanes, las universidades suelen contar con un 
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En los sistemas de gobierno universitario de Alemania (`Kuratorium´ o `Hochschulrat´), 
de Reino Unido (`University council´) y en algunas universidades de Suiza 
(`Universitätsrat/Conseil de l’Université´) es denominado Consejo de Universidad. En 
otros países recibe el nombre de Consejo de gobierno o de administración (`Consejo de 
gobierno´ en España, `Conseil d’ administration´ en Francia, `Consiglio di 
amministrazione´ en Italia o `Raad van toezicht´ en los Países Bajos). En Bélgica y en 
algunas universidades británicas se le conoce como Consejo de gobernadores o 
directores (`Raad van beheer´ en la comunidad belga flamenca y `Board of governors´ en 
Reino Unido), mientras que en Portugal se le llama Consejo General (`Conselho geral´). 
También es generalizada la existencia de un Senado o de un Consejo académico que 
actúa como principal órgano representativo de la Universidad del que son miembros los 
representantes de los diversos grupos sociales que componen la comunidad 
universitaria.  
Sus denominaciones son diversas en el contexto europeo. En los sistemas de gobierno 
universitario de Alemania (`Akademischer senat´), de Italia (`Senato accademico´), y en 
algunas universidades británicas, portuguesas y suizas (`Senate´, `Senado´ y ´Senat´ 
respectivamente) recibe el nombre de Senado académico. En la comunidad flamenca de 
Bélgica (`Academische raad´), en Francia y en la comunidad francófona belga (`Conseil 
académique´), o en Reino Unido (`Academic board´ o `Academic council´) se le denomina 
Consejo académico. Solo registran denominaciones diferentes en España dónde se le 
conoce como `Claustro universitario´, en los Países Bajos dónde se le llama Consejo de 
Universidad (`Universiteitsraad´) y en algunas universidades de Suiza y Portugal dónde 
se conoce con el nombre de Asamblea general universitaria (`Assemblée générale´ y 
`Assembleia da Universidade´, respectivamente). 
Algunos sistemas de gobierno universitario disponen, a su vez, de otros órganos 
colegiados50 que asisten y proporcionan apoyo técnico-administrativo a los rectores-
presidentes en la labor de gobierno. 
 
Con relación a los órganos unipersonales, los sistemas de gobierno universitario pueden 
ser monocefálicos y bicefálicos. En el primer caso, los rectores-presidentes tienen una 
doble autoridad académica y administrativa mediante la que ejercen las funciones de 
representación académica e institucional; mientras que, en el segundo caso, la 
autoridad académica e institucional es compartida en una estructura dual y dividida. 
En el primer grupo se incluyen los sistemas de gobierno de Bélgica (comunidad 
flamenca), España, Francia, Italia, Portugal y Suiza dónde la figura del Rector o 
 
Consejo -de administración o de Universidad- que actúa como un verdadero Consejo de Administración. En España, sin 
embargo, si bien existe formalmente (`Consejo Social´) su rol está alejado de las estructuras corporativas empresariales. 
 
50 Al igual que se aclaraba en la nota anterior, estos órganos tienen una mayor relevancia en sistemas de gobierno con un 
perfil más corporativo, y también en aquellos otros más centralizados política y organizativamente, que es dónde 
disponen de amplias competencias. No obstante, se observan en universidades de Reino Unido (`Senior Management 
Group´), Países Bajos (`college van bestuur´), Alemania (`Präsidium´), Portugal (`Conselho de gestão´), España (`Consejo de 
dirección´), Francia (`Consejo directivo´) y en algunas universidades de Suiza (`Universitätsleitung/Rektorat/Direction´) y de 
la comunidad francófona belga (`Collège rectoral´). 
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Presidente51 es la máxima autoridad académica y administrativa de la Universidad. 
Mientras que en el segundo grupo se incluyen los sistemas de gobierno universitario de 
Alemania (presidente-rector y canciller), Países Bajos (rector, presidente y 
vicepresidente), Reino Unido (canciller o vicecanciller), y algunas universidades de la 
comunidad francófona belga (rector y presidente), dónde existe una figura académica 
que representa corporativamente al sector académico, y otra figura, más simbólica, que 
actúa como máximo responsable institucional de su administración y como integrador 
institucional de la Universidad como entidad de servicio público.  
Todas las universidades europeas cuentan, por último, con administradores, directivos y 
gerentes que ejercen responsabilidades gerenciales y administrativas, y que 
proporcionan un apoyo técnico a sus estructuras ejecutivas. 
 
En lo que se refiere a la composición de los órganos de representación y gobierno, las 
leyes nacionales universitarias normalmente estipulan aspectos básicos y generales. Ello 
concede cierta autonomía discrecional a las universidades en su aplicación y propicia, al 
mismo tiempo, diferencias entre universidades de un mismo país.  
En todos los sistemas de gobierno universitario seleccionados (ver tabla 2.2 del material 
anexo) los grupos sociales que forman la comunidad universitaria -profesores e 
investigadores, personal no académico y estudiantes- ven representados sus intereses 
dentro de los órganos de gobierno dónde participan activamente en los procesos 
internos de toma de decisiones. 
En general, el profesorado y los estudiantes están normalmente representados en los 
órganos académicos (senados o consejos académicos), pero en algunos casos también lo 
están en los órganos centrales del gobierno universitario (consejos de gobierno), junto a 
otros responsables universitarios de los niveles intermedios (decanos de facultades) e 
inferiores (directores de departamentos).  
Así ocurre en Alemania, España, Francia, Portugal y Reino Unido (dependiendo de la 
Universidad) dónde representantes de los profesores, de los estudiantes y del personal 
no académico forman parte de todos sus órganos de gobierno universitario. En los 
Países Bajos en cambio, los representantes de los estudiantes y de los profesores 
solamente están representados con idéntica cuota en su órgano académico de 
representación (Consejo de Universidad). En el caso de Italia, y también en 
universidades de la comunidad francófona de Bélgica, el Senado académico está 
actualmente formado por representantes de los profesores y de los estudiantes, tras su 
reciente incorporación a un órgano que históricamente había estado monopolizado por 
el profesorado. 
En países como Suiza, Alemania, España y Reino Unido, la composición de los distintos 
órganos de gobierno, y la proporcionalidad representiva que tienen cada uno de sus 
grupos sociales es regulada heterogéneamente en sus distintas regiones, lo que impide 
una descripción completa de sus patrones generales de gobierno.  
Un aspecto relevante de la composición social que se observa en los órganos de 
gobierno universitario de los países seleccionados es su amplia y diversa procedencia. 
 
51 Si bien el término Rector es la denominación más comúnmente extendida en el contexto europeo, existen otros 
nombres que pueden observarse en los países europeos: Presidente (e.g. Francia), Vice-canciller (e.g. Inglaterra, Wales e 
Irlanda del Norte) o `Principal´ (e.g. Escocia).  
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Representantes de los sectores económicos e industriales, de los medios de 
comunicación, de las organizaciones sindicales y empresariales, de los partidos políticos, 
de las administraciones públicas, de los parlamentos regionales y de los gobiernos 
locales, de las fundaciones culturales, de ong´s, y representantes de otras universidades 
y centros de investigación frecuentemente forma parte de los órganos colegiados52. Los 
órganos en los que está representada la sociedad civil no solo cumplen con una función 
de representación, sino que desempeñan un rol destacado en la supervisión y control de 
la acción ejecutiva, contribuyendo a la tutela de los intereses generales de la sociedad y 
al cumplimiento de las normas establecidas por el poder político. 
Además y como se ve a continuación, la función de supervisión que realizan estos 
órganos es fundamental dentro del gobierno universitario, y en algunos sistemas actúan 
como verdaderos consejos de administración con capacidad de decisión en cuestiones 
estratégicas, y con un rol funcional similar al que poseen estos órganos en las 
corporaciones empresariales (o en las propias universidades norteamericanas). 
Normalmente son responsables de la salvaguarda de la reputación institucional y de la 
sostenibilidad financiera de sus organizaciones, lo que les confiere el nombre de 
consejos guardianes.  
 
También se observan diferencias en el tamaño de los órganos de representación y 
gobierno. Una tendencia progresiva es la reducción del número de miembros que 
forman los distintos órganos de gobierno de las universidades, un objetivo incluido 
dentro de los planes de racionalización organizativa y transformación gerencialista 
introducidos con las reformas institucionales promovidas en los últimos años (e.g. 
Francia y Portugal en 2007, Países Bajos en 1997).  
En el contexto europeo, por tanto, se observan sistemas de gobierno universitario con 
estructuras decisionales reducidas y más operativas que facilitan una toma de decisiones 
más ágil y eficiente: es el caso de los Países Bajos dónde el Consejo académico de 
Universidad y el Consejo de administración tienen 24 y 5 miembros respectivamente; y 
también de Italia, Portugal y Reino Unido dónde el tamaño de sus principales órganos de 
gobierno –Senado y Consejo de administración en Italia; y Consejo general y Consejo de 
Universidad en los dos últimos- oscila entre los 10 y 35 miembros. En Alemania y 
Francia, entre 20 y 40 son los miembros que forman parte de sus órganos principales –
Consejo académico y de administración, Senado y Consejo de Universidad 
respectivamente-. 
Pero también se observan otros regímenes de gobierno universitario con estructuras 
decisionales asamblearias53 que ralentizan y dificultan la adopción de decisiones. El caso 
 
52 Estermann & Nokkala (2009) analizan 34 países europeos e identifican que en 28 de ellos es común la participación de 
personas de la sociedad civil (partes interesadas externas) en alguno de sus órganos de gobierno universitario. En algunos 
casos, los miembros externos son mayoría dentro de estos órganos y en otros, incluso, todos sus miembros son ajenos a 
la Universidad (caso de Países Bajos, algunos cantones suizos y algunos estados alemanes). Además, cada vez es más 
frecuente que los agentes sociales externos formen parte también de los órganos colegiados académicos, unas 
estructuras tradicionalmente formadas por representantes del profesorado y de los estudiantes. 
 
53 Algo similar ocurre en Reino Unido, un país dónde la colegialidad siempre ha sido un elemento fundamental de su 
modelo de gobernanza institucional universitaria. Algunas de sus universidades más antiguas (e.g. Cambridge, Oxford), 
que son quienes han proporcionado a su sistema nacional de educación superior una reputación internacional evidente, 
cuentan todavía hoy con órganos asamblearios plenamente soberanos que funcionan como verdaderos parlamentos 
dónde millares de personas interactúan como representantes de los diferentes estamentos universitarios. 
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más representativo es el de España, dónde su Consejo de Gobierno incluye a 50 
miembros, y su Claustro universitario a un máximo de 300. 
 
Las fórmulas y los procedimientos de elección de los miembros que forman los órganos 
de representación y gobierno de las universidades también ofrecen diferencias 
considerables entre los sistemas seleccionados (ver tabla 3.2 del material anexo). 
Éste es un elemento fundamental para la interpretación politológica del gobierno 
universitario, porque está estrechamente relacionado con la legitimidad que tienen las 
autoridades dentro de las organizaciones políticas.  
En este sentido, pueden diferenciarse dos modelos: en el primero, los sistemas de 
gobierno universitario utilizan fórmulas democráticas de legitimidad para elegir a sus 
gobernantes y representantes, mediante procedimientos de elección en los que 
participan los diferentes grupos sociales. Esta participación puede ser directa dónde los 
grupos sociales expresan directamente sus preferencias en procesos electorales, o 
indirecta cuando son delegadas en representantes de cada uno de los colectivos. En el 
segundo, los responsables de gobierno universitario son elegidos sin la participación de 
sus grupos sociales mediante procedimientos de designación que utilizan criterios 
selectivos como el mérito o las cualidades profesionales, o criterios personales como la 
confianza.  
En el primer grupo se encuentra el caso de España (ver figura 3.6 del material anexo), 
dónde el Rector y los miembros de su órgano académico -Claustro universitario- son 
democráticamente elegidos por los profesores, los estudiantes y por el personal de 
administración y servicios (PAS) mediante sufragio universal, libre, directo y secreto 
(igual en el caso del Claustro y ponderado en el caso del Rector), según los 
procedimientos y reglas que establece la legislación universitaria regional y los propios 
estatutos que regulan el funcionamiento de sus universidades.  
También Italia (ver figura 3.8 del material anexo), dónde el Rector universitario y los 
representantes de la comunidad universitaria que son miembros de sus órganos 
colegiados -Senado académico y Consejo de administración- son elegidos por los 
profesores, por los estudiantes y por el personal no académico. En el caso de Francia 
(ver figura 3.7 del material anexo), los miembros de sus órganos de representación 
también son electos.  
En estos tres casos, y ocurre de un modo similar en otros países del entorno europeo, 
los miembros externos que participan en los órganos de gobierno universitario suelen 
ser designados por el Presidente de la Universidad o por el poder político.  
En el segundo grupo, puede citarse el caso de los Países Bajos dónde todos los 
miembros que forman parte de su gobierno universitario -Consejo ejecutivo de 
Gobierno y Consejo de Administración- son designados por alguna autoridad 
universitaria superior o por autoridades gubernamentales del país. También en Bélgica 
(ver figuras 3.5a y 3.5b del material anexo), los miembros del Consejo Académico y del 
Consejo de Gobernadores son designados por el Consejo ejecutivo de gobierno entre los 
candidatos propuestos por un órgano electoral en el que participan autoridades de los 
distintos niveles organizativos y representantes de cada uno de los estamentos. 
No obstante, en la mayoría de los sistemas de gobierno universitario se observan ambas 
fórmulas, porque normalmente los miembros de sus órganos académicos son electos 
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mientras que los miembros de los restantes órganos colegiados son elegidos o 
designados por las autoridades universitarias (rectores-presidentes u otros comités 
ejecutivos) o por miembros del gobierno nacional o regional.  
Por ejemplo, en Alemania (ver figura 3.4 del material anexo), en Portugal (ver figura 
3.10 del material anexo) y en Suiza (ver figura 3.12 del material anexo), los 
representantes de la comunidad universitaria que forman parte de la Asamblea y del 
Senado -del Consejo General y del Senado en el caso de Portugal- son elegidos a través 
de procedimientos democráticos, a excepción de sus miembros externos que son 
designados políticamente por los gobiernos regionales (e.g. algunos cantones suizos y 
estados alemanes) o en procedimientos internos que involucran a otros órganos.  
De un modo similar ocurre en la comunidad flamenca de Bélgica, dónde los 
representantes de los estudiantes que forman el Consejo Académico son elegidos 
también en procesos electorales. En Francia (ver figura 3.7 del material anexo), los 
representantes de la comunidad universitaria que participan en su Consejo Académico y 
de Administración respectivamente, son elegidos por la propia comunidad universitaria, 
mientras que los miembros externos son frecuentemente designados por el Presidente 
de la Universidad o por las autoridades políticas del país.  
En los Países Bajos (ver figura 3.9 del material anexo), los miembros de su Consejo de 
Administración, que son quienes eligen a su vez al Rector, al Presidente y al 
Vicepresidente; son designados por el Ministerio competente en materia de educación 
superior, mientras que los miembros del Consejo de Universidad son elegidos por los 
estudiantes y por los profesores. Lo mismo ocurre en Reino Unido (ver figura 3.11 del 
material anexo), dónde los representantes del Consejo académico son normalmente 
miembros electos, sean académicos o no, mientras que otras autoridades (Chair y 
miembros externos del Consejo de Universidad, o los miembros del Equipo senior de 
dirección, por ejemplo) son designadas por autoridades internas de la Universidad.  
En el caso de Portugal (ver figura 3.10 del material anexo), y concretamente en 
universidades establecidas como fundaciones, los miembros de sus consejos de 
administración son seleccionados y propuestos por órganos internos, aunque requieren 
la aprobación formal del Ministerio competente en materia universitaria. Por último, en 
España (ver figura 3.6 del material anexo) los únicos miembros que son propuestos y 
designados por el poder político, o por las organizaciones sindicales y empresariales son 
los miembros externos de su Consejo Social. 
La participación de actores externos como los gobiernos regionales o nacionales en 
estos procedimientos es en muchas ocasiones simbólica, como ocurre en el caso español 
dónde prácticamente todos los cargos universitarios unipersonales -rectores, 
vicerrectores y presidentes del Consejo Social- son designados políticamente por las 
autoridades gubernamentales sin que ello deba ser considerado como una injerencia 
formal del Estado en la autonomía organizativa que poseen las universidades. Ello 
contrasta con lo que ocurre en Suiza dónde la injerencia política del poder político es 
evidente, como consecuencia de la capacidad revocatoria que tienen algunos de los 
gobiernos de sus cantones que además de decidir el nombramiento de los rectores-
presidentes de sus universidades, también pueden rescindir su mandato de gobierno. 
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En la elección y nombramiento de los rectores-presidentes de las universidades, 
también se observan diferencias entre los sistemas de gobierno universitario 
seleccionados. En el contexto europeo las universidades utilizan procedimientos, 
métodos y sistemas muy diversos para seleccionar a sus responsables ejecutivos, sin que 
exista ningún patrón común y homogéneo (Enders & File, 2006).   
Estermann y Nokkala (2009) distinguen cuatro procedimientos diferentes de elección del 
Rector que se observan en las universidades públicas europeas:  
a) El primero, que es el más comúnmente observado en toda Europa, dónde el 
Rector es elegido por una base electoral determinada, generalmente amplia, 
dónde están representados –directa o indirectamente- todos los grupos sociales 
de la comunidad universitaria -personal académico y no académico, y 
estudiantes-, en una votación que puede ser ponderada según los estamentos 
(e.g. comunidad francesa de Bélgica, Italia y España); 
b) El segundo, dónde el Rector es elegido por un órgano colegiado que ha sido a su 
vez elegido democráticamente por la comunidad universitaria. Normalmente la 
elección corresponde al Senado o asamblea académica dónde están 
representados todos los grupos sociales de la Universidad (e.g. Francia y algunos 
estados alemanes); 
c) El tercero, dónde la elección del Rector recae en el órgano que generalmente 
ejerce funciones de control y supervisión sobre la acción ejecutiva - Consejo de 
Universidad o de Administración- quién selecciona y designa al Rector o 
Presidente (e.g. Países Bajos, Reino Unido, Portugal y algunas universidades 
suizas); 
d) El cuarto y último, dónde la elección o designación del Rector involucra a 
diferentes órganos colegiados de la Universidad -Senado y Consejo- (e.g. 
comunidad flamenca de Bélgica y algunos estados alemanes y suizos). 
Todos estos procedimientos de elección del rector requieren, generalmente, la 
validación y confirmación de una autoridad externa que suele ser el Ministerio nacional 
o regional competente en materia de educación universitaria (e.g. España, Italia, Suiza y 
algunos estados alemanes). 
 
Otro elemento de diferenciación entre los sistemas de gobierno universitario es la 
participación de partes interesadas externas en la elección de los rectores. Las fórmulas 
descritas de elección de Rector generalmente involucran –directa o indirectamente- a 
partes interesadas internas –académicos y estudiantes principalmente-, pero a veces 
también incluyen a miembros ajenos a la Universidad. Esto ocurre, por ejemplo, cuando 
los responsables ejecutivos son elegidos por órganos colegiados que incluyen entre sus 
miembros a personas representantes de la sociedad civil.  
La participación de partes interesadas externas en el proceso también considera la 
intervención formal que tiene el poder político. El rol que desempeña la autoridad 
gubernamental –el Ministerio nacional o regional competente en materia universitaria- 
en un proceso fundamental como la elección del máximo responsable de gobierno 
universitario es un indicador del grado de autonomía institucional que tienen las 
universidades de un determinado país. Normalmente en el contexto europeo, adquiere 
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un valor simbólico que implica la aprobación de la propuesta formal que internamente 
hacen las universidades.  
En el caso concreto de los nueve sistemas de gobierno universitario que aquí se 
abordan, se observa que en los que poseen estructuras fuertes y centralizadas de 
gobierno, sus responsables universitarios suelen ser frecuentemente designados por 
órganos colegiados en los que participan agentes externos y otros miembros no elegidos 
democráticamente por la comunidad académica (e.g. Países Bajos y Reino Unido).  
 
 
En el caso holandés, los rectores, los presidentes y los vicepresidentes son elegidos por 
los miembros del Consejo de Administración, que son externos y designados a su vez por 
el Estado. En los casos británico y alemán (en algunas de sus universidades) los 
vicecancilleres tampoco son elegidos democráticamente por la comunidad universitaria, 
sino que son elegidos por los miembros, mayoritariamente externos, que forman el 
Consejo de Universidad -o la Corte Universitaria en el caso de sus universidades más 
antiguas y tradicionales-. Los cancilleres, en cambio, si son elegidos normalmente por el 
Senado, la Corte Universitaria o el Consejo General.  
En países como Italia, Francia, Portugal y en algunos estados de Alemania (también en 
algunas universidades suizas), los rectores o presidentes son nominados y elegidos por 
representantes –electos- de los órganos colegiados de las universidades: por el Senado 
Académico en el caso alemán, italiano y en algunas universidades suizas; por el Consejo 
de Administración en el caso francés; y por el Consejo General en el caso portugués. 
También presenta un modelo de elección indirecta la comunidad flamenca de Bélgica, 
dónde sus rectores son designados por el Consejo Ejecutivo de Gobierno entre un 
listado de candidatos propuesto por un cuerpo electoral en el que está representada 
toda la comunidad universitaria.  
Nuevamente, el caso español es `sui géneris´ porque su legislación universitaria plantea 
dos opciones posibles: la elección indirecta, que fue implementada por la reforma de 
1983 para después ser eliminada en la reforma de 2001, en la que el Rector es elegido 
en sufragio universal por los miembros del Claustro Universitario; y la elección directa, 
que fue introducida en la reforma de 2001, dónde el Rector es elegido mediante 
sufragio universal y en una votación ponderada para cada uno de los sectores de la 
comunidad universitaria -profesores, estudiantes y personal de administración y 
servicios-.  
Es esta última fórmula democrática la más extendida en la mayoría de sus universidades, 
aunque su aplicación muestra algunas diferencias en la ponderación del voto que tiene 
asignado cada uno de los estamentos académicos. El procedimiento democrático 
también es seguido en algunas de las universidades más antiguas de Escocia (e.g. 
Aberdeen, Edimburgo, Glasgow y St. Andrews) dónde los estudiantes son quienes eligen 
al Rector. 
De un modo similar, también es relevante cómo se articula el cese del Rector. Es decir, el 
modo en el que un Rector puede ser cesado de sus responsabilidades revela el 
rendimiento de cuentas que tiene el poder ejecutivo ante los restantes órganos de 
gobierno universitario, y, en consecuencia, el control institucional que realizan las 
diferentes estructuras de autoridad. 
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Normalmente, es el mismo órgano que elige o designa a los rectores quien tiene a su vez 
la capacidad para cesarlos de sus cargos, lo convierte generalmente al Senado y al 
Consejo en los órganos colegiados dotados de tal atribución.  
En algunos sistemas de gobierno universitario, la solicitud formal de cese de un Rector 
ha de ser confirmada o avalada por una autoridad externa -el poder político- (e.g. caso 
de España y Portugal) que es, en algunos casos, quién la fundamenta alundiendo, por 
ejemplo, a razones de mala conducta (caso de Portugal y Suiza). Un caso singular es el 
de Italia, dónde los rectores de sus universidades no pueden ser cesados en el ejercicio 
de sus mandatos de gobierno. 
 
 
Fuente: mapa extraído de Eurydice (2008:37) 
 
Normalmente, el acceso al cargo de Rector exige unos determinados requisitos54 que 
suelen ser establecidos en la legislación universitaria. No obstante, en sistemas de 
gobierno universitario más abiertos y menos burocratizados (e.g. los Países Bajos, Reino 
Unido y Suiza) tales requerimientos no aparecen estipulados normativamente. 
En algunos de los casos seleccionados (e.g. Bélgica, España, Italia, Francia y Suiza), los 
candidatos al puesto de rector han de proceder del ámbito académico, exigiendo una 
posición permanente en la Universidad y el título de Doctor. Algunas veces, esta 
afiliación académica está incluso restringida en un sentido localista y cerrado, cuando, 
por ejemplo, se limita el acceso a profesores procentes de otras universidades externas 
 
54 Estermann et al. (2011), que analizan un número de casos (países) superior al de este capítulo, mencionan algunos 
ejemplos curiosos: en Austria, Finlandia y Lituania los candidatos a Rector deben acreditar una amplia experiencia 
internacional y demostrar habilidades y competencias de dirección. En Dinamarca, a los candidatos a rectores les debe 
avalar una reconocida trayectoria científica y/o académica. Por último, en Turquía restringen el acceso al cargo a los 67 
años de edad.  
Figura 3.3. Elección del Rector-Presidente en las universidades europeas 
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como ocurre en Bélgica, España e Italia dónde los candidatos a rectores tienen que ser 
profesores de la misma Universidad. 
En otros casos (e.g. Alemania, Países Bajos, Portugal, Reino Unido, y algunas 
universidades suizas y portuguesas), los presidentes y los rectores de las universidades 
pueden ser elegidos y reclutados fuera del ámbito académico y científico. Ello suele ser 
más habitual en contextos de gobernanza universitaria con lógicas de mercado, y 
también en sistemas más centralizados de gobierno universitario dónde es más 
favorable la construcción de liderazgos gerencialistas. 
Sin embargo y pese a los cambios surgidos en países del noroeste de Europa, el perfil 
academicista de los rectores-presidentes como figuras primus inter pares dentro del 
gobierno de las universidades está ampliamente extendido en el contexto europeo (ver 
figura 3.13). 
 
 
 
Fuente: mapa extraído de Estermann & Nokkala (2009:16) 
 
En relación con la duración de los mandatos de gobierno, la legislación universitaria fija 
habitualmente la duración temporal que ha de comprender el ejercicio de gobierno 
universitario. Sin embargo, en muchos países son las propias universidades las que 
regulan en sus propios estatutos internos éstos y otros aspectos relativos al gobierno 
universitario. 
Figura 3.4. Perfiles de los rectores en las universidades europeas 
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Normalmente, los miembros que asumen funciones de representación y gobierno 
universitario desempeñan sus responsabilidades políticas en períodos de dos a cuatro 
años, generalmente renovables por un mandato adicional. 
Por ejemplo, la mayoría de los rectores y de los presidentes de universidades públicas 
europeas (e.g. Alemania, Bélgica, Francia, España, Portugal, Reino unido y Suiza) ejercen 
sus funciones de dirección y gobierno en mandatos de cuatro años. Sin embargo, se 
observan algunas excepciones en universidades de Reino Unido: en la Universidad de 
Cambridge, por ejemplo, los vicecancilleres suelen ser designados por períodos de 6-7 
años; mientras que los cancilleres de las universidades inglesas lo hacen por un período 
infinito. También en algunas universidades alemanas y suizas sus presidentes pueden 
ostentar mandatos de gobierno por períodos de hasta 6 años.  
Agunas universidades de la comunidad flamenca de Bélgica, España y Suiza han 
implementado limitaciones en los mandatos institucionales que impiden la reelección 
continuada de una misma persona para un mismo cargo. 
Generalmente, la duración del mandato institucional de los rectores es la que marca al 
resto de los órganos de representación y gobierno de las universidades, al ser 
coincidentes.  
La segunda dimensión clave de nuestro análisis es el reparto del poder institucional en 
el nivel organizativo horizontal de los sistemas de gobierno universitario. Para ello, se 
describen comparativamente las atribuciones formales de cada uno de sus órganos de 
representación y gobierno lo que proporciona información del rol que desempeñan en 
los procesos internos de toma de decisiones de las organizaciones universitarias. 
La delimitación de responsabilidades entre los diversos órganos de gobierno 
universitario varía en los sistemas seleccionados. 
Como ya se explicó antes, analizar cómo el poder institucional está formalmente 
distribuido entre las distintas estructuras universitarias de autoridad resulta complejo 
porque aparece disperso y fragmentado, cómo describe la literatura clásica 
especializada. 
En este capítulo se identifican, en primer lugar, los órganos de gobierno universitario 
que ostentan una capacidad efectiva para la toma de decisiones en cuestiones 
relevantes para las universidades, frente a aquellos otras que poseen una naturaleza 
consultiva. En segundo lugar, se realiza una descripción comparativa de las 
competencias y de las responsabilidades formales que poseen los órganos de 
representación y gobierno en los sistemas de gobierno universitario seleccionados.  
Generalmente, la legislación universitaria nacional y/o regional delimita las funciones 
institucionales y las competencias que tienen los distintos órganos que forman el 
gobierno de sus universidades públicas. Estas prescripciones que establece el poder 
político son a su vez desarrolladas por las normativas específicas elaboradas por las 
universidades (e.g. estatutos y reglamentos) para regular su organización y 
funcionamiento interno. 
 
En el contexto europeo los sistemas de gobierno universitario están normalmente 
estructurados en distintos órganos de representación y gobierno con una naturaleza 
funcional diversa -ejecutiva, académica, decisional y de supervisión-.   
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Con carácter general, el gobierno de las universidades públicas europeas está 
organizado en torno a un órgano ejecutivo -Rectorado o Equipo Presidencial- formado 
por el Presidente-Rector y su equipo de vicerectores que le asisten en la labor de 
dirección, gestión y gobierno de la Universidad. Junto a la estructura ejecutiva, existe un 
órgano académico -Senado o Consejo académico- que es responsable de cuestiones 
académicas como la docencia, la investigación y la vida universitaria en general.  
Dependiendo del sistema de gobierno del que se trate, la toma de decisiones 
estratégicas como la planificación estratégica, puede recaer en el órgano ejecutivo, en el 
órgano académico o en un tercer órgano que generalmente desempeña la función de 
asesoramiento, supervisión y control -institucional y económico-financiero- de las 
actividades que realizan las universidades.  
Por consiguiente, un elemento de varianza entre los sistemas de gobierno universitario 
seleccionados es precisamente que la capacidad decisional sobre cuestiones estratégicas 
es asumida por distintos órganos de gobierno universitario, lo que revela 
heterogeneidad en el reparto del poder institucional. 
 
En todos los sistemas europeos de gobierno universitario, la función de dirección 
corresponde a los rectores-presidentes. Para la acción de gobierno están respaldados 
por un número determinado de vicerrectores que junto a otros administradores 
seniores forman, normalmente, el Consejo Ejecutivo de Gobierno de las universidades -
Consejo de Dirección o Equipo Rectoral-Presidencial-, que suele ostentar amplios 
poderes competenciales.  
En el contexto europeo, el Rector ha tenido históricamente una posición relativamente 
débil dentro del gobierno universitario como consecuencia de compartir las principales 
competencias y la toma de decisiones con el poder político -el Estado- y con otras 
estructuras de autoridad dentro de las universidades -el Senado académico en el nivel 
organizativo superior y los órganos de dirección de las facultades y de los 
departamentos en los niveles intermedio e inferior-.  
Sin embargo, una mayor autonomía de las universidades y su empoderamiento 
organizactivo han fortalecido institucionalmente a los rectores-presidentes y a sus 
estructuras de apoyo. En general han asumido más funciones y responsabilidades como 
máximos responsables ejecutivos de sus universidades, lo que los ha fortalecido dentro 
del gobierno universitario hasta convertirlos en actores decisionales centrales, cuyas 
decisiones y actuaciones dependen menos de la aprobación o refrendo de algún otro 
órgano de gobierno. 
En todos los regímenes de gobierno universitario analizados los rectores-presidentes 
desempeñan principalmente funciones de representación institucional, pero también de 
liderazgo, gobierno, y gestión de sus universidades.  
Los rectores-presidentes son las máximas autoridades académicas y corporativas de las 
universidades europeas y velan por sus intereses dentro de la sociedad (e.g. en actos 
jurídicos, en acuerdos de financiación, en negociaciones políticas, etc.). Tienen amplias 
responsabilidades en la planificación estratégica de las actividades que se desarrollan en 
sus organizaciones, y también en la programación, diseño y desarrollo de las estrategias 
organizativas, así como en su organización, gestión y control.  
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Específicamente, los rectores-presidentes fijan las directrices del gobierno universitario 
y establecen las orientaciones y prioridades estratégicas de sus organizaciones en 
estrecha colaboración con sus equipos rectorales. Al mismo tiempo, son responsables de 
la administración y de la organización general de la Universidad y se encargan de 
cuestiones administrativas y financieras como la gestión del patrimonio, la elaboración 
del presupuesto y las cuentas anuales, o la creación y eliminación de las estructuras 
organizativas. Se encargan también de la coordinación general de las actividades 
docentes, científicas y tecnológicas que desarrolla la Universidad, y de la promoción e 
implementación de las políticas universitarias garantizando que las decisiones, que 
adopta el gobierno universitario en su conjunto, se ejecutan eficaz y eficientemente. 
En algunos de los sistemas de gobierno universitario seleccionados, sus máximos 
responsables de gobierno tienen competencias en la dirección de los recursos humanos, 
un ámbito estratégico que los sitúa como responsables directos del personal empleado 
en sus organizaciones. En todos los sistemas analizados, los rectores-presidentes 
participan activamente en la planificación y organización de los recursos humanos de sus 
organizaciones académicas: junto a otros órganos de gobierno suelen fijar las plazas 
académicas que se convocan, pero además, en algunos países como Francia y también 
en algunas universidades alemanas,  portuguesas y suizas, no solo aprueban el 
nombramiento de los profesores que han accedido a una plaza sino que tienen 
capacidad de influencia dentro de los procesos de reclutamiento y contratación.   
En la descripción comparativa realizada (ver tabla 3.3 del material anexo) se observa que 
en aquellos regímenes de gobierno universitario más centralizados como el caso francés 
y también en algunas universidades portuguesas, sus presidentes poseen una mayor 
discrecionalidad para asignar internamente los recursos según las prioridades y criterios 
que ellos mismos establecen, lo que revela su poder institucional en un contexto como 
el europeo, dónde tal potestad suele estar limitada y controlada por otros órganos de 
supervisión y control, o incluso por el órgano académico. 
Con carácter general, la legislación universitaria y los ordenamientos jurídicos propios de 
las universidades suelen atribuir a los rectores-presidentes una potestad para designar 
y/o nombrar a determinados cargos internos -decanos de facultades, directores de 
institutos, directores de departamentos, administradores seniors, etc.-, ya sea de forma 
discrecional o refrendando simbólicamente la elección previa realizada por algún órgano 
de gobierno. Normalmente, también eligen libremente a los miembros de su equipo 
directivo -vicerrectores, Secretario, Administrador y/o Gerente-. 
La relevancia institucional que tienen los rectores-presidentes dentro del gobierno 
universitario es también una consecuencia de su omnipresencia en los distintos órganos 
políticos de los que son miembros en la mayoría de los sistemas analizados. 
Generalmente, los rectores-presidentes presiden los órganos académicos, pero también 
otros órganos decisionales importantes e incluso algunos órganos de supervisión. 
En Alemania y Suiza, el Presidente suele presidir el Senado Académico y el Consejo de 
Universidad (en aquellas universidades que cuentan con ambos órganos); y en Francia, 
en Italia, en la comunidad franco-belga y en algunas universidades de la comunidad 
flamenca de Bélgica, el Rector-Presidente también preside el Consejo/Senado 
Académico y el Consejo de Administración o de Directores. En España, el Rector preside 
el Claustro Universitario y el Consejo de Gobierno, pero no el principal órgano 
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supervisor, del que, no obstante, es miembro ex officio. En Reino Unido, el Vicecanciller 
suele presidir el Senado/Consejo Académico, y la Corte universitaria y el Consejo de 
Universidad en el caso de algunas universidades.  
En cambio, en las universidades de Portugal y Suiza que cuentan con un Senado 
Académico, él Rector suele presidirlo, a diferencia del Consejo General -Consejo de 
Universidad en el caso suizo- dónde no suele estar presente. En último lugar, los Países 
Bajos constituyen una excepción, ya que ni su Rector ni su Presidente forman parte del 
órgano académico -Consejo de Universidad- ni tampoco del órgano supervisor -Consejo 
Guardián-. 
Esta omnipresencia de los rectores-presidentes en las estructuras decisionales de una 
mayoría de los sistemas europeos de gobierno universitario incide en los niveles de 
control y transparencia del gobierno universitario: que el Rector-Presidente forme parte 
de órganos políticos que desempeñan una función de control limita institucionalmente 
su rendimiento de cuentas. 
En los regímenes bicefálicos de gobierno universitario, los rectores-presidentes 
comparten protagonismo institucional con otros cargos unipersonales, aunque 
normalmente desempeñan funciones diferenciadas. En Alemania y Reino Unido por 
ejemplo, el Canciller es el máximo responsable de la administración universitaria y 
representa institucionalmente a la Universidad como entidad de servicio público. 
Aunque tiene responsabilidades en materia de desarrollo institucional y en otras 
cuestiones relevantes, su rol directivo es simbólico si se compara con el del Presidente-
Rector o con el del Vicecanciller. 
En los Países Bajos, el Rector es quién representa académicamente a la Universidad y a 
su comunidad, mientras que el Presidente y el Vicepresidente actúan como sus 
representantes institucionales en la sociedad. Lo mismo ocurre en las universidades 
escocesas con las figuras de Vicecanciller -o `Principal´-, frente al Rector que es quién 
representa académicamente a la comunidad universitaria, y más concretamente a los 
estudiantes que son quienes lo eligen.  
Esta responsabilidad institucional de los rectores-presidentes les concede un liderazgo 
fundamental en las negociaciones políticas que habitualmente mantienen sus 
organizaciones académicas con el Estado (e.g. acuerdos presupuestarios, planes de 
financiación universitaria, contratos programa, acuerdos de cooperación, reformas 
legislativos en el ámbito de la educación universitaria, etc.) y con otros agentes externos 
(e.g. contratos de investigación con empresas, acuerdos de colaboración con 
fundaciones y organizaciones académicas, etc.). Además, en los países dónde 
tradicionalmente el Estado ha desempeñado un rol destacado en la coordinación de la 
educación superior, los rectores-presidentes también actúan como representantes del 
Estado por la dependencia institucional que muestran unas organizaciones que 
funcionan a veces como agencias gubernamentales. Los rectores son formalmente 
responsables de la implementación de las políticas públicas universitarias y del 
cumplimiento de la ley, y habitualmente actúan como mediadores institucionales en los 
conflictos que suceden internamente, y también en aquellos que involucran a actores de 
su entorno (e.g. con el gobierno central, con las autoridades regionales y locales, etc.).  
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En relación con el órgano académico, en el contexto europeo tradicionalmente ha sido 
un órgano con capacidad decisional, y el máximo órgano representativo de la 
comunidad universitaria. Sin embargo, las últimas reformas institucionales promovidas 
por los gobiernos nacionales de determinados países (e.g. Países Bajos –MUB: 1997-, 
Francia –LRU: 2007- y Portugal -2007-) han limitado algunas de sus atribuciones clásicas 
hasta transformarlos en órganos consultivos. Un ejemplo evidente es que se les ha 
retirado, en muchos casos, la función de control sobre las finanzas y los presupuestos 
universitarios.  
En la mayoría de los sistemas de gobierno universitario seleccionados, el órgano 
académico tiene una capacidad decisional limitada, normalmente circunscrita a ámbitos 
estrictamente académicos relacionados con las actividades docente e investigadora. En 
el plano organizativo, no es directamente responsable de las políticas internas de la 
Universidad, ni tampoco del diseño, ni de la orientación y desarrollo de sus estrategias 
organizativas. Su naturaleza predominantemente consultiva, le convierte en un órgano 
que asesora, a través de recomendaciones, propuestas e informes, al resto de órganos 
del gobierno universitario.                            No obstante, tanto el Rector-Presidente como 
el órgano de toma de decisiones han de buscar su aprobación en aquellas materias con 
una naturaleza académica, como son el diseño de los planes de estudios, la ordenación 
de las titulaciones académicas, los planes de evaluación del profesorado o los programas 
de investigación. 
Concretamente, en todos los sistemas de gobierno universitario analizados (ver tabla 3.3 
del capítulo anexo) el órgano académico desempeña una función representativa como 
órgano supremo de representación de la comunidad universitaria que defiende los 
intereses y las preferencias de los grupos sociales que la forman -estudiantes y 
académicos, y personal no académico en algunos casos-.  
La función de representación es compartida en el caso de algunos países con el órgano 
del que forman parte otros miembros externos de la sociedad civil: son ejemplos la 
comunidad flamenca y francófona de Bélgica -Consejo Académico y Consejo de 
Gobernadores/Directores-, Francia e Italia -Senado y Consejo de Administración-, y 
algunas universidades alemanas, británicas, portuguesas y suizas -Senado y Consejo de 
Universidad, y Consejo General respectivamente-. 
En todos los sistemas de gobierno seleccionados son la máxima autoridad académica y 
tienen competencias exclusivamente académicas y científicas: se encargan de la 
regulación de las titulaciones académicas y de supervisar su funcionamiento, de la 
coordinación de la ordenación docente, del diseño de incentivos académicos y de la 
promoción de la investigación, de la fijación de las tasas de matrícula, y determinan el 
número de estudiantes para cada titulación universitaria, entre otras atribuciones. Lo 
anterior involucra directamente al órgano académico en el diseño de estrategias 
organizativas relevantes para las universidades como son la planificación académica, el 
diseño de la agenda de investigación y la orientación de las líneas prioritarias de 
investigación científica.  
Esta realidad es el resultado de una transformación del gobierno universitario y de su 
progresiva profesionalización en Europa, en la que los profesionales académicos y su 
órgano de representación son quienes deciden, sobre la base de su expertise 
profesional, todas las cuestiones estrictamente académicas frente a los profesionales de 
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la gestión y la administración que se encargan de la dirección y gobierno de 
organizaciones complejas como las universidades.  
En los sistemas de gobierno universitario de Alemania e Italia, el órgano académico 
también tiene ciertas competencias en materia de organización y ordenación interna al 
disponer de capacidad decisional para crear y suprimir los departamentos y los institutos 
de investigación. En Alemania, el órgano académico también participa en los procesos 
de selección y contratación del personal docente e investigador, aunque su actuación 
generalmente se limita a la adopción de la propuesta que realiza el comité responsable 
de los recursos humanos o el departamento convocante de una plaza. En Francia, el 
Consejo académico es responsable de la supervisión de los procedimientos de la 
organización de las carreras académicas del personal docente e investigador, de su 
reclutamiento y designación. 
Con carácter general, el órgano académico tiene autonomía plena para plantear 
iniciativas propias y planes de actuación en las materias sobre las que mantiene 
competencias, y suele estar atribuido de una potestad normativa que le permite la 
elaboración y la aprobación de normas internas -directivas, acuerdos, reglamentos, etc.- 
que son fundamentales para el funcionamiento de las organizaciones académicas 
quienes todavía presentan muchos rasgos burocráticos. Suele ser, por ejemplo, el 
órgano responsable de la elaboración, aprobación y reforma de los estatutos que 
regulan la organización y funcionamiento interno de las universidades (e.g. Alemania, 
España, y en algunas universidades de Italia, Portugal y Suiza).  
Por último, el órgano académico también tiene potestad para elegir y/o nombrar a 
algunos de los cargos internos que ocupan responsabilidades en los distintos niveles 
organizativos de las universidades -decanos de facultades, directores de institutos, 
directores de departamentos, administradores seniores, etc.-, aunque a veces esta 
función es simbólica al seguir la elección realizada por algún otro órgano interno. Es 
común, por ejemplo, que el órgano académico elija a los representantes de la 
comunidad universitaria que van a ser miembros de otros órganos de gobierno 
universitario. 
Pese a la relevancia que tienen las atribuciones mencionadas, lo que realmente confiere 
poder institucional a un órgano político dentro de un sistema de gobierno universitario 
es su capacidad para controlar los recursos internos que posee la Universidad, y su 
capacidad de control institucional dentro del gobierno universitario en general, y de la 
acción ejecutiva en particular. Cuando se producen ambas circunstancias, el órgano 
académico puede ser entendido de facto como la estructura de gobierno universitario 
que cumple un rol funcional similar al que tiene el poder legislativo en los sistemas 
políticos democráticos. 
La primera condición sucede en los sistemas de gobierno universitario dónde el órgano 
académico es responsable de la elaboración y aprobación del presupuesto y de las 
cuentas anuales de la Universidad. Generalmente cuando ocurre es una responsabilidad 
limitada dónde el órgano académico participa activamente en su diseño y elaboración, 
pero la iniciativa corresponde, en muchos casos, al órgano ejecutivo y/o al Rector-
Presidente y requiere de una validación posterior por parte de otros órganos internos de 
gobierno, e incluso del poder político.  
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Por ejemplo, en Alemania y en algunas universidades suizas dónde el Senado es el 
principal órgano decisor del gobierno universitario, el órgano académico participa 
activamente en el proceso de elaboración del presupuesto y de las cuentas anuales de la 
Universidad. 
En el contexto europeo es poco frecuente que el órgano académico tenga una potestad 
discrecional plena para la distribución interna de los recursos entre las distintas 
unidades organizativas, aunque en casos aislados como el de Italia, el Senado Académico 
es un actor relevante en la gestión de los recursos, humanos y materiales. 
Respecto a la segunda condición, ocurre en los regímenes de gobierno universitario 
dónde el órgano académico elige a su responsable ejecutivo -Rector/Presidente- y tiene 
asignada una potestad para cesarlo de su cargo mediante una moción de censura o en 
una convocatoria extraordinaria del proceso electoral. 
En algunas de universidades de Alemania y Suiza, es el Senado Académico quién elige y 
ratifica al Presidente-Rector y a sus Vicepresidentes. En España, el Claustro Universitario 
tiene legalmente reconocida la competencia para elegir al Rector, aunque el modo de 
elección más frecuentemente observado en sus universidades públicas es la elección 
directa por parte de la comunidad universitaria. No obstante, la legislación universitaria 
le atribuye poder para convocar elecciones con carácter extraordinario. En Italia, el 
Senado Académico puede presentar una moción de censura al Rector de la Universidad. 
En la comunidad flamenca de Bélgica, el Consejo Académico es quién organiza la 
elección del Rector, aunque quién lo designa es el Consejo Ejecutivo de Gobierno; y en la 
comunidad francófona belga el órgano académico es quién presenta la lista de los 
candidatos aspirantes a Rector. 
En cualquier caso, cabe señalar que en todos los sistemas de gobierno universitario 
seleccionados el órgano académico posee ciertas atribuciones y competencias que le 
otorgan cierta capacidad de control sobre la acción ejecutiva del gobierno universitario 
o sobre las medidas que adoptan el resto de los órganos internos. En los Países Bajos, 
por ejemplo, el Consejo de Universidad tiene capacidad para aprobar y rechazar las 
propuestas y medidas que proceden del órgano ejecutivo.  
 
Como se ha afirmado antes, el órgano académico fue considerado durante mucho 
tiempo como el órgano central de toma de decisiones dentro del gobierno universitario 
en Europa en el marco de la colegialidad y el autogobierno académico que imperó hasta 
finales de los noventa. Sin embargo, las reformas institucionales promovidas en las 
últimas décadas han transformado esta realidad. 
 
El órgano de gobierno universitario que actúa como principal órgano decisional de las 
universidades es normalmente responsable de su planificación estratégica, de la política 
general académica -docente y de investigación- y de su desarrollo institucional. También 
tiene capacidad para modificar los estatutos y los reglamentos que regulan su 
funcionamiento interno, y su voto suele ser requerido en la aprobación de muchas de las 
decisiones que adopta el Rector-Presidente en el ejercicio de su poder ejecutivo. 
La identificación del órgano central de toma de decisiones en cada uno de los sistemas 
de gobierno seleccionados no resulta fácil ya que las atribuciones señaladas son 
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compartidas frecuentemente entre los distintos órganos internos, y habitualmente su 
delimitación funcional no es clara.  
En Alemania y Suiza, dependiendo del estado o cantón, las decisiones recaen 
principalmente en el Senado Académico y en el Consejo de Universidad. En muchas de 
las universidades del estado de Hesse, por ejemplo, es el Senado quién tiene una 
capacidad efectiva para la toma de decisiones importantes, mientras que el Consejo de 
Universidad presenta una naturaleza fundamentalmente consultiva. Sin embargo, en las 
universidades de Renania del Norte sucede lo contrario, y es el Consejo de Universidad 
el órgano con mayor capacidad decisional e incluso capacidad de veto en algunas 
cuestiones, mientras que el Senado es quién realiza una labor más bien consultiva 
(Estermann et al., 2011).   
En el caso suizo y para la mayoría de sus universidades, el Consejo de Universidad es el 
principal órgano decisional y quién posee funciones ejecutivas, frente al Senado que se 
comporta como un órgano consultivo. 
Italia quizá sea uno de los pocos casos dónde el Senado Académico todavía desempeña 
un rol destacado dentro del sistema de gobierno universitario. Como consecuencia de 
una larga tradición nacional dónde la oligarquía académica ha sido fuerte y poderosa 
dentro del modelo de gobernanza institucional, el parlamento académico posee amplios 
poderes competenciales que lo sitúan junto al Rector en una posición estratégica dentro 
de la administración y dirección general de sus universidades. De este modo, el Senado 
Académico italiano asume la potestad normativa, desempeña las tradicionales funciones 
de representación y asesoramiento, pero también tiene importantes atribuciones en 
materia de supervisión y control del funcionamiento institucional, y otras competencias 
de organización y gestión de los recursos.   
En el caso de la comunidad flamenca de Bélgica, el Consejo Ejecutivo de Gobierno y el 
Consejo de Gobernadores tienen capacidad decisional en ámbitos estratégicos para sus 
universidades. El Consejo Ejecutivo de Gobierno, como órgano responsable de la política 
universitaria se encarga de la implementación de las decisiones que adopta el Consejo 
de Gobernadores, pero también asume la dirección estratégica de la Universidad y 
elabora su presupuesto. También es responsable de la gestión de los recursos humanos 
y materiales y de su distribución interna, posee potestad normativa para establecer 
regulaciones orgánicas de la Universidad, oyendo siempre al Consejo Académico y al 
Consejo de Gobernadores, y es quién designa al Rector.  
El Consejo de Gobernadores, por su parte, es responsable de la administración y gestión 
financiera de la Universidad y funciona como un órgano regulador general que 
determina su estructura y organización. También es responsable del diseño de la política 
general universitaria y de su dirección, aprueba el presupuesto de la Universidad y su 
capacidad decisional comprende aspectos estratégicos (e.g. misión y estrategias 
organizativas, políticas de dirección de los recursos humanos, asignación interna de 
recursos, etc.).  
En el sistema portugués de gobierno universitario y dependiendo de la Universidad, el 
Consejo Directivo y el Consejo General son considerados como los órganos decisores 
centrales. El Consejo Directivo es el órgano que gestiona los activos, bienes y recursos 
de la Universidad desde un punto de vista administrativo y financiero, y quién asiste al 
Rector en el ejercicio de sus responsabilidades de dirección y gobierno. Junto al Consejo 
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General es quién elabora la planificación estratégica, y quién determina las líneas 
generales de orientación de la Universidad, su presupuesto y sus cuentas anuales.  
El Consejo General es quién evalúa, como órgano de supervisión y control, las acciones 
del Rector y de su Consejo Directivo. También posee competencias en materia de 
organización institucional, decicde cuestiones académicas, responsabilidad que 
comparte con el Senado cuando existe; y es el órgano que aprueba el presupuesto de la 
Universidad. Una de sus principales atribuciones es su potestad electiva al ser el 
encargado de la elección del Rector. 
En el caso de los Países Bajos, el Consejo Ejecutivo de Gobierno, compuesto por el 
Presidente, el Vicepresidente y el Rector es el órgano central de su sistema de gobierno 
universitario, frente al Consejo de Universidad y el Consejo de Guardianes que actúan 
como órganos de representación, control y supervisión, respectivamente.  
Precisamente este último órgano, también llamado Consejo de Administración, tiene 
importantes atribuciones cómo órgano supervisor que controla la acción del órgano 
ejecutivo, a quién asesora y presta apoyo directivo. También participa en la aprobación 
de importantes procedimientos y documentos como las regulaciones y los estatutos 
internos de funcionamiento, el plan estratégico, el presupuesto y las cuentas anuales de 
la Universidad. Además, es el órgano que selecciona y elige a los miembros del Consejo 
Ejecutivo -Rector, Presidente y Vicepresidente- que son quienes lideran la Universidad.   
Algo similar sucede en Alemania, con diferencias entre sus universidades y estados, 
dónde el Consejo de Universidad, el Senado y el Consejo de Gobierno tienen atribuidas 
funciones importantes como la aprobación del presupuesto, la propuesta de planes 
estructurales y de desarrollo, y otras competencias en materia de organización. El 
Senado Académico y el Consejo de Universidad intercambian roles que varían según la 
Universidad y/o el estado dónde se encuentran: participan activamente en la 
elaboración del presupuesto, en la redacción de regulaciones y normativas internas (e.g. 
estatutos de Universidad), participan en el diseño de las estrategias organizativas, y 
normalmente eligen al Canciller, al Presidente-Rector e incluso a los vicepresidentes.   
En la comunidad francófona de Bélgica, el Consejo Rector es el máximo órgano ejecutivo 
y quién determina las prioridades estratégicas y quién elabora el presupuesto de sus 
universidades. En Francia, el Consejo de Administración tiene capacidad decisional sobre 
todas las cuestiones relativas a la organización y funcionamiento de sus universidades, y 
es quién define las políticas universitarias, los objetivos organizativos generales y las 
líneas estratégicas. También es responsable de la asignación interna de los recursos, de 
la adopción de normativas internas y es quién aprueba el presupuesto y los estatutos 
internos de las universidades.  
En España, el Consejo de Gobierno es el órgano central del gobierno universitario dada 
la capacidad decisional que posee en asuntos estratégicos. Es el órgano que establece 
las líneas estratégicas y programáticas en las universidades, las directrices y los 
procedimientos que son de aplicación en la organización de las enseñanzas, de la 
investigación, y de los recursos humanos y económicos. También es quién elabora y 
aprueba los presupuestos y sus modificaciones, y la programación plurianual de las 
universidades. 
Por último, en Reino Unido el máximo órgano decisor dentro del gobierno universitario 
es el Consejo de Universidad, quién es responsable de la supervisión de las actividades 
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que se realizan en las universidades, de sus asuntos generales y de sus recursos 
financieros, materiales y humanos. También se encarga del diseño de su estrategia, 
determina su dirección estratégica y monitorea el desarrollo de los objetivos 
estratégicos. Además, es el órgano dónde se debate y se aprueba el presupuesto, las 
cuentas anuales y cualquier programa o plan que implica gasto, y en general todas las 
políticas colectivas de las universidades. 
Un elemento relevante del análisis de los órganos decisionales principales es su 
composición interna, porque permite conocer si son agentes internos o externos 
procedentes de la sociedad civil quiénes adoptan formalmente las decisiones 
fundamentales en las universidades. 
Una consecuencia del desplazamiento institucional del órgano académico de la 
centralidad decisional del gobierno universitario es que la toma de las decisiones 
principales no solo recae en los representantes de la comunidad universitaria, que han 
sido quiénes tradicionalmente han formado parte de dicho órgano, sino que en la 
actualidad las partes interesadas internas y externas comparten la capacidad decisional. 
Así ocurre en la mayoría de los casos abordados, con la excepción de Italia, de las 
universidades alemanas y suizas dónde el órgano decisional principal es el Senado, y 
también en la comunidad franco-belga dónde es el Consejo Rector. Los casos de España 
-Consejo de Gobierno-, Francia -Consejo de Administración-, algunas universidades de 
Portugal dónde el Consejo General actúa como órgano principal, y las universidades de 
Reino Unido dónde representantes de la comunidad universitaria también forman parte 
de sus consejos de Universidad, son ejemplos dónde los órganos centrales de toma de 
decisiones aúnan tanto a miembros de la comunidad universitaria como a miembros 
ajenos a ella. 
No obstante, se observa una notable heterogeneidad en el número de miembros 
externos que participan o en lo relativo a su procedencia, que es muy diversa -de otras 
universidades y centros de investigación, de instituciones públicas u otras 
organizaciones socioculturales, de la industria, de empresas multinacionales, de grandes 
consorcios empresariales, etc.-.  
Los Países Bajos, por ejemplo, constituyen el único caso dónde su órgano de toma de 
decisiones -Consejo Guardián- está compuesto solamente de partes implicadas externas. 
 
Por último y para finalizar este extenso apartado, es preciso referirse al último de los 
órganos con una naturaleza funcional de supervisión que se observan dentro de los 
sistemas europeos de gobierno universitario.   
La mayoría de los sistemas seleccionados cuentan en su gobierno universitario con un 
órgano que específicamente tiene atribuida la función de supervisión y control 
institucional, una labor fundamental que es compartida en muchos casos con otros 
órganos internos como el Senado que tradicionalmente la habían venido desempeñando 
(ver tabla 3.3 del material anexo).  
Con la única excepción del caso francés, dónde sus universidades públicas carecen 
funcionalmente de un órgano de supervisión, todos los regímenes de gobierno 
universitario analizados cuentan con uno: Alemania -Consejo de Universidad-, la 
comunidad flamenca de Bélgica -Consejo de Gobernadores-, la comunidad francófona-
belga -Consejo de Administración o de Directores-, España -Consejo Social-, Italia -
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Consejo de Administración-, Países Bajos -Consejo Guardián o de Administración-, 
Portugal -Consejo General y/o Senado-, Reino Unido -Consejo de Universidad o Corte 
Universitaria-, y Suiza -Consejo de Universidad y/o Senado-. 
En todos estos países, el órgano que desempeña las funciones de supervisión y control 
institucional, habitualmente, realiza también una importante labor de asesoramiento al 
resto de órganos del gobierno universitario.  
Aunque normalmente este órgano posee importantes atribuciones para el desarrollo de 
un adecuado control institucional de la actividad de gobierno y para la supervisión 
formal del funcionamiento general de la Universidad, su capacidad decisional suele estar 
limitada, al no requerir la adopción de decisiones internas relevantes de su apoyo y 
aprobación.  
En la práctica, la función de supervisión y control institucional implica la salvaguarda de 
los intereses generales en las universidades, lo que significa la defensa del bien común 
como organizaciones de servicio público que son; y el debido cumplimiento de la 
legislación. Por ello, el órgano de supervisión se encarga normalmente de aprobar 
documentos y planes institucionales (e.g. informes anuales, memorias económico-
financieras, etc.) y de supervisar la actividad económica y financiera de las 
universidades. 
En los sistemas seleccionados, normalmente, también tiene encomendada una labor de 
promoción de las relaciones de cooperación y colaboración entre la Universidad y la 
sociedad (e.g. relaciones institucionales con el poder político, proyectos conjuntos con 
organizaciones externas, transferencia del conocimiento, etc.).  
En los sistemas de gobierno universitario dónde el órgano que desempeña la función de 
supervisión y control posee mecanismos e instrumentos efectivos para controlar la 
acción ejecutiva del Rector-Presidente y de su equipo de dirección, normalmente 
también tiene importantes atribuciones dentro del ámbito de la administración 
económica y financiera, de la dirección estratégica, o de la gestión de los recursos 
humanos y materiales de sus universidades.  
Por ejemplo, en la comunidad flamenca de Bélgica, en Italia, los Países Bajos, Portugal, 
Reino Unido, y también en algunas universidades de Alemania y Suiza, el órgano de 
supervisión participa activamente en el diseño de la planificación estratégica, y en la 
elaboración, aprobación y control del presupuesto de sus universidades. En España, la 
dirección estratégica no se incluye entre sus competencias, pero sí que participa en la 
aprobación del presupuesto, las cuentas anuales y la programación plurianual de las 
universidades, además de supervisar económicamente todas sus actividades internas. 
En los sistemas de gobierno universitario dónde tiene funciones de administración (e.g. 
caso de los Países Bajos y de Reino Unido), el órgano de supervisión es el máximo 
responsable de los asuntos generales universitarios y normalmente dispone de 
atribuciones en el ámbito de la dirección estratégica, la política general universitaria y la 
gestión de los recursos. También en estos casos suele elegir, e incluso cesar al Rector-
Presidente.  
Así ocurre en el caso holandés, dónde el Consejo Guardián tiene encomendada la 
función de elección y nombramiento de cargos unipersonales como el Rector, el 
Presidente y el Vicepresidente, que son quienes forman el Consejo Ejecutivo de 
Gobierno. En Portugal y Reino Unido, su órgano supervisor -Consejo General y Consejo 
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de Universidad respectivamente- es quién elige al Rector y al Vicecanciller. Por último, el 
Presidente-Rector y también el Canciller de algunas universidades alemanas y suizas es 
elegido por el Consejo de Universidad. 
  
En resumen, la descripción comparativa realizada muestra cómo, en un contexto como 
el europeo, los sistemas de gobierno universitario están asistiendo a un reequilibrio 
interno del poder institucional entre los distintos órganos internos, lo que 
consecuentemente afecta al poder interno que tienen los diversos grupos sociales 
implicados.  
Aunque la distribución formal de la autoridad dentro de las organizaciones universitarias 
no ha cambiado sustancialmente, el poder institucional se ha trasladado gradualmente 
en dos direcciones que han fortalecido el liderazgo organizativo: por un lado, en favor de 
sus órganos ejecutivos -rectores-presidentes y sus órganos de dirección-; y, por otro 
lado, en favor de nuevos órganos -consejos- creados en las últimas décadas.   
Al mismo tiempo, una consecuencia del debilitamiento institucional que han sufrido los 
órganos académicos en detrimento de otros órganos integrados por agentes sociales 
internos y externos, es la erosión de la capacidad de influencia que tienen los 
profesionales académicos y los estudiantes, a diferencia de otros actores externos cuya 
capacidad de influencia es ahora mayor dentro de los procesos internos de toma de 
decisiones. 
 
4.1.2. Categorización politológica de los regímenes de gobierno universitario en el 
contexto europeo: 
 
Una vez descritos comparativamente los nueve sistemas de gobierno universitario y sus 
atributos institucionales, este trabajo plantea su categorización desde una perspectiva 
politológica. 
Para ello, este trabajo toma como referencia dos publicaciones académicas: en primer 
lugar, el esquema clasificatorio propuesto por De Boer y Denters (1999) en un análisis 
que hacen de los cambios producidos en las estructuras internas de gobierno de las 
instituciones de educación superior de los Países Bajos desde 1945; y, en segundo lugar, 
la tipología de modelos de gobernanza institucional universitaria que Fumasoli (2007) 
desarrolla para analizar el gobierno de las universidades suizas. 
De Boer y Denters (1999), analizan, desde 1945, los cambios producidos en las 
estructuras internas de gobierno universitario de las universidades de los Países Bajos 
mediante un esquema clasificatorio compuesto de cuatro dimensiones básicas: a) su 
carácter político-democrático; b) su reparto institucional de poder (distribución 
horizontal); c) su estructura ejecutiva; y d) su nivel de descentralización (o distribución 
vertical del poder). 
Esta herramienta clasificatoria se apoya en trabajos clásicos de Ciencia Política (e.g. 
Lijphart, 1984) y en las teorías de diseño institucional para definir y caracterizar el 
gobierno universitario desde un punto de vista politológico: ¿cómo está organizado 
políticamente?  ¿sigue el patrón de un régimen político democrático o tutelado? ¿cómo 
está distribuido el poder institucional dentro sus estructuras de decisión? ¿cómo se 
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estructura el poder ejecutivo dentro de las universidades? Estas cuestiones son 
analizadas en un estudio diacrónico del caso neerlandés. 
Fumasoli (2007), por su parte, analiza las estructuras internas de gobierno de las 
universidades de Suiza y desarrolla una tipología de modelos según la posición de poder 
que tienen los distintos órganos internos. Dos son los modelos posibles que se observan 
en las universidades públicas cantonales, y un tercer tipo que es aplicable a los institutos 
federales tecnológicos cuya naturaleza organizativa es diferente: un modelo de gobierno 
que gira alrededor de la figura del Presidente dónde las principales responsabilidades de 
gestión y gobierno son atribuidas al Presidente-Rector de la Universidad; y otro modelo 
de gobierno organizado en torno a uno o varios de los órganos internos colegiados, que 
presenta distintas variantes según la naturaleza funcional -consultiva, ejecutiva y de 
control- de los órganos que lo sustentan y según los procedimientos de elección de sus 
miembros –elección democrática o designación-. 
 
En relación con el carácter político-democrático de los regímenes de gobierno 
universitario, ya se ha mencionado antes (ver apartado 2.5 de este capítulo) que en este 
trabajo se adopta una visión pragmática del concepto de democracia aplicado al 
contexto de las universidades al igual que han hecho otros trabajos ya publicados (e.g. 
De Boers & Denters, 1999). De este modo, un sistema de gobierno universitario 
presenta un carácter democrático cuando promueve y permite una participación política 
activa de su personal académico y no académico, y de sus estudiantes55. 
En el contexto europeo, todos los regímenes de gobierno universitario analizados 
permiten, en mayor o menor medida, la participación –directa o indirecta- de sus 
diversos grupos sociales.  
Con la excepción de los Países Bajos, que no concede representación política a su 
personal no académico en ninguna de sus órganos de gobierno universitario; todos los 
sistemas seleccionados cuentan con uno o varios órganos de gobierno universitario 
dónde participan los diversos grupos sociales que forman la comunidad universitaria. 
Del mismo modo, los nueve regímenes de gobierno universitario permiten una 
participación activa a agentes sociales externos que también ven representados sus 
intereses y preferencias en alguno de sus órganos internos. 
Sin embargo, es más reducido el número de regímenes de gobierno universitario dónde 
el Rector-Presidente y los miembros de sus órganos internos son elegidos 
democráticamente, ya sea de forma directa por la comunidad universitaria o 
indirectamente por representantes de los grupos sociales.  
España e Italia son los únicos casos dónde los rectores son elegidos directa y 
democráticamente en procesos electorales por la comunidad universitaria -personal 
docente e investigador, estudiantes y personal técnico-administrativo-. 
En los sistemas de gobierno universitario de Alemania, Francia, Portugal, la comunidad 
francófona-belga, y en algunas universidades británicas y suizas, los rectores-
 
55 Los regímenes de gobierno universitario que normalmente son categorizados como democráticos y participativos por 
tener órganos de gobierno dónde participan distintos grupos sociales y dónde sus miembros son electos, también 
presentan restricciones: a veces, la participación solo está garantizada para los profesores catedráticos o para los 
profesores que tienen una posición permanente, cuando no se excluyen a los profesores e investigadores no doctores; el 
voto en los procesos de toma de decisiones es ponderado por estamentos, etc. 
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presidentes son elegidos indirectamente por la comunidad universitaria a través de sus 
representantes. 
Nuevamente, los Países Bajos son un caso aislado dónde la comunidad universitaria 
permanece totalmente ajena a la elección de las principales figuras ejecutivas de su 
gobierno universitario -Rector, Presidente y Vicepresidente- que son elegidas por 
personas ajenas al mundo universitario y quienes forman el Consejo Guardián. En la 
comunidad flamenca de Bélgica es un órgano electoral compuesto por miembros de la 
comunidad universitaria quién elige a una lista de candidatos al puesto de Rector de 
entre quienes designa a uno de ellos el Consejo de Gobierno. 
Con relación a la elección de los miembros de los órganos de gobierno universitario 
(puede volverse a la tabla 3.2 del material anexo para más detalle), en todos los 
sistemas seleccionados, los miembros del órgano académico son elegidos 
democráticamente por la comunidad universitaria. Esto normalmente se repite con los 
miembros de la comunidad universitaria que forman parte de algún órgano distinto al 
académico. Así ocurre en los regímenes de gobierno universitario de la comunidad 
francófona de Bélgica, España, Italia, Francia, Portugal y en algunas universidades de 
Alemania, la comunidad flamenca de Bélgica, Reino Unido y Suiza.  
Aunque son ocho los regímenes de gobierno universitario seleccionados con algunos de 
los rasgos democráticos señalados, puede añadirse otro elemento político más. La 
acción del gobierno universitario puede estar sujeta al control y a la tutela de un órgano 
supervisor cuyos miembros no son democráticamente elegidos por la comunidad 
universitaria y/o incluso pueden no pertenecer al ámbito universitario, lo que los 
convierte en regímenes tutelados de gobierno universitario. 
El ejemplo más ilustrativo es el caso de los Países Bajos, pero también se observan 
ejemplos de gobierno universitario tutelado en universidades de Alemania dónde el 
Consejo de Universidad, que no incluye entre sus miembros a representantes de la 
comunidad universitaria, es el órgano central que elige al Presidente. También en 
universidades de la comunidad flamenca de Bélgica dónde ni el Consejo de 
Gobernadores ni el Consejo Ejecutivo de Gobierno tienen miembros representantes de 
la comunidad universitaria.  
Esto también aplica a universidades del Reino Unido dónde el Consejo de Universidad 
tampoco incluye a representantes de la comunidad universitaria, y también a 
universidades suizas dónde el Consejo de Universidad, que no incluye entre sus 
miembros a representantes académicos, es el órgano central que elige al Presidente. 
En último lugar cabe afirmar que incluso en aquellos sistemas de gobierno universitario 
que presentan rasgos democráticos (e.g. comunidad francófona-belga, España, Italia, 
Francia y Portugal), su naturaleza no es plena debido a que los procesos de elección de 
sus representantes no garantizan una participación política equitativa para todos sus 
grupos sociales involucrados. La participación política no es equitativa ni dentro de los 
propios grupos sociales, como ocurre por ejemplo en España dónde el profesorado 
permanente ostenta privilegios de representación y participación dentro del gobierno 
universitario.  
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Respecto al reparto del poder institucional, resulta difícil categorizar a los regímenes de 
gobierno universitario atendiendo al modo en el que se organiza el poder en las distintas 
estructuras horizontales de sus universidades.  
En el contexto universitario cabe diferenciar al órgano que asume la función ejecutiva 
dentro del gobierno universitario del resto de órganos internos que desempeñan la 
función de control institucional de la acción ejecutiva y otras funciones elementales 
como la representación de los intereses de los diversos grupos sociales, la elección de 
miembros del gobierno universitario, la elaboración de las normas y procedimientos que 
regulan el funcionamiento interno, etc., funciones que normalmente ostenta el poder 
legislativo en los sistemas políticos. 
La división horizontal del poder viene determinada por cómo estas funciones están 
asignadas a cada uno de los órganos que forman el gobierno universitario.  
Todos los sistemas de gobierno universitario seleccionados presentan rasgos típicos del 
monocentrismo porque el órgano que asume la función ejecutiva también asume otras 
funciones elementales dentro del gobierno universitario. Esto se observa más 
claramente en los sistemas que tienen un consejo que desempeña un rol funcional 
similar al de un Consejo de Administración, y también en los sistemas con un perfil más 
presidencialista dónde el Rector-Presidente tiene asignadas amplias prerrogativas. 
En Francia, por ejemplo, se observa una concentración de poderes en torno al Consejo 
de Administración, que es presidido por el Presidente de la Universidad y que aúna 
importantes poderes y competencias. También los Países Bajos, que presenta un 
gobierno universitario muy centralizado y con un poder concentrado en el Consejo 
Ejecutivo de Gobierno del que forman parte el Rector, el Presidente y el Vicepresidente. 
Su monocentrismo es fortalecido con la estructura monocefálica que favorece una 
integración plena de la autoridad académica y no académica en un único cuerpo -
Consejo Ejecutivo de Gobierno-.  
La comunidad flamenca de Bélgica también presenta rasgos de monocentrismo por la 
concentración de poder institucional que posee su Consejo Ejecutivo de Gobierno, que 
está presidido por el Rector. Por último, España también representa un ejemplo de 
gobierno universitario monocéntrico dónde el Consejo de Gobierno como máximo 
órgano de gobierno desempeña la función ejecutiva y también otras funciones 
elementales, junto al Rector que preside este órgano y que también cuenta con amplias 
atribuciones.   
Aunque la concentración del poder institucional en alguno de sus órganos de gobierno 
universitario parece evidente en los sistemas de gobierno universitario seleccionados, 
también se observa un rasgo típico de la fusión de poderes -de tipo monista-: la 
presencia de quienes forman parte del órgano ejecutivo en otros órganos atribuidos de 
funciones relevantes dentro del gobierno universitario.  
En el caso francés, por ejemplo, el Presidente de la Universidad es elegido por mayoría 
absoluta de los representantes electos que forman el Consejo de Administración, órgano 
que él mismo preside al igual que el Senado Académico. También en Alemania, el 
Presidente de la Universidad es elegido por un órgano -Consejo de Universidad o Senado 
Académico dependiendo del estado federal y la Universidad- del que suele ser 
presidente, y del que también forman parte los miembros de su equipo de gobierno -
vicepresidentes-.  
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En España, el Rector de la Universidad puede ser elegido por el Claustro Universitario 
que ejerce funciones de control sobre el ejecutivo, que está presidido por el Rector y sus 
vicerrectores, quienes también forman parte del Consejo de Dirección y del Consejo de 
Gobierno. En Italia, el Rector de la Universidad preside el Senado Académico que es el 
órgano encargado de su elección y el máximo responsable del control de la acción 
ejecutiva. 
Como se observa, los sistemas de gobierno universitario dónde el órgano académico 
ejerce la función de control institucional sobre la acción ejecutiva de gobierno y dónde 
elige a los rectores-presidentes se produce cierta fusión institucional de poderes entre 
los diferentes órganos del gobierno universitario de los que son miembros tanto el 
Rector-Presidente como sus vicerrectores.  
En cambio, en los regímenes de gobierno universitario dónde la elección del Rector-
Presidente corresponde a un órgano distinto del académico que también ejerce la 
función de control institucional sobre la acción ejecutiva de gobierno se produce una 
fusión institucional de poderes entre los distintos órganos de gobierno universitario que 
comparten ciertas funciones, pero que es dualista porque los miembros del ejecutivo no 
forman parte de varios órganos. 
Un ejemplo es el régimen de gobierno universitario portugués dónde el Rector no forma 
parte del Consejo General que es quién lo elige, pero sí del Senado académico. También 
ocurre en algunas universidades de Reino Unido y Suiza dónde el Rector-Presidente -
Vicecanciller en el caso británico- es elegido por el Consejo de Universidad, un órgano 
del que no forma parte. 
Con mayor claridad puede afirmarse que ninguno de los sistemas de gobierno 
universitario seleccionados presenta una separación plena de sus poderes 
institucionales porque ni sus órganos internos tienen unas funciones claramente 
delimitadas entre sí, ni tampoco actúan con independencia institucional.   
 
Con relación a la configuración de la estructura ejecutiva del gobierno universitario, 
todos los sistemas seleccionados presentan un gobierno universitario monocefálico, a 
excepción de Alemania, los Países Bajos y Reino Unido que presentan uno bicefálico.  
Como ya se mencionó antes, las universidades de las comunidades flamenca y 
francófona de Bélgica, España, Francia, Italia, Portugal y Suiza presentan una estructura 
ejecutiva unificada dónde su máximo responsable, el Rector-Presidente, posee una 
doble autoridad académica y directiva.  
Por el contrario, las universidades de Alemania, los Países Bajos y Reino Unido presentan 
una estructura ejecutiva dual y dividida en una bicefalia con una autoridad compartida 
entre dos figuras: la del Rector-Vicecanciller, que actúa como representante académico 
garante de los intereses y las preferencias de la comunidad universitaria; y la del 
Presidente-Canciller que actúa como representante institucional de la Universidad en la 
sociedad, con funciones de administración y gestión.  
Pese a la aparente homogeneidad, los regímenes de gobierno universitario que 
presentan una estructura ejecutiva bicefálica difieren en la posición dominante que 
tiene cada una de las figuras.  
En Alemania, por ejemplo, el Presidente-Rector de la Universidad es quién tiene una 
clara posición de superioridad sobre el Canciller, que pese a ser el máximo responsable 
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de la administración universitaria desempeña un rol simbólico dentro del gobierno 
universitario.  
De forma similar ocurre en las universidades más antiguas de Reino Unido y Escocia, 
dónde el Vicecanciller es la figura jerárquicamente prominente frente a la del Canciller, 
que como Presidente, ejerce un liderazgo institucional con funciones de representación 
dentro de la Universidad pero sin funciones ejecutivas.  
En los Países Bajos, el Presidente y el Vicepresidente son quiénes ocupan una posición 
dominante sobre la figura del Rector que actúa como máximo responsable académico 
de la Universidad, pero no de su dirección y administración.  
Pese a ello, en estos tres sistemas de gobierno universitario el Consejo Ejecutivo de 
Gobierno o el equipo de dirección aunan tanto a la autoridad académica como a la 
autoridad gerencialista. 
 
Respecto a la descentralización, y aunque ya se mencionó antes que este trabajo analiza 
el gobierno universitario focalizando su atención en el nivel organizativo superior y 
horizontal de la Universidad, se comentan brevemente algunos relativos al nivel de 
centralización y descentralización organizativa y administrativa que presentan los 
sistemas seleccionados.  
Normalmente, en el contexto europeo las universidades todavía presentan una 
organización administrativa y funcional clásica con subunidades organizativas 
intermedias -facultades- e inferiores -departamentos e institutos de investigación- con 
órganos propios de dirección, tanto colegiados -juntas de facultades, consejos de 
departamentos, etc.- como uninominales -decanos, directores de departamentos, etc.-.  
No obstante, las últimas reformas universitarias de algunos países (e.g. Países Bajos y 
Portugal) han impulsado una reorganización interna56 en sus universidades que ha 
debilitado a las estructuras inferiores -departamentos- en detrimento de las intermedias 
-facultades-, que generalmente se han visto fortalecidas.  
En los regímenes de gobierno universitario más descentralizados, los responsables de 
sus estructuras intermedias e inferiores -decanos de las facultades y directores de los 
departamentos e institutos de investigación-) participan en los procesos de toma de 
decisiones que ocurren en el nivel organizativo superior al ser miembros de algunos de 
sus órganos inrernos.  
Por ejemplo, en los sistemas de gobierno universitario de la comunidad flamenca de 
Bélgica, Italia57, Portugal, Reino Unido, y en algunas universidades de Alemania y Suiza, 
 
56 En los sistemas de gobierno universitario que ha ocurrido, se ha planteado incluso la abolición de los departamentos, 
en algunos casos planteado como algo opcional sobre lo que las universidades discrecionalmente han decidido. Ello ha 
empoderado a las facultades y a sus decanos que se han convertido en actores centrales e influyentes dentro del 
gobierno universitario, lo que consecuentemente ha debilitado al profesorado y a las élites académicas, cuyo poder 
tradicionalmente ha residido en los departamentos y en las disciplinas científicas. 
 
57 El sistema italiano de gobierno universitario, que junto al español quizá sea uno de los sistemas más descentralizados 
dentro del entorno europeo, establece expresamente en su legislación nacional universitaria que todos los decanos de la 
facultades (y no una representación de los mismos como ocurre en otros países) y una representación de los directores 
de los departamentos (1/3 de la cuota reservada al profesorado -2/3-) han de formar parte del órgano académico 
(Senado), que es el órgano principal de toma de decisiones dentro del gobierno universitario.  
No obstante, Martínez (2015) matiza que en este país, al igual que en otros, la dinámica descentralizadora pese a ser 
evidente ha apostado por una simplificación funcional o especialización de las responsabilidades de gestión que confiere 
a las facultades la gestión de sus infraestructuras; a los consejos de estudios, la docencia; a los departamentos, el 
profesorado; y a los grupos de investigación, la investigación científica. Dicho modelo por ende no implica una 
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los decanos de las facultades y también a veces los directores de los departamentos 
forman parte de su órgano académico -Senado o Consejo Académico-. En el caso de 
España, de los Países Bajos y también de algunas universidades británicas y suizas, 
forman parte de órganos centrales del gobierno universitario: del Consejo de Gobierno 
en el caso español, del Consejo Senior de Dirección en el caso holandés, del Equipo 
Senior de Dirección y/o del Consejo de Universidad en el caso británico, y del Consejo de 
Universidad en el caso suizo.  
En el caso de la comunidad flamenca de Bélgica, también son miembros del órgano 
electoral que propone la lista de candidatos al puesto de Rector y la lista de 
representantes del Consejo Académico y del Consejo de Gobernadores. 
Lo anterior puede ser interpretado como una representación del poder que tienen las 
estructuras intermedias e inferiores de autoridad dentro del gobierno universitario. Es 
decir, los regímenes de gobierno universitario más descentralizados tienden a 
incorporar a todas sus autoridades en sus distintos órganos políticos.  
En algunos sistemas de gobierno universitario son los órganos de dirección de estas 
subunidades organizativas intermedias e inferiores quiénes eligen a los representantes 
del profesorado que participan en algunos de los órganos internos.  
En Alemania, por ejemplo, los representantes del personal académico y no académico 
que son miembros del Senado Académico suelen ser elegidos por las facultades. En la 
comunidad flamenca de Bélgica, los representantes de los distintos órganos de gobierno 
universitario, y también los candidatos al puesto de Rector, son propuestos por un 
órgano electoral compuesto por personas de todos los niveles organizativos de la 
Universidad. También en España, los decanos de las facultades y los directores de los 
departamentos que participan en el Consejo de Gobierno son elegidos por sus propios 
órganos de dirección -juntas de facultades y consejos de departamentos-.  
En Italia, los representantes académicos que son miembros del Senado Académico son 
elegidos según la disciplina académica y el departamento al que pertenecen. Por último, 
en la comunidad francófona-belga y en Portugal, los representantes del personal 
académico que son miembros de sus órganos de gobierno -Consejo de Gobernadores, y 
Asamblea Universitaria y Consejo General respectivamente) son elegidos buscando una 
representación equilibrada entre las distintas subunidades organizativas. 
 
Una vez analizados los sistemas de gobierno universitario según las cuatro dimensiones 
propuestas por De Boer y Denters (1999) –naturaleza democrática, distribución 
(horizontal) del poder institucional, configuración de la estructura ejecutiva, y nivel de 
descentralización-, a continuación, se propone una tipología de regímenes ideales de 
gobierno universitario que permitirá completar la categorización de los casos 
abordados. 
 
distribución real del poder entre las diversas estructuras verticales que existen en las organizaciones universitarias, sino 
una descentralización de la gestión administrativa y operativa de la Universidad. Al contrario en el caso español, las 
subunidades organizativas –facultades y departamentos- y sus respectivos órganos de gobierno (juntas de facultad y 
consejos de departamento) disfrutan de un poder considerable dentro del gobierno universitario ya que tienen una gran 
capacidad de influencia y control sobre asuntos estratégicos (e.g. política de recursos humanos, gestión de espacios e 
infraestructuras, organización de la docencia y la investigación, implementación de programas, etc.), que los convierten 
en actores trascendentales. 
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La tipología de regímenes de gobierno universitario que se plantea es unidimensional al 
ser construida según la posición de superioridad institucional que tiene un determinado 
órgano del gobierno universitario respecto al resto de órganos.  Es decir, a partir de las 
funciones y atribuciones institucionales que poseen los órganos de gobierno 
universitario, se identifican tres tipos ideales de gobierno universitario según recaiga la 
posición de superioridad institucional en el órgano que desempeña la función ejecutiva, 
el que tiene encomendada la función de representación o en el órgano responsable de 
la supervisión y el control institucional.  
Aunque los tipos ideales no describen explícitamente ningún ejemplo particular, sí que 
sirven para clarificar qué estructura interna desempeña un rol principal y tiene una 
mayor relevancia dentro del gobierno universitario de cada país. 
Esta tipología recibe la influencia de los estudios politológicos (e.g. Bebler & Seroka, 
1990; Horowitz, 1990; Lijphart, 1992) que han desarrollado una morfología de las formas 
de gobierno en los regímenes políticos de países democráticos -parlamentarismo, 
presidencialismo y semipresidencialismo-, y diferencia tres tipos ideales de gobierno 
universitario: 
a) un gobierno universitario presidencialista o rectoral que puede adoptar un perfil 
gerencialista más profesionalizado o uno más académico;  
b) un gobierno universitario tutelado por partes interesadas externas;  
c) y un gobierno universitario representativo o asambleario.  
 
El primer tipo ideal de gobierno universitario (presidencialista o rectoral) tiene lugar en 
los sistemas de gobierno dónde el órgano ejecutivo y el Rector-Presidente tienen una 
posición de superioridad institucional sobre el resto de órganos del gobierno 
universitario. 
En este modelo, el Presidente o Rector, como autoridad central del gobierno 
universitario, actúa con plena independencia respecto al resto de órganos que 
configuran el gobierno de la Universidad. Estos órganos, aunque ejercen las funciones 
de representación, supervisión y control institucional están revestidos de poderes 
limitados, y a menudo su rol es consultivo. Disponen, por ejemplo, de una capacidad de 
control sobre el órgano ejecutivo, pero no pueden cesarlo de sus responsabilidades.  
En este modelo de gobierno universitario, el poder institucional aparece delimitado 
institucionalmente, y los distintos órganos internos desarrollan sus funciones 
institucionales y actúan con independencia. Como consecuencia de ello, los miembros 
del órgano ejecutivo no pueden formar parte de ningún otro órgano de gobierno, 
porque el principio de separación de poderes que inspira a este modelo lo impide 
expresamente.  
Con relación a los procedimientos de elección de sus estructuras de autoridad, tanto el 
Rector como los miembros del resto de órganos de gobierno universitario pueden ser 
elegidos democráticamente o designados.  
Este escenario es más frecuente en países con universidades organizativamente 
empoderadas que favorecen un gobierno universitario centralizado y con estructuras 
ejecutivas fuertes.  
El segundo tipo ideal de gobierno universitario (tutelado por partes interesadas externas) 
tiene lugar en los sistemas dónde el órgano que incluye a miembros ajenos al ámbito 
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universitario es el que tiene una posición de superioridad institucional sobre el resto de 
órganos del gobierno universitario. 
Este órgano, además de ejercer importantes funciones de asesoramiento, supervisión y 
control institucional, desempeña normalmente un rol similar al de los consejos de 
administración de las organizaciones empresariales por asumir la dirección estratégica, 
la administración económico-financiera y la gestión de los recursos de las universidades. 
También tiene atribuida la potestad para elegir o designar al Rector-Presidente, 
pudiendo incluso cesarlo de su cargo. 
La mayoría, sino la totalidad, de sus miembros poceden de fuera del ámbito 
universitario, pudiendo ser designados externamente por el poder político o 
internamente por algún otro órgano de gobierno.  
En este modelo de gobierno universitario es frecuentemente observable el 
monocentrismo, especialmente cuando este órgano, que ejerce una función de 
supervisión y control institucional, también dispone de atribuciones de dirección y 
administración, lo que lo sitúa en una posición de superioridad institucional ante el 
órgano ejecutivo y ante el Rector-Presidente. La fusión de poderes también es posible 
cuando las funciones de supervisión y control institucional son compartidas entre 
distintos órganos del gobierno universitario (e.g.  entre el Senado y el Consejo) lo que 
produce un relativo equilibrio en el reparto del poder institucional. Por último, la tutela 
efectiva que ejerce sobre el gobierno universitario el órgano formado por partes 
interesadas externas proporciona un escenario de relativo equilibrio institucional entre 
los restantes órganos internos. 
Este modelo de gobierno universitario puede ser observado en países con una 
gobernanza de la educación superior abierta y orientada a las demandas externas de la 
sociedad y el mercado, dónde sus universidades han adquirido una autonomía 
organizativa quasi plena con capacidades estratégicas reales y efectivas.  
Por último, el tercer tipo ideal de gobierno universitario (representativo o asambleario, o 
tutelado por partes interesadas internas), tiene lugar en los sistemas dónde la autoridad 
ejecutiva -Rector-Presidente- emana de un órgano colegiado o asambleario que ejerce la 
función de representación de las preferencias e intereses de sus diversos grupos 
sociales. Este órgano es generalmente el académico, comúnmente integrado por 
agentes internos, con competencias de supervisión y control sobre la acción ejecutiva, 
con potestad normativa y también con una función consultiva.  
En este modelo de gobierno universitario, el Rector-Presidente es normalmente elegido 
indirecta y democráticamente por los representantes de la comunidad universitaria que 
forman parte de dicho órgano, aunque también puede ser elegido directamente por la 
propia comunidad universitaria en procesos electorales abiertos y concurrentes. Este 
procedimiento de elección otorga una legitimidad de gobierno al Rector-Presidente por 
la que es directamente responsable de su acción de gobierno ante la comunidad 
universitaria, e indirectamente ante el máximo órgano representativo.  
Precisamente esta obligación de rendición de cuentas del máximo responsable del 
gobierno universitario ante el órgano representativo es lo que sitúa a este último en una 
posición de superioridad institucional dentro del gobierno universitario. Su fortaleza 
institucional reside en su capacidad para controlar y supervisar la acción de gobierno 
(e.g. posibilidad de veto), al tener atribuida, generalmente, la potestad para suspender 
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y/o cesar de su cargo al Rector mediante procedimientos internos ordinarios y 
extraordinarios.  
Por último y con relación a la distribución interna del poder institucional, es 
frecuentemente observable la fusión de poderes, que encarnada en la tradición del 
parlamentarismo permite en su versión monista que miembros del órgano ejecutivo 
participen simultáneamente en el órgano asambleario que ejerce funciones de control y 
supervisión sobre la acción de gobierno.  
Este modelo de gobierno universitario es más frecuente en países con una gobernanza 
de la educación superior dónde los profesionales académicos disponen todavía de una 
importante capacidad de influencia, y dónde sus universidades presentan un estatus 
organizativo débil que es consecuencia de su dependencia del poder político y de la 
existencia de unas élites científicas y académicas poderosas e influyentes.  
 
Aunque es difícil clasificar a cada uno de los sistemas de gobierno universitario 
seleccionados dentro de los anteriores tipos ideales dada la ausencia de casos puros en 
el contexto europeo universitario, sí que puede posicionarse cada caso según su 
proximidad a uno de los tipos ideales de gobierno universitario.  
De los sistemas de gobierno universitario analizados ninguno se ajusta fielmente al tipo 
ideal presidencialista, aunque algunos sí que presentan rasgos de este modelo de 
gobierno universitario. Por ejemplo, en la comunidad francófona de Bélgica y en Francia, 
las competencias y responsabilidades que tienen encomendado el Rector-Presidente y 
sus estructuras ejecutivas los sitúan en una posición dominante dentro del gobierno 
universitario. En ambos países, el Rector-Presidente de la Universidad es quién preside 
el principal órgano de toma de decisiones -el Consejo Rector y el Consejo de 
Administración respectivamente-. En la comunidad francófona de Bélgica, el Rector 
también preside el órgano que realiza la función de supervisión y control -el Consejo de 
Directores/Administración-, mientras que en el caso francés el presidente de la 
Universidad es miembro del órgano encargado de su elección -Consejo de 
administración-.  
En ambos países, el órgano académico aparece fuertemente debilitado frente al resto de 
estructuras de autoridad, su naturaleza es fundamentalmente consultiva y no posee una 
capacidad real y efectiva de control sobre la acción de gobierno.  
El progresivo fortalecimiento de las estructuras ejecutivas en las universidades de 
Alemania, Países Bajos, Portugal, Reino Unido y Suiza, y el consiguiente 
empoderamiento de sus rectores-presidentes, invita a categorizar estos casos como 
regímenes presidencialistas dónde los rectores-presidentes constituyen figuras sólidas 
dentro de un modelo de gobierno universitario centralizado y con un poder institucional 
concentrado.  
El rol que desempeñan los rectores-presidentes en las universidades de estos países va 
más allá de las funciones clásicas de representación y administración que 
tradicionalmente les han sido encomendadas. Con un perfil más gerencialista, su rol 
excede normalmente el de los altos funcionarios al actúar como verdaderos líderes de 
sus organizaciones.  
Desde el punto de vista simbólico, en los regímenes de gobierno universitario 
`presidencializados´, su estructura ejecutiva -Consejo de Dirección o Equipo Rectoral-
134 
 
Presidencial- está normalmente integrada por el Presidente-Rector y por un 
Vicepresidente o Vicerrector primero que comparten las responsabilidades de gobierno 
de forma similar a lo que ocurre en los sistemas políticos presidencialistas, y el resto de 
vicerrectores que los asisten. 
Este perfil presidencialista es más acentuado en los sistemas de gobierno que presentan 
una estructura bicefálica en su gobierno ejecutivo (e.g. Alemania, Países Bajos y Reino 
Unido) dónde existe una clara concentración de poderes en torno al órgano ejecutivo.  
Por otro lado, la omnipresencia de los rectores-presidentes dentro de órganos 
decisionales distintos en los sistemas de gobierno universitario de Alemania, la 
comunidad flamenca de Bélgica, España, Reino Unido y Suiza, es normalmente 
contrabalanceada por el poder de otras estructuras de autoridad.  
En los regímenes de gobierno universitario de Alemania y España, el poder del Rector-
Presidente es contrarrestado por sus tradicionales órganos colegiados, lo que convierte 
a ambos casos en ejemplos de un modelo híbrido de gobierno universitario con rasgos 
del tipo presidencialista-rectoral pero también con elementos del tipo asambleario-
representativo. 
En el caso suizo, por ejemplo, en algunos de los cantones y universidades el senado 
académico es el órgano principal de toma de decisiones, quién elige a su Presidente, 
conserva su potestad normativa y participa en decisiones relevantes de la organización 
académica. La función de supervisión sobre la acción de gobierno ha sido 
progresivamente transferida al Consejo de Universidad que es el órgano que ejerce el 
control institucional dentro del sistema.  
Sin embargo, en otras universidades y cantones, el Senado académico ha experimentado 
un debilitamiento institucional en detrimento del Consejo de Universidad, lo que 
atribuye un carácter híbrido a su modelo de gobierno universitario con elementos del 
tipo presidencialista y con rasgos del tipo tutelado por partes interesadas externas. 
En el caso español, la posición de superioridad institucional que tiene el Rector como 
responsable ejecutivo y el Consejo de Gobierno como máximo órgano de gobierno de la 
Universidad es contrarrestada claramente por el órgano académico -Claustro 
Universitario- que tiene importantes atribuciones institucionales, y es quién ejerce una 
acción de control y supervisión sobre ambos órganos.  
La potestad que tiene encomendada para elegir al Rector, y también para interrumpir su 
mandato de gobierno, al poder convocar elecciones extraordinarias, debilita claramente 
tal posición dominante dentro del gobierno universitario. Ante esta realidad, Martinez 
(2015: 37) categoriza el caso español como un ejemplo de gobierno universitario 
híbrido, “de pretendido corte presidencial con vestigios de parlamentarismo dónde un 
órgano colegiado como el Claustro universitario no es el centro nítido del sistema y el 
Rector no dispone de un reforzamiento del poder que le permite asumir el pretendido rol 
que se le reserva a quién es elegido directamente por un cuerpo electoral. Pese a la 
introducción de un órgano supervisor con agentes sociales externos, se queda a medio 
camino en la transición a un modelo de gobernanza de partes interesadas cuando en el 
sistema de gobierno perdura la posibilidad de control de la acción de gobierno y censura 
por parte del Claustro”. Este trabajo coincide con dicho análisis y categoriza al caso 
español como un modelo híbrido de gobierno universitario que presenta rasgos del tipo 
ideal presidencialista, pero también del tipo asambleario. 
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Con relación al segundo tipo ideal de gobierno universitario tutelado por partes 
interesadas externas, se observa en el caso de los Países Bajos, Reino Unido y quizá 
también en Portugal y en algunas universidades de Suiza. Estos países han promovido 
una gobernanza de su educación universitaria orientada a las demandas externas de la 
sociedad y el mercado, lo que ha transformado su gobierno universitario hacia un 
modelo más gerencialista y profesionalizado, y profundamente abierto a la participación 
de agentes externos.  
En la mayoría de las universidades de Reino Unido, el Consejo de Universidad asume las 
funciones de dirección y administración, y es el órgano responsable de la supervisión de 
las actividades que se realizan. Junto a dichas funciones, también asume la dirección 
estratégica y es quién elige al Vicecanciller, quién le rinde cuentas cómo máximo 
responsable operativo, administrativo y académico de la Universidad. El poder de dicho 
órgano de supervisión y control es contrarrestado por una estructura ejecutiva que ha 
sido progresivamente empoderada. 
El caso holandés comparte con el británico la centralidad de su órgano de supervisión y 
control -Consejo Guardián- dentro del gobierno universitario. Es el principal órgano de 
control de la acción ejecutiva y posee importantes funciones y responsabilidades, y es 
quién elige a los miembros del órgano ejecutivo -Rector, Presidente y Vicepresidente- 
que le rinden cuentas. 
El Sistema de gobierno universitario en Portugal también presenta algunos elementos 
del tipo ideal tutelado. Su Consejo General es quién ejerce un control efectivo de las 
actuaciones del Rector, a quién elige, y del Consejo Directivo. La última reforma 
universitaria le confiere también la función de representación, y sus atribuciones solo se 
encuentran limitadas por el Consejo Directivo quién también le rinde cuentas.   
En la mayoría de las universidades portuguesas es, por tanto, el principal órgano 
tomador de decisiones junto al Consejo Directivo. Las universidades constituidas 
legalmente como fundaciones públicas sí que muestran un modelo de gobierno 
universitario más próximo al ideal de partes interesadas externas, dada la existencia 
adicional de un Consejo de Administración que muestra incluso una posición 
institucional dominante respecto al Consejo General.  
Suiza, por su parte y cómo muestra Fumasoli (2007) en su trabajo, presenta 
universidades con un gobierno universitario tutelado por partes interesadas externas 
cuando el Consejo de Universidad es el principal órgano de gobierno que elige al órgano 
ejecutivo, a quién controla y supervisa eficazmente. También presenta universidades 
con un gobierno asambleario-representativo cuando el Senado académico es quién elige 
o valida al Rector; y universidades con un gobierno universitario presidencialista dónde 
el Rector-Presidente presenta un liderazgo fuertemente ejecutivo que es legitimado por 
el poder político que es quién lo designa. 
Otro ejemplo de modelo híbrido de gobierno universitario lo constituye la comunidad 
flamenca de Bélgica, que presenta rasgos del tipo ideal tutelado por partes interesadas 
externas, pero también del presidencialista. En algunas de sus universidades, el órgano 
supervisor -Consejo de Gobernadores- actúa como un verdadero consejo de 
administración con funciones institucionales relevantes, pero en otras universidades su 
poder institucional es contrarrestado por el órgano ejecutivo que preside el Rector, que 
es quién lo designa. 
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Por último, tan solo Italia presenta algunos de los rasgos del tipo ideal de gobierno 
universitario asambleario o representativo. En su sistema de gobierno universitario, el 
órgano académico (Senado) cumple con la función clásica de representación y también 
es quién ejerce una función de supervisión y control de la acción de gobierno. Además 
de la potestad normativa que posee, dispone de instrumentos efectivos de control del 
ejecutivo como la moción de censura al Rector de la Universidad, a quién también elige.  
Sus atribuciones en el ámbito de la administración general lo convierten en el principal 
órgano decisional dentro del gobierno universitario.  
 
Finalmente, este apartado concluye con un cuadro resumen (3.4) que ofrece una 
categorización de los nueve sistemas de gobierno universitario analizados según las 
dimensiones politológicas consideradas y la tipología de modelos ideales de gobierno 
universitario, que resume el contenido relevante de esta sección.  
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Tabla 3.2. Categorización politológica de los regímenes de gobierno universitario en el contexto europeo 
Sistema de gobierno 
universitario 
(país) 
Naturaleza política 
Distribución (horizontal) de 
poderes 
Configuración de la 
estructura ejecutiva 
Nivel de 
descentralización 
Tipo ideal de régimen de gobierno universitario 
al que se aproxima 
Alemania* 
 
 
Presenta algunos rasgos democráticos: 
- Los distintos sectores de la comunidad universitaria suelen 
estar representados en el órgano académico y también en el 
órgano supervisor, aunque no de forma equitativa. 
- El Presidente y el Canciller son elegidos por el órgano 
académico o por el órgano supervisor. 
- Los miembros del órgano académico son elegidos por la 
comunidad universitaria, los cuales pueden ser a su vez 
miembros del órgano supervisor. 
- La naturaleza del gobierno universitario continua estando 
esencialmente basada en patrones académicos y no tanto en 
administrativos o managerials. No obstante, el gerencialismo 
es creciente en la mayoría de sus universidades. 
Presenta rasgos del 
monocentrismo (concentración 
de poderes en torno al Presidente 
y el equipo presidencial), y 
también rasgos de la fusión 
monista de poderes (el 
Presidente de la Universidad es 
elegido por un órgano -el Consejo 
de Universidad o el Senado 
académico- del que suele ser 
también  Presidente). 
Estructura bicefálica (el 
Presidente-Rector de la 
Universidad posee una 
autoridad académica y el 
Canciller una autoridad 
administrativa). 
El Presidente-Rector tiene una 
clara posición de preeminencia 
sobre el Canciller, que 
realmente  ocupa una posición 
no ejecutiva). 
Descentralizado, 
aunque depende de 
cada Universidad 
y/o land 
 
Aunque presenta algunos rasgos del tipo ideal 
presidencialista, también posee elementos del tipo 
ideal asambleario, lo que lo convierte en un modelo 
híbrido: 
- El poder del Presidente-Rector se ve claramente 
contrarrestado por la tradicional colegialidad que ha 
caracterizado a su gobierno universitario. 
- En algunos estados y universidades en dónde el 
senado académico actúa como órgano principal de 
toma de decisiones es quién elige al Presidente. 
- En aquellas universidades y/o länder dónde el 
órgano académico aparece debilitado en detrimento 
del órgano supervisor, su carácter híbrido sería 
presidencialista y de partes interesadas externas). 
 
Bélgica* 
Comunidad 
flamenca 
Presenta algunos rasgos democráticos: 
- Los distintos sectores de la comunidad universitaria suelen 
estar representados en todos los órganos de representación y 
gobierno. 
- El Rector es propuesto por un órgano electoral que integra a 
diferentes grupos sociales de la Universidad y finalmente 
designado por el Consejo de gobierno. 
- Los miembros de la comunidad universitaria que actúan 
como representantes en los órganos académico y supervisor 
son propuestos por el órgano electoral. 
Presenta rasgos del 
monocentrismo (concentración 
de poderes en torno al Consejo 
ejecutivo de gobierno). 
Estructura monocefálica (el 
Rector de la Universidad posee 
una doble autoridad académica 
y administrativa/directiva). 
Pese a ello, sus dos principales 
estructuras de gobierno 
presentan una naturaleza dual: 
el consejo ejecutivo de 
gobierno es la máxima 
autoridad académica de la 
Universidad, mientras que el 
Consejo de gobernadores que 
la administra, es quién 
fundamentalmente la 
representa en la sociedad. 
Bastante 
descentralizado. 
 
Aunque presenta algunos rasgos del tipo ideal de 
partes interesadas externas, también posee 
elementos del tipo ideal presidencialista, lo que lo 
convierte en un modelo híbrido: 
- Si bien el órgano supervisor se comporta en algunas 
universidades como un verdadero consejo de 
administración que lo convierte en el principal 
órgano decisor, en otros casos su poder se ve 
claramente contrarrestado por el órgano ejecutivo, 
del que depende políticamente.  
- El órgano ejecutivo por su parte es quién designa al 
Rector de la Universidad. 
- El Rector de la Universidad, que forma parte del 
Consejo académico e incluso del propio Consejo de 
gobernadores (órgano supervisor), puede cesar a los 
miembros de su equipo directivo y también a los del 
Consejo de gobernadores.  
 
Comunidad 
francófona 
Presenta algunos rasgos democráticos: 
- Los distintos sectores de la comunidad universitaria suelen 
estar representados en todos los órganos de representación y 
gobierno. 
- El Rector es propuesto por un órgano electoral que integra a 
diferentes grupos sociales de la Universidad y finalmente 
designado por el poder político. 
Presenta rasgos de la fusión 
monista de poderes (el Rector-
Presidente de la Universidad 
actúa como chairman de todos 
los órganos de representación y 
gobierno). 
Estructura monocefálica (el 
Rector/Presidente de la 
Universidad posee una doble 
autoridad académica y 
administrativa/directiva). 
Descentralizado. 
 
 
Presenta rasgos del tipo ideal presidencialista: 
- El Rector suele presidir el principal órgano de 
supervisión y control. 
-El órgano académico aparece fuertemente 
debilitado y no posee una capacidad real y efectiva 
de control sobre la acción de gobierno (tampoco el 
órgano supervisor). 
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España 
Gobierno universitario quasi democrático: 
-Todos los sectores de la comunidad universitaria se hallan 
representados en todos los órganos de representación y 
gobierno, aunque no de forma equitativa. 
- El Rector y los representantes del órgano académico son 
elegidos democráticamente en procesos electorales en los 
que participa toda la comunidad universitaria (en las 
elecciones a Rector el voto es ponderado por sectores, y 
adicionalmente la legislación universitaria permite una 
segunda modalidad de elección indirecta a través de los 
representantes del órgano académico). 
- La naturaleza del gobierno universitario continúa estando 
esencialmente basada en patrones académicos y no tanto en 
administrativos o managerials. 
 
Presenta rasgos del 
monocentrismo (concentración 
de poderes en torno al Consejo 
de gobierno que es asimismo 
presidido por el Rector de la 
Universidad) y también rasgos de 
la fusión monista de poderes (el 
Rector de la Universidad puede 
ser elegido por el órgano 
académico que ejerce claras 
funciones de control sobre el 
ejecutivo –al que puede elegir y/o 
`censurar´-, y está presidido por 
él y sus vicerrectores –al igual que 
el Consejo de dirección y el 
Consejo de gobierno-). 
 
Estructura monocefálica (el 
Rector de la Universidad posee 
una doble autoridad académica 
y administrativa/directiva). 
Muy descentralizado 
 
Aunque presenta algunos rasgos del tipo ideal 
presidencialista, también posee elementos del tipo 
ideal asambleario, lo que lo convierte en un modelo 
híbrido: 
- El poder del Rector se ve claramente contrarrestado 
por la tradicional colegialidad que ha caracterizado a 
su gobierno universitario. 
- La preeminencia del Rector y del Consejo de 
gobierno es contrarrestada por el órgano académico, 
el cual ostenta importantes poderes competenciales 
y una fuerte capacidad de control y supervisión. 
Además puede elegir al Rector e interrumpir su 
mandato de gobierno. 
- La capacidad de influencia del órgano supervisor, 
pese a haber sido creado sobre la base de los boards 
of trustees de otros sistemas europeos, se ha 
mostrado bastante limitado debido a la ausencia de 
tradición que existe en España y a la indefinición 
legal que lo caracteriza en la mayoría de regiones. 
 
Italia 
 
Gobierno universitario quasi democrático: 
-Todos los sectores de la comunidad universitaria se hallan 
representados en todos los órganos de representación y 
gobierno, aunque no de forma equitativa. 
- El Rector y los representantes del órgano académico son 
elegidos democráticamente por la comunidad universitaria 
(directamente o a través de sus representantes). 
 
Presenta rasgos de la fusión 
monista de poderes (el Rector de 
la Universidad preside el órgano 
académico que es el órgano 
encargado de su elección y el 
máximo responsable del control 
de la acción de gobierno). 
 
Estructura monocefálica (el 
Rector de la Universidad posee 
una doble autoridad académica 
y administrativa/directiva). 
Bastante 
descentralizado. 
 
 
Presenta rasgos del tipo ideal asambleario-
representativo: 
- El órgano académico además de ser el máximo 
órgano representativo de la Universidad, es el 
principal órgano responsable de la supervisión y 
control de la acción del gobierno. Además de la 
potestad normativa que posee, ejerce un control 
efectivo sobre el ejecutivo al que también elige (y 
puede censurar). Adicionalmente, es considerado 
como el principal órgano decisional. 
 
 
Francia 
Gobierno universitario quasi democrático: 
-Todos los sectores de la comunidad universitaria se hallan 
representados en todos los órganos de representación y 
gobierno, aunque no de forma equitativa. 
- La comunidad universitaria elige democráticamente a sus 
representantes en los órganos de representación y gobierno, 
quienes asimismo participan en la elección (indirecta) del 
Presidente de la Universidad (excluyendo no obstante de la 
elección a los miembros externos). 
- La naturaleza del gobierno universitario continua estando 
esencialmente basada en patrones académicos y no tanto en 
administrativos o managerials.  
 
Presenta rasgos del 
monocentrismo (concentración 
de poderes en torno al Consejo 
de administración y el Presidente 
de la Universidad) y también 
rasgos de la fusión monista de 
poderes (el Presidente de la 
Universidad es elegido por el 
Consejo de administración, 
órgano que preside al igual que 
en el caso del Senado, y de los 
que también son miembros los 
vicepresidentes). 
 
 
Estructura monocefálica (el 
Presidente de la Universidad 
posee una doble autoridad 
académica y 
administrativa/directiva). 
Muy centralizado. 
Presenta rasgos del tipo ideal presidencialista: 
- El Presidente es miembro y chairman del órgano 
encargado de su elección (Consejo de 
administración). Su capacidad decisional se ha 
fortalecido. 
- El órgano académico aparece fuertemente 
debilitado y no posee una capacidad real y efectiva 
de control sobre la acción de gobierno. 
- Lo anterior es no obstante contrabalanceado por el 
sistema de elección de Presidente que existe, en el 
que pueden participar todos los representantes de la 
comunidad universitaria, ante quiénes rinde cuentas 
el máximo responsable ejecutivo de la Universidad.  
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Países Bajos 
 
Gobierno universitario tutelado (managerial): 
- El staff no académico no está representado. 
- Estudiantes y PDI cuentan con una representación equitativa 
en el órgano académico, pero no participan ni el órgano 
ejecutivo ni en el supervisor. 
- El Rector, Presidente y Vicepresidente son designados por el 
órgano supervisor, cuyos miembros son a su vez designados 
por el poder político. 
- La naturaleza del gobierno universitario tutelado ha 
evolucionado radicalmente y de estar basada en patrones 
académicos ahora lo está en patrones administrativos o 
managerials. El gerencialismo y el profesionalismo en la 
dirección y gobierno de la Universidad son evidentes. 
 
 
 
Presenta rasgos del 
monocentrismo (concentración 
de poderes en torno al Consejo 
ejecutivo de gobierno). 
 
 
Formalmente es una bicefalia 
ejecutiva (Rector, Presidente y 
Vicepresidente), aunque en la 
práctica se integra en una 
única estructura monocefálica 
en la que se integran las 
autoridades académica y no 
académica. El Presidente y el 
Vicepresidente son quienes 
tienen preeminencia sobre la 
figura del Rector. 
 
 
Bastante 
centralizado. 
Aunque presenta algunos rasgos del tipo ideal 
presidencialista, también posee elementos del tipo 
ideal de partes interesadas externas, lo que lo 
convierte en un modelo híbrido: 
- El progresivo empoderamiento de su estructura de 
gobierno y por consiguiente de sus máximos 
responsables ejecutivos refleja claramente la 
relevancia del órgano central de dirección. 
- Lo anterior es contrabalanceado por su órgano de 
supervisión y control (Consejo guardián) que se sitúa 
en la centralidad del gobierno universitario. Posee 
importantes funciones y responsabilidades, y es el 
principal órgano de control de la acción ejecutiva. 
Selecciona a los miembros del órgano ejecutivo. 
Portugal 
Presenta algunos rasgos democráticos: 
- Los distintos sectores de la comunidad universitaria se hallan 
representados en el órgano académico y en el órgano 
supervisor, aunque no de forma equitativa. 
- El Rector es elegido por los miembros internos y externos 
que integran el órgano supervisor. 
- Los miembros del órgano académico son elegidos por la 
comunidad universitaria, mientras que los representantes del 
profesorado en el órgano supervisor son elegidos por las 
facultades. 
Presenta rasgos de la fusión 
dualista de poderes (el Rector de 
la Universidad no forma parte del 
órgano supervisor que es quién lo 
elige, aunque sí del órgano 
académico el cual suele presidir). 
Estructura monocefálica (el 
Rector de la Universidad posee 
una doble autoridad académica 
y administrativa/directiva). 
Bastante 
centralizado, 
aunque depende de 
cada Universidad. 
 
Aunque presenta algunos rasgos del tipo ideal 
presidencialista, también posee elementos del tipo 
ideal de partes interesadas externas y también del 
tipo ideal representativo, lo que lo convierte en un 
modelo híbrido: 
- Su principal órgano decisional, el Consejo general, 
es al mismo tiempo el máximo órgano representativo 
y el principal órgano supervisor y de control. Ejerce 
un control efectivo sobre la acción de gobierno que 
realizan el Rector y el Consejo directivo, los cuales 
contrarrestan los amplios poderes que posee.  Elige a 
su vez al Rector. 
- En aquellas universidades constituidas como 
fundaciones públicas, su régimen de gobierno 
universitario es claramente el de partes interesadas 
externas. 
 
Reino Unido* 
 
Presenta algunos rasgos democráticos pero también del 
modelo guardianship (managerial): 
- Los distintos sectores de la comunidad universitaria se hallan 
representados en el órgano académico y también a veces en 
el órgano supervisor. 
- El Canciller suele ser elegido por el órgano académico, 
mientras que el Vicecanciller es en cambio elegido por el 
órgano de supervisión y control, que es quién controla sus 
actuaciones. En algunas universidades escocesas el Rector es 
elegido democráticamente por los estudiantes. 
- Los miembros del órgano académico son elegidos por la 
comunidad universitaria y/o por otras estructuras 
organizativas internas, los cuales pueden ser a su vez 
miembros del órgano supervisor. 
 
Algunas universidades presentan 
rasgos de la fusión dualista de 
poderes (el Vicecanciller de la 
Universidad es elegido por el 
órgano supervisor, del qué no 
forma parte). 
Estructura bicefálica (el 
Vicecanciller tiene una clara 
posición de preeminencia 
sobre el Canciller que aunque 
formalmente es el Presidente 
de la Universidad, desempeña 
una función institucional 
simbólica y representativa). 
Descentralizado, 
aunque depende de 
cada Universidad. 
Aunque presenta algunos rasgos del tipo ideal 
presidencialista, también posee elementos del tipo 
ideal de partes interesadas externas, lo que lo 
convierte en un modelo híbrido: 
- El Consejo de Universidad no solo asume las 
principales funciones de dirección y administración 
en la Universidad, sino que es el principal 
responsable de la supervisión general. Asume la 
dirección estratégica y elige al Vicecanciller, cuyo 
liderazgo ejecutivo se ha fortalecido. 
- La naturaleza del gobierno universitario tutelado 
está esencialmente basada en patrones 
administrativos o managerials. El gerencialismo y el 
profesionalismo en la dirección y gobierno de la 
Universidad son evidentes. 
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Suiza* 
Presenta algunos rasgos democráticos pero también del 
modelo guardianship (político y/o managerial): 
- Los distintos sectores de la comunidad universitaria se hallan 
representados en el órgano académico y también a veces en 
el órgano supervisor, aunque la participación de los distintos 
sectores en los diversos órganos de representación y gobierno 
depende de cada Universidad y/o cantón. 
- En aquellos casos en los que el Consejo de Universidad actúa 
como un consejo de administración y no tanto como un 
órgano representativo y de asesoramiento y supervisión, el 
gobierno universitario permanece claramente tutelado (por 
miembros mayoritariamente externos). 
- El Rector-Presidente suele ser elegido por el órgano 
académico o por el órgano supervisor, aunque a veces es el 
poder político quién es responsable de su designación. 
- Los miembros del órgano académico son elegidos por la 
comunidad universitaria. 
- La naturaleza del gobierno universitario continua 
presentando un claro perfil político (los gobiernos cantonales 
siguen mostrando una alta injerencia política sobre unas 
universidades organizacionalmente débiles inmersas en un 
entorno altamente regulado e intervenido). No obstante, el 
gerencialismo es creciente en la mayoría de sus universidades. 
 
 
Algunas universidades presentan 
rasgos de la fusión dualista de 
poderes (el Rector-Presidente de 
la Universidad es elegido por el 
órgano supervisor, del qué no 
forma parte), mientras que 
aquellas otras con un gobierno de 
tendencia más presidencialista 
presentan rasgos de 
monocentrismo (concentración 
de poderes en torno a la 
estructura ejecutiva y el Rector-
Presidente). 
Estructura monocefálica (el 
Rector/Presidente de la 
Universidad posee una doble 
autoridad académica y 
administrativa/directiva). 
Bastante 
descentralizado, 
aunque depende de 
cada Universidad 
y/o cantón. 
 
Dependiendo de la Universidad y/o el cantón, 
pueden observarse casos de gobierno universitario 
de partes interesadas externas (aquellas en las que el 
Consejo de Universidad como principal órgano de 
gobierno actúa como un auténtico consejo de 
administración y elige al órgano ejecutivo, al que 
controla y supervisa), casos de gobierno universitario 
asambleario (aquellas en las que el Senado 
académico todavía conserva importantes 
atribuciones competenciales y elige o valida al 
Rector), y casos de gobierno presidencialista 
(aquellas en las que el Rector-Presidente presenta un 
liderazgo fuertemente ejecutivo), lo que a nivel 
nacional lo convierte en un modelo híbrido.  
En este sentido, Fumasoli (2007) apunta que las 
enormes divergencias que pueden observarse entre 
universidades y cantones encuentran su explicación 
en la sólida estructura federal que posee Suiza: así, 
los casos de gobierno tutelado y gobierno 
representativo son fácilmente observables en los 
cantones de habla germana e italiana, y los casos de 
gobierno presidencialista en los cantones franco 
parlantes, producto de su legado y tradición 
histórica, social y política. 
 
 
 
*Dado el carácter altamente fragmentado y heterogéneo que presenta su sistema nacional de educación superior es difícil establecer algunos patrones generales acerca de su régimen de gobierno universitario. La clasificación que aquí se presenta ha de 
ser por tanto considerada con cierta cautela. 
 
Fuente: elaboración propia 
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5. Conclusiones:  
 
“Las universidades europeas se están haciendo cada vez más receptivas a 
las demandas sociales y económicas y, como consecuencia, están 
transformando sus estructuras para hacerse más flexibles y responder más 
rápido a esas demandas” (Mora, 2009) 
 
Este capítulo ha analizado la administración y gobierno de las universidades en el contexto 
europeo a partir de una descripción comparativa de sus órganos internos situados en su 
nivel organizativo superior.  
Este análisis ha considerado a nueve casos con contextos institucionales y sociales diversos 
y con heterogéneidad en la regulación de su educación superior. Se han descrito los 
atributos institucionales de Alemania, Bélgica, España, Francia, Italia, Países Bajos, Portugal, 
Reino Unido y Suiza para analizar la forma general de organización y gobierno de sus 
universidades públicas investigadoras.  
Esta caracterización de sus sistemas de gobierno universitario ha permitido conocer algunas 
de las similitudes y diferencias que se observan en el entorno europeo con relación a sus 
órganos políticos, a los actores que en ellos participan y los procedimientos con los que son 
elegidos, o a las funciones que ejercen.  
El trabajo realizado permite afirmar, como ya han hecho otras publicaciones recientes, que 
la diversidad y la heterogeneidad institucional son una realidad del gobierno universitario 
en el contexto europeo, pese a los patrones y las tendencias comunes que se observan en 
algunos de sus países.   
Entre los patrones comunes que comparten los sistemas de gobierno universitario 
analizados, cabe destacar su configuración en torno a tres estructuras diferenciadas: una 
estructura ejecutiva formada por el Rector-Presidente y uno o dos órganos colegiados de 
dirección y gobierno; un órgano académico que generalmente actúa como máximo órgano 
representativo de los grupos sociales internos; y un órgano de supervisión y control dónde 
normalmente estar representados agentes sociales externos. 
Los sistemas de gobierno universitario abordados difieren en algunos de los aspectos 
analizados como son la composición social de sus distintos órganos decisionales, los 
procedimientos mediante los que son elegidos sus representantes y responsables de 
gobierno, o las funciones que desempeñan dentro del gobierno universitario.  
Por ejemplo, en todos los casos analizados los grupos sociales que forman la comunidad 
universitaria participan en la elección, generalmente democrática, de sus representantes 
que son quienes defienden sus intereses y preferencias dentro del gobierno universitario. 
Sin embargo, se observan diferencias notables en los procedimientos y en las reglas de 
elección, en los órganos decisionales dónde participan o en la cuota de representación que 
tienen los agentes internos y los externos, lo que determina su poder y su capacidad de 
influencia dentro del gobierno de las universidades.  
El método, las reglas y los procedimientos mediante los que son elegidos los máximos 
responsables del gobierno universitario también difieren entre países, arrojando dos 
modelos contrapuestos: uno en el que la elección del Rector-Presidente presenta una 
legitimidad democrática al ser elegido por la propia comunidad universitaria, ya sea de 
forma directa o indirecta a través de un órgano interno formado por representantes de los 
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grupos sociales internos; frente a otro dónde carece de ella al ser designado o elegido por 
agentes externos que pueden ser las propias autoridades gubernamentales o miembros 
ajenos al ámbito universitario. 
En lo que se refiere a las funciones institucionales que desempeñan los distintos órganos de 
gobierno universitario, se observa variabilidad  entre sistemas con relación al órgano que 
actúa como principal centro decisional del gobierno universitario: en la mayoría de los 
sistemas, el órgano académico ha sido despojado de muchas de sus funciones y 
competencias, lo que lo ha desplazado de la centralidad del gobierno universitario dónde 
generalmente residen la estructura ejecutiva -el Rector-Presidente y el Consejo de 
Gobierno- y el órgano de supervisión y control que han ampliado claramente su poder 
interno.   
Con relación al poder y la capacidad de influencia que tienen los agentes internos y 
externos dentro del gobierno universitario, se observan diferencias notables entre países 
que muestran heterogeneidad en sus modos de coordinación de la educación superior.  
Por ejemplo, en aquellos sistemas con una gobernanza de la educación superior 
tradicionalmente orientada por la acción del Estado (e.g. Francia, España e Italia) parece 
haberse limitado la capacidad de influencia que tienen las partes interesadas externas 
dentro del gobierno universitario: en algunos casos no ha sido creado un órgano específico 
de supervisión y control compuesto por agentes sociales externos (caso de Francia e Italia) 
lo que reduce la participación de la sociedad en sus procesos internos de decisión; mientras 
que en otros (e.g España), su poder y capacidad de influencia permanecen limitados.  
En estos países y principalmente en aquellos dónde los profesionales académicos ejercen 
una influencia notable en su gobernanza institucional (e.g. Alemania, Suiza, pero también 
España e Italia), el profesorado y el resto de los actores que forman la comunidad 
universitaria todavía conservan poder y capacidad de influencia, ya que normalmente 
tienen representación en el principal órgano decisional, y generalmente en todos los 
órganos de gobierno. En los regímenes de gobierno universitario de estos países, los 
rectores-presidentes, procedentes del ámbito académico, son normalmente elegidos 
democráticamente por las partes interesadas internas. 
En algunos de estos países, la iniciativa reformista de sus gobiernos nacionales y/o 
regionales (e.g. Portugal y algunos estados federales de Alemania y Suiza) ha introducido 
cambios sustantivos dentro del régimen de gobierno de sus universidades, lo que los ha 
distanciado de otros países con los que originariamente compartían unos patrones 
similares de gobernanza de la educación superior. A diferencia de los casos antes 
mencionados, aquí las partes interesadas externas han adquirido relevancia dentro del 
gobierno universitario como consecuencia de su participación dentro del órgano de 
supervisión y control el cual desempeña importantes funciones institucionales, 
normalmente en detrimento del órgano académico y de las partes interesadas internas que 
en él participan. 
En cambio, en aquellos sistemas con un modelo de gobernanza universitaria orientado al 
mercado (e.g. Reino Unido y Países Bajos), su régimen de gobierno universitario se ha 
mostrado claramente permeable a las influencias de las partes interesadas externas que 
han experimentado un empoderamiento progresivo al participar en un órgano que ejerce   
funciones institucionales de supervisión y control, pero también de dirección y 
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administración. En estos países, el órgano académico y los grupos sociales de la comunidad 
universitaria que en él participan han perdido muchas de las competencias que ostentaban, 
lo que ha transformado su naturaleza funcional hacia una más consultiva.  
Los responsables de la dirección y gobierno de sus universidades, generalmente ajenos al 
ámbito académico, son normalmente elegidos por dicho órgano compuesto entera o 
parcialmente de miembros externos y presentan un perfil más profesionalizado y ejecutivo. 
No obstante, los sistemas de gobierno universitario de países que comparten un contexto 
institucional similar de gobernación de su educación superior muestran otras muchas 
diferencias que responden a tradiciones y patrones histórico-políticos y socio-culturales 
muy diversos.    
 
Los atributos institucionales que configuran los regímenes de gobierno universitario 
analizados condicionan consecuentemente el reparto del poder institucional en los niveles 
horizontales y verticales de sus organizaciones académicas. Lo anterior afecta a su vez a la 
participación política y a la capacidad de influencia que tienen los diversos agentes y 
actores involucrados en el gobierno universitario, lo que determina su naturaleza política. 
Una primera conclusión es que en el contexto europeo el gobierno universitario ha 
experimentado cambios en el reparto del poder institucional entre sus diversas estructuras 
de decisión que han afectado a los grupos sociales que participan: en algunos casos a favor 
de los órganos ejecutivos -rectores-presidentes y sus estructuras de dirección-, mientras 
que en otros a favor de las nuevas estructuras creadas en las últimas décadas -consejos-.  
El resultado es ambiguo porque mientras el liderazgo ejecutivo se ha fortalecido y las 
estructuras de dirección concentran un mayor poder organizativo, la mayoría de los 
regímenes de gobierno universitario analizados han reforzado simultáneamente las 
estructuras que controlan y supervisan la acción de gobierno. Sin embargo, el órgano 
académico, que tradicionalmente ha ejercido la función representativa, ha experimentado 
un debilitamiento institucional que ha reducido su capacidad de influencia dentro del 
gobierno universitario. 
Se ha producido una transformación social dentro de las estructuras y procesos 
decisionales de la Universidad que ha modificado la naturaleza sociológica del gobierno 
universitario, dónde ya no figuran solamente actores tradicionales -académicos, 
estudiantes y personal técnico-administrativo- sino también otros nuevos actores externos 
de procedencia diversa que son el reflejo de una gobernanza de la educación superior más 
abierta a la sociedad y a los múltiples actores que en ella interactúan.  
 
La interpretación politológica del gobierno universitario también arroja algunas 
conclusiones relevantes. 
Con relación a la naturaleza política, el análisis realizado muestra como todos los regímenes 
de gobierno universitario permiten la participación política –directa o indirecta- de los 
grupos sociales que forman la comunidad universitaria. Estos grupos sociales ven 
representados sus intereses y preferencias en los órganos de gobierno universitario, pero 
no siempre forman parte del principal órgano decisor ni tampoco participan en igualdad de 
condiciones. Las lógicas democráticas de organización se ven matizadas, por tanto. 
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El análisis del poder institucional dentro de los sistemas de gobierno universitario confirma 
que no hay una separación clara entre los órganos internos que lo forman, quienes no 
actúan con independencia unos de otros.  
La mayoría de los sistemas seleccionados presentan rasgos típicos del monocentrismo 
dónde muchas de las funciones institucionales principales son ejercidas por un mismo 
órgano, que normalmente es el órgano situado en la cúspide del gobierno universitario. Lo 
anterior se ha reforzado con el empoderamiento progresivo que han experimentado los 
rectores-presidentes de las universidades y las estructuras de dirección y gobierno que los 
asisten.  
Al mismo tiempo, la introducción de nuevas estructuras de supervisión y control dentro del 
gobierno universitario han contrarrestado la tendencia presidencialista, y han mejorado los 
mecanismos y procesos de control internos, que añadidos a los procesos externos  
existentes (e.g. sistemas de evaluación externa, programas de acreditación, auditorías, etc.) 
han incrementado los niveles de transparencia y buen gobierno de las universidades como 
organizaciones públicas a las que se les exige rendir cuentas a la sociedad.   
 
La interpretación politológica del gobierno universitario concluye con el desarrollo de una 
tipología de modelos ideales de gobierno universitario que permite categorizar los sistemas 
de gobierno universitario. La tipología de regímenes de gobierno universitario es construida 
según la posición de superioridad institucional que tiene un determinado órgano del 
gobierno universitario respecto al resto de órganos. Se han planteado, por tanto, tres tipos 
ideales de gobierno universitario: a) presidencialista o rectoral; b) tutelado por partes 
interesadas externas; y c) representativo o asambleario. 
Esta propuesta ha contribuido a una categorización más completa de los sistemas de 
gobierno universitario seleccionados. Y aunque ninguno de ellos refleja enteramente los 
anteriores tipos ideales, dada la ausencia de casos puros en la realidad, todos presentan 
rasgos que los posicionan más cerca de algún tipo que a otro. 
Concretamente, la comunidad francófona de Bélgica y Francia presenta rasgos del tipo ideal 
de gobierno presidencialista o rectoral. Los Países Bajos y Reino Unido, y quizá también 
algunas universidades de Alemania y Suiza, se posicionan más cerca del tipo ideal de 
gobierno universitario tutelado por partes interesadas externas. Mientras que Italia 
presenta rasgos del tipo ideal de gobierno universitario asambleario-representativo.  
El resto de los casos pueden categorizarse como regímenes híbridos de gobierno 
universitario por presentar rasgos de al menos dos de los tipos ideales. Alemania y España 
presentan rasgos del tipo ideal presidencialista pero también del tipo asambleario. 
Portugal, en cambio, presenta rasgos de los tipos ideales de gobierno universitario tutelado 
y del representativo, y la comunidad flamenca de Bélgica de los tipos ideales de gobierno 
universitario tutelado y del presidencialista.  
Por último, Suiza puede posicionarse cercano a los tres tipos ideales de gobierno 
universitario según la Universidad y el cantón que se analice.  
 
Cabe concluir este capítulo afirmando que los gobiernos universitarios de los países 
europeos presentan rasgos diversos. Pese a que los nueve casos seleccionados comparten 
tendencias y patrones comunes en lo que respecta a cómo se gobiernan sus universidades 
145 
 
 
públicas, sus trayectorias históricas heterogéneas y la configuración de sus sistemas de 
educación superior parecen estar detrás de la diversidad observada.   
El trabajo realizado también ha permitido observar el carácter continuamente 
transformativo del modelo de gobierno universitario existente en el contexto europeo. Son 
evidentes las presiones que está recibiendo el tradicional modelo de autogobierno 
académico para que se transforme en uno más gerencialista, profesionalizado, y abierto a 
la sociedad como elementos que mejoran la eficacia, la eficiencia y la adaptación al 
entorno.   
Las universidades europeas avanzan progresivamente hacia regímenes de gobierno 
universitario caracterizados internamente por jerarquías planas y estructuras de gobierno 
más adelgazadas, pero también más profesionalizadas y fortalecidas. Éstos y otros cambios 
relativos al gobierno universitario han de ser interpretados como expresiones de una 
innovación institucional y organizativa que busca rediseñar, reorientar y reinventar sus 
estructuras de gobierno para hacerlas más flexibles y adaptativas a las transformaciones 
que se suceden en sus entornos. 
 
Futuras investigaciones pueden profundizar la descripción comparativa del gobierno 
universitario realizada en este trabajo con casos de universidades de países del entorno 
europeo, lo que añadiría valor adicional a este análisis.  
Quizá, el reto que deben asumir futuros analistas e investigadores de la educación superior 
es el de mejorar la interpretación politológica del gobierno universitario, para lo que se 
require una aplicación de los conocimientos de la Ciencia Política adaptada al contexto 
universitario y a las especificidades de las organizaciones académicas.  
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Bloque II 
Análisis del 
caso español 
*** 
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C a p í t u l o  I V .                                         
R e f o r m a s  l e g i s l a t i v a s  d e  l a  
U n i v e r s i d a d  e s p a ñ o l a  y  
t r a n s f o r m a c i o n e s  d e  s u  
s i s t e m a  d e  g o b i e r n o   
 
1. Introducción:  
 
La educación superior en España ha experimentado grandes transformaciones a lo largo de 
las últimas décadas, que también han afectado a sus rasgos estructurales, y a sus relaciones 
con el poder político y la sociedad. Estas transformaciones han afectado a los patrones de 
intervención del Estado sobre sus universidades, y por consiguiente a su naturaleza 
organizativa, pero también a su sistema de gobierno. 
Este capítulo es el primero de los dedicados al análisis del caso español, y por eso ofrece 
una descripción histórica de las reformas legislativas que ha experimentado la Universidad 
española desde el siglo XX, y de las transformaciones de su sistema de gobierno.  
A través de una descripción histórica de las reformas universitarias, este capítulo analiza 
cómo han evolucionado los patrones de coordinación e intervención de la educación 
superior, y también las transformaciones que ha experimentado el sistema de gobierno en 
sus universidades públicas. Por último, se describen algunos de los rasgos organizativos que 
definen a sus universidades públicas, los cuales están condicionados tanto por la 
gobernanza institucional existente en España como por las características de su gobierno 
universitario. 
El contexto institucional del caso español es descrito desde una perspectiva histórica-
temporal que considera los cambios legislativos sucedidos a nivel nacional desde mediados 
del siglo XX e inicios del siglo XXI, para analizar cómo el entorno institucional (las normas y 
las leyes universitarias aprobadas por el Estado) ha transformado la naturaleza organizativa 
de sus universidades, y como se organizan y gobiernan.    
Se utilizan fuentes de información primaria (legislación y documentos oficiales existentes) y 
secundaria (informes, investigaciones y trabajos publicados, etc.). 
 
2. Las reformas universitarias en España durante los siglos XX y XXI:  
 
“From 1983 onwards reform in Spanish higher education has successively 
tackled issues which, elsewhere in Western Europe, were spaced out, and 
dealt with, over a quarter century.  (…) I am suggesting that the move from 
reform justified in the name of participant democracy to the rigors of 
competition and economic efficiency is likely to be a source of considerable 
tension, and not only in academia” G. Neave (1997: 9). 
 
Desde que España fuese constituida como un Estado social y democrático de derecho, se 
han impulsado tres grandes reformas en la educación universitaria a lo largo de las últimas 
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décadas: la Ley de Reforma Universitaria (LRU/1983), la Ley Orgánica de Universidades 
(LOU/2001) y la Ley Orgánica Modificatoria de la Ley Orgánica de Universidades 
(LOMLOU/2007).                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                              
Antes de la instauración de la democracia en España a finales de los setenta (en 1977 se 
producen las primeras elecciones libres tras la dictadura franquista, y en 1978 se promulga 
y aprueba la constitución española), el sistema nacional universitario y su sistema de 
gobernanza presentaban los rasgos típicos del modelo napoleónico francés. La Universidad 
española estaba altamente centralizada y controlada por el Ministerio de educación, el cual 
no solo regulaba el marco general de la educación universitaria sino que mostraba una 
plena injerencia política sobre los asuntos ordinarios del día a día de las universidades.  
Con el advenimiento de la democracia, los sucesivos gobiernos (tanto los de la UCD de 
Adolfo Suarez, como los del PSOE de Felipe González), convencidos de las bondades de la 
autorregulación y el autogobierno académico, promovieron un profundo debate político, 
social y mediático que tenía como objetivo fundamental devolver la autoridad en la 
Universidad no tanto al conjunto de la comunidad universitaria (como parte principal 
involucrada) sino más bien a los profesionales académicos. Dicho proceso de 
descentralización, que en último término buscaba transferir a las universidades amplías 
cuotas de poder sobre los asuntos internos relativos a su gestión, organización y gobierno, 
se hizo realidad con la aprobación de la primera reforma democrática universitaria en 1983 
(LRU en adelante). 
Tras incluir el concepto de autonomía universitaria como un derecho fundamental58  dentro 
de la carta magna de 1978, la LRU (1983) confirió un grado de autonomía institucional 
mucho mayor que el que ostentaban en aquella época otras universidades del entorno 
europeo (Sánchez-Ferrer, 1996, 1997). Dicha reforma universitaria conducía a la 
Universidad española del más absoluto centralismo burocrático a la total desregulación. 
Como consecuencia del impasse político de la dictadura, dicho proceso de desregulación 
administrativa y organizacional sucedió en España algunos años después que en otros 
países europeos que compartieron originariamente con España algunos de los rasgos 
elementales del centralismo público-burocrático y/o del modelo napoleónico de 
 
58 La Constitución española de 1978 (www.congreso.es/consti/constitucion/indice/index.htm), en su artículo 27.10, incluido 
dentro del título I que regula los derechos y deberes fundamentales de los ciudadanos españoles, establece el reconocimiento 
expreso constitucional de la autonomía universitaria “en los términos que la ley establezca” (es decir negándole su carácter de 
absoluta).  
En opinión de algunos juristas y expertos constitucionalistas (Canosa Usera, 2003; González-Escudero, 2011; Leguina-Villa, 
1991; López-Jurado Escribano & Jiménez-Blanco y Carrillo de Albornoz, 1991; Ortega-Alvarez & Leguina-Villa, 1982), dicho 
mandato constitucional fue introducido finalmente de forma más garantista que el propuesto en el principio de su tramitación 
parlamentaria cuando solo contenía una mera remisión a la ley. Así, la redacción final impone límites al legislador, máxime 
cuando es definido como un derecho fundamental sobre el que el Tribunal Constitucional ha deliberado extensamente (e.g. 
SSTC 24/1987, 26/1987, 55/1989, 106/1990, 130/1991, 235/1991).  
A juicio de los magistrados del alto tribunal y en base a la doctrina publicada, el concepto de autonomía universitaria aparece 
fundido doblemente en la noción de garantía institucional y de derecho fundamental, afirmando que éste es la garantía 
institucional de la libertad de cátedra e investigación (la libertad académica como libertad individual). Por consiguiente, la 
autonomía exige y posibilita que docentes, investigadores y estudiantes cumplan con sus respectivas responsabilidades para 
así satisfacer las necesidades educativas, científicas y profesionales de la sociedad – la libertad académica es principio, pero 
también límite de la autonomía universitaria- (Plana-Plana, 1999). 
Adicionalmente, el TC reconoce que la titularidad de dicho derecho corresponde a cada Universidad que lo ejerce a través de 
los diversos órganos que posee. La autonomía universitaria ha sido desarrollada legalmente en las sucesivas leyes 
universitarias promulgadas desde que fuese aprobada la constitución.  
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gobernanza de la educación superior (e.g. Dinamarca, Francia, Italia, los Países Bajos y 
Suecia). 
Como veremos a continuación, después de casi treinta y cinco años desde que se aprobase 
dicha ley universitaria, que sigue siendo la piedra angular sobre la que se asienta el actual 
sistema universitario (pese a que éste ha sufrido posteriores reformas en 2001 y 2007), la 
regulación de la educación superior sigue presentando algunos rasgos del modelo 
napoleónico pero ha mutado a un modelo híbrido en el que también se observan rasgos del 
modelo multinivel y multiactor de gobernanza, que son producto de las dos reformas 
promovidas durante el siglo XXI (Mora & Vidal: 2000, 2005).  
Es decir, en la actualidad las universidades públicas españolas son organizaciones 
autónomas, pero son altamente dependientes del Estado, lo que constriñe y limita su 
organización y gobierno.  
Desde el punto de vista organizativo, las universidades públicas españolas son actualmente 
organizaciones más abiertas, accesibles y adaptativas. Aunque su autonomía institucional 
goza de un blindaje constitucional que le confiere discrecionalidad en ámbitos 
fundamentales, las universidades en España continúan teniendo una capacidad limitada de 
actuación en otros ámbitos estratégicos. 
 
2.1. De la LOU de 1943 a la LOMLOU de 2007: la regulación de la educación superior y la 
intervención del Estado sobre las universidades. 
 
Hasta la entrada en vigor de la primera ley democrática universitaria (LRU/1983), el sistema 
de gobernanza universitaria existente en España compartía algunos de los rasgos esenciales 
de la tradición napoleónica59, igualmente observables en otros sistemas universitarios del 
entorno europeo (e.g. Francia, Italia, Portugal). Bajo el marco normativo de la Ley de 
Ordenación Universitaria (LOU/1943)60, las universidades, altamente dependientes del 
Estado desde el punto de vista político, económico y administrativo; gozaban de una 
autonomía restringida consecuencia de un poder centralizado en la figura del ministro de 
educación.  
 
59 En España, la centralización de su sistema de educación superior hunde sus raíces históricas en las reformas ilustradas y 
liberales de los siglos XVIII y XIX (Peset & Peset, 1974). A partir de 1766 durante la etapa regia de Carlos III, se sucedieron 
diversas reformas que tenían como objetivo fundamental la modernización de las enseñanzas, pero también poner fin a los 
fenómenos de corrupción y mala gestión que afectaban a las universidades. Consideradas como el inicio de una intervención 
activa del gobierno en los asuntos universitarios, afectaron al contenido de los planes de estudios, la selección de los 
profesores y el nombramiento de los censores regios que habían de supervisar el funcionamiento de las instituciones 
universitarias (Capitán-Díaz, 1991). 
Posteriormente, diversos reglamentos elaborados tras la promulgación de la Constitución de Cádiz de 1812 (e.g. Plan 
Calomarde, 1824), y especialmente la Ley Moyano de 1857 sentaron las bases institucionales de la Universidad española 
actual, inspirada en el modelo francés de fuerte control estatal, y cuya esencia centralizadora y reglamentista ha perdurado 
hasta nuestros días (Núñez, 2013). Tal y como resume Núñez (2013:19): “si en el siglo XIX las reformas universitarias buscaron 
acabar con la autonomía de la vieja Universidad eclesiástica y someterla al control político del Estado, durante el siglo XX (con 
la excepción de la etapa franquista) se planteó el objetivo opuesto, devolver la autonomía a la Universidad”. 
 
60 Diversos autores españoles han analizado con detalle las distintas políticas y reformas universitarias que se han sucedido en 
España desde el siglo XVIII. Peset & Peset por ejemplo, en sucesivos trabajos (1974, 1992) abordan la raíces históricas de la 
Universidad española entre los siglos XVIII y XIX. Por otro lado, Peset Reig (2008), Sánchez-Ferrer (1996, 1997) o Núñez (2013), 
ofrecen interesantes análisis con una cierta perspectiva histórica acerca de las sucesivas reformas universitarias acontecidas 
en España a lo largo del siglo XX, y también del XXI en el último caso. 
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Hasta 1983, las universidades españolas fueron concebidas como agencias burocráticas que 
actuaban bajo el férreo control impuesto por la autoridad del Estado (Sánchez-Ferrer, 
1997). En aquella época, la misión central que tenía encomendada la Universidad en España 
era la de la formación profesional, dejando a la investigación científica61 y a la creación de 
conocimiento en un segundo plano.                 
Desde el punto de vista de la autonomía organizativa, las universidades no tenían capacidad 
de decisión sobre cuestiones estratégicas: los procedimientos de admisión de estudiantes, 
la creación de nuevas facultades y centros, la planificación docente, la creación de plazas 
académicas, el diseño y establecimiento de los criterios de contratación del personal 
docente e investigador 62 , la fijación de las tasas universitarias, la elaboración del 
presupuesto e incluso la distribución interna del gasto en las universidades eran cuestiones 
decididas exclusivamente por el gobierno de la nación.  
No obstante, desde el punto de la autonomía académica-científica, el profesorado de las 
universidades gozaba en la práctica de cierta capacidad de influencia (y también de ciertos 
poderes discrecionales) en los procesos de formulación de las políticas universitarias que 
diseñaba el gobierno, además de una relativa libertad individual63. 
 
En relación con el gobierno universitario, los rectores de las universidades eran designados 
y nombrados asimismo por el gobierno, actuando generalmente como altos funcionarios 
del Estado cuya principal labor era la de controlar a sus organizaciones, salvaguardando 
siempre el cumplimiento de las instrucciones y objetivos dictados por el gobierno 
franquista64. De forma similar, los decanos de las facultades y otros administradores 
séniores eran normalmente seleccionados por el Ministro de Educación nacional de entre 
académicos que contaban con apoyo de colegas de sus respectivas organizaciones. Lo 
anterior desvela, el carácter estrictamente académico que presentaba el gobierno 
universitario en aquella época.  
En lo relativo a la organización, al igual que en otros sistemas universitarios europeos, las 
universidades españolas aparecían estructuradas en facultades, unas subunidades 
 
61 Tal y como describen autores como Sánchez-Ferrer (1997) o Núñez (2013), el ocaso que vivía la ciencia en España no era 
solamente visible en una Universidad principalmente docente en dónde solo una minoría de académicos producía 
investigación científica de calidad frente a otra mayoría que ni siquiera la consideraba como parte de sus obligaciones, sino 
que en general era una actividad marginal en el conjunto del sistema de educación superior del país. La llamada peculiaridad 
española que se alargó hasta finales de los ochenta situó a la ciencia española en un lugar mediocre en la escena 
internacional: España ocupaba el puesto nº 20, con una productividad por investigador de 0,24, muy por detrás del conjunto 
de países de la OCDE, incluidos los países del mediterráneo (Cole & Phelan, 1999).  
A este respecto hay que recordar que los poderes públicos tampoco se mostraron activos para intentar revertir un entorno –
público y privado- de baja inversión en I+D+i (en 1967 éste significaba el 0,27% del PIB nacional, claramente inferior a la media 
de los países de la OCDE, una equiparación que no llegaría hasta 1993 en dónde dicha cuota ascendió al 0,90%).  
 
62 La legislación universitaria de aquel momento dejaba a las universidades poco margen de actuación dentro del ámbito de la 
dirección de los recursos humanos: no tenían control alguno sobre el reclutamiento de su personal académico que era 
nombrado por comités específicos de contratación cuyos miembros eran a su vez designados por el gobierno central. 
 
63 En este sentido, Sánchez-Ferrer (1997) comenta que pese a la fuerte injerencia político-administrativa que el Estado ejercía 
respecto a las universidades, no mostraba en cambio una actitud excesiva de control e inspección sobre el desarrollo de la 
actividad profesional que realizaba el profesorado, que en muchos casos se extendía a ámbitos externos a la Universidad.  
          
64 La Ley de Ordenación Universitaria (LOU/1943) reflejaba un compromiso con el movimiento político del régimen franquista. 
Así, establecía que los rectores de las universidades debían militar en Falange Española Tradicionalista y de las JONS, en tanto 
que todos los profesores estaban obligados a jurar los principios generales del movimiento antes de tomar posesión de sus 
cargos (Carreras-Ares & Ruiz-Carnicer, 1991; Peset, 1991; Sánchez-Ferrer, 1996). 
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organizativas independientes las unas de las otras, y entre las que apenas existía 
coordinación en materia académica y científica, funcionando como verdaderas anarquías 
organizadas. 
Junto a las facultades, las otras subunidades organizativas inferiores eran las cátedras, que 
constituían un núcleo de poder realmente importante dentro de la Universidad 
predemocrática. Los catedráticos, constituidos en un cuerpo de profesores con un estatus 
funcionarial permanente y con un procedimiento de admisión excesivamente rígido y 
formal, eran los titulares de las cátedras académicas y/o de investigación que se 
organizaban por áreas científicas. De ellas dependían el resto de los profesores (e.g. 
becarios ayudantes, doctorandos y lectores júniores que en la mayoría de los casos 
ocupaban plazas temporales), quienes mostraban una clara relación de subordinación y 
patronazgo respecto a los catedráticos que actuaban como mentores académicos 
responsables de su formación y aprendizaje65. 
En resumen, la regulación de la educación universitaria en la España predemocrática estuvo 
caracterizada por un fuerte centralismo burocrático dónde el Estado orientaba la acción de 
las universidades e interfería en sus procesos internos de gestión, organización y gobierno.  
El protagonismo del poder político era compartido con el profesorado, con importantes 
poderes y privilegios dentro del sistema que eran materializados en el gobierno académico 
colegiado.  
La política universitaria anterior a la reforma universitaria del 83 (LRU) fue esencialmente 
producto de una acción centralizada de un estado no democrático, influenciada por el 
profesionalismo burocrático que caracterizó a la Universidad española predemocrática 
(Sánchez-Ferrer, 1997). 
 
El crecimiento y la modernización económica que experimentó España desde inicios de la 
década de los sesenta favorecieron una expansión de la educación universitaria similar a la 
que ocurría en el contexto internacional. Como consecuencia de ello, el número de 
estudiantes, universidades, facultades y titulaciones académicas se multiplicaron 
cuantitativamente66, lo que originó serios problemas que evidenciaron las ineficiencias y 
rigideces de un sistema universitario anclado en el pasado. 
 
65 La LOU (1943) solo permitía una única forma de promoción académica: los lectores júniores una vez que alcanzasen el título 
de doctorado tras un período de aprendizaje junto al titular de la cátedra en la que se integraban, y tras ir asumiendo 
progresivamente responsabilidades de docencia, podían aspirar vía oposición a obtener una cátedra mediante la que 
adquirían el estatus de profesor funcionario permanente.  
Como consecuencia de ello, el modelo de relaciones laborales más extendido en la Universidad española pre-democrática era 
el régimen temporal de contratación (en torno al 80% del personal académico ocupaba una posición temporal dentro de la 
Universidad), lo que sumió a la Universidad en el conflicto social permanente. Las sucesivas protestas sociales que emprendió 
el colectivo de jóvenes lectores entre los años 50 y 60 obligaron al Estado a crear nuevos cuerpos de lectores permanentes 
(todavía con un rango inferior al de los profesores), en un intento por integrar a una ingente masa de académicos doctores 
que no aún no habían obtenido una cátedra de profesor. Sin embargo, las condiciones laborales precarias de los lectores 
júniores (e.g. sobrecarga docente que dificultaba alcanzar el título de doctor, requisito obligatorio para obtener una plaza 
permanente) impidió a muchos acceder a una posición académica permanente, lo que no atajó definitivamente el conflicto. 
 
66 En España la masificación de la educación superior, una de las más grandes transformaciones sociales que pueden 
señalarse, principalmente se inicia con la segunda mitad de los años sesenta (Fernández-Enguita, 1999). En 1960, el número 
de estudiantes universitarios registrados eran 76.000, frente a los 530.000 que había quince años más tarde, en 1975. El 
proceso de expansión social del sistema universitario ha continuado prácticamente hasta la década del 2000. 
Adicionalmente, Fernandez-Enguita (1999) señala a la feminización (del alumnado, pero también del profesorado 
universitario) como un elemento esencial de dicho proceso de masificación. Así, el acceso a la Universidad que era un 
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Algunas de esas ineficiencias se hicieron visibles con las sucesivas manifestaciones y 
protestas sociales que protagonizaron colectivos de estudiantes que encontraron grandes 
problemas para insertarse en el mercado laboral, y colectivos de jóvenes profesores que 
hallaron serias dificultades para acceder a puestos académicos permanentes (cátedras). La 
extraordinaria politización67 que existió en las universidades coincidió con una etapa de 
máxima politización en la sociedad española, que anunciaba el final de la dictadura 
franquista. 
La búsqueda de soluciones a las tensiones y conflictos sucedidos durante los últimos años 
del franquismo, llevó al sector tecnócrata del gobierno a aprobar la Ley General de 
Educación (LGE/1970, también llamada Ley Villar Palasí), que pese a estar orientada a la 
educación básica y generalista incluyó también algunos aspectos de reforma universitaria 
(de sus 146 artículos, 44 trataban de la Universidad) como la integración en las 
universidades de todas las enseñanzas de educación superior existentes68.  
El aspecto, quizá, más destacado fue el mayor grado de autonomía institucional que la ley 
otorgaba a las universidades, a las que se les dotaba de personalidad jurídica propia. 
La ley incluía innovaciones institucionales 69 como la creación de un Consejo de 
Administración -Patronato- dotado de capacidad decisional, y otras relativas a la estructura 
interna organizativa de las universidades (e.g. creación de órganos internos), a los métodos 
de enseñanza, o a los procesos de selección y reclutamiento de los lectores. No obstante, el 
Estado seguía manteniendo el control sobre aspectos fundamentales como el presupuesto 
de las universidades, que debía ser aprobado por el gobierno central, o la selección del 
profesorado universitario.  
 
privilegio exclusivo de los varones de ciertas clases sociales, no solo se fue extendiendo a varones de distintos estratos 
sociales, sino que lo hizo también a las mujeres adquiriendo un carácter general. Así, si las mujeres en la posguerra 
representaban una proporción insignificante del alumnado, en el curso 1976-77 alcanzaban una cifra del 39%, llegando a 
igualar a los hombres en el curso académico 1986-87 y a superarlos en el 1996-97 (+6%). Desde una perspectiva sociológica, el 
tema de la feminización de la Universidad española ha sido abordado por diversos autores (e.g. Vaquera & De Miguel, 2001). 
 
67 Como afirma Sánchez-Ferrer (1997), debido a las limitaciones impuestas por el gobierno de Franco, la ausencia de canales e 
instrumentos ordinarios para ejercer la oposición política al régimen franquista convirtió a las universidades (como centros del 
pensamiento crítico y el inconformismo) en arenas políticas contestarías en dónde emergieron numerosos movimientos 
sociales y políticos (especialmente en facultades dónde se impartían estudios de ciencias sociales y humanidades, como 
ciencias políticas o filosofía), en su mayoría de izquierdas y nacionalistas (e.g. casos de Cataluña y País Vasco), que se 
convirtieron en ejes centrales de la disidencia política antifranquista.  
Sobre esta cuestión, González-Calleja (2009) tiene un trabajo que es indispensable: `Movilización y protesta estudiantil en la 
España contemporánea: 1865-2008´. 
 
68 Con ello, el sistema español de educación superior presentaba un carácter unitario en dónde las universidades, como 
instituciones únicas de educación superior, se organizaban en facultades (responsables de los cursos de grado y/o licenciatura 
en ciencias no técnicas), facultades técnicas (responsables de las enseñanzas universitarias de ingeniería y arquitectura), y 
escuelas universitarias (que ofrecían las llamadas diplomaturas). 
 
69 Además de la mencionada creación de un órgano de supervisión y control que integraba partes interesadas internas y 
externas (Patronato), esta reforma educativa introdujo otras innovaciones que como afirma Núñez (2013) eran relativamente 
avanzadas para aquella época. Así, por ejemplo, dicho texto normativo permitía la contratación temporal y/o permanente (sin 
estatus de funcionarios) de académicos extranjeros (previa autorización del Ministerio); recomendaba la participación activa 
de alumnos de cursos superiores como tutores auxiliares; o la búsqueda de nuevas vías de evaluación adicionales o 
sustitutorias a los exámenes finales. 
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Las escasas expectativas que dicho marco normativo despertó nunca llegaron a cumplirse70, 
debido especialmente al contexto sociopolítico que le acompañó, dónde un régimen 
dictatorial débil y amenazado evitó todo tipo de aventuras políticas que redujesen su 
control sobre el resto de las instituciones dependientes del Estado. 
En los primeros años de transición a la democracia, el gobierno democrático que se 
conformó tras las elecciones de 1977 promovió junto a las universidades una reforma 
universitaria que adaptase el sistema español de educación superior al nuevo entorno 
político, socioeconómico y cultural que emergía en el país y en el contexto europeo.  
El proyecto de Ley de Autonomía Universitaria en el que trabajó el gobierno de la UCD, 
buscaba incrementar la autonomía institucional de las universidades fortaleciéndolas 
organizativamente, pero sin afectar a los privilegios de los que habían disfrutado los 
profesores hasta aquella época71.  
Al mismo tiempo, los primeros borradores planteaban la creación de un sistema nacional 
de selección y contratación del profesorado universitario (un nuevo sistema de 
habilitación), que limitaba la autonomía organizativa de las universidades en la gestión de 
sus recursos humanos.  
La falta de acuerdo entre las distintas partes interesadas, universidades, partidos políticos, 
colectivos de profesores72 y estudiantes; imposibilitó que dicho proyecto de ley fuese 
aprobado por el Parlamento. 
 
70 Pese a su aprobación formal, la LGE apenas llegó a implantarse en la Universidad. Sin embargo, como reconoce Núñez 
(2013:32) “a su amparo tuvo lugar un crecimiento desordenado durante la década de los sesenta que condicionaría la futura 
reforma universitaria”. 
 
71 Para Núñez (2013:33 y ss.), que hace un demoledor análisis acerca de la Universidad española desde mediados del siglo XX, 
ello es fácilmente entendible si se tiene en cuenta que muchos de los diputados que conformaron las primeras Cortes 
democráticas eran profesores universitarios (catedráticos) “convertidos en diputados, los cuales no dudaron en hacer 
prevalecer sus intereses personales a la hora de redactar la ley. (…) La autonomía corporativa -el derecho de los profesores de 
la Universidad franquista a diseñar y gestionar directamente el cambio dominó y pervirtió de raíz todo el proceso de reforma 
universitaria, de la LAU a la LRU y a las leyes posteriores. A diferencia de los diputados franquistas, que «se hicieron el 
harakiri», es decir, se disolvieron y convocaron elecciones de las que salieron las Cortes constituyentes que diseñaron el nuevo 
orden constitucional de la democracia, los profesores universitarios entraron en masa en las primeras Cortes democráticas con 
el fin de darse un estatuto de autonomía a sí mismos, consolidar sus puestos en la Universidad y, en muchos casos, hacer 
correr el escalafón. Esta y no otra -el drama de los PNN y la promoción de los agregados- fue la verdadera cuestión de fondo 
que dirimió la LRU: establecer quién y cómo iba a pilotar la nueva autonomía universitaria. (…) Los responsables de diseñar la 
transición universitaria representaron y defendieron el status qua vigente, es decir, su posición dentro de la universidad. No 
hubo un verdadero debate, más allá de las consabidas declaraciones de intenciones, acerca de la Universidad que necesitaba 
una España democrática y desarrollada para integrarse plenamente en el lugar que le correspondía en el mundo. No hubo, 
tampoco, un diagnóstico crítico de la Universidad heredada del franquismo ni una mirada a los mejores sistemas universitarios 
del mundo para entender cómo funcionaban e implantarlos en España. (…) Ni los claustros universitarios ni los partidos 
políticos estuvieron dispuestos a asumir tal fracaso, ni mucho menos a introducir los cambios necesarios que, sin duda, 
hubieran supuesto una pérdida de poder de unos y otros”. 
 
72 Las discrepancias entre los lectores juniores y los profesores catedráticos alcanzaban al planteamiento del sistema de 
gestión de recursos humanos que debía incluirse en la reforma universitaria: mientras que los primeros eran favorables a que 
las universidades controlasen organizacionalmente la política de selección y contratación del profesorado de forma que todo 
el personal académico fuese directamente empleado por sus organizaciones (empleadoras), los segundos al contrario se 
mostraron partidarios de un sistema menos favorable para las universidades (en lo que se refiere a un menor grado de 
autonomía) en el que el Estado mantuviese un relativo control sobre la política de selección y contratación de los académicos 
(Sánchez-Ferrer, 1997).  
Tras verse obligado a retirar el proyecto de la LAU, el Gobierno de la UCD aprobó un paquete de medidas destinadas en 
palabras del entonces ministro Federico Mayor Zaragoza a “paliar la decepción y el desencanto, (…) la inestabilidad y la 
inseguridad de los penenes universitarios y facilitar la renovación de sus contratos durante, al menos, cinco años” (leído en 
Núñez, 2013:33).  
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Como señala Sánchez-Ferrer (1996, 1997), el proceso de elaboración legislativa, que 
involucró a un mayor número de actores muy diversos, ya reflejaba los rasgos de un nuevo 
sistema de gobernanza institucional más alejado del centralismo-burocrático y más cercano 
al escenario multiactor. La participación incluyó a los burócratas-funcionarios del Ministerio 
de Educación y de las universidades, a los diversos colectivos de profesorado (y no solo a 
los catedráticos), a las asociaciones estudiantiles, a las élites políticas regionales y a las 
organizaciones sindicales. Era el fiel reflejo de la nueva etapa política que se había 
inaugurado con el advenimiento de la democracia. 
Pese a ello, el proceso político que lideró el nuevo gobierno socialista y su Ministro de 
Educación José María Maravall hasta la aprobación final de la Ley de Reforma Universitaria 
(LRU/1983), fue más bien un proceso que se desarrolló de arriba abajo dónde apenas 
participaron representantes de la comunidad universitaria.  
 
La LRU de 1983, cuyo contenido esencial difería poco del de la fallida Ley de Autonomía 
Universitaria, que consiguió el acuerdo político del PSOE, la UCD y ciertos sectores 
nacionalistas; tenía en primer lugar como objetivo principal cumplir con el mandato 
constitucional de otorgar plena autonomía institucional a las universidades, y en segundo 
lugar avanzar en la descentralización político-administrativa del sistema universitario73 en 
su conjunto. 
Para algunos autores (e.g. Souvirón-Morenilla, 1988; Plana-Plana, 1999), la LRU no 
establecía formalmente un nuevo régimen de organización y funcionamiento de la 
Universidad española, sino que sentaba las bases generales de una posterior reforma 
integral universitaria74. 
Además de los anteriores objetivos fundamentales, la reforma universitaria de 1983 tenía 
como objetivos esenciales una mejora de la equidad social dentro de la educación 
universitaria y una mejora general de la calidad de las universidades (Sánchez-Ferrer, 1997). 
En lo relativo a la equidad social, la nueva ley universitaria garantizaba la plena igualdad de 
oportunidades en el acceso a una educación superior, un compromiso dentro de la agenda 
social del gobierno socialista de Felipe González. 
 
Finalmente, el nuevo sistema de acceso al profesorado universitario que introdujo el gobierno socialista con la LRU (1983) 
satisfizo a los lectores júniores y dejó a los catedráticos como evidentes perdedores. No hay que olvidar en este sentido, el 
mecanismo especial que habilitó dicha ley para `funcionarizar´ a aquellos lectores júniores que estuviesen en posesión del 
título de doctor (las llamadas idoneidades, pruebas a las que se sometieron quienes llevaban más de cinco años contratados), 
lo que significó un evidente incentivo para muchos de ellos, y probablemente lo que permitió su adhesión a la nueva ley.  
 
73 En materia universitaria, el proceso de transferencia competencial del Estado a los gobiernos de las CCAA no fue ni 
homogéneo ni se produjo simultáneamente, sino que ocurrió lenta y progresivamente (sobre este tema y en un contexto 
educativo general: De Puelles-Benítez, 1996, 2002). Mientras que Cataluña y el País Vasco recibieron dicha competencia en el 
año 1985, la mayor parte de las universidades siguieron siendo dependientes del Gobierno central durante la siguiente 
década (hasta 1995 y 1996), a excepción de las universidades de Andalucía y la Comunidad Valenciana (1986), Galicia e Islas 
Canarias (1987) o Navarra (1989). Este hecho diferencial ha sido interpretado por algunos autores como un posible factor 
explicativo de las diferencias que a día de hoy existen entre las universidades de las distintas regiones españolas, en lo relativo 
a sus estructuras, procesos y resultados.  
 
74 Si se analiza en profundidad la ley, puede observarse como confía el desarrollo e implementación de muchas de sus 
previsiones a las propias universidades (a través de sus estatutos internos) y a las comunidades autónomas (a través de las 
normas regionales). En este sentido, el entonces Ministro Maravall la presentó en el Congreso de los Diputados afirmando: 
“La LRU constituye nada más, pero también nada menos, que un paso que abre el camino del proceso de reforma. Pero ésta, 
que tiene como prerrequisito la ley, no puede agotarse en ella; debe culminar con la propia autorreforma que la comunidad 
universitaria tiene que llevar a cabo (…)” (Maravall, 1983, 1984, 1987).  
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En relación con la mejora institucional del sistema universitario, el nuevo marco jurídico 
planteaba algunos aspectos destacados orientados a mejorar la calidad docente e 
investigadora de las universidades, y la de su personal académico. 
Para mejorar la coordinación de la docencia y la investigación, y un uso más eficiente de los 
recursos académicos se modificó la estructura organizativa de las universidades 
transformando la vieja estructura de la cátedra, que había favorecido prácticas clientelares 
y patrimonialistas, por una estructura departamental75. 
Con relación a los recursos humanos, se simplificaron las categorías académicas vigentes, y 
se introdujo un sistema de selección y reclutamiento del personal académico más 
competitivo, flexible e internacionalmente más estandarizado, que incrementó los 
requerimientos de acceso al profesorado universitario.  
En el nuevo sistema, las universidades tenían discrecionalidad para crear nuevas plazas 
académicas, decidiendo el número y la categoría académica, pero una capacidad limitada 
de influencia en los procesos de contratación del profesorado76 (e.g. salarios fijados por el 
gobierno central). La contratación de profesores y lectores, con un estatus de funcionarios 
públicos permanentes77, era decidida por comisiones específicas de selección formadas por 
dos profesores de la Universidad convocante de la plaza y por otros tres académicos 
permanentes de un área de conocimiento afín a la de la plaza y procedentes de otras 
universidades, lo que buscaba acabar con el clientelismo y la endogamia emergentes en la 
Universidad española. 
Desde el punto de vista de la autonomía institucional, el nuevo marco jurídico universitario 
dotaba a las organizaciones académicas de plena capacidad decisional en aspectos 
estratégicos como la planificación y la elaboración de su presupuesto (construido a partir 
de una suma global de recursos a distribuir internamente), el diseño y establecimiento de 
sus estructuras organizativas internas, y la planificación académica.  
 
75  Como afirma Sánchez-Ferrer (1997), aunque las universidades españolas aparecían formalmente organizadas en 
departamentos desde los años sesenta, en la mayoría de los casos esta transformación no era real ya que muchas de las 
tradicionales cátedras académicas y de investigación que existían solamente habían sido renombradas con el nombre de 
departamentos sin ningún otro cambio adicional (de hecho, el tamaño de muchos de esos `falsos departamentos´ era tan 
reducido que solamente incluían a un solo catedrático). Sin embargo, el nuevo orden jurídico resultante de la LRU también se 
mostró incapaz de conformar unidades docentes e investigadores fuertemente cohesionadas y coordinadas, sino que 
modificó ligeramente a unas estructuras que continuaron siendo puramente administrativas y que seguían recordando a las 
viejas metáforas de las anarquías organizadas, lo que claramente restaba capacidad competitiva a las universidades en 
términos de colaboración científica y atracción de talento. 
 
76 En los sucesivos debates parlamentarios que se produjeron durante los procesos de tramitación de la fallida LAU y de la 
LRU, fueron muy pocos los diputados y/o los grupos parlamentarios que defendieron una apertura total del sistema de 
selección y contratación del profesorado universitario. Una de las pocas voces que se alzó claramente a favor de ello fue la del 
diputado del grupo mixto Josep Pi-Suñer i Cuberta quién en uno de esos debates (DSC, 3 de febrero de 1982) afirmó: 
“deberían, de una vez por todas, romperse los tabúes ancestrales en materia de profesorado, y así reconocerse sin ambages 
algo que es consustancial a las universidades más avanzadas (...): la libertad absoluta de contratación de profesorado” (leído 
en Núñez, 2013: 34). 
 
77 En los debates de reforma universitaria comenzó a plantearse la posibilidad de introducir una cuota que regulase la 
estructura de profesorado permanente y temporal en las universidades. La LOU/2001, consciente de las rigideces que un 
cuerpo docente exclusivamente funcionario introducía en la capacidad de adaptación de las universidades, estipuló que la 
mitad del profesorado podía ser contratado –el 49%- (art. 48.1). La LOMLOU/2007 mantuvo dicho porcentaje, pero 
introduciendo al mismo tiempo una limitación a la contratación laboral de carácter temporal al establecer que “el PDI con 
contrato laboral temporal no podrá superar el 40% de la plantilla docente de una Universidad” (art. 48.5). 
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La nueva reforma universitaria también dejaba cierto margen de discrecionalidad a las 
universidades para el diseño y elaboración de sus planes de estudios78 , la selección y 
promoción de su profesorado, o para alcanzar acuerdos con entidades privadas para la 
colaboración conjunta en actividades de investigación.  
Lo anterior dió lugar a un nuevo modelo de gobernanza institucional más complejo dónde 
la coordinación de la educación superior tenía rasgos del modelo multiactor79 y multinivel. 
Por un lado, el Ministerio transfirió a las universidades el control de aspectos de la 
educación universitaria que tradicionalmente había ostentado, sin abandonar su rol de 
actor principal responsable de la coordinación80 y supervisión de la educación superior 
española al conservar la capacidad legislativa en la ordenación de la política universitaria. 
Otro hecho importante es que la autoridad política que hasta entonces había ejercido el 
gobierno central sobre las organizaciones académicas empezó a ser compartida con los 
gobiernos de las comunidades autónomas que formaban el nuevo Estado autonómico 
nacido con la Constitución de 1978.  
Se iniciaba un nuevo período81 dónde los gobiernos regionales se convertían en los 
responsables de la administración de las instituciones de educación universitaria y de su 
financiación mediante la transferencia de fondos públicos que posteriormente gestionaban 
las universidades. Los gobiernos autonómicos también asumieron otras competencias 
relevantes como la creación de las universidades y las facultades, la asignación de sus 
presupuestos anuales, y la fijación de las tasas universitarias y de los salarios de su 
personal.  
Por último, el nuevo sistema de gobernanza de la educación superior se abrió además a 
nuevos sectores de la sociedad82 a los que por primera vez se los incluyó en el gobierno de 
las universidades.  
 
78 La organización académica y docente que habían presentado las universidades españolas hasta la entrada en vigor de la LRU 
era una consecuencia más del centralismo burocrático que caracterizó al sistema universitario hasta aquella época: las 
estructuras curriculares eran fijadas de forma casi idéntica en cada una de las universidades públicas y presentaban un 
carácter bastante rígido y teórico. El deseo de flexibilizar y adaptar los planes de estudios vigentes a las nuevas necesidades 
sociales, y a las demandas de los estudiantes (y por supuesto del mercado laboral), hizo posible su reforma en 1983, lo que 
favoreció la expansión y diversificación de la oferta académica universitaria en España (Mora & Vidal, 2000).  
 
79 No hay que olvidar que la aprobación de la LRU/1983, en el cumplimiento del mandato constitucional (art. 27 CE), pone fin 
al modelo estatalista y centralista de educación superior que existió anteriormente garantizando la libertad de creación de 
universidades y centros docentes de enseñanza superior de titularidad privada (art. 57). La creación de universidades 
privadas, que al igual que las de titularidad pública era competencia exclusiva de cada Comunidad autónoma, significó la 
incorporación de nuevas organizaciones universitarias al mercado de la educación superior en España, añadiendo dinamismo 
y competencia al sistema en su conjunto (Marcos, 2003).  
 
80  La nueva reforma universitaria creó un nuevo órgano de coordinación (“ordenación, planificación, propuesta y 
asesoramiento”) del sistema de educación superior, el Consejo de Universidades (que sustituía a la Junta Nacional de 
Universidades), compuesto de expertos designados por el poder ejecutivo y legislativo, por representantes del gobierno 
central y de los gobiernos regionales de las CCAA, y por los rectores de las diferentes universidades. Dicho órgano servía como 
foro de discusión y debate de las políticas universitarias, así como del resto de asuntos que afectan a las universidades. 
 
81 Ello permitió que el sistema empezase a no ser tan homogéneo, generando una incipiente diversidad entre regiones (y por 
ende entre universidades), ya que, pese a que muchas normas continuaban siendo comunes para todas las universidades del 
país, cada Comunidad autónoma introdujo elementos propios y específicos ligados a las características de su región.  
 
82 Una de las innovaciones institucionales que introdujo la LRU (1983) con relación al gobierno universitario, fue la creación de 
un nuevo órgano colegiado que no estuviese estrictamente controlado por los académicos y que incluyese a miembros 
externos a la Universidad procedentes de diversos ámbitos de la sociedad. El Consejo social aparecía configurado como un 
órgano pleno de toma de decisiones (aunque con poderes claramente limitados si se le compara con el resto de estructuras 
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En lo relativo al gobierno universitario, la reforma universitaria de 1983 promovió un 
fortalecimiento institucional de los órganos centrales de dirección y administración, y con 
ello, una concentración de las principales decisiones en el Rector como máximo 
responsable ejecutivo, y en la Junta de Gobierno como máximo órgano de dirección, que 
terminó desplazando a las facultades y a los departamentos como núcleos de poder dentro 
de las organizaciones académicas. 
En el esquema interpretativo de Clark (1983), la gobernanza de la educación superior en 
España se movía con la LRU desde una posición cercana al córner del Estado a otra más 
próxima a los profesionales académicos, con un mercado ligeramente más influyente 
(Mora, 1997; Mora & Vidal, 2000). 
Algunos analistas (Mora et al., 1995; Sánchez-Ferrer, 1997; Núñez, 2013; Martínez, 2015) 
son muy críticos con el diseño institucional que introdujo la LRU, ya que descuidó la 
introducción de mecanismos y procedimientos internos de control institucional (e.g. un 
órgano real de supervisión y control) que evitan el desarrollo de políticas internas basadas 
en intereses corporativos83. La creación del Consejo Social como nuevo órgano de 
supervisión y control era insuficiente al nacer competencialmente vacío. 
La desregulación que trajo consigo la LRU no estuvo acompañada por una adecuada 
rendición de cuentas al no disponer de procedimientos y herramientas de evaluación de la 
calidad y de los resultados84 . Por ejemplo, en aquella época los recursos que las 
universidades destinaban a la investigación y la docencia eran distribuidos únicamente 
atendiendo al número de estudiantes matriculados en sus centros. 
Como explica Sánchez-Ferrer (1997), la concesión por parte del Estado de una mayor 
autonomía institucional a las universidades no estuvo acompañada por el establecimiento 
 
de autoridad existentes) integrado no solo por representantes de la comunidad universitaria (miembros a su vez del principal 
órgano gobierno) sino también por representantes de organizaciones sociales y políticas.  
Por las atribuciones competenciales que la ley le confería y/o por su composición social puede ser entendido como el primer 
intento que tuvo lugar en España de crear una estructura de supervisión y control (e.g. Consejo de administración, Consejo de 
Universidad) similar a la que ya existía en otros sistemas europeos de gobierno universitario (y también en las modernas 
corporaciones empresariales). En este sentido, la fallida Ley General de Educación (1970) que aprobó el gobierno 
tardofranquista ya ideó (aunque al parecer nunca llegó a implementarse) una estructura similar denominada Patronato 
universitario, también con poderes discrecionales limitados, cuyos antecedentes se encuentran en un real decreto de 
principios del siglo XX (RD de 25/08/1926) que ya lo contemplaba para cada distrito universitario (Plana-Plana, 1999).    
 
83 Tal y como expresa acertadamente Núñez (2013: 39): “el sistema diseñado por la LRU condujo sin remedio a un 
cooperativismo gremial en el que las responsabilidades personales quedaban diluidas y la rendición efectiva de cuentas no 
existía, lo que viciaba en origen el proceso de selección de los profesores”. A este respecto, McDaniel (1996) afirma que 
cualquier transferencia (o delegación) de poder del Estado a las universidades (es decir un incremento de la autonomía 
institucional de éstas) ha de estar acompañada por otros mecanismos adicionales a la responsabilidad social (control interno, 
pero también social), como una mejora de la competitividad (por estudiantes, personal, recursos y reputación), una mayor 
diversificación de las fuentes de financiación y un empoderamiento de los usuarios que reciben los servicios que prestan las 
universidades.  
 
84 Algunos de estos autores que critican la falta de mecanismos de rendición de cuentas, esgrimen al mismo tiempo que esta 
debilidad institucional podría haber sido a su vez la responsable de un crecimiento insostenible del gasto público en las 
universidades, de una proliferación descontrolada de universidades y campus, o de una contratación desmedida de personal 
universitario. No hay que obviar en este sentido que los gobiernos regionales, una vez que los presupuestos de las 
universidades han sido aprobados de acuerdo al techo de gasto fijado anualmente en la Ley de presupuestos, tienen un 
escaso margen de intervención sobre las organizaciones académicas que dependen de ellas.  
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de una adecuada estructura de incentivos85 que orientase a las universidades a actuar 
responsablemente según criterios de calidad y de excelencia.  
Por ejemplo, ni el gobierno central, ni los gobiernos de las comunidades autónomas que 
eran competentes de la evaluación institucional; introdujeron, mecanismos vinculados al 
desempeño (e.g. financiación universitaria a través de contratos-programa, transferencia 
de recursos vinculada a resultados, etc.) que hubieran estimulado a las universidades y a su 
personal académico a mejorar su rendimiento docente e investigador.  
Ello hubiera contribuido a una mejora de la competencia interna86 dentro del sistema 
nacional de educación superior y ciencia –universidades y centros de investigación- en 
términos de captación de recursos materiales y humanos. 
Tendrían que pasar casi veinte años para que se produjese en España una nueva reforma 
universitaria, la Ley Orgánica de Universidades (LOU/2001) impulsada en 2001 por el 
gobierno conservador de José María Aznar.  
El nuevo marco normativo universitario, mucho más reglamentista y menos abierto que el 
anterior, nacía bajo la expresa voluntad de avanzar en el proceso de modernización del 
sistema español universitario.  
Los dos principales desafíos eran la apertura de la Universidad a la sociedad87 para 
responder adecuada y eficazmente a las demandas de su entorno, e incrementar su 
 
85 En los años sucesivos a la aprobación de la LRU (RD de 1989 siendo Javier Solana, ministro de Educación), el Estado 
introdujo cambios y mejoras orientadas a mejorar el rendimiento investigador del PDI y/o reconocer su actividad profesional. 
De esta forma, introdujo sensibles mejoras en sus retribuciones salariales –trienios de antigüedad, complementos adicionales, 
pagas extras, etc.- y estableció complementos de productividad -quinquenios docentes, sexenios de investigación- de los que 
principalmente pudieron beneficiarse aquellos académicos con status de funcionario (San Segundo, 2005; Vaquero-García, 
2005).  
La creación de instrumentos de incentivación académica si bien estuvo cargada de buenas intenciones (como así se desprende 
de las primeras actuaciones que llevó en aquellos años la Comisión Nacional de Evaluación de la Actividad Investigadora –
CNEAI- creada también en 1989), su aplicación práctica terminó siendo pervertida por las propias universidades (y los 
sindicatos) que no dudaron en otorgarlos automáticamente a todos sus profesores (en el caso de los quinquenios docentes 
terminaron siendo vinculados a la antigüedad), ante la mirada impasible de los gobiernos regionales y el Ministerio. Pese a las 
deficiencias progresivamente emergidas, las consecuencias de la aparición de la CNEAI y de la creación de dichos incentivos 
(especialmente los sexenios de investigación) han sido positivas, aunque limitadas. El hecho más destacable ha sido sin duda 
el incremento cuantitativo de la producción científica española (entre un 1-2% más), mejora cuantitativa pero no cualitativa, si 
se observa la baja calidad y el nivel de impacto de una parte de las publicaciones de los académicos españoles. 
 
86 Este objetivo podía observarse claramente en el propio preámbulo de la ley: “La LRU espera que de ella surja una 
diversificación entre las universidades, que estimulará, sin duda, la competencia entre las mismas para alcanzar los niveles 
más altos de calidad y excelencia”. Sin embargo, no estuvo acompañada del establecimiento de una adecuada estructura de 
incentivos que orientasen a las universidades a actuar responsablemente y siguiendo criterios de calidad y excelencia. A ello 
tampoco ayudó la ausencia total de mecanismos de control que exigieran a las universidades una rendición de cuentas y una 
justificación del uso de los fondos recibidos basados en conceptos hoy día comúnmente aceptados en el entorno académico 
internacional como la calidad del profesorado, el rendimiento científico-investigador o la inserción laboral de los egresados 
universitarios.  
 
87 En el preámbulo de la LOU (6/2001 -24515-: 49401 y ss.) podía leerse: “es una Ley de la sociedad para la Universidad, en la 
que ambas dispondrán de los mecanismos adecuados para intensificar su necesaria y fructífera colaboración. Constituye así el 
marco adecuado para vincular la autonomía universitaria con la rendición de cuentas a la sociedad que la impulsa y la 
financia. Y es el escenario normativo idóneo para que la Universidad responda a la sociedad (…)”. El legislador, que concedió 
una enorme importancia al rendimiento que la Universidad debía mostrar ante la sociedad, creía asimismo que la mejor forma 
de conseguir tal propósito era a través de la llamada cultura de la evaluación: “se profundiza en la cultura de la evaluación 
mediante la creación de la Agencia Nacional de Evaluación de la Calidad y Acreditación y se establecen nuevos mecanismos 
para el fomento de la excelencia. (…) La introducción en el sistema universitario de mecanismos externos de evaluación de su 
calidad, conforme a criterios objetivos y procedimientos transparentes (…) es necesaria para medir el rendimiento del servicio 
público de la enseñanza superior y reforzar su calidad, transparencia, cooperación y competitividad”. 
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rendición de cuentas; y una armonización del sistema nacional de educación superior al 
nuevo Espacio Europeo de Educación Superior que exigía un proceso gradual de 
convergencia europea. 
La nueva ley universitaria introdujo modificaciones en ámbitos relevantes como la selección 
y promoción del profesorado, la evaluación de los resultados académicos y el sistema de 
gobierno universitario.  
Para mejorar la calidad del sistema universitario, la ley modificó algunos aspectos relativos 
al control y la evaluación de las universidades. Uno de los más significativos fue la creación 
de la Agencia Nacional de Evaluación de la Calidad y Acreditación (ANECA) para la 
evaluación independiente de las enseñanzas universitarias, de los servicios y programas de 
las universidades, y de la actividad investigadora, docente y de gestión del personal 
académico.  Ello incorporaba a España al conjunto de países de la Unión Europea con 
universidades sometidas a la evaluación y control académico y organizativo de una agencia 
externa e independiente (Vidal, 2003). 
Otra modificación importante orientada a la mejora de la calidad de la actividad docente e 
investigadora fue en el sistema de selección y contratación del profesorado. El modelo de 
selección descentralizado que se implantó en 1983 con la LRU, había sido fuertemente 
criticado por favorecer la endogamia, limitar la movilidad y poner en riesgo la meritocracia 
(véase el famoso Informe Bricall o Universidad 2000).  
Por ello, la Ley Orgánica de Universidades (LOU) de 2001, buscando la convergencia 
internacional, implantó sistemas de acreditación de mínimos previos al acceso a la carrera 
académica, especialmente para las figuras laborales, y centralizó los procesos de acceso a 
las categorías funcionariales de catedrático y titular de universidad (CU y TU) por medio de 
las habilitaciones nacionales.  
Las modificaciones también fueron sustanciales en el profesorado contratado para 
garantizar la calidad docente en las universidades públicas y privadas. La ley estableció 
evaluaciones periódicas para determinar el tipo de contrato dentro de la nueva escala 
académica que serían realizadas por la recientemente creada ANECA, y no por las otras 
agencias evaluadoras existentes (CNEAI o ANEP). La ANECA era, además, la entidad 
responsable de la acreditación académica del profesorado universitario según diversos 
méritos 88  -formación académica, docencia, investigación y gestión- ponderados 
heterogéneamente según la categoría académica (Galán et al., 2014). 
Además, dicha reforma universitaria introdujo en el sistema nuevas categorías de 
contratación laboral, temporales -Profesor Visitante y Profesor Ayudante Doctor- y 
permanentes -Profesor Contratado Doctor-, que proporcionaban a las universidades nuevos 
 
88 Resulta interesante explorar como estos criterios de evaluación fueron diseñados, para lo que es clave analizar cómo éstos 
fueron negociados. Para Núñez (2013), los sucesivos criterios de evaluación de la ANECA que han ido aprobándose en las 
distintas reformas emprendidas por los diferentes gobiernos (2003, 2007 y 2015) han sido desafortunadamente el resultado 
de las presiones e injerencias ejercidas por los sindicatos y por los rectores, algo muy distinto a lo que ocurrió en 1989 cuando 
se diseñaron los sexenios de investigación. Literalmente afirma: “los sindicatos consiguieron que la nueva agencia hiciera 
suyos los criterios de evaluación del profesorado” (2013: 112). 
Sobre este tema ha habido (y sigue habiendo) muchas controversias y ello es observable en el sentir generalizado del 
profesorado universitario que es especialmente crítico con un sistema altamente burocratizado e ineficiente (Sanz-Menéndez 
et al., 2016). 
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instrumentos de contratación dentro de su sistema de dirección de recursos humanos 
(RRHH en adelante). 
La nueva regulación concedió a las comunidades autónomas la posibilidad de desarrollar 
sus propias regulaciones en materia universidades, así como instrumentos específicos de 
contratación, incrementando la capacidad de intervención en el ámbito de la gestión de los 
RRHH y el empleo dentro de las universidades. 
Este sistema desató críticas89 por sus altos costes de funcionamiento y por suponer una 
injerencia en la autonomía universitaria, lo que propició un intenso conflicto político de las 
universidades y el Gobierno central que propició nuevas modificaciones en la reforma de la 
LOU en 2007, como la sustitución de los exámenes de habilitación nacional por un sistema 
de acreditación nacional que incorporaba también a las categorías funcionariales.  
La LOU de 2001 también introdujo mejoras en las retribuciones salariales del profesorado 
universitario (San Segundo, 2005). El nuevo ordenamiento jurídico universitario permitía 
que las Comunidades Autónomas estableciesen complementos económicos para los 
profesores de las universidades públicas, los cuales fueron finalmente desarrollados en 
años sucesivos tras ser negociados con los representantes de las universidades -rectores y 
vicerrectores de profesorado- y de los trabajadores -sindicatos-.  
Aunque las distintas Comunidades Autónomas diseñaron sus propias estructuras de 
incentivos salariales, con ligeras diferencias en los criterios de evaluación y en su 
ponderación, y también en los importes; la mayoría valoraban méritos docentes, de 
investigación y de gestión evaluados por la Agencia Nacional de Evaluación y Prospectiva 
(ANEP), una agencia dependiente de la CNEAI y del Ministerio. 
En definitiva, dichas mejoras salariales buscaron potenciar la actividad investigadora del 
profesorado universitario, y, por consiguiente, mejorar la calidad de la educación superior 
universitaria.  
La nueva normativa mostraba también un compromiso con la promoción de la movilidad de 
los estudiantes y del personal docente e investigador, como elemento asociado a la calidad 
y la excelencia universitaria. Se crearon distintos programas de movilidad para estudiantes 
y profesores (e.g. programa Ramón y Cajal, Juan de la Cierva, etc.) que proporcionaron 
numerosos beneficios al sistema nacional de ciencia y educación superior, pero que han 
sido incapaces de instaurar una cultura de atracción y reclutamiento del talento con 
criterios internacionales, es decir unos procesos abiertos, competitivos y transparentes 
para seleccionar a profesores, investigadores y estudiantes procedentes de todo el mundo. 
 
89 Desde que fuese promulgada en España la primera reforma universitaria de la democracia, el sistema de acceso, selección y 
promoción del profesorado universitario siempre ha sido objeto de un profundo debate social y/o político, pero también 
académico (Sanz-Menéndez et al., 2016).  Algunos trabajos han mostrado la complejidad de las relaciones entre las distintas 
variables y sus consecuencias, según los diversos sistemas de selección que han estado vigentes. Por ejemplo, Cruz-Castro & 
Sanz-Menéndez (2010) y Sanz-Menéndez et al. (2013) han analizado algunos de los efectos de los sistemas de selección 
descentralizados, que funcionaron bajo la Ley de Reforma Universitaria (LRU), en la meritocracia, la movilidad, el tiempo hasta 
la plaza o la productividad en el momento del ingreso; Zinovyeva & Bages (2015) han analizado factores tales como las 
conexiones académicas o la composición por sexo de las comisiones de selección y sus efectos. Otros estudios han esbozado 
los cambios en los modelos de empleo de las universidades españolas (Cruz-Castro & Sanz-Menéndez, 2015), o la 
heterogeneidad en los criterios aplicados para la acreditación a figuras académicas de contratación laboral por parte de las 
agencias de acreditación regionales (Galán et al. 2014). 
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En relación con el gobierno universitario, la reforma universitaria de Aznar modificó la 
fórmula de elección de los rectores de las universidades e introdujo el sufragio universal90 
directo ponderado, un proceso típico de los sistemas políticos que concedía a la comunidad 
universitaria un rol decisivo en la elección de los máximos responsables del gobierno 
universitario. Dicha fórmula delibitaba al órgano académico, el Claustro universitario, al 
arrebatarle una de sus funciones principales dentro del gobierno universitario, 
debilitándolo claramente.  
Este proceso de reforma universitaria originó sucesivas protestas sociales entre sectores del 
profesorado y de los estudiantes, movilizados activamente por la oposición política y los 
sindicatos. Como consecuencia de ello, el proceso de implementación de la reforma 
universitaria de 2001 estuvo acompañado siempre de un clima de alta contestación social 
que obligó al gobierno vencedor de las elecciones de 2004 a revisar el marco regulatorio 
universitario establecido por el gobierno predecesor. 
El gobierno socialista de José Luis Rodríguez Zapatero, que durante el proceso de debate 
parlamentario de la LOU/2001 manifestó una oposición rotunda al modelo universitario 
defendido por el grupo parlamentario popular (pueden consultarse los diarios de las 
sesiones parlamentarias91 producidos entre mediados del año 2000 y el 2001), realizó una 
revisión de la ley universitaria aprobada durante el mandato de gobierno del Partido 
Popular. 
 
90 La propia exposición de motivos de la LOU/2001 (49402) expresaba: “(…) se refuerzan los procesos ejecutivos de toma de 
decisiones por parte del Rector y del Consejo de Gobierno, y se establecen esquemas de coparticipación y corresponsabilidad 
entre sociedad y Universidad.  (…) Se crea, como máximo órgano de gobierno universitario, el Consejo de Gobierno que, 
presidido por el Rector, establecerá las líneas estratégicas y programáticas en los ámbitos de organización de las enseñanzas, 
investigación, recursos humanos y económicos. En este diseño, el Rector, que ejercerá la dirección, gobierno y gestión de la 
Universidad, será elegido directamente por la comunidad universitaria mediante sufragio universal, libre y secreto”. 
 
91 El Congreso de los Diputados publica las actas de las sesiones parlamentarias que se producen en la cámara baja y son 
altamente relevantes para analizar las sucesivas reformas universitarias que han tenido lugar en España. Los acalorados 
debates que se han sucedido al amparo de las distintas leyes universitarias (LRU/1983, LOU/2001, y LOMLOU/2007) han sido 
analizados por algunos autores en sus respectivos trabajos (e.g. Sánchez-Ferrer, 1996, 1997; Plana-Plana, 1999; Núñez, 2013 
entre otros). 
Por ejemplo, la creación de un órgano de supervisión compuesto por stakeholders externos propició posiciones claramente 
encontradas (lo que reflejaba distintas concepciones de la Universidad) entre los principales grupos parlamentarios que tenían 
representación en aquella legislatura. Frente a la posición que defendió el gobierno de F. González, a través de su ministro J. 
M. Maravall y el grupo parlamentario socialista, a través de su portavoz de educación A. Lazo Díaz, de crear en las 
universidades un órgano que garantizase la participación de la sociedad en el gobierno universitario, otros grupos 
parlamentarios como el grupo popular, se opusieron rotundamente a que dicho órgano, que entendían como necesario, 
formase parte del gobierno universitario (defendían que Universidad y Consejo social eran cosas distintas). 
En el debate parlamentario de presentación de la LRU (leído en Plana-Plana, 1999: 72 y ss.), Maravall afirmaba: “la 
Universidad no es de los universitarios, sino de todos los ciudadanos que la financian. Por ello, el Consejo social se crea para 
conseguir la integración de la Universidad en su entorno social”. En el mismo debate, el portavoz socialista Lazo-Díaz 
argumentaba: “Hay una autonomía que es la que ustedes proponen, que nosotros rechazamos, y que parte del supuesto de 
considerar a cada Universidad como una especie de isla independiente, dentro de la cual los universitarios hacen de su capa un 
sayo, y hay otra autonomía democrática, la autonomía en la que asienta el proyecto que ustedes rechazan, que considera a la 
Universidad como un servicio público y, por tanto, estrechamente ligada a la comunidad en la que vive, de la que vive, en 
consecuencia a la que tiene que servir. (…) Para que la Universidad responda día a día a las necesidades de la comunidad en la 
que está inserta, es indispensable el Consejo social que se incluye en esta ley". Por su parte, el diputado F. Suárez, del grupo 
parlamentario popular, se oponía a ello esgrimiendo: “si las CCAA que tienen en definitiva la responsabilidad económica de 
este servicio público, necesitan vigilar, saber cómo se cumple este servicio público, es perfectamente legítimo que deleguen en 
un Consejo social. Lo que es sumamente discutible es que ese Consejo social sea órgano de la Universidad. (…) El consejo social 
está legítimamente representando a la sociedad para que la Universidad cumpla su función, pero en el momento en que se 
erija en órgano de toda la Universidad se está desvirtuando de manera radical toda la autonomía universitaria”.  
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En el año 2007, España conocía la tercera reforma universitaria de la democracia: la Ley 
Orgánica Modificatoria de la LOU (LOMLOU/2007), una ley revisionista de la que le 
precedía. 
La reforma de 2007 (LOMLOU), tenía como principal objetivo culminar la adaptación de la 
educación superior española al Proceso de Bolonia iniciada con el anterior texto legislativo, 
y mejorar el sistema de acceso al profesorado universitario instaurado con la Ley 
universitaria promovida por P. del Castillo y J. Iglesias de Ussel.  
En relación con esto último, la segunda reforma universitaria socialista introdujo nuevos 
cambios en el proceso de acceso y promoción académica del profesorado dentro de las 
universidades españolas, estableciendo el sistema de acreditación tanto para las posiciones 
académicas funcionariales como para las posiciones académicas laborales (Bosch, 2006), a 
excepción de algunas temporales (ej. profesores visitantes, profesores asociados, etc.) que 
quedaban eximidas. 
En lo relativo al gobierno universitario, la reforma universitaria promovida por M. J. San 
Segundo y M. Cabrera, volvió a modificar la elección de los rectores, y el sistema que había 
proporcionado una mayor participación política a la comunidad universitaria.  
El gobierno socialista de Rodríguez Zapatero, que también tuvo que hacer frente a grandes 
movilizaciones sociales provocadas por la implementación de Bolonia, no quiso generar 
más malestar social y solamente reintrodujo la forma indirecta de elección del rector, a 
través del Claustro, que ya estuvo vigente durante el período de la LRU/1983. En realidad, 
la nueva ley92 permitía a las universidades, bajo la apariencia de una mejora de su 
autonomía universitaria, decidir libremente el modo de elección del Rector.  
La práctica muestra cómo la mayoría de las universidades, pese a que han adaptado y 
reformado sus estatutos, no han querido restringir la naturaleza pseudo-democrática de su 
gobierno universitario, posiblemente temerosas de una contestación social de las 
asociaciones estudiantiles que generalmente son sensibles con esta cuestión. 
 
Junto a las reformas universitarias integrales anteriormente analizadas, el sistema 
universitario español también ha experimentado a lo largo de los últimos años otras 
reformas menores mediante la aprobación de decretos parciales (e.g. Decreto Wert, 
internacionalización, nuevos criterios de acreditación ANECA), y otras regulaciones relativas 
a la I+D+i (e.g. leyes de la Ciencia de 1986 y 2011), que, sin embargo, no son analizadas 
aquí. 
 
 
92 En el propio preámbulo de la LOMLOU/2007 (16241) puede leerse: “Entre las medidas que potencian la autonomía de 
nuestras universidades, principio reconocido en el artículo 27 de la Constitución Española, esta Ley flexibiliza el sistema de 
elección del Rector o de la Rectora y permite que las propias universidades elijan la opción que consideren más adecuada”. 
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Tabla 4.1. Actores involucrados en la gobernanza del sistema universitario en España (1943-actualidad) 
 1944- 1983 
(LOU/1943) 
1984-2001 
(LRU/1983) 
2002-2007  
(LOU/2001) 
2008-actualidad 
(LOMLOU/2007) 
Actores centrales del sistema 
Universidades públicas 
(principalmente) 
Universidades públicas y privadas Universidades públicas y privadas Universidades públicas y privadas 
Actores gubernamentales 
(nacionales, regionales e 
internacionales) 
Gobierno central: Ministerio/s 
responsable/s en materia 
educativa y científica. 
Servicio de protección escolar. 
Dirección de la formación religiosa 
universitaria. 
Servicio Español de Profesorado de 
Enseñanza Superior de Falange 
Española Tradicionalista y de las 
J.O.N.S.  
Sindicato Español Universitario. 
Milicia universitaria. 
Gobierno central: Ministerio/s y 
Secretaría/s responsables en 
materia educativa y científica. 
Gobierno central: Ministerio/s y 
Secretaría/s responsables en materia 
educativa y científica. 
Gobierno central: Ministerio/s y 
Secretaría/s responsables en materia 
educativa y científica. 
-  
Gobiernos regionales: Consejería/s 
responsable en materia de 
Universidades e investigación. 
Gobiernos regionales: Consejería/s 
responsable en materia de 
Universidades e investigación. 
Gobiernos regionales: Consejería/s 
responsable en materia de 
Universidades e investigación. 
- - Comisión Europea Comisión Europea 
Actores 
intergubernamentales 
 
Órgano de coordinación 
universitaria: Junta Nacional de 
Universidades (LGE/1970). 
Órgano de coordinación 
universitaria: Consejo de 
universidades (integrado por el 
Ministro de Educación, los 
consejeros responsables de la 
educación universitaria de los 
gobiernos autonómicos, los 
rectores de las universidades 
públicas, y otros miembros 
designados por instituciones 
externas –Congreso, Senado y 
Gobierno central-). 
Órgano de coordinación universitaria: 
Consejo de coordinación universitaria 
(integrado por el Ministro de 
Educación, los consejeros 
responsables de la educación 
universitaria de los gobiernos 
autonómicos, los rectores de las 
universidades públicas, y 21 vocales 
miembros designados, entre 
personalidades de la vida académica, 
científica, cultural, profesional, 
económica y social; por instituciones 
externas –Congreso, Senado y 
Gobierno central-). 
Órgano de coordinación universitaria: 
Conferencia General de Política 
Universitaria (compuesta por los 
responsables regionales en materia 
universitaria y por cinco miembros 
designados por su presidente) y 
Consejo de universidades 
(compuesto por los rectores de las 
universidades y por cinco miembros 
designados por su presidente). 
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Agencias Evaluadoras Externas: 
CNEAI y ANEP. 
Agencias Evaluadoras Externas: 
CNEAI, ANEP ANECA. 
Agencias Evaluadoras Externas: 
CNEAI, ANEP ANECA y otras agencias 
regionales. 
Actores no gubernamentales 
- 
  
CRUE93 
CRUE y otras asociaciones regionales 
de rectores/universidades. 
CRUE y otras asociaciones regionales 
de rectores/universidades. 
Organizaciones sindicales 
(representantes sindicales de los 
trabajadores) y otras asociaciones 
de profesores, investigadores y 
estudiantes. 
Organizaciones sindicales 
(representantes sindicales de los 
trabajadores) y otras asociaciones de 
profesores, investigadores y 
estudiantes. 
Organizaciones sindicales 
(representantes sindicales de los 
trabajadores) y otras asociaciones de 
profesores, investigadores y 
estudiantes. 
Otros actores relevantes 
CSIC y otros OPIs adscritos a las 
universidades. 
CSIC y otros OPIs adscritos a las 
universidades. 
CSIC, OPIs, fundaciones y otras 
entidades público-privadas de 
investigación, normalmente adscritas 
a las universidades (IMDEA, ICREA, 
Institutos CERCA, IKERVASQUE, etc.). 
CSIC, OPIs, fundaciones y otras 
entidades público-privadas de 
investigación, normalmente adscritas 
a las universidades (IMDEA, ICREA, 
Institutos CERCA, IKERVASQUE, etc.). 
Fuente: elaboración propia 
 
 
 
 
 
 
 
93 La Conferencia de Rectores de las Universidades Españolas (www.crue.org) –CRUE- (anteriormente denominada Consejo de Rectores), constituida formalmente en el año 1994, integra al conjunto de universidades 
españolas -76-, públicas -50- y privadas -26-, las cuales están representadas por los rectores como máximos responsables de su gobierno. La CRUE actúa como el principal interlocutor de las universidades con el 
gobierno central y con el conjunto de administraciones públicas, desempeñando un papel clave en todos los desarrollos normativos que afectan a la educación superior española. 
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En resumen, en España la gobernanza de la educación superior, inspirada en la tradición 
napoleónica, ha sido históricamente un sistema fuertemente centralizado y controlado por 
el Estado, dónde el profesorado también ha ostentado un considerable poder e influencia. 
En España, antes de su transición a la democracia, la coordinación de la educación superior 
estaba monopolizada por el Estado, dónde el gobierno central decidía sobre cuestiones 
relevantes como los criterios de admisión de estudiantes, exámenes de acceso, el 
reclutamiento, la promoción de los profesores, la fijación de salarios, la designación de 
rectores, etc. 
Las sucesivas reformas universitarias aprobadas a lo largo de las tres últimas décadas han 
introducido cambios significativos en la intervención y regulación de la educación superior 
(e.g. Mora & Vidal, 2005 y 2000; Nuñez, 2013; Sánchez-Ferrer, 1997, 1996; Villarreal, 2001). 
La reforma de 1983 introdujo en el sistema universitario algunos elementos del `modelo 
Humboldtiano´ de autogobierno académico (Sánchez-Ferrer, 1997). Desarrolló legalmente 
la autonomía institucional de las universidades e impulsó un proceso de descentralización 
de la educación universitaria mediante su transferencia a los gobiernos de las regiones.  
Esta primera reforma universitaria fortaleció la capacidad de decisión e influencia de los 
departamentos en aspectos relevantes como la contratación del profesorado, que confirió 
un mayor poder a las élites académicas internas (Cruz-Castro & Sanz-Menéndez, 2015). 
La reforma universitaria impulsada a principios del nuevo milenio, claramente orientada a 
la mejora de la gobernanza y a un incremento de la calidad y la eficiencia, avanzó aún más 
en el proceso de descentralización, concediendo mayor poder e independencia a los 
gobiernos regionales (e.g. potestad para establecer sus propios marcos regulatorios: leyes 
universitarias regionales), lo que instauró una gobernanza institucional más compleja y 
abierta a nuevos actores y niveles territoriales.  
La reforma de 2001 democratizó igualmente el sistema de gobierno universitario, 
introduciendo el procedimiento de votación directa para la elección de los rectores y de los 
decanos, anteriormente elegidos indirectamente por los miembros de los órganos 
colegiados; y lo abrió a nuevos sectores externos de la Universidad (e.g. creación del 
Consejo Social). Los académicos, por su parte, reforzaron su poder y capacidad de 
influencia al incrementar su presencia institucional dentro de los órganos internos en 
detrimento de los estudiantes.  
Por consiguiente, las tres reformas universitarias que han tenido lugar durante todo el 
período democrático han ido progresivamente moldeando la naturaleza de la gobernanza 
universitaria hasta convertirla en un sistema altamente complejo, multiactor y multinivel, 
que actualmente involucra a un elevado número de actores y partes interesadas diversas, 
internas y externas que participan en la coordinación de la educación superior. 
Como consecuencia del proceso de descentralización progresiva experimentado a lo largo 
de estos años, el sistema de gobernanza universitaria multinivel y multiactor ha convertido 
a las autoridades regionales en los principales entes de poder dentro del sistema educación 
superior español. No obstante, y pese al intercambio de rol producido entre la 
Administración central del Estado y los gobiernos regionales, sigue siendo un sistema con 
una fuerte intervención pública regional y central dónde el profesorado sigue 
desempeñando un rol destacado dado el poder y la capacidad de influencia que posee.  
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Con relación a la naturaleza organizativa de sus universidades públicas, las políticas de 
reforma universitaria aplicadas también han producido resultados diversos, aunque el 
cambio organizativo es limitado.  
Tras décadas de profundas reformas, las universidades españolas se han consolidado como 
entidades autónomas que han transformado su naturaleza organizativa vacía (Whitley, 
2008) para comportarse como agencias del Estado o cómo organizaciones promovidas por 
el Estado (Cruz-Castro & Sanz-Menéndez, 2015).  
Es decir, las universidades públicas españolas tienen una autonomía institucional 
considerable (e.g. establecimiento y creación de los programas docentes, fijación de las 
tasas universitarias dentro de los límites marcados por las autoridades, distribución interna 
de los recursos), que sin embargo se encuentra limitada en ámbitos estratégicos como la 
gestión de los RRHH, dónde la fijación de salarios sigue centralizada y sujeta a las directrices 
que establece el Gobierno central y el Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas, 
y con escaso margen para la diferenciación salarial y para la negociación laboral; o la 
organización interna, que sigue regulada por la legislación universitaria nacional y regional. 
 
3. El sistema español de gobierno universitario: entre la estabilidad y el cambio. 
 
Francisco Giner de los Ríos (2003), uno de los intelectuales españoles contemporáneos que 
ha disertado sobre la Universidad española, ya afirmó a finales del siglo XIX y principios del 
siglo XX (1893-1904: 30, 48) que la tendencia española hacia la autonomía universitaria se 
manifestaba en su gobierno, dónde “el rector es un catedrático y no un administrativo, y los 
claustros obtienen muchas de las facultades que antes tenía el Estado”. 
La autonomía institucional que tienen las universidades públicas españolas les permite 
establecer sus estructuras de organización y gobierno: elaboran sus estatutos y sus normas 
de funcionamiento interno lo que incluye la elección, designación y revocación de sus 
órganos internos y la creación de otras estructuras.  
  
Tradicionalmente, el sistema español de gobierno universitario se ha inspirado en cuatro 
principios fundamentales (Plana-Plana, 1999): 
- El pluralismo político: que es garantizado por la Constitución española y que reconoce el 
derecho de profesores, padres y alumnos a intervenir en la gestión de los centros 
educativos, y también el derecho de todos los interesados a participar en la actividad de los 
organismos públicos, lo que involucra políticamente a los sectores de la comunidad 
universitaria. 
- El principio de inamovilidad de los órganos de gobierno: según el cual, el cese de un 
órgano solo se produce por alguna causa establecida en el ordenamiento jurídico (e.g. 
renuncia, revocación, fallecimiento, extinción del mandato, etc.). 
- El principio de preeminencia de los órganos colegiados sobre los unipersonales: las 
decisiones más relevantes recaen en los órganos colegiados, que son quienes están 
facultados para la designación o remoción de los cargos unipersonales. 
- El principio de autonomía organizativa: cada Universidad puede diseñar discrecionalmente 
sus estructuras y órganos de administración/gobierno a través de sus estatutos internos. 
Este principio está matizado por la existencia de unos `órganos mínimos´ que tienen que 
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existir en todas las universidades públicas al estar establecidos en la legislación 
universitaria. 
 
Si repetimos la estrategia analítica aplicada al capítulo tercero que describe 
comparativamente el sistema de gobierno universitario en el contexto europeo, desde que 
fuese aprobada la LGE (1970) el régimen de gobierno universitario en España ha 
presentado una naturaleza dual al estar siempre conformado por una asamblea o senado -
Claustro Universitario-, de mayor tamaño, que ha actuado como máximo órgano 
representativo; y por un doble consejo -Consejo de Gobierno y Consejo Social-, de menor 
tamaño que ha integrado a representantes de la comunidad universitaria y de otros 
ámbitos de la sociedad civil.  
Solo en la etapa en la que estuvo vigente la LOU/1943 (1943-1970), las universidades 
públicas presentaron un gobierno universitario de tipo unitario compuesto exclusivamente 
por el Claustro Universitario como órgano corporativo, que acompañaba a la Junta de 
Gobierno como órgano ejecutivo. 
Por consiguiente, el gobierno universitario en España ha ido progresivamente adquiriendo 
un mayor nivel de complejidad como puede observarse en la tabla 4.2. Si en la primera 
etapa franquista (1944-1970), un gobierno universitario débil aparecía configurado en 
torno a una estructura ejecutiva -Junta de Gobierno- altamente centralizada en torno a la 
figura del Rector, y un órgano académico vacío de competencias -Claustro Universitario-, en 
la segunda etapa –tardofranquista o de transición- (1971-1983), se añadió un nuevo órgano 
supervisor -Patronato Universitario-.  
 
Cuadro 4.2. Órganos de gobierno universitario en España: transformaciones en sus reformas universitarias 
Período temporal 
(Reforma 
universitaria) 
Tipo de sistema de 
gobierno 
universitario: dual 
/unitario 
 
Dirección/Gobierno 
ejecutivo 
Órgano académico 
(Tradicional órgano 
de representación) 
Órgano de toma 
decisiones 
Órgano de 
asesoramiento/supervisión y 
control 
1944-1983 
(LOU/1943) 
Dual  
(a partir de 1970) 
Rector y Vicerrector Claustro universitario Junta de gobierno 
Patronato universitario 
(LGE/1970) 
1984-2001 
(LRU/1983) 
Dual 
Rector 
Claustro universitario Junta de gobierno Consejo social 
Equipo rectoral 
2002-2007 
(LOU/2001) 
Dual 
Rector 
Claustro universitario Consejo de gobierno Consejo social Junta consultiva 
Consejo de dirección 
2008-actualidad 
(LOMLOU/2007) 
Dual 
Rector 
Claustro universitario Consejo de gobierno Consejo social 
Consejo de dirección 
□ Órgano colegiado de composición híbrida integrado por stakeholders internos y externos. 
□ Órgano colegiado de composición única integrado por stakeholders internos. 
□ Órgano colegiado de composición única integrado por stakeholders externos. 
□ Órgano unipersonal. 
 
Fuente: elaboración propia 
 
Durante la democracia, las sucesivas reformas universitarias (1984-2001, 2002-2007, 2008-
actualidad) han consolidado un sistema de gobierno universitario altamente complejo en su 
nivel horizontal y vertical que aparece configurado en torno a una estructura ejecutiva -el 
Rector y su equipo de dirección-, un órgano colegiado que actúa como principal órgano 
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decisional -Consejo de Gobierno-, un órgano colegiado académico que actúa como máximo 
órgano representativo de la comunidad universitaria -Claustro Universitario- y un órgano 
colegiado que actúa cómo órgano de supervisión y control. 
Con relación a los órganos de gobierno universitario que han existido en las diferentes 
etapas señaladas, quizá el cambio más significativo ha sido la creación de un órgano de 
supervisión y control similar al que tradicionalmente ha existido en el contexto europeo.  
Aunque el primer intento real de creación de un órgano supervisor integrado por miembros 
ajenos a la Universidad tuvo lugar con la aprobación de la LRU (1983), los precedentes de 
un órgano con composición y funciones análogas se encuentran en la dictadura de Primo de 
Rivera (RD de 25 de agosto de 1926) y en la dictadura franquista (RD de 12 de julio de 1965, 
y LGE/1970). En aquella época, este órgano recibió el nombre de Patronato universitario y 
estuvo formado por representantes sociales diversos (e.g. representantes de la Iglesia y 
otros mecenas que contribuían a la sostenibilidad de la Universidad). Aunque la primera 
reforma universitaria durante el franquismo (1943) lo eliminó de su marco jurídico, fue 
nuevamente rescatado en la Ley General de Educación (1970) con fines más amplios y fue 
introducido para cada una de las universidades, y no a nivel de distrito universitario.  
Pese a la evidente similitud que existe en su composición y funcionalidad (ver tablas 4.3 y 4. 
4 del capítulo anexo), algunos autores (e.g. Plana-Plana, 1999) defienden que los 
patronatos universitarios que existieron durante parte del siglo XX en el sistema español de 
gobierno universitario no pueden ser considerados como órganos análogos al Consejo 
Social vigente o a los Consejos de Universidad/Administración que existen en el contexto 
europeo.  
Para Tardío Pato (1994), la creación del Consejo Social como órgano de gobierno con 
participación social estuvo claramente influenciada por la Institución Libre de Enseñanza 
que se desarrolló en España durante medio siglo hasta terminar siendo abolida por el 
franquismo (1876-1936), así como por la emergencia de la moda anglosajona de los 
Consejos de Administración que empezaban a estar presentes en un nutrido número de 
universidades europeas.  
Sin embargo, para este autor, la introducción de un órgano compuesto por partes 
interesadas externas dentro del sistema de gobierno universitario no buscó tanto 
establecer un órgano interno de supervisión y control institucional, sino abrir la Universidad 
a la sociedad para salir de su torre de marfil.  
Lo anterior, que ha perdurado en el tiempo, ha llevado a analistas internacionales (e.g. De 
Boer et al., 2010) a calificar al Consejo social, que existe en todas las universidades públicas 
españolas desde mediados de los años ochenta, como un órgano singular cuya capacidad 
de influencia es muy limitada debido a la ausencia de tradición que existe en España y a su 
indefinición legal en la mayoría de las regiones (Mora & Vidal, 2000). 
Cabe añadir también la falta de valentía política de los legisladores que han evitado su 
empoderamiento de un modo similar a lo que ha ocurrido en otros sistemas del entorno 
europeo; y también la tutela garantista94 del autogobierno académico que ha sido muy 
proteccionista con los profesionales académicos.  
 
94 La doctrina constitucionalista emanada del TC ha reconocido la función de representación (y/o participación) social que 
tiene encomendada el Consejo social, pero ha restringido sus atribuciones competenciales para que no muestren injerencia 
alguna sobre el ámbito de la autonomía institucional que la CE establece. En este sentido, Plana-Plana (1999) menciona la STC 
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No obstante, y como consecuencia de un desarrollo legislativo regionalizado, la 
composición y las funciones institucionales de los consejos sociales son heterógeneas como 
así evidencian los trabajos que han analizado los ordenamientos jurídicos específicos –leyes 
autonómicas sobre consejos sociales- y generales –leyes universitarias regionales- (e.g. 
Gurrea Casamayor & Martínez Ballarín, 1999). 
Con relación a la composición y al procedimiento de elección de sus miembros (ver tabla 
4.3 del capítulo anexo), el órgano de representación social -Patronato Universitario 
predemocrático y Consejo Social- siempre ha presentado un tamaño reducido, 
generalmente inferior a 20 miembros, y una composición mayoritaria de agentes sociales 
externos (todos en el caso del Patronato) procedentes de los diversos ámbitos de la 
sociedad –la cultura, la economía, el sector público, el ámbito sindical, etc.-.  
El Rector y el Gerente de la Universidad siempre han sido miembros (sin derecho a voto) de 
este órgano, quién ha reservado siempre una cuota de representación a miembros de la 
comunidad universitaria. Por ejemplo, la LRU reservaba 2/5 partes a miembros de la Junta 
de Gobierno, mientras que la LOU y la LOMLOU garantizaban un asiento a un representante 
del PDI, a uno del PAS y a otro de los estudiantes.  
Los representantes de la comunidad universitaria han sido normalmente elegidos por los 
órganos internos, mientras que los miembros externos han sido designados por el propio 
Consejo Social a propuesta de instituciones externas –parlamento regional, ayuntamiento, 
sindicatos, etc.- o del propio consejo dependiendo de cada Comunidad Autónoma. No así 
su presidente, designado siempre por el poder político -gobierno regional-. 
Por último y con relación a las atribuciones institucionales que le han asignado las sucesivas 
leyes universitarias (ver tabla 4.4 del capítulo anexo), el órgano de participación social en 
España no puede ser asimilado a los órganos de supervisión y control de otros sistemas 
europeos de gobierno universitario95, debido a que el legislador español no lo ha convertido 
en un órgano de contrapeso al órgano ejecutivo que asumen el Rector y el Consejo de 
Gobierno.  
 
26/87 que declaró inconstitucionales diversos apartados del articulado de la LRU (1983) por atribuir determinadas 
competencias (curiosamente en materia de RRHH académicos) al Consejo social cuando se trataba de decisiones propias de la 
autonomía universitaria que específicamente recae en la Universidad (y por extensión en la comunidad universitaria y no en 
representantes sociales ajenos a ésta).   
 
95 En el sistema español de gobierno universitario y a diferencia de otros países con regímenes de gobierno universitario de 
partes interesadas externas (e.g. Países Bajos, Reino Unido, y algunas universidades de Alemania y Suiza) el órgano que 
incluye a actores externos nunca ha gozado de una capacidad decisional estratégica, al recaer la administración y la dirección 
estratégica en la Junta o Consejo de Gobierno; ni tampoco se le ha atribuido la potestad electiva para seleccionar al Rector y/o 
otros miembros del ejecutivo.  
Si se examina la composición de cada uno de los consejos sociales de las universidades públicas (puede enlazarse a cada uno 
de ellos en la propia web de la Conferencia de Consejos: www.ccsu.es, último acceso 6/10/2016) se observa una procedencia 
de sus miembros externos más plural y diversa que la que se observa en otras universidades de países europeos cuyo 
gobierno universitario presenta rasgos del modelo tutelado por partes interesadas externas, dónde suele haber una presencia 
mayor de directivos de corporaciones empresariales, especialmente en universidades más técnicas (un interesante trabajo al 
respecto es el realizado por Mathies & Slaughter, 2013:”University trustees as channels between academe and industry”).  
Pese a ello, algunos de los informes consultivos que han planteado propuestas de mejora del sistema universitario han 
recomendado ir en esta dirección para dar agilidad a un modelo de gobierno universitario que es proclive a que surjan 
situaciones de parálisis institucional. Uno de ellos se planteó en Cataluña a finales de la década de los noventa, y del que pudo 
leerse en prensa –El País (Marti Font, 27/04/1999):  
www.elpais.com/diario/1999/04/27/sociedad/925164013_850215.html (último acceso: 05/10/2016). 
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Pese a su debilidad institucional, este órgano siempre ha ejercido una función institucional 
de supervisión económico-financiera en la Universidad, participando en la aprobación de su 
presupuesto y de sus cuentas anuales, y también ha desempeñado funciones consultivas y 
de asesoramiento emitiendo informes y recomendaciones. Por último, ha ejercido una 
labor activa y dinámica en la promoción de las relaciones de colaboración entre la 
Universidad y su entorno cultural, profesional, económico, buscando una mayor 
participación social en la financiación de la Universidad.   
 
El sistema de gobierno universitario en España también ha contado con otros dos órganos 
políticos: un órgano académico representativo de la comunidad universitaria -denominado 
siempre Claustro Universitario- y un órgano de dirección-gobierno -llamado Junta de 
Gobierno hasta 2001 y Consejo de Gobierno desde la aprobación de la LOU- que 
tradicionalmente se ha comportado como el principal órgano decisional. 
Al igual que el Consejo Social, el Claustro Universitario -órgano académico- nunca ha 
actuado como un verdadero órgano de supervisión y control dentro del sistema de 
gobierno universitario. Aunque tradicionalmente ha tenido la potestad de elección del 
Rector, sus atribuciones institucionales no le permiten ejercer un control real sobre la 
acción de gobierno que desarrollan el Consejo de Gobierno y el Rector. 
Por consiguiente, el Claustro Universitario, como órgano principalmente académico, ha sido 
siempre el máximo órgano de representación dentro del sistema español de gobierno 
universitario. En sus orígenes (LOU/1943 y LGE/1970) este órgano colegiado fue diseñado 
como el `supremo órgano corporativo de la Universidad´ que, bajo una naturaleza 
consultiva, estaba atribuido de una función principal de asesoramiento al Rector y al resto 
de órganos de gobierno. Las reformas universitarias democráticas le otorgaron una función 
representativa dentro de la Universidad que emanaba directamente de una composición 
plural y diversa, que con la instauración de la democracia se abrió de la comunidad 
académica al resto de grupos sociales de la comunidad universitaria. 
Este proceso de apertura y democratización estuvo acompañado de un empoderamiento 
funcional que le atribuyó importantes competencias como la elaboración de los estatutos 
internos y la aprobación de las líneas generales de actuación de las universidades. La 
atribución principal que la LRU otorgó al órgano académico, y por ende al profesorado que 
poseía una representación mayoritaria en su interior, fue la función electiva del máximo 
responsable del gobierno universitario.  
Con posterioridad, la LOU despojó al órgano académico de esta función, otorgándole, en 
cambio, la potestad para convocar elecciones -extraordinarias- a Rector, y el consiguiente 
cese del cargo. 
Sin embargo, la revisión que hizo la LOMLOU de esta ley, ofreció a las universidades la 
oportunidad de devolver internamente en los estatutos dicha función electiva al órgano 
acdémico, algo que ha ocurrido en algún caso aislado (e.g. la Universidad de Sevilla dónde 
tras la reforma estatutaria posterior a la LOMLOU se decidió volver al modelo de elección 
vigente desde 1983 hasta 2001).  
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Con relación al órgano supremo de gobierno universitario, la Junta o Consejo de Gobierno, 
siempre ha ostentado funciones de dirección y gobierno, siendo una estructurade 
autoridad complementaria al Rector. 
Si bien la LGE/1970 lo fortaleció institucionalmente al atribuirle la potestad de elaborar los 
estatutos internos, la primera reforma universitaria democrática le arrebató esta 
competencia para cedersela al órgano académico, sin que ello supusiese una pérdida de 
poder al ser empoderado como el órgano ordinario de gobierno universitario (ver tabla 4.4 
del capítulo anexo). Las reformas posteriores del período democrático han consolidado su 
centralidad dentro del gobierno universitario dada la capacidad decisional que tiene en 
asuntos estratégicos. 
Con relación a su composición social (ver tabla 4.3 del capítulo anexo), el sistema español 
de gobierno universitario ha sido siempre un sistema inclusivo dónde sus distintos grupos 
sociales -académicos, estudiantes, y personal técnico y administrativo- han participado 
activamente en los procesos internos de toma de decisiones. Una característica que se ha 
consolidado reforma tras reforma. 
La composición del Claustro universitario ha variado en el tiempo. Aunque el profesorado 
académico siempre ha formado parte de este órgano, su composición se ha democratizado 
hasta incluir entre sus miembros a profesores e investigadores con diferente estatus 
académico, estudiantes e incluso a personal no académico. 
Concretamente, en la etapa franquista estaba exclusivamente integrado por académicos, ya 
que todos los catedráticos y los profesores de la Universidad pertenecían obligatoriamente 
a él, siendo excluido el PDI restante que no ostentase tal condición profesional; lo que lo 
convertía en un órgano académico -Senado-. Sin embargo, en los últimos años del régimen 
dictatorial (con la aprobación de la LGE/1970) su composición se abrió a los alumnos y al 
resto de profesores, lo que le confirió una naturaleza funcional de órgano representativo. 
La aprobación de la primera ley democrática (LRU/1983) democratizó el proceso de 
elección de sus miembros -3/5 debían ser representantes del profesorado- al introducir el 
proceso electoral abierto -sufragio universal, libre, igual, directo y secreto- como 
procedimiento reglado en el que los diversos grupos sociales elegía a sus representantes en 
el órgano académico, lo que garantizaba su participación en la adopción de decisiones 
dentro de la Universidad. 
Lo anterior significaba de facto una delegación de poder del Estado, quién hasta 1983 había 
controlado férreamente a sus universidades, a un gobierno universitario de claro perfil 
colegiado, más abierto y socialmente inclusivo que el que había existido durante casi 
cuarenta años. Desde el punto de vista interno, el profesorado universitario y 
especialmente el situado en la parte superior de la escala académica, perdía poder y 
capacidad de influencia en detrimento del resto de grupos sociales, los estudiantes y el 
personal no académico, quienes tenían casi un tercio de la representación institucional. 
La LOU/2001 estableció taxativamente su composición: un máximo de 300 miembros, 
representantes de los tres sectores -PDI, estudiantes y PAS-, pero garantizando una 
posición dominante al profesorado universitario permanente funcionario (51% del total), 
que posteriormente modificaría la LOMLOU/2007 para extender esta mayoría 
representativa en la asamblea universitaria al conjunto de profesores doctores 
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permanentes -funcionarios y contratados laborales-. Ninguna de estas reformas modificó la 
elección de sus miembros, manteniendo el sistema establecido en la LRU/1983. 
Con relación al máximo órgano de gobierno -Junta de Gobierno hasta 2001, y Consejo de 
Gobierno desde 2002 hasta la actualidad-, siempre ha tenido un tamaño más reducido que 
el órgano académico.  
Hasta la aprobación de la LRU/1983, la Junta de Gobierno estaba integrada por el Rector, el 
Vicerrector, que solo era uno hasta la aprobación de la LGE/1970, todos los decanos de las 
facultades y otros administradores universitarios.  
El nuevo modelo de organización universitaria que estableció la primera reforma 
universitaria democrática, que sustituyó las cátedras por los departamentos como unidades 
básicas organizativas, incorporó a sus directores dentro de la máxima estructura de 
gobierno universitario. Durante el período en el que estuvo vigente la LRU/1983, la Junta de 
Gobierno estuvo integrada por el Rector, los vicerrectores, el Secretario General, el 
Gerente, una representación de los decanos de las facultades y/o de los directores de las 
escuelas universitarias, de los directores de los departamentos e institutos universitarios, y 
una representación de los estudiantes y del personal no académico. 
La LOU/2001, que cambió su denominación a Consejo de Gobierno, precisó por primera vez 
su número de miembros acotándolo a un máximo de 50 para adelgazar su composición y 
hacerlo más eficiente. También, y debido al carácter reglamentista de esta ley, estableció la 
fórmula de elección de sus miembros (ver tabla 4.3 del capítulo anexo) a diferencia del 
marco normativo anterior que lo dejaba al arbitrio de las propias universidades.  
Al igual que la LRU inició un proceso de democratización de los órganos de gobierno 
universitario al otorgar participación política a grupos sociales como los estudiantes y el 
PAS; la LOU propició una apertura del gobierno universitario a agentes externos al contar 
por primera vez con miembros ajenos al ámbito universitario -tres miembros no 
académicos integrantes del Consejo Social-. 
La última reforma universitaria apenas modificó este apartado, aunque sí que flexibilizó los 
procedimientos de elección de sus miembros devolviendo nuevamente su regulación a la 
esfera decisional privada de las universidades -estatutos propios-. 
 
Junto a los mencionados órganos colegiados, las universidades públicas españolas siempre 
han contado con un Rector como máximo responsable ejecutivo de su gobierno, asistido 
por un número más o menos reducido de vicerrectores (salvo en la etapa franquista dónde 
era un único Vicerrector96), un Secretario General y un Gerente, órganos unipersonales que 
son designados por el propio Rector, tomando a veces en consideración a otros órganos. 
 
96 En España el Rector de la Universidad suele estar asistido por un equipo de vicerrectores, generalmente entre 5 y 15, que 
conjuntamente conforman la estructura ejecutiva y de dirección de la Universidad. Estos vicerrectores, que siempre han sido 
nombrados por el Rector (ergo sometidos jerárquicamente a éste) que es quién diseña su equipo de gobierno, 
tradicionalmente han sido figuras primus inter pares, actuando siempre en subordinación al Rector.  
Sin embargo, el gobierno universitario durante la etapa franquista presentó (hasta la entrada en vigor de la LGE/1970) un 
carácter extremadamente presidencialista (o centralizado lo cual sintonizaba con el régimen político vigente en la España de 
aquel entonces) que se visualizaba fácilmente en su estructura ejecutiva, más reducida que ahora, compuesta por el Rector y 
el Vicerrector (además del Secretario general y el Gerente). Esto puede ser interpretado como un elemento claro de régimen 
de gobierno universitario presidencialista en dónde el Vicerrector de la Universidad mantiene un rol similar al que ejerce un 
Vicepresidente en un sistema político (el ejemplo más claro lo representa el presidencialismo norteamericano).  
173 
 
 
El Rector es un cargo electo, y con la excepción del período predemocrático dónde era 
propuesto desde el Ministerio franquista, siempre ha sido elegido de forma indirecta o 
directa por la comunidad universitaria. Hasta el año 2001, los rectores de las universidades 
eran elegidos de forma indirecta por los miembros del Claustro universitario, lo que de 
facto suponía la participación del Personal Docente e Investigador, el Personal de 
Administración y Servicios y los estudiantes en el proceso de elección del máximo 
responsable del gobierno universitario.  
La LOU/2001 suprimió esta fórmula de elección indirecta del Rector y habilitó la elección 
directa a través de un sufragio universal con voto ponderado de los distintos sectores, con 
mayor peso para los profesores doctores permanentes, para toda la comunidad 
universitaria -profesores, estudiantes y personal de administración y servicios-, lo que 
promovió la competición política dentro de unas organizaciones ya interpretadas como 
como políticas (Baldridge, 1971).  
La última reforma universitaria, flexibilizó el sistema de elección del Rector en las 
universidades públicas permitiendoles decidir el modelo a seguir, lo que les ofrecía una 
oportunidad para diferenciarse unas de otras en una dimensión central del gobierno 
universitario. 
Los requisitos que requiere el cargo de rector constituyen otro aspecto relevante dentro del 
análisis del gobierno universitario, aunque en el caso español los distintos cargos 
uninominales tienen una procedencia académica y burocrático-administrativa.  
Con la excepción del Secretario General y el Gerente, que normalmente proceden del 
ámbito de la Administración Pública, el Rector y sus vicerrectores proceden del ámbito 
académico. Es decir, las principales responsabilidades de gobierno en las universidades 
públicas españolas están confiadas a profesionales académicos y no a profesionales con 
experiencia en la dirección y en la administración de organizaciones, lo que es un elemento 
relevante para la interpretación de las organizaciones académicas como organizaciones 
burocrático-profesionales. 
Aunque el Gerente, el Secretario General, y otros administradores universitarios tienen 
responsabilidades de gestión, normalmente presentan una trayectoria burocrática y no 
gerencialista. Normalmente desempeñan sus funciones subordinados a los rectores y a los 
vicerrectores académicos que gobiernan las universidades.  
Los vicerrectores proceden del ámbito académico, al ser profesores doctores de la 
Universidad, y son quienes ejercen la dirección y la coordinación de las áreas que son de su 
competencia, siempre delimitadas y delegadas por el Rector, a quién eventualmente 
también pueden sustituir. 
El Secretario General y el Gerente, que pueden proceder o no del ámbito académico, 
asisten al Rector en sus funciones y son miembros de los tres órganos internos de gobierno 
universitario -Claustro Universitario, Consejo Social y Consejo de Gobierno-. En el caso del 
Secretario General, que es un funcionario dentro de la escala superior de administración, 
actúa como fedatario de los actos y de los acuerdos que celebra la Universidad, y en 
algunos estatutos internos se le otorga la función de dirección de la administración 
académica.  
El Gerente por su parte, que no puede ejercer funciones docentes, actúa como responsable 
de la dirección y la gestión de los servicios económico-administrativos de la Universidad, 
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ejecutando los acuerdos dictados por los órganos internos en dichas materias. Su 
estructura, cada vez más compleja, está normalmente formada por órganos administrativos 
jerárquicamente ordenados (e.g. vicegerencias, áreas, servicios, secciones, etc.). 
El requisito que establece la normativa universitaria de que los rectores y los vicerrectores 
sean profesores universitarios -doctores de la misma Universidad, y catedráticos en el caso 
de los rectores- no impide que puedan acreditar una experiencia acumulada en cargos de 
gestión y administración. De este modo, los académicos que normalmente ocupan cargos 
de dirección y gobierno universitario en el nivel organizativo superior acreditan cierta 
experiencia en la gestión universitaria, aunque no tanto fuera del ámbito universitario.  
Es decir, los profesores que normalmente acceden a los puestos de Rector y/o Vicerrector 
lo hacen tras haber desempeñado otras responsabilidades dentro de los niveles 
organizativos intermedios e inferiores de la Universidad (e.g. decanos o vicedecanos de 
facultad, directores de departamento o instituto de investigación, miembros 
representantes de otros órganos internos, etc.), pero son pocos los que acceden a la 
política universitaria con una experiencia profesional en la dirección de alguna organización 
ajena al ámbito universitario97. 
En consecuencia, aunque los principales responsables que gobiernan las universidades 
públicas españolas gozan del prestigio98 y del conocimiento derivado del ejercicio de la 
 
97 Las razones que pueden señalarse son muy diversas: en primer lugar, la ausencia de una tradición gerencialista dentro del 
gobierno universitario que tradicionalmente ha primado los perfiles políticos, lo que se ha reforzado después que en 2001 se 
estableciese normativamente un sistema cuasi democrático de elección popular del Rector (cuestión que se abordará más 
profundamente en el capítulo V). En segundo lugar, la ausencia de movilidad del profesorado universitario a otros ámbitos 
ajenos a la Universidad hace poco frecuente a académicos que temporalmente trabajan fuera de la Universidad.  
Núñez (2013: 104 y 45) es muy explícita cuando señala: ”el sistema de gestión universitario es tan perverso que en raras 
ocasiones quien pone el pie en la Universidad vuelve a ponerlo en la calle” o “En España es común que un profesor haga toda 
su carrera universitaria en una misma Universidad donde se doctora, y accede a la cátedra sin salir de su despacho”.   
En tercer lugar y  vinculado a lo anterior, el propio sistema de evaluación y promoción del profesorado (basta con observar los 
criterios de acreditación que establece la ANECA) contribuye claramente a ello e incluso lo retroalimenta, ya que por un lado 
apenas incentiva la experiencia profesional fuera de la Universidad, y adicionalmente exige a aquellos profesores que deseen 
alcanzar la cúspide de la escala académica (estatus de catedrático de Universidad, condición indispensable para aspirar al 
cargo de Rector) disponer de cierta experiencia en cargos internos de gestión universitaria.  
 
98 Este requisito se le presupone, ya que un sistema de elección popular del Rector como el existente en España no garantiza, 
como tampoco lo hacen las elecciones en un sistema político democrático, la selección del mejor candidato, ni tampoco del 
académico más brillante en investigación, sino del candidato con cualidades políticas (retórica, capacidad de liderazgo, 
marketing, etc.) y el que políticamente acredita mayores niveles de popularidad. Este elemento cada vez es más determinante 
dada la relevancia que tiene el colectivo de estudiantes dentro de los procesos electorales. Los apoyos entre los distintos 
niveles organizativos de la Universidad son igualmente relevantes, dónde es fundamental el `aval´ que tiene cada candidato 
en las diversas facultades o centros, y en los departamentos, así como el número de `compromisarios´ -directores de 
departamentos, decanos, profesores, etc.- que le otorgan su confianza durante la campaña electoral. 
Las universidades tampoco proporcionan una información completa y adecuada a los electores (comunidad universitaria). La 
comisión de expertos que elaboró el conocido como `Informe Wert´ de reforma universitaria (2013) incluyó como 
recomendación la total publicidad y accesibilidad de los CVs completos de todos los cargos unipersonales de gobierno 
universitario, incluso con un carácter previo para el caso de candidatos a ocupar cargos electivos, lo que contribuiría a 
garantizar el prestigio de los que gobiernan las organizaciones universitarias.  
Años después, ésto sigue sin ser una realidad pese a que las universidades han incrementado sus niveles de transparencia. La 
Fundación Compromiso y Transparencia (ver también Martín-Cavanna, 2016: 81-82) elabora anualmente un informe que 
evalúa el nivel de transparencia de las páginas webs de las universidades públicas españolas (el más reciente, 2014, puede 
consultarse en la siguiente dirección electrónica: https://gpaq.upc.edu/ranquings/doc/articles/Informe-transparencia-
universidades-2014.pdf).   
En relación con esto, a finales de 2014 el suplemento `GU Campus´ del diario El Mundo (Andrés Gómez & Polo, 2014) publicó 
un curioso artículo titulado `¿Rectores magníficos?´ que analizó el rendimiento investigador de los rectores de las 
universidades públicas españolas a partir del conocido índice h. El artículo concluyó que “En España, solo cuatro de los 
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profesión académica en el campo de conocimiento en el que trabajan, carecen de 
conocimiento y formación suficientes para ejercer como profesionales de la dirección y de 
la administración99 de organizaciones formales complejas como son las universidades.  
En relación con esta problemática algunos autores y analistas (e.g. Mora & Vidal, 2000) han 
señalado la necesidad que tiene el sistema universitario español de avanzar en la 
profesionalización de la dirección y gobierno de sus universidades públicas, lo que podría 
repercutir en sus resultados finales, mejorando, por ejemplo, sus niveles de eficiencia 
organizativa y la calidad de los servicios que presta. Como reconocen Mora & Vidal (2000: 
252) “es un sentimiento general dentro del sistema español de educación superior”, y así ha 
sido puesto de manifiesto en muchos de los informes100 con propuestas de reforma del 
sistema universitario elaborados a lo largo de las últimas décadas. 
Rolf Tarrach, actual presidente de la Asociación Europea de Universidades (European 
Universities Association, EUA), anterior presidente del CSIC (2000-2003) y rector de la 
Universidad de Luxemburgo (2005-2014), reflexionaba abiertamente sobre ello en un 
reportaje aparecido en prensa (Andrés Gómez & Polo, EM: 10/12/2014): "las universidades 
españolas deben decidir si quieren ser gobernadas de forma más cercana a como lo son las 
empresas o a como lo son las instituciones políticas".  
 
Por último, cabe concluir este apartado afirmando que cada uno de estos órganos 
colegiados y unipersonales forman el gobierno universitario poseen su propio ámbito de 
competencias y actúan con total independencia unos de otros al no depender ninguno 
jerárquicamente entre sí, y basar sus relaciones en el principio de competencia (Plana-
Plana, 1999).  
No obstante, y dado que el órgano académico puede cesar al Rector a través de la moción 
de censura, o más bien a través de una convocatoria extraordinaria de elecciones que  
implica la interrupción del mandato de gobierno del Rector y el cese inmediato de su cargo, 
puede interpretarse una dependencia política del Rector respecto al Claustro Universitario, 
que es más evidente en aquellas universidades dónde es a su vez elegido por el Claustro 
 
máximos dirigentes universitarios están considerados como notables científicos, siendo bajo (e incluso por debajo de la media) 
el nivel medio de los rectores como investigadores”. Dicho artículo puede ser consultado en la siguiente dirección web: 
www.elmundo.es/espana/2014/12/10/5487710eca4741c5408b4586.html (últimos accesos: 18/10/2016). 
 
99 Esta deficiencia ha intentado ser paliada desde la CRUE -Conferencia de Rectores de las Universidades españolas- que 
progresivamente ha promovido una mejora de la formación directiva entre los máximos responsables de las universidades.  
Un ejemplo ilustrativo es que desde el año 2004 organiza y coordina, en colaboración con la Universidad de Nebrija, la 
Fundación Antonio de Nebrija, la Cátedra UNESCO-UPM de Gestión y Política Universitaria, la Fundación Rafael del Pino y la 
ANECA, un reconocido programa en Alta Dirección de Universidades que imparte la Nebrija Business School que anualmente 
desarrolla en el ámbito de España e Iberoamérica un programa (de postgrado) de formación para el liderazgo y la dirección 
universitaria orientado a rectores, vicerrectores, gerentes, miembros de consejos sociales, decanos, directores de 
departamento y otros administradores de las universidades. Puede consultarse en la siguiente dirección web: 
www.nebrija.com/dadu/index.php.   
Algunos medios de comunicación también se han hecho eco de la aparición de este programa: 
www.eleconomista.es/universidades/noticias/6117610/09/14/El-presidente-de-la-CRUE-clausura-el-Diploma-en-Alta-
Direccion-de-Universidades-.html (último acceso: 18/10/2016). 
 
100 Algunos de estos informes, los cuales claramente se inspiran en las experiencias internacionales de reforma universitaria 
acontecidas en muchos de los países del entorno europeo (Reino Unido, 1992; Países Bajos, 1997; Suiza, 2000; Austria, 2002; 
Alemania, 2002; Dinamarca, 2003; Francia, 2006; Portugal, 2007; Finlandia, 2009; o Grecia, 2011), como el llamado Informe 
Wert (2013) han reconocido expresamente la necesidad de que España tienda a una mayor profesionalización de las tareas de 
la gestión y gobierno en sus universidades. 
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dónde hay un rendimiento directo de cuentas y una exigencia de responsabilidad por parte 
de sus actuaciones.    
Ésto representa una singularidad dentro del sistema de gobierno universitario al aparecer 
configurado tricameralmente (ver figura 4.1) por tres órganos colegiados -Consejo de 
Gobierno, Claustro Universitario y Consejo Social-, ante quienes tanto el Rector como su 
equipo de dirección deben rendir cuentas, no como una exigencia jurídica, que como afirma 
Plana-Plana (1999) solo se extendería al órgano académico dada la potestad de 
interrupción de mandato que posee, sino más bien como una exigencia política que es 
frecuentemente observable en organizaciones públicas que presentan lógicas democráticas 
de organización. 
 
 
4. Categorización politológica del sistema español de gobierno universitario en el 
transcurso de las reformas universitarias acontecidas. 
 
Una vez descritas las distintas reformas universitarias que han tenido lugar en España y las 
transformaciones que ha experimentado su sistema de gobierno universitario con relación 
a sus atributos institucionales, este capítulo es completado con un análisis politológico que 
considera, desde una perspectiva histórica, la evolución del gobierno de las universidades 
públicas españolas en cada una de las cinco etapas aquí diferenciadas --1944-1983: 
LOU/1943; 1984-2001: LRU/1983; 2002-2007: LOU/2001; 2008-actualidad: LOMLOU/2007-- 
(ver tabla o cuadro resumen 5). 
Para ello, se utiliza una estrategia analítica similar a la utilizada en el capítulo anterior, para 
analizar la evolución histórica que ha seguido el sistema de gobierno universitario en cuatro 
dimensiones centrales: a) su carácter político-democrático; b) su distribución horizontal del 
poder institucional; c) la configuración de su estructura ejecutiva; y d) su descentralización. 
Por último, se utiliza la tipología de modelos ideales de gobierno universitario antes 
planteada para caracterizar los patrones de gobierno universitario que han existido en 
España en los distintos períodos de reforma. 
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Figura 4.1. Sistema de Gobierno Universitario vigente en España 
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Con relación a la naturaleza democrática, es una dimensión que ha estado claramente 
condicionada por el contexto social y político existente en España.  
Durante el período en que estuvo vigente la dictadura franquista, el modelo de 
organización y gobierno establecido en el sistema político franquista fue a su vez 
reproducido en la Universidad, lo que en la práctica supuso un sistema de gobierno 
tutelado desde el poder político.  
Desde que fuese aprobada la LOU/1943 y hasta que tuviese lugar el proceso de 
normalización democrática, el gobierno universitario estuvo tutelado política e 
ideológicamente por los distintos estamentos que sustentaban al franquismo (e.g. Falange 
Española Tradicionalista y de las J.O.N.S., Ejército, Iglesia, etc.). Los distintos instrumentos y 
mecanismos del Estado autoritario fueron utilizados por el gobierno de la dictadura para 
ejercer un control político-ideológico sobre las distintas estructuras de autoridad de las 
universidades. 
Paralelamente, dicho control y tutela estuvieron reforzados por una alineación ideológica y 
por una lealtad institucional de los distintos cuadros políticos y académicos integrados en 
los órganos de gobierno universitario hacia el régimen (e.g. designación de los rectores 
entre catedráticos militantes de Falange Española). 
Los ordenamientos jurídicos de la LOU/1943 y la LGE/1970, limitaban la participación 
política de sus distintos grupos sociales al estar el gobierno universitario compuesto 
solamente de académicos, principalmente catedráticos, que convertía a su sistema de 
gobierno en un sistema claramente corporativo y cerrado. 
Quienes elaboraron la primera ley de Universidades de la democracia (LRU/1983) 
entendieron perfectamente que un objetivo prioritario de dicha reforma debía ser el de la 
democratización interna de los órganos de gobierno universitario para mejorar los procesos 
internos de participación política, y para abrir el gobierno de las universidades al conjunto 
de la comunidad universitaria. 
La LRU, por consiguiente, incorporó al gobierno universitario a aquellos grupos sociales de 
la comunidad universitaria que hasta entonces habían permanecido ajenos a la política 
universitaria -colectivos restantes de PDI; PAS y estudiantes-, lo que confirió al gobierno 
universitario un carácter quasi democrático. 
Este proceso de democratización también se extendió a los procesos de elección de los 
miembros del órgano académico -Claustro Universitario-, y a la elección del Rector como 
máximo responsable del gobierno de la Universidad. Al mismo tiempo, también tuvo lugar 
un proceso de apertura social de Universidad hacia la sociedad al abrir tímidamente el 
gobierno de la Universidad a la sociedad creando el Consejo Social con miembros ajenos a 
al ámbito universitario. 
Pese a que la tendencia democratizadora sufrió una cierta involución en los sistemas 
europeos de gobierno universitario que experimentaron reformas universitarias profundas 
desde mediados de los noventa, España permaneció ajena a ello. La LOU/2001 se mostró 
continuista en el proceso de democratización del gobierno universitario e incluso extendió 
el sufragio universal habilitado por la ley predecesora para la elección de los miembros 
claustrales al proceso de elección del Rector, hasta entonces atribuido al órgano 
académico. 
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El cambio de un proceso de elección indirecta del Rector a uno de elección directa que 
involucraba políticamente a todos los estratos sociales de la comunidad universitaria 
proporcionó al sistema de gobierno universitario unos patrones de competición política 
similares a los de los sistemas políticos democráticos. 
La naturaleza política del gobierno universitario en España no alcanzó la plenitud 
democrática porque la participación política de cada uno de los grupos sociales no era 
homogénea sino ponderada según el estamento social: los académicos con estatus 
permanente funcionario seguían siendo una élite social protegida frente al resto del PDI, 
estudiantado y PAS. 
Por último, la reforma universitaria de 2001 avanzó notablemente en la apertura del 
gobierno universitario a la sociedad al modificar algunos de los aspectos del Consejo social, 
órgano de participación de la sociedad en la Universidad. 
En resumen, el carácter quasi democrático del gobierno universitario en España ha 
permanecido prácticamente inquebrantable desde los años ochenta. Una de las señas de 
identidad que caracterizan a las universidades públicas españolas y a su organización y 
gobierno es precisamente que tiene garantizada la representación institucional para todos 
los sectores de la comunidad universitaria dentro de sus órganos internos.  
No obstante, su naturaleza democrática representativa viene limitada por una participación 
política que no es quitativa, ya que no están igualmente representados todos los 
estamentos sociales en los distintos órganos, ni tampoco participan en igualdad de 
condiciones en los procesos electorales: el Rector y los representantes del órgano 
académico son elegidos por el voto popular de toda la comunidad universitaria de acuerdo  
a un sistema electoral que pondera el voto por sectores según lo que determina cada 
Universidad. 
 
En lo relativo a la distribución horizontal del poder institucional, durante las cuatro etapas 
observadas el gobierno universitario en España ha mostrado rasgos monocentristas como 
consecuencia de la concentración del poder institucional en el órgano situado en la cúspide 
organizativa de la Universidad.  
Durante la etapa franquista, el sistema de gobierno universitario concentró el poder 
institucional en la figura del Rector, que como “jefe de la Universidad” disponía de una clara 
jerarquía sobre el resto de los órganos uninominales y colegiados. 
No obstante, la concentración del poder institucional ha permanecido constante en las 
sucesivas etapas, siendo el órgano ejecutivo presidido por el Rector -la Junta de Gobierno 
durante la vigencia de la LRU/1983, y el Consejo de Gobierno durante la vigencia de la 
LOU/2001 y la LOMLOLU/2007- quién asume más funciones institucionales.  
 
Con relación a la distribución vertical del poder institucional, y con la excepción de la etapa 
predemocrática dónde el centralismo era un rasgo característico del sistema de gobierno 
universitario y del sistema universitario en general, España ha presentado en todo este 
tiempo un sistema de gobierno universitario notablemente descentralizado que tuvo su 
momento de inflexión con la aprobación de la LRU/1983 cuando se sustituyeron las 
cátedras por los departamentos como unidades básicas organizativas. 
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Ello, unido al fortalecimiento de las estructuras intermedias e inferiores del gobierno 
universitario ha estabilizado a las universidades españolas como organizaciones 
fuertemente descentralizadas. 
 
En último lugar y en relación con la estructura ejecutiva del gobierno universitario, durante 
todas estas décadas España ha presentado un sistema de gobierno universitario 
configurado en torno a una estructura monocefálica en la que el Rector de la Universidad 
tiene una doble autoridad académica y administrativa. 
 
La tabla 4.5 que se muestra a continuación incluye también un apartado adicional en el que 
se caracterizan los patrones de gobierno universitario que han existido en España en los 
distintos períodos de reforma según los tipos ideales de gobierno universitario antes 
planteados.  
En ninguna de las etapas analizadas, el sistema de gobierno universitario en España 
presenta rasgos puros de ninguno de los tipos ideales, sino más bien rasgos 
entremezclados. 
Tanto en la etapa predemocrática como en la democrática, el sistema de gobierno 
universitario en España ha presentado rasgos del modelo presidencialista pero también del 
modelo asambleario, aunque con variaciones en cada una de las etapas. 
En la primera etapa, la concentración del poder en la figura del Rector le otorgaba una 
superioridad institucional clara, que no obstante era contrarrestada por los otros dos 
órganos de gobierno universitario -el Claustro Universitario y la Junta de Gobierno-.  
Por ejemplo, la aprobación de la LGE/1970 concedió algunos poderes a la Junta de 
Gobierno buscando contrarrestar el monopolio del poder institucional por parte del Rector. 
En la segunda etapa, la LRU/1983 empoderó al órgano académico -Claustro universitario- al 
atribuirle importantes competencias (e.g. elaboración de estatutos y elección del rector), y 
en cierto modo también a la Junta de Gobierno, lo que reequilibró la tradicional 
prominencia institucional del Rector dentro del gobierno de la Universidad. 
En la tercera etapa, la aprobación de la LOU/2001 introdujo nuevas perspectivas dentro del 
gobierno universitario. La introducción de lógicas democráticas en el proceso de elección 
del Rector mejoró la participación política de abajo a arriba, pero al mismo tiempo otros 
elementos fortalecieron el tradicional centralismo organizativo dentro del sistema de 
gobierno universitario.  
La creación de nuevos órganos de gobierno universitario como la Junta Consultiva o el 
Consejo de Dirección, próximos al Rector, encontraron su contrapeso en la atribución que 
esta ley otorgó al órgano asambleario -Claustro Universitario- de poder cesar o interrumpir 
el mandato de gobierno del Rector mediante la convocatoria extraordinaria de elecciones, 
lo que de facto supuso la introducción de un importante mecanismo de control institucional 
a la acción del gobierno ejecutivo. 
A su vez, la tibieza con la que el legislador reformó el órgano de participación social -
Consejo Social- impidió que el sistema de gobierno universitario avanzase en la línea de 
otros sistemas del entorno europeo con rasgos del modelo de gobierno tutelado por partes 
interesadas externas. 
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La última reforma universitaria apenas introdujo elementos nuevos que modificasen los 
patrones de gobierno universitario vigentes. Por consiguiente, el sistema de gobierno 
universitario que presenta actualmente España sigue siendo un sistema que conserva 
rasgos presidencialistas, pero que al mismo tiempo limita y contrarresta el poder 
institucional que concentra el Rector con la colegialidad tradicional del resto de órganos 
internos.  
La posición de superioridad institucional que tienen el Rector y el Consejo de Gobierno es 
contrarrestada por el órgano académico, quién tiene importantes atribuciones 
institucionales, y también ejerce la función de supervisión y control institucional (e.g. puede 
elegir al Rector e interrumpir su mandato de gobierno). 
La capacidad de influencia del órgano supervisor sigue siendo limitada. Su indefinición legal 
aleja al gobierno universitario en España del modelo de gobierno tutelado por partes 
interesadas externas. 
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Cuadro-resumen 4.3. Categorización politológica del sistema español de gobierno universitario en el transcurso de las reformas universitarias acontecidas. 
Período temporal 
(Reforma 
universitaria) 
Naturaleza política 
Distribución (horizontal) de 
poderes 
Configuración de la 
estructura ejecutiva 
Nivel de 
descentralización 
Tipo ideal de régimen de gobierno universitario 
al que se aproxima 
1944- 1983 
(LOU/1943) 
 
 
 
 
 
 
Gobierno universitario tutelado (political guardianship): 
- El modelo de organización y gobierno vigente en el sistema 
político franquista fue a su vez reproducido en la Universidad. 
- El gobierno universitario estaba claramente tutelado política 
e ideológicamente por los distintos estamentos sobre los que 
se sustentaba el franquismo (e.g. Falange Española 
Tradicionalista y de las J.O.N.S., Ejército, Iglesia, etc.).  
- Adicionalmente, el gobierno de la dictadura utilizaba los 
distintos instrumentos y mecanismos de un Estado autoritario 
para ejercer un control político-ideológico sobre las distintas 
estructuras de autoridad de las universidades. 
- Lo anterior, era a su vez reforzado por una ordenada 
alineación ideológica y/o lealtad política de lo distintos 
cuadros políticos y académicos integrados en los diversos 
órganos de gobierno universitario hacia el régimen político 
(ello estaba garantizado a través de un proceso de 
reclutamiento político de los rectores entre catedráticos 
militantes de Falange Española). 
- El gobierno universitario y todas las estructuras que lo 
integraban estaban conformadas por académicos 
(principalmente catedráticos), lo que convertía al sistema de 
gobierno en un sistema claramente corporativo y cerrado (a la 
vez que elitista), no solo al resto de grupos sociales que 
conforman la comunidad universitaria sino a otros agentes 
sociales externos. 
 
 
 
 
 
 
De forma similar al sistema 
político franquista que 
presentaba los rasgos típicos del 
caudillismo, el sistema de 
gobierno universitario de la época 
tenía rasgos característicos del 
monocentrismo dada la evidente 
concentración de poderes en 
torno al Rector de la Universidad:  
como “jefe de la Universidad” 
disponía de una clara jerarquía 
sobre el resto de órganos 
uninominales y colegiados. 
Si bien podría hablarse de una 
estructura monocefálica, en 
tanto que el Rector de la 
Universidad poseía una doble 
autoridad académica y 
administrativa/directiva, la 
existencia de un único 
Vicerrector como segundo 
responsable ejecutivo dentro 
del gobierno universitario, 
podría presentar algunos 
rasgos típicos de una 
estructura bicefálica (Rector y 
Vicerrector). 
Centralizado 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Aunque principalmente presentaba rasgos del tipo 
ideal presidencialista, también poseía algunos 
elementos del tipo ideal asambleario, lo que lo 
convertía en un modelo híbrido: 
- El poder del Rector era claramente contrarrestado 
por la colegialidad que mostraban los otros dos 
órganos que conformaban el gobierno universitario: 
el Claustro universitario y la Junta de gobierno. 
- La aprobación de la LGE/1970 concedió algunos 
poderes a la Junta de gobierno, lo que buscaba de 
alguna forma contrarrestar el exceso competencial 
que siempre había ostentado el Rector. 
 
 
183 
 
 
1984-2001 
(LRU/1983) 
 
 
 
 
 
 
 
 
Gobierno universitario quasi democrático: 
- Quienes elaboraron la primera ley de Universidades de la 
democracia entendieron perfectamente que un objetivo 
prioritario de dicha reforma debía ser el de iniciar un proceso 
de democratización interna de las estructuras de gobierno 
universitario que permitiera mejorar los procesos internos de 
participación política y abrir el gobierno y organización de las 
universidades al conjunto de la comunidad universitaria. 
- La LRU, por ende, abrió las diversas estructuras de gobierno 
universitario a otros grupos sociales incluidos dentro de la 
comunidad universitaria que hasta entonces habían 
permanecido ajenos a la política universitaria: colectivos 
restantes de PDI que anteriormente no participaban en los 
procesos internos de toma de decisiones; PAS y estudiantes. 
- La inclusión social de determinados grupos sociales en las 
estructuras internas de gobernanza universitaria fue 
complementada con una democratización de los procesos de 
elección de los miembros que conformaban el órgano 
académico (Claustro Universitario), y más importante aún la 
elección del Rector como máximo responsable de gobierno de 
la Universidad. 
-  Por último, la reforma universitaria de 1983 abrió 
tímidamente el gobierno de la Universidad a la sociedad, 
incluyendo en la composición del Consejo social a miembros 
ajenos a la comunidad universitaria. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Presentaba rasgos del 
monocentrismo (concentración 
de poderes en torno a la Junta de 
gobierno que era asimismo 
presidida por el Rector de la 
Universidad) y también rasgos de 
la fusión monista de poderes (el 
Rector de la Universidad era 
elegido por el órgano académico 
que asimismo tenía 
encomendadas ciertas funciones 
de control sobre el ejecutivo –al 
que elegía-, y estaba presidido 
por él y sus vicerrectores –al igual 
que el Consejo de dirección y la 
Junta de gobierno-). 
 
 
Estructura monocefálica (el 
Rector de la Universidad tenía 
una doble autoridad académica 
y administrativa/directiva). 
 
 
 
 
Descentralizado: la 
modificación real de 
las cátedras por los 
departamentos 
como unidades 
básicas 
organizativas, y el 
fortalecimiento de 
las estructuras 
intermedias e 
inferiores del 
gobierno 
universitario 
propiciaron un 
notable avance en la 
descentralización 
del gobierno 
universitario. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Aunque el fortalecimiento del resto de estructuras 
del gobierno universitario contrarrestó su naturaleza 
presidencialista, ésta siguió muy presente aun 
estando acompañada de ciertos elementos del tipo 
ideal asambleario, pudiendo ser nuevamente un 
modelo híbrido: 
- El poder del Rector fue una vez más contrarrestado 
por la colegialidad del resto de órganos de gobierno 
universitario: el Claustro universitario y la Junta de 
gobierno. 
- Sin duda alguna, la LRU/1983 empoderó al órgano 
académico (Claustro universitario) al que le atribuyó 
importantes competencias (elaboración de estatutos 
y elección del rector), y en cierto modo también a la 
Junta de gobierno, lo que vino a reequilibrar la 
tradicional prominencia del Rector como máximo 
exponente del poder ejecutivo dentro de la 
Universidad. 
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2002-2007  
(LOU/2001) 
 
Gobierno universitario quasi democrático: 
- La LOU/2001 se mostró continuista en el proceso de 
democratización del gobierno universitario, ya que extendió el 
sufragio universal habilitado por la ley predecesora para la 
elección de los miembros claustrales (Claustro universitario) al 
proceso de elección del Rector, hasta entonces atribuido al 
órgano académico. 
- La transformación del proceso de elección del Rector, de un 
modelo indirecto, a un proceso de elección directa en el que 
se involucraba a todos los estratos sociales integrados dentro 
de la comunidad universitaria proporcionaba al sistema de 
gobierno universitario una arquitectura de procesos y 
estructuras muy similares a las que poseen los sistemas 
políticos. 
- Pese a la indudable naturaleza quasi democrática del 
gobierno universitario alcanzada con esta ley, ésta no era 
plena en tanto que la participación de los diversos grupos 
sociales no era homogénea sino ponderada según el 
estamento social: los académicos con estatus permanente 
funcionario seguían siendo constituyendo una especie de élite 
social protegida frente al resto del PDI, estudiantado y PAS. 
- Por último, la reforma universitaria de 2001 avanzó de forma 
considerable (aun siendo insuficiente) en la apertura del 
gobierno universitario a la sociedad, con la modificación de 
algunos de los aspectos relativos al Consejo social, órgano de 
participación de la sociedad en la Universidad. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Presentaba rasgos del 
monocentrismo (concentración 
de poderes en torno al Consejo 
de gobierno y la Junta consultiva 
que estaban asimismo presididos 
por el Rector de la Universidad) y 
también rasgos de la fusión 
monista de poderes (el Rector de 
la Universidad y sus vicerrectores 
formaban parte tanto del Claustro 
universitario, como del Consejo 
de dirección y el Consejo de 
gobierno-). 
 
Estructura monocefálica (el 
Rector de la Universidad tenía 
una doble autoridad académica 
y administrativa/directiva). 
Muy descentralizado 
 
Aunque la introducción de lógicas democráticas y/o 
populistas en el proceso de elección del Rector 
propició una apertura del sistema de gobierno 
universitario de abajo a arriba, la reforma 
universitaria introdujo asimismo otra serie de 
elementos que fortalecieron el tradicional 
centralismo organizacional que ha caracterizado al 
sistema español de gobierno universitario.  
La creación de nuevas estructuras de gobierno 
universitario como la Junta Consultiva o el Consejo de 
Dirección, ambas establecidas en torno a la figura del 
Rector, encontraron su contrapeso en la atribución 
que esta ley otorgaba al órgano asambleario 
(Claustro universitario), que por primera vez contaba 
con la posibilidad de cesar (o interrumpir el mandato 
de gobierno) al Rector mediante la convocatoria 
extraordinaria de elecciones, lo que de facto suponía 
la introducción de un importante mecanismo de 
control a la acción del gobierno ejecutivo y/o 
rectoral. 
Por ello, el sistema de gobierno universitario 
resultante seguía presentando una naturaleza 
presidencialista, con elementos del tipo ideal 
asambleario, en lo que podría ser nuevamente 
considerado como un modelo híbrido. 
La tibieza con la que el legislador modificó el órgano 
de participación social (Consejo social) impidió que el 
sistema de gobierno universitario avanzase en la línea 
de otros sistemas del entorno europeo que siempre 
han apostado por un sistema de gobierno de partes 
interesadas.  
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2008-actualidad 
(LOMLOU/2007) 
 
 
 
Gobierno universitario quasi democrático: 
- Todos los sectores de la comunidad universitaria se hallan 
representados en todos los órganos de representación y 
gobierno, aunque no de forma equitativa. 
- El Rector y los representantes del órgano académico son 
elegidos democráticamente en procesos electorales en los que 
participa toda la comunidad universitaria (en las elecciones a 
Rector el voto es ponderado por sectores, y adicionalmente la 
legislación universitaria permite una segunda modalidad de 
elección indirecta a través de los representantes del órgano 
académico). 
- La naturaleza del gobierno universitario continúa estando 
esencialmente basada en patrones académicos y no tanto en 
administrativos o managerials. 
 
 
 
Presenta rasgos del 
monocentrismo (concentración 
de poderes en torno al Consejo 
de gobierno que es asimismo 
presidido por el Rector de la 
Universidad) y también rasgos de 
la fusión monista de poderes (el 
Rector de la Universidad puede 
ser elegido por el órgano 
académico que ejerce claras 
funciones de control sobre el 
ejecutivo –al que puede elegir y/o 
`censurar´-, y está presidido por él 
y sus vicerrectores –al igual que el 
Consejo de dirección y el Consejo 
de gobierno-). 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Estructura monocefálica (el 
Rector de la Universidad posee 
una doble autoridad académica 
y administrativa/directiva). 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Muy descentralizado 
 
 
 
 
 
Aunque presenta algunos rasgos del tipo ideal 
presidencialista, también posee elementos del tipo 
ideal asambleario, lo que lo convierte en un modelo 
híbrido: 
- El poder del Rector se ve claramente contrarrestado 
por la tradicional colegialidad que ha caracterizado a 
su gobierno universitario. 
- La preeminencia del Rector y del Consejo de 
gobierno es contrarrestada por el órgano académico, 
el cual ostenta importantes poderes competenciales 
y una fuerte capacidad de control y supervisión. 
Además puede elegir al Rector e interrumpir su 
mandato de gobierno. 
- La capacidad de influencia del órgano supervisor, 
pese a haber sido creado sobre la base de los boards 
of trustees de otros sistemas europeos, se ha 
mostrado bastante limitado debido a la ausencia de 
tradición  que existe en España y a la indefinición 
legal que lo caracteriza en la mayoría de regiones. 
 
 
 
Fuente: elaboración propia 
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C a p í t u l o  V .                                               
E l  s i s t e m a  d e  e l e c c i ó n  d e l  r e c t o r  
c o m o  u n  e l e m e n t o  s i n g u l a r  d e  
l a s  u n i v e r s i d a d e s  e s p a ñ o l a s :  
a s p e c t o s  e s t r u c t u r a l e s  y  
d i n á m i c a s  d e  c o m p e t i c i ó n   
 
 
1. Introducción:  
 
El Rector es la máxima autoridad académica, institucional y política de las organizaciones 
universitarias, y quién asume las funciones de representación, dirección y gobierno. Dada su 
centralidad institucional en el gobierno universitario, su proceso de elección posiblemente sea uno 
de los elementos más interesantes de analizar, especialmente en un caso como el español dados 
los rasgos que presenta. 
En el caso español, la reforma introducida en 2001 en el sistema de elección del rector ha 
permitido fortalecer su hegemonía y su poder institucional dentro de un sistema de gobierno con 
rasgos presidencialistas, o, en su defecto, próximo al semipresidencialismo (Martinez, 2015).  
La fórmula populista de elección directa proporciona a los rectores un liderazgo fuerte, no solo por 
la atribución institucional de autoridad formal sino porque les ofrece una oportunidad para ejercer 
la dirección de sus organizaciones de una forma proactiva, y abierta a cambios y transformaciones 
innovadoras y creativas (Trinidad-Requena et al., 2015).  
También le otorga una legitimidad social directa al contar con el respaldo de la comunidad 
universitaria, lo que promueve una101 toma de decisiones basada en el bien común y alejada de 
intereses corporativos.  
 
Este capítulo analiza los aspectos estructurales del sistema de elección del rector en las 
universidades públicas españolas, explorando también la heterogeneidad y la variabilidad que 
muestran entre sí.  
En una muestra de 19 universidades se analizan sus especificidades organizativas, y se ofrece un 
análisis exploratorio de sus dinámicas de competición electoral registradas en los procesos de 
 
101 A este respecto, Weber (2006) puntualiza que aunque las estructuras formales de decisión aparentan ostentar grandes poderes y 
responsabilidades, la mayor parte de los líderes universitarios –rectores, presidentes y gerentes- difícilmente pueden (y suelen) tomar 
decisiones determinantes para sus organizaciones. 
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elección de rector sucedidos desde el año 2000 hasta la actualidad como medio para aproximarse 
a la fragmentación política de su sistema de gobierno. 
Las siguientes páginas buscan, por tanto, responder a las siguientes preguntas: ¿Cuáles son los 
rasgos estructurales que definen los sistemas de elección del rector de las universidades públicas 
españolas? ¿Qué diferencias existen entre ellos? ¿comparten las universidades localizadas en las 
mismas regiones patrones similares? ¿qué dinámicas de competición electoral pueden observarse 
en los procesos de elección de rector que han tenido lugar en las universidades españolas desde la 
introducción del sistema de elección directa que impuso la LOU/2001?  
 
Este capítulo se estructura de la siguiente forma: tras la introducción, se ofrece un apartado que 
contextualiza el objeto principal de análisis; el tercer apartado introduce cuestiones metodológicas 
del análisis como aspecto previo para un análisis profundo de los aspectos estructurales del 
sistema de elección de rector de las universidades españolas; la cuarta sección incluye un análisis 
extenso de las dinámicas electorales observadas en los procesos de elección de rector sucedidos 
en las 19 universidades analizadas; y se finaliza con un breve apartado que a modo de cierre 
incluye algunas conclusiones y notas finales.  
 
2. El sistema de elección de rector como elemento central de la interpretación 
politológica del gobierno universitario. 
 
En el capítulo tercero la elección del rector en las universidades españolas era descrita como `sui 
géneris´ en el contexto europeo al ser una fórmula ciertamente excéntrica y poco extendida en el 
continente. 
La singularidad española se produce por la naturaleza democrática y populista que tiene el sistema 
de elección de rector en España, que atribuye a la comunidad universitaria la responsabilidad de 
elegir al máximo responsable del gobierno de las universidades.  
En un sentido riguroso, la legislación universitaria 102  vigente -LOMLOU/2007- ofrece a las 
universidades públicas dos posibles vías de elección del rector, las dos con una naturaleza 
 
102 El artículo 20 de la LOU/2001 recogía expresamente: “(…) El Rector será elegido por la comunidad universitaria, mediante elección 
directa y sufragio universal libre y secreto, entre funcionarios del cuerpo de Catedráticos de Universidad, en activo, que presten servicios 
en ésta. (…) Los Estatutos regularán el procedimiento para su elección, la duración de su mandato y los supuestos de su sustitución (…). 
El voto para la elección del Rector será ponderado, por sectores de la comunidad universitaria: profesores doctores pertenecientes a los 
cuerpos docentes universitarios, resto del personal docente e investigador, estudiantes, y personal de administración y servicios. En todo 
caso, el voto conjunto de los profesores doctores pertenecientes a los cuerpos docentes universitarios tendrá el valor de, al menos, el 
cincuenta y uno por ciento del total del voto a candidaturas válidamente emitido por la comunidad universitaria. En cada proceso 
electoral, la comisión electoral determinará, tras el escrutinio de los votos, los coeficientes de ponderación que corresponderá aplicar al 
voto a candidaturas válidamente emitido en cada sector, al efecto de darle su correspondiente valor en atención a los porcentajes que 
se hayan fijado en esos mismos Estatutos. 
Será proclamado Rector, en primera vuelta, el candidato que logre el apoyo proporcional de más de la mitad de los votos a candidaturas 
válidamente emitidos, una vez hechas y aplicadas las ponderaciones referidas. Si ningún candidato lo alcanza, se procederá a una 
segunda votación a la que sólo podrán concurrir los dos candidatos más apoyados en la primera votación, teniendo en cuenta las 
citadas ponderaciones. En la segunda vuelta será proclamado el candidato que obtenga la mayoría simple de votos. En el supuesto de 
una sola candidatura únicamente se celebrará la primera vuelta”. 
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democrática: la tradicional forma de elección indirecta a través de sufragio universal de los 
miembros del Claustro universitario, que se implantó con la reforma de 1983 y que se eliminó con 
la de 2001; y la más reciente forma de elección directa, introducida en la reforma de 2001, a 
través de sufragio universal con voto ponderado de los distintos sectores de la comunidad 
universitaria -profesores, estudiantes y personal de administración y servicios-. 
Por consiguiente, son las universidades quiénes deciden, en el ejercicio de su autonomía 
institucional, el modo de elección de rector. 
 
Son varias las razones por las que es relevante analizar el sistema de elección de rector en España: 
en primer lugar, por los patrones presidencialistas que presenta su sistema de gobierno 
universitario como consecuencia de las importantes funciones institucionales que ejerce. En 
segundo lugar, el modo en el qué se elige al Rector es un rasgo relevante para su categorización 
politológica. 
En tercer lugar, y desde un punto de vista organizativo, el sistema de elección de rector y sus 
rasgos estructurales son una de las dimensiones de la organización y gobierno de las universidades 
dónde puede observarse variabilidad entre ellas.  
Este capítulo continúa la lógica interpretativa politológica y se inicia con una descripción de 
algunos factores contextuales del proceso de elección a rector.  
Cabe afirmar en primer lugar, que el régimen de gobierno universitario, en su máximo nivel 
organizativo, se encuentra articulado en torno a un sistema electoral dónde los diferentes 
procesos de elección de los cargos electos de los distintos órganos internos mantienen una 
naturaleza específica y diferenciada. Es decir, la existencia de elecciones divididas o separadas para 
el cargo de Rector y para los representantes de la comunidad universitaria en el Claustro 
Universitario implican procesos diferenciados que difieren en las condiciones en las que se 
celebran103, que tienen lugar en momentos diferentes, que presentan campañas electorales 
 
La revisión que hizo la LOMLOU/2007 (artículo 20 también) incorporó nuevamente la modalidad de elección indirecta a través del 
claustro universitario: “(…) El Rector será elegido por el Claustro, o por la comunidad universitaria mediante elección directa y sufragio 
universal, según indiquen los estatutos de cada universidad, entre funcionarios en activo del cuerpo de catedráticos de universidad que 
presten servicios en ella. (…) En el caso de que la elección del Rector corresponda al Claustro, para ser proclamado Rector será necesario 
que un candidato o candidata obtenga en primera votación más de la mitad de los votos a candidaturas emitidos válidamente. Si ningún 
candidato la alcanza, se procederá a una segunda votación a la que sólo podrán concurrir los dos candidatos con mayor número de 
votos en la primera votación, y será elegido Rector el candidato que obtenga más votos”.  
La última reforma universitaria también modificó otros aspectos sustanciales del sistema de elección de Rector. Por un lado, eliminó del 
texto y de forma expresa los distintos grupos sociales de la comunidad universitaria, dejando -intencionadamente o no- a las 
universidades que decidiesen una nueva organización de los mismos, así como de los coeficientes de ponderación aplicados a su voto; y 
por otro lado, alteró el relativo contexto de supremacía que hasta entonces ostentaban los profesores doctores funcionarios en el 
proceso de elección de Rector -cuyo voto conjunto ponderado tenía asignado un valor mínimo del 51%-, sustituyendo dicho valor por el 
de mayoría (lo que nuevamente otorgaba una mayor discrecionalidad a las universidades) y extendiendo dicha supremacía no solo a los 
doctores funcionarios sino al conjunto del PDI Doctor contratado permanente, lo que en último término otorgaba un mayor poder al 
PDI permanente en el proceso de elección de Rector: “En el caso de que los estatutos establezcan la elección del Rector por la 
comunidad universitaria, el voto será ponderado por los distintos sectores de la comunidad universitaria. En todo caso, la mayoría 
corresponderá a los profesores doctores con vinculación permanente a la universidad”. 
 
103 En este sentido podría afirmarse que las elecciones a rector ostentan cierto rango de superioridad respecto a las elecciones 
claustrales, ya que las primeras son las que alcanzan el mayor nivel de notoriedad siendo de obligado cumplimiento su carácter 
exclusivo en tanto que no puede existir ninguno otro procedimiento electoral (en los niveles organizacionales intermedios o inferiores) 
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separadas y reglas electorales diferenciadas, aunque también pueden compartir ciertos aspectos 
procedimentales. 
Lo anterior, posiblemente esté justificado para que ambos procesos no interfieran entre sí, y 
puedan centrarse en cuestiones diferentes. Por ejemplo, las elecciones a rector promueven un 
debate general que afecta a toda la comunidad universitaria, como es el proyecto de Universidad 
que existe y a cuál se aspira; mientras que las elecciones claustrales, segmentadas para cada uno 
de los sectores de la comunidad universitaria que eligen a sus representantes, normalementes 
están centradas en la organización y defensa de los distintos intereses y causas comunes que 
defienden cada uno de los colectivos sociales. 
Nuevamente hay que matizar que las universidades no pueden ser interpretadas como sistemas 
políticos puros. Por ejemplo, en ninguno de los procesos electorales que se producen en las 
universidades concurren plataformas electorales104, ni partidos ni asociaciones que se asimilen a 
las organizaciones políticas, aunque, a menudo, se producen coaliciones de intereses en los 
términos en los que se refería Baldridge (1973).  
Ésto no impide que los representantes claustrales de los distintos sectores de la comunidad 
universitaria no puedan hacer campaña electoral en favor de un determinado candidato rectoral 
para intentar movilizar políticamente al sector que representan, pero no pueden formarse bloques 
de miembros claustrales alineados o no con el Rector, porque no hay correspondencia entre las 
listas de candidatos a representantes claustrales y las candidaturas a rector. Por consiguiente, no 
existe una mayoría claustral que pueda ser proclive al Rector vencedor de unas elecciones, ni 
tampoco una oposición.  
Al respecto, quizá es más relevante el rol político que desempeñan los distintos centros y sus 
representantes, dado que el órgano académico también integra a representantes de los distintos 
centros -facultades, escuelas y departamentos-. 
Por otro lado, y con relación a los rasgos que posee el sufragio electoral en las universidades, éste 
no cumple con las exigencias del sufragio democrático que es universal, libre, igual, directo y 
secreto, rasgos todos ellos necesarios e imprescindibles.  
El sufragio universal existe cuando el conjunto de la ciudadanía (electorado) dispone del derecho 
de voto, sin que se produzcan exclusiones por cualquier condición o circunstancia de carácter 
discriminatorio. Es libre cuando preserva los derechos y libertades de sus electores, garantiza el 
pluralismo político, existe competición electoral y la celebración de las elecciones es periódica 
 
de forma simultánea que lo solape. Ni siquiera en aquellos casos en los que el Claustro universitario plantea con éxito una moción de 
censura o revocación del rector electo, para lo que la normativa vigente exige la disolución inmediata del Claustro universitario, 
coinciden ambos procesos electorales, celebrándose primero las elecciones a Rector, y una vez elegido éste, se celebran las relativas al 
órgano académico. 
 
104 Un aspecto diferente, que sí que ocurre y/o ha ocurrido en algunas universidades (e.g. la UAL o algunas universidades de la región 
de Galicia) y atendiendo generalmente a fines exclusivamente instrumentales del juego electoral, es la agrupación de diversas 
candidaturas que a efectos únicos del desempeño de la campaña electoral (e.g. nombramiento de interventores para las mesas 
electorales), se organizan colectivamente bajo una misma denominación o sigla que incluso puede ser instaurada en la papeleta 
electoral. No obstante, alguna Universidad (e.g. UCM) recoge en su reglamento electoral que, con carácter general en los procesos 
electorales, los candidatos pueden solicitar que se vinculen sus candidaturas a una asociación, a una agrupación de asociaciones o 
agrupación de electores. Lo anteriormente expuesto debe no obstante ser registrado oficialmente ante la Junta Electoral de la 
Universidad y obtener su reprobación y conformidad.  
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(generalmente cada cuatro o cinco años). El sufragio igual implica que el voto de cada elector tiene 
asignado el mismo valor (inspirado en el principio jurídico: una persona, un voto), 
independientemente de su condición social, geográfica, o personal, o de otros criterios 
establecidos. Su carácter directo (no es un derecho transferible), en tanto que el voto debe ser 
efectuado por cada ciudadano sin intermediarios. Y secreto (y/o personal), porque en el ejercicio 
del voto debe salvaguardarse la libre decisión del elector/votante. 
Como ya se ha afirmado, ninguno de los procesos electorales que se desarrollan en las 
universidades presentan un sufragio plenamente democrático, y dicha singularidad condiciona que 
su sistema de gobierno tenga una naturaleza política quasi-democrática, pese a una organización y 
gobierno que tienen su inspiración en lógicas democráticas.  
En las elecciones claustrales, por ejemplo, cada uno de los grupos sociales de la comunidad 
universitaria eligen a sus representantes sectoriales mediante sufragio universal, libre, igual, 
directo y secreto; mientras que en el proceso de elección de rector, el sufragio es universal, libre, 
directo, secreto, pero desigual, ya que es ponderado por sectores, lo que provoca un desequilibrio 
en el poder institucional que aglutinan los diferentes colectivos de electores cuyo voto no vale lo 
mismo al estar condicionado por el estatus académico que ostentan.  
Los rasgos que definen el sufragio electoral predefinido en el proceso de elección a rector, que es 
quasi restringido, lo convierten en un proceso viciado de partida, que, aunque es revestido con la 
aureola de la democracia, es alterado e intervenido.  
 
De entre los trabajos que han analizado la elección a rector en España, destaca el publicado por 
Trinidad-Requena et al. (2015), que analiza los procesos de elección a rector celebrados en las 
universidades españolas desde 2002 hasta 2015 para medir la influencia que ha tenido el modo de 
elección directa de rector en las dinámicas de movilización y participación de la comunidad 
universitaria.  
Una de sus principales conclusiones fue que la participación electoral que se observa en los 
procesos de elección de rector es variable según el sector de la comunidad universitaria al que se 
refiera, siendo los colectivos de profesores funcionarios doctores (más del 80%) y PAS (más del 
75%) los que más participan, frente al colectivo de alumnos que es quién menos participa (la 
media no llega al 15%). La intensa movilización del colectivo de PDI, especialmente el funcionario, 
y la desmovilización del colectivo estudiantil parecen estar estrechamente asociadas a la fuerza 
electoral que ostentan en el sufragio universal ponderado. 
Sus análisis estadísticos también confirman que cuando la elección a rector se resuelve en segunda 
vuelta, la participación electoral es mayor en todos los sectores. El número de candidatos que 
concurren electoralmente también es una variable que influye en el nivel de participación 
electoral: es decir, si sólo hay un candidato la participación es inferior a cuando hay mayor 
competencia electoral. 
Los autores también analizan el voto en blanco como factor relevante del comportamiento 
electoral, dónde hallan que un aumento de la competencia electoral disminuye la tasa de voto en 
blanco. 
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Una última conclusión de interés para este trabajo es que la mayoría de los rectores que son 
electos en la primera vuelta, lo son con un voto muy generalizado entre los diferentes sectores del 
profesorado, pero con un apoyo mayoritario del PDI Doctor funcionario que es determinante, y 
también del PDI restante. Este hallazgo desmiente una afirmación extendida de que son los 
sectores de los estudiantes y del PAS quienes condicionan las elecciones a rector. 
La principal limitación de este análisis del comportamiento electoral, que comprende un total de 
135 procesos electorales celebrados en las 48 universidades presenciales, es que ofrece resultados 
por comunidades autónomas y no por universidades. Es decir, pese al interés del análisis que 
recoge información y datos de participación de cómo los diferentes sectores de la comunidad 
universitaria han participado y a quién han votado, esta información no está disponible para cada 
una de las universidades observadas, lo que impide analizar posibles diferencias entre ellas.  
 
3. Aspectos estructurales del sistema de elección de Rector: un estudio de casos. 
En este apartado se sistematizan y describen los aspectos estructurales más destacados que 
configuran el sistema de elección de rector de las universidades públicas en España. Se han 
seleccionado 19 universidades, de un total de 47 universidades públicas presenciales, en 6 
regiones diferentes, de un total de 17 CCAA, tomando criterios y reglas de selección informada 
que se resumen brevemente a continuación.  
El primer criterio que se ha tenido en cuenta ha sido el de la regionalización, un aspecto ya 
destacado en el capítulo anterior como altamente relevante en el contexto de transformación de 
las políticas universitarias en España y de su sistema de gobernanza. Por ello se han incluido 
universidades de diferentes regiones (Andalucía, Asturias, Cantabria, Cataluña, Extremadura y 
Madrid) con diversidad en la orientación político-ideológica de sus gobiernos y de su continuidad 
y/o cambio a lo largo de los años.  
Dada la potencial influencia política que en España ejercen los gobiernos de las Comunidades 
autónomas sobre las políticas públicas de educación superior, se han incluido algunas regiones 
gobernadas por partidos políticos de orientación conservadora, nacionalista o regionalista, y 
socialdemócrata, en procesos temporales estables y cambiantes.  
La selección de casos también incluye diferentes niveles de competición local o regional. Se han 
seleccionado universidades de tres regiones que cuentan con sistemas universitarios competitivos 
dónde existen varias universidades dentro del mismo territorio, entre las diez regiones que 
cuentan con más de una Universidad pública, y tres regiones que cuentan con sistemas 
universitarios monopolizados por una única Universidad regional en el territorio, de entre las siete 
CCAA que cuentan con solo una Universidad pública en su territorio.  
La selección final de casos dispone de suficiente variación en términos de las disciplinas y campos 
de conocimiento representadas al incluir casos de las tres universidades existentes: generalistas 
(normalmente grandes), universidades politécnicas, y universidades más especializadas 
(normalmente más pequeñas y de reciente creación). 
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Por último, y sin obviar que existe un fuerte potencial explicativo del comportamiento organizativo 
cuando se relaciona con la calidad en las organizaciones académicas, se han incluido universidades 
con diferentes niveles de desempeño investigador.  
Por consiguiente, este capítulo ofrece un análisis empírico del sistema de elección de rector en 
una muestra representativa cuyo universo de estudio es el Sistema Universitario Público Español 
(SUPE). Las 19 universidades involucradas en este estudio de casos son las siguientes: UAL, UCA, 
UCO, UGR, UMA y US (Andalucía); UOVI (Asturias); UCAN (Cantabria); UB, UDG, UDL, UPC y UPF 
(Cataluña); UEX (Extremadura); y UAH, UAM, UCM, UPM y URJC (Madrid). 
Este trabajo se ha realizado a partir de un análisis documental de cada una de las universidades 
observadas, que ha permitido estudiar de forma sistemática algunos de los atributos y rasgos 
estructurales de su organización y gobierno. Concretamente, los aspectos estructurales del 
sistema de elección de rector han sido analizados a partir de fuentes de información primaria 
(estatutos internos de las universidades, reglamentos de organización y funcionamiento, 
información web de las universidades).  
 
Antes de describir los rasgos estructurales que configuran el sistema de elección de rector de cada 
una de las universidades, conviene señalar algunos datos contextuales. 
Los procedimientos y las reglas que regulan el sistema de elección de Rector, al igual que otros 
elementos de la organización y gobierno de las universidades, son autorregulados y ordenados en 
sus normas internas. Todas las universidades públicas establecen en sus estatutos propios una 
regulación expresa de cómo se eligen los representantes de sus órganos internos, y también al 
Rector de la Universidad. En algunas universidades, la regulación que hace la máxima norma 
adquiere un carácter más general, delegando su desarrollo a otras normas menos trascedentes 
(e.g. reglamentos o actas aprobados por Consejo de Gobierno y/o Claustro); mientras que en otras 
presenta un carácter más específico, detallado y reglamentista. 
A lo anterior parece relevante añadir, la autoría de quien elabora y aprueba los textos normativos 
que regulan dichos aspectos. El Claustro Universitario es quién elabora y aprueba los estatutos, y 
posiblemente su composición social, como máximo órgano de representación, condiciona la 
fijación de las reglas y procedimientos de elección del máximo responsable de gobierno 
universitario.  
Es decir, cabe pensar que cada uno de los grupos sociales tienen unas cuotas de ponderación del 
voto en la elección del rector similares a sus cuotas de representación dentro del órgano 
académico, como un símbolo de conservación del status quo. Posiblemente, los grupos que 
históricamente han dominado el Claustro Universitario -profesores universitarios con el status de 
funcionario- han continuado siendo determinantes en un proceso que era tutelado por ellos antes 
del cambio del sistema de elección de rector que impuso la LOU/2001105.  
 
105 Hay que recordar no obstante que esta `tutela´ estaba garantizada de facto tanto por la reforma universitaria de 2001 como por la 
de 2007, que expresamente establecen que el voto conjunto de los profesores doctores funcionarios (la LOMLOU/2007 lo amplía al 
segmento de profesores doctores que ostenten una categoría académica permanente -sea funcionarial o laboral-) ha de tener un valor 
de, al menos, el 51% (la mayoría, específica la LOMLOU/2007) del total del voto a candidaturas válidamente emitido por la comunidad 
universitaria, lo que garantiza que sea el grupo social de los académicos -permanentes-, y no los estudiantes o el personal técnico-
administrativo, quién mantenga cierto control del proceso electoral. 
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Por tanto, en los 19 casos analizados los estatutos de las universidades públicas, que contienen las 
normas básicas de su funcionamiento y organización, recogen toda la información básica relativa a 
la composición de los distintos órganos colegiados de gobierno y del sistema de elección de los 
restantes órganos unipersonales. Por consiguiente, son sus estatutos internos quienes determinan 
los principios básicos que configuran el sistema de elección de rector. 
Sin embargo, el sistema de elección de rector, al igual que ocurre con los restantes órganos 
colegiados y unipersonales, es desarrollado en el reglamento electoral que normalmente es 
aprobado por el Consejo de Gobierno, y en algún caso aislado por el Claustro. En este reglamento, 
se articulan todos los aspectos relacionados con los distintos procesos electorales que tienen lugar 
en las universidades, tanto los que afectan a los órganos unipersonales: Rector, Decano, Director 
de Departamento; como a los colegiados: Claustro, miembros electivos del Consejo de Gobierno, 
Junta de Facultad, Consejo de Departamento, etc. 
Los reglamentos electorales de las universidades recuerdan, por tanto, a la normativa electoral106 
que regula el procedimiento electoral general de cualquier sistema político. Contienen 
información detallada acerca de principios electorales básicos como el derecho de sufragio, la 
delimitación de qué miembros de la comunidad universitaria son electores y elegibles; los órganos 
electorales; los censos electorales; el procedimiento electoral, etc. 
Al respecto, a continuación, se describen algunos aspectos relevantes del sistema de elección de 
rector, considerando siempre la modalidad de elección en la que el rector es elegido directamente 
por la comunidad universitaria. 
 
a) ¿quién elige al rector? (sufragio activo y/o derecho a ser elector): el cuerpo electoral, 
entendido como la totalidad de ciudadanas y ciudadanos que, cumpliendo unos requisitos 
jurídicos, pueden votar en un proceso electoral; es la comunidad universitaria en su 
conjunto.  
Aunque la comunidad universitaria incluye teóricamente a la totalidad del personal 
académico y no académico que se encuentra en servicio activo, y a la totalidad del 
estudiantado; como a continuación puede verse en profundidad, en alguna Universidad 
ciertos colectivos integrados dentro del Personal Docente e Investigador (e.g. profesores 
visitantes, profesores eméritos y/o personal investigador con cargo a proyectos) o dentro 
de los estudiantes (e.g. estudiantes matriculados en estudios no oficiales o propios) están 
privados de este derecho de participación 107 , y a veces incluso del derecho de 
representación en otros órganos internos.  
 
106 De hecho, y de forma supletoria y/o ante el surgimiento de cualquier duda o conflicto adicionales, todos los reglamentos electorales 
de las universidades públicas remiten a la normativa electoral general: LOREG 5/1985 y sucesivas modificaciones, como fuentes 
supletorias de Derecho. 
 
107 La Universidad Autónoma de Madrid -UAM- restringe el derecho de sufragio (activo y pasivo) al colectivo de profesores eméritos, 
visitantes y honorarios. La Universidad Complutense -UCM-, por ejemplo, asimila a su PDI interino al colectivo PDI al que pertenezca, 
pero sin embargo parece ser más severa cuando por ejemplo exige a los estudiantes de Doctorado estar al corriente de todos los pagos 
relativos a la tutelación de sus proyectos de tesis doctorales. La Universitat de Lleida -UDL- no considera como electores a los 
profesores eméritos ni a los visitantes, ni al PDI o PAS contratado por obra y servicio vinculado a proyectos de investigación cuando la 
vinculación contractual sea menor a un año o esté derivada de circunstancias urgentes o sobrevenidas.  
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Dicho electorado, para el ejercicio del derecho al sufragio activo, permanece incluido en 
un censo electoral que actúa como registro público dónde constan inscritos todos los 
electores (es requisito obligatorio), de forma automática, correspondiendo generalmente 
su elaboración y actualización a la Secretaria General de la Universidad. El ejercicio de este 
derecho que poseen todos aquellos individuos inscritos en el censo electoral depende de 
su voluntad individual, puesto que el voto no adquiere en ningún caso el carácter de 
obligatorio (e.g. el colectivo de estudiantes es el que generalmente registra una baja 
participación). No obstante, la inscripción automática del electorado titular del derecho de 
sufragio activo facilita y promueve la participación electoral ya que no añade un 
sobreesfuerzo derivado de trabas administrativas.  
 
b) ¿quién puede ser candidato a rector? (sufragio pasivo y/o derecho de ser elegible): como 
cabe esperar, y a diferencia de lo que generalmente ocurre en los sistemas electorales de 
los sistemas políticos, aquí el sufragio pasivo no exige los mismos requisitos que el sufragio 
activo, sino que presenta ciertas condiciones restrictivas. Tal y como prescribe la 
legislación estatal vigente, sin margen de discrecionalidad para que las universidades 
puedan modificarlo e introducir alguna innovación organizativa108, solamente son elegibles 
para el puesto de rector el conjunto de profesores que poseen la categoría académica de 
catedrático de Universidad y que se encuentren en activo prestando servicios a tiempo 
completo en la Universidad dónde tiene lugar el proceso electoral. Es, por tanto, un 
proceso cerrado que impide que ningún catedrático de otra Universidad pueda aspirar a 
gobernar una Universidad diferente a dónde obtuvo su plaza de funcionario.  
Asimismo, y aunque ninguna Universidad lo refleja expresamente, el desempeño del cargo 
de Rector es incompatible con el ejercicio simultáneo de cualquier otro cargo al requerir 
una dedicación exclusiva. 
 
108 En Cataluña, por ejemplo, en dónde la legislación regional universitaria introdujo nuevas categorías de profesorado en régimen 
laboral equivalentes a las categorías funcionariales (Profesor Agregado=Profesor Titular y Catedrático Contratado=Catedrático), en 
alguna ocasión han intentado negociar para flexibilizar estos requisitos del sufragio pasivo para que en el proceso de elección de rector 
pudieran ser también candidatos elegibles profesores con una vinculación laboral permanente (catedráticos contratados), los cuales a 
menudo ocupan otros cargos unipersonales destacados (en muchas universidades catalanas son vicerrectores en áreas relevantes y de 
peso). 
A este respecto, no ha de sorprender que haya sido en Cataluña, una región cuyo contexto político-institucional ha proporcionado al 
conjunto del Sistema Nacional de Investigación, Innovación y Educación Superior interesantes contrapuntos y novedades 
institucionales, dónde más voces críticas se han levantado en favor de una reforma del sistema de elección de rector. Algo que no es 
relativamente nuevo, como ha venido leyéndose en la prensa a lo largo de los últimos años. 
En 2011, el diario La Vanguardia rotulaba: `Ofensiva catalana para pactar un nuevo sistema de gobernanza universitaria: ¿se acabaron 
las elecciones a rector? ´. Un año después, el diario líder en Cataluña volvía nuevamente a este tema con un artículo titulado: `El Govern 
propone eliminar las elecciones a rector en la universidad: la ponencia para la gobernanza se inclina por que un patronato designe al 
candidato´. También, en 2014, este mismo diario se hacía eco de dicho debate publicando un extenso reportaje titulado: `Otra reforma 
a la vista: Catalunya plantea a Wert cambiar la elección del rector, cargo al que podrían optar extranjeros´.  
Puede accederse a tales publicaciones en las siguientes direcciones web:  
1) http://www.uam.es/UAM/documento/1242652920261/govern.pdf?blobheader=application/pdf&blobheadername1=Content-
disposition&blobheadername2=pragma&blobheadervalue1=attachment;%20filename=govern.pdf&blobheadervalue2=public;   
2) http://www.pressreader.com/spain/la-vanguardia/20120819/281500748410386;  
y 3) https://www.ucm.es/data/cont/media/www/pag-46949/rectores%20vang.pdf (último acceso: 26/05/2017). 
195 
 
 
c) Organización y coordinación del proceso de elección de rector: todas las universidades 
públicas disponen de una Junta Electoral General o Central, también llamada Comisión 
electoral en algunas universidades, que es el órgano encargado de dirigir y supervisar los 
distintos procesos electorales que se celebran en la Universidad con el fin de garantizar su 
transparencia, objetividad e imparcialidad, así como interpretar y aplicar las normas que 
los regulan.  
Está generalmente compuesta por un/a secretario/a general, una representación de los 
distintos sectores de la comunidad universitaria -PDI, PAS y estudiantes, y en algunos 
casos incluso por representantes de los decanos de las facultades, y de los directores de 
los departamentos-.  
Normalmente ostenta competencias relevantes para el proceso político-electoral como la 
difusión y promoción institucional de los diversos procesos electorales que se celebran en 
la Universidad con el fin de incentivar la participación; la publicación del censo electoral; la 
administración burocrático-administrativa del proceso electoral; el establecimiento de los 
porcentajes de ponderación de los sectores de la comunidad universitaria en los que se 
organiza el censo electoral; la organización de las mesas electorales; la proclamación de 
las candidaturas participantes y de los candidatos finalmente electos; y la resolución de 
posibles conflictos derivados de los procesos electorales. 
Una vez convocadas las elecciones a rector, una etapa importante es la presentación de 
las candidaturas que concluye con la proclamación oficial de los candidatos. El número de 
candidaturas que se postulan en la convocatoria electoral -nivel de competición electoral- 
define la naturaleza política del propio proceso electoral al condicionarlo tanto a nivel de 
resultados (e.g. resultados electorales) como de proceso (e.g. intensidad de la campaña 
electoral, participación electoral, etc.).  
Como se verá en el siguiente apartado, esta variable es utilizada para categorizar el tipo de 
elección de la que se trata. Es decir, si se producen unas elecciones de primer mandato o 
de continuismo, que tienen lugar tras los primeros cuatro años de gobierno y/o cuando 
quién gobierna vuelve aspirar a la reelección consecutiva; cabe esperar una competición 
electoral baja o incluso nula al concurrir no más de una candidatura.  
Por el contrario, si lo que transcurren son unas elecciones de segundo mandato o de 
cambio, que tienen lugar cuando un gobierno ha permanecido en el poder más de cuatro 
años, cuando un candidato agota su mandato de gobierno por la limitación legal vigente, 
y/o cuando hay una renovación personal en la candidatura que representa el oficialismo; 
cabe esperar una competición electoral media o alta dónde concurran electoralmente dos 
o más candidaturas. Las anteriores condiciones dependen, a su vez, del nivel de conflicto, 
polarización ideológica y fragmentación interna que existan. 
 
D) Campaña electoral: Es un espacio de tiempo rigurosamente reglado, de fuerte 
intensidad en lo que a la comunicación y la política se refiere, dónde se puede solicitar el 
voto de forma explícita. En el caso de las universidades, la campaña electoral comprende 
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el conjunto de actividades lícitas y/o legalmente autorizadas que realizan los candidatos, a 
rector en nuestro caso, en los diversos espacios públicos de los que disponen las 
universidades, con objeto de captar sufragios (e.g. reuniones, actos políticos, debates, 
presentación de programas, distribución de propaganda electoral). Es regulada 
estrictamente según lo estipulado en el calendario electoral que aprueba la Junta Electoral 
de cada Universidad. 
Los aspectos relativos a la campaña electoral que pueden leerse en la documentación 
universitaria que regula el procedimiento electoral son normalmente una traslación de la 
legislación general del sistema político al sistema político-electoral de las universidades. 
Por ejemplo, en la mayoría de los casos observados la campaña electoral tiene una 
duración específica. Algunos de los reglamentos electorales (e.g. UAL, UCO, UGR, UMA, 
UOVI, UDL, UPC, UPF, UEX, UAM) la fijan a partir del día posterior en el que quedan 
proclamadas definitivamente las candidaturas y hasta el día previo a la jornada electoral, 
dónde el sistema político universitario también tiene habilitado una jornada de reflexión 
en la que se prohíbe hacer propaganda electoral o solicitar el voto.  
Otros en cambio, fijan expresamente la duración específica de la campaña electoral en el 
proceso de elección de rector, la cual oscila generalmente en torno a los 15-20 días de 
máximo que establece la Universidad de Sevilla -US- (14 días señala la Universidad de 
Cádiz -CA-, mientras que la URJC y la UCAN fijan un plazo no inferior a 15 y 12 días 
respectivamente) y los 7-10 días que fijan universidades como la Universitat de Barcelona 
-UB- (no inferior a 10 días hábiles), la Universidad de Alcalá -UAH- (9 días), la Universidad 
Complutense -UCM- (no inferior a 8 días) y la Universitat de Girona -UDG- (7 días 
naturales). La Universidad Politécnica de Madrid -UPM- fija, en su caso, una duración de la 
campaña electoral de un máximo de 15 días naturales para la primera vuelta y, un máximo 
de 7 días naturales para la segunda vuelta. 
Más importante quizá que lo anterior, es cómo se financian las campañas electorales en 
las universidades. Las universidades son quienes sostienen la totalidad de los gastos 
asociados a la celebración de elecciones internas.  
Además de los gastos institucionales que las universidades destinan a la ´difusión y 
promoción institucional de los procesos electorales´ con el fin de incrementar la 
participación electoral de toda la comunidad universitaria, la práctica totalidad de los 
casos observados recogen en su regulación electoral el sustento financiero, parcial y/o 
total, de la campaña electoral de las diversas candidaturas que aspiran al cargo de rector. 
Por un lado, todas las universidades garantizan un acceso igualitario para todos los/as 
candidatos y/o candidatas a los medios -materiales y humanos- institucionales (e.g. 
locales, personal) que son necesarios en el desarrollo del proceso electoral, siendo 
normalmente a la Junta/Comisión Electoral quién establece su cuantía y naturaleza. 
En algunos reglamentos electorales se reconoce una dotación económica específica que 
subvenciona el proceso electoral, y concretamente actuaciones destinadas a la promoción 
de las candidaturas y de sus programas electorales. Ocurre en el caso de la Universidad de 
Málaga -UMA- dónde las candidaturas que obtienen al menos el 5% de los votos 
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válidamente emitidos, son subvencionadas con cargo a los presupuestos de la 
Universidad, con una cantidad de 4.000 euros para la atención de gastos propios de la 
campaña electoral que sean debidamente acreditados.  
También ocurre en el caso de la Universidad de Sevilla -US-, que otorga, bajo las mismas 
condiciones, una subvención cuya cuantía es determinada por la mesa del Claustro 
universitario. Las candidaturas que optan a la elección de rector en las universidades de 
Oviedo -UOVI-, Extremadura -UEX-, Barcelona -UB-, en la Universidad Politécnica de 
Cataluña -UPC- y en la Pompeu Fabra -UPF- también disponen de una cantidad para la 
financiación de la campaña electoral, cuya cuantía es acordada por la Junta Electoral 
Central en los primeros casos, y por el Consejo de Cobierno en los últimos. La Universidad 
Autónoma de Madrid -UAM- y la Universidad Complutense -UCM- también lo consagran, 
conforme a la partida presupuestaria destinada específicamente para ello en los 
presupuestos de la Universidad. 
Llama especialmente la atención la regulación expresa y taxativa que hacen algunas 
universidades respecto al uso de medios económicos y/o materiales de procedencia 
externa. Las universidades de Cádiz -UCA- y de Oviedo -UOVI-, por ejemplo, prohíben 
expresamente que los candidatos a rector utilicen recursos financieros o medios 
materiales de procedencia externa, incluso cuando éstos hayan sido proporcionados 
gratuitamente por entidades o personas ajenas a la Universidad. La Universitat de 
Barcelona -UB- va más allá y añade (ReR, 2008) “o por aquellos otros que hayan mantenido 
algún tipo de relación contractual con la Universidad”.  
La Universidad Politécnica de Madrid -UPM- y la Universidad Rey Juan Carlos -URJC- se 
expresan en términos similares, declarando adicionalmente que los candidatos no pueden 
administrar dotación económica alguna dentro de la financiación puesta a disposición por 
la Universidad. 
La Universidad de Extremadura -UEX- no se muestra tan restrictiva (o al menos se 
presente ambigua) cuando expresa (RE, 2006) que “los candidatos y quienes les apoyen 
pueden utilizar durante la campaña cuantos medios estimen oportunos para difundir su 
programa electoral y su candidatura”. 
 
d) Jornada electoral: en todos los casos observados, el reglamento electoral determina que la 
jornada electoral discurre siempre en un día lectivo a efectos del calendario académico 
por el que se rigen las universidades. Las elecciones a rector se realizan en un solo día 
cuando solo exista una vuelta electoral, o en dos días no consecutivos en los casos en los 
que tenga lugar una segunda vuelta electoral, generalmente en un intervalo de tiempo de 
una o dos semanas después, aunque varía entre universidades. 
Normalmente, una vez finaliza la votación de los distintos sectores-electores de la 
comunidad universitaria, se realiza el escrutinio o recuento público de las papeletas en las 
distintas mesas electorales dónde se hallan las urnas, dispuestas una por cada centro o 
facultad, o en cada dependencia administrativa (e.g. Rectorado). Los resultados son 
publicados antes de que finalice el día en un acta de escrutinio que informa del total de 
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votos válidos emitidos a las distintas candidaturas en el caso de que las haya, por cada uno 
de los sectores, y del total de votos nulos y blancos registrados. 
Una vez proclamados los resultados provisionales, y una vez cerrada la fase que el 
reglamento electoral habilita para los procesos contenciosos electorales, es la Junta 
Electoral de la Universidad quién realiza la proclamación oficial de los resultados oficiales 
de las elecciones a rector y del candidato finalmente elegido para ocupar la máxima 
responsabilidad dentro del gobierno universitario. 
 
Una vez descritos algunos de los elementos relevantes del sistema de elección de rector que 
aparecen definidos en los reglamentos electorales de las universidades, a continuación, se 
analizan los rasgos estructurales de su sistema electoral.  
Concretamente se abordan de una forma más sistematizada tres dimensiones esenciales en las 
que se espera variabilidad en los 19 casos observados: a) ¿Qué sistema de elección al rector 
tienen? (directo/indirecto); b) Ponderación del voto para cada uno de los sectores de la 
comunidad universitaria que el ordenamiento general universitario establece (si hay distinción 
entre el PDI funcionario y el PDI laboral permanente, si hay diferencias respecto a las cuotas de 
representación social que existe en el Claustro); y c) otras especificidades del procedimiento 
electoral. 
En primer lugar, una especificidad del procedimiento electoral en la que se ha detectado cierta 
variabilidad es respecto a quién convoca las elecciones a rector. 
La convocatoria (ordinaria) de las elecciones es el acto que constituye el inicio del proceso 
electoral desde un punto de vista jurídico. En el proceso de elección de rector, en la mayoría de los 
casos analizados (e.g. UAL, UGR, UCAN, UB, UDL, UPF, URJC) es el rector quien tiene la 
competencia. Aunque en otros casos (UCA, UCO, US, UOVI, UPC, UEX, UAH, UAM, UCM) es el 
Consejo de gobierno quién se encarga. Tan solo en uno de los casos observados (e.g. UPM) es el 
órgano académico (claustro universitario) quién es responsable de la convocatoria ordinaria de 
elecciones a rector.  
No hay variabilidad alguna en lo que se refiere a la convocatoria (extraordinaria) de elecciones a 
rector, dónde todos los casos observados replican el procedimiento tal y como la legislación 
general vigente lo expone: es el claustro universitario quién posee la potestad de interrumpir el 
mandato del rector, a instancia de 1/3 de sus miembros y siempre que cuente con el apoyo de 2/3 
de los representantes claustrales. La revocación o cese del rector implica de forma automática y 
simultánea la disolución del Claustro universitario y la consiguiente convocatoria de elecciones del 
máximo órgano representativo. 
Ninguno de los casos observados ha introducido innovación organizativa alguna en un aspecto de 
gran relevancia como éste, aunque la legislación general universitaria limita su discrecionalidad al 
atribuir claramente esta potestad de control del gobierno universitario al órgano académico. 
 
En segundo lugar, y en relación con la modalidad electiva de rector que poseen cada una de las 
universidades analizadas, prácticamente no se ha observado variabilidad alguna entre los casos 
estudiados. Es decir, la legislación universitaria vigente -LOMLOU/2007- ofrece a las universidades 
199 
 
 
dos posibles vías de elección del rector, las dos con una naturaleza democrática: la tradicional 
forma de elección indirecta (que se implantó en la reforma de 1983 y se eliminó en la reforma de 
2001) a través de sufragio universal de los miembros del Claustro universitario; y la más reciente 
forma de elección directa (introducida en la reforma de 2001) a través de sufragio universal (con 
voto ponderado entre los distintos sectores) entre toda la comunidad universitaria (profesores, 
estudiantes y personal de administración y servicios).  
Sin embargo, las universidades españolas no se han mostrado excesivamente dubitativas al 
respecto109, ya que en el ejercicio de su autonomía institucional han decidido mayoritariamente 
continuar con la forma de elección de rector incorporada en la LOU/2001. 
Una explicación plausible de ello es que tras la aprobación de la LOU/2001, las universidades se 
vieron obligadas a adaptar sus estatutos internos de organización y funcionamiento a la nueva 
normativa universitaria, lo que implicó una modificación del sistema de elección del rector por 
imperativo legal. Muy posiblemente, la revisión que hizo la LOMLOU/2007 de este y otros 
aspectos no ofreció los suficientes incentivos para que las universidades volviesen al anterior 
sistema, especialmente cuando ello podía provocar un estallido de conflictos y enfrentamientos 
con grupos sociales que previamente habían adquirido unos derechos (y/o cuotas) de 
participación en un proceso relevante como la elección del máximo responsable de gobierno de la 
Universidad.  
Otra interpretación plausible es que las universidades y quienes diseñan las reglas que las 
organizan y las gobiernan, apuesten por un modelo y no otro, y no hayan sido partidarios del 
cambio. 
 
109 Ello llama la atención, si nos atenemos a la postura que mantuvieron al respecto algunos de los responsables de gobierno 
universitario en el debate social y mediático que tuvo lugar durante el proceso de elaboración de la Ley Orgánica de Universidades 
entre el año 2000 y el 2001, y su posterior implementación. En cierto modo, la postura de los rectores nunca ha sido relativamente 
clara respecto a esta cuestión. 
Aunque la posición inicial fue de respaldo (como así lo expresaba en febrero de 2001 en el Congreso de los Diputados Saturnino de la 
Plaza, presidente de la CRUE por aquel entonces: “que el rector sea elegido por la comunidad universitaria por la vía del sufragio 
universal ponderado tiene más virtudes que defectos. Los rectores tienen que seguir manteniendo la legitimidad democrática que le dan 
las elecciones por parte de la comunidad universitaria. Un rector elegido por un cuerpo electoral reducido puede estar prisionero de las 
corporaciones que le han elegido”), el transcurso del tiempo alteró dicha posición hasta plantear incluso una posición de rechazo 
(meses antes de que tuviese lugar el trámite de aprobación de la ley, la CRUE sostenía lo siguiente en uno de los documentos que 
circuló a los grupos parlamentarios en noviembre de 2001: “En cuanto a la elección del rector por sufragio universal directo, juzgamos 
que este procedimiento puede resultar complicado y costoso y favorecer las injerencias externas. Es, por otra parte, un sistema insólito 
en el panorama universitario mundial”). Era para muchos, un sistema algo `exótico´ como definió el propio Mas Collel, que en aquella 
época también ocupaba el cargo de Conseller en el Gobierno catalán.   
Años más tarde, en un comunicado emitido por la propia CRUE (2006: 106), el lobby de rectores se refería al nuevo sistema como un 
modelo que no ayudaría a mejorar el gobierno de las universidades. 
Bien es cierto, que con carácter general el contenido de dicha ley fue altamente contestado y/o rechazado por un amplio sector de la 
comunidad universitaria, lo que en buena parte estaba motivado por cómo había transcurrido el proceso legislativo, claramente top-
down, lo que propició un elevado grado de descontento social entre los diferentes actores involucrados (muchos de los rectores 
criticaron ante los medios la falta de diálogo del gobierno con ellos mismos) con una ley promovida además por un gobierno de 
orientación ideológica no progresista. Así, el nuevo sistema de elección de rector que instauraba la LOU no resultaba atractivo ni 
siquiera para el estudiantado, uno de los colectivos que presumiblemente resultaba beneficiado de dicho cambio (en tanto que 
mejoraba los canales de participación política dentro de la Universidad), pero que sin embargo siempre se mostró desconfiado. 
Algunos de los artículos y reportajes de prensa que se han consultado en diferentes hemerotecas de diarios son los siguientes: `La Ley 
que despertó a las aulas dormidas´ (La Vanguardia, 18/11/2001); `Los rectores cambian de opinión: Los rectores rechazan ahora el 
sistema para ser elegidos que propusieron hace 9 meses´ (El Mundo, 22/11/201). 
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De la totalidad de casos observados, tan solo la Universidad de Sevilla110 -US- cuenta actualmente 
con un sistema de elección de rector en el que éste es elegido indirectamente por la comunidad 
universitaria, es decir es elegido en votación por el conjunto de miembros claustrales. La elección 
del rector emana por tanto del órgano académico, quién como máximo órgano representativo de 
la Universidad ejerce como cuerpo electoral en el desempeño del mandato representativo que la 
comunidad universitaria le encomienda en el proceso electoral que tiene lugar para la elección de 
los miembros claustrales.  
Que el rector sea elegido por el Claustro Universitario genera ciertas especificidades en el proceso, 
menores en cualquier caso, como que el Rector saliente se ve obligado a abandonar la presidencia 
del órgano académico antes de que dé inicio el proceso electoral, al igual que el resto de 
miembros que constituyendo la mesa del Claustro sean candidatos aspirantes al cargo de rector 
y/o estén vinculados formalmente a alguna candidatura.  
 
110 En diciembre de 2003, entraron en vigor los nuevos estatutos que el claustro universitario elaboró y aprobó con objeto de adaptar 
las reglas internas de la Universidad de Sevilla a los contenidos de la LOU/2001. Dicha adaptación implicó que esta Universidad, al igual 
que todas las restantes, modificaran el sistema de elección de rector, arrebatando al órgano académico la potestad electiva que 
históricamente había ostentado. La modalidad de elección directa a través de la comunidad universitaria apenas estuvo vigente cinco 
años, ya que en enero de 2008, fue nuevamente objeto de reforma: la Universidad de Sevilla fue una de las primeras universidades que 
más rápido adaptó sus estatutos a la modificación legislativa parcial que el gobierno socialista hizo en 2007 de la LOU (LOMLOU/2007), 
la cual como ya se ha referido aquí, permitía a las universidades que ellas mismas decidiesen si querían continuar con un sistema en el 
que el rector fuese elegido directamente por la comunidad universitaria o si por el contrario quería volver a un sistema en el que fuese 
elegido indirectamente por el órgano académico, que fue lo que hizo la que fuese llamada durante mucho tiempo como Universidad 
Hispalense. Posiblemente uno de los grandes objetivos que perseguía la Universidad de Sevilla con esta nueva reforma estatutaria (lo 
que por ende aceleró el proceso) era devolver a su poderoso Claustro universitario la potestad electiva y revocatoria del máximo 
responsable del gobierno universitario. 
Dicha decisión (impulsada, aprobada y legitimada por el voto de la mayoría de miembros que integran el máximo órgano 
representativo) no estuvo exenta de polémica, como muestran algunos artículos de prensa consultados. En octubre de 2007, el diario El 
País titulaba: “El cambio de sistema para elegir rector fractura la Universidad de Sevilla: a seis meses de los comicios, el rector quiere 
eliminar el sufragio universal, a lo que se oponen decenas de profesores”. Aunque la medida salió finalmente adelante (con el voto 
afirmativo de 186 claustrales y el voto en contra de 39 de los 278 totales), y el sistema de elección indirecta por el que se selecciona al 
rector sigue perfectamente instaurado diez años después, el debate interno continúa abierto y para ciertos sectores del gobierno de 
esta Universidad, sigue siendo una cuestión que genera una fractura entre la comunidad universitaria.  
En la comunidad universitaria y en el seno del propio gobierno universitario, ya que, en 2012, al menos 124 claustrales pidieron 
formalmente la modificación del sistema de elección de rector, un asunto que ha sido postergado una y otra vez por la mesa del órgano 
académico. Así lo ha reflejado también la prensa regional y local en diversos artículos aparecidos en los últimos años: “El Claustro de la 
Universidad de Sevilla debatirá el cambio de elección de rector” (El Correo de Andalucía, 18/06/2014); Ramírez de Arellano: “No soy 
partidario de cambiar el sistema de elección del rector” (El Correo de Andalucía, 26/05/2015); “Mil firmas para cambiar la elección del 
rector de la Hispalense” (Diario de Sevilla, 10/11/2015). En el año 2016, dicha cuestión fue finalmente abordada en varias sesiones 
claustrales, sin que las propuestas pro sufragio universal ponderado hayan conseguido un respaldo suficiente entre los representantes 
del Claustro universitario, aunque de la información analizada parece sustraerse que ello ha sido posible gracias a las diversas 
concesiones sucedidas entre las distintas coaliciones de intereses, que al parecer han hallado una solución intermedia que en ningún 
caso ha alterado el status quo preexistente. 
Puede accederse a éstas y otras publicaciones consultadas en las siguientes direcciones web:  
1) http://elpais.com/diario/2007/10/19/andalucia/1192746125_850215.html; 2) 
http://elpais.com/diario/2007/10/30/andalucia/1193700124_850215.html 3) http://elcorreoweb.es/historico/el-claustro-de-la-
universidad-de-sevilla-debatira-el-cambio-de-eleccion-de-rector-MJEC697496; 4) http://elcorreoweb.es/sevilla/no-soy-partidario-de-
cambiar-el-sistema-de-eleccion-del-rector-HI390786; 5) www.diariodesevilla.es/sevilla/Mil-firmas-cambiar-eleccion-
Hispalense_0_970403227.html; 6) http://www.20minutos.es/noticia/2714508/0/claustro-us-respalda-actual-sistema-eleccion-rector-
con-algunas-modificaciones/; 7) http://www.20minutos.es/noticia/2759856/0/proyecto-reforma-estatuto-us-no-obtiene-apoyos-
necesarios-claustro/  (último acceso: 26/05/2017). 
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De igual forma, la campaña electoral per sé adquiere una menor relevancia e intensidad, dónde 
posiblemente el hecho más destacado tiene lugar en el propio órgano académico -Claustro 
Universitario- tras ser proclamadas definitivamente las candidaturas a Rector: dónde son 
presentadas junto a sus programas electorales ante los miembros claustrales con quienes 
desarrollan un debate.  
Ello y la celebración de las sesiones extraordinarias en las que formalmente se produce la votación 
de los candidatos a Rector, otorgan al órgano académico una relevancia institucional respecto al 
resto de órganos que configuran el gobierno universitario difícilmente observable en el conjunto 
de universidades públicas españolas.  
Los 18 casos restantes, presentan por consiguiente un sistema de elección de rector dónde es 
elegido de forma directa por la comunidad universitaria. La elección directa de rector, por tanto, 
es la práctica habitual, la más extendida e institucionalizada en las universidades públicas que 
integran el Sistema Público Universitario en España, que vienen celebrando periódicamente 
elecciones cada cuatro años desde el año 2003. 
 
En tercer lugar, cabe analizar el aspecto central del sistema electoral mediante el que se articula la 
elección de rector por sufragio universal ponderado. Lijphart (1995), uno de los grandes autores 
de la Ciencia Política contemporánea, define sistema electoral como el método que traduce los 
votos de los ciudadanos en escaños de representantes, siendo los votos el punto de entrada del 
sistema electoral, y los escaños el resultado del sistema electoral. 
En el caso de la elección a rector por sufragio electoral ponderado ¿cómo se articula el voto de la 
comunidad universitaria y de los distintos sectores en los que se organiza y cómo es finalmente 
tratado para que produzca el gobierno universitario? Es decir, ¿cómo se trasladan las preferencias 
políticas que tienen los distintos grupos sociales de la Universidad -y con qué nivel de gradación- 
en el proceso de elección del máximo responsable del gobierno universitario? 
La literatura especializada en sistema electorales recuerda que el buen funcionamiento de un 
sistema electoral depende en cierto modo de otros elementos interdependientes como la 
circunscripción electoral, la forma de candidatura, la estructura del voto, la barrera legal y la 
fórmula electoral. 
En un sistema político, la circunscripción electoral se refiere al conjunto de electores 
pertenecientes a una unidad territorial a partir de la cual se procede, según la distribución de los 
votos emitidos en las elecciones, a la distribución de los escaños. En todas las universidades donde 
el rector es elegido por la comunidad universitaria, la circunscripción electoral es única, dado que 
los centros o facultades de adscripción de cada elector solo intervienen para la distribución de las 
mesas y colegios electorales en los que se organiza la votación, lo que significa que toda la 
comunidad universitaria vota dentro un cuerpo electoral único e integrado.  
Es decir, en el proceso de elección de rector el nivel organizativo superior se superpone sobre los 
restantes niveles en los que se organiza la Universidad -facultades, departamentos e institutos de 
investigación-, ya que es un tipo de elección directa dónde no intervienen las restantes unidades 
académicas y dónde la comunidad universitaria no elige a unos delegados o a un órgano electoral 
para que elija al Rector.  
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Ello contrasta con lo que ocurre en los procesos electorales restantes (e.g. elecciones al Claustro 
universitario), dónde dependiendo de la Universidad111  sí que se han establecido distintas 
circunscripciones que afectan al grado de representatividad que tiene cada facultad o centro, y 
también cada área de conocimiento, lo que en algunos casos es corregido para garantizar una 
representación más equitativa y proporcional entre los centros.  
En relación con la candidatura, en todas las universidades los aspirantes al cargo de rector figuran 
en candidaturas de tipo unipersonal dónde solo figura un solo candidato. Esto parece obvio 
teniéndose en cuenta que el cargo de rector es un órgano uninominal, aunque también es cierto 
que las candidaturas podrían adquirir la categoría de voto de lista, apareciendo por ejemplo el 
candidato a rector acompañado de su equipo postulante para el gobierno rectoral112, lo que 
añadiría un mayor nivel de complejidad, pero también incrementaría por ejemplo el grado de 
conocimiento entre la comunidad universitaria del personal involucrado en la política 
universitaria. La forma de candidatura es importante desde el punto de vista politológico porque 
desarrolla los lazos entre los votantes y los candidatos, y en este caso, entre los que aspiran a 
gobernar las universidades y sus gobernados. 
La candidatura de tipo unipersonal que existe en el proceso de elección de rector, contrasta 
nuevamente con la forma de candidatura que puede observarse en las elecciones al claustro 
universitario. Dicho proceso electoral, que presenta una naturaleza mucho más compleja, se 
articula en torno a candidaturas de listas abiertas para cada sector. Es decir, los representantes 
claustrales de cada uno de los sectores o estamentos electorales en los que se organiza la 
comunidad universitaria son elegidos en listas abiertas113 para cada sector en los que cada elector 
 
111 Por ejemplo, la Universidad de Granada -UGR- para el caso de las elecciones claustrales, reconoce diferentes circunscripciones: en 
los sectores de PDI doctor permanente, PDI restante y estudiantes de grado de estudios universitarios oficiales, la circunscripción 
electoral es considerada cada centro; mientras que en los sectores de PDI no Doctor funcionario, emérito, PIF, y estudiantes de Máster 
y Doctorado, la circunscripción electoral es única. Otro ejemplo es la UPM en dónde los representantes claustrales son parcialmente 
elegidos en una circunscripción o distrito con carácter único (cómo en las elecciones a rector) y parcialmente por centros, garantizando 
la representación de las Escuelas y Facultades. 
 
112 Esto tiene especial sentido, ya que cada vez es más frecuentemente observable que los candidatos a rector presenten durante el 
proceso electoral al grupo de personas que le acompañan en su candidatura rectoral, los cuales en caso de vencer parecen estar 
llamados a ocupar puestos relevantes dentro del equipo de gobierno. Cabe recordar aquí lo apuntado en capítulos precedentes, es el 
rector quién posee la potestad para nombrar a los miembros de su equipo de dirección (Consejo de Dirección o Equipo rectoral que 
actúa como órgano ejecutivo), es decir a los vicerrectores, pero también a otros cargos de confianza y asesoramiento como los 
delegados del rector y/o los directores generales (que en su mayoría son profesores universitarios que simultáneamente compatibilizan 
una actividad académica ordinaria aunque reducida -docencia e investigación- con el desempeño de la gestión universitaria) que si bien 
son menos relevantes mantienen un espacio destacado dentro del nivel superior del gobierno universitario. 
Por ejemplo, en el caso de las recientemente celebradas elecciones a rector de la Universidad Autónoma de Madrid -UAM-, que es uno 
de los últimos procesos electorales que han acontecido dentro del Sistema Universitario Español (abril-mayo de 2017), todas las 
candidaturas que concurrieron electoralmente presentaban tanto al aspirante al cargo de rector como a un reducido equipo de 
personas que le acompañaban en la primera línea. Las diferentes páginas webs de los candidatos que pasaron a la segunda vuelta, R. 
Garesse (www.rafaelgaresse.com/equipo/) y J. Damián (https://juandamian.mediatica.co/equipo/), altamente avanzadas y dinámicas 
desde el punto de vista de las TICs, no solo ofrecían información acerca de sus programas de gobierno, reseñas curriculares de los 
candidatos o difusión de los actos de campaña, sino que también presentaban a los aspirantes a ocupar los distintos vicerrectorados 
(último acceso: 02/06/2017). 
 
113 La Universidad Autónoma de Madrid -UAM- incluye aquí una cierta singularidad (RE, 2012), y es que pese a que dispone para la 
elección de los miembros claustrales del estamento del PDI y del PAS de candidaturas de listas abiertas, no lo dispone para el caso de la 
elección de los miembros claustrales del estamento de los estudiantes. Es decir, los profesores y el personal de administración y 
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puede elegir libremente al candidato o candidatos (y suplente o suplentes) al que otorgue su voto. 
El número máximo de candidatos a señalar suele corresponder en la mayoría de las universidades 
analizadas con el 75% (también es comúnmente observable una ratio de 2/3) del total de puestos 
a cubrir (elegibles) en su respectivo sector, tomando el resto por exceso (para ello en las papeletas 
electorales suele venir consignado el número máximo de candidatos a señalar). Esta forma de 
candidatura suele estar regida además por un sistema mayoritario simple de voto limitado, 
mediante el que son proclamados electos los candidatos titulares que hayan obtenido el mayor 
número de votos hasta el límite del número de representantes asignados a cada sector en cada 
colegio electoral. 
El tercer elemento mencionado es la estructura del voto, que es la forma de emisión o expresión 
del voto y está estrechamente vinculada a la forma de la candidatura. Por ende, existe un voto 
único en el proceso de elección de rector dónde el elector emite un solo voto a una candidatura 
unipersonal; y un voto múltiple limitado en el caso de la elección al claustro universitario, ya que 
cada elector puede emitir, dentro de su estamento, tantos votos como candidatos elegibles a 
representantes hay en cada estamento (aunque generalmente limitado por un porcentaje o ratio 
como se había mencionado antes). 
Por su parte, en el proceso de elección de rector no existe ninguna barrera legal, ni cláusula de 
exclusión114. 
Por último, y en relación con la fórmula electoral, la elección directa de rector sigue la fórmula de 
la mayoría absoluta de doble votación o doble vuelta, según la cual el proceso electoral consta de 
dos votaciones celebradas en momentos distintos que buscan que uno de los candidatos alcance 
la mayoría absoluta de los votos.  
En la primera vuelta de las elecciones o primera votación, para que un candidato gane debe 
obtener, como mínimo, la mayoría absoluta de los votos, es decir, más del cincuenta por ciento. 
Cuando ningún candidato obtiene al menos la mitad más uno de los votos, debe celebrarse una 
segunda votación. La segunda vuelta de las elecciones se rige por el criterio de mayoría relativa, 
ganando quién reúne más votos, con independencia del resultado que tengan los demás 
candidatos o el otro candidato en el caso de que solo sea uno, ya que suele ser común que la 
normativa electoral restrinja la competición filtrando en la segunda vuelta a los dos contrincantes 
con más votos en la primera elección.  
 
servicios votan en listas abiertas y desbloqueadas a sus representantes dentro del órgano académico, pudiendo como electores tachar 
o añadir nombres de cualquier persona censada en el sector y colegio correspondiente hasta un máximo de 2/3 del total de elegibles. 
Mientras, el sector de los estudiantes vota a sus representantes mediante papeletas oficiales que contienen la relación completa de 
cada candidatura presentada (listas cerradas y bloqueadas). Lo anterior proporciona dos sistemas electorales distintos para los 
respectivos estamentos, los primeros siguen un sistema mayoritario simple, mientras que los segundos lo hacen conforme al 
archiconocido sistema de D´Hondt, desestimándose las candidaturas que no obtengan un mínimo de 5% de los votos emitidos en cada 
colegio electoral, lo que de facto establece una barrera electoral en el proceso. 
 
114 El caso singular de la UAM que se citaba en la referencia anterior, podría aplicarse al proceso de elección de rector. Es decir, las 
universidades podrían haber introducido algún tipo de barrera legal que hubiera exigido un porcentaje mínimo de apoyo por sectores 
para que sumara dichos apoyos. O incluso con una fórmula de mayoría absoluta como la que tienen para la primera vuelta, podrían 
haber establecido un porcentaje para acceder a la segunda vuelta, que es lo que ocurre en el sistema político francés, de corte 
semipresidencialista, en dónde se exige el 12,5% de los electores inscritos. 
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Una de las ventajas o bondades que la literatura politológica ha considerado de este sistema es 
que permite a los electores manifiestar sus segundas o ulteriores preferencias: en la primera 
vuelta, el votante puede expresar con libertad su primera preferencia política; y después, en caso 
de producirse la segunda vuelta, puede reajustar sus preferencias y transferir su voto, añadiendo a 
su orden de preferencias una nueva opción según las circunstancias de la primera vuelta y sus 
consecuencias. Esta fórmula también favorece la formación estratégica de alianzas entre 
candidaturas. 
Por tanto, los rectores de las universidades españolas, igual que otros órganos unipersonales, son 
elegidos en un sistema de doble vuelta en el que resulta proclamado vencedor quién obtiene el 
apoyo proporcional de más de la mitad de los votos válidamente emitidos (más del 50%), una vez 
hechas y aplicadas las correspondientes ponderaciones correspondientes. Por consiguiente, y solo 
en el supuesto de que sean varias las candidaturas que se presenten y ninguna de ellas alcance la 
mayoría absoluta, es cuando se enfrentarán en segunda vuelta las dos que obtengan un mayor 
respaldo en la primera votación, resultando elegido el aspirante que obtenga el mayor número de 
votos (mayoría simple).  
En los casos en los que solo es una la candidatura presentada, es proclamado rector siempre y 
cuando logre el apoyo de la mayoría, absoluta o simple dependiendo de la Universidad115, de los 
votos válidamente emitidos en una única votación o vuelta. 
 
Tras lo anteriormente expuesto, y considerando el sufragio ponderado el rasgo principal que 
caracteriza al sistema de elección de rector predominante en el Sistema Universitario Público 
Español, es pertinente analizar con detalle cómo se estructura el voto ponderado, posiblemente 
una de las dimensiones dónde puede observarse variabilidad entre universidades.   
 
115 Cabe mencionar aquí que respecto a esta cuestión (concurrencia de un solo candidato) sí que puede observarse una mayor 
variabilidad en los casos analizados, aunque al no haber sido considerada como una cuestión primordial del análisis presentado, solo se 
citan algunos casos a modo de ejemplos ilustrativos.  
Como se afirmó anteriormente, algunas de las universidades analizadas disponen de reglamentos electorales altamente detallados en 
los que exponen de forma pormenorizada todo lo relativo al procedimiento electoral que regula los distintos procesos electorales que 
internamente ocurren en ellas, mientras que en otras la regulación es menos prolija y más abierta. Ello puede observarse en la 
casuística planteada dentro del proceso de elección a rector, de cuando solo concurre una única candidatura, algo que no es 
infrecuente, especialmente en aquellas universidades que presentan un menor grado de conflicto interno y/o en general en aquellas 
convocatorias electorales consideradas como de primer mandato. Por ejemplo, la Universidad Autónoma de Madrid -UAM- sí que 
expone explícitamente que, en caso de existir un único candidato, será proclamado Rector si logra el apoyo de la mayoría absoluta de 
los votos válidamente emitidos. La Universidad de Extremadura -UEX- también lo hace, pero establece en su caso mayoría simple. 
También lo regula la Universitat de Lleida -UDL-, pero exigiendo más votos ponderados a favor que votos en blanco. Sin embargo, ni la 
Universidad de Granada -UGR-, ni la Universidad Complutense -UCM-, ni la Universidad Politécnica de Madrid -UPM-, ni la Universidad 
de Oviedo lo preescriben, mencionando solo que se resolverá en primera vuelta (que es lo que estrictamente expone la 
LOMLOU/2007). Y la Universidad de Cantabria -UCAN- ni siquiera recoge tal posibilidad.  
Igual ocurre con otra casuística, bien es cierto que bastante remota, que es la posibilidad de que el resultado electoral que se produzca 
en las elecciones a rector sea el de un empate técnico. Por ejemplo, la Universidad de Granada -UGR- y la Universidad de Oviedo -UOVI- 
sí que recogen (de forma singular) en su reglamento electoral que los casos de empate, tanto en la determinación de los dos candidatos 
que han de pasar a la segunda votación como en la proclamación del Rector electo, se resolverán a favor del candidato que lleve más 
tiempo como catedrático de la Universidad y, de persistir la igualdad, a favor del de mayor edad. La Universitat de Lleida -UDL-, la 
Universidad Complutense -UCM- y la Universidad de Extremadura -UEX- también lo recogen, pero establecen que en caso de igualdad 
de votos se realizarán nuevas votaciones hasta que dicho empate se deshaga. Por el contrario, ni la Universidad Politécnica de Madrid -
UPM- ni la Universidad de Cantabria -UCAN- regulan este aspecto concreto. 
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En el sistema de elección de rector de las universidades, cómo se cuantifica el voto de cada uno de 
los sectores, estamentos y grupos sociales de la comunidad universitaria significa, de facto, 
calibrar su peso político dentro del gobierno universitario, pero también nos ofrece información 
del nivel de estratificación social existente en cada una de las universidades.  
Nuevamente hay que recordar que la única prescripción legal vigente que tienen las universidades 
con relación a cómo se pondera el sufragio mediante el que es elegido el rector, es que la mayoría 
ponderada corresponde muy claramente al colectivo de PDI doctor permanente. La legislación 
vigente (LOMLOU/2007), por tanto, no establece ni un porcentaje mínimo ni uno máximo, sino 
que habla de mayoría en sentido general.  
De igual forma, tampoco establece los sectores en los que las universidades han de estructurar el 
voto ponderado. Bien es cierto, como se verá a continuación, que muchas universidades han 
preservado lo que la legislación estatal precedente (LOU/2001) prescribía: una división simple de 
la comunidad universitaria en cuatro sectores -PDI doctor permanente (aunque la LOU solo se 
refería al PDI doctor de los CDU), PDI restante, estudiantes y PAS- y una mayoría ponderada 
garantizada para el primer sector de al menos el 51%.   
Partiendo de ese marco regulatorio común, pueden señalarse algunas particularidades en cada 
uno de los casos observados (al final del capítulo se incluye una tabla anexa con los datos 
específicos para cada una de las unidades de observación). 
El primer hecho destacado de todos los casos analizados, es que todas las universidades han 
atribuido a su estamento académico una clara mayoría ponderada que generalmente es superior 
al 60%. Algunos ejemplos ilustrativos que pueden citarse a modo de contraste son los casos de la 
UCAN que atribuye al conjunto de su personal académico un 72% del total del voto ponderado, la 
UCO que establece un 70%, la URJC que le atribuye un 68%, o la UEX y la UPM que le otorgan un 
67% por un lado; y por otro lado la UB o la UAM que establecen un 60%. El resto de casos se sitúan 
en un plano intermedio (UAL, UMA, UOVI, UDG, UPC y UPF: 65%; UCA, UDL y UAH: 64%; y UGR y 
UCM: 63%).    
Dentro del estamento académico, y en cumplimiento de la normativa vigente, el colectivo de 
profesores doctores que presentan una vinculación profesional permanente -funcionarial o 
laboral- es quién presenta una mayor fuerza electoral, lo que claramente le permite controlar el 
proceso de elección de rector. De los casos observados, las universidades dónde el PDI 
permanente posee una mayor capacidad de influencia electoral son la UGR (57%); la UAM, la 
UMA, la UOVI y la UCAN (55%); la UCA, la UCM y la URJC (53%).  
Otras universidades como la UDG, la UPC, la UPF, la UAH o la UPM han conservado la cuota del 
51% que la LOU/2001 asignaba al PDI doctor integrado dentro de los Cuerpos Docentes 
Universitarios, es decir al colectivo de profesores funcionarios con el título de doctor y no a la 
totalidad de profesores doctores, funcionarios y laborales, que fue lo que modificó la 
LOMLOU/2007.  
En relación con esto último, puede hacerse un breve comentario acerca de cómo las universidades 
adaptan sus normas internas a las modificaciones legislativas recientes.  
La práctica totalidad de universidades que han reformado sus estatutos y sus reglamentos 
electorales con posterioridad a 2007 y después de la aprobación de la LOMLOU, han modificado la 
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estructura de ponderación del voto a rector para incorporar a los profesores contratados doctores 
dentro de la cuota electoral reservada al PDI Doctor permanente, anteriormente limitado a los 
funcionarios. Bajo el amparo de la LOU/2001, que fue quién creó estas figuras académicas, estos 
profesores doctores permanentes se incluían dentro del sector electoral académico secundario -
`PDI restante´. Este cambio explica el incremento de la cuota electoral que el sector electoral 
académico primario -`PDI Doctor permanente´ ha experimentado en muchas universidades 
(respecto al 51% que recogía la LOU/2001). 
Sin embargo, existe un reducido número de universidades que diez años después de la aprobación 
de la última reforma universitaria continúan sin adaptar 116  sus normas internas a las 
modificaciones parciales que establecía dicho marco jurídico. Por ejemplo, la UB y la UDL, que 
mantienen vigentes sus estatutos internos aprobados en 2003 (estatutos postLOU), continúan 
atribuyendo al colectivo de Cuerpos Doctores Universitarios doctores el 51% del voto ponderado, 
mientras que la UAL, la UCO y la UEX, que paradójicamente sí que han reformado sus estatutos 
(2011, 2016 y 2010 respectivamente), han ignorado dicho precepto legal.  
Esta particularidad, que a primera vista puede carecer de importancia, significa de facto un 
desagravio comparativo para el colectivo de los profesores contratados doctores que en estas 
universidades poseen una menor capacidad de influencia electoral que la que le otorga la 
legislación vigente, y que en definitiva los sitúa en una situación de clara desigualdad política 
respecto a sus colegas profesores doctores que tienen una vinculación permanente de tipo 
funcionarial. Concretamente, el voto de los PCD es ponderado al 16% en la UEX (frente al 51% de 
los CDU doctores), al 14% en la UAL (frente al 51% de los CDU doctores), al 13% en la UDL (frente 
al 51% de los CDU doctores), al 11% en la UCO (frente al 54% de los CDU doctores) y al 9% en la UB 
(frente al 51% de los CDU doctores). 
La UGR también ofrece un particularismo llamativo dentro de la cuota electoral que reserva al 
sector primario (57%) cuando garantiza una “representación proporcional a su número dentro del 
sector de PDI permanente, al colectivo de CDU no doctores (dónde cabrían incluirse Catedráticos de 
Escuela Universitaria y Profesores Titulares de Escuela Universitaria) en la ponderación del voto a 
rector sin que altere la mayoría legal establecida” (RE, 2012), lo que puede ser consecuencia de la 
presión117 que este colectivo académico ha ejercido tradicionalmente no solo ante las estructuras 
de gobierno universitario sino también ante el propio poder político y legislativo.  
También es relevante conocer como son ponderados en la estructura del voto a rector el resto de 
los colectivos académicos.  
 
116 Esto podría ser interpretado como un indicio del elevado grado de tensión y/o conflicto interno que existe en dichas universidades. 
Es decir, que determinadas organizaciones académicas se muestren incapaces -en unos tiempos y formas prudentes- de reformar 
internamente las que son consideradas como sus normas básicas de funcionamiento, podría ser analizado como una proxis aceptable 
para medir el grado de disenso y/o nivel de fragmentación social interna que existe no solo en el órgano académico que dispone de la 
potestad normativa, sino en el conjunto del gobierno universitario, y por extensión en el conjunto social de la Universidad.  
 
117 En la entrevista mantenida con una personalidad miembro del gobierno que elaboró la LOMLOU/2007, la cual ya ha sido citada 
previamente en este monográfico, la entrevistada relató algunas de las arduas negociaciones con las partes interesadas a las que tuvo 
que hacer frente en el complejo proceso de transformación de un sistema de habilitación de acceso al profesorado por uno de 
acreditación. Precisamente uno de los conflictos que la ex política mejor recordaba era con el colectivo de CEU y PTEU que reclamaban 
una homologación, por la vía rápida, a las categorías funcionariales de CU y PTU.    
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La mayor parte de las universidades atribuyen un porcentaje genérico al resto de académicos que 
no son doctores y/o que no disponen de una vinculación permanente con sus organizaciones, 
convirtiendo al sector electoral secundario -PDI restante- en algo similar a un cajón de sastre.  
En él se incluyen, comúnmente, profesores con una naturaleza académica e intereses 
profesionales tan dispares como presentan los catedráticos y los profesores titulares de escuela 
universitaria, doctores y no doctores; los profesores colaboradores, los profesores ayudantes 
doctores, los profesores asociados, los profesores visitantes, los profesores eméritos, los 
investigadores contratados e incluso los investigadores predoctorales en formación y los 
doctorandos. Son los casos -ordenados de menor a mayor cuota electoral ponderada- de la UGR 
(6%); la UMA, la UOVI y la UCM (10%); la UDG y la UPC (14%); la URJC (15%); la UPM (16%) y la 
UCAN (17%).  
Las universidades restantes muestran una estructura de ponderación del voto a rector 
estamentalmente más estratificada y más compleja. La UCA establece, por ejemplo, una cuota 
electoral del 5% al PDI no Doctor permanente y una del 6% al PDI no permanente. La UCO atribuye 
un 11% del voto ponderado al colectivo de PCD y profesores colaboradores doctores, y un 5% al 
PDI restante. La UPF asigna un 9% del voto ponderado al colectivo de PAD-L, profesores visitantes, 
profesores eméritos y a su personal investigador propio, y un 5% al PIF y al PDI restante.  
La UAH establece una cuota electoral del 12% para los no doctores permanentes, los profesores 
eméritos, así como para los restantes profesores contratados e interinos, y una del 2% para los 
ayudantes, becarios y personal contratado para investigación. La UAM asigna un 5% al PDI no 
Doctor permanente y al PDI contratado temporal, y un 4% al PIF, excluyéndo a los profesores 
eméritos y a los visitantes. Por último, la UDL excluye explícitamente al colectivo de profesores 
eméritos del proceso de elección de rector.  
Lo anterior muestra nuevamente diferencias notables en la capacidad de influencia electoral que 
poseen los distintos colectivos dentro de cada Universidad.  
En el plano simbólico, sorprende afirmar que los profesores ayudantes doctores de la UCAN tienen 
una fuerza electoral mayor en el proceso de elección a rector que los profesores contratados 
doctores de la UCO. O que los profesores visitantes y eméritos de la UPF tienen mayor fuerza 
electoral que sus homólogos y los PAD en la UGR. O que el colectivo de los PIF en la UEX tiene un 
peso electoral en el proceso de elección a rector que es cuatro veces mayor al de sus colegas en la 
UAM o la UPF y ocho veces mayor al que tienen sus compañeros de la UAH.  
En relación con los demás estamentos de la comunidad universitaria, quienes suponen una 
minoría clara dentro de la estructura del voto ponderado, también pueden señalarse algunos 
hechos relevantes.  
En todos los casos observados, el sector de los estudiantes posee una capacidad de influencia 
electoral considerablemente mayor al que ostenta el sector del personal no académico o Personal 
de Administración y Servicios -PAS-, lo que desde el punto de vista electoral le sitúa en el segundo 
target más relevante, tras el del PDI Doctor permanente, para los candidatos que se postulan al 
cargo de rector. En todas las universidades muestreadas, los estudiantes tienen una cuota 
electoral que es superior al 18% frente a la cuota que ostenta el colectivo del PAS que 
generalmente oscila entre el 8% y el 12%. 
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Concretamente, las universidades que atribuyen una mayor fuerza electoral al colectivo de 
estudiantes son la UB (30%), la UCA (28%), la UAM (27%), o la UDL (26%), frente a universidades 
como la UCO (20%); la URJC (21%) y la UCAN (19%) que le otorgan una menor ponderación en el 
voto de las elecciones a rector. En un plano intermedio se sitúan la UAL, la UGR, la UMA, la UOVI, 
la UPF, la UAH, y la UCM (25%); la UPC y la UPM (24%); la UDG o la UEX (23%). 
De forma similar a cómo ocurre dentro de la estructura del sector del PDI, algunas universidades 
también muestran para el caso de los estudiantes una estructura de ponderación del voto a rector 
más estratificada y compleja. La UPF delimita que los estudiantes de grado poseen una cuota 
electoral en el proceso de elección de rector del 15% frente a una del 10% que poseen los 
estudiantes de máster y doctorado. Por último, la UPC especifica que la cuota del 25% es para los 
estudiantes de grado y de máster, lo que implícitamente traería consigo que los estudiantes de 
doctorado sean incluidos dentro del sector de `PDI restante´. 
Lo anterior, ofrece situaciones llamativas, como los becarios predoctorales integrados dentro del 
Personal Investigador en Formación -PIF- que tienen una menor capacidad de influencia electoral 
cuando sus universidades los consideran dentro del personal académico que cuando los 
consideran dentro del sector de los estudiantes. Algo que ocurre, por ejemplo, en los casos de la 
UAM y de la UPF.  
Respecto al PAS, las universidades en las que este colectivo tiene una mayor capacidad de 
influencia electoral son la UGR, la UMA, la UDG y la UCM (12%); y la UPC y la URJC (11%), frente a 
universidades como la UCAN, la UAM y la UPM (9%); o la UCA (8%) dónde su influencia política es 
ligeramente inferior. 
 
Como se decía en páginas anteriores, tan solo uno -la Universidad de Sevilla- de de los 19 casos 
observados sigue la modalidad indirecta de elección de rector a través de sus miembros 
claustrales. Éstos, como miembros del máximo órgano de representación, actúan como 
representantes de los diferentes estamentos de la comunidad universitaria, lo que permite realizar 
una traslación de la fuerza política que tiene cada uno de los estamentos en el proceso de elección 
de rector para así comparar el equilibrio de fuerzas electorales con los restantes casos ya 
analizados. 
Si se analiza la composición social del Claustro Universitario de la Universidad de Sevilla por 
estamentos, puede observarse que la representación que posee cada estamento es muy similar a 
la estructura general del voto ponderado que presentan el resto de casos analizados, 
especialmente aquellos que presentan ciertos vestigios de la LOU/2001. Es decir, los 
representantes del colectivo de CDU doctores son quienes ostentan la mayoría118 en el órgano 
académico (51%/153 miembros), lo que les otorga un poder electoral determinante en el proceso 
 
118 Cabe recordar aquí, que al igual que comentábamos para el caso de la definición de la ponderación por sectores del voto a rector, 
respecto a la composición social del Claustro universitario, la legislación vigente (LOMLOU/2007) no establece ningún porcentaje ni 
mínimo ni máximo en relación a los asientos de los que ha de disponer cada uno de los estamentos. De forma similar, establece que el 
colectivo de profesorado doctor permanente deberá representar una mayoría en sentido general. Bien es cierto, como puede verse en 
la tabla que se incluye en el anexo del final del capítulo, que muchas universidades han preservado lo que la legislación estatal 
precedente (LOU/2001) prescribía: una mayoría de al menos el 51% (igualmente la LOU se refería al colectivo de CDU doctores, y la 
LOMLOU lo modificó ampliando al conjunto de PDI Doctor permanente). 
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de votación de rector, seguido de los representantes de los estudiantes que también disponen de 
un poder político relevante (31%/93 miembros); frente a los representantes de los restantes 
colectivos de PDI (10%/30 miembros) y los representantes del PAS (8%/24 miembros). 
En la Universidad de Sevilla, el poder representativo que poseen los distintos estamentos en el 
órgano de gobierno universitario que elige al rector es similar al poder electoral que tendrían 
dichos estamentos si tuviesen un sistema de elección de rector de tipo directo. También puede 
hacerse esta misma traslación a la inversa para el resto de los casos ya analizados, es decir si los 
diversos estamentos tendrían un poder político similar si sus universidades estableciesen la 
modalidad indirecta de elección de rector. 
Si se analiza brevemente la composición social del Claustro Universitario de las restantes 18 
universidades (información que puede encontrarse en el anexo), puede observarse cómo en 14 de 
ellas (UAL, UCA, UCO, UOVI, UB, UDG, UDL, UPF, UEX, UAH, UAM, UCM, UPM y URJC) la 
representación política que tienen los distintos estamentos es idéntica a la capacidad de influencia 
electoral que poseen cuando se analiza su cuota de ponderación del voto en el proceso de 
elección de rector.  
Ello no ocurre en la UGR dónde el estamento de los estudiantes mantiene una representación 
política ligeramente superior a la fuerza electoral que posee en el proceso de elección de rector 
(27% frente a 25%), al contrario que el colectivo del PAS que tiene una representación política 
ligeramente inferior al porcentaje de voto ponderado (10% frente a 12%).  
Tampoco ocurre en la UMA dónde el colectivo académico secundario tiene una cuota de 
representación política superior a la capacidad de influencia electoral que posee en el proceso de 
elección de rector (14% frente al 10%. Ello es consecuencia de que el colectivo de profesores 
contratados doctores sí que forma parte del sector académico primario en la estructura de voto 
ponderado en el proceso de elección a rector, y tiene representación dentro del sector académico 
secundario en el órgano académico (el sector académico A tiene una representación en el Claustro 
que equivale al 51% de la composición total, mientras que su voto ponderado es del 55%).  
La UCAN también difiere en los porcentajes de representación política y en los de ponderación del 
voto en los estamentos del PDI permanente (56% frente a 55%), estudiantes (17% frente a 19%), y 
del PAS (10% frente a 9%). Por último, el sector académico secundario de la UPC también tiene 
una representación en el órgano académico que es ligeramente superior a su fuerza electoral en la 
elección a rector (16% frente a 14%), a la inversa de lo que le sucede al estamento estudiantil (22% 
frente a 24%). 
Además, cuando se visualiza la composición social del órgano académico de algunas de las 
universidades, lo que también puede observarse es una mayor pulcritud y exactitud en la 
búsqueda de la representatividad de los diferentes grupos sociales que forman la comunidad 
universitaria, algo a esperar si se tiene en cuenta que el Claustro Universitario es el máximo 
órgano de representación dentro del gobierno universitario.  
Por ejemplo, la UCO subdivide al bloque de representantes de PDI en cuatro subsectores en el que 
garantiza una cuota determinada de representación no solo al colectivo de CDU doctores -54%-, y 
PCD y profesores colaboradores doctores -11%- como hace en la estructura de voto ponderado, 
sino también a otros colectivos como los CDU y los profesores colaboradores no doctores, e 
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investigadores RyC -3%-; y lo mismo hace con los estudiantes, segmentándolos en dos sectores: 
estudiantes de grado -17%- y estudiantes de posgrado -3%-.  
La UGR por su parte, asigna una cuota de representación específica al colectivo de profesores 
eméritos -0,33- y al colectivo PIF -0,66%-, garantizando su representación política y atribuyéndole 
una participación, que al mismo tiempo y en el caso de los eméritos le es negada dentro del 
proceso de elección de rector.  
Cabe recordar que las cuotas de representación que ostentan los diversos grupos sociales en el 
órgano académico, y sus cuotas de ponderación en el sistema de elección de Rector, han sido 
adoptadas con el único objetivo de garantizar que los distintos colectivos sociales de la comunidad 
universitaria estén correctamente representados, y para que quede salvaguardada su 
participación política dentro del gobierno universitario.  
Sin embargo, esta participación política aparece envuelta en una falsa proporcionalidad que es 
limitada por el estamento académico que es quién tiene una hegemonía del poder institucional. Lo 
anterior es un ejemplo más de la estructura social estratificada que existe en las organizaciones 
académicas, dónde son claramente visibles las élites dominantes.  
 
Un último aspecto del sufragio ponderado que articula la elección directa del rector en las 
universidades públicas españolas es el procedimiento matemático mediante el que se calculan los 
votos que obtienen las candidaturas una vez se aplican los denominados coeficientes de 
ponderación. Es decir, la forma en la que las universidades cuantifican el respaldo electoral que 
obtienen las candidaturas a rector una vez se aplican los porcentajes de ponderación a los votos 
válidamente emitidos y escrutados en cada uno de los sectores electorales.  
Aunque pueden hallarse algunas diferencias entre universidades, producto generalmente de la 
mayor o menor complejidad que pueda presentar la fórmula matemática establecida para 
proceder al cálculo, el coeficiente de ponderación de cada sector resulta normalmente del 
cociente entre la cuota de voto ponderado atribuido a cada sector, y el número de votos válidos 
emitidos por cada sector a las candidaturas presentadas.  
Posteriormente, el porcentaje ponderado de votos que cada candidato obtiene en cada uno de los 
sectores se obtiene multiplicando el número de votos que obtiene cada candidato en cada sector 
por el coeficiente de ponderación respectivo. La suma de las cantidades resultantes en cada uno 
de los sectores es la que determina el porcentaje de votos ponderados obtenido por cada 
candidatura. 
 
Antes de concluir con este extenso apartado, se puede destacar un último dato que afecta 
estructuralmente al sistema de elección de rector y también a las dinámicas electorales internas 
de las universidades.  
La duración del mandato del rector dentro del gobierno universitario, y más concretamente la 
existencia de regulaciones que limitan a un candidato, que ha gobernado una institución durante 
un período determinado de tiempo, volverse a presentar en un proceso electoral; son elementos 
relevantes desde el punto de vista de la Ciencia Política, que normalmente están asociados con la 
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regeneración política de instituciones que se organizan y gobiernan siguiendo lógicas 
democráticas. 
La legislación universitaria vigente no regula nada al respecto, y son las propias universidades 
quienes regulan en sus normas internas el procedimiento de elección de rector y todas las 
cuestiones relativas a la duración de su mandato.  
En todos los casos observados, la duración del mandato del rector está fijada en un periodo 
temporal de cuatro años. El hecho diferencial, por tanto, reside en conocer qué universidades han 
implementado algún tipo de limitación de mandatos en ejercicio. 
La mayoría de las universidades analizadas (UAL, UCO, UGR, US, UOVI, UB, UDG, UDL, UPF, UEX, 
UAH, UAM, UCM, UPM, URJC) han regulado explícitamente esta cuestión en un sentido restrictivo, 
puesto que establecen una duración limitada del mandato de rector que impide que una misma 
persona gobierne de forma consecutiva la Universidad durante más de ocho años.  
Es decir, las universidades públicas españolas han establecido la fórmula 4+4 -cuatro años de 
gobierno ampliables a otros cuatro en condición de reelección consecutiva-, que impide que quién 
es elegido por segunda vez para el cargo de rector, pueda presentarse a una nueva reelección para 
el mismo cargo en los cuatro años siguientes a su cese.  
La UPM rebaja esta condición estableciendo que el primer o el segundo mandato no son 
contabilizados si la duración es inferior a dos años. La UEX, por su parte, establece explícitamente 
que no pueden ser candidatos quienes han ocupado dos mandatos el cargo de rector, de lo que 
puede extraerse que una persona que ha ostentado el cargo de rector durante dos mandatos no 
puede postularse nuevamente ni siquiera pasados los cuatro años. 
Otras universidades como la UCA o la UMA, cuando refieren en sus normas internas la duración 
del mandato de rector, no mencionan explícitamente limitación temporal alguna de los mandatos 
rectorales que puede ejercer consecutivamente una misma persona. De lo que cabe deducir que 
una misma persona puede presentarse indefinidamente a las elecciones a rector y ocupar dicho 
cargo durante varios ejercicios119 si así lo desea la comunidad universitaria.  
Las normas internas consultadas en los casos de la UCAN y la UPC, no establecen nada en relación 
a la duración del mandato del rector. 
 
4. Un análisis exploratorio de las dinámicas de competición electoral y de su 
fragmentación política durante los procesos de elección de rector (2000-2017): un 
estudio de casos. 
 
Tras analizar los aspectos estructurales del sistema de elección de rector en una muestra 
representativa de universidades públicas españolas, esta sección ofrece un análisis exploratorio de 
 
119 Ello ha ocurrido de hecho en la Universidad de Málaga, dónde Adelaida de la Calle fue rectora de esta Universidad durante tres 
mandatos consecutivos (2003-2005; 2008-2011; y 2011-2015). Además de estar doce años ocupando la máxima responsabilidad dentro 
del gobierno universitario de dicha Universidad andaluza, también formó parte de los equipos rectorales precedentes desde 1993. Su 
dilatada trayectoria en el ámbito de la gestión universitaria la catapultó a la política autonómica andaluza dónde desde 2015 a 2019 ha 
ocupado la Consejería de Educación de la Junta de Andalucía. Un solo ejemplo, ilustrativo eso sí, de cómo la política universitaria es 
para muchos académicos la antesala o la fase de entrenamiento de la actividad política. 
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algunas de las dinámicas electorales que pueden observarse en los sucesivos procesos de elección 
de rector que han transcurrido en las 19 universidades ya consideradas, desde inicios del siglo XXI, 
es decir desde que la LOU/2001 introdujese el método electoral directo como mecanismo formal 
de elección de los rectores en las organizaciones académicas.  
Para su realización se ha recolectado información institucional y periodística de los diversos 
procesos de elección de rector acontecidos en los últimos quince años en cada una de las 
universidades observadas, lo que ha permitido documentar la historia electoral de cada 
Universidad. Este proceso ha sido difícil debido a la escasa información que existe de los procesos 
electorales sucedidos en los primeros años de la década del 2000 y en las universidades más 
pequeñas y provinciales.  
Se han consultado fuentes de información primarias (información web de las universidades y 
memorias institucionales publicadas cada año académico) y secundarias (hemerotecas de los 
principales diarios nacionales -El País, El Mundo, ABC, La Vanguardia, El Periódico- y de otros 
regionales y provinciales, etc.). 
 
Tras revisar la literatura académica de Ciencia Política y Sociología electoral que analiza los 
fenómenos electorales (e.g. análisis del comportamiento electoral, el sistema de partidos, el voto), 
se han identificado una serie de dimensiones analíticas, todas ellas interrelacionadas entre sí, que 
son útiles y relevantes para analizar las dinámicas electorales surgidas en los procesos de elección 
de rector que han transcurrido en las universidades desde el año 2000 hasta la actualidad.  
Es decir, como práctica general se toman las elecciones a rector celebradas desde el año 2001, que 
fue cuando las universidades tuvieron que adaptar el proceso de elección de rector a la nueva 
normativa aprobada por el entonces gobierno del Partido Popular. No obstante, también se ha 
considerado excepcionalmente algún proceso electoral celebrado mediante voto claustral (sistema 
de elección LRU/1983) en la fase justamente previa a la aprobación de la LOU/2001 o en el 
período de adaptación inicial.   
A continuación, se conceptualizan las dimensiones con las que se explican los rasgos distintivos 
que definen las dinámicas de funcionamiento y competición del sistema de elección de rector de 
las universidades españolas. 
La primera dimensión objeto de análisis categoriza cada proceso de elección de rector atendiendo 
a su orden institucional: el tipo de elección de la que se trata está estrechamente relacionado con 
que un proceso electoral se celebre con posterioridad a un primer mandato de gobierno rectoral o 
tras dos o más ejercicios en el gobierno de un mismo equipo rectoral.  
Es decir, hemos denominado elecciones de primer mandato o de continuismo a todo proceso 
electoral que tiene lugar tras los primeros cuatro años de gobierno y/o cuando quién gobierna 
vuelve aspirar a la reelección consecutiva; y elecciones de segundo mandato o de cambio  a todo 
proceso electoral que tiene lugar cuando un gobierno ha permanecido en el poder más de cuatro 
años, cuando un candidato agota su mandato de gobierno por la limitación legal que impera, y/o 
cuando hay una renovación personal en la candidatura que representa el oficialismo. 
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Esta categorización es relevante puesto que afecta a otras dimensiones que también son 
analizadas como el nivel de competencia electoral, la polarización ideológica y/o la configuración 
del sistema de gobierno rectoral.  
Es decir, la asunción de partida es que en las elecciones de primer tipo120 cabe esperar una 
competición electoral baja o incluso nula dónde concurrirá no más de una candidatura; mientras 
en las elecciones de segundo tipo cabe esperar una competición electoral media o alta dónde 
concurrirán electoralmente dos o más candidaturas.  
Aunque no son objeto de este primer análisis, otras variables que pueden ser afectadas son el 
nivel de participación, que puede ser mayor en elecciones en las que concurren más candidatos 
dónde la distancia o la competitividad electoral prevista entre las candidaturas es menor; y 
también la duración del proceso de votación y que se decida en primera o segunda vuelta. 
La siguiente dimensión de análisis es el número total de procesos de elección de rector celebrados 
dentro del marco temporal acotado, cuantificando cuántos han seguido la modalidad directa 
(sistema de elección de rector LOU/2001) y cuantos han seguido la modalidad indirecta (sistema 
de elección de rector LRU/1983 reintroducido por la LOMLOU/2007).  
Esta información proporciona cierta validación empírica del proceso de normalización institucional 
que ha adquirido el sistema de elección de rector en las universidades públicas españolas. 
También permite identificar posibles anomalías en el desarrollo electoral.  
Es decir, si las elecciones a rector se celebran cada cuatro años, las universidades que desde el año 
2000 han organizado 4-5 procesos electorales, pueden ser identificadas como universidades con 
normalidad institucionalidad y estabilidad democrática, frente a aquellas otras que han 
experimentado sucesos excepcionales121 que han alterado su estabilidad electoral y/o política. 
La tercera dimensión analítica es el número de rectores electos, elegidos directamente por la 
comunidad universitaria, que han tenido las universidades como resultado de los procesos 
electorales acontecidos en estas casi dos décadas. Esto puede servir para medir el nivel de 
estabilidad política existente en las universidades. Puede interpretarse que aquellas universidades 
menos fragmentadas políticamente, con relativa estabilidad interna y una baja polarización 
ideológica con relación a las políticas internas, posiblemente habrán estado gobernadas por 2-3 
rectores. Es decir, un recambio continuo de rectores puede ser interpretado como un indicador de 
disenso o de fragmentación política dentro de las organizaciones académicas. 
La cuarta dimensión de análisis que se aborda es la competencia electoral, una dimensión clásica 
en la sociología electoral. En los estudios electorales suele utilizarse un indicador como el número 
efectivo de partidos políticos, y en nuestro caso se utiliza el número de candidaturas a rector que 
 
120 Esta asunción es también compartida por Trinidad-Requena et al. (2015) cuando afirman que la posición que ocupa un rector en 
ejercicio desincentiva a presentarse a esa elección a otros candidatos. 
 
121 Esto hay que interpretarlo con cierta prudencia, ya que, por ejemplo, el hecho de que en una Universidad se hayan celebrado tres 
procesos electorales en un período de nueve o diez años, puede obedecer a numerosas razones: un cese del Rector por parte del 
Claustro universitario, una reforma estatutaria, la dimisión del rector por motivos profesionales -porque haya recibido alguna oferta 
académica, cargo político, etc.-, un adelanto electoral por razones estratégicas electorales, el estallido de un escándalo, etc. 
Contextualizar por tanto esa ausencia de (relativa) normalidad institucional es fundamental para considerar esta información válida o 
no a la hora de medir los niveles de estabilidad política de los que goza una Universidad o su grado de conflicto interno. 
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participaron en cada proceso electoral como una medida adicional para explorar las dinámicas de 
competición electoral y la fragmentación política en las universidades. 
La quinta y última dimensión analítica que se aborda, estrechamente vinculada a la tercera, es 
categorizar a las candidaturas que han participado en cada proceso electoral como candidaturas 
continuistas u oficialistas -cuando el candidato a rector es el propio rector en funciones y/o un 
miembro que está o ha participado en su gobierno-, y candidaturas de cambio -cuando el 
candidato a rector no tiene vinculación con el gobierno saliente-. 
 
Un análisis integral de las anteriores dimensiones permite indagar un poco en las dinámicas de 
competición electoral y en la fragmentación política que caracterizan a las universidades como 
organizaciones políticas. En concreto, e inspirados en la literatura clásica politológica que 
conceptualiza los sistemas de partidos (Duverger, 1981; Sartori, 1980), se plantea una tipología de 
modelos políticos para aplicar a las organizaciones universitarias sobre la base de los procesos de 
elección de rector, atendiendo a criterios de competición electoral y de fragmentación política, y 
que es utilizada para clasificar a los 19 casos observados. 
Las elecciones por sufragio universal ponderado son el mecanismo formal de selección de rector 
más extendido entre las universidades públicas españolas. Los profesores que aspiran a ocupar la 
máxima responsabilidad política dentro de las organizaciones académicas son sabedores de esto y 
conocen perfectamente que para alcanzar dicha aspiración han de hacerlo en el marco de unas 
organizaciones que han de ser interpretadas como sistemas políticos, y en el marco de una 
estructura organizativa e institucional en la que están claramente definidas cuales son reglas de 
juego.  
Quienes se postulan como aspirantes a gobernantes de las universidades conocen que 
internamente coexisten una pluralidad de intereses entre los que los distintos grupos sociales 
establecen coaliciones para defenderlos. Lo que en el contexto de los sistemas políticos puros se 
denomina un sistema de partidos, aquí podría denominarse como un `sistema de coaliciones de 
intereses´ siguiendo la terminología empleada por el sociólogo norteamericano Baldridge (1979). 
Los `sistemas de coaliciones de intereses´ que existen en las universidades y su caracterización a 
partir de las dimensiones anteriores es un ejercicio exploratorio, porque al igual que ocurre con los 
sistemas de partidos en los sistemas políticos, los factores que influyen en su configuración son 
muy diversos: históricos, geográficos, académicos, políticos, religiosos, económicos, sociales, 
ideológicos, culturales, etc.  
Es decir, los antecedentes fundacionales de una Universidad influyen, por ejemplo, en la 
configuración de las coaliciones de intereses que emergen en torno al proyecto de Universidad. 
También la relación que se ha forjado con el poder político, y las respuestas organizativas que 
ofrecen a las presiones de su entorno son otro factor relevante.  
Los aspectos estructurales del sistema electoral -limitación legales de mandatos, mecanismos 
institucionales de promoción de la competición electoral, etc.- también influyen en la emergencia 
de coaliciones de intereses enfrentadas entre sí y con deseos de competir políticamente. 
Por consiguiente, la tipología de `sistemas de coaliciones de intereses´ parte por tanto de cinco 
dimensiones básicas que han de ser contextualizadas en los procesos de elección de rector: el tipo 
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o naturaleza electoral que define a las elecciones que se celebran; el número de procesos 
electorales convocados; el número de rectores electos; la competencia electoral; y la naturaleza 
política del vencedor de cada contienda electoral. 
La finalidad de esta tipología es explorar, a través de dinámicas de competición electoral, su 
fragmentación política, e indagar la existencia o no de diferentes coaliciones de intereses en torno 
al proyecto de Universidad. Es decir, analizar desde una perspectiva histórico-temporal elementos 
como el número de candidaturas que se han presentado en cada proceso electoral, o si las 
candidaturas vencedoras han tenido vinculación alguna a gobiernos rectorales, sirve como marco 
para interpretar la fragmentación y el consenso social que existen en torno al modelo y el 
proyecto de Universidad. 
El primer tipo ideal es el sistema dividido, que identifica a universidades altamente fragmentadas y 
con una clara división social interna en torno a su proyecto de Universidad. La fragmentación 
política, la confrontación y la polarización de intereses producen una competencia electoral alta 
en los procesos de elección de rector que es constante en el tiempo, y una alternancia continuada 
en el gobierno rectoral que refleja las coaliciones de intereses que existen en su interior. 
El segundo tipo es el sistema pluralista limitado o moderado que aplica a universidades dónde los 
procesos de elección de rector presentan una competencia electoral intermedia, relativamente 
estable en el tiempo, y con unos niveles intermedios de fragmentación política. La concurrencia de 
varios candidatos a rector en sus elecciones, incluso en aquellas de primer mandato, contrasta con 
línea de continuidad que tienen los rectores vencedores de dichas elecciones. Lo anterior es el 
reflejo de diferentes coaliciones de intereses latentes con propuestas heterogéneas de modelos 
de Universidad que promueven un debate de confrontación de ideas poco polarizado. 
Una variante adicional es el sistema pluralista polarizado o extremo que aplica a universidades 
dónde en los procesos de elección de rector también presentan una competencia electoral con 
ciertos altibajos, que normalmente es alta en elecciones de segundo mandato. Otra diferencia 
respecto al anterior es que los candidatos continuistas no siempre son los vencedores de los 
comicios, lo que muestra un mayor equilibrio político entre las distintas coaliciones de intereses 
que mantienen, no obstante, un debate de confrontación altamente polarizado. 
El último tipo es el sistema consensual que identifica a universidades altamente cohesionadas y 
con un proyecto de Universidad claro y consensuado internamente. La ausencia de fragmentación 
política y la baja polarización ideológica tienen como consecuencia una competencia electoral baja 
en los procesos de elección de rector que es constante en el tiempo, y sucesivos mandatos de 
gobierno rectoral que representan una línea política y programática continuista. 
 
La tabla 5.2 que se incluye al final del capítulo recoge de forma concisa datos relativos a las 
diversas dimensiones de análisis previamente presentadas, que ayudan a comprender para cada 
caso observado algunas de las dinámicas de funcionamiento y competición registradas en sus 
procesos de elección de rector. 
La primera afirmación general que puede realizarse es que en todos los casos estudiados las 
elecciones a rector constituyen un proceso político perfectamente institucionalizado dentro de las 
organizaciones universitarias públicas españolas. En las 19 universidades involucradas en el 
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estudio de casos, desde el año 2000 hasta la actualidad, se han celebrado un total de 85 procesos 
de elección de rector, lo que arroja una media de 4 elecciones por Universidad (4,42).  
De los 85 comicios mencionados, 74 de ellos (87%) han sido celebrados bajo la modalidad directa y 
han contado por tanto con la participación de toda la comunidad universitaria. Durante este 
período, 72 personalidades distintas han ocupado el cargo de rector en dichas universidades, 
siendo un total de 50 (71%) los elegidos directamente por la comunidad universitaria mediante 
sufragio universal ponderado. 
La mayoría de los procesos electorales se han celebrado con la periodicidad temporal regular 
(cada cuatro años), y en la mayoría de los casos (15122 en total) en los que la celebración electoral 
ha sufrido una cierta anomalía o alteración en el tiempo, ésta ha estado motivada generalmente 
por sucesos internos que en ningún caso han cuestionado ni el sistema ni los procedimientos. 
La segunda afirmación que puede hacerse desde un punto de vista general es relativa a la 
competición electoral que puede ser calificada como media-baja. En los 85 comicios electorales 
que han decidido el cargo de rector universitario a lo largo de estos más de 15 años, hubo un total 
de 211 candidaturas aspirantes, lo que sitúa la competencia electoral media en poco más de dos 
candidatos (2,48123) por proceso electoral. Es decir, solo en 22 de las contiendas electorales (26%) 
concurrieron más de 4 candidatos al proceso de elección de rector, y en 14 de ellas, lo hizo una 
sola candidatura (16%). Desde el punto de vista de la naturaleza político-electoral, 42 de los 85 
(49%) comicios eran elecciones de continuidad y las restantes de cambio (51%). Estas elecciones 
dieron en 55 casos (65%) como vencedor a una candidatura de cambio, lo que muestra la 
existencia de un relativo dinamismo político dentro de las organizaciones académicas. 
 
 
122 La ardua labor de documentación informativa y periodística que se ha realizado para desarrollar este apartado, dan buena cuenta de 
estos casos aislados, que no obstante se han producido en casi todas las universidades observadas (a excepción de la UDL, la UPF, la 
UAH, la UCM, la UPM, la UCA, la UCO y la UOVI). Por ejemplo, en muchos de estos casos, los comicios electorales fueron adelantados 
por lo que podría llamarse factores externos, cuando a los rectores que ejercían en aquella época dicha responsabilidad de gobierno les 
propusieron un cargo político o alto cargo dentro de la administración, el cual aceptaron. Esto motivó por ejemplo que la UB adelantara 
sus elecciones de rector de 2009 a 2008 (cuando el entonces rector M. Rubiralta fue nombrado Secretario de Estado de Universidades); 
que la UAM adelantara sus elecciones a rector de 2010 a 2009 (cuando el entonces rector Gabilondo fue nombrado Ministro de 
Educación); o que la US adelantara sus elecciones a rector de 2016 a 2015 (cuando el entonces rector Ramírez de Arellano fue 
nombrado Consejero de Economía e Innovación de la Junta de Andalucía). 
Las reformas estatutarias también han provocado adelantos electorales en algunas universidades. Fue el caso de la UGR que tras la 
adaptación de sus estatutos en 2003 a la LOU/2001 decidió adelantar elecciones de 2004 a 2003. La URJC por su parte, fue obligada por 
el gobierno de la Comunidad de Madrid (no sin que antes estallase un conflicto entre las dos partes) a adelantar elecciones dos años 
antes -de 2004 a 2002- para que el Claustro universitario pudiese elaborar unos nuevos estatutos internos que se adaptaran a la recién 
aprobada LOU/2001. 
Razones naturales como el fallecimiento del que entonces fuese rector de la UCAN -Jordá Catalá- provocaron un adelanto electoral en 
esta organización (de 2005 a 2003). 
Pese a lo anterior, factores internos también han propiciado adelantos electorales. Dos de los más ilustrativos quizá ocurrieran en la 
UPC en 2013 y en la URJC en 2017. En el primer caso, el gobierno rectoral de Giró tuvo que ceder a las fuertes presiones internas 
procedentes de todos los sectores de la comunidad universitaria que se sucedieron en su Universidad tras la aplicación de una dura 
política de recortes durante su difícil mandato que provocó incluso una oleada de despidos de trabajadores, algunos de ellos nunca 
antes vistos en el ámbito académico de nuestro país. En el segundo caso, el gobierno rectoral de Suárez también decidió un adelanto 
electoral tras sufrir intensas presiones desde dentro y fuera del ámbito académico por las sucesivas acusaciones recibidas de plagio 
académico.   
 
123 Estos descriptivos coinciden con los que Trinidad-Requena et al. (2015) ofrecen en su análisis: en los 135 procesos analizados, el 
número medio de candidatos fue de 2,34. 
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Si se analiza cada caso con más detalle, puede procederse a una clasificación de los 19 casos de 
acuerdo a la tipología antes presentada.  
Del total de casos observados, solamente dos de ellos (la UB y la UCM) se ajustan al tipo ideal 
dividido.  
Tanto la Universitat de Barcelona como la Universidad Complutense son organizaciones 
universitarias que comparten algunos rasgos organizativos: son universidades grandes y 
generalistas, y por ende difícilmente gobernables y gestionables dadas las dimensiones 
estructurales que las caracterizan, y dada la diversa composición interna que en ellas existe desde 
un punto de vista académico y científico. A ello se le une una larga trayectoria histórica, que 
evidentemente las ha ido definiendo y moldeando a lo largo de toda su historia. Lo anterior invita 
a pensar en dos organizaciones altamente polarizadas y fragmentadas desde el punto de vista 
ideológico de lo que ha de ser la Universidad como institución (lo que aquí hemos referido como el 
proyecto o modelo de Universidad), lo que provoca un considerable dinamismo en la arena 
político electoral. 
En el caso, por ejemplo, de la Universitat de Barcelona, las elecciones a rector siempre han estado 
caracterizadas por una elevada competencia electoral, y también competitividad electoral (4 de 
los cinco procesos se decidieron en la segunda vuelta), incluso en aquellas elecciones de primer 
mandato. El número máximo de candidatos concurrentes al cargo de rector pudo observarse en 
las elecciones de 2016, dónde concurrieron un total de 7 aspirantes. Este dinamismo político ha 
provocado una alta tasa de rotación dentro del gobierno universitario, que ha proporcionado un 
total de 5 rectores (4 elegidos directamente) a la institución catalana.   
Un análisis pormenorizado de los distintos vencedores de los cinco procesos electorales muestra la 
existencia de al menos tres corrientes internas: una primera, que fue la que gobernó la 
Universidad desde finales del siglo XX, la cual se dividiría en diversas subcorrientes -Tugores i 
Ques, Rubiralta Alcañiz y Canela- que se enfrentaron entre sí en sucesivas elecciones (2001, 2005) 
y se alternaron en el poder; una segunda corriente -Ramírez i Sarrió- que gobernó la Universidad 
entre 2008 y 2016; y una tercera corriente -Elias García-, que si bien estuvo integrada en la 
segunda antes mencionada, se escisionó de ella por discrepancias hasta alcanzar el poder en las 
elecciones de 2016 (elecciones que volvieron a contar con un aspirante -Rubiralta- de la primera 
corriente). 
En el caso de la Universidad Complutense y de forma similar a su homóloga catalana, las 
elecciones a rector siempre han estado caracterizadas por una elevada competencia electoral, y 
también competitividad electoral (todos los procesos se decidieron en la segunda vuelta), incluso 
en aquellas elecciones de primer mandato. En todas las elecciones, han concurrido al menos 
cuatro candidatos, siendo las de mayor competencia electoral -6 candidatos- la de 2003 y las de 
2011. Este dinamismo político ha provocado una alta tasa de rotación dentro del gobierno 
universitario, que ha proporcionado un total de 4 rectores (3 elegidos directamente) a la mayor 
institución universitaria española.   
Un análisis pormenorizado de los distintos vencedores de los cuatro procesos electorales muestra 
la existencia de al menos dos o tres corrientes internas: una primera -Villapalos y Puyol-, que fue la 
que gobernó la Universidad desde finales del siglo XX,; una segunda corriente -Berzosa- que 
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gobernó entre 2003 y 2011, la cual se dividiría en dos subcorrientes -Carrillo Menéndez y Andradas 
Heranz-, que hasta el momento se han enfrentado en dos ocasiones (2011, 2015) y se han 
alternado en el poder -Carrillo de 2011 a 2015; y Andradas de 2015 a la actualidad). 
 
Más dificultades se encuentran al identificar alguno de los casos con el tipo ideal consensual. 
Posiblemente casos tan dispares como la UPF o la US pueden ajustarse a este tipo.  
En la Universitat Pompeu Fabra, por ejemplo, las elecciones a rector siempre han estado 
caracterizadas por una baja competencia electoral, y también competitividad electoral (los cinco 
procesos se decidieron en la primera vuelta), incluso en aquellas elecciones de segundo mandato. 
En todos los comicios concurrieron dos aspirantes, excepto en los de 2009 y 2013, dónde solo 
concurrió una única candidatura.  
Un análisis pormenorizado de los distintos vencedores de los cinco procesos electorales muestra 
claramente la existencia de una continuidad electoral y política, que ha proporcionado a su 
gobierno universitario una clara estabilidad programática y organizativa, lo que ha facilitado el 
desarrollo de determinadas políticas internas. Este continuismo puede observarse desde su 
creación en 1990, y en la interconexión de los sucesivos vencedores de los procesos electorales: 
en 2001 se presentaron dos candidatos miembros del gobierno de Argullol (1990-2001); de 2005 a 
2011 gobernó Moreso, que también participó en el gobierno predecesor de Virós (2001-2005); y 
desde 2013 gobierna Casals, quien también participó en ese gobierno de Virós y en el primer 
gobierno de Moreso.  
La Universidad de Sevilla, que intuitivamente podría haber encajado inicialmente en el primer tipo 
en tanto que comparte algunos de sus patrones organizativos, también podría encajar dentro de 
este tipo ideal. Sus elecciones a rector también han mostrado una baja competencia electoral, y 
también competitividad electoral (los cinco procesos se decidieron en la primera vuelta), incluso 
en aquellas elecciones de segundo mandato. En todos los comicios concurrieron dos aspirantes, 
excepto en los de 2012, dónde solo concurrió una única candidatura. Bien es cierto que esto 
también podría deberse a la modalidad de elección de rector vigente en esta Universidad, la cual 
quizá no fomenta la competición electoral de igual forma que la modalidad populista, aunque 
también es cierto que en los comicios que contaron con el voto directo de la comunidad 
universitaria solo concurrieron dos candidatos. Sea como fuere, no tenemos capacidad de 
comparación con otros casos, puesto que cómo ya se ha afirmado, ésta es la única Universidad 
que ha apostado porque sea el órgano académico y no la comunidad universitaria quién elija al 
rector. 
En los sucesivos procesos de elección de rector, de los cuales solo el de 2004 siguió la modalidad 
directa en tanto que estaba en vigor la LOU/2001, todos los vencedores han formado parte de una 
misma corriente política que ha dotado de continuidad a su gobierno universitario: la que se inició 
a finales de los noventa -Florencio Lora- y que ha perdurado hasta la actualidad puesto que sus 
sucesores han ido formando parte de cada uno de los equipos de gobierno salientes -Luque 
Rodríguez que ganó en 2008, era miembro del tercer gobierno de Florencio Lora, 2004-2008; 
Ramírez de Arellano que ganó en 2012 y fue miembro de los gobiernos 2004-2008 y 2008-2012; y 
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Castro Arroyo que ganó en 2015, habiendo formado parte de los gobiernos 2008-2012 y 2012-
2015). 
 
Al resto de casos es más difícil ubicarlos, ya que algunos presentan rasgos de los diversos tipos 
ideales, aunque la mayoría de ellos posiblemente encajan en alguna de las vertientes del sistema 
pluralista. 
Por ejemplo, las universidades de Almería, Cádiz, Córdoba, y Extremadura tienen rasgos de los 
tipos consensual y pluralista moderado. 
En la Universidad de Almería, todas sus elecciones a rector han mostrado una baja competencia 
electoral, y también competitividad electoral (los cuatro procesos se decidieron en la primera 
vuelta), incluso en aquellas elecciones de segundo mandato. En todos los comicios concurrieron 
dos aspirantes, entre los que venció siempre la candidatura continuista, a excepción de las últimas 
elecciones de 2014 en dónde esto no ocurrió. No obstante, no se observa una excesiva 
fragmentación política sino ciertas subdivisiones derivadas de la corriente política que ha 
gobernado la institución durante una década -gobiernos de Martinez Almécija: 1997-1999, 1999-
2002 y 2002-2007-. En las elecciones de 2007 se enfrentaron dos miembros del gobierno saliente 
que posteriormente se han revelado en el poder: Molina García ha gobernado entre 2007 y 2014, 
y Rodríguez Torreblanca gobierna en la actualidad tras vencer en las de 2014. Además, se observa 
cierta capacidad de integración, puesto que la candidatura alternativa -De las Nieves- que perdió 
en 2002 frente a Almécija, formó parte del gobierno 2010-2014, y aunque volvió a postularse 
como rectorable en las elecciones de 2014, perdió frente a Rodríguez Torreblanca.  
Las universidades de Cádiz, Córdoba y Extremadura comparten un rasgo común: la mayoría de los 
procesos de elección a rector que han acontecido en estas universidades han contado 
generalmente con una baja competencia electoral, que excepcionalmente se vio alterada en algún 
proceso singular, generalmente con expectativa de cambio. 
En el caso de Cádiz, por ejemplo, en las elecciones de 2003 y 2007 concurrieron dos candidatos, en 
las de 2011 concurrieron cuatro, mientras que en las últimas de 2015 solo lo hizo una candidatura. 
Si bien al igual que en otras universidades124, las primeras elecciones por sufragio universal 
ponderado propiciaron un cambio político, matizado puesto que ninguno de los dos aspirantes 
había formado parte del gobierno saliente; el resto de procesos electorales, incluido el de 2011 
que fue el proceso con mayor competencia y competitividad electoral, dieron como vencedor a 
candidatos continuistas -al gobierno de Sales Márquez,2003-2011, le ha sucedido el de González-
Mazo que fue miembro de su equipo durante ambos gobiernos- lo que ha proporcionado a esta 
Universidad una cierta línea de continuidad política en el tiempo, en la que además se ha 
producido una baja rotación dentro del gobierno universitario (desde 1995 a la actualidad solo ha 
habido tres rectores). No obstante, la concurrencia de cuatro candidatos en unas elecciones con 
 
124 En muchas universidades, la introducción del nuevo sistema de elección de rector a través del sufragio universal ponderado provocó 
que muchas de las elecciones que se celebraron entre 2002 y 2005 bajo el sistema LOU/2001, propiciaran un cambio político en los 
gobiernos de las universidades: en 9 de los 19 procesos electorales que tuvieron lugar en las universidades observadas vencieron 
candidatos que representaban un proyecto político alternativo para la Universidad. Ello nos recuerda que todos estos procesos 
electorales concretos deben ser analizados con cierta cautela, dada la naturaleza, y el contexto especial y diferenciado en el que se 
produjeron. 
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expectativas de cambio como fueron las de 2011, o la repetida candidatura alternativa de Maestre 
en los comicios de 2007 y 2011, podrían expresar la existencia de dos corrientes políticas internas, 
aunque poco polarizadas entre sí. 
En el caso de la Universidad de Córdoba, las elecciones a rector de 2002 y 2010, en las que 
concurrió una única candidatura contrastan con las elecciones a rector de 2006 en donde se 
batieron un total de cuatro candidatos. Las últimas elecciones celebradas en 2014 contaron con 
dos candidatos. Las candidaturas de continuidad han vencido siempre, lo que ha proporcionado un 
relativo continuismo político a su gobierno universitario como refleja el hecho de que los dos 
rectores que han sucedido al gobierno de Domínguez Vilches -de 1998 a 2006-, formaran parte de 
sendos gobiernos sucesores: Roldán Nogueras, rector de 2006 a 2014 formó parte de los 
gobiernos de 1998-2006, y el rector actual Villamandos, perteneció a su vez al gobierno de 2006-
2014). Tal estabilidad política ha provocado que solo sean tres los rectores de esta Universidad a lo 
largo de casi veinte años. 
En el caso de la Universidad de Extremadura, la baja competencia electoral también ha sido un 
rasgo dominante a lo largo de su historia electoral, ya que en todos los procesos de elección de 
rector han concurrido dos candidatos, con la excepción de los comicios de 2003 en dónde 
concurrieron cuatro candidaturas. De forma similar al caso de Cádiz, las primeras elecciones por 
sufragio universal ponderado, que fueron las de mayor competencia y competición electoral, 
propiciaron un cambio político, puesto que venció el único candidato que nunca había formado 
parte de ningún gobierno precedente, frente al resto de candidaturas continuistas (dos de los 
candidatos habían formado parte del gobierno 1999-2003, y el otro había formado parte del 
gobierno rectoral 1984-2001). Desde entonces se ha seguido una continuidad política, y el 
gobierno de Duque Carrillo -de 2003 a 2011- ha estado sucedido hasta la actualidad por el de Píriz 
Durán que fue miembro de dicho gobierno entre 2004 y 2010. No obstante, la concurrencia 
electoral de varios integrantes del gobierno de Salido Ruiz (1999-2003) y las sucesivas derrotas, 
podrían expresar la existencia de dos corrientes políticas internas, aunque poco polarizadas entre 
sí. 
Las universidades de Málaga y Cantabria tendrían rasgos de los tipos pluralista moderado, pero 
también del pluralista polarizado. En ambos casos, la competencia electoral ha sufrido altibajos en 
los diversos procesos acontecidos de elección de rector, pero ello contrasta con el hecho de que 
siempre hayan vencido candidaturas continuistas.  
Por ejemplo, en la Universidad de Málaga, los procesos de elección de rector han estado 
generalmente caracterizados, a excepción del de 2008 dónde solo hubo una candidatura, por la 
existencia de una competencia electoral media-alta que en la que siempre han concurrido tres o 
cuatro candidatos aspirantes. El hecho de que haya habido una oferta electoral alta relativamente 
estable en el tiempo no ha impedido a los candidatos continuistas vencer en cada uno de los 
comicios. La que es considerada como la tercera Universidad andaluza más grande ha gozado por 
tanto de una clara estabilidad política en su gobierno universitario como muestra el continuismo 
político de los tres rectores que le han gobernado desde mediados de los noventa: De la Calle, 
quien gobernó ininterrumpidamente de 2003 a 2015, ya formó parte del gobierno rectoral 1994-
2003; y Narváez, quién sucedió a De la Calle también fue miembro de su gobierno desde el primer 
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año. Pese a ello, la reiterada concurrencia electoral de diversos candidatos, algunos de los cuales 
como Redoli o De Aguilera se han presentado en varias ocasiones -2003 y 2011, 2011 y 2015 
respectivamente- invitan a pensar en la existencia de diferentes corrientes con proyectos de 
Universidad más o menos diferenciados entre sí.  
En la Universidad de Cantabria por su parte, la competencia electoral de los procesos de elección 
de rector ha experimentado claros altibajos: si en 2003 y 2012 se presentaron tres candidaturas, 
en 2007 solo lo hizo una, y dos en 2016. Todos los procesos electorales, que se han resuelto en 
primera vuelta electoral, han propiciado como vencedores a las candidaturas continuistas. La 
Universidad de Cantabria ha estado por ende gobernada por una misma línea política desde inicios 
de los noventa: Gutiérrez Solana, rector desde 2002 a 2011, ya formó parte del gobierno de 
Vinuesa Tejedor en su segunda etapa -1997/2001-, y dio pasó a su sucesor, Gómez Sal quién 
también formó parte de su gobierno; Pazos Carro, actual rector desde 2016 ya formó parte del 
equipo rectoral saliente entre 2012 y 2016. Pese a la continuidad predominante, la reiterada 
concurrencia de alguna candidatura alternativa -Mora Monte en 2003 y en 2012- refleja la 
existencia de corrientes discrepantes con la que ha gobernado hasta el momento. 
 
La Universidad de Alcalá, la Universidad Autónoma de Madrid, la Universidad Politécnica de 
Madrid y la Universidad Rey Juan Carlos de Madrid posiblemente encajen bien dentro del tipo 
ideal de sistema pluralista moderado, aunque como en anteriores casos con ciertos matices.  
En la Universidad de Alcalá, en las elecciones a rector de primer mandato -2006 y 2010- solo ha 
concurrido una única candidatura, mientras que en las elecciones de segundo mandato -2002 y 
2010- concurrieron cuatro candidatos. Tan solo en las elecciones de 2002 venció una candidatura 
de cambio, mientras que en el resto lo hicieron candidatos continuistas. En una Universidad, poco 
proclive al cambio político en tanto que estuvo gobernada por un mismo rector -Gala Muñoz- 
desde 1984 hasta 2002, el continuismo político también ha estado presente desde 2002 hasta la 
actualidad, si tenemos en cuenta que tras el mandato de Zapatero -2002/2010-, la Universidad es 
gobernada desde 2010 por Galván, que fue a su vez integrante del gobierno precedente 2002-
2010. La reiterada concurrencia electoral de diversos candidatos, algunos de los cuales como 
Morilla o Peinado se han presentado en varias ocasiones -2002 y 2010, 1990 y 2010 
respectivamente- invitan a pensar en la existencia de diferentes corrientes con proyectos de 
Universidad más o menos diferenciados entre sí, pero escasamente polarizados. 
En la Universidad Autónoma de Madrid, los procesos de elección de rector siempre han mostrado 
una competencia electoral media alta en aquellas elecciones de segundo mandato -2002 y 2009 (4 
candidatos), y 2017 (3 candidatos)-, y media en aquellas consideradas como de primer mandato -
2006 y 2013 (2 candidatos)-.  
Pese a lo anterior, solo las primeras elecciones por sufragio universal ponderado propiciaron un 
cambio político que puso fin a la línea política iniciada por Villar-Lázaro, que gobernó desde 1994 a 
2002. El resto de los procesos electorales, han venido dando como vencedor a candidatos 
continuistas -al gobierno de Gabilondo Pujol, 2002-2009, le sucedió el de Sanz Martínez que fue 
miembro de su equipo durante ambos gobiernos, y recientemente le ha sucedido Garesse, que 
también fue integrante del gobierno 2009-2017- lo que ha proporcionado a esta Universidad una 
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cierta línea de continuidad política en el tiempo. Pese a ello, la reiterada concurrencia electoral de 
diversas candidaturas, especialmente en aquellos procesos con más expectativas de cambio, 
posiblemente muestren la existencia de diferentes corrientes con proyectos de Universidad más o 
menos diferenciados entre sí. 
De forma similar, en la Universidad Politécnica de Madrid, los procesos de elección de rector 
siempre han mostrado una competencia electoral media alta en aquellas elecciones de segundo 
mandato -2004 y 2012 (4 y 3 candidatos respectivamente), y media en aquellas consideradas 
como de primer mandato -2008 y 2016 (2 candidatos)-.  
Las elecciones de 2004, 2008 y 2012 proclamaron como vencedoras a candidaturas continuistas, 
mientras que en la de 2016 venció una candidatura de cambio. Las elecciones de 2016 supusieron 
por tanto una ruptura con la línea política iniciada con el gobierno rectoral de De la Plaza (1995-
2004), que tuvo continuidad en el gobierno rectoral de Uceda Antolin -2004/2012-, que había 
formado parte del gobierno rectoral desde 1995, y en el gobierno de Cónde Lázaro -2012/2016-, 
quién también fue integrante de los gobiernos 2004-2012. Cisneros Pérez, que ya fue candidato en 
las elecciones de 2012, logró vencer en los comicios de 2016 inaugurando una nueva etapa política 
en la politécnica madrileña.   
En la Universidad Rey Juan Carlos, por su parte, las elecciones a rector han mostrado una 
competencia electoral intermedia: en las elecciones de 2000, 2013 y 2017 concurrieron dos 
candidatos, en las de 2002 y 2005 una única candidatura, y tres candidatos en la de 2009. Salvo el 
mandato rectoral de González Trevijano, que fue largo al perdurar entre 2002 y 2013, los 
gobiernos rectorales de esta Universidad han sido cortos, lo que ha propiciado una elevada tasa de 
rotación en el gobierno (la más alta de todos los casos observados) que ha proporcionado 6 
rectores distintos a lo largo de dos décadas. Pese a la aparente inestabilidad política, la línea 
política iniciada por González Trevijano en 2002 ha logrado una continuidad en el tiempo que ha 
perdurado hasta la actualidad: las elecciones de 2013, en las que González Trevijano ya no optó a 
la reelección enfrentaron a dos rectorables que habían participado en algunos de sus gobiernos, 
Suárez Bilbao que lo hizo entre 2009 y 2013, y Ríos Insua quién lo hizo entre 2002 y 2009, que al 
mismo tiempo intentó desbancar sin éxito a Trevijano en las elecciones de 2009. Las elecciones de 
2017, y pese a estar sumidas en el escándalo académico del rector saliente tampoco consiguieron 
romper la línea política iniciada en 2002, puesto que también venció Ramos, que había formado 
parte del gobierno de Suárez.  
 
La Universitat de Girona, la Universitat de Lleida, la Universitat Politécnica de Catalunya, la 
Universidad de Granada y la Universidad de Oviedo posiblemente pueden ser clasificadas dentro 
del ideal de sistema pluralista polarizado, aunque también con algunos matices. 
Las elecciones a rector de la Universitat de Girona siempre han mostrado una competencia 
electoral baja (dos candidatos), con la excepción de los comicios de 2005 en dónde concurrieron 
cuatro candidatos. Ello contrasta con el hecho de que las candidaturas continuistas no hayan 
ganado las elecciones, salvo en el caso de las de 2009. No obstante, y a pesar de que las elecciones 
de 2002 propiciaron un cambio político con la victoria de Battle sobre Bonet, candidato que había 
formado parte del gobierno rectoral de Nadal y Farreras entre 1991 y 2002; la línea política 
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iniciada desde el surgimiento de la Universidad (1991) ha tenido continuidad en el tiempo hasta la 
actualidad: los comicios de 2005, que han sido los más reñidos de la historia electoral de esta 
Universidad, enfrentaron a cuatro candidaturas entre las que figuraban tres miembros de los 
gobiernos de 1991 -Bonet, Duran y Geli-, que sería quien vencería a la candidatura continuista, 
siendo rectora hasta 2013; mientras que los de 2013 volvieron dieron la victoria a Bonet, también 
miembro del primer gobierno rectoral -1991/2002-, y eterno rectorable (se presentó también en 
2002 y 2005). Por tanto, y con la excepcionalidad del período 2002-2005, todos los rectores 
formaron parte del proyecto político fundacional iniciado en 1991, aunque sí que podría 
reconocerse la existencia de diferentes subcorrientes internas que habrían dotado al proceso 
político de cierta polaridad ideológica y dinamismo. 
En la Universitat de Lleida, los procesos de elección de rector también han mostrado una baja 
competencia y competitividad electoral: en 2003, 2011 y 2015 concurrieron dos candidaturas, y en 
2007 una, decidiéndose todos los procesos en primera vuelta electoral. Pese a ello, y aunque la 
rotación de rectores es baja (3 rectores en casi 25 años), si se analizan los procesos electorales 
podrían diferenciarse varias corrientes políticas: una primera -Porta Casanellas- que gobernó entre 
1993 y 2003, que no obtuvo continuidad en los posteriores comicios; y otras dos corrientes que 
continuamente se han enfrentado en las urnas y se han revelado en el poder, una -Viñas- que 
venció en las elecciones de 2003 y 2007, y otra -Fernández- que es la que ha gobernado desde 
2011 hasta la actualidad. Ello podría indicar la existencia de un relativo nivel de fragmentación 
política en torno al proyecto de Universidad. 
Los procesos de elección de rector de la Universitat Politécnica de Catalunya también se han 
caracterizado por una baja competencia electoral -dos candidaturas-, a excepción de las 
elecciones de 2013 que se celebraron en un claro contexto sociopolítico de excepcionalidad, con 
un clima interno de descontento evidente y con unas elevadas expectativas de cambio. 
La ausencia de continuidad política en el gobierno universitario es bastante evidente si se 
observan detalladamente los diversos procesos electorales acontecidos: tras el gobierno rectoral 
de Pagés i Fita (1994-2002), las elecciones de 2002 propiciaron un cambio político con la victoria 
electoral de Ferrer sobre Jofre, candidato oficialista; las elecciones de 2006 volvieron a propiciar 
una derrota al rector saliente tras un primer mandato, y otorgaron el poder a Giró Roca, miembro 
del gobierno 1992-1994), que gobernaría hasta 2013; y las elecciones de 2013, las más reñidas de 
su historia, otorgaron la victoria a Fossas, que no había participado anteriormente en ningún 
gobierno de la Universidad. 
En el caso de la Universidad de Granada, la competencia electoral que han registrado los 
diferentes procesos de elección de rector ha sufrido evidentes altibajos: en el año 2000 
concurrieron tres candidatos, en el 2003 y en 2015 lo hicieron dos, en 2007 lo hicieron cuatro, y en 
2011 lo hizo una única candidatura. En casi dos décadas, solo han gobernado tres rectores, entre 
los que podría visualizarse una relativa continuidad política, en tanto que dos de los rectores que 
han gobernado hasta la actualidad, formaron parte de los gobiernos rectorales de los noventa: 
Aguilar quien venció en las elecciones de 2000 y 2003, fue miembro del gobierno rectoral entre 
1989 y 1993; y Lodeiro, que venció en las elecciones de 2007 (tras perder las de 2000 y ganar a dos 
candidatos del equipo de Aguilar) y 2011, fue miembro del gobierno rectoral entre 1989 y 2000. 
224 
 
 
En las elecciones de 2015, en las que no hubo presencia de candidaturas continuistas, accedió por 
primera vez al cargo de rectora una mujer, P. Aranda, que también fue miembro del gobierno 
universitario entre 1992 y 1996. Lo anterior, posiblemente exprese la existencia de diferentes 
subcorrientes dentro de esa línea política iniciada en los noventa, que junto a otras de las 
candidaturas alternativas probablemente sostengan discrepancias sustanciales en torno al 
proyecto de Universidad. 
Por último, en el caso de la Universidad de Oviedo, las elecciones a rector también han registrado 
una competencia electoral con altibajos: en las elecciones de 2000, 2004 y 2012 concurrieron dos 
candidatos, frente a las de 2008 y 2016 (ambas elecciones de segundo mandato) en la que hubo 
un total de cuatro candidaturas. Las dinámicas electorales de esta Universidad han girado siempre 
entre la estabilidad y el cambio: las elecciones del año 2000 propiciaron un cambio político al 
vencer la candidatura de cambio -Vázquez García- a la candidatura del entonces rector saliente -
Rodríguez Fernández-; en las elecciones de 2004 sí que revalidó el gobierno, el entonces rector 
Vázquez, frente a la candidatura de Gotor Santamaría, quién había formado parte del gobierno 
rectoral de 1996-2000, y que sí que vencería en los posteriores comicios -2008 y  2012- frente a 
varios candidatos miembros del gobierno de Vázquez García entre 2000 y 2008 -Andrés, Cueto y 
González-. Las elecciones de 2016 dieron la victoria a García Grande, que, aunque no fue 
presentado como candidato continuista, sí que fue miembro integrante del gobierno rectoral 
entre 2008 y 2012. Lo anterior, posiblemente refleje la existencia de diversas corrientes políticas 
con diferentes visiones o proyectos de Universidad.  
 
Cabe concluir este apartado, insistiendo nuevamente en el carácter exploratorio de este análisis 
realizado a partir del estudio de sus dinámicas de competición electoral. Si bien necesita ser 
mejorado y enriquecido con nuevos datos que proporcionen una mayor claridad y rigor en el 
conocimiento de las dinámicas electorales de las universidades, corresponde afirmar también que 
satisface el objetivo inicial de indagar en la fragmentación política interna que existe en las 
organizaciones académicas.  
 
5. Conclusiones. 
 
Manuales clásicos de Ciencia Política (e.g. Caminal, 2005; De Carreras & Vallés, 1977; Harrop & 
Miller, 1987; Nohlen, 1981, 1994) reconocen que las elecciones (democráticas) generan grandes 
efectos en los sistemas políticos.  
Por un lado, generan cauces de participación que permiten expresar en votos las preferencias 
políticas del electorado, elegir entre programas políticos distintos y ejercer influencia política.  
La organización de elecciones es también una de las formas tradicionales que se han señalado 
desde la Ciencia Política para desarrollar eficazmente la función de representación política en los 
sistemas políticos al favorecer que los representados otorguen un mandato representativo 
(delegación de su participación en la organización y gobierno de la vida pública) a una minoría de 
gente (representantes) que actúa en defensa de sus intereses y que es responsable ante ellos, lo 
225 
 
 
que de facto propicia una selección de élites políticas y de líderes. Ello permite el reflejo del 
pluralismo social en el seno de las instituciones políticas. 
Adicionalmente, las elecciones proporcionan gobierno, es decir configuran un apoyo político que 
sustenta el gobierno y una oposición parlamentaria que lo controle, y establecen la orientación 
general de las políticas públicas. Por último y no por ello poco relevante, ofrecen legitimación, 
contribuyendo a la socialización política y a la formación de la cultura política del electorado; 
estableciendo comunicación política mediante la interacción entre la opinión pública y la élite 
política; y en definitiva, legitimando el sistema político, el sistema de partidos y el gobierno. 
Los distintos procesos electorales que tienen lugar en las universidades tienen una trascendencia 
notable y otorgan a estas organizaciones una naturaleza política de carácter (quasi) democrático 
que en cierto modo refuerzan la interpretación que hace esta tesis de las universidades como 
organizaciones políticas. 
El mayor beneficio que obtienen las universidades es que habilitan canales de participación a las 
decisiones organizativas, aunque la participación política no se agota con la participación electoral. 
Las contiendas electorales proporcionan, además, a los diferentes colectivos de la comunidad 
universitaria una oportunidad para ejercer influencia política, puesto que los candidatos que 
aspiran a un cargo electo buscan recabar el apoyo de los electores para llevar a cabo su actuación 
política, ofreciendo una elección entre programas políticos distintos.  
La concurrencia de elecciones dentro de las organizaciones universitarias es uno de los mejores 
mecanismos para garantizar una adecuada incorporación de sus grupos sociales en la organización 
y gobierno de las universidades, buscando la correspondencia entre las preferencias de los 
votantes y los representantes electos en los distintos procesos, quienes toman decisiones en su 
nombre sobre la base de la voluntad popular surgida de las elecciones. 
La elección de un cuerpo de representantes que actúa en nombre de la colectividad garantiza por 
ende una representación que ha de reflejar una miríada de intereses sociales heterogéneos y 
conflictivos como los que internamente coexisten en las universidades, acomodando el pluralismo 
social y la divergencia de intereses pacíficamente en sus diversos órganos internos.  
En las universidades, los procesos electorales también proporcionan gobierno. Los distintos grupos 
sociales de la comunidad universitaria expresan mediante las elecciones sus opciones individuales, 
eligiendo no solo a sus representantes en los distintos órganos de gobierno, sino que como se ha 
visto en este capítulo, eligen directamente a la máxima autoridad que gobierna y dirige las 
universidades, que es quién ejerce el liderazgo organizativo y quién configura el gobierno.  
Al mismo tiempo, y si en el contexto de las universidades no se puede hablar en sentido estricto 
de que las elecciones generan una oposición encargada de controlar el gobierno, sí que puede 
decirse que delimitan las diversas coaliciones de intereses que conviven internamente y que 
confrontan entre sí, y por consiguiente la fragmentación y la división interna existentes. 
Cabe añadir, además, que la naturaleza electa de algunas de las responsabilidades principales del 
gobierno universitario (siendo el caso del rector el ejemplo más claro) posiblemente orientan y 
condicionan sus políticas organizativas, al tener que ajustarse a las prioridades y preferencias 
políticas de un electorado que presenta una naturaleza especial por ser simultáneamente fuerza 
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laboral dentro de las organizaciones universitarias, lo que hace más robusto el autogobierno 
corporativo por el que se rigen las universidades. 
Las elecciones también otorgan una legitimación institucional mayor al gobierno universitario, 
puesto que refuerzan su modelo de autogobierno académico basado en el principio de la 
autonomía universitaria, que en último término garantiza que los actores de la comunidad 
universitaria son quiénes asumen su organización, gestión y gobierno. Ello otorga una fuerza 
mayor a quienes gobiernan las universidades, quiénes, amparándose en un acceso al poder 
socialmente legitimado, pueden defender ciertas decisiones criticas para la sociedad o para otros 
agentes externos (e.g. poder político). 
Por último, los procesos electorales en las universidades también pueden estar reforzando 
determinados procesos de socialización en los distintos grupos sociales de la comunidad 
universitaria que pueden reforzar los patrones de identificación con sus organizaciones, mediante 
la estructuración de pensamientos, actitudes y comportamientos políticos asociados a la cultura 
organizativa de las universidades. 
 
En el caso de las universidades españolas, la celebración de elecciones constituye hoy día una 
práctica natural, ampliamente consolidada dentro de su sistema de organización y gobierno. Son 
sin duda uno de los elementos fundamentales del proceso político dónde los diversos colectivos 
de la denominada comunidad universitaria, en su condición de partes involucradas desempeñan 
como electores uno de sus roles fundamentales como actores políticos del sistema. 
En este capítulo se han analizado específicamente algunos aspectos concretos del que 
posiblemente sea el proceso electoral más relevante de todos los que existen en las universidades 
españolas: la elección de rector. Concretamente se han examinado algunos aspectos estructurales 
de su sistema de elección, es decir algunas de las reglas de juego más destacadas que configuran 
un proceso político fundamental dentro del gobierno universitario en España.  
El análisis del sistema de elección de rector a partir de un estudio de 19 casos proporciona 
evidencia empírica en el ámbito organizativo de las universidades en relación con cómo han 
organizado internamente la elección de su máximo responsable de gobierno universitario.  
El análisis muestra poca variabilidad en esta dimensión concreta del gobierno universitario, lo que 
refleja una vez más la escasa diferenciación que a nivel organizativo existe entre las universidades 
públicas. Los hallazgos sí que muestran diferencias en cómo se estructura el sufragio universal 
ponderado entre los distintos sectores de la comunidad universitaria, que no tiene relación alguna 
con singularidades regionales, porque no se han encontrado similitudes sustanciales entre 
universidades de la misma región, sino que posiblemente encuentren una mejor explicación en 
factores históricos, sociales y culturales de las propias universidades, y en su devenir como 
organizaciones académicas. 
Una conclusión del análisis es, por tanto, la ausencia de innovaciones organizativas con relación al 
sistema de elección de rector que han articulado las universidades públicas en el ejercicio de su 
autonomía.  Su actuación en este ámbito parece haber seguido la misma inercia ya detectada en 
otras esferas, cuando se observa una simple traslación de los contenidos prescritos por la 
legislación aprobada en cada momento. 
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El análisis de los aspectos estructurales que configuran el sistema de elección de rector en una 
muestra representativa de universidades públicas españolas ha sido complementado con un 
análisis exploratorio de sus dinámicas electorales.  
A partir de dimensiones analíticas aplicadas en la sociología política, se han analizado las 
dinámicas de competición electoral en los comicios a rector y se ha explorado su fragmentación 
política. Adicionalmente, se ha planteado una tipología de modelos políticos de aplicación a las 
organizaciones universitarias para categorizar a las universidades en base a criterios de 
competición electoral y fragmentación política. 
 
La evidencia empírica que aporta este trabajo permite afirmar que las elecciones a rector 
constituyen un proceso político perfectamente institucionalizado dentro de las organizaciones 
universitarias públicas españolas. Otro aspecto muy distinto es el grado de aprobación social con 
el que cuenta, que posiblemente es muy desigual entre las distintas partes interesadas 
involucradas en la gobernanza del sistema.  
La elección cómo mecanismo formal para seleccionar una persona para un cargo de 
responsabilidad, satisface perfectamente su propósito básico de seleccionar al máximo 
responsable de gobierno dentro de las universidades. Otro debate, de mayor calado y 
eternamente presente en España, es si el método electoral constituye el método mejor y el más 
eficiente para seleccionar a las personas que han de tomar decisiones relevantes e independientes 
dentro de organizaciones políticas como las universidades. 
Si la disyuntiva solo es la de la vía claustral, siempre puede argumentarse en su defensa que el 
método directo parece menos controlable125, y además obliga a los rectores a explicarse ante toda 
la comunidad universitaria, e incluso ante la sociedad que cada más permanece vigilante.  
 
 
 
125 La elección indirecta de rector a través del claustro universitario ha sido definida en muchas ocasiones como un sistema propicio al 
pucherazo electoral¸ por ser fácilmente manipulable desde los gobiernos rectorales (De Esteban, 1997: 290 y ss.). 
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ANEXO: 
Tabla 5.1.  Cuadro-resumen. Rasgos estructurales del sistema de elección de rector en universidades públicas 
 
CASO 
/DIMENSIÓN 
MARCO 
REGULADOR DEL 
SISTEMA 
ELECTORAL 
SISTEMA 
VIGENTE  
DE ELECCIÓN DE 
RECTOR 
CUOTAS DE 
REPRESENTACIÓN 
SOCIAL EN CLAUSTRO 
UNIVERSITARIO 
PONDERACIÓN EN EL VOTO 
A RECTOR POR GRUPOS 
SOCIALES 
 
OTRAS ESPECIFICIDADES DEL PROCESO ELECTORAL 
UAL Estatutos propios 
(2011) 
Reglamento de 
Procedimiento 
electoral (2004) 
Modalidad directa 
(elección de la 
comunidad 
universitaria). 
51% - CDU doctores 
14% - PDI restante 
25% - Estudiantes 
10% - PAS 
Voto ponderado de acuerdo 
con los % correspondientes a 
cada sector en el Claustro: 
51% - CDU doctores 
14% - PDI restante 
25% - Estudiantes 
10% - PAS 
- Convoca elecciones: Consejo de gobierno. 
- Cese/conv. extraordinaria de elecciones: Claustro (inst. 1/3, 
aprob. 2/3 miembros). 
- Garantía de acceso igualitario para los candidat@s a los 
medios personales y materiales para el proceso electoral. 
- Duración del mandato de rector limitada: 4 años + 4 
ampliables por reelección consecutiva. 
UCA Estatutos propios 
(2011) 
Reglamento 
electoral general 
(2014) 
Modalidad directa 
(elección de la 
comunidad 
universitaria). 
53% - PDI Doctor 
permanente 
5% - PDI No Doctor 
permanente 
6% - PDI no permanente  
28% - Estudiantes 
8% - PAS 
Voto ponderado de acuerdo 
con los % correspondientes a 
cada sector en el Claustro: 
53% - PDI Doctor permanente 
5% - PDI No Doctor permanente 
6% - PDI no permanente  
28% - Estudiantes 
8% - PAS 
- Convoca elecciones: Rector. 
- Moción de censura: Claustro (inst. 1/3, aprob. 2/3 
miembros). 
- Garantía de acceso igualitario para los candidat@s a los 
locales y medios que dispone la Universidad. 
- Prohibición expresa de que los candidatos utilicen recursos 
financieros o medios materiales proporcionados 
gratuitamente por vía externa a la Universidad (utilización de 
recursos financieros y medios materiales propios o 
proporcionados por la Universidad). 
- Duración del mandato de rector NO limitada: 4 años. 
- Duración de la campaña electoral: 14 días. 
 
UCO Estatutos propios 
(2016* -pendientes 
de aprobar por la 
Junta de Andalucía) 
Reglamento 
electoral general 
Modalidad directa 
(elección de la 
comunidad 
universitaria). 
54%/162 miembros - 
Sector A.1. (CDU 
doctores). 
11%/32 miembros- Sector 
A.2. (PCD y PCOL-
Doctores). 
Voto ponderado de acuerdo 
con los % correspondientes a 
cada sector: 
54% - Sector A.1. (CDU 
doctores). 
11% - Sector A.2. (PCD y PCOL-
- Convoca elecciones: Rector. 
- Cese/conv. extraordinaria de elecciones: Claustro (inst. 1/3, 
aprob. 2/3 miembros). 
- Duración del mandato de rector limitada: 4 años + 4 
ampliables por reelección consecutiva. 
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(2016) 
 
3%/10 miembros- Sector 
B.1. (PDI CDU y PCOL No 
Doctores, e I-RyC). 
2%/6 miembros- Sector 
B.2. (PDI restante). 
10%/30 miembros- Sector 
C (PAS). 
17%/50 miembros- Sector 
D.1. (Estudiantes de 
Grado). 
3%/10 miembros - Sector 
D.2. (Estudiantes de 
Posgrado). 
 
Doctores). 
5% - Sector B (PDI restante). 
10% - Sector C (PAS). 
20% - Sector D (Estudiantes).  
 
UGR Estatutos propios 
(2011) 
Reglamento 
electoral general 
(2012) 
Modalidad directa 
(elección de la 
comunidad 
universitaria). 
57% - PDI Doctor 
permanente. 
6% -PDI restante 
(garantizando una 
representación del 1% al 
Prof. Emérito -0,33%- y al 
PIF -0,66%). 
27% - Estudiantes. 
10% - PAS. 
Voto ponderado de acuerdo 
con los % correspondientes a 
cada sector: 
57% - PDI Doctor permanente 
(garantizando a los CDU no 
doctores una representación 
proporcional a su número 
dentro del sector sin que altere 
la mayoría legal establecida). 
6% -PDI restante. 
25% - Estudiantes. 
12% - PAS. 
En este caso la JEC tiene cierta 
potestad discrecional para 
modificar estas ponderaciones 
para establecer determinados 
subsectores y garantizar su 
representación específica -PAS-
CS, CDU no doctores, etc. 
 
- Convoca elecciones: Consejo de gobierno. 
- Cese/conv. extraordinaria de elecciones: Claustro (inst. 1/3, 
aprob. 2/3 miembros). 
- Garantía de acceso igualitario para los candidat@s a los 
medios materiales y físicos necesarios para el proceso 
electoral. 
- Duración del mandato de rector limitada: 4 años + 4 
ampliables por reelección consecutiva. 
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UMA Estatutos propios 
(2003) 
Reglamento para la 
elección del Rector 
(2015) 
Modalidad directa 
(elección de la 
comunidad 
universitaria). 
51%/153 miembros - (CDU 
doctores). 
14%/42 miembros- (PDI 
restante). 
25%/75 miembros 
(Estudiantes). 
10%/30 miembros - (PAS). 
 
Voto ponderado de acuerdo 
con los % correspondientes a 
cada sector: 
55% - PDI Doctor permanente.  
10% - PDI restante. 
25% - Estudiantes. 
10% - PAS. 
 
- Cese/conv. extraordinaria de elecciones: Claustro (inst. 1/3, 
aprob. 2/3 miembros).  
- Con cargo a los presupuestos de la Universidad, las 
candidaturas que obtengan al menos el 5% de los votos 
válidamente emitidos serán subvencionadas con la cantidad 
de cuatro mil euros, para la atención de gastos propios de la 
campaña electoral, debidamente acreditados. 
- Duración del mandato de rector NO limitada: 4 años. 
US Estatutos propios 
(2008) 
Reglamento 
general electoral 
(2011). 
Modalidad 
indirecta (elección 
de los 
representantes de 
la comunidad 
universitaria que 
son miembros del 
claustro). 
51%/153 miembros – 
(CDU doctores). 
10%/30 miembros (PDI 
restante). 
31%/93 miembros 
(Estudiantes). 
8%/24 miembros (PAS). 
 
  
Al Rector lo eligen los 
representantes del claustro 
universitario, por lo que no hay 
ponderación del voto, ya que el 
Claustro actúa como cuerpo 
electoral. 
- Convoca elecciones: Rector. 
- Cese/conv. extraordinaria de elecciones: Claustro (inst. 1/3, 
aprob. 2/3 miembros).  
- Una vez proclamadas definitivamente las candidaturas a 
Rector, éstos las presentan ante el Claustro junto a sus 
programas electorales, como antesala a un debate con los 
claustrales. 
- Los candidatos dispondrán, en igualdad de condiciones, de 
los servicios y medios institucionales adecuados para el 
desarrollo de sus campañas electorales. 
- A cada candidatura, siempre que obtenga un 5% mínimo de 
los votos, se le otorgará una subvención, cuya cuantía será 
determinada por la mesa del Claustro, para utilizar  
en la campaña electoral. 
- Duración de la campaña electoral: 15-20 días hábiles. 
- Duración del mandato de rector limitada: 4 años + 4 
ampliables por reelección consecutiva. 
 
UOVI Estatutos propios 
(2010) 
Reglamento de 
elección del Rector 
(2010). 
Modalidad directa 
(elección de la 
comunidad 
universitaria). 
55% - PDI Doctor 
permanente. 
10% - PDI restante 
25% - Estudiantes 
10% - PAS 
Voto ponderado de acuerdo 
con los % correspondientes a 
cada sector en el Claustro: 
55% - PDI Doctor permanente. 
10% - PDI restante 
25% - Estudiantes 
10% - PAS 
- Convoca elecciones: Rector. 
- Cese/conv. extraordinaria de elecciones: Claustro (inst. 1/3, 
aprob. 2/3 miembros).  
- Los candidatos, que concurren en condiciones de igualdad, 
disponen de una cantidad acordada por la JEC para la 
financiación de su campaña. 
- Prohibición expresa de que los candidatos utilicen recursos 
financieros o medios -personales y materiales- 
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proporcionados por entidades o personas ajenas a la 
Universidad. 
- Duración del mandato de rector limitada: 4 años + 4 
ampliables por reelección consecutiva. 
UCAN Estatutos propios 
(2012) 
Reglamento de 
elección del Rector 
(2013). 
Modalidad directa 
(elección de la 
comunidad 
universitaria). 
56%/170 miembros – PDI 
Doctor permanente. 
17%/50 miembros (PDI 
restante -incluido PIF e 
Investigadores de 
Doctorado-). 
17%/50 miembros 
(Estudiantes, garantizando 
representación de todos 
los niveles -Grado y 
Máster-). 
10%/30 miembros (PAS). 
 
  
Voto ponderado de acuerdo 
con los % correspondientes a 
cada sector: 
55% - PDI Doctor permanente.  
17% - PDI restante. 
19% - Estudiantes. 
9% - PAS. 
 
- Convoca elecciones: Consejo de gobierno. 
- Cese/conv. extraordinaria de elecciones: Claustro (inst. 1/3, 
aprob. 2/3 miembros).  
- Duración de la campaña electoral: no inferior a 12 días. 
- Garantía de acceso igualitario para los candidat@s a los 
medios institucionales necesarios para el desarrollo del 
proceso electoral. 
 
 
 
 
UB Estatutos propios 
(2003) 
Reglamento de 
elección del Rector 
(2008). 
Modalidad directa 
(elección de la 
comunidad 
universitaria). 
51%/153 miembros – CDU 
doctores. 
9%/27 miembros (PDI 
restante). 
30%/90 miembros 
(Estudiantes de todos los 
niveles). 
10%/30 miembros (PAS). 
  
Voto ponderado de acuerdo 
con los % correspondientes a 
cada sector en el Claustro: 
51% - CDU doctores. 
9% - PDI restante 
30% - Estudiantes 
10% - PAS 
- Convoca elecciones: Consejo de gobierno. 
- Cese/conv. extraordinaria de elecciones: Claustro (inst. 1/3, 
aprob. 2/3 miembros).  
- Duración de la campaña electoral: no inferior a 10 días 
hábiles. 
- Los candidatos disponen de una cantidad determinada por 
el Consejo de gobierno para sufragar los gastos asociados a la 
campaña electoral. 
- Prohibición expresa de que los candidatos utilicen recursos 
financieros o medios materiales proporcionados por 
entidades o personas ajenas a la Universidad, o por aquellos 
otros que hayan mantenido algún tipo de relación 
contractual. 
- Duración del mandato de rector limitada: 4 años + 4 
ampliables por reelección consecutiva. 
UDG Estatutos propios Modalidad directa 51% - PDI Doctor Voto ponderado de acuerdo - Cese/conv. extraordinaria de elecciones: Claustro (inst. 1/3, 
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(2011) 
Reglamento 
electoral (2016). 
(elección de la 
comunidad 
universitaria). 
permanente. 
14% - PDI restante 
23% - Estudiantes 
12% - PAS 
con los % correspondientes a 
cada sector en el Claustro: 
51% - PDI Doctor permanente. 
14% - PDI restante 
23% - Estudiantes 
12% - PAS 
aprob. 2/3 miembros).  
- Duración de la campaña electoral: 7 días naturales. 
- Los candidatos cuentan por parte de la Universidad con los 
medios necesarios para su desarrollo de la campaña 
electoral. 
- Duración del mandato de rector limitada: 4 años + 4 
ampliables por reelección consecutiva. 
UDL Estatutos propios 
(2003) 
Reglamento 
electoral (2008). 
Reglamento de 
elección a Rector 
(2011). 
Modalidad directa 
(elección de la 
comunidad 
universitaria). 
*Formado por 250 
miembros y no 300 como 
en la mayoría de 
universidades. 
 
51%/128 miembros – CDU 
doctores. 
13%/32 miembros (PDI 
restante). 
26%/65 miembros 
(Estudiantes de todos los 
niveles). 
10%/25 miembros (PAS). 
 
 
Voto ponderado de acuerdo 
con los % correspondientes a 
cada sector en el Claustro: 
51% - CDU doctores. 
13% - PDI restante (no se 
incluye el Prof. Emérito). 
26% - Estudiantes 
10% - PAS 
- Convoca elecciones: Consejo de gobierno. 
- Cese/conv. extraordinaria de elecciones: Claustro (inst. 1/3, 
aprob. 2/3 miembros).  
- Duración del mandato de rector limitada: 4 años + 4 
ampliables por reelección consecutiva. 
UPC Estatutos propios 
(2012) 
Reglamento 
electoral (2008). 
Reglamento de 
elección a Rector 
(2011). 
Modalidad directa 
(elección de la 
comunidad 
universitaria). 
51%/155 miembros – PDI 
Doctor permanente. 
16%/48 miembros (PDI 
restante, entre los que se 
garantiza una 
representación al P-ASO -
1%/3 miembros- y al PIF-
Doctorandos -3%/8 
miembros-). 
22%/67 miembros 
(Estudiantes de todos los 
niveles). 
Voto ponderado de acuerdo 
con los % correspondientes a 
cada sector: 
51% - PDI Doctor permanente.  
14% - PDI restante. 
24% - Estudiantes de Grado y 
de Máster. 
11% - PAS. 
 
- Convoca elecciones: Rector. 
- Cese/conv. extraordinaria de elecciones: Claustro (inst. 1/3, 
aprob. 2/3 miembros).  
- Los candidatos, que concurren en condiciones de igualdad, 
disponen de una cantidad determinada por el Consejo de 
gobierno para la financiación de su campaña (previa 
justificación), y específicamente para la financiación de todas 
aquellas actuaciones destinadas a la promoción de las 
candidaturas y de sus programas electorales. 
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11%/33 miembros (PAS). 
 
UPF Estatutos propios 
(2010, y mod. 
Parcial 2015) 
Reglamento 
electoral (2015). 
 
Modalidad directa 
(elección de la 
comunidad 
universitaria). 
*Formado por un  máximo 
de 121 miembros y no 300 
como en la mayoría de 
universidades. 
51% - PDI Doctor 
permanente.  
14% - PDI restante 
(garantizando una 
representación del 9% a  
PAD-L, P-Vis, PI propio, y 
P-Eméritos; y una 
representación del 5% al 
PDI restante y al PIF). 
25% - Estudiantes 
(garantizando una 
representación del 10% a 
los estudiantes de Máster 
y Doctorado). 
10% - PAS. 
 
Voto ponderado de acuerdo 
con los % correspondientes a 
cada sector en el Claustro: 
51% - PDI Doctor permanente.  
9% - PAD-L, P-Vis, PI propio, y P-
Eméritos. 
5% - PDI restante y PIF. 
15% - Estudiantes de Grado. 
10% - Estudiantes de Máster y 
Doctorado. 
10% - PAS. 
 
- Convoca elecciones: Consejo de gobierno. 
- Cese/conv. extraordinaria de elecciones: Claustro (inst. 1/3, 
aprob. 2/3 miembros).  
- Los candidatos, que concurren en condiciones de igualdad, 
disponen de una cantidad cuya cuantía es determinada por el 
Consejo de gobierno para la financiación de su campaña 
electoral (previa justificación), y específicamente para la 
financiación de todas aquellas actuaciones destinadas a la 
promoción de las candidaturas y de sus programas 
electorales. 
- Duración del mandato de rector limitada: 4 años + 4 
ampliables por reelección consecutiva. 
 
UEX Estatutos propios 
(2010) 
Reglamento 
electoral (2006). 
 
Modalidad directa 
(elección de la 
comunidad 
universitaria). 
51% - Sector A (CDU 
doctores). 
16% - Sector B (PDI 
restante, incluyendo PIF). 
23% - Sector C 
(Estudiantes de todos los 
niveles). 
10% - Sector D (PAS). 
Voto ponderado de acuerdo 
con los % correspondientes a 
cada sector en el Claustro: 
51% - CDU doctores. 
16% - PDI restante, incluyendo 
PIF. 
23% - Estudiantes de todos los 
niveles. 
10% - PAS. 
- Convoca elecciones: Rector. 
- Cese/conv. extraordinaria de elecciones: Claustro (inst. 1/3, 
aprob. 2/3 miembros).  
- Duración del mandato de rector limitada: no más de dos 
mandatos. No pueden ser candidatos quienes hayan ocupado 
el cargo de Rector dos mandatos. 
Quien ocupando el cargo de Rector haya sido cesado por el 
Claustro no podrá ser candidato durante el año 
inmediatamente posterior al cese. 
El Rector, concluido su mandato, tiene derecho a disfrutar de 
una licencia retribuida de un año para su actualización 
docente e investigadora. 
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- Garantía de acceso igualitario para los candidat@s a los 
medios institucionales necesarios que ofrece la Universidad 
para el desarrollo del proceso electoral. 
- Los candidatos disponen de una cantidad determinada la 
Junta Electoral (a propuesta del Consejo de gobierno) para 
sufragar los gastos asociados a la campaña electoral, los 
cuales deberán ser publicados. 
- Los candidatos y quienes les apoyen pueden utilizar durante 
la campaña cuantos medios estimen oportunos para difundir 
su programa electoral y su candidatura. 
 
UAH Estatutos propios 
(2010) 
Instrucción 
reguladora del 
proceso de elección 
a Rector (2006). 
 
Modalidad directa 
(elección de la 
comunidad 
universitaria). 
*Formado por un  máximo 
de 225 miembros y no 300 
como en la mayoría de 
universidades. 
51% - PDI Doctor 
permanente.  
12% - PDI restante (PDI no 
Doctor con vinculación 
permanente y PDI 
contratados, inc. 
interinos). 
2% - (Ayudantes, becarios 
y P. contratado para 
investigación). 
25% - Estudiantes.  
10% - PAS. 
Voto ponderado de acuerdo 
con los % correspondientes a 
cada sector en el Claustro: 
51% - PDI Doctor permanente.  
12% - PDI restante (no doctores 
permanentes, otros profesores 
contratados, eméritos e 
interinos). 
2% (Ayudantes, becarios y P. 
contratado para investigación). 
25% - Estudiantes.  
10% - PAS. 
 
- Convoca elecciones: Rector. 
- Revocación/conv. extraordinaria de elecciones: Claustro 
(inst. 1/3, aprob. 2/3 miembros). 
- Duración de la campaña electoral: 9 días.  
- Garantía de acceso igualitario para los candidat@s a los 
medios institucionales necesarios (cuantía y naturaleza 
determinada por la Comisión Electoral) que ofrece la 
Universidad para el desarrollo del proceso electoral. 
- Duración del mandato de rector limitada: 4 años + 4 
ampliables por reelección consecutiva. Deberá dejar 
transcurrir, al menos, un período de mandato para volver a 
presentar su candidatura. 
 
UAM Estatutos propios 
(2009) 
Reglamento 
electoral (2012). 
 
Modalidad directa 
(elección de la 
comunidad 
universitaria). 
55%/165 miembros – PDI 
Doctor permanente. 
9%/27 miembros (PDI 
restante, entre los que se 
garantiza una 
representación al PDI no 
Doctor permanente y al 
Voto ponderado de acuerdo 
con los % correspondientes a 
cada sector en el Claustro: 
55% – PDI Doctor permanente. 
5% - PDI no Doctor permanente 
y PDI contratado temporal. 
4% - PIF. 
- Convoca elecciones: Rector (oído el Consejo de gobierno). 
- Revocación/conv. extraordinaria de elecciones: Claustro 
(inst. 1/3, aprob. 2/3 miembros). 
- Garantía de acceso igualitario para los candidat@s a los 
medios institucionales necesarios que ofrece la Universidad 
para el desarrollo del proceso electoral. 
- Los candidatos disponen de financiación de la Universidad 
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PDI contratado temporal -
5%/15 miembros- y al PIF -
4%/12 miembros-). 
27%/81 miembros 
(Estudiantes). 
9%/27 miembros (PAS). 
 
27% - Estudiantes. 
9% -PAS. 
 
*En el censo electoral, no se 
incluye a profesores eméritos ni 
visitantes. 
 
(conforme a la partida presupuestaria destinada para ello en 
los presupuestos de la Universidad y sujeto a justificación) 
para sufragar los gastos asociados a la campaña electoral, y 
específicamente para la financiación de todas aquellas 
actuaciones destinadas a la promoción de las candidaturas y 
de sus programas electorales. 
- Duración del mandato de rector limitada: 4 años + 4 
ampliables por reelección consecutiva. Quien haya sido 
elegido por segunda vez no podrá presentarse a una nueva 
elección para el mismo cargo en los cuatro años siguientes a 
su cese, sea cual sea el motivo de éste. 
UCM Estatutos propios 
(2017) 
Reglamento 
electoral (2006). 
 
Modalidad directa 
(elección de la 
comunidad 
universitaria). 
53% – PDI Doctor 
permanente. 
10% - PDI restante. 
25% - Estudiantes. 
12% -PAS. 
 
Voto ponderado de acuerdo 
con los % correspondientes a 
cada sector en el Claustro: 
53% – PDI Doctor permanente. 
10% - PDI restante. 
25% - Estudiantes. 
12% -PAS. 
 
- Convoca elecciones: Rector. 
- Revocación/conv. extraordinaria de elecciones: Claustro 
(inst. 1/3, aprob. 2/3 miembros). 
- Duración de la campaña electoral: no inferior a 8 días.  
- Los candidatos disponen de financiación de la Universidad 
sujeta a justificación (en una cuantía determinada por el 
órgano de gobierno competente, y atendiendo a las 
disponibilidades presupuestarias y a la no discriminación de 
los candidatos -reparto equitativo-) para sufragar los gastos 
asociados a la campaña electoral, y específicamente para la 
financiación de todas aquellas actuaciones destinadas a la 
promoción de las candidaturas y de sus programas 
electorales. 
- Duración del mandato de rector (al igual que el resto de 
órganos unipersonales de naturaleza electa) limitada: 4 años 
+ 4 ampliables por reelección consecutiva. 
UPM Estatutos propios 
(2010) 
Reglamento 
electoral (2006). 
 
Modalidad directa 
(elección de la 
comunidad 
universitaria). 
51%/154 miembros – PDI 
Doctor permanente. 
16%/48 miembros (PDI 
restante, manteniendo la 
proporcionalidad entre el 
colectivo con vinculación 
permanente y el que no). 
Voto ponderado de acuerdo 
con los % correspondientes a 
cada sector en el Claustro: 
51% – PDI Doctor permanente. 
16% - PDI restante. 
24% - Estudiantes. 
9% -PAS. 
- Convoca elecciones: mesa del Claustro universitario. 
- Revocación/conv. extraordinaria de elecciones: Claustro 
(inst. 1/3, aprob. 2/3 miembros). 
- Duración de la campaña electoral: máximo 15 días naturales 
para la primera vuelta y, en su caso, un máximo de 7 días 
naturales para la segunda vuelta.  
- Garantía de acceso igualitario para los candidat@s a los 
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24%/70 miembros 
(Estudiantes). 
9%/28 miembros (PAS). 
 
*Un aspecto diferenciado 
de la UPM es que los 
representantes claustrales 
son parcialmente elegidos 
en una circunscripción o 
distrito con carácter único 
(cómo en las elecciones a 
rector) y parcialmente por 
centros, garantizando la 
representación de las 
Escuelas y Facultades. 
 
 medios institucionales necesarios (cuantía y naturaleza 
determinada por la Comisión Electoral Central) que ofrece la 
Universidad para el desarrollo del proceso electoral.  
- Prohibición expresa de utilización de medios distintos de los 
expresados en la campaña electoral. Además, los candidatos 
no pueden administrar dotación económica alguna dentro de 
la financiación puesta a disposición por la Universidad. 
- Duración del mandato de rector (al igual que el resto de 
órganos unipersonales de naturaleza electa) limitada: 4 años 
+ 4 ampliables por reelección consecutiva. Por una sola vez, 
el primer o el segundo mandato no serán contabilizados si su 
duración es inferior a dos años. 
URJC Estatutos propios 
(2010) 
Instrucción 
reguladora del 
proceso de elección 
a Rector (2005). 
 
Modalidad directa 
(elección de la 
comunidad 
universitaria). 
53%/160 miembros – PDI 
Doctor permanente. 
15%/45 miembros (PDI 
restante). 
21%/61 miembros 
(Estudiantes de todos los 
niveles, garantizando una 
representación de cinco 
alumnos de Máster y 
Doctorado, y uno de la 
Universidad de Mayores y 
de Títulos propios). 
11%/34 miembros (PAS). 
Voto ponderado de acuerdo 
con los % correspondientes a 
cada sector en el Claustro: 
53% – PDI Doctor permanente. 
15% - PDI restante. 
21% - Estudiantes. 
11% -PAS. 
 
- Convoca elecciones: Consejo de gobierno. 
- Revocación/conv. extraordinaria de elecciones: Claustro 
(inst. 1/3, aprob. 2/3 miembros). 
- Duración de la campaña electoral: no inferior a 15 días 
naturales. 
- Garantía de acceso igualitario para los candidat@s a los 
medios institucionales necesarios (cuantía y naturaleza 
determinada por la Comisión Electoral Central) que ofrece la 
Universidad para el desarrollo del proceso electoral.  
- Los candidatos no pueden administrar dotación económica 
alguna dentro de la financiación puesta a disposición por la 
Universidad. 
- Duración del mandato de rector limitada: 4 años + 4 
ampliables por reelección consecutiva. 
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Tabla resumen 5.2. Dinámicas de funcionamiento y competición del sistema de elección de rector de las universidades españolas (2000-2017) 
Dimensiones de análisis/casos UB UDG UDL UPC UPF UAH UAM UCM UPM URJC UAL UCA UCO 
Elecciones a Rector 126(2000-
2017) (E1: elecciones de primer 
mandato/ E2: segundo mandato 
o sucesivas) 
2001 (E2); 
2005 (E1); 
2008 (E1); 
2012 (E1); 
2016 (E2). 
2002 (E2); 
2005 (E1); 
2009 (E1); 
2013 (E2). 
2003 (E2); 
2007 (E1); 
2011 (E2); 
2015 (E1). 
2002 (E2); 
2006 (E1); 
2010 (E2); 
2013 (E2). 
2001 (E2); 
2005 (E1); 
2009 (E2); 
2013 (E2); 
2017 (E1). 
2002 (E2); 
2006 (E1); 
2010 (E2); 
2014 (E1). 
2002 (E2); 
2006 (E1); 
2009 (E2); 
2013 (E1); 
2017 (E2). 
2003 (E2); 
2007 (E1); 
2011 (E2); 
2015 (E1). 
2004 (E2);  
2008 (E1); 
2012 (E2); 
2016 (E1).   
2000 (E1); 
2002 (E1); 
2005 (E1); 
2009 (E2); 
2013 (E2); 
2017 (E1). 
 
2002 (E2); 
2007 (E2); 
2010 (E1); 
2014 (E2). 
 
2003 (E2); 
2007 (E1); 
2011 (E2); 
2015 (E1). 
 
2002 (E1); 
2006 (E2); 
2010 (E1); 
2014 (E2). 
Nº de elecciones (mod. directa) 5 (4) 4 (4) 4 (4) 4 (4) 5 (4) 4 (4) 5 (5) 4 (4) 4 (4) 6 (4) 4 (4) 4 (4) 4 (4) 
Nº de Rectores (electos dir.)  5 (4) 4 (3) 3 (2) 4 (3) 4 (2) 3 (2) 4 (3) 4 (3) 4 (3) 6 (3) 4 (3) 3 (2) 3 (3) 
Competencia electoral 
(nº de candidatos a Rector) 
 
2001 (3); 
2005 (4); 
2008 (4);  
2012 (4); 
2016 (7). 
 
2002 (2);  
2005 (4); 
2009 (2); 
2013 (2). 
2003 (2); 
2007 (1); 
2011 (2); 
2015 (2). 
2002 (2); 
2006 (2); 
2010 (2); 
2013 (4). 
 
2001 (2); 
2005 (2); 
2009 (1);  
2013 (1); 
2017 (2). 
 
2002 (4); 
2006 (1); 
2010 (4); 
2014 (1). 
2002 (4); 
2006 (2); 
2009 (4); 
2013 (2). 
2017 (3). 
2003 (6); 
2007 (4); 
2011 (6); 
2015 (5). 
2004 (4); 
2008 (2); 
2012 (3);  
2016 (2). 
2000 (2); 
2002 (1); 
2005 (1); 
2009 (3); 
2013 (2); 
2017 (2). 
 
2002 (2); 
2007 (2); 
2010 (2); 
2014 (2). 
 
2003 (2); 
2007 (2); 
2011 (4); 
2015 (1). 
 
2002 (1); 
2006 (4); 
2010 (1); 
2014 (2). 
Candidato vencedor integrante 
del equipo de gobierno anterior 
(candidato 
oficialista/continuista) 
 
2001 
(NO); 
2005 
(NO); 
2008 
(NO); 
2012 (SÍ); 
2016 (NO) 
 
2002 (NO);    
2005 (NO); 
2009 (SÍ); 
2013 (NO). 
2003 (NO);   
2007 (SÍ); 
2011 (NO); 
2015 (SÍ). 
2002 (NO);   
2006 (NO); 
2010 (SI); 
2013 (NO). 
 
2001 (SÍ); 
2005 (SÍ); 
2009 (SÍ); 
2013 
(SÍ/NO)*; 
2017 (SÍ). 
 
2002 (NO);    
2006 (SÍ); 
2010 (SÍ); 
2014 (SÍ). 
2002 (NO);    
2006 (SÍ); 
2009 (SÍ); 
2013 (SÍ); 
2017 (SÍ). 
2003(NO);   
2007 (SÍ); 
2011 (SÍ); 
2015 
(NO). 
2004 (SÍ);    
2008 (SÍ); 
2012 (SÍ); 
2016 (NO)  
2000 (NO);  
2002 (NO); 
2005 (SÍ); 
2009 (SÍ); 
2013 (SÍ); 
2017 (SÍ). 
 
2002 (SÍ);    
2007 (SÍ); 
2010 (SÍ);  
2014 (NO). 
 
2002 (NO);    
2007 (SÍ); 
2011 (SÍ);  
2015 (SÍ). 
 
2002 (SÍ);    
2006 (SÍ); 
2010 (SÍ);  
2014 (SÍ). 
 
126 Se han considerado y analizado todos aquellos procesos electorales celebrados en las universidades seleccionadas durante el período comprendido entre 2000-2017, que tuviesen como objeto la elección del 
Rector ya fuese mediante voto claustral (sistema de elección LRU/1983) o mediante sufragio universal ponderado (sistema de elección que introduce la LOU/2001). Con color sombreado aparecen aquellas que se 
celebraron bajo el sistema pre-LOU. Las elecciones de primer mandato (E1) son consideradas aquellas que se celebran durante el primer mandato de gobierno del rectorado y las elecciones de segundo mandato (E2) 
son aquellas que se celebran tras un segundo o sucesivo mandato de un rector. El tipo de elección, e independientemente de que se presente una misma persona o no (ya que la mayor parte de las universidades 
tienen en sus estatutos universitarios limitación de mandato por un período de 8 años), suele incidir en elementos relevantes como la competencia electoral (en elecciones de primer mandato suelen concurrir 
menos candidatos que en elecciones de fin de mandato), el nivel de participación (la cual suele ser mayor en elecciones en las que concurren más candidatos y la distancia –resultados- entre los mismos es menor) o 
la duración del proceso de votación (que el proceso se decida en primera o segunda vuelta).  
En color azul aparecen aquellos procesos electorales que han sufrido alteraciones temporales (procesos electorales adelantados o retrasados en un espacio de tiempo considerable, superior a 6 meses) y/o procesos 
que han tenido lugar en un contexto singular o de cierta excepcionalidad. Y subrayados cuando el proceso electoral se ha decidido en segunda vuelta. 
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Modelo/Sistema de coalición de 
intereses 
SISTEMA 
DIVIDIDO 
SISTEMA 
PLURALISTA 
POLARIZADO/ 
MODERADO 
SISTEMA 
PLURALISTA 
POLARIZADO 
SISTEMA 
PLURALISTA 
POLARIZADO  
SISTEMA 
CONSENSUAL  
SISTEMA 
PLURALISTA 
MODERADO 
SISTEMA 
PLURALISTA 
MODERADO 
SISTEMA 
DIVIDIDO 
SISTEMA 
PLURALISTA 
MODERADO 
SISTEMA 
PLURALISTA  
SISTEMA 
PLURALISTA 
LIMITADO 
/SISTEMA 
CONSENSUAL 
SISTEMA 
PLURALISTA 
MODERADO 
SISTEMA 
PLURALISTA/ 
SISTEMA 
CONSENSUAL 
Observaciones específicas 
Alta y 
continuada 
competencia 
electoral. 
 
 
Con la 
excepcionalidad 
del período 
2002-2005, 
todos los 
rectores han 
formado parte 
del proyecto 
iniciado en 
1991 (1991-
2002; 2005-
2013; 2013-
actualidad). 
Tres 
corrientes 
políticas 
diferenciadas 
han 
gobernado la 
Universidad 
(1993-2003; 
2003-2011; y 
2011-
actualidad). 
 
Ausencia de 
continuidad 
política. 
Todos los 
rectores han 
formado parte de 
un proyecto 
estable de 
Universidad 
(1991)  
Proyecto de 
Universidad 
estable y 
continuista 
(2002-2010; 
2010-
actualidad) 
Proyecto de 
Universidad 
estable y 
continuista.  
Todos los 
rectores han 
formado 
parte de la 
línea política 
iniciada en 
2002 (2002-
2009; 2009-
2017, 2017-
actualidad). 
 
Alta y 
continuada 
competencia 
electoral. 
 
 
Hasta las 
elecciones de 
2016, todos 
los rectores 
habían 
formado 
parte del 
proyecto 
político 
iniciado en 
1995 (1995-
2004; 2004-
2012; 2012-
2016). 
*Proyecto de 
Universidad 
estable y 
continuista 
(2002-2013; 
2013- 2017; 
2017-
actualidad). 
Todos los 
rectores han 
formado parte 
del proyecto 
político 
iniciado en 
1997 (1997-
actualidad) 
Todos los 
rectores han 
formado 
parte del 
proyecto 
político 
iniciado en 
2003 (2003-
actualidad). 
Proyecto de 
Universidad 
estable y 
continuista 
(1998-2006-; 
2006-2014; 
2014-
actualidad). 
Fuente: elaboración propia  
Dimensiones de 
análisis/casos 
UGR UMA 
US 
UCAN UEX UOVI 
Elecciones a Rector (2000-
2015) (E1: elecciones de 
primer mandato/ E2: 
segundo mandato o 
sucesivas) 
 
2000 (E2); 
2003 (E1); 
2007 (E2); 
2011 (E1); 
2015 (E2). 
 
 
 
2003 (E2); 
2008 (E1); 
2011 (E2);  
2015 (E2). 
 
 
2000 (E1); 
2004 (E2); 
2008 (E2);  
2012 (E1); 
2015 (E1). 
 
 
2001 (); 
2003 (E1); 
2007 (E1); 
2012 (E2);  
2016 (E1); 
 
 
2003 (E1); 
2007 (E1); 
2010 (E2);  
2014 (E1); 
 
 
2000 (E1); 
2004 (E1); 
2008 (E2); 
2012 (E1); 
2016 (E2). 
Nº de elecciones (mod. 
directa) 
5 (4) 4 (4) 
5 (1) 
5 (4) 4 (4) 5 (4) 
Nº de Rectores (electos dir.) 3 (3) 3 (2) 4 (1) 5 (3) 3 (2)  3 (3) 
Competencia electoral 
(nº de candidatos a Rector) 
 
2000 (3); 
2003 (2); 
2007 (4); 
2011 (1); 
2015 (2). 
 
 
 
2003 (4); 
2008 (1); 
2011 (3); 
2015 (3).  
 
 
 
2000 (2); 
2004 (2); 
2008 (2);  
2012 (1); 
2015 (2). 
 
 
2003 (3); 
2007 (1); 
2012 (3);  
2016 (2); 
 
 
2003 (4); 
2007 (2); 
2010 (2);  
2014 (2); 
 
 
 
2000 (2); 
2004 (2); 
2008 (4); 
2012 (2); 
2016 (4) 
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Candidato vencedor 
integrante del equipo de 
gobierno anterior 
(candidato 
oficialista/continuista) 
 
2000 (NO)*;    
2003 (SÍ);  
2007 (NO); 
2011 (SÍ); 
2015 (NO). 
 
 
 
2003 (SÍ);    
2008 (SÍ); 
2011 (SÍ);   
2015 (SÍ). 
 
 
2000 (SÍ); 
2004 (SÍ); 
2008 (SÍ);  
2012 (SÍ); 
2015 (SÍ). 
 
 
 
2003 (SÍ);    
2007 (SÍ); 
2012 (SÍ);   
2016 (SÍ). 
 
 
2003 (NO);    
2007 (SÍ); 
2010 (SÍ);   
2014 (SÍ); 
 
 
 
2000 (NO);    
2004 (SÍ);  
2008 (NO); 
2012 (SÍ);  
2016 (NO)* 
 
Modelo/Sistema de 
coalición de intereses 
SISTEMA 
PLURALISTA 
MODERADO/ 
POLARIZADO  
SISTEMA 
PLURALISTA 
MODERADO 
 
SISTEMA 
CONSENSUAL 
SISTEMA 
PLURALISTA 
MODERADO 
SISTEMA 
PLURALISTA 
MODERADO 
SISTEMA 
PLURALISTA 
POLARIZADO 
Observaciones específicas 
Todos los 
rectores han 
formado parte 
del proyecto 
político 
iniciado entre 
1989 y 2000 
(2000-
actualidad). 
Todos los 
rectores han 
formado 
parte del 
proyecto 
político 
iniciado en 
1994 (1994-
actualidad). 
Todos los 
rectores han 
formado parte 
de un 
proyecto 
estable de 
Universidad 
(1996-
actualidad). 
Todos los 
rectores han 
formado 
parte del 
proyecto 
político 
iniciado en 
1992 (1992-
actualidad). 
Proyecto de 
Universidad 
estable y 
continuista 
(2003-2010-; 
2010-
actualidad). 
Alternancia 
política de 
proyectos/bloques 
políticos de 
Universidad 
(1996-2000; 
2000-2008; 2008-
2016; 2016-
actualidad). 
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C a p í t u l o  V I .                                               
P o l í t i c a s  d e  s e l e c c i ó n  d e l  
p r o f e s o r a d o  e n  l a s  u n i v e r s i d a d e s :  
l ó g i c a s  i n s t i t u c i o n a l e s  y  
h e t e r o g e n e i d a d  r e g i o n a l  
 
“By shedding light on the (shifting) authority between academics, academic leaders and external stakeholders                
in the management of human resources and the dynamics underlining such changes, it is possible to understand 
change and stability in higher education” (Fumasoli, 2015: 19) 
 
“Díficilmente se puede mejorar sustancialmente un sistema incorporando personal que solo                                                        
tiene experiencia dentro de ese mismo sistema” (Hermenegildo, 2017: 20) 
 
 
1. Introducción:  
 
Las condiciones de trabajo son un factor relevante para analizar y comprender la producción 
del conocimiento dentro de las organizaciones académicas y científicas (Slaughter & Rhodes, 
1997; Kleinman & Vallas, 2001). 
Si partimos desde una perspectiva teórico-académica del capital humano (Rosen, 1987), la 
piedra angular de todas las organizaciones lo constituye su capital humano. Para algunos 
autores (e.g. Schuler et al., 2011), la administración (y/o dirección, organización y gestión) del 
talento ha adquirido una importancia destacada como nunca antes lo había hecho, y esto no 
parece ser ajeno a universidades (Gordon & Whitchurch, 2007; Fumasoli, 2015; Van den Brink, 
2012) y centros de investigación que son los actores centrales de la denominada sociedad del 
conocimiento (Enders & Weert, 2004). 
En la esfera de los recursos humanos (RRHH en adelante) de las universidades, los RRHH 
académicos (o staff académico) constituyen el aspecto fundamental de las universidades, 
quienes requieren individuos altamente cualificados para la producción y transmisión del 
conocimiento científico. 
Las organizaciones en general, se ven influenciadas por presiones internas y externas que de 
alguna manera les inducen a adoptar políticas de personal127 de una forma más o menos 
proactiva. Ello hace más relevante para las organizaciones el desarrollo de políticas de 
dirección de los RRHH. 
Precisamente, el desarrollo de políticas de dirección de RRHH en las universidades se produce 
en un contexto diferenciado, dada la naturaleza organizativa específica que caracteriza a las 
organizaciones académicas (abordado en el capítulo 2), y considerando los rasgos distintivos 
que propiamente posee la comunidad científica –la singularidad y las condiciones de su 
existencia de las que hablaba Merton (1973)-. 
 
127 En este trabajo, los términos `políticas de dirección de los RRHH´ y `políticas de personal´, relativas al staff académico, son 
usadas de manera similar e intercambiable. 
241 
 
 
En organizaciones burocrático-profesionales como las universidades (Mintzberg, 1979), la 
oligarquía académica es quién coordina internamente su funcionamiento, y el desarrollo 
operativo de sus actividades principales –docencia e investigación- estableciendo los 
estándares de calidad, y determinando los requerimientos de entrada de sus miembros -
habilidades, capacidades y exigencias formativas- a partir de criterios de mérito y capacidad.  
Es decir, el componente interno es fundamental en las políticas de personal de las 
universidades porque son los académicos quienes aplican su propio sistema colegial para 
reclutar y promover a sus pares. Son, por tanto, los criterios, los hábitos, los procedimientos, y, 
en definitiva, las prácticas que imperan en cada disciplina científica y área de conocimiento lo 
que configura la selección del profesorado universitario. 
Sin embargo, la influencia de factores externos es cada vez mayor: la injerencia de los órganos 
centrales de gobierno universitario, o la formalización y estandarización de los 
procedimientos128 de reclutamiento, están ejerciendo fuertes presiones sobre las prácticas de 
RRHH que históricamente han llevado a cabo los profesores (Fumasoli & Goastellec, 2014; 
Fumasoli, 2015). 
Todo lo anterior, está igualmente afectado por el tipo de relación que existe entre el poder 
político y las universidades (abordado en el capítulo 3), es decir por el modelo de gobernanza 
institucional que condiciona los niveles de autonomía organizativa que poseen las 
universidades en ámbitos decisionales relevantes como el de los RRHH, y, por ende, por el 
estatus organizativo que presentan (Whitley, 2008, 2012). Y ello parece estar estrechamente 
relacionado con indicadores de rendimiento científico (Aghion et al., 2010). 
En este escenario, este trabajo aborda una cuestión altamente relevante dentro de la 
gobernanza universitaria: la influencia del entorno jurídico regulatorio (leyes y políticas de 
educación superior y ciencia en nuestro caso) sobre las prácticas organizativas y los patrones 
de comportamiento que tienen las universidades dentro del ámbito de los RRHH académicos. 
Las políticas públicas universitarias crean lógicas institucionales, reglas y regulaciones que 
configuran patrones generales de comportamiento y acciones de sus actores involucrados, 
pero también introducen nuevas innovaciones organizativas, estructuras e incentivos que los 
orientan o que introducen cambios y transformaciones en su interior.  
Partiendo de dicha premisa teórica, este capítulo tiene como objetivo explorar si las prácticas 
organizativas y los patrones de comportamiento organizativo que tienen las universidades 
dentro del ámbito de los RRHH académicos están influenciadas por las presiones 
institucionales que impulsan los gobiernos con sus políticas universitarias y científicas -
instrumentos y programas-.  
Concretamente este trabajo centra su atención en el análisis de las estructuras de relaciones 
laborales que se observan en las universidades, y sus divergencias a lo largo del tiempo; y en el 
análisis de la heterogeneidad en sus prácticas organizativas de RRHH, explorando cómo son 
configuradas internamente por las políticas. 
Este análisis exploratorio toma a España como caso de estudio, lo que, dada su naturaleza 
político-territorial, genera una oportunidad metodológica interesante que permite aplicar una 
estrategia comparativa. Este capítulo presenta un análisis comparativo de sus regiones, que 
aprovecha la descentralización de un sistema cuasi-federal dónde las regiones se comportan, 
 
128 En general, los sistemas externos de evaluación han sido introducidos para estandarizar la educación y la investigación (sobre 
esto, es recomendable una revisión de la investigación de Whitley & Gläser, 2007). 
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en la práctica, como estados con poseen competencias relevantes en materias como la 
educación superior.  
Al igual que en otros países de Europa, las universidades públicas son constitucionalmente 
autónomas pero dependientes desde el punto de vista económico y financiero, lo que permite 
medir y comparar la variación registrada a nivel interregional.  
La aproximación analítica de este trabajo se hace mediante una comparación dinámica 
espacio-temporal que incluye un diseño de comparación de casos cuasi experimental (Cook & 
Campbell, 1979; Cook et al., 1979; Cook et al., 1990; Cook, 2015), lo que añade valor a nuestra 
investigación frente a otros análisis comparativos de carácter estático. 
El análisis comparado toma como referencia los sistemas universitarios regionales de 
Andalucía y Cataluña, razonablemente seleccionados, dónde se analiza una muestra 
representativa de universidades públicas de sus territorios, con objeto de explorar si sus 
estructuras de relaciones laborales y sus prácticas organizativas de RRHH están alineadas con 
la lógica institucional dominante que se observa en la política regional -de educación superior 
y ciencia- impulsada en su territorio. 
Lo anterior, permitirá explorar si universidades de una misma región responden a presiones 
institucionales comunes desarrollando estructuras de relaciones laborales y prácticas 
organizativas de RRHH (e.g. en los procedimientos y procesos de selección y contratación del 
profesorado) similares, o si por el contrario son diferenciadas de las que se observan en 
universidades de otras regiones en un contexto evidente de gobernanza multinivel. 
Por último, este capítulo usa una triangulación de métodos y técnicas que combina 
información cuantitativa y cualitativa, y fuentes diversas de datos.  
 
Las cuestiones que aborda este capítulo son relevantes desde una perspectiva teórica y 
práctica: se busca aportar nueva evidencia con relación a los efectos que las políticas públicas 
de ciencia y educación superior tienen sobre el comportamiento organizativo y las prácticas 
organizativas que las universidades muestran en el ámbito de la dirección de los RRHH.  
Desde la óptica de la política pública, el diseño de las políticas universitarias y científicas 
pueden beneficiarse de los feedbacks que la investigación empírica les proporciona, para así 
promover el uso de incentivos institucionales como instrumentos de política pública 
orientados a orientar las actuaciones y los comportamientos de las universidades en un 
sentido transformativo o estabilizador.  
En los siguientes apartados, se presenta, en primer lugar, un apartado que ofrece un marco 
analítico-conceptual que contextualiza la investigación, y un segundo apartado, dónde se 
analizan las políticas de educación superior y ciencia de dos sistemas regionales universitarios 
españoles como presiones institucionales de influencia para las prácticas organizativas de las 
universidades en el ámbito de los RRHH. Por último, un apartado con conclusiones cierra este 
capítulo. 
  
2. Marco analítico-conceptual: contexto de la investigación. 
 
2.1. Institucionalismo, presiones institucionales como factores del cambio 
organizativo y lógicas institucionales. 
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Las instituciones son metafóricamente conceptualizadas como las `reglas de juego´ (North, 
1990; Scott, 1995/2008). Específicamente, las instituciones son “artificios humanamente 
diseñados que estructuran las interacciones y comportamientos del ser humano” (North, 1990: 
3), las cuales incluyen reglas formales (leyes y regulaciones) y otras constricciones informales 
(costumbres, rutinas, normas y culturas). 
Cómo ya se ha afirmado en este monográfico, las universidades son organizaciones altamente 
dependientes del poder político tanto desde el punto de vista económico como político. El 
poder político es aquí comprendido como el conjunto de instituciones externas que poseen 
competencias en educación superior y ciencia, y que por ende establecen las reglas generales 
de juego bajo las que actúan las universidades, reglas formales e informales que restringen el 
comportamiento y autonomía organizacional de las universidades, limitando sus capacidades 
para organizarse y gobernarse a sí mismas.  
Este capítulo, busca en cierto modo comprender mejor la forma en la que las organizaciones 
absorben la política y las presiones regulatorias centrando la atención en las prácticas 
organizativas y en las innovaciones institucionales. Para ello, este trabajo usa elementos de la 
teoría organizativa como una forma de testar cómo las organizaciones académicas responden 
a las presiones institucionales (reformas y acciones políticas emprendidas por los gobiernos).  
Los institucionalistas han demostrado que las fuerzas regulatorias, normativas y cognitivas 
configuran cómo nuevos modelos y prácticas organizacionales emergen y se difunden a lo 
largo de las organizaciones (DiMaggio & Powell, 1983; Scott, 1995, 2008). A pesar de ello, las 
organizaciones responden a las múltiples presiones institucionales que reciben, tomando 
decisiones estratégicas diversas que van desde la conformidad hasta la desobediencia (Child, 
1972, Oliver, 1991), un aspecto sobre el que existe todavía hoy un conocimiento limitado. 
Este trabajo, también explora las dinámicas de cambio en las universidades. Como ya se 
describió en el capítulo segundo, el cambio organizativo en la educación superior ha sido 
recientemente analizado desde dos perspectivas complementarias: la teoría de la dependencia 
de los recursos y el neo institucionalismo (Cruz-Castro & Sanz-Menéndez, 2015; Gornitzka, 
1999; Gornitzka & Maasen, 2000). Sin embargo, este capítulo toma la perspectiva teórica de 
las lógicas institucionales. 
Según esta perspectiva (Friedland & Alford, 1991), en la sociedad existen diversas lógicas 
institucionales en el nivel macro: el Estado, el mercado, las corporaciones, la democracia, las 
profesiones, la familia, etc.  El propio concepto de lógica, ya sea en su dimensión material o 
simbólica, refiere generalmente a las amplias creencias culturales y a las reglas que 
estructuran la cognición humana y guían la toma de decisiones en un campo organizativo. 
A nivel organizativo, las lógicas pueden ayudar a orientar y/o centrar la atención de los 
principales responsables para que, sobre un delimitado conjunto de elementos y soluciones 
(Ocasio, 1997), tomen decisiones consistentes con la lógica o mandato que refuerza las 
identidades y estrategias organizativas (Thornton, 2002). 
Un factor que añade una complejidad adicional, es que dentro de las organizaciones pueden 
existir diversas lógicas institucionales que compiten entre sí. En las organizaciones académicas 
y científicas, por ejemplo, colisionan entre sí lógicas como las de la ciencia y el mercado, con 
principios y planteamientos a menudo opuestos y/o contradictorios (Owen-Smith & Powell, 
2004).   
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La perspectiva teórica de las lógicas institucionales es relevante para nuestro objeto de estudio 
porque la literatura especializada (e.g. Londsbury, 2001) ha identificado a las lógicas 
institucionales como una fuente de variación en algunas de las prácticas organizativas que se 
observan en las organizaciones. Sobre dicha base teórica, este trabajo pretende explorar sí la 
heterogeneidad en las prácticas organizativas de RRHH de las universidades viene configurada, 
está asociada a lógicas institucionales consistentes con las políticas públicas de educación 
superior y ciencia promovidas en sus territorios.  
 
2.2. La dirección de los RRHH en la educación superior: autonomía organizativa y 
discrecionalidad decisional sobre los RRHH académicos como criterio de clasificación 
de las organizaciones académicas. 
En uno de los artículos revisados dentro de la literatura académica que ha analizado la 
dirección de los RRHH en la educación superior (Fumasoli, 2015), su autora destacaba la 
relevancia de conocer y comprender cómo las organizaciones universitarias, gestionan, 
organizan y administran sus recursos humanos, especialmente los académicos que son sus 
principales activos. 
Posiblemente nadie cuestiona la trascendencia de esta dimensión puesto que el control y 
coordinación de los recursos en general, y particularmente los humanos, constituye un aspecto 
primordial para las organizaciones que está asociado al poder interno y a quién ejerce el 
control.  
Una de las dimensiones principales que tradicionalmente aparecen incluidas dentro del 
paraguas conceptual de la autonomía universitaria es la capacidad decisional sobre las 
relaciones laborales y los recursos humanos.  
Por ejemplo, la Asociación Europea de Universidades (EUA en su acrónimo en lengua inglesa), 
que ha analizado los niveles de autonomía institucional de las universidades europeas en 
varios informes comparativos entre países (Estermann & Nokkala: 2009; Estermann et al.: 
2011; y Bennetot-Pruvot & Estermann: 2017), incluye entre sus dimensiones principales la 
capacidad que tienen las universidades para reclutar y administrar sus RRHH según sus propias 
necesidades y exigencias. Es decir, la capacidad que tienen las universidades para dirigir y 
gestionar sus RRHH de un modo libre e independiente.  
Diversos indicadores son ponderados para testar esta dimensión: los procedimientos de 
reclutamiento del personal académico y no académico (si los procesos de reclutamiento son 
desarrollados íntegramente y con plena libertad por las universidades; si las contrataciones de 
personal necesitan ser confirmadas por una autoridad externa; o si el número de plazas 
ofertadas está regulado por una autoridad externa). Otro indicador es la fijación de los salarios 
y otras retribuciones adicionales del personal (si las universidades pueden establecer 
libremente los salarios de su staff; si la decisión sobre salarios individualizados está restringida; 
si los limites salariales son sometidos a negociación con otras partes, y/o sin son prescritos por 
una autoridad externa; si son fijados según la condición laboral o funcionarial del staff). 
También son relevantes los procedimientos de destitución del personal (si hay regulaciones 
específicas dentro del sector académico en relación a los despidos laborales, o si se aplican las 
regulaciones generales que existen en el país en materia laboral; si las causas de despido están 
estrictamente detalladas y sí varían según la condición laboral o funcionarial del staff), y los 
procedimientos de promoción para del personal (si las universidades pueden decidir 
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libremente los procedimientos de promoción de su personal; si la legislación establece quién 
ha de formar parte de los comités de selección; y si las promociones solo son posibles en caso 
de que quede alguna vacante). 
 
Dentro de la literatura especializada en educación superior que ha caracterizado a los sistemas 
universitarios nacionales (Clark 1983; Dobbins & Knill 2009, Dobbins et al., 2011; Olsen 2007; 
etc.) y también en la que contribuido a la identificación de atributos y conductas esperables de 
las universidades (Whitley 2008, 2012), los trabajos publicados por el sociólogo británico R. 
Whitley son relevantes para nuestro objeto de estudio. 
Este autor toma el concepto de autonomía organizativa y las variaciones que al respecto 
muestran las universidades para distinguir entre cuatro tipos ideales de universidades 
investigadoras: a) organizaciones vacías; b) organizaciones promovidas por el Estado; c) 
agencias estatales; y d) organizaciones cuasi privadas. Esta categorización es establecida en 
base a dos dimensiones analíticas fundamentales: la autonomía organizativa, tanto en su nivel 
estratégico como operativo, entendida como poder discrecional del que se dispone para la 
toma de decisiones; y la dependencia, que, en términos de recursos, tienen las universidades.  
Concretamente Whitley considera los siguientes elementos: (1) discrecionalidad en la 
asignación de recursos; (2) discrecionalidad en las decisiones y políticas de selección y 
contratación de su personal; (3) dependencia de la financiación pública-estatal; (4) 
discrecionalidad en la selección de estudiantes, y en el diseño  y evaluación de sus programas 
académicos y evaluación; (5) discrecionalidad en la configuración de sus estructuras y 
subunidades organizativas; y (6) dependencia de las élites científicas para la fijación de 
prioridades de investigación, y para la introducción de instrumentos basados en el 
rendimiento.  
Aunque las universidades vacias son organizaciones carentes de capacidad estratégica por su 
limitación decisional, las organizaciones académicas promovidas por el Estado y/o aquellas que 
funcionan como agencias tienen una autonomía considerable en esferas decisionales como los 
RRHH. Las universidades cuasi privadas disponen, en cambio, de gran discrecionalidad con 
respecto al Estado, aunque pueden ver limitada su acción por las élites científicas en aspectos 
relevantes como el acceso a financiación para la investigación o en activos reputacionales.  
En el caso de España, sus universidades públicas son organizaciones que comparten algunas de 
las características de los tipos ideales a y b, cómo se verá en el siguiente subapartado. 
 
2.2.1. El caso español: contexto. 
La gobernanza de la educación superior y el cambio organizativo en las universidades debe ser 
estudiado en relación con el Estado, el gobierno y las políticas públicas producidas, porque son 
muy pocas las dinámicas endógenas que se producen entre sí. 
Las organizaciones académicas en general, y especialmente las públicas, son altamente 
dependientes de sus entornos, específicamente del Estado del que dependen política y 
económicamente. Las universidades españolas no son ajenas a este fenómeno. 
En España, las universidades de titularidad pública se rigen bajo un modelo `tutelado’ por el 
Gobierno central y las Comunidades Autónomas que es a la vez gestionado por corporaciones 
de académicos profesionales. Cómo ya se ha afirmado en esta investigación, las universidades 
son reconocidas constitucionalmente como autónomas, aunque dependen desde el punto de 
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vista político y financiero de sus respectivos gobiernos regionales tras haber experimentado un 
progresivo proceso de descentralización competencial en materia de educación superior a 
favor de las comunidades autónomas. Así, y desde un punto de vista general, las universidades 
están sujetas a las reglas que el propio sector público determina en materia de presupuesto y 
gestión económica, dirección de recursos humanos, contratación, etc.  
Tomando en consideración los elementos que caracterizan a los tipos ideales de Whitley, las 
universidades españolas poseen discrecionalidad limitada para la asignación de recursos, que 
en el caso de los RRHH es más limitada y reducida aún. Pueden, por consiguiente, adoptar 
políticas propias dentro del marco que establece el Estado, tienen una discrecionalidad 
limitada en los procesos de selección de estudiantes, en los programas académicos y en las 
evaluaciones, y una discrecionalidad considerable sobre las estructuras organizativas, dentro 
también del marco regulatorio del Estado.  
Por otro lado, las universidades en España evidencian un considerable grado de dependencia 
financiera de las instituciones públicas, así como una dependencia notable de las élites 
científicas, que es compartida en algunos casos con agencias del Estado, en aspectos como el 
establecimiento de las prioridades de investigación o la introducción de indicadores de 
rendimiento.   
Las sucesivas leyes y regulaciones universitarias que ha experimentado el Sistema Universitario 
Español han determinado la naturaleza organizativa de las universidades españolas. Así, 
durante la etapa preconstitucional, las universidades públicas españolas eran organizaciones 
vacías con un Estado que controlaba y coordinaba la mayoría de los aspectos y elementos de la 
educación superior: reglas de admisión, curriculums, exámenes, procesos de reclutamiento y 
promoción de profesores, estructuras salariales, designación de rectores, etc.  
Las diversas reformas legislativas que se han sucedido en España en materia de educación 
superior (LRU/1983, LOU/2001 y LOMLOU/2007) han ido introduciendo cambios que han 
permitido a las universidades evolucionar de un tipo organizativo a otro.  
De este modo, las universidades españolas han pasado de organizaciones vacías a tener rasgos 
híbridos de las organizaciones promovidas por el Estado y de las agencias estatales, una 
idiosincrasia que conservan debido a la persistencia de estructuras y procesos decisionales 
basados en la colegialidad académica que restringen oportunidades y capacidades de una 
administración coherente y organizativamente racional (Cruz-Castro & Sanz-Menéndez, 2015). 
Es decir, y siguiendo a Fumasoli (2015), lo que precisamente les ha impedido, a las 
organizaciones académicas públicas españolas, alcanzar una plena transformación 
organizativa, en el sentido que describe Whitley (2008, 2012); es que la traslación de poder 
decisional, por ejemplo, en el ámbito de la organización y administración de los RRHH, de la 
oligarquía académica a la autoridad central universitaria -órganos centrales de gobierno 
universitario- todavía es aún incompleta e insuficiente 129 . Ello, unido a unos niveles 
considerables de injerencia e intervencionismo del poder político que limitan la autonomía 
organizativa de las universidades en ámbitos decisionales relevantes como los RRHH.  
 
129 Tal y como menciona Fumasoli (2015), en el ámbito de la política de RRHH,  muchas de las reformas de educación superior que 
se han venido implementando en países de la OCDE a lo largo de las últimas décadas han fortalecido el poder competencial de las 
estructuras de administración y gobierno universitario, no solo a nivel de rectorado, sino también en el nivel de los decanos de 
facultades y de los directores de departamentos, que han visto incrementar su poder discrecional en los procesos y en la 
implementación de procedimientos de reclutamiento y contratación de personal, que tradicionalmente habían sido controlados 
totalmente por las élites académicas. 
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Concretamente y en el ámbito específico de la organización y dirección de los RRHH, las 
universidades españolas, especialmente en su nivel organizativo central, siempre han 
ostentado una autonomía organizativa y un poder discrecional limitados. 
En el último informe publicado por la Asociación Europea de Universidades (2017), España 
ocupa el puesto 24º, de un total de 29 países rankeados del entorno europeo, por la 
autonomía institucional que tiene en la organización y en la dirección de los RRHH (ver 
ilustración de más arriba). Es decir, según la evaluación realizada por este organismo 
internacional, las universidades españolas tienen una discrecionalidad decisional medio-bajo 
en cuanto a políticas de RRHH.  
Esta foto 130  fija que ofrece éste y otros informes anteriormente publicados, muestra 
nuevamente uno de los hándicaps que históricamente han sido identificados en los numerosos 
 
130 Según este informe comparativo entre países, solo las universidades de la comunidad francófona de Bélgica, Italia, Eslovenia, 
Francia, Irlanda y Croacia tienen una capacidad decisional similar e incluso menor, en el ámbito de los RRHH, que las universidades 
españolas.  
Los autores de la evaluación explican dicho posicionamiento debido a las siguientes razones: por un lado, las universidades 
españolas solo pueden reclutar a profesorado sénior entre candidatos que hayan sido previamente acreditados por una autoridad 
externa -ANECA- y según los procedimientos establecidos en la legalidad vigente. Por otro lado, los salarios del personal 
académico son fijados externamente, tomando siempre como base referencial aquellos que la ley establece para el profesorado 
con estatus de funcionario. De forma similar, las causas que motivan los ceses y despidos del personal de las universidades están 
estrictamente reguladas. Por último, y en lo relativo a los mecanismos y procedimientos de promoción del personal, las 
universidades tienen un margen relativo de actuación, aunque siguiendo siempre los procedimientos regulados en la legislación 
universitaria vigente.   
Extraído de Bennetot Pruvot & Estermann (EUA, 2017: 47). 
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diagnósticos, nacionales e internacionales, que se han publicado sobre la Universidad 
española.  
Pese a la aparente imagen de estabilidad, ha experimentado importantes cambios como 
consecuencia de las sucesivas transformaciones legislativas sucedidas en España a lo largo de 
las últimas décadas.  
A lo largo de este siglo, por ejemplo, se han registrado importantes cambios en el catálogo de 
posiciones académicas existentes, y se han ampliado los márgenes de elección y de 
discrecionalidad en la organización y administración de los RRHH dentro de las universidades. 
Por citar algunos hechos importantes: la entrada en vigor, en 2001, de la Ley Orgánica de 
Universidades (LOU) permitió, por primera vez, a las universidades decidir qué tipos de plazas 
académicas abrir, lo que las dotó plenamente de la competencia de creación de nuevas plazas 
académicas.  
Dicho cambio, ocurrió en un escenario de transformación del sistema de acceso, selección y 
promoción del profesorado universitario131, en el que se pasó de un tipo descentralizado y bajo 
 
Los expertos que han elaborado este análisis concluyen que las universidades españolas requieren profundas reformas, siendo 
unas de las de mayor urgencia la relativa al ámbito de los RRHH. Los expertos recomiendan impulsar programas e instrumentos 
que promuevan el reclutamiento internacional de académicos e investigadores y la atracción de talento científico, aunque 
reconocen que el crecimiento progresivo de la deuda pública nacional y la culminación del proceso de ajuste fiscal hacen difícil 
que puedan destinarse más recursos para la atracción de talento científico excelente, dentro de unas partidas presupuestarias 
destinadas a investigación ya de por sí mermadas. La elevada tasa de personal funcionario dentro de las universidades es 
apuntado como otro aspecto a reformar, en tanto que obstaculiza la captación y contratación de staff académico internacional. En 
definitiva, estos expertos, en clara sintonía con una corriente de pensamiento y expertise predominante en los países 
desarrollados, recomiendan al legislador español una revisión profunda de la legislación vigente en aras de una mejora de sus 
niveles de autonomía institucional y poder discrecional en un ámbito primordial para las universidades como el de los RRHH.  
 
131 A este respecto, y a modo de resumen: en la etapa predemocrática, los aspirantes a las plazas permanentes de PDI funcionario 
competían entre ellos en exámenes centralizados nacionales, y en dónde a los candidatos que las superaban se les asignaba una 
posición disponible en todo el ámbito territorial nacional. Desde que fuese aprobada la LRU/1983 y hasta que entrase en vigor la 
LOU/2001 (1983-2001), la única vía existente para hallar una posición permanente en la Universidad era mediante una oposición 
pública. Todos los doctores podían aplicar y competir en un sistema de evaluación quasi público. La composición de los tribunales 
de oposición (comités de selección) estaba determinada en la legislación vigente de carácter estatal: cinco miembros, de entre los 
cuales, el presidente y otro miembro vocal eran propuestos por el propio Departamento convocante de la plaza. Ello fortalecía a 
los departamentos, puesto que controlaban el proceso de contratación, y pese a que la ley exigía la inclusión de miembros de 
otras universidades en los comités de selección, ello no impedía que las redes académicas operasen en favor de candidatos 
localistas. Además, y aunque el acceso era abierto y seguía el procedimiento de oposición pública, la gestión del proceso limitaba 
la competición y normalmente la participación en los exámenes se reducía a un solo candidato (Sánchez-Ferrer, 1995; Cruz-Castro 
& Sanz-Menéndez, 2015). 
La LOU/2001 recentralizó el sistema de acceso y evaluación del profesorado e introdujo un sistema de habilitación nacional para 
las plazas de PDI permanente (2001-2007), que significaba, de facto, una evaluación centralizada que era desarrollada por comités 
especializados por áreas de conocimiento e integrados por siete miembros -profesores permanentes- elegidos aleatoriamente 
mediante sorteo, lo que buscaba evitar cualquier injerencia e influencia localista. Teóricamente, el sistema buscaba impulsar la 
movilidad académica y reducir el sesgo de la endogamia en la contratación de personal, disminuyendo el poder de los 
departamentos y fortaleciendo los lazos académicos externos. En definitiva, dicho diseño no arrebataba, por completo, el control 
del proceso de contratación a las universidades, pero sí facilitaba una mejora de los controles de calidad en los procesos de 
contratación, más competitivos además sobre la muestra de candidatos elegibles. En cierto modo, lo que sucedió fue un cambio 
en el poder discrecional que, hasta entonces, habían ostentado los departamentos; los cuales, si bien, perdieron el control sobre 
los procesos de evaluación en la habilitación y la acreditación, incrementaron, no obstante, su poder discrecional en relación a 
decisiones relativas a nombramientos y contratos entre los candidatos ya habilitados o acreditados (Cruz-Castro & Sanz-
Menéndez, 2015). 
La LOMLOU/2007 abolió el sistema de habilitación, y generalizó el modelo que introdujo la LOU para el colectivo de PCD y PAD, 
instaurando un sistema integral de acreditación (2008-actualidad) desarrollado por una agencia nacional de evaluación de la 
calidad (ANECA) para las plazas de PDI permanentes y temporales (Bosch, 2006), que se hizo más complejo al permitir la 
regionalización de la acreditación (creación de agencias regionales de evaluación de la calidad) para el caso de las plazas de PCD y 
PAD. La descentralización (al nivel de las organizaciones académicas) de los procesos de contratación y promoción que trajo el 
nuevo sistema, se evidencia en el hecho de que, bajo el nuevo sistema, las universidades (y concretamente los departamentos) 
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responsabilidad de las universidades en un tipo mixto, con un sistema -descentralizado- de 
acreditación de mínimos previos al acceso a la carrera académica (para las figuras laborales), y 
con un sistema -centralizado- de habilitación nacional para el acceso a las categorías 
superiores funcionariales, lo que restó, al mismo tiempo, autonomía organizativa a las 
universidades, las cuales se revelaron activamente contra él.  
Así, y aunque fuese paradójico, las universidades perdieron considerablemente poder 
discrecional en la selección y promoción del profesorado, que en cierto modo empezó a ser 
más controlada por el Estado (al menos en el caso de las plazas de PDI funcionario); pero al 
mismo tiempo mejoraron su libertad y capacidad de elección en la esfera de los RRHH 
académicos, lo que claramente facilitaba un mejor diseño y planificación de la política de 
RRHH. 
Es necesario recordar que desde la etapa predemocrática, la organización de los RRHH 
académicos de las universidades españolas siempre había estado caracterizada por una 
estructura académica laboral de naturaleza dual, que había girado en torno a las categorías 
académicas funcionariales y las categorías académicas laborales temporales. Si la LRU/1983 
estableció que el personal académico de las universidades debía ser principalmente 
funcionario (Mora, 2001), la reforma universitaria de 2001 (LOU) vino a impulsar un incipiente 
cambio en el sistema de relaciones laborales académicas al introducir nuevas posiciones de 
contratación laboral que proporcionaban a las universidades nuevos instrumentos de 
contratación dentro de su sistema de dirección de RRHH.  
La ley estableció nuevas modalidades de contratación laboral de carácter temporal como la del 
Profesor Visitante y el Profesor Ayudante Doctor y una nueva modalidad de contratación 
laboral de carácter indefinido como la del Profesor Contratado Doctor, una figura académica 
laboral y no funcionarial, que asemejada a la figura del Profesor Titular, era puesta a 
disposición de las universidades como un atractivo instrumento de promoción académica que 
fue ideado como finalista dentro de la carrera académica, y no como transicional (como una 
fase previa requerida para acceder a una posición dentro del Cuerpo de Docentes 
Funcionarios), que es cómo ha sido utilizado generalmente en la mayoría de las universidades.  
Lo anterior, introdujo por tanto una mejora de la autonomía de las universidades en el ámbito 
de la dirección y organización de los RRHH, en tanto que incrementaba su capacidad de 
decisión en el marco y/o estructura de las relaciones laborales: por primera vez podían decidir 
si gestionar sus recursos humanos académicos, contratando y reclutando mediante el uso de 
las tradicionales posiciones académicas funcionariales (Catedráticos y Profesores Titulares de 
Universidad que mayoritariamente son de nacionalidad española) que garantizaban un empleo 
fijo para toda la vida, o bien utilizar las nuevas fórmulas de contratación laboral con 
condiciones laborales más flexibles y salarios sujetos a condiciones regulatorias de empleo 
cuasiprivadas. 
La reforma de 2007 (LOMLOU) introdujo nuevos cambios en las formas de acceso y promoción 
académica del profesorado dentro de las universidades españolas, estableciendo un único 
proceso de acreditación tanto para las posiciones académicas funcionariales como para las 
 
son quienes especifican las posiciones/plazas académicas a las que profesores, habilitado o acreditados, pueden aplicar, 
correspondiendo la selección final de los candidatos a los departamentos. Además, el requisito de la acreditación (que en ningún 
caso significa el acceso automático a una plaza) representó un importante cambio con respecto a la situación previa, dónde los 
departamentos, por ejemplo, tenían total libertad para contratar, a personal académico temporal bajo sus propios criterios.  
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posiciones académicas laborales (Bosch, 2006), y en el que solo algunas categorías académicas 
temporales (ej. profesores visitantes, profesores asociados, etc.) no requieren completar dicho 
proceso.  
En el sistema de acceso, selección y promoción del profesorado, que se encuentra 
actualmente vigente en España, existe una primera fase de acreditación nacional en la que no 
intervienen las universidades, y dónde los académicos e investigadores someten a evaluación 
sus curriculums y méritos ante la Agencia Nacional de Evaluación de la Calidad (ANECA) o ante 
otras agencias regionales, para que certifiquen la categoría académica máxima a la que 
pueden aspirar en base a los méritos que acreditan en investigación, docencia y gestión 
universitaria; y una segunda fase descentralizada en la que cada Universidad convoca sus 
propios concursos de contratación de profesorado, teóricamente abiertos a todos aquellos 
candidatos que hayan obtenido una acreditación oficial para la categoría académica que se 
oferte. En las propias palabras de Cruz-Castro & Sanz-Menéndez (2015: 104): “en España se ha 
pasado de un sistema altamente descentralizado de contratación y promoción hacia un modelo 
que incluye elementos de evaluación centralizada en el proceso de contratación”. 
 
En la actualidad, los procedimientos y las reglas que rigen el reclutamiento de personal de las 
universidades están estrictamente delimitados en la legislación universitaria vigente 
(LOMLOU/2007 y otras normas adicionales de desarrollo).  
Dado que la estructura de las relaciones laborales de las universidades españolas es 
fuertemente dual, el primer aspecto relevante dentro de la esfera decisional de los RRHH 
académicos es aquel relativo a la naturaleza jurídico-laboral de las plazas académicas que se 
ofertan. Las universidades pueden decidir autónomamente si incorporar personal docente e 
investigador bajo figuras académicas temporales o permanentes: las primeras, permiten la 
contratación de profesores e investigadores por un período de tiempo acotado y definido, y 
con un estatus de lectores, investigadores pre o post-doctorales, o investigadores vinculados a 
proyectos de investigación; y las segundas, permiten la contratación de profesores por un 
período de tiempo indefinido, con un estatus funcionarial o laboral, que requiere la superación 
de unas pruebas selectivas integradas dentro de una convocatoria pública competitiva. La 
segunda dualidad, procede por tanto de si las universidades prefieren contratar a su personal 
académico con un estatus de funcionario público o con uno de personal laboral.  
Respecto a este aspecto, la normativa vigente solo contempla una restricción, y es que las 
universidades no pueden disponer dentro de sus plantillas de RRHH académicos de una masa 
de PDI contratado132 superior al 49%, que se reduce a una cuota del 40% en el caso del PDI con 
contrato laboral temporal.  
 
132 A este respecto, la LOMLOU/2007 específica que dicho límite numérico ha de ser computado en equivalencias a tiempo 
completo, lo que en cierto modo permite a las universidades jugar con las estadísticas de personal para esquivar dicha restricción, 
puesto que muchas universidades tienen dentro de sus plantillas a profesores contratados, bajo distintas figuras académicas (no 
solo en figuras como la de PAs, sino también en otras con estatus funcionarial), en régimen de tiempo parcial. Asimismo, el texto 
excluye dentro del target de profesorado contratado a quienes no impartan docencia en las enseñanzas conducentes a la 
obtención de los títulos oficiales, así como al personal propio de los institutos de investigación adscritos. 
Adicionalmente, el poder político (ni el gobierno central, ni los gobiernos regionales) no ha ejercido en la práctica ningún tipo de 
control al respecto, y las universidades son quienes controlan la información relativa a sus plantillas de personal.  
Estas críticas procedentes de los sectores sindicales se han agudizado aún más en los últimos años, debido a las restricciones 
presupuestarias que el gobierno central han impuesto a todas las entidades públicas. La limitación en la tasa de reposición del 
personal de las AAPP ha impactado notablemente sobre las universidades, puesto que ha frenado en muchos casos una tendencia 
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En la tabla 6.1 se exponen a modo de resumen las distintas figuras contractuales vigentes en el 
marco jurídico estatal que pueden utilizar las organizaciones académicas españolas para 
reclutar a su personal docente e investigador.  
 
Tabla 6.2. Figuras contractuales vigentes en el Sistema Universitario Público Español: rasgos comunes                                            
-LOMLOU/2007; LCTI/2011- 
Figura 
contractual 
Estatus 
jurídico-
legal 
Modalidad de 
contratación 
Finalidad 
Posibilidades 
de promoción 
Otros 
aspectos 
Profesor 
Asociado 
(PAs) 
Laboral Temporal 
(generalmente  
con un carácter 
trimestral, 
semestral o 
anual) y a tiempo 
parcial. 
Renovable por 
períodos de igual 
duración, siempre 
que se siga 
acreditando el 
ejercicio de la 
actividad 
profesional. 
Contratar a especialistas 
de reconocida 
competencia que ejerzan 
su actividad profesional 
fuera del ámbito 
académico universitario, 
para el desarrollo de 
tareas docentes desde 
una óptica adicional y 
enriquecedora que 
complemente la visión 
académica. 
No, en estricto 
sentido. 
Mediante 
concurso 
público. 
No requiere el 
título de Doctor. 
No requiere 
evaluación 
externa.  
Una baja 
remuneración y 
las condiciones 
laborales 
precarias 
dificultan la 
contratación  de 
ciertos perfiles 
profesionales. 
Profesor 
Ayudante no 
doctor (PA) 
Laboral Temporal (con 
una duración no 
inferior a 1 año, ni 
superior a 5) y a 
tiempo completo. 
Contratar a personas 
recién tituladas para que 
se inicien y se formen en 
la actividad docente e 
investigadora, y colaboren 
en tareas docentes de 
índole práctica (hasta un 
máximo de 60h anuales).  
Sí (categoría 
base en la 
carrera 
académica, 
aunque no es 
imprescindible 
pasar por ella).   
No requiere 
evaluación 
externa.  
En algunos 
casos, esta 
figura es 
utilizada con la 
misma finalidad 
que las figuras 
de Personal 
Investigador en 
Formación –PIF-
, es decir, la 
producción de 
una tesis 
doctoral, 
aunque en otros 
casos es 
utilizada como 
una primera 
figura 
contractual en 
la carrera 
académica. 
Profesor 
Visitante 
Laboral Temporal (con la 
duración que se 
Contratar a profesores o 
investigadores de 
No, en estricto 
sentido. 
Su uso no 
requiere la 
 
alcista de crecimiento de sus plantillas de profesorado. Además, la imposibilidad de cubrir necesidades estructurales con 
contrataciones de profesorado permanente ha sido parcialmente paliada con contrataciones de profesorado temporal, en algunos 
casos incluso mediante figuras contractuales creadas adhoc para cubrir necesidades urgentes e inaplazables (caso de la figura de 
Profesor Sustituto Interino en el Sistema Universitario de Andalucía). Todo ello ha provocado, según las organizaciones sindicales, 
un aumento progresivo de la precarización laboral en el ámbito de la educación universitaria.   
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(PV) acuerde entre las 
partes) y a tiempo 
parcial o 
completo. 
reconocido prestigio de 
otras universidades y 
centros de investigación, 
españoles o extranjeros, 
para el desarrollo de 
tareas docentes o 
investigadoras, aportando 
sus conocimientos y la 
experiencia docente e 
investigadora de sus 
centros de origen. 
celebración de 
concurso 
público, ni 
evaluación 
externa. 
Profesor 
Ayudante 
Doctor 
(PAD) 
Laboral Temporal (con 
una duración no 
inferior a 1 año, ni 
superior a 5) y a 
tiempo completo. 
Contratar a doctores que 
preferentemente tengan 
experiencia investigadora 
en centros de 
investigación 
 o universidades distintas 
de la Universidad que 
realiza la contratación, 
para el desarrollo de 
tareas docentes e 
investigadoras. 
Sí (categoría 
inicial en la 
carrera 
académica).   
Su uso requiere 
que el candidato 
aspirante a la 
plaza haya sido 
objeto de una 
evaluación 
externa (ANECA 
o agencias 
regionales de 
evaluación). 
Profesor 
Contratado 
Doctor 
(PCD) 
Laboral Permanente (con 
una duración 
indefinida) y a 
tiempo completo. 
Contratar y/o 
promocionar a doctores, 
que acrediten una 
considerable experiencia 
investigadora y docente, 
para el desarrollo pleno 
de tareas docentes e 
investigadoras, o 
prioritariamente de 
investigación. 
Sí (primera 
categoría 
permanente de 
la carrera 
académica).   
Su uso requiere 
que el candidato 
aspirante a la 
plaza haya sido 
objeto de una 
evaluación 
externa (ANECA 
o agencias 
regionales de 
evaluación). 
Profesor 
Titular de 
Universidad 
(PTU) 
Funciona
rial 
Permanente (con 
una duración 
indefinida) y a 
tiempo completo. 
Contratar y/o 
promocionar a doctores, 
que acrediten una sólida  
experiencia investigadora 
y docente, para el 
desarrollo pleno de tareas 
docentes e 
investigadoras. 
Sí (primera 
categoría 
permanente 
funcionarial –
empleo 
garantizado de 
por vida- de la 
carrera 
académica, y 
segunda figura 
contractual más 
relevante).   
Su uso requiere 
que el candidato 
aspirante a la 
plaza haya sido 
objeto de una 
evaluación 
externa (ANECA 
o agencias 
regionales de 
evaluación). 
Catedrático 
de 
Universidad 
(CU) 
Funciona
rial 
Permanente (con 
una duración 
indefinida) y a 
tiempo completo. 
Contratar y/o 
promocionar a doctores, 
que acrediten una 
experiencia investigadora 
y docente consolidada, 
para el desarrollo pleno 
de tareas docentes e 
investigadoras.  
No, es la 
máxima 
categoría 
académica a la 
que puede 
aspirarse 
(categoría 
permanente 
funcionarial –
empleo 
garantizado de 
por vida-).   
Su uso requiere 
que el candidato 
aspirante a la 
plaza haya sido 
objeto de una 
evaluación 
externa (ANECA 
o agencias 
regionales de 
evaluación). 
Los aspirantes, 
deben ostentar 
la categoría de 
PTU, o al menos 
acreditar la 
condición de 
doctor durante 
al menos ocho 
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años de 
antigüedad. 
Otras figuras de contratación del personal investigador133 (aplicables por las universidades siempre que sean 
perceptoras de fondos cuyo destino incluya la contratación de RRHH de investigación, o para el desarrollo de sus 
programas propios de I+D+i.): 
Personal 
Investigador 
Predoctoral 
en 
Formación 
(PIF) 
Laboral Temporal (con 
una duración 
comprendida 
entre uno y cinco 
años) y a tiempo 
completo. 
Contratar a personas 
recién tituladas (Grado o 
Máster) que estén 
inscritos en un programa 
de doctorado  para que se 
inicien y se formen en la 
actividad investigadora, y 
realicen tareas de 
investigación.  
No (categoría 
base en la 
carrera 
investigadora).   
No requiere 
evaluación 
externa.  
 
Investigador 
contratado 
(modalidad 
contractual 
de acceso al 
Sistema 
Español de 
Ciencia, 
Tecnología e 
Innovación 
(ISECTi) 
Laboral Temporal (con 
una duración no 
inferior a 1 año, ni 
superior a 5) y a 
tiempo completo. 
Contratar a doctores que 
tengan una considerable 
experiencia  investigadora 
para la realización de 
tareas de investigación, 
orientadas al 
perfeccionamiento y 
especialización 
profesional, y en 
definitiva a la 
consolidación de su 
experiencia profesional. 
Adicionalmente, pueden 
prestar colaboraciones 
complementarias en 
tareas docentes 
relacionadas con su 
actividad investigadora, 
hasta un máximo de 80h 
anuales. 
No, en estricto 
sentido 
(categoría inicial 
en la carrera 
investigadora).   
No requiere 
evaluación 
externa.  
 
Investigador 
distinguido 
(ID)  
Laboral Temporal (con la 
duración que se 
acuerde entre las 
partes) y a tiempo 
completo. 
Contratar a investigadores 
doctores de reconocido 
prestigio en el ámbito 
científico-técnico, 
españoles o extranjeros, 
para la realización de 
actividades de 
investigación o la 
dirección de equipos de 
personal investigador, 
centros de investigación, 
instalaciones y programas 
científicos y tecnológicos 
singulares de gran 
relevancia en cualquiera 
de los ámbitos de 
conocimiento, en el 
marco de las funciones y 
objetivos previstos por las 
organizaciones 
empleadoras.   
No, en estricto 
sentido. 
Su uso no 
requiere la 
evaluación 
externa. 
 
 
133 No se incluyen aquí otras opciones de contratación y reclutamiento del personal investigador, que, aun siendo importantes 
para las universidades; se utilizan única y exclusivamente al amparo de programas externos de financiación (o cofinanciación) de 
RRHH de investigación (e.g. Programa Ramón y Cajal, Juan de la Cierva), incluidos generalmente dentro del Plan Nacional de I+D+i 
(e.g. Sanz-Menéndez et al., 2002; Sanz-Menéndez, 2007). 
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Cómo se ha descrito anteriormente y como puede observarse en dicha tabla, de las diez 
figuras contractuales principales, seis de ellas confieren una autonomía considerable en lo que 
a contratación y selección de personal se refiere. Es decir, las universidades públicas en España 
solo disponen de figuras contractuales, relativamente singulares, como las de PAs, PA, PV, PIF, 
ISECTI e ID para reclutar y/o contratar PDI controlando134 todo el proceso de contratación y 
selección.  
En el caso de la figura de Profesor Asociado, solo permite la incorporación de profesionales 
ajenos a la Universidad con unos niveles salariales poco atractivos que limitan su aplicabilidad. 
Las figuras de Profesor Ayudante y Personal Investigador en Formación solo permiten el 
reclutamiento de graduados interesados en completar su formación universitaria y/o iniciarse 
en la profesión académica, lo que restringe su aplicabilidad a la parte baja de la carrera 
académica (reclutamiento por abajo o de bases). 
Las figuras de Investigador contratado de incorporación al Sistema Español de Ciencia, 
Tecnología e Innovación o la de Investigador Distinguido, apenas han sido implementadas 
dado el escaso desarrollo que ha tenido la LCTI/2011, y además son de aplicación siempre que 
sean financiadas a partir de fondos que contemplen la contratación de RRHH para la 
investigación, o dentro de los programas propios de I+D+i de las universidades, que 
generalmente suelen concentrarse más en la financiación y cofinanciación de contratos 
predoctorales. 
Así, y pese al potencial que presenta la figura de Investigador Distinguido, actualmente es la 
figura de Profesor Visitante la que ofrece mayor discrecionalidad a las universidades135, 
especialmente en aquellos casos en dónde las organizaciones sindicales no han intervenido, 
fijando, por ejemplo, topes salariales u otras restricciones a la contratación.  
Las peculiaridades mencionadas (ver tabla 6.1) en cada una de estas figuras contractuales, es 
precisamente lo que las convierte en insuficientes para que las universidades públicas 
españolas puedan atraer talento científico y competir internacionalmente con otras 
universidades del entorno internacional en los mercados académicos laborales. 
 
Otra peculiaridad que puede observarse en el contexto español, especialmente si se considera 
en perspectiva internacional, es que la normativa vigente no contempla ninguna figura 
contractual que pueda aplicar el conocido como modelo tenure track, un sistema que permite 
la contratación de personal por un período de tiempo prefijado (que generalmente suele ser 
de 3 a 5 años), en el que el candidato seleccionado experimenta un período de prueba tras el 
que es evaluado, y de cuyo resultado depende su promoción a una posición contractual de 
 
134 Con ello nos referimos a que la contratación de PDI bajo dichas figuras contractuales no requiere la actuación de ninguna 
agencia de evaluación externa, en tanto que los aspirantes a las plazas académicas no necesitan obtener ninguna evaluación 
positiva de su parte, ni ninguna acreditación de calidad, lo que permite a las universidades (y por ende a los departamentos y/o 
facultades) definir y establecer con gran libertad tanto los procedimientos de selección que rigen los concursos de contratación, 
como los criterios de selección que pueden adoptarse según las prioridades y objetivos específicos definidos por los órganos de 
gobierno universitario y/o por las élites científicas. 
 
135 La Estadística de Personal de las UUPP, que facilita cada curso académico el Ministerio de Educación, nos adentra en la realidad 
interna de las universidades ofreciendo un desglose de sus plantillas de personal académico por categorías o figuras contractuales. 
Si se observan las estadísticas de los últimos años, puede observarse un incremento del uso de la figura de Profesor Visitante, 
especialmente en determinadas universidades que presentan un perfil estratégico y organizativo similar (UCIIIM y UPF).  
Ello ha sido denunciado por ciertos sectores sindicales que consideran abusivo un uso generalizado de la figura de Profesor 
Visitante en estas universidades.  
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carácter indefinido. Pese no estar contemplada en la legislación vigente, y como se verá en el 
apartado siguiente, en algunas universidades y en algunas comunidades autónomas se han 
desarrollado algunas experiencias piloto, aunque de manera incipiente.    
 
Por otro lado, un aspecto relevante dentro del ámbito de la organización y administración de 
los RRHH de las universidades, es el que tiene que ver con cómo está distribuido el proceso de 
toma de decisión en la contratación y/o reclutamiento de PDI, es decir, que actores, internos y 
externos, intervienen y de qué forma136.  
Hasta el estallido de la crisis, las universidades apenas sufrían injerencia alguna del Estado (del 
gobierno central y/o de los gobiernos regionales) para decidir cuantas plazas de PDI podían 
convocar o abrir a concurso (provisión de plazas vacantes). Es decir, las universidades públicas 
apenas encontraban resistencia (ni interna, ni externa) para incorporar a nuevo personal 
académico o para promocionarlo más allá de los límites presupuestarios, poco controlados 
generalmente por las autoridades gubernamentales regionales.  
En un entorno relativamente desregularizado y/o descontrolado, las universidades, amparadas 
siempre en el principio de autonomía universitaria; solo informaban a los órganos de 
coordinación universitaria, y justificaban superficialmente ante las autoridades regionales sus 
decisiones relativas a la política de personal, esgrimiendo criterios técnicos de `necesidades 
docentes´ que los gobiernos regionales aceptaban, sin apenas contrastar, siempre y cuando no 
excediesen los límites de gasto establecidos en la partida de personal que incluían sus 
presupuestos anuales, que además de ser negociados con los gobiernos regionales, se 
sometían a los debidos controles financieros y presupuestarios. 
Ello explica por qué muchas universidades han experimentado un sobredimensionamiento de 
sus plantillas de PDI a lo largo de las últimas décadas, incomprensible en momentos de 
aminoración del número de alumnos matriculados en las universidades, tal y como 
concluyeron Cruz-Castro & Sanz-Menéndez en un trabajo publicado en 2015 (pp. 112-119). 
La aprobación en 2012 de un paquete estatal de medidas orientadas a la reducción del déficit 
público en las Administraciones Públicas españolas, ha limitado considerablemente la política 
interna de RRHH de las universidades públicas, afectando a los procesos de promoción y 
estabilización del personal, el pago de retribuciones salariales adicionales, o la contratación de 
nuevo personal. La medida más drástica, la fijación de un tope137 en la tasa de recambio y/o 
 
136 Tal y como afirma Fumasoli (2015), la relevancia que tienen las políticas de personal en las organizaciones académicas las 
convierte en una dimensión fundamental dentro de los análisis de gobernanza universitaria, naturaleza organizativa y/o liderazgo 
y poder en las universidades. Es decir, conocer el alcance y las formas de poder que tienen las distintas estructuras de gobernanza 
universitaria para gestionar y administrar su personal académico resulta una cuestión fundamental para investigadores y analistas 
interesados en los estudios de educación superior y organizaciones universitarias. 
137 El RDL 14/2012 de medidas urgentes de racionalización del gasto público en el ámbito educativo (más conocido como `el 
Decreto Wert´), incluía entre sus medidas una limitación a la tasa de reposición del empleo público, por sustitución de las bajas 
causadas por jubilaciones, variable según qué ámbito del sector público fuese. En el ámbito de la educación superior, ello ha 
supuesto prácticamente una total suspensión de la apertura de plazas de PDI funcionario ya que solo se han cubierto el 10% de las 
bajas por jubilaciones y siempre bajo la autorización de las autoridades regionales, y un control más exhaustivo, por parte de los 
gobiernos regionales y del Ministerio de Hacienda y Función Pública, del resto de plazas ofertadas -de nuevo ingreso, pero 
también de promoción-. Según el último informe publicado por la CRUE (2016: 75): “la aplicación de la tasa de reposición a partir 
de su aprobación en abril del 2012, ha afectado decisivamente a la cualificación profesional de las plantillas universitarias de 
profesorado, reduciéndose por la vía de la jubilación en 1.499 la presencia de catedráticos y titulares de universidad, e impidiendo 
la promoción de más de 5.000 profesores acreditados para el acceso a estas categorías profesionales. Como consecuencia, el perfil 
profesional que a finales del año 2014 presentan las plantillas universitarias de profesorado es, tanto cuantitativa como 
cualitativamente, muy similar al que ofrecían a finales del año 2006”. 
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renovación de personal ha supuesto un freno a la expansión de las plantillas de PDI en las 
universidades.  
Adicionalmente, y dentro de un proceso integral de contención del gasto público, que ha 
significado una reducción de la financiación pública destinada a educación superior e I+D+i, las 
comunidades autónomas han incrementado los procesos y los mecanismos de control de 
carácter presupuestario, financiero y político sobre las universidades.  
Ahora se les exige una  mayor transparencia y una mejor planificación (e.g. ahora es 
generalizada la publicación de una convocatoria de empleo público para cada Universidad y 
por curso académico) en materia de política de personal (especialmente en el caso del laboral, 
que es sobre el que las CCAA ejercen más competencias), buscando, en definitiva, una 
racionalización organizativa y una limitación al endeudamiento financiero de las universidades 
mediante la implementación obligatoria de una política de equilibrio presupuestario138 de las 
operaciones no financieras. 
 
Estas limitaciones relativas a la reposición de plazas vacantes, han afectado de manera diferente a las universidades públicas en 
función de la antigüedad de sus respectivas plantillas de PDI, e independientemente de cuál sea su nivel de suficiencia financiera. 
Por ello, el gasto de personal liquidado en los presupuestos de las universidades es heterogéneo y dispar, sin que sus responsables 
hayan podido ejercer capacidad de decisión al respecto.  
Lo anterior tiene una relevancia mayor si se tiene en cuenta la dinámica que tradicionalmente ha imperado en las universidades 
españolas: cuando un profesor permanente (y especialmente si tenía el estatus de funcionario) deja su institución, su posición 
causa una baja para el departamento en el que está inscrito, lo que exige nuevas rondas de negociaciones con las autoridades y 
volver a competir con otras unidades de la Universidad para que le asignen una nueva plaza académica que supla la vacante.  
Ello, agravado por las lógicas, ya mencionadas, de distribución de la autoridad, crea en palabras de Cruz-Castro & Sanz-Menéndez 
(2015) “ciertas presiones para que los departamentos apoyen y recompensen a `candidatos leales´, que posiblemente se verán 
menos tentados a marcharse de su institución; lo que minimiza el riesgo de que los departamentos pierdan posiciones y/o RRHH 
que son difíciles de reemplazar”. Esto supone una explicación sólida a un fenómeno como la endogamia académica, 
históricamente ligado a la Universidad española. 
Adicionalmente, el polémico RD, también introdujo una medida de reordenación de la carga docente del PDI contratado 
permanente -laboral y funcionario- que vino a actualizar la normativa obsoleta existente hasta entonces, y lo más importante, que 
dotó a las autoridades universitarias -en sus niveles organizacionales superior e inferior- de un poderoso instrumento de 
evaluación, pero también de control, del desempeño docente e investigador del PDI. Sin embargo, han sido muchas las voces 
críticas que han criticado a dicha normativa por identificar la acreditación de un mínimo de sexenios en concepto de productividad 
investigadora como único elemento reductor de la capacidad productiva en el desempeño docente del PDI.  
Se haga la interpretación que se haga, dicha regulación ha alterado los planes de ordenación docente de las universidades 
públicas, otorgándole una fuente de legitimidad a los directores de los departamentos y/o a los vicerrectores de ordenación 
académica y personal para aplicar aquella doctrina, crecientemente extendida en el seno de la Universidad, de que imparta un 
mayor número de créditos de docencia todo aquel PDI que no acredite resultados óptimos y/o suficientes en investigación: `quién 
no investigue, que dé más clases´. Sobre esto, hay opiniones diversas entre los distintos colectivos sociales que integran la 
Universidad.  
Hernández-Armenteros & Pérez-García (2014: 16 y ss.), discrepan de la finalidad de la medida, cuando argumentan que “las 
consecuencias de la aplicación de este cambio en contabilizar las necesidades de profesorado atendiendo al desempeño de las 
funciones docentes e investigadoras están permitiendo, no sólo mitigar las reducciones de capacidad derivadas de la aplicación de 
la tasa de reposición del 10% de las personas que acceden a la jubilación, sino también ajustar el gasto de personal por la vía de la 
cancelación de contratos en el colectivo de PDI asociado, que se ha disparado con la crisis económica; aunque ello pueda tener 
consecuencias en el desempeño de la investigación, que, a medio plazo, verá empobrecer sus resultados”. Convencidos de ello, 
estos autores afirman que precisamente ha sido la reducción del gasto de personal -más de 500 millones de €uros en el año 2012 
con relación al año 2010-, lo que realmente ha compensado la minoración de la financiación pública autonómica. 
En cualquier caso, y como ejemplo ilustrativo de cómo las universidades responden a las regulaciones que se hacen desde el poder 
político (presiones institucionales), la implantación de esta instrucción ha sido bastante dispar entre las universidades y/o entre los 
departamentos, ya que cómo afirman algunos de sus responsables depende mucho de la relación que exista entre la carga 
docente que posee un departamento y el volumen de PDI del que disponga, pero también de la voluntad de los responsables que 
coordinan la ordenación académica. 
 
138 A través de otra modificación de la LOMLOU/2007, el ya mencionado RDL 14/2012 alinea los comportamientos presupuestarios 
de las universidades públicas con las exigencias de equilibrios en sus cuentas. Adicionalmente, la Ley Orgánica 2/2012 de 
Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera, fija procedimientos de intervención de las autoridades autonómicas cuando 
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No obstante, la decisión relevante de crear u abrir una plaza de PDI dentro de una Universidad 
pública sigue siendo competencia exclusiva de sus estructuras de administración y gobierno 
universitario. 
 
Desde el punto de vista organizativo interno, el diseño de la política de personal y, también, la 
administración de los RRHH adquiere una gran complejidad ya que involucra a diversos 
órganos de gobierno universitario y estructuras localizados en los distintos niveles 
organizativos internos. Por ejemplo, la creación de una nueva posición/plaza de PDI 
permanente tiene que ser aprobada por la administración y gobierno de la Universidad 
después de un complejo proceso político que involucra en una negociación multinivel a 
diferentes estructuras organizativas -rectorado, gerencia, departamentos, facultades, 
representantes sindicales de los trabajadores, etc.- que se ven envueltos en una feroz 
competición dónde están en juego los recursos humanos, los recursos más valiosos para las 
organizaciones científicas y académicas. 
Generalmente, el  Consejo de Gobierno es el órgano responsable que decide la convocatoria 
de plazas de PDI (sean en la modalidad de contratación laboral o de los CDU), sobre la 
propuesta que hace el Rector, el Vicerrectorado de Profesorado/Ordenación Académica o la 
Comisión competente (Comisión de Profesorado, Personal académico, Docencia e 
investigación), atendiendo previamente la solicitud que hacen los departamentos (Consejos de 
Departamentos y/o Comisiones académicas de los departamentos) y/o los centros (Juntas de 
Facultad) en base a la existencia de necesidades docentes y/o de investigación o sobre las 
solicitudes de dotación de plazas de promoción o estabilización que hacen los candidatos 
internos acreditados. Las diferencias entre universidades pueden hallarse en el carácter más 
centralizado o descentralizado que presente dicho proceso, y en la naturaleza más o menos 
participativa que adquiere la toma de decisiones (número de comisiones involucradas y 
actores integrados en ellas, capacidad de influencia de los sindicatos, etc.).  
Una vez que la autoridad central universitaria aprueba la provisión de una plaza de PDI 
permanente a un departamento específico139, es éste quién controla, a través de su Consejo de 
Departamento y/o a través de su Comisión de Contratación/selección; el proceso de 
contratación de personal porque de ellos depende la decisión final mediante la que se elige al 
candidato definitivo para la plaza vacante, así como la gestión de la carrera académica.  
Los departamentos e institutos de investigación (y los consejos de departamentos como 
órganos de dirección propios), unidades organizativas a las que se adscriben los profesores e 
investigadores, tienen, no obstante, una capacidad limitada para gestionar a su personal 
académico. Por ejemplo, tienen autonomía para la creación de plazas de PDI con carácter 
temporal, pero reducida en el caso de plazas permanentes, una competencia altamente 
centralizada en el nivel superior del gobierno universitario. Desde una perspectiva integral, los 
departamentos e institutos no tienen capacidad y/o autonomía para gestionar sus RRHH, lo 
 
los responsables institucionales incurran en déficits y eludan aplicar las medidas que se detallan en el articulado modificado de la 
LOMLOU.  
 
139 Cabe recordar, no obstante, que las autoridades centrales de las universidades no siempre proveen plazas a los departamentos, 
sino que a veces, especialmente en contextos de restricción de recursos, éstas son provistas por áreas de conocimiento y/o por 
disciplinas académicas. 
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que dificulta el diseño de estrategias y la consecución de objetivos colectivos en el nivel 
organizativo básico de las universidades.  
Por último, y en relación a un elemento primordial dentro de la esfera de dirección de los 
RRHH como son los salarios, en España, las retribuciones salariales del profesorado 
universitario son fijadas por el gobierno central y los gobiernos regionales. Específicamente, y 
para el caso de las figuras contractuales con estatus funcionarial (ver tabla 6.1), las 
retribuciones salariales son fijadas por el gobierno central sobre la base de reglas burocráticas. 
Mientras que, para las figuras contractuales en régimen laboral, las retribuciones salariales son 
competencia de los gobiernos regionales, generalmente sobre la base de reglas burocráticas, 
aunque con un mayor margen para la fijación de criterios semiprivados o de mercado.  
Dentro de las figuras contractuales laborales descritas en las páginas anteriores, las figuras de 
PV, ISECTI e ID son las únicas que escapan de la regulación externa140, proporcionando una 
mayor autonomía salarial a sus organizaciones empleadoras, que, no obstante, tienen que 
negociar internamente con los distintos actores involucrados en el gobierno universitario 
(estructuras de gobierno, representantes sindicales, gerencia, etc.). 
Lo anterior deja a las universidades, y a sus autoridades localizadas en los niveles organizativos 
superior e inferior, un escaso margen de discrecionalidad para la negociación salarial en las 
distintas etapas de la contratación de PDI (atracción, reclutamiento, selección y promoción), ya 
que las condiciones regulatorias vigentes limitan claramente la capacidad negociadora de sus 
responsables de RRHH, puesto que restringe la posibilidad de utilizar los salarios como 
incentivos para incorporar a nuevo personal, o para estimular a profesorado ya contratado. 
Adicionalmente, el fuerte arraigo de la tradición burocrática en un sistema de gobernanza 
universitaria claramente inspirado en el modelo napoleónico francés (ver capítulo tres), la 
fortaleza de los sindicatos141 como grupos de presión dentro (puesto que trabajadores, 
afiliados sindicales, participan como representantes colectivos -comités de empresa- en las 
 
140 Ello, como se verá en el apartado siguiente, conduce a diferencias entre universidades. Estrictamente, hay que matizar que la 
legislación vigente (LCTI/2011 por ej.), y por ende el legislador, refuerza la tradicional preferencia por la modalidad de 
contratación de PDI en régimen funcionarial cuando otorga privilegios de naturaleza salarial (que son generalmente extensibles a 
otros aspectos de la organización del trabajo en el ámbito universitario -e.g. licencias, permisos, acceso a los complementos 
retributivos adicionales vinculados al desempeño investigador -sexenios de investigación- y docente -quinquenios docentes-, 
acceso a puestos de responsabilidad en la administración y gobierno universitario, etc.- pese al avance de las negociaciones 
colectivas que han producido convenios colectivos laborales muy garantistas para el PDI contratado laboral) al PDI con estatus de 
funcionario. Así, por ejemplo, la LCTI (2011) expone claramente en su articulado que “los investigadores contratados mediante la 
modalidad de acceso al Sistema Español de Ciencia, Tecnología e Innovación, se les aplicará unas retribuciones que, en su caso, 
serán fijadas por el órgano competente y dentro de los límites establecidos por las leyes de presupuestos, sin que en ningún caso 
les sea de aplicación el modelo retributivo establecido para el personal investigador funcionario” (art. 22).  
En virtud de lo anterior, tan solo las modalidades de Profesor Visitante y de Investigador Distinguido permiten a las organizaciones 
académicas empleadoras una relativa discrecionalidad para negociar su estructura salarial. Aunque, esto nuevamente puede 
variar entre universidades y entre regiones, dependiendo de lo establecido en sus estatutos y reglamentos internos, y en los 
convenios regionales de PDI laboral respectivamente. 
 
141 En las sucesivas entrevistas realizadas durante el proceso de recogida de datos, a vicerrectores de universidades públicas y a 
responsables regionales de política universitaria, muchos de los entrevistados señalaron a los representantes sindicales del PDI de 
las universidades (comités de empresa) como una barrera para el cambio organizativo. La defensa a ultranza de planteamientos de 
trato homogéneo e igualitario a todo el colectivo de trabajadores y el consiguiente rechazo a medidas de incentivación vinculadas 
al rendimiento, por conducir a una diferenciación de la fuerza laboral académica que consideran injusta e ineficaz en el seno de las 
AAPP, han obstaculizado en algunas universidades públicas, por ejemplo, la introducción de complementes salariales propios 
vinculados al desempeño, la fijación de recompensas académicas (reducciones de la carga académica docente) para el PDI con 
mayor desempeño investigador, o la introducción de medidas de reconocimiento al PDI que acredita resultados destacados en 
investigación. 
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distintas estructuras y procesos decisionales -ej. proponiendo y eligiendo a algunos de los 
miembros que forman parte de las comisiones de contratación de personal) y fuera142 de las 
universidades (puesto que los distintos agentes sociales están presentes en las distintas 
negociaciones políticas que afectan a los empleados públicos, además de ser consultados en el 
transcurso de las reformas legislativas), y la falta de voluntad (y quizá valentía) de muchos 
responsables de gobierno universitario han impedido cualquier avance en este ámbito. 
 
Todo lo anterior es utilizado por ciertas voces críticas e inconformistas con el actual modelo de 
Universidad existente en España para defender que en las universidades públicas españolas no 
existe como tal, en el riguroso y estricto sentido que adquiere el concepto, una dirección real 
de los RRHH (menos aún estratégica), es decir, que las organizaciones académicas públicas 
españolas carecen de una política interna de RRHH que adquiera una racionalidad organizativa 
y que sea diseñada estratégicamente con el fin de culminar objetivos colectivos. 
 
3. Las políticas universitarias regionales como presiones institucionales. Su influencia 
sobre las estructuras de relaciones laborales y las prácticas organizativas de RRHH de 
las universidades: los sistemas universitarios de Andalucía y Cataluña. 
 
Desde una perspectiva institucionalista, las acciones y las prácticas organizativas de las 
universidades están legitimadas y configuradas por las conexiones e interdependencias que 
tienen con otros actores e instituciones de su entorno (Gornitzka et al., 2007; Olsen, 2009). 
Adicionalmente, las universidades, como organizaciones institucionalizadas que son, se 
encuentran imbuidas de los valores y las lógicas institucionales que predominan en sus 
entornos. Por ello, su capacidad de resiliencia o adaptabilidad a dichas influencias externas 
 
142 Por ejemplo, en el caso del PDI contratado en régimen laboral, las universidades públicas negocian con las organizaciones 
sindicales que tienen representación social dentro de sus estructuras decisionales (normalmente UGT y CCOO que son los 
sindicatos con representación mayoritaria), unos convenios colectivos laborales en dónde se regulan y establecen las relaciones de 
prestación de servicios entre las UUPP y el PDI contrato laboral en las mismas.  
En el proceso de negociación y elaboración de dicho convenio, el gobierno regional (representado generalmente por la Consejería 
o Dirección regional competente en educación superior, ciencia e innovación) suele estar presente, aunque generalmente ejerce 
un rol neutral y/o mediador entre las dos partes -las universidades como organizaciones empleadoras y los sindicatos como 
representante de los trabajadores-, velando, no obstante, que se adecúe a la normativa vigente y que no suponga ningún exceso 
presupuestario, teniendo en cuenta que las principales fuentes de financiación universitaria proceden del sector público, siendo 
canalizadas principalmente mediante las transferencias corrientes que les realizan los gobiernos de sus CCAA.   
Lo anterior adquiere su máximo sentido si se tiene en cuenta que el convenio colectivo del PDI contratado laboral de las UUPP 
suele incluir aspectos básicos relativos a la organización del trabajo en las organizaciones académicas: modalidades de 
contratación y su régimen laboral de aplicación, régimen de incompatibilidades, provisión de plazas, promoción y carrera 
académica, jornada laboral, vacaciones, licencias y permisos, formación, estructura salarial y jubilación. No obstante, el contenido 
puede presentar un carácter más extensivo y reglamentario o menos prescriptivo según acuerden las partes, y dado que su ámbito 
de aplicación es territorial, puede variar entre CCAA. En el apartado siguiente veremos como así ocurre en los casos de Andalucía y 
Cataluña, en dónde se observan importantes hechos diferenciales que, de facto, no solo impactan en las prácticas organizativas de 
RRHH de sus universidades y en las condiciones estructurales de contratación de personal (e.g. retribuciones salariales), sino que 
también crean entre universidades diferencias organizativas en el ámbito de la administración y organización de los RRHH, puesto 
que moldean sus capacidades organizativas -en materia de discrecionalidad y autonomía de personal- y condicionan, en definitiva, 
su actorhood. Sirva como adelanto que, en el caso de Andalucía, por ejemplo, y en contraste al caso catalán; aspectos relativos a la 
promoción y a la carrera académica sí que son regulados por convenio a diferencia de lo que ocurre en Cataluña, en dónde cada 
una de las universidades es quién propiamente define su modelo de promoción académica y/o establece aquellos aspectos 
relativos a la carrera académica del PDI contratado laboral. En definitiva, y tratándose de una dimensión fundamental de la política 
interna de RRHH que tienen las universidades, lo anterior dota a las universidades públicas catalanas de una autonomía 
organizativa mayor que la que tienen las universidades públicas andaluzas. 
260 
 
 
(presiones institucionales) ha de ser analizada considerando sus estructuras distintivas, rutinas, 
prácticas organizativas e identidades (Fumasoli & Stensaker, 2013). 
La premisa con la que nace esta investigación es precisamente que el rediseño institucional o 
la introducción de marcos regulatorios innovadores (ya sean de aplicación general al ámbito de 
la educación superior y la ciencia; o de carácter específico en lo relativo a la esfera de los 
RRHH) en el entorno regional de las universidades públicas españolas, puede haber modificado 
y/o redefinido sus políticas internas de RRHH, o al menos sus prácticas organizativas en este 
campo, con la única finalidad de culminar sus estrategias organizativas.  
Por ejemplo, si un gobierno regional impulsa un programa de cofinanciación orientado a la 
contratación de PDI internacional, o desarrolla una figura contractual flexible para la atracción 
y/o reclutamiento de talento científico internacional, cabe esperar un uso mayoritario de estos 
instrumentos en aquellas universidades con un perfil organizativo más internacionalizado, o 
más orientadas a la excelencia académica; universidades, en definitiva, preocupadas por 
reclutar a investigadores brillantes con experiencia internacional, y/u obsesionadas con 
mejorar su posicionamiento competitivo en rankings internacionales académicos. Otro 
ejemplo, si un gobierno regional promueve un sistema de financiación universitaria en el que 
la financiación por objetivos y/o resultados -en actividades docentes y de investigación- 
representa una parte importante de los recursos totales que reciben las universidades, cabría 
esperar que las universidades de dicha región (o al menos las más dinámicas) impulsasen 
internamente sistemas de incentivos colectivos -a sus departamentos y/o a sus grupos de 
investigación- o individuales -a sus profesores e investigadores-, ya sean simbólicos o 
materiales, para la mejora de sus resultados en docencia e investigación, lo que 
consiguientemente implicaría una mayor recaudación de fondos públicos. 
 
Las políticas de personal, por su parte, han sido analizadas en la literatura especializada en 
organizaciones (e.g. Aldrich & Ruef, 2006) sobre la base de tres componentes principales: 
reclutamiento, incentivación y recompensa, y sistemas de control.  
El reclutamiento de personal académico es un proceso que, en el imaginario ideal, comprende 
diversas etapas (Musselin, 2005): la necesidad de cubrir una posición o plaza vacante y su 
definición, la preparación de la convocatoria competitiva (oferta o concurso de empleo), la 
evaluación y selección de los candidatos, y la negociación de las condiciones laborales con los 
finalistas seleccionados.  
El proceso de reclutamiento de personal constituye, por tanto, una práctica organizativa 
dentro de las organizaciones académicas (Fumasoli, 2015) con patrones de acción claramente 
interdependientes (e.g. las universidades y sus departamentos de RRHH han de recibir 
candidatos aspirantes143 que hayan aplicado a una oferta de empleo para poder evaluar y 
 
143 Esto, que puede parecer obvio, no siempre se produce: y de hecho suele ocurrir muchas veces, y no debido a causas aleatorias 
o fortuitas. En el caso español, y especialmente en el caso de aquellas universidades (y/o departamentos) con mayor propensión a 
reclutar candidatos internos y/o locales (es decir, más endogámicas) en sus procesos de contratación, a menudo y pese ser 
teóricamente abiertos y competitivos, concurren pocos candidatos (especialmente de procedencia externa) -cuando no lo hace un 
candidato de forma aislada- sabedores de las escasas posibilidades que tienen de que su candidatura prospere. Es decir, y en el 
caso por ejemplo de plazas de promoción, una práctica habitual en algunos departamentos es que si existen diversos candidatos 
`promocionables´ (acreditados, por ejemplo, a una determinada categoría académica) que pueden presentarse a una plaza 
vacante, y están listeados (como se verá a continuación, es práctica habitual de algunas universidades disponer de un listado de 
candidatos ordenados en base a diversos criterios, siendo el más común la fecha de acreditación), no suelen participar en los 
concursos convocados dentro de sus departamentos “hasta el momento en el que toque, para no incumplir el pacto de no agresión 
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seleccionar al candidato más adecuado al puesto). Estos patrones son colectivamente 
reconocidos entre pares -directores de departamentos, profesores, expertos externos, etc.- 
(profesionales académicos y resto de miembros de la comunidad universitaria), quienes 
contribuyen a su desarrollo y comparten la comprensión y entendimiento de la racionalidad 
que suscribe a dicha práctica organizativa (Feldman & Pentland, 2004). 
Los sistemas de incentivos y recompensas actúan como importantes mecanismos para que las 
organizaciones académicas puedan atraer talento académico, y puedan así reclutar a los 
mejores profesores e investigadores, facilitando asimismo la retención de sus recursos 
humanos más valiosos. Las universidades suelen hacer uso de esquemas de incentivos, que 
normalmente suelen variar según su naturaleza (Aldrich & Ruef, 2006): material (e.g. 
complementos salariales o bonuses, infraestructuras científico-técnicas como laboratorios, 
equipos materiales, y RRHH académicos y técnicos de apoyo), simbólica (e.g. reputación), e 
identitario (e.g. sentimiento de pertenencia personal y/o profesional).  
Por último, la creación de sistemas de control y rutinas actúan como mecanismos de 
protección para las estructuras internas y dotan de coherencia y consistencia a sus 
organizaciones. En el ámbito de las organizaciones académicas, los procedimientos 
relacionados con los sistemas de control y recompensas son la evaluación del desempeño 
docente e investigador y el control de las tareas y actividades ordinarias derivadas del trabajo 
académico. El control de las actividades principales que desarrollan los profesionales 
académicos puede ser realizado formalmente, basado en la conformidad con procedimientos 
fundamentados y reglas escritas; a través de la cultura por pares, y la socialización informal del 
staff; y profesionalmente, mediante normas interiorizadas y educación formal recibida en el 
acceso a la carrera profesional. 
A este respecto, Fumasoli (2015) reconoce que, aunque, el control profesional que 
tradicionalmente ha ejercido la academia dentro de las organizaciones universitarias ha sido 
prominente; el fortalecimiento de las lógicas gerencialistas y administrativas podrían estar 
reequilibrando el balance entre las distintas fuerzas. 
 
Precisamente, y en relación con esto último, en el marco de las reformas universitarias que 
están implementándose en muchos de los sistemas europeos de educación superior, una 
tendencia generalizada está siendo la introducción de instrumentos y mecanismos inspirados 
en el nuevo gerencialismo (Paradeise et al., 2009), en un intento por explorar nuevos modelos 
de política de educación superior. En España, esta tendencia es más evidente en algunos de los 
sistemas regionales de educación superior que se han desarrollado en las últimas décadas al 
albor de la descentralización territorial que ha tenido lugar en el ámbito político-
administrativo.  
Vinculando lo anterior a la cuestión específica de los RRHH, en este trabajo se diferencian 
entre dos lógicas institucionales competitivas que pueden estar impactando en las políticas y 
en las prácticas organizativas de RRHH de las universidades: la lógica institucional burocrático-
profesional y la lógica institucional del gerencialismo adaptativo.  
 
que existe entre compañeros del mismo departamento” (esta afirmación ha sido literalmente extraída de una conversación 
informal, mantenida en el transcurso de esta investigación, con un profesor permanente laboral de una Universidad pública 
española, acreditado a una categoría académica superior y listeado en un listado de acreditados promocionables). 
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La primera de ellas está inspirada en el paradigma de la racionalidad burocrático-
administrativa (las universidades, entendidas como organizaciones burocrático-profesionales), 
sosteniendo una organización y administración de los RRHH académicos claramente 
influenciada por los principios y patrones burocrático-profesionales y colegiales de la profesión 
académica. 
Dentro de esta lógica, y en el marco de las relaciones laborales, los responsables de gobierno 
universitario (y sus departamentos de RRHH) muestran una política de personal conservadora 
y cerrada a cualquier innovación organizativa que pueda modificar las estructuras de autoridad 
preexistentes, las cuales garantizan las expectativas de los académicos en la consecución de las 
plazas académicas. Esta lógica institucional prima el uso de figuras contractuales con estatus 
funcionarial sobre el resto de las figuras contractuales laborales. 
Así, y dentro del caso español, la contratación en régimen laboral es un instrumento que forma 
parte del propio proceso de promoción como una fase intermedia necesaria para el acceso a 
categorías funcionariales y para la culminación de la carrera académica (que al ser la 
funcionarial, sería única y continua). Por lo que el uso de categorías académicas permanentes 
funcionariales, que en muchas ocasiones proporcionan poder y autonomía a las élites 
académicas, sería el dominante dentro de las estructuras de relaciones laborales de las 
universidades. 
Por último, y en consonancia con culturas académicas, todavía hoy, predominantes, esta lógica 
no avala el uso de mecanismos de incentivación inspirados en lógicas institucionales de 
mercado, ni el uso de sistemas de control que extralimiten los procesos tradicionales de 
evaluación y control que realizan los académicos entre ellos -por pares-, por ser considerados 
como un fuente de perversión de las identidades académicas y un avance en el proceso de 
mercantilización de la ciencia y el capitalismo académico. 
La segunda, en cambio, recibe la influencia del paradigma de la Nueva Gestión Pública -NGP en 
adelante- (las universidades, entendidas como organizaciones potencialmente transformables 
en actores estratégicos) al sostener una organización y administración de los RRHH académicos 
claramente influenciada por los principios del nuevo gerencialismo y la filosofía de la NGP que 
entiende que las organizaciones dependientes del sector público, no solo deben atender a los 
criterios tradicionalmente defendidos en el paradigma burocrático-administrativo (e.g. 
sometimiento a la ley), sino que deben ser ampliados a otros exigidos al resto de 
organizaciones (e.g. transparencia, responsabilidad y rendimiento de cuentas, eficiencia, etc.). 
Dentro de esta lógica, y en el marco de las relaciones laborales, los responsables de gobierno 
universitario (y sus departamentos de RRHH) muestran una política de personal 
transformadora y abierta a cualquier innovación organizativa que pueda mejorar la 
administración y organización de sus RRHH, y con ello, su desempeño organizativo.  
Esta lógica institucional prima el uso de figuras contractuales laborales sobre las figuras 
contractuales con estatus funcionarial, buscando así una gestión más dinámica y flexible. 
Así, y dentro del contexto español, ello promueve la existencia de una carrera académica dual 
que integra a la funcionarial y a la laboral –temporal o indefinido-, mostrando predilección por 
esta última. El uso combinado de categorías académicas laborales permanentes y temporales, 
que conceden mayores niveles de flexibilidad estratégica (laboral) a los responsables de las 
universidades, sería predominante dentro de las estructuras de relaciones laborales de las 
universidades. 
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Por último, esta lógica es favorable al uso de mecanismos de incentivación y sistemas 
individualizados de control y evaluación del rendimiento de los profesionales, que promuevan 
una mejora de los niveles internos de competición y eficiencia.  
 
Cabe recordar que su contexto de aplicación es en universidades dependientes del sector 
público, lo que, referido al ámbito de la educación superior, exige ciertas matizaciones. En la 
esfera pública, en general, las relaciones de empleo (o relaciones laborales) están 
experimentando ciertas transformaciones en sus patrones estructurales, en las que están 
incorporando determinados elementos característicos del sector privado (Weert & Van Vucht 
Tijssen, 1999).  
Dentro del ámbito de la educación superior, el marco de relaciones laborales tradicionalmente 
ha distinguido dos tipos principales: la relación funcionarial o de servicio público, y la relación 
privada, cada una de ellas con su correspondiente estatus laboral. En el primer tipo, el 
personal académico presenta un estatus legal de funcionario público, lo que convierte a su 
relación laboral en una relación de servicio público y no en una contractual, en sentido 
estricto, que es asimismo regulada según los preceptos del derecho público. Esta es el tipo de 
relación laboral que predomina en la mayoría de los sistemas europeos universitarios144: los 
profesores universitarios son funcionarios públicos cuya actuación se rige por un marco 
regulatorio similar o idéntico al que tienen otros empleados públicos que prestan servicios 
dentro de las AAPP. Es decir, su poder, privilegios, y condiciones laborales son protegidos por 
el derecho constitucional y/o administrativo (Neave & Rhoades, 1987). 
Los dos tipos de relaciones laborales difieren en la forma en la que los términos y las 
condiciones de servicio son determinadas. En la relación funcionarial, éstas son 
unilateralmente fijadas sobre la base fundamental de que el personal académico funcionario 
ha de ser leal al Estado como retorno de la seguridad laboral que su puesto le provee -
normalmente de por vida-. En la relación contractual, las obligaciones sustanciales del personal 
académico suelen ser establecidas de forma bilateral entre los representantes de los 
trabajadores (sindicatos) y las organizaciones empleadoras, sobre una base individualizada, o, 
como frecuentemente ocurre, mediante la negociación de convenios colectivos entre ambas 
partes. 
En estrecha relación con esto, la literatura especializada en educación superior (e.g. Weert & 
Van Vucht Tijssen, 1999) ha destacado dos importantes transformaciones dentro de la esfera 
de la organización y administración de los RRHH académicos: a) la cambiante composición de 
las estructuras de RRHH académicas en las universidades; y b) un cambio progresivo de la 
autoridad competente en la dirección de los RRHH. 
En relación con la primera, y debido a los recortes presupuestarios, las fluctuaciones de las 
matriculaciones de los estudiantes, y las reorganizaciones internas, las universidades han 
huido de los riesgos (y/o desequilibrios) financieros haciendo un uso mayor de las categorías 
 
144 El profesorado universitario con estatus de funcionario ha sido el predominante en los sistemas continentales de educación 
superior (e.g. Alemania: Beambte; Francia: fonctionnaires; o España: funcionarios) frente al sistema tenure-track que ha sido el 
predominante en el sistema universitario anglosajón. Ello es parcialmente explicado por el hecho de que las instituciones de 
educación superior de los países anglosajones, si bien son financiadas, en gran parte, a partir de recursos públicos, no son 
formalmente instituciones del Estado, y por ende, presentan un carácter no gubernamental. Ello dota a sus profesores de un 
estatus legal de empleado, en el que sus condiciones laborales están reguladas en contratos laborales regulados según los 
preceptos del derecho privado.  
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de empleo temporal a la hora de contratar a nuevo personal. En algunos países el número de 
contrataciones a tiempo parcial se han expandido progresivamente, en detrimento de las 
tradicionales contrataciones permanentes a tiempo completo. En otros países, la proporción 
de personal académico no permanente es, actualmente, de un quinto respecto el total de 
profesorado (Farnham, 1999). Como consecuencia de las rigideces y las implicaciones legales, 
el sistema de contratación permanente -tenure system- (especialmente cuando ocurre sobre la 
base de un estatus de funcionario público) está en el punto de mira. 
Todos estos cambios en las estructuras de empleo académico están propiciando lo que 
Farnham (1999: 28) ha llamado la ´flexiUniversidad´: una organización empleadora en la que 
un grupo central de profesionales académicos (cada vez más reducido) mantienen un estatus 
laboral permanente, seguro y estable, y relativamente bien remunerado; y una (cada vez más 
extensa) masa `invisible´ de profesorado constituida por grupos periféricos de docentes e 
investigadores contratados bajo unas condiciones laborales, generalmente, precarias, que les 
proporcionan inseguridad, bajos salarios, y una carga de trabajo que suele estar limitada a la 
docencia y la instrucción, lo que limita su capacidad de realizar investigación, y por ende 
impide progresar en su carrera académica.  
Esta división interna entre el personal contratado permanente y el personal contratado 
temporal produce, generalmente, una segmentación dentro de la profesión académica que es 
cada vez más severa (Weert & Van Vucht Tijssen, 1999). 
En relación con la segunda transformación, antes mencionada, las constantes demandadas de 
un mayor rendimiento de cuentas, la competición global y la búsqueda generalizada de la 
eficiencia han ido mermando progresivamente el poder de los departamentos como 
subunidades básicas organizativas en las universidades, en favor de esquemas de organización 
y gobierno más centralizados y de tendencia más gerencialista, que nuevamente reciben la 
influencia de los sistemas de gobierno universitario predominantes en el entorno anglosajón. 
Para algunos autores, estas transformaciones representan, sin más, una modernización de las 
relaciones laborales de las organizaciones académicas; que ha de ser comprendida como una 
relativa adaptación a las tendencias de mercado que, como organizaciones empleadoras, les 
permite una gestión de sus instituciones como corporaciones más flexibles. Esta flexibilidad, 
palabra tabú para muchos colectivos y grupos sociales, incluye una liberalización de las reglas 
que gobiernan los procesos de reclutamiento y selección del profesorado, de los contratos 
personales mediante los que los académicos prestan sus servicios, y una progresiva abolición 
del estatus de funcionario dentro del personal académico. 
En resumen, todo este debate forma parte del actual argumentario ideológico que reclama 
una transformación organizativa de las universidades para que adopten un perfil más 
emprendedor y adaptativo a las dinámicas y exigencias del mercado. Esto, es precisamente lo 
que lo vincula al fenómeno de investigación aquí abordado.  
 
Como ya se anunció en la introducción previa, este capítulo tiene como objetivo explorar y 
analizar si las prácticas organizativas y patrones de comportamiento (y en definitiva las 
respuestas organizativas) que tienen las universidades dentro del ámbito de los RRHH 
académicos están influenciadas y/o condicionadas por las presiones institucionales derivadas 
de las políticas universitarias y científicas -instrumentos y programas- que impulsan los 
gobiernos.  
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Concretamente este trabajo centra su atención en el análisis de las estructuras de relaciones 
laborales que se observan en las universidades, y sus divergencias a lo largo del tiempo; y en el 
análisis de la heterogeneidad en las prácticas organizativas de RRHH de las universidades, 
explorando en último término cómo ambas dimensiones son institucionalmente configuradas 
a través de las políticas. 
Este análisis exploratorio toma a España como caso de estudio por constituir un buen caso de 
estudio para el fenómeno que nos ocupa. El progresivo proceso de descentralización 
(federalización) competencial que, a lo largo de las últimas décadas, ha experimentado el 
Estado español en favor de las autonomías ha favorecido el desarrollo e implementación de 
una diversidad de políticas públicas a nivel regional. En el ámbito de la educación superior, y 
como ya se ha resumido en el apartado previo, la Ley Orgánica de Universidades de 2001 
(LOU/2001) concedió por primera vez a las comunidades autónomas la posibilidad de 
desarrollar sus propias regulaciones en materia de universidades, así como instrumentos 
específicos de contratación, incrementando la capacidad de intervención en el ámbito de la 
gestión de los RRHH y del empleo dentro de las universidades. 
Este proceso ha introducido elementos de diferenciación y diversificación de un Sistema 
Universitario tradicionalmente homogéneo, que ha llevado a que se hable más bien de 
Sistemas Regionales de Educación Superior. Por ello, el caso español nos va a permitir adoptar 
una estrategia de análisis comparativo y de análisis del impacto de las políticas cuasi 
experimental. 
La aproximación analítica de este trabajo va a hacerse mediante una comparación dinámica 
espacio-temporal (Gerring & McDermott, 2007) que incluye un diseño de comparación de 
casos cuasi experimental (Cook & Campbell, 1979; Cook et al., 1979; Cook et al., 1990; Cook, 
2015). 
La estrategia comparativa adoptada toma como referencia dos sistemas universitarios 
regionales similares en dimensiones como el tamaño, las condiciones regulatorias o las 
políticas, en un mismo estadio temporal (t0) en el que se observan tipos de prácticas de RRHH 
similares y cuyo elemento diferencial reside en que uno de los sistemas universitarios 
regionales permanece orientado a la transformación del modelo de organización y 
administración de los RRHH académicos, y de las estrategias de contratación de las 
universidades, y el otro permanece inmóvil o estático. En cada región, las prácticas 
organizacionales de RRHH de las universidades son comparadas en los dos momentos 
diferentes del tiempo: antes y después de la implementación de las políticas (t0 y t1 
respectivamente).  
Los dos sistemas universitarios regionales que se analizan comparativamente son los de 
Andalucía y Cataluña: los gobiernos autonómicos de estas dos regiones aprobaron, en 2003, 
sus propios marcos legislativos regionales en materia de educación superior, aunque con 
propuestas e instrumentos de política pública (presiones institucionales) muy diferentes para 
sus universidades. En el ámbito específico de los RRHH, Cataluña, por ejemplo, promovió 
nuevas figuras contractuales laborales permanentes, que venían a instaurar un marco de 
relaciones laborales alternativo a de la carrera académica funcionarial. 
Hay que advertir que este trabajo no aborda la cuestión de por qué algunas regiones sí han 
desarrollado un nuevo marco regulatorio propio y diferenciado en el ámbito de la política de 
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RRHH que impulse un cambio de trayectoria en el ámbito de la gestión y contratación de RRHH 
de las universidades, y otras regiones sí. 
Los resultados esperados apuntan a la existencia de una diferenciación interregional entre las 
prácticas de contratación que presentan los conglomerados regionales de universidades y una 
homogeneización intrarregional de las prácticas organizativas de empleo y contratación que 
presentan los conglomerados regionales de universidades. Es decir, se espera observar una 
estructura de relaciones laborales similar u homogénea en universidades de una misma región, 
acompañada posiblemente de patrones comunes en sus prácticas organizativas de 
administración de sus RRHH académicos, y diferenciada entre universidades de distintas 
regiones. 
Para ello, se analizan una muestra representativa de las universidades públicas de sus 
territorios (las mismas que se seleccionaron para el análisis de los capítulos cinco y siete), con 
objeto de explorar si sus estructuras de relaciones laborales y sus prácticas organizativas de 
RRHH están alineadas con la lógica institucional dominante que se observa en la política 
regional -de educación superior y ciencia- impulsada en su territorio, lo que dependiendo de la 
evidencia empírica resultante nos permitirá afirmar si las políticas públicas de estas regiones 
son un factor determinante o no del comportamiento organizativo de sus universidades 
públicas en el ámbito de los RRHH.   
Desde el punto de vista metodológico, este capítulo usa una triangulación de métodos y 
técnicas, en tanto que combina información cuantitativa y cualitativa, y una diversidad de 
fuentes de datos para abordar empíricamente las variables de interés. Por un lado, el análisis, 
a nivel macro (por regiones y por universidades) de las estructuras de las relaciones laborales 
académicas se realiza a partir de fuentes secundarias (datos del MEC y de los portales de 
transparencia de las universidades). Por otro lado, el análisis, a nivel micro, de las prácticas 
organizativas de las universidades en el ámbito de la organización y administración de los 
RRHH académicos se realiza a partir de los datos primarios recogidos en el transcurso de la 
investigación predoctoral (entrevistas a vicerrectores y directores generales de universidades, 
responsables de política universitaria, y representantes sectoriales -universidades e 
investigación- de las principales organizaciones sindicales -CCOO y UGT-) y a partir de fuentes 
documentales (estatutos, reglamentos en materia de política de personal, memorias 
organizativas, planes estratégicos, convocatorias de empleo, etc.) consultadas. 
Por último, este capítulo utiliza algunos de los datos recolectados en la encuesta realizada 
entre marzo y junio de 2015, en el marco del proyecto nacional que ha financiado esta 
investigación, a más de 4.000 profesores de universidades públicas españolas, con objeto de 
validar y comparar divergencias en los patrones culturales e identitarios (creencias y valores 
respecto a la organización y administración de los RRHH en el ámbito universitario) del 
profesorado vinculado a universidades de los dos sistemas de educación superior que aquí se 
analizan. 
 
3.1. Los sistemas universitarios de Andalucía y Cataluña en el contexto de un sistema 
de educación superior altamente descentralizado como el español: un análisis 
exploratorio de sus marcos regulatorios de política universitaria y científica.  
Desde que en 1986 se iniciase el proceso de transferencia competencial en materia de 
educación universitaria a las CCAA (ver gráfico que aparece a continuación), el cual ha sido 
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progresivo y paulatino puesto que se ha extendido temporalmente hasta mediados de la 
década de los noventa, la descentralización de la educación superior en España, de forma 
similar a lo que ha sucedido en el plano político y administrativo; ha alcanzado niveles 
máximos hasta el punto de alterar la tradicional homogeneidad que ha presentado el Sistema 
Universitario Español: en la actualidad no parece preciso hablar de la existencia de un único 
Sistema Universitario en todo el territorio español, sino más bien de diecisiete sistemas 
regionales de educación superior, entre los que existen muchas comunalidades, pero también 
divergencias territoriales. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Especialmente desde el año 2001, cuando la LOU confirió a los gobiernos autonómicos la 
potestad para desarrollar legislativamente sus marcos propios de regulación en materia de 
educación superior, han comenzado a observarse ciertas divergencias entre las distintas 
comunidades autónomas tanto a nivel de resultados como de procesos, que en último término 
podrían estar asociadas a como se ha gestionado el proceso de devolución competencial. 
Por ejemplo, y en la esfera particular de los RRHH, la literatura previa ha constatado 
diferencias regionales en aspectos relativos a las condiciones salariales o de los complementos 
retributivos del personal académico (Vaquero, 2005), los sistemas de acceso a las plazas de 
profesorado (Galán et al., 2014), o la eficiencia y/o productividad investigadora (Casani et al., 
2012). 
 
En este trabajo, se toman como referencia los sistemas universitarios de Andalucía y Cataluña, 
dos sistemas universitarios regionales similares en dimensiones estructurales como el tamaño 
o la competencia y/o el pluralismo académico-científico, aunque ciertamente diferentes 
cuando se analiza su desempeño, y también algunas de las condiciones regulatorias o las 
políticas por las que se rigen sus universidades, como podrá verse a continuación. 
Antes de entrar a analizar las condiciones regulatorias más destacadas que pueden 
encontrarse en ambos sistemas, resulta necesario introducir algunas de las dimensiones 
estructurales que los caracterizan. 
 
En el plano estructural, las comunidades autónomas de Andalucía y Cataluña presentan unos 
sistemas universitarios altamente dinámicos y pluralistas desde el punto de vista científico-
académico, en dónde diversas universidades, de titularidad pública y privada, compiten entre 
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ellas (a menudo, junto a otras organizaciones científicas) por recursos -humanos y materiales-: 
el sistema universitario andaluz está integrado por un total de once universidades145 (10 
públicas y una privada), mientras que el sistema universitario catalán está compuesto de un 
total de doce146 (7 de titularidad pública y 4 de titularidad privada). 
El objeto de este apartado es abordar algunas de las condiciones regulatorias más destacadas 
que pueden encontrarse en ambos sistemas, profundizando aquellas estrictamente 
relacionadas (directa o transversalmente) con la esfera de dirección y administración de los 
RRHH.  
Como ya se ha comentado en este capítulo, debido principalmente a que las sucesivas 
reformas legislativas introducidas en la última década (LOU/2001 y LOMLOU/2007) instaron a 
los gobiernos autonómicos con competencias en materia de universidades al desarrollo 
legislativo de muchos de sus apartados, comunidades autónomas como Cataluña (LUC  
1/2003), Andalucía (LAU 15/2003 y TRLAU 2013), País Vasco (LSUV 3/2004) o Valencia (LSUV 
4/2007) han optado paulatinamente por acometer reformas legislativas totales, elaborando 
leyes regionales universitarias que regulan ampliamente diversos aspectos (ej. estructura y 
organización, gobierno, regulación económica y financiera, comunidad universitaria, etc.). 
Otras147 en cambio, han optado por ir acometiendo reformas legislativas parciales. 
Por tanto, y en el caso de los sistemas universitarios que nos ocupan, las leyes regionales 
relativas al sistema de educación superior y ciencia representan la base central del entorno 
regulatorio objeto de análisis.  
 
145 De las once universidades, nueve son públicas presenciales (Universidad de Almería -UAL-, Universidad de Cádiz -UCA-, 
Universidad de Córdoba -UCO-, Universidad de Granada -UGR-, Universidad de Huelva -UHU-, Universidad de Jaén -UJA-, 
Universidad Pablo de Olavide -UPO-, y Universidad de Sevilla -US-), una es pública no presencial (Universidad Internacional de 
Andalucía -UNIA), y otra es privada presencial (Universidad Loyola de Andalucía -ULA). Según los últimos datos publicados por el 
MEC (2016), correspondientes al curso académico 2015-2016, la Comunidad Autónoma de Andalucía cuenta con un total de 34 
campuses universitarios y 21 sedes. Adicionalmente, y en lo relativo a cómo se organizan estructuralmente, las universidades 
(presenciales) de este territorio están organizadas en 159 facultades o centros (de los cuales 143 son propios y 16 adscritos), 535 
departamentos, 55 institutos universitarios de investigación, 13 escuelas de doctorado, 9 hospitales universitarios y 9 fundaciones 
universitarias. 
 
146 De las doce universidades, siete son públicas presenciales (Universitat Autonoma de Barcelona -UAB-, Universitat de Barcelona 
-UB-, Universitat de Girona -UdG-, Universitat de Lleida -UdL-, Universitat Politecnica de Catalunya -UPC-, Universitat Pompeu 
Fabra -UPF-, Universitat Rovira i Virgili -URV-), tres son privadas presenciales (Universitat de Vic-Universitat Central de Catalunya -
UVC-, Universitat Ramon Llull -URL-, y Universitat Abat Oliba CEU -UBO-) y otra privada no presencial (Universitat Oberta de 
Catalunya -UOC-). Según los últimos datos publicados por el MEC (2016), correspondientes al curso académico 2015-2016, la 
Comunidad Autónoma de Cataluña cuenta con un total de 49 campuses universitarios y 7 sedes. Adicionalmente, y en lo relativo a 
cómo se organizan estructuralmente, las universidades (presenciales) de este territorio están organizadas en 164 facultades o 
centros (de los cuales 114 son propios y 50 adscritos), 367 departamentos, 75 institutos universitarios de investigación, 3 escuelas 
de doctorado, y 13 fundaciones universitarias. 
 
147 Madrid, curiosamente, no ha actuado como una comunidad `early-adopter´, y diez años después de la aprobación de la 
LOMLOU/2007, no dispone aún de un marco regulatorio propio en el ámbito universitario. Desde inicios del año 2017, el gobierno 
regional de C. Cifuentes ha impulsado un proceso de elaboración de un marco legislativo integral propio para las universidades de 
la región madrileña. Tal proceso legislativo, que tiene como objetivo final la promulgación de la denominada Ley para el Espacio 
Madrileño de Educación Superior (LEMES) está inmersa en un intenso proceso de discusión y debate entre los distintos actores –
internos y externos- que conforman la gobernanza de la educación superior de dicha región.  
El anteproyecto de dicha ley puede consultarse en el siguiente enlace web: www.uah.es/es/tablon-
anuncios/index.html?cevento=12152. El actual Director General de Universidades, J. M. Torralba, analiza en una entrevista al 
diario Madridiario.es algunas de las claves de dicho proyecto de modernización del espacio universitario madrileño: 
www.madridiario.es/439882/jose-manuel-torralba-ley-universidades . La reforma universitaria madrileña ha sido presentada en la 
prensa, como una legislación claramente inspirada en el modelo catalán de educación superior y ciencia 
(https://elpais.com/ccaa/2017/09/15/madrid/1505505959_557239.html) (enlaces webs consultados: 19/09/2017).  
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En el caso de Andalucía, el sistema regional de educación superior y ciencia se rige por lo 
dispuesto normativamente en dos principales fuentes jurídicas: la Ley Andaluza de 
Universidades (LAU 15/2003, modificada parcialmente en 2013 – TRLAU/2013) y la Ley 
Andaluza de la Ciencia y el Conocimiento (LACC 16/2007). 
Desde un punto de vista general de sus contenidos, la Ley Andaluza de Universidades (2003), 
reformulada con posterioridad (2013), supone una traslación básica de los contenidos que se 
desarrollan en el marco regulatorio nacional de universidades, ya visto en el capítulo cuarto de 
este monográfico, lo que ha promovido un entorno regulatorio escasamente diferenciado del 
que existe en el ámbito estatal.  
Un primer elemento de diferenciación fue la creación en 2003 al amparo de dicha ley, de una 
agencia regional de acreditación148, en la misma línea que otras comunidades autónomas. Esta 
institución es el organismo competente de la gestión y evaluación de la calidad de las 
universidades andaluzas, y gestiona los procedimientos de acreditación para las categorías 
académicas generales laborales (PAD y PCD), los cuales establecen unos requisitos (para la 
acreditación) que, como se detallará a continuación, son sustancialmente diferentes a los que 
utiliza la agencia regional catalana (AQU), al poner un menor énfasis en la evaluación de la 
actividad investigadora (entre el 50-55% según la categoría) y un mayor énfasis en la 
evaluación de la actividad docente, además de una mayor consideración de otros elementos 
como la gestión o la experiencia profesional externa del profesorado, que parecen ser menos 
exigentes que los que recoge la propia ANECA. 
 
La gobernanza regional de la educación superior (universidades públicas) y la I+D+i 
(organismos públicos de investigación) pivota alrededor de la Consejería149 y su respectiva 
Secretaría competente en educación superior e investigación, como máximas autoridades 
públicas responsables de la dirección, gestión y coordinación de la política pública universitaria 
y científica en la región. La labor ejercida por dichas estructuras políticas-administrativas es 
 
148 Originariamente, se creó bajo el nombre de Agencia Andaluza de Evaluación de la Calidad y la Acreditación Universitaria, hasta 
que en 2011 fuese renombrada como Agencia Andaluza del Conocimiento. Integrada dentro de la Consejería de Economía y 
Conocimiento de la Junta de Andalucía, puede consultarse inf ormación relativa a ella en la siguiente dirección web: 
http://deva.aac.es/. A la Agencia le corresponden “las competencias de evaluación y acreditación de las actividades universitarias; 
y de fomento, gestión, evaluación y acreditación de las actividades de investigación, desarrollo e innovación entre los agentes del 
Sistema Andaluz del Conocimiento. Le corresponde también prestar servicios para la tramitación y ejecución de programas y 
actuaciones vinculadas a la formación avanzada, al fomento de la innovación o a programas de formación de universitarios y 
universitarias en otras regiones y países. Asimismo, le corresponde el fomento de la innovación tecnológica en Andalucía, 
transfiriendo conocimiento a través de los Agentes del Conocimiento y de la participación de las empresas y de dichos Agentes en 
los programas I+D+I de la Unión Europea”. Como agencia, goza de independencia en el ejercicio de sus funciones de dirección, 
coordinación y gestión de las siguientes áreas: a) Área de Evaluación y Acreditación Universitaria y b) Área de Evaluación de 
Investigación, Desarrollo e Innovación (I+D+I). Sus actuaciones, resultados de evaluaciones y otros datos pueden ser consultados 
en su web institucional: http://deva.aac.es/?id=memorias (consultado: 18/01/2018).  
 
149 En Andalucía, y al igual que ha ocurrido en el ámbito del gobierno central, las competencias relativas a la educación superior, la 
ciencia y la innovación, se han integrado en diferentes departamentos o consejerías, desde que el gobierno regional asumiese 
dichas competencias. En sus orígenes, estaban integradas dentro de la Consejería de Educación y Ciencia; pasando posteriormente 
a ser segregadas de la competencia relativa a Educación general e integradas junto a Economía e Innovación, dentro de la 
Consejería de Innovación, Ciencia y Empresa (y/o Empleo). Tras la última remodelación gubernamental promovida por el gobierno 
de Susana Díaz, estas competencias son asumidas en la Consejería de Economía y Conocimiento.  
Dicha evolución, que pudiera parecer intrascendente, ha venido asociada a un cambio paulatino emergido en el continente 
europeo y la emergencia de la llamada sociedad del conocimiento, y las sucesivas estrategias y planes aprobados por las 
instituciones europeas para vincular más estrechamente las universidades, la investigación y el desarrollo al desarrollo económico, 
el bienestar social y el progreso. 
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complementada por la Agencia Andaluza del Conocimiento (AAC) que es el órgano responsable 
de la evaluación y acreditación del sistema andaluz de conocimiento. 
Las diez universidades públicas, y sus gobiernos rectorales, han actuado generalmente con una 
única voz dentro de la Asociación de Universidades Públicas de Andalucía (AUPA)150, que, 
desde su creación en 2008, e históricamente se ha comportado como una entidad 
institucionalmente mucho más débil que algunas de sus homólogas, tanto a nivel estatal 
(CRUE, que también incluye a las universidades privadas) o regional (ACUP en Cataluña, 
CRUMA en Madrid o RUVID en Valencia).  
 
Desde el punto de vista de la acción política, el gobierno regional de la Comunidad Autónoma 
de Andalucía ha utilizado como principales instrumentos de política pública en materia de 
educación superior e I+D+i, el llamado Plan Andaluz de Investigación e Innovación (PAIDI), la 
ley regional anual de presupuestos de Andalucía y el programa plurianual de financiación de 
las universidades públicas (el primero en el período 2002-2006, y el segundo entre 2007-2011, 
actualmente prorrogado).  
A lo anterior, pueden ser añadidos algunos programas destacados de naturaleza más 
específica como son el programa Talentia151, un programa de becas que ahora sí que aparece 
 
150 Basta con observar la información y apariencia de su página institucional (www.aupa.info) para comprobar la escasa relevancia 
que los rectores y rectoras de las universidades públicas andaluzas han concedido a esta alianza estratégica de promoción de la 
marca andaluza de educación superior y de defensa de los intereses de las universidades de la región. Una posible hipótesis 
explicativa, podría ser la existencia de unas relaciones de cordialidad y fraternidad entre las autoridades políticas que han 
gobernado la región (distintos gobiernos del PSOE-A) y las autoridades rectorales que han dirigido las universidades públicas, pese 
a las históricas denuncias (al menos mediáticas) de infrafinanciación que han venido reclamando. Esta buena sintonía entre el 
poder político regional y el liderazgo organizacional de las universidades podría haber amortiguado la necesidad de establecer una 
coalición o lobby de intereses convergentes que hiciera frente a las instituciones de poder establecidas en San Telmo.  
Sea como fuere, esta asociación tiene como fines principales: a) la promoción, gestión y desarrollo de la educación superior en 
Andalucía; b) el fomento de la cooperación entre las universidades andaluzas, españolas y extranjeras, así como con las diferentes 
Administraciones y poderes públicos andaluces, españoles y extranjeros, y con las personas físicas y jurídicas que le ayuden al 
mejor desarrollo de sus actividades; c) la potenciación de la participación de las universidades en la configuración de una sociedad 
del conocimiento sin fronteras; d) el refuerzo de la proyección social de la Universidad y del compromiso de las universidades con 
la sociedad; e) el incremento de la cohesión de las universidades y el estrechamiento de contactos entre las respectivas 
comunidades universitarias, con respeto de sus singularidades; y f) la defensa de las posiciones de interés común a las 
universidades y a las comunidades universitarias que justifican su existencia, para su transmisión a los poderes públicos y a la 
sociedad. 
A todo ello, ha de sumarse que las universidades públicas de esta región parecen haber confiado este rol de promoción y 
marketing del Sistema Universitario Andaluz a la propia Junta de Andalucía, quién a través de la Secretaría General de 
Universidades e Investigación, ha asumido este rol de forma proactiva y dinámica. Ello puede verse en el portal web creado para 
ello: https://universidadespublicasandalucia.es (consultado: 12/01/2018). 
 
151 Talentia es un programa de movilidad internacional de la Consejería de Economía y Conocimiento de la Junta de Andalucía 
(www.juntadeandalucia.es/economiainnovacionyciencia/talentia/, enlace web consultado: 25/09/2017) dirigido a titulados 
universitarios andaluces, o vinculados a Andalucía, que desean mejorar su formación en el extranjero, pero también orientado a 
potenciar la internacionalización de los investigadores y académicos vinculados a entidades del sistema andaluz científico y de 
educación superior. La finalidad de este programa, en sus líneas principales, es doble, por un lado, promover la movilidad 
académica y profesional de los titulados universitarios, y por otro lado, persigue además que, tras la realización de dichos 
programas de formación avanzada, sus beneficiarios retornen a su región a poner en práctica sus conocimientos en las 
universidades, centros de investigación, empresas o a través del emprendimiento (la condición de retorno es una obligación de 
todo beneficiario que está perfectamente reglada en las bases del programa, y para ello se han reforzado medidas para favorecer 
el retorno a Andalucía de los beneficiarios, reconociendo como retorno su incorporación a grupos de investigación de cualquier 
agente del Sistema Andaluz del Conocimiento).  
Este programa financia formación de posgrado en todas sus modalidades: másteres, de investigación y/o profesionales; MBAs; y 
doctorados con la mención internacional (cotutela entre universidades públicas andaluzas y universidades extranjeras) en 
instituciones internacionales de educación superior de máximo prestigio y reputación 
(www.juntadeandalucia.es/economiainnovacionyciencia/talentia/?q=node/159).  
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integrado dentro del PAIDI 2016-2020, al incluir adicionalmente una línea de apoyo152 a 
investigadores predoctorales (financiación de contratos predoctorales para la formación de 
personal investigador en formación y financiación de estancias de movilidad predoctoral). 
Además, el programa Talentia incluye otras dos modalidades, `Talentia postdoc´ y `Talentia 
Hub´: un programa de movilidad internacional dirigido a personal investigador con experiencia, 
que desee desarrollar actuaciones en el ámbito de la investigación internacional avanzada a 
través de una entidad agregada a un Campus de Excelencia Internacional con sede en 
Andalucía y registrada. 
El Plan Andaluz de Investigación, Desarrollo e Innovación (PAIDI153) es el principal instrumento 
de programación, coordinación, dinamización y evaluación de la política científica de la Junta 
de Andalucía en su región, el que, en definitiva, diseña y establece la estrategia científica de los 
distintos agentes públicos de conocimiento existentes en la región. Desde que en 1984 viese la 
luz el primer programa regional de Política Científica y hasta la actualidad, tres han sido los 
planes integrales de investigación en Andalucía: el Plan de Desarrollo e Innovación Tecnológica 
(PLADIT), el primer PAIDI (2007-2013) y el vigente PAIDI (2016-2020). 
Desde sus orígenes, sus principales ámbitos de actuación han estado enfocados al crecimiento 
(en lo que se refiere a producción científica) y mejora de la calidad de la investigación científica 
que desarrollan las universidades y centros de investigación de la región; un incremento de la 
competitividad en los procesos de captación de fondos en programas competitivos nacionales 
e internacionales; la consolidación de los grupos de investigación como unidades básicas de 
generación de conocimiento en las universidades y en los OPIs (hasta haber alcanzado la cifra 
de más de 2.500 grupos integrados por más de 30.000 investigadores); un avance de la 
eficiencia en el uso de los recursos públicos destinados a investigación; el fomento de las 
actividades de transferencia tecnológica y de la relación Universidad-empresa; y, quizá como 
 
Además de la división del programa en dos líneas específicas de ayudas -Talentia Máster y Talentia Doctorado-, y la incorporación 
de las universidades públicas andaluzas a la gestión de estas ayudas en la línea específica de doctorado, otras novedades pueden 
ser consultadas en las bases de este programa: www.juntadeandalucia.es/economiainnovacionyciencia/talentia/?q=node/15792  
 
152 Específicamente, las universidades públicas andaluzas actúan como entidades contratadoras de los doctorandos a lo largo de 
todo el periodo formativo, incluyendo tanto el periodo de estancia en el extranjero como el que desarrollen en Andalucía. Para 
ello, las universidades reciben la financiación necesaria para poder emplear durante tres años a los beneficiarios. 
 
153 El Plan vigente es el PAIDI 2020 (www.paidi2020.es/la-junta-aprueba-el-plan-andaluz-de-investigacion-desarrollo-e-innovacion-
2020-que-duplicara-la-inversion-anual-en-id/), que asume y resalta la relevancia del conocimiento científico como motor de la 
modernización y del cambio social en Andalucía (una filosofía y/o reconocimiento estratégico de la I+D+i que está presente en la 
última reforma del Estatuto autonómico andaluz). El Plan se estructura en seis objetivos generales, 21 objetivos específicos y un 
total de 81 acciones que se sustentan en cinco ejes: “el fortalecimiento y la reordenación del sistema de I+D+i, tanto a nivel de 
grupo como de infraestructuras; la optimización de la financiación, con el aumento de la inversión privada como clave; una 
gobernanza integradora, basada en la transparencia, la participación y el conocimiento abierto; una economía inteligente del 
conocimiento así como una orientación del mismo a la sociedad, como fin último de toda la estrategia”. Asimismo, “uno de los 
retos fundamentales del plan es el acercamiento de la investigación al tejido productivo, potenciando mecanismos para la óptima 
transferencia del conocimiento y creando un entorno favorable a la innovación que impulse el liderazgo empresarial”. 
Según los datos ofrecidos por el propio gobierno de la Junta de Andalucía, se estima que el actual Plan Andaluz de Investigación, 
Desarrollo e Innovación movilizará un total de 16.700 millones de €uros entre fondos públicos y privados (se prevé que el gasto 
privado suponga el 1% del PIB, unos 1.786 millones; y que junto a la captación de fondos de programas europeos y nacionales, y 
las aportaciones de las universidades andaluzas, el gobierno regional aporte unos 2.200 millones de €uros de fondos propios), en 
un intento por alcanzar una inversión global del 2% del PIB (lo que de facto implicaría cuasi duplicar la inversión anual en I+D+i que 
en 2014 fue del 1,03% del PIB). 
Sus estrategias y fundamentos pueden ser consultados en la siguiente dirección web: www.paidi2020.es/que-es-paidi/ 
(consultado: 07/09/2017). 
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acción más destacada, la financiación de proyectos de investigación, en dónde los criterios de 
excelencia como criterios distributivos se han ido progresivamente consolidando. 
Todo ello enmarcado en unos objetivos generales, muy ambiciosos, de generación y puesta en 
valor del conocimiento, el desarrollo de una cultura emprendedora y de innovación, la 
transferencia del conocimiento y la participación de la empresa privada en la I+D+i. 
Promoviendo, al mismo tiempo, la excelencia científica154 mediante el apoyo a la investigación 
competitiva, de calidad y con una proyección internacional.  
 
En lo que respecta específicamente al ámbito de los RRHH, en la documentación oficial 
consultada, así como en las distintas entrevistas realizadas a altos cargos de la administración 
regional andaluza; los sucesivos gobiernos que han gobernado esta comunidad, han 
descuidado este aspecto fundamental para las organizaciones académicas y científicas, lo que 
podría ser apuntado como factor clave a tener en cuenta para explicar el desigual rendimiento 
y/o la menor competitividad de las universidades públicas andaluzas cuando, por ejemplo, se 
les compara con las catalanas.  
Sin embargo, el último plan regional (PAIDI 2016-2020) ha intentado paliar esta deficiencia con 
la inclusión de algunas acciones específicas encaminadas a mejorar los RRHH académicos, 
científicos y técnicos de universidades y OPIs. Para quienes lo han impulsado, la formación y 
captación de talento es una de las dimensiones clave de este documento. Entre las acciones 
concretas que contemple el PAIDI actual, destaca la apuesta del capital humano, con iniciativas 
como el desarrollo de un programa de retorno al Sistema Andaluz del Conocimiento de 
tecnólogos e investigadores emigrados de la región, que pretender lograr la incorporación de 
7.000 investigadores más al sistema hasta el año 2020. Además, se incluye medidas de apoyo a 
científicos consolidados y a talentos emergentes, así como medidas de fomento de la 
movilidad científico-académica como los programas de estancias en el extranjero. 
 
Sin embargo, y en lo relativo a las modalidades de contratación de PDI, la legislación 
universitaria producida por los legisladores y la administración andaluza, no se ha desarrollado 
ninguna innovación institucional relevante para nuestro objeto de estudio.  
Es decir, pese a que como ya se ha comentado anteriormente, la legislación nacional 
universitaria de 2001 y 2007 ofrecía a universidades y comunidades autónomas la posibilidad 
de utilizar las nuevas modalidades de contratación laboral de carácter temporal (Profesor 
Ayudante Doctor) y de carácter indefinido (Profesor Contratado Doctor) como instrumentos de 
promoción académica finalistas dentro de la carrera académica y no transicionales (como 
antesala de acceso a plazas de los Cuerpos  Docentes Funcionarios), el caso de Andalucía es un 
caso ilustrativo de cómo estas nuevas modalidades de contratación no han sido ni 
políticamente incentivadas ni desarrolladas legislativamente (a diferencia de lo ocurrido en 
Cataluña o el País Vasco) desde las autoridades de esta región. Así, las categorías académicas 
laborales son integradas en las posiciones iniciales/bajas dentro de una carrera académica en 
 
154 Dada la baja competitividad mostrada por las universidades andaluzas en las convocatorias europeas de financiación 
competitiva (programa marco, H2020, ERC), el último PAIDI publicado (2016-2020) hace un especial hincapié no solo en la 
necesidad de impulsar la internacionalización, sino mejorar también los niveles de competitividad de los grupos de investigación 
andaluces en las convocatorias de proyectos internacionales. Una iniciativa emprendida, cuyo efecto es todavía pronto para 
evaluar, ha sido la creación de un sello andaluz de excelencia para proyectos con evaluación sobresaliente, que quizá se han 
quedado en puertas de obtener financiación competitiva, una iniciativa similar a la iniciada por el MINECO hace unos años. 
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la que las máximas categorías tienen la condición de funcionariales, lo que ha terminado 
acentuando la dualidad de la estructura laboral académica, como se verá en el siguiente 
apartado.  
 
Cataluña, por su parte, si bien impulsó la primera ley regional universitaria, la Ley de 
Universidades de Cataluña (LUC 1/2003), sus legisladores y los sucesivos gobiernos regionales 
se han mostrado incapaces155 hasta el momento de desarrollar una legislación propia en 
materia científica, pese a la solidez y estabilidad institucional que históricamente ha mostrado 
en el ámbito de la política de investigación, desarrollo e innovación. Junto a la mencionada ley 
marco, quizá sea relevante destacar el Decreto sobre funciones del Profesorado contratado 
promulgado en 2006, con objeto de desarrollar algunos aspectos contenidos en la ley general. 
Así, y a diferencia de otras comunidades autónomas (como ya se ha dicho de Andalucía) que se 
han limitado a aplicar el marco legislativo estatal o en su caso a adaptarlo ligeramente a sus 
peculiaridades regionales, la administración catalana ha mostrado siempre un rol activo y 
dinámico, no solo en lo que al desarrollo legislativo se refiere sino también en lo relativo a la 
promoción de políticas públicas con las que ha intervenido en las áreas de la educación 
superior y/o la ciencia. 
La Ley Universitaria de Cataluña (2003) introdujo en la región de Cataluña un nuevo entorno 
regulatorio que en muchos aspectos aplicaría importantes novedades institucionales en 
diversos aspectos relativos a la estructura y organización, gobierno o regulación económica 
financiera de las universidades. En el ámbito específico de los RRHH, que es el que afecta a 
nuestro objeto de estudio, el caso de Cataluña constituye un ejemplo de región  dónde se ha 
desarrollado un sistema regional diferenciado de carreras académicas a partir de la figura del 
contratado laboral (PCD), mostrando una clara apuesta por la contratación laboral indefinida 
en detrimento de la contratación por la vía funcionarial, apuesta incluso garantizada 
presupuestariamente con un compromiso de cofinanciación del gobierno regional: “Uno de los 
aspectos más innovadores (del Sistema Universitario Catalán) es la regulación del profesorado 
contratado. Se abre una nueva vía de carrera académica, basada en la contratación laboral, 
que puede ser complementaria o sustitutiva de la funcionarial, pero no menos exigente que 
ésta” (Exposición de motivos, LUC/2003). 
En este nuevo entorno regulatorio, el gobierno regional también ha ido reformulando el rol 
estratégico del Consorcio de Calidad del Sistema Universitario de Cataluña (AQU156) creada en 
 
155  En 2012 fue cuando aparecieron las primeras informaciones en algunos medios de comunicación 
(www.eleconomista.es/catalunya/noticias/3849584/03/12/elsuperlunes/La-Generalitat-impulsa-la-primera-ley-catalana-de-la-
ciencia.html) en relación a la iniciativa legislativa del gobierno regional catalán para promover la primera ley de la ciencia de 
Cataluña que garantizase legislativamente y reforzase su modelo de investigación. En las últimas y trascendentales elecciones 
catalanas que tuvieron lugar en diciembre de 2017, todos los partidos políticos que concurrieron a las mismas, defendieron 
unánimemente la necesidad de impulsar dicho proyecto legislativo para mejorar la eficiencia en la gestión de la investigación, la 
transferencia tecnológica, y garantizar al Personal Docente e Investigador empleado, el desarrollo de una carrera científica estable 
y adecuada al dimensionamiento del sistema (al respecto puede leerse el siguiente artículo aparecido en el diario La Vanguardia: 
www.lavanguardia.com/ciencia/20171215/433642775121/partidos-defienden-ley-ciencia-catalana-elecciones-21d-debate.html). 
(consultado: 13/01/2018). 
 
156 AQU Catalunya tiene su origen en el consorcio Agència per a la Qualitat del Sistema Universitari a Catalunya que, constituida en 
octubre de 1996, se convirtió en la primera agencia de calidad creada en España: ello evidenciaba la importancia que la 
Generalidad de Cataluña otorgaba al control y evaluación de la calidad de su sistema de educación superior y ciencia, siguiendo la 
tendencia emergente en el entorno europeo dentro del ámbito educativo. 
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1996 (Moreso-Mateos, 2016), hasta potenciarla como Agencia de Acreditación competente de 
la administración y coordinación de los procedimientos de acreditación para las categorías 
académicas regionales, procedimientos y requisitos (para la acreditación) que ponen un 
especial énfasis en la investigación científica, y que podrían ser consideradas como un factor 
revulsivo de la sobresaliente capacidad investigadora que poseen los recursos humanos 
académicos de las universidades catalanas. 
 
Desde el punto de vista institucional, y al igual que en Andalucía, la gobernanza regional de la 
educación superior (universidades públicas) y la I+D+i (organismos públicos de investigación) 
pivota alrededor de la Consejería157 y su respectiva Secretaría competente en educación 
superior e investigación, como máximas autoridades públicas responsables de la dirección, 
gestión y coordinación de la política pública universitaria y científica en Cataluña. La labor 
ejercida por dichas estructuras políticas-administrativas es complementada por la Agència per 
a la Qualitat del Sistema Universitari de Catalunya, AQU Cataluña cuyo rol estratégico lo 
convierte en el principal instrumento para la promoción y la evaluación de la calidad en el 
sistema universitario catalán, asumiendo como principales objetivos la evaluación, la 
acreditación y la certificación de la calidad en el ámbito de las universidades y de los centros 
de enseñanza superior de Catalunya (titulaciones, profesorado, centros y servicios). 
Las ocho universidades públicas, y sus gobiernos rectorales, han actuado generalmente con 
una única voz dentro de la Asociación Catalana de Universidades Públicas (ACUP)158, que, 
desde su creación en 2002, se ha comportado como una agregación estratégica altamente 
institucionalizada e integrada, con una entidad y presencia más proactiva e influyente que la 
propia CRUE, si cabe.  
 
Con la aprobación de la LUC en 2003, el consorcio se convirtió en la actual Agencia. La Ley 15/2015 de la Agencia para la Calidad 
del Sistema Universitario de Cataluña, regula formalmente a AQU Catalunya y la fortalece como instrumento principal para la 
mejora del sistema universitario catalán con funciones actualizadas, una estructura más flexible y una mejora del cumplimiento de 
los estándares europeos (con una clara vertiente internacional y con un sistema de nombramiento de su director, de carácter 
abierto y competitivo de libre concurrencia, entre otros). Como agencia independiente, pero vinculada a la Generalidad de 
Cataluña, puede consultarse información relativa a ella en la siguiente dirección web: www.aqu.cat (consultado: 13/01/2018). 
 
157 En Cataluña, y al igual que ha ocurrido en el ámbito del gobierno central y, como se ha descrito ya en Andalucía, las 
competencias relativas a la educación superior, la ciencia y la innovación, se han integrado en diferentes departamentos o 
consejerías, desde que el gobierno regional asumiese dichas competencias. En el caso catalán, y posiblemente influenciados por la 
presencia en el gobierno de un académico de la talla intelectual de Andreu Mas-Collel, que posiblemente deba ser considerado 
como el gran arquitecto institucional del sistema catalán de educación superior y ciencia tal y como lo conocemos hoy; en sus 
orígenes estuvieron integradas dentro de la Consejería de Universidades, Investigación y Sociedad de la Información; pasando 
posteriormente a ser integradas durante la era del tripartito junto a Educación, dentro de la Consejería de Educación y 
Universidades. En los últimos tiempos, estas competencias han sido asumidas por la Consejería de Empresa y Conocimiento.  
 
158 La solidez de la alianza estratégica de las universidades públicas catalanas, institucionalmente formalizada con la creación en 
2002 de la ACUP, es incluso anterior al desarrollo legislativo de la LUC. Creada a iniciativa de las ocho universidades públicas de la 
región, su finalidad principal es ser la voz esencial de las universidades públicas de Catalunya y sumar esfuerzos para promover 
iniciativas, programas y proyectos conjuntos por el bien de la mejora del sistema universitario y para que este constituya un motor 
de desarrollo social, cultural y económico. La Asamblea General es el máximo órgano directivo de la Asociación, cuya presidencia 
recae anualmente y de forma rotatoria preestablecida en los rectores y rectoras de las universidades. Desde el año 2008 se han 
añadido como miembros de la Asamblea General de la Asociación los presidentes y presidentas de los Consejos Sociales o cargos 
equivalentes de las universidades miembro. 
A diferencia del caso andaluz, la promoción del sistema universitario catalán, si bien ha sido promovida por la Generalidad de 
Cataluña, ésta ha delegado gran parte de esta labor a la ACUP que ha hecho una labor encomiable de marketing institucional en 
favor del ecosistema de educación superior de Cataluña, que internacionalmente ha sido proyectado como un espacio de 
excelencia universitaria en el sur de Europa (www.acup.cat/sites/default/files/docs/universities-catalonia-2016.pdf). 
Ésta y otra información pueden consultarse en la siguiente dirección web: www.acup.cat (consultado: 13/01/2018). 
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Desde el punto de vista de la acción política, el gobierno regional de la Comunidad Autónoma 
de Cataluña se ha mostrado muy proactivo e innovador, promoviendo ambiciosos programas 
no solo orientados a las universidades, sino también a los centros de investigación, que han 
actuado como un revulsivo capaz de transformar la realidad académica y científica de la 
región, hasta el punto de constituir actualmente instrumentos ejemplares de política pública 
en materia de educación superior e I+D+i en todo el panorama nacional. 
Posiblemente, la iniciativa de política pública más importante desarrollada por la 
administración pública catalana fue la creación en 2001 de la Institución Catalana de 
Investigación y Estudios Avanzados (ICREA). ICREA, como es comúnmente conocida, es una 
fundación financiada por el gobierno catalán y dirigida por su patronato, que 
organizacionalmente posee amplios márgenes de discrecionalidad decisional e independencia 
de acción, que nació en respuesta a la necesidad de nuevas fórmulas de contratación que 
permitieran competir en igualdad de condiciones con otros sistemas de investigación de 
potencias científicas mundiales, siendo su principal leit motiv la contratación de personal 
científico y académico excelente sobre unas bases y procedimientos abiertos, transparentes y 
estandarizados al entorno internacional: “un espacio protegido para los investigadores. Un 
sistema basado únicamente en el mérito, en la capacidad de liderazgo y la excelencia científica, 
sin las restricciones laborales y administrativas de otros sistemas de contratación” en palabras 
de su actual director, A. Huerta, catedrático de la UPC (LV, 2016). 
Es por ello, que se ha configurado como un extraordinario instrumento para la atracción y 
reclutamiento de talento investigador para el sistema catalán de investigación y educación 
superior, que con el paso del tiempo ha obtenido un reconocimiento de excelencia académica 
a escala mundial: “ser un ICREA es formar parte de una de las comunidades científicas más 
influyentes del mundo. Los investigadores de ICREA pueden desarrollar libremente su 
investigación sin obligaciones docentes ni administrativas.  Están muy bien reconocidos y 
valorados en Cataluña y en el resto del mundo. Para sus instituciones de acogida, son un activo 
importantísimo. Llevan a cabo una investigación independiente y puntera que amplía el 
conocimiento, y de la que se espera que `empuje, estire y sacuda´ el sistema de investigación 
catalán para mejorarlo aún más y hacerlo más visible” (extraído de la web institucional). 
Desde el punto de vista operativo, ICREA es una institución abierta que trabaja estrechamente 
con las universidades catalanas y los centros de investigación de la región (la Junta Directiva o 
Patronato, que es presidida por el consejero de Economía e Investigación, incluye a 
representantes de universidades y centros de investigación), de forma que toda esta plantilla 
de investigadores159 que son contratados laborales permanentes, a quienes se les confiere un 
 
159 ICREA, tras más de quince años de existencia, cuenta según la información disponible en su web (www.icrea.cat) con 258 
investigadores de todos los campos del conocimiento que desarrollan su actividad investigadora en 49 instituciones de la región 
(www.icrea.cat/es/los-icrea). Como podrá verse en el capítulo siguiente, ICREA es posiblemente uno de los factores que mejor 
explican el buen posicionamiento del sistema científico y universitario catalán en indicadores de rendimiento investigador y, 
especialmente, en términos de captación de fondos internacionales para la investigación: según datos de la institución, desde su 
creación en 2001, investigadores ICREA han obtenido en torno 600 millones de €uros en convocatorias de proyectos de I+D+i, y 
han dirigido más de 2500 tesis doctorales. Los sucesivos informes y memorias anuales (www.icrea.cat/es/informe-anual) 
evidencian el alto impacto que esta institución ha tenido y tiene en el sistema de investigación y educación superior en Cataluña: 
creación de nuevos equipos investigadores y apertura de nuevas líneas de investigación, consolidación de los equipos y áreas de 
investigación existentes, dirección de tesis doctorales, enseñanza a todos los niveles académicos, etc. 
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estatus académico de catedráticos (profesores de investigación), queden integrados en el 
sistema catalán de investigación y educación superior, puesto que frecuentemente 
simultanean labores de investigación en institutos científicos y/o grupos de investigación en 
universidades, con labores docentes especialmente en programas oficiales de posgrado y/o en 
seminarios avanzados. 
Desde la óptica de la gestión y administración de los RRHH que nos ocupa, el proyecto ICREA 
es una iniciativa, en cierto modo, pionera en lo que se refiere al modelo de relaciones 
laborales en el ámbito académico, en tanto que nace y se desarrolla con un compromiso firme: 
la selección de personas, los mejores, como principio rector organizativo: “el propósito último 
de ICREA es escoger, de entre los mejores investigadores, los que se considera que tienen un 
mayor impacto en sus distintas disciplinas y campos. La selección de ICREA, no se basa nunca 
en equilibrios numéricos, sino en la elección selectiva de investigadores especialistas. La 
elección de las personas adecuadas debe ser la tarea más importante que toda organización 
debe realizar para permanecer en lo más alto, algo que en ICREA cobra un significado 
completamente nuevo” (extraído de la web institucional). 
El extraordinario éxito y el impacto que ICREA está teniendo en el sistema catalán de 
investigación y educación superior, está directamente relacionado con la calidad de los 
procedimientos de selección y evaluación que posee. La selección de los candidatos ICREA se 
basa en una evaluación interpares (de carácter anónimo), desarrollada por cinco paneles de 
evaluadores que cubren todas las áreas de conocimiento. 
Sus únicos criterios son la excelencia científica y el liderazgo académico (tenencia de 
capacidades y habilidades de dirección de equipos científicos), con independencia del campo 
científico del que se trate (principio de igualdad interdisciplinar), y sin que se establezcan 
cuotas preasignadas de ningún tipo -universidades vs. centros de investigación; mujeres vs. 
hombres; locales vs. extranjeros; ni tampoco entre disciplinas;-: “la evaluación descansa 
esencialmente en criterios y juicio de expertos evaluadores de alto nivel que reconocen 
sobradamente la calidad y excelencia de los candidatos/as, sin tener que hacer uso de 
indicadores cuantitativos de producción académica, en tanto en que la máxima es la calidad y 
no la cantidad. (…) ICREA considera el valor que genera la investigación, incluyendo indicadores 
cualitativos como las implicaciones prácticas y/o de políticas públicas. (…) Adicionalmente, son 
méritos especialmente destacables la movilidad y la experiencia internacional” (Principles of 
ICREA evaluations, 2016). 
Otro elemento fundamental del modelo de selección y contratación que subyace a ICREA es 
que en todos los casos, los miembros que conforman los comités evaluadores y de selección, 
trabajan en organizaciones académicas externas y foráneas de Cataluña, una práctica exigente 
que es de obligado cumplimiento. La base de datos de expertos160 es altamente rotatoria, 
 
En 2011, la consultora internacional Technopolis hizo una evaluación del impacto de ICREA en su primera década de existencia, 
reconociendo: “la calidad de los ICREA seleccionados es indudablemente elevada. Superan el rendimiento medio de los 
investigadores de Cataluña, España, Europa y el resto del mundo, en términos de cantidad, calidad e impacto de los resultados de 
sus investigaciones. Con ello se conseguido mejorar la calidad, la cantidad y la dimensión de la investigación que se lleva a cabo en 
Cataluña, aumentando la visibilidad y reputación internacionales del sistema de investigación catalán. ICREA Academia, por su 
parte, ha infundido una motivación poderosa para que los profesores den prioridad a la investigación sobre otras tareas, así como 
para mejorar la cantidad y la calidad de los resultados de investigación” (www.icrea.cat/es/informes-externos).  
160 La web de ICREA ofrece un amplio listado con el histórico de evaluadores y expertos de las distintas ramas del saber que han 
integrado sus paneles de evaluación: www.icrea.cat/es/evaluadores (consultado: 15/01/2018). 
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puesto que existe una restricción que establece que los miembros evaluadores pueden serlo 
durante un período máximo de cuatro años. 
La Institución Catalana de Investigación y Estudios Avanzados tradicionalmente ha venido 
promoviendo dos convocatorias: ICREA senior e ICREA academia.  
El programa ICREA senior ofrece posiciones permanentes161 (cuya selección es efectuada por el 
Comité de ICREA senior) como profesores de investigación en el Sistema Catalán de 
Investigación, que funcionan como `tenure track positions´, ya que están sujetas a procesos de 
evaluación intermedios durante el transcurso de la carrera académica, que son desempeñados 
por el Comité ICREA de promoción que es quién evalúa su rendimiento en intervalos 
previamente fijados -tres años después de su incorporación, y cada cinco años desde la 
evaluación intermedia inicial-, y quién propone la adopción de incentivos e incrementos 
salariales. Desde el punto de vista salarial, ICREA aplica un sistema de retribuciones ligado al 
rendimiento científico que es revisado en el proceso de evaluación periódica antes 
mencionado. Según datos de ICREA actualizados a 2016, el salario medio anual de los 
investigadores ICREA se sitúa en torno a los 74.565€, siendo el mínimo 49.270€ y el máximo 
128.850€. 
Mientras, ICREA academia es un programa de reconocimiento académico (que realiza el 
Comité ICREA Academia) que ofrece un premio y/o recompensa a profesores que ya ostentan 
una posición permanente en alguna Universidad o centro de investigación de la región, que se 
prolonga durante cinco años y cuya finalidad principal es la promoción de la investigación a 
través de una incentivación económica destacable y de una reducción de la actividad docente, 
lo que convierte de facto a este PDI en personal académico dedicado prioritariamente a la 
actividad investigadora: “es un programa cuyo objetivo prioritario es incentivar y recompensar 
la excelencia investigadora de una masa de profesorado universitario con una carga docente 
considerable y que se encuentra en una fase de su carrera académica plenamente activa y en 
expansión” (ICREA Academia call 2017). 
Precisamente, el programa ICREA Academia fue implementado con posterioridad en 2007, con 
el objetivo de paliar otra de las deficiencias que históricamente han denunciado los 
responsables de las universidades: la ausencia de instrumentos de retención del talento dentro 
de sus organizaciones. Dado que el sistema de funcionariado estatal universitario dificulta en 
cierto modo la capacidad de las universidades como organizaciones empleadoras para aplicar a 
su PDI un sueldo variable o incentivos en función de sus resultados, lo que impide al mismo 
tiempo disponer de herramientas y mecanismos de reconocimiento y distinción de los mejores 
investigadores, la Generalidad de Cataluña ideó este programa para otorgar financiación al 
profesorado universitario con vinculación permanente para que contrate personal ayudante 
para impartir docencia y así intensificar su actividad investigadora.  
Por ejemplo, según el borrador publicado para la convocatoria ICREA academia 2017, el 
programa, a lo largo de los cinco años; incluye un premio personal de 16.000€ (brutos) de libre 
 
161 El modelo de contratación laboral de ICREA concede una considerable importancia a la flexibilidad organizacional, lo que 
posiblemente constituye un valor añadido especialmente importante para las universidades públicas, generalmente 
acostumbradas a modelos de contratación inflexibles. En este sentido, es importante añadir que las reglas que establece ICREA 
contemplan una política y/o período de gracia de 24 meses que permite a investigadores que recientemente hayan sido 
contratados bajo modalidades de contratación permanente, que puedan optar a ser contratados como investigadores ICREA, 
permitiendo a centros de investigación y universidades captar y reclutar candidatos aspirantes a ICREA, y/o eximir sus 
retribuciones, en caso de que finalmente resultaran elegibles en alguna convocatoria. 
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disposición, y una subvención de 20.000€ para la Universidad a la que se adscribe el 
investigador reconocido, para que se destine a actividades y/o acciones derivadas de sus 
proyectos de investigación, y más especialmente a la contratación de personal docente 
ayudante que le permita aminorar la docencia que imparte. Hasta la actualidad, se han 
concedido un total de 224 galardones162, todos ellos catedráticos -laborales y funcionarios-. 
La estabilidad temporal163 del programa ICREA es fruto del consenso de los distintos partidos 
políticos que han gobernado o apoyado parlamentariamente a la Generalitat, quienes 
coinciden en señalar su potencial, en términos de capital humano, para el sistema catalán 
científico y universitario. Lo importante es que ha instaurado institucionalmente, en las propias 
organizaciones académicas y científicas, un nuevo modelo de dirección de RRHH académicos, 
capaz de transformar los convencionalismos preexistentes en el marco de las prácticas de 
reclutamiento, selección y evaluación de personal académico: “ICREA contribuye asimismo a la 
implementación progresiva del sistema de contratación tenure track en el sistema catalán” 
(ICREA, 2016). 
Sin duda alguna, la puesta en marcha de este innovador y ambicioso programa regional para 
seleccionar, contratar y reclutar académicos e investigadores brillantes (hasta 250 posiciones 
en 10 años) en universidades y centros de investigación de dentro de la región ha producido 
un hecho diferencial con respecto a otras comunidades autónomas.  
 
162 Otro hecho diferencial de ICREA es su absoluta transparencia: su web institucional ofrece información accesible y actualizada 
que detalla el funcionamiento del programa, acerca de las instituciones participantes, o de los beneficiarios/as: 
www.icrea.cat/es/icrea-academia. 
  
163 En la celebración de su quince aniversario, La Vanguardia, el diario catalán de referencia, titulaba (1/7/2016): “ICREA, el secreto 
del éxito del sistema de investigación catalán: en buena medida, la clave del éxito del sistema de I+D+i catalán se debe a ICREA, un 
programa de captación y retención del mejor talento, 100% público y financiado por la Generalitat de Catalunya, que arrancó en 
2001. (…) La idea surgió en el 2000. Primero la Generalitat creó unas distinciones anuales que reconocían a los 20 mejores 
investigadores universitarios. <<El objetivo ya era identificar y potenciar talento. Nos inspiramos en el CNRS, el Centro nacional de 
investigación francés, una institución sin paredes que reconocía y proveía de investigadores a las universidades>>, señala Mas-
Colell, impulsor entonces de esta iniciativa. El siguiente paso fue crear un programa con los mismos objetivos pero destinado a 
científicos en centros de investigación” (www.lavanguardia.com/ciencia/quien/20160701/402895267460/15-anos-icrea-sistema-
investigacion-catalunya.html). 
Tras más de quince años, y a pesar de los cambios de gobiernos acontecidos en la política catalana, se ha mantenido en el tiempo. 
Ello ha llevado a que sea considerado como “una especie de pacto por la ciencia que se ha mantenido durante 15 años, pese a los 
distintos gobiernos. Y este compromiso político ha garantizado la estabilidad del programa, que es clave para la investigación” (LV, 
2016). En las propias palabras de su director A. Huerta (LV, 2016): “ICREA ha marcado la diferencia, sin duda. Y somos un poco la 
envidia a nivel de España y de Europa, habiendo sido capaces de demostrar que con una visión a largo plazo y recursos reducidos se 
puede impulsar todo un sistema, tanto de universidades como de centros, a los mejores y a los no tan mejores. Y eso nos ha 
permitido aumentar el nivel de la investigación en Catalunya”.  
Y es que, pese a la dureza de los planes de contención del gasto público que se han aplicado al conjunto de AAPP en Cataluña, la 
factoría ICREA ha mantenido regularmente convocatorias anuales (www.icrea.cat/es/convocatorias), con un menor número de 
plazas y equilibrando por áreas de conocimiento en los momentos más agudos de la crisis económica. Ello ha mantenido una 
estructura de investigadores ICREA de entre 200 y 300 científicos, que trabajan en un total de 50 instituciones catalanas: el 47% lo 
hace en las universidades públicas; el 44% en los centros de investigación de Cataluña CERCA, creados a la par que Icrea, y 
también a imagen y semejanza de las instituciones europeas más exitosos y prestigiosas; mientras que el 9% restante trabaja en 
otros centros y grandes infraestructuras. 
Desde la Administración catalana lo tienen claro: “los investigadores ICREA suponen tan solo un 1% del tejido científico catalán, el 
presupuesto destinado a este programa fue en 2016 de 26,5 millones de euros. No hay que considerarlo como un gasto sino como 
una inversión y muy rentable, porque tienen mucho impacto y es un buen negocio, si se consideran algunos datos: cada ICREA 
genera de media 7,3 puestos de trabajo altamente cualificados; por cada euro de financiación que reciben logran captar tres en 
fondos competitivos. ICREA tiene un papel fundamental en la atracción de recursos del resto del Estado y de Europa, así como de 
Estados Unidos y Japón, recursos que además de contribuir a cambiar el mundo a través de la ciencia, crean puestos de trabajo y 
riqueza en Cataluña” afirmaba A. Navarro, Secretario de universidades e investigación de la Generalitat en el mencionado artículo 
(2016). 
279 
 
 
Algo que reconocen los propios responsables de gobierno de universidades catalanas: “en 
Cataluña tenemos el Programa ICREA. Es una tipología de Profesor, básicamente equivalente a 
Catedrático a nivel interno, juega un papel muy similar. La gente senior suele entrar por esa 
vía, porque es mucho más directa, no hace falta acreditación y todo este tipo de papeleo, y en 
los departamentos, sobre todo los más investigadores hay muchos investigadores ICREA que 
juegan un papel parecido al de los catedráticos, y esto es una diferencia con las universidades 
de fuera de Cataluña que no tienen este programa que permite de atraer a gente de esta 
forma... Nosotros solemos utilizar esta vía al máximo para atraer y reclutar profesores e 
investigadores, porque permite mucha flexibilidad, es muy rápida y los sueldos son variables. Es 
decir, se suele negociar y se hace, candidato por candidato, y en función de los méritos del 
candidato, se negocia el salario de un candidato. Esto lo hace ICREA, pero con nuestra 
complicidad... (…) Los indicadores de éxito de ICREA son impresionantes…” (Vicerrector de 
Universidad catalana). 
 
ICREA no ha sido la única iniciativa de política pública promovida por el gobierno regional de 
Cataluña en el ámbito de la educación superior y la investigación. El programa Serra Húnter 
(SHP en su acrónimo en inglés), constituye otro ambicioso instrumento de contratación de 
personal académico comprometido con la excelencia. Impulsado al amparo de la LUC/2003, 
como instrumento de desarrollo del compromiso de financiación de las nuevas modalidades de 
contratación anteriormente mencionadas, impulsa la incorporación a las universidades 
públicas catalanas de personal docente e investigador altamente cualificado y con méritos 
homologables a los de los estándares internacionales: “pertenecer al Plan Serra Húnter es 
sinónimo de una trayectoria académica e investigadora excelente, de una contrastada 
experiencia internacional, así como de una gran reputación al servicio del fortalecimiento y de 
la proyección de la universidad contratante y del sistema de educación superior y de 
investigación de Cataluña. Un profesor o profesora Serra Húnter es un líder con capacidad de 
cooperación y de innovación, que desarrolla nuevas líneas de investigación complementarias a 
las ya existentes” (extraído de la web institucional). 
Serra Húnter, no es por tanto un mero programa que cofinancia la contratación de PDI 
contratado laboral en las universidades públicas, con el fin de promover las nuevas figuras 
contractuales164 LUC de PAD-Lector, PCD-Agregado o PCD-Catedrático Contratado (puesto que 
los aspirantes han de poseer acreditaciones de la AQU a tales figuras), sino más bien un 
programa cuya ambición máxima es la de instaurar un sistema de selección, evaluación y 
promoción del profesorado más abierto, más flexible y altamente comprometido con la calidad 
y la internacionalización. Para ello, y de forma similar al Programa ICREA, el plan Serra Hunter 
regula cuidadosamente como ha de ser la evaluación y selección del profesorado SH, 
garantizando siempre el cumplimiento de estándares de calidad internacional: “formar parte 
del SHP es tener la capacidad de superar un proceso de selección exigente, riguroso y 
 
164 No obstante, y según datos publicados por AQU Cataluña, el programa Serra Húnter ha tenido un impacto doble en la actividad 
de la Agencia, por una parte ha representado un “efecto llamada” dado que ha incrementado sensiblemente el número de 
solicitudes de evaluación recibidas para las distintas categorías creadas al amparo de la LUC. Y cada vez más, AQU Cataluña evalúa 
anualmente más CV de candidatos que provienen del SH. Según datos correspondientes a la segunda fase del programa, el 
número global de solicitudes recibidas en el periodo 2013-2017 ha pasado de ser de 1.089 en 2013, a 1.527 en 2017, lo que 
supone un incremento del 40%. El porcentaje de solicitudes recibidas desde el SH ha ido aumentando desde el 16% al 37% 
(www.aqu.cat/aqu/actualitat/noticies/14961738_es.html#.WmCJujeCGUk) (consultado: 18/01/2018). 
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transparente, y afrontar una evaluación periódica de la calidad docente e investigadora. En 
definitiva, ser un profesor o profesora Serra Húnter significa creer en el talento, en la 
cooperación, en la innovación, en la apertura internacional y en el afán de excelencia” 
(extraído de la web institucional). 
El Plan dispone de una dirección académica, que recae en una persona de reconocido 
prestigio, y de un consejo asesor165 integrado por académicos de reconocido prestigio. 
Corresponde a la dirección académica, de acuerdo con los rectores de las universidades, el 
nombramiento de las comisiones evaluadoras encargadas de seleccionar a las personas 
candidatas a ocupar una plaza de profesor Serra Húnter. 
La dirección académica es la encargada de dirigir y coordinar el Plan, así como de garantizar su 
correcta ejecución. Anualmente, la dirección del Plan elabora un informe de seguimiento de su 
desarrollo, que presenta al Gobierno de la Generalitat de Catalunya y a las universidades. En 
cuanto al consejo asesor, tiene una función de asesoramiento, además de otras que le 
encomiende la dirección académica. En el caso de las comisiones evaluadoras, son las 
responsables de seleccionar a los mejores candidatos. 
 
El proceso de selección en Serra Húnter se desarrolla en dos partes: la primera parte consiste 
en un llamamiento internacional especificando las categorías y perfiles profesionales de los 
contratos ofrecidos por parte de las universidades, con el que se garantiza la publicidad y 
difusión de las contrataciones que ofrecen las universidades. En esta primera fase, 
centralizada, la evaluación de los candidatos aspirantes recae en la Agencia para la Calidad del 
Sistema Universitario de Cataluña, responsable de la evaluación y la acreditación de las figuras 
contractuales académicas incluidas en la LUC/2003. Las personas candidatas que ya estuvieran 
acreditadas u aquellas que obtengan un informe favorable (en el caso de profesorado lector) o 
la acreditación de investigación (en el caso de profesorado agregado) de AQU Catalunya 
basándose en los méritos de investigación y docencia, superan la primera parte del proceso.  
La segunda parte, se abre con la 
convocatoria formal de las contrataciones 
que las universidades convocantes 
publican en el Diario Oficial de la 
Generalidad de Cataluña (DOGC). En esta 
segunda parte descentralizada del 
proceso, es la comisión evaluadora Serra 
Húnter la encargada de realizar la fase 
inicial -eliminatoria- de análisis y 
evaluación de los méritos específicos de la persona candidata, y la fase final, en la que se 
evalúa la idoneidad de las personas candidatas finalistas para optar al contrato objeto de 
concurso. 
La evaluación de los candidatos se lleva a cabo de conformidad con criterios de valoración de 
la actividad académica de alto nivel utilizados internacionalmente y de su trayectoria 
profesional, considerando especialmente la significación e impacto de las publicaciones 
 
165  A modo de curiosidad, cabe resaltar que en el actual Consejo asesor del Programa Serra Hunter 
(http://serrahunter.gencat.cat/es/el_serra_hunter_programme_shp_pla_serra_hunter/objectiu_i_organitzacio/) se incluyen el 
actual director de ICREA o la actual vicepresidenta del Consejo Europeo de Investigación (ERC).  
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científicas y técnicas y los proyectos de investigación competitivos logrados; la calidad y el 
reconocimiento de la docencia ejercida; las actividades de transferencia de conocimiento, los 
derechos de propiedad intelectual y las patentes registradas; la capacidad de liderazgo; la 
movilidad y visibilidad internacional y otros hitos académicos y profesionales destacados de la 
persona candidata.  
En las propias palabras de E. García-Berro, Catedrático de la UPC y director del programa hasta 
2017: “la esencia del proceso de selección es que es limpio y transparente;  homogéneo para 
todo el sistema universitario; sencillo y con garantías para los aspirantes; poco burocratizado 
(el programa SH permite, por ejemplo, que los solicitantes puedan presentar un CV en formato 
libre); y abierto a la concurrencia competitiva, algo que es garantizado por ejemplo al exigirles 
a las universidades que convoquen plazas con perfiles lo suficientemente genéricos para 
permitir la libre concurrencia” (Serra Húnter, 2016). 
Los miembros que conforman las comisiones evaluadoras Serra Húnter, encargadas de juzgar 
los méritos académicos de los aspirantes durante la segunda parte del proceso de selección, 
han de acreditar un nivel de reconocimiento amplio dentro de su ámbito de conocimiento, 
tanto docente como investigador, con un nivel de internacionalización importante y, 
preferiblemente, con experiencia y conocimiento del sistema académico, tanto propio como 
internacional, y  son escogidos de forma transparente, sobre la base de sus curriculums.  
Las comisiones SH están formadas por un presidente o presidenta (externo a la universidad 
convocante, y extranjero en la mayor parte de los casos), escogido de común acuerdo por el 
rector y la dirección académica del Serra Húnter, dos vocales elegidos por el rector, y otros dos 
vocales seleccionados por la dirección académica del Plan. De los cinco miembros, dos o tres 
miembros han de pertenecer a universidades foráneas, una exigencia que se ha endurecido en 
las últimas convocatorias166. 
La organización del programa Serra Húnter controla y supervisa dicho proceso. Es decir, vela 
por la imparcialidad y la idoneidad de las comisiones de selección, estableciendo criterios 
específicos que son de obligado cumplimiento para garantizar el objetivo la contratación de 
PDI altamente cualificado. 
Los méritos cumplen con los estándares internacionales: a) tener un periodo de investigación 
acreditada equivalente a 3 tramos de investigación -el último activo- equiparables con los 
tramos autonómicos o estatales, el último de ellos en activo; b) tener un periodo de docencia 
acreditada equivalente a 2 o más tramos de docencia -el último activo- equiparables con los 
tramos autonómicos y con valoraciones positivas; c) tener experiencia en la dirección de 
proyectos de investigación de financiación competitiva y en la dirección de tesis doctorales (al 
menos una por tramo de investigación); y d) acreditar competencias lingüísticas solventes en 
inglés. Los miembros internacionales de las comisiones evaluadoras que hayan efectuado una 
 
166 La internacionalización de las comisiones de evaluación y contratación del PDI que establece el programa SH supone un 
elemento claramente diferenciado respecto a las comisiones de evaluación y contratación que convencionalmente suelen 
organizar las universidades públicas españolas. En la web institucional del programa Serra Húnter pueden visualizarse con absoluta 
transparencia y detalle las distintas comisiones formadas desde 2013 en las distintas universidades para cada una de las áreas 
temáticas y/o disciplinas en dónde se han convocado plazas SH: http://serrahunter.gencat.cat/es/convocatoria-2016/comissions-
de-seleccio/. La transparencia del programa es encomiable, puesto que las universidades están obligadas a publicar al detalle 
todos los expedientes de contratación. Está y otra información relativa al programa puede ser consultada en el siguiente enlace 
web: http://serrahunter.gencat.cat/es (última consulta: 15/01/2018). 
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carrera académica externa al sistema universitario español, han de presentar méritos 
homologables. 
Las categorías académicas bajo las que el profesorado Serra Húnter puede ser contratado 
laboralmente son las siguientes: a) Profesor catedrático contratado; b) Profesora agregada; c) 
Tenure-eligible full professor que implica un contrato temporal como visitante, a tiempo 
completo y por el período que determine la oferta, y que a su finalización permite la 
realización de un contrato permanente de catedrático, si el candidato supera la evaluación de 
su desempeño (la obtención de una acreditación de investigación avanzada de la AQU con una 
puntuación mínima de 60 sobre 100), así como un informe favorable de estabilización por 
parte de la comisión internacional de selección que lo propuso como tenure-eligible; y d) 
Tenure-eligible lecturer que implica un contrato temporal como profesor lector, a tiempo 
completo y por un periodo no superior a cinco años, y con el que puede optar/participar a su 
finalización a una plaza de agregado permanente, siempre que supere una evaluación de su 
trabajo (la obtención de una acreditación de investigación de la AQU con una puntuación 
mínima de 60 sobre 100), así como un informe favorable de estabilización por parte de la 
comisión internacional de selección que lo propuso como tenure-eligible. 
La introducción reciente de estas dos últimas modalidades de contratación tenure track, 
puesto que no se contemplaron en la primera edición del programa, están en sintonía con el 
programa ICREA y con la apuesta decidida del gobierno regional de Cataluña de avanzar hacia 
una estructura docente más flexible e internacionalizada. 
Por último, los candidatos ganadores de una plaza Serra Húnter han de incorporarse a grupos 
de investigación existentes en sus universidades empleadoras, para que desarrollen nuevas 
líneas de investigación, complementarias de las anteriores. Desde el punto de vista salarial, las 
retribuciones están fijadas de acuerdo con las propias normas internas que dictan las 
universidades catalanas, aunque (con sujeción a negociación) contemplan complementos 
salariales adicionales para los candidatos con trayectorias científicas destacadas o ayudas para 
establecerse en las universidades correspondientes, en aquellos casos en que se estime 
conveniente.  
En este sentido, y de forma similar a ICREA, los profesores SH están sujetos a evaluaciones 
periódicas -una inicial en el tercer año de contrato, y posteriormente cada seis años-, de cuyo 
resultado final dependen las retribuciones adicionales en aquellos casos que proceda. No 
obstante, la flexibilidad salarial es otra de las características esenciales de este programa, ya 
que cuando de común acuerdo entre la Universidad y la dirección académica del Plan se 
decida, puede pactarse una retribución determinada que permita el reclutamiento de un 
académico brillante que haya resultado ganador de un proceso de selección. 
Desde el punto de vista operativo, es la Secretaría de Universidades e Investigación del 
Gobierno de la Generalidad de Cataluña quién determina anualmente el número de 
contrataciones de profesorado que pueden realizar las universidades dentro del programa SH 
(50% de las bajas), decidiendo éstas las características y modalidades de los contratos que 
quieren convocar. Su funcionamiento, complejo y exigente, conlleva unos altos costes de 
administración y gestión, que van más allá de los propios costes laborales de los académicos 
contratados, por lo que está financiado al 50% por la Administración catalana y el restante 50% 
por las 7 universidades públicas catalanas.  
283 
 
 
Quince años después de su aparición en 2003, pocos son los que dudan de los efectos positivos 
del Plan Serra Húnter, en tanto que está contribuyendo a dinamizar el mercado laboral 
académico de universidades y centros de investigación de la región. Si bien surgió como un 
plan impulsado por la Generalidad de Cataluña para promover y cofinanciar el uso de las 
nuevas figuras de contratación de PDI laboral que introdujo la LUC/2003, como así puede 
contemplarse en la primera fase del programa 2003-2010, en la que se contrataron 428 
profesores y profesoras permanentes; la reconfiguración del programa Serra Húnter realizada 
tras dos años de relativo parón (2010-2012), ha reforzado aún más su compromiso con la 
excelencia y la internacionalización académica. En esta segunda fase, que abarca al periodo 
2012-2020, está prevista la incorporación de unos 500 nuevos profesores y profesoras. 
El Plan Serra Húnter es, en este sentido, un instrumento más del gobierno regional al servicio 
de su sistema de educación superior e investigación, claramente alineado con el objetivo 
estratégico de consolidar a Cataluña como el polo de conocimiento del sur de Europa. 
 
La puesta en marcha de un programa como Serra Húnter que impulsa un sistema de selección, 
evaluación y promoción del profesorado más abierto, más flexible y altamente comprometido 
con la calidad y la internacionalización, ha sido posible en un marco legislativo diferencial 
como el que desarrollaron los legisladores en Cataluña con la aprobación de la Ley de 
Universidades de Cataluña (LUC/2003). La ley universitaria catalana ha desarrollado nuevas 
fórmulas de contratación laboral indefinidas (Profesor Agregado y Catedrático Contratado), de 
similar nivel y atribuciones a las categorías académicas funcionariales (CU y PTU).  
Los profesores que ocupan estas posiciones académicas laborales disfrutan de las mismas 
condiciones salariales que los profesores que ocupan posiciones académicas funcionariales, 
incluyendo el cobro de incentivos y  complementos salariales basados en el rendimiento, lo 
que sin duda podría haber incrementado el atractivo de estas figuras contractuales no solo 
entre el colectivo de profesores, sino también entre los propios responsables de las 
universidades que ven que estas nuevas fórmulas de contratación proporcionan mayores dosis 
de flexibilidad organizativa y estratégica interna: “Al ser contratados laborales, podemos 
echarlos si hace falta…” (Vicerrector de Universidad catalana). 
 
Adicionalmente, la Agencia de Calidad del Sistema Universitario de Cataluña (AQU) ha 
contribuido muy especialmente a reforzar estas lógicas institucionales de excelencia, 
desarrollando una labor de evaluación académica altamente exigente y en sintonía con el 
diseño167 institucional estratégico marcado por la Generalidad de Cataluña. Así, por ejemplo, 
Cataluña es la región que mayor importancia concede a la experiencia investigadora (60-85% 
 
167 En efecto, si se analizan los sucesivos planes estratégicos que ha aprobado AQU Cataluña -2009/2012, 2015/2018, puede 
observarse claramente la alineación estratégica entre su modelo de evaluación de la calidad y la política pública de educación 
superior y ciencia impulsada por la Generalidad de Cataluña desde principios del siglo XXI: la calidad institucional, la calidad del 
profesorado, la generación y la transferencia del conocimiento, la internacionalización y la dirección estratégica son ejes 
estratégicos orientados a la mejora del sistema universitario catalán teniendo en cuenta las mejores prácticas internacionales, y 
que implican a las propias universidades para que experimenten una transformación lenta, pero progresiva, hacia estándares 
internacionales de calidad y excelencia académica. Asimismo, y desde su creación, ofrece anualmente una memoria detallada de 
su actividad, en dónde pueden observarse los resultados de sus evaluaciones y estadísticas relativas a las acreditaciones 
producidas: (www.aqu.cat/aqu/activitats_es.html#a1) (consultado: 18/01/2018). 
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según la categoría académica) en sus procedimientos de acreditación168 para las figuras 
académicas laborales de PAD-Lector y PCD-Agregado y CC, siendo más exigente en la 
baremación que la propia ANECA. 
En su documento estratégico más reciente, puede leerse: “AQU Cataluña es un referente en la 
mejora de la calidad de las instituciones y titulaciones universitarias, que contribuye a 
proyectar el sistema universitario catalán en el ámbito internacional. (…) Con su labor, refuerza 
la cultura de la calidad en el sistema universitario catalán incluyendo al conjunto de la 
comunidad universitaria en el desarrollo de la cultura de la calidad. (…) Trabaja para asegurar y 
mejorar la calidad del profesorado del sistema universitario catalán, apoyando la mejora de las 
políticas de profesorado. Para ello, centra parte de sus esfuerzos en garantizar unos procesos 
de evaluación del profesorado de calidad, sin descuidar la satisfacción de los implicados. En 
dicha labor, busca adaptar y mejorar los referentes de los distintos procesos de evaluación, de 
acuerdo con las especificidades internacionales de cada ámbito; mejorar la información y el 
impacto del proceso de evaluación; e identificar y difundir buenas prácticas en cuanto a las 
políticas de profesorado de las universidades catalanas. AQU, es por tanto, un actor central en 
la definición y evaluación de la carrera académica del profesorado del sistema universitario 
catalán” (AQU, 2015: 9-10). 
Ni esta filosofía organizativa, ni la búsqueda de buenas prácticas internacionales en materia de 
evaluación y selección de profesorado, pueden hallarse cuando se examinan los documentos 
institucionales de la Agencia andaluza de evaluación de la calidad universitaria (AAC), que 
como es obvio también recoge que su misión principal es garantizar y promover la calidad del 
sistema universitario andaluz mediante la evaluación, acreditación y seguimiento de agentes e 
instituciones sometiéndose “a los principios de actuación de interés público, publicidad y 
transparencia, buena administración, rentabilidad social y responsabilidad” (AAC, 2011). Si se 
examina la extensa documentación administrativa, puede observarse como operativamente 
funciona más como una organización altamente burocratizada que como una agencia 
proactiva y dinámica capaz de inducir cambios organizativos internos en las universidades, 
siendo incapaz de contribuir a la transformación del sistema universitario y de ciencia en 
Andalucía. 
 
A lo anterior, cabe añadir otro elemento contextual diferencial muy relevante desde la óptica 
de los RRHH, y que afecta considerablemente a las políticas internas de personal que 
promueven las universidades, y a sus niveles de autonomía organizativa. Mientras que en 
Andalucía las formas de acceso y promoción de los profesores contratados (requisitos, méritos 
necesarios para la promoción, etc.) sí que son regulados mediante negociación colectiva entre 
los representantes sindicales del PDI y las universidades como organizaciones empleadoras; en 
Cataluña, las formas de acceso y promoción de los profesores contratados no son regulados en 
 
168 Si se comparan Andalucía y Cataluña, pueden observarse diferencias sustanciales. En la primera, el peso relativo a los méritos  
de investigación y docencia en los criterios de evaluación de las figuras contractuales que utiliza la AAC en su proceso de 
acreditación regional (Galán et al., 2014) son los siguientes: PAD (55% experiencia investigadora; 25% formación académica; 10% 
experiencia docente; 5% experiencia profesional; 5% experiencia de gestión); PCD (50% experiencia investigadora; 40% 
experiencia docente; 6% formación académica; 2% experiencia profesional; 2% experiencia de gestión). En la segunda, el peso 
relativo a los méritos de investigación y docencia en los criterios de evaluación de las figuras contractuales que utiliza la AQU en su 
proceso de acreditación regional (Galán et al., 2014) son los siguientes: PAD-L (60-65% experiencia investigadora; 15-25% 
experiencia docente; 15-20% formación académica); PCD (70% publicaciones; 10-15% experiencia investigadora; 7,5-10% 
experiencia docente; 5-7,5% experiencia de gestión). 
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el convenio colectivo (2007) que se aplica al PDI laboral, sino que son negociadas propiamente 
en cada Universidad, lo que permite una mayor capacidad de actuación en materia de 
personal a los equipos rectorales que gobiernan, propiciando a su vez una diferenciación 
interuniversidades. 
Aunque pueda parecer un elemento menor, el convenio colectivo (2006) que se aplica al PDI 
laboral en Andalucía, puede ser considerado como uno de los elementos contextuales que más 
han influenciado en las políticas de profesorado de las universidades de esta región. El modelo 
implícito de relaciones laborales establecido en un convenio que fue aprobado en plena etapa 
de expansión del gasto público (2006, aunque prorrogado hasta la actualidad) evidencia el 
fuerte rol que la negociación colectiva (y con ello grupos de presión como los sindicatos) ha 
desempeñado en la configuración de las formas de acceso y promoción de los profesores 
contratados de las universidades andaluzas, en las que se ha normalizado la priorización de los 
candidatos internos en las convocatorias de nuevas plazas dentro de una misma universidad, 
consolidando de facto al modelo de promoción académica como un modelo de promoción 
interna, que básicamente viene regulado por la existencia de `colas académicas´ en las que el 
orden de acceso a la plaza viene establecida según la antigüedad en la que el candidato obtuvo  
la pertinente acreditación. 
 
“Los profesores contratados (…) con contrato laboral a tiempo completo, que cumplan los requisitos legales para 
optar a una figura superior, incluyendo la de profesor titular de universidad, tendrán derecho, previa solicitud, a 
la dotación de una plaza en la RPT que les posibilite promocionar a dicha figura superior (…). Supuestos 
especiales de promoción: a) la promoción de ayudante a profesor ayudante doctor se llevará a cabo mediante la 
adaptación del contrato, previa solicitud del interesado y una vez obtenida la acreditación correspondiente para 
profesor ayudante doctor; b) quienes obtengan la acreditación para profesor titular de universidad y soliciten la 
dotación de una plaza de esta categoría en aplicación del apartado 1 anterior, adaptarán su contrato a uno de 
profesor contratado doctor. (…) Salvo en dichos supuestos de adaptación recogidos, la provisión de las plazas 
vacantes en las categorías ordinarias de personal docente e investigador con contrato laboral a tiempo completo 
o tiempo parcial se realizará mediante concurso público convocado por las universidades de acuerdo con los 
procedimientos establecidos en sus estatutos o normativa interna” (Art. 19 y 21 Convenio Colectivo PDI 
contratado 2008). 
 
La interpretación que de facto se ha hecho en todas las universidades públicas andaluzas, del 
proceso de promoción del PDI contratado laboral, en cualquiera de sus figuras, es la de la 
promoción académica a una categoría superior como derecho del contratado desde el mismo 
momento en el que se acredita a una categoría académica superior, lo que además de generar 
unas expectativas promocionales inadecuadas entre la masa de profesorado contratado 
laboral, ha colapsado las solicitudes de plazas de promoción en todas las universidades, 
especialmente en un período como el acontecido recientemente (con una limitación expresa 
de la tasa de reposición en el colectivo general de empleados públicos).  
La respuesta generalizada que han dado los vicerrectorados de profesorado y los equipos 
rectorales de las universidades públicas andaluzas ha sido la de establecer listados de 
profesores contratados laborales (PAD y PCD) acreditados a categorías académicas superiores, 
ordenados siguiendo como único criterio la fecha de acreditación.  
Aunque los salarios y otras retribuciones adicionales están reguladas en un sistema común 
estandarizado que establece diferencias según se aplique a funcionarios o a empleados 
públicos contratados, las condiciones salariales son otro elemento establecido en los 
convenios colectivos que afectan al PDI contratado laboral en Cataluña y en Andalucía. Cuando 
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se comparan los salarios de las categorías laborales en Cataluña y Andalucía, se observan 
diferencias salariales de hasta el 25% a favor de los contratados laborales de Cataluña, algo 
que viene explicado por el desarrollo que la legislación universitaria catalana ha realizado de 
las figuras marco de PAD y PCD dando lugar a nuevas figuras contractuales sobre las que se ha 
aplicado una estructura salarial diferencial de la que tienen los PAD y PCD convencionales.  
Adicionalmente, y pese a que el personal contratado no tiene derecho al cobro de 
retribuciones extraordinarias basadas en la productividad (quinquenios docentes y sexenios de 
investigación), lo que refleja la existencia en España de un gap considerable en lo relativo a 
condiciones salariales de funcionarios y contratados; la Generalidad de Cataluña sí que ha 
ampliado este derecho laboral al PDI contratado laboralmente bajo figuras LUC/2003, en un 
gesto adicional de homologación entre los colectivos funcionarios y contratados, que por el 
contrario no se ha observado en la región andaluza. 
 
A este entorno propicio para la emergencia de lógicas institucionales asociadas a la excelencia, 
y facilitador al mismo tiempo de cambios y transformaciones organizativas en los distintos 
actores que integran el Sistema Universitario y de Ciencia en Cataluña, también han 
contribuido otros elementos contextuales como la puesta en marcha de una red de institutos 
de investigación (Institutos CERCA, 2010), financiados públicamente y situados en los límites 
de las universidades, que han tenido un impacto muy positivo sobre el sistema de 
investigación y educación superior catalán, en tanto que ha contribuido a reforzar y consolidar 
principios y valores ya existentes como la diferenciación, la excelencia o la 
internacionalización.  
Estos centros de investigación `de nuevo cuño´ se caracterizan por tener una personalidad 
jurídica independiente con forma legal de fundaciones privadas sin ánimo de lucro o 
consorcios, apoyados con fondos públicos, nacionales o autonómicos. Estas nuevas 
instituciones académicas de investigación, jurídicamente establecidas bajo la forma de 
fundaciones semi-privadas, orientadas más a la investigación científica que a la docencia, 
suelen disponer de una administración y organización de los RRHH más flexible, lo que les ha 
permitido diferenciarse considerablemente respecto a las universidades. Conferidas de una 
mayor flexibilidad en la gestión y de una autonomía mayor para regular el régimen de 
contratación de su personal investigador, se configuran como herramientas más potentes y 
completas para lograr el objetivo de la atracción, retención e incentivación de investigadores 
de primer nivel internacional, y su conexión con las universidades de su entorno (Cruz-Castro 
et al., 2012; Hermenegildo, 2017; Sanz-Menéndez & Cruz-Castro, 2010). Junto a los programas 
ICREA y Serra Húnter, los institutos CERCA169 son considerados como el tercer pilar básico que 
ha garantizado el éxito del sistema de investigación catalán. 
 
Los hechos diferenciales en materia de política pública no se deben a diferencias sustanciales 
en términos de inversión pública. 
Desde un punto de vista cualitativo y no cuantitativo, se observan diferentes planteamientos 
en la política de financiación que los gobiernos regionales de Andalucía y Cataluña han 
impulsado en los ámbitos de la educación superior y la ciencia.  
 
169  En su web institucional puede encontrarse detalles acerca de su funcionamiento y características: 
http://cerca.cat/caracteristiques-generals/ (consultado: 18/01/2018). 
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Es decir, y sin poder profundizar en ello, es cierto que ambas administraciones autonómicas 
han promovido sistemas mixtos de financiación relativamente pioneros e innovadores, en los 
que una parte de los fondos se han distribuido siguiendo principios de distribución básica 
generalista y otra parte siguiendo principios de reparto basados en resultados y/o en el 
cumplimiento de objetivos. Pero, sí que puede observarse en la documentación consultada y 
en algunas de las entrevistas realizadas, cómo los policy makers catalanes se han mostrado 
más severos en la aplicación de criterios vinculados al rendimiento, mientras que los 
legisladores andaluces lo han hecho más centrados en criterios de reparto más equitativos y/o 
correctores de las desigualdades históricas que tradicionalmente han mostrado sus 
universidades públicas. 
Un ejemplo ilustrativo, repetidamente señalado por parte de los entrevistados vinculados a 
instituciones catalanas es que, en Cataluña, y a diferencia de lo que han hecho los sucesivos 
gobiernos de Andalucía, el gobierno regional nunca ha financiado proyectos de investigación 
con recursos propios de la Administración regional, en tanto que no ha promovido 
convocatorias regionales de financiación de proyectos de I+D+i. En la comunidad andaluza, sin 
embargo, la dotación de recursos públicos para la financiación regional de proyectos de 
investigación ha sido una apuesta continuada y decidida por parte de sus responsables 
regionales de política científica y universitaria, lo que ha afectado negativamente al nivel de 
competitividad que han mostrado las universidades públicas andaluzas y sus investigadores en 
convocatorias competitivas internacionales, como podrá verse en el capítulo siguiente. 
 
3.2. Las estructuras de relaciones laborales y las prácticas organizativas de RRHH de 
las universidades públicas de Andalucía y Cataluña:  
En esta investigación exploratoria, un aspecto relevante es conocer si las políticas de 
educación superior y ciencia que han impulsado los diferentes gobiernos regionales de 
Andalucía y Cataluña han transformado las estructuras de relaciones laborales de las 
universidades de sus territorios, y más difícil aún, si se han mostrado capaces de cambiar 
prácticas organizativas de RRHH convencionales y/o que tradicionalmente han estado vigentes 
en el sistema universitario español. Es decir, y sobre lo anteriormente analizado, ¿pueden 
instrumentos de política pública y programas regionales diferenciales como los que se han 
impulsado en Cataluña modificar paulatinamente prácticas que tradicionalmente ha sostenido 
la profesión académica y la Universidad en España?  
 
Para indagar en dichas cuestiones, se han analizado estadísticas relativas a plantillas de 
profesorado y estructuras del PDI,  y se han explorado diferentes fuentes documentales y 
administrativas de una muestra de universidades de Andalucía y Cataluña: estatutos de las 
universidades, reglamentos y normativas que regulan los concursos de acceso a CDU y los 
procesos de contratación laboral de PDI, acuerdos de Consejo de gobierno relacionados con la 
selección y contratación de PDI (baremos de méritos, ordenación de solicitudes de promoción 
de profesores acreditados, ordenación y priorización de solicitudes de plazas de promoción, 
etc.) y páginas webs de los Vicerrectorados de Profesorado y de sus servicios de personal. 
Adicionalmente, se han revisado nuevamente entrevistas semiabiertas ya realizadas a 
responsables de gobierno universitario en dónde se exploraban las respuestas organizativas de 
las universidades a las convocatorias europeas de investigación de excelencia; y se han 
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explotado ciertas preguntas de contexto dentro de las entrevistas realizadas a responsables de 
gobiernos regionales y a responsables sindicales. 
Del análisis exploratorio y documental realizado, puede decirse en primer lugar, que un análisis 
empírico de las prácticas organizativas de RRHH en las universidades no debe ser enfocado en 
el nivel superior organizativo sino más bien a nivel micro departamental. Las organizaciones 
académicas no son homogéneas internamente, y especialmente aquellas más descentralizadas 
(con gobiernos rectorales débiles y cuyas estructuras de poder aparecen diseminadas y 
fragmentadas a nivel facultades y departamentos) pueden presentar prácticas de 
reclutamiento, de selección y evaluación de personal académico muy dispares. 
Precisamente, el nivel de centralización que caracteriza a cada una de las universidades 
influye, por ejemplo, en la planificación de la política de profesorado y en la toma de 
decisiones relativas a la convocatoria de plazas de PDI (nº, tipo, áreas, unidades, etc.), en tanto 
que de ello depende las estructuras internas de gobernanza, grupos sociales y actores que 
intervienen. 
A nivel organizativo, las universidades analizadas no presentan muchas diferencias en lo 
relativo a la configuración de las comisiones de selección de profesorado. Es decir, cuando se 
examinan como son y cómo se constituyen las comisiones de evaluación y selección que 
participan en los procesos de contratación de profesorado laboral, presentan características 
similares, en tanto que parecen ajustarse a las directrices generales que existen en la 
normativa estatal que regula los concursos de acceso a CDU. Así, ninguna de las universidades 
observadas ha promovido la presencia mayoritaria de miembros externos, sean de otras 
universidades -nacionales o internacionales-, y por el contrario y como tradicionalmente ha 
ocurrido los departamentos convocantes de las plazas académicas siguen teniendo gran 
capacidad de influencia en el proceso.  
En primer lugar, hay que destacar que existen diferencias en las propias universidades según 
se trate de comisiones de selección para concursos de acceso a plazas de los CDU o comisiones 
de selección de procesos de contratación de profesorado laboral (incluso cuando es de 
carácter permanente o laboral). 
Así, y en relación con quién propone a los miembros que integran las comisiones de selección 
para concursos de acceso a plazas de los CDU (puesto que suelen ser designados o nombrados 
por el Rector o el Consejo de Gobierno), en la mayoría de las universidades andaluzas –UCA, 
UCO y UGR- y algunas catalanas –UDG, UDL- es el propio Consejo del Departamento 
convocante de la plaza quien propone a la totalidad de los miembros.  
En otras universidades, es el Consejo de Departamento de la plaza convocante y el centro 
dónde se adscribe la plaza quienes proponen a los miembros. En la UB por ej. proponen dos 
vocales cada uno, y el rector o vicerrector de profesorado al presidente. En la UPF, los 
miembros son propuestos por el Consejo de Departamento de la plaza convocante, la 
Comisión de Profesorado y el rector, estos últimos proponen a un miembro entre el 
profesorado propuesto por el departamento, o de otro departamento.  
En la UPC, la Comisión de Selección y Evaluación del PDI es quién propone a los miembros, de 
los que al menos tres deben ser escogidos entre los candidatos propuestos por las unidades 
básicas de adscripción orgánica y funcional, y la Comisión estratégica del ámbito (uno en cada 
caso), al que se le puede sumar un sexto miembro del PDI de la Univ. designado por la 
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representación sindical (con voz, pero sin voto). En la UAL, el rector elige al presidente y a un 
vocal, y el Consejo de Departamento a otro. En la UGR, el rector puede excepcionalmente 
proponer a los miembros. Y en la UMA, el departamento convocante de la plaza propone a 
uno, y la Junta de centro al resto. 
Algunas universidades establecen comisiones de selección más abiertas que otras, y 
formalmente exigen que al menos 2 de los miembros que las componen, deben ser de una 
Universidad o centro de investigación diferente distinto (UDL, UPC, UCO, UGR, UMA, la UCA 
1/3). La UB limita a dos el número de miembros que pueden pertenecer al mismo 
departamento que convoca la plaza, mientras que la UDG lo limita a tres.  
Por otro lado, algunas universidades formalmente exigen que sus miembros no solo posean 
una categoría académica igual, equivalente o superior a la plaza convocada, e igual/afín área 
de conocimiento, sino que también tengan reconocidos tramos de investigación –caso de UB, 
UPC, UGR, y UMA- y de docencia –caso de UDL, UDG, UAL, UCA- (generalmente 2 en el caso de 
los CU y 1 en el resto de las categorías académicas). Por último, algunas universidades 
reconocen la posibilidad de que entre los miembros de la comisión haya profesorado de 
universidades extranjeras (UB, UDG, UPC, UCA, UGR o UMA). 
En relación con las comisiones de evaluación y selección que juzgan los procesos de 
contratación de profesorado laboral, las diferencias observadas son más sustantivas. En 
algunas universidades como la UPF o la UPC no hay diferencias entre las comisiones para los 
concursos de acceso a los CDU y las de la contratación de profesorado laboral permanente, en 
el caso de la última argumentándose explícitamente que siendo cuerpos equivalentes tienen 
que ser juzgados por idénticas comisiones. En el caso de otras universidades como la UB, UDL 
o la UDG la única diferencia es que a los miembros de las comisiones de selección de los 
procesos de contratación de profesorado laboral no les exigen que tengan reconocidos tramos 
de investigación.  
Las comisiones de selección que las universidades establecen para los procesos de 
contratación de profesorado laboral temporal suelen estar compuestas por tres miembros (y 
sus respectivos suplentes) y los departamentos convocantes de las plazas suelen tener una 
mayor capacidad de intervención. En la UB, que están compuestas de cinco miembros, el 
departamento nombra a tres (presidente y 2 vocales) y el centro al que se adscribe la plaza 
nombra a otros dos (2 vocales). En la UPF, el Consejo del Departamento convocante de la plaza 
propone a tres miembros, la Comisión de Profesorado y el decano del centro al que se adscribe 
la plaza proponen uno cada uno. En la UDG, dos de los tres miembros no pueden ser del 
departamento convocante de la plaza.  En la UPC en cambio, a los miembros de estas 
comisiones también se les exige que tengan reconocido dos tramos de investigación –uno de 
ellos vivos- (uno en el caso de profesores con categorías distintas a las de CU), y también 
aparece formalmente la posibilidad de que entre los miembros haya profesorado de 
universidades extranjeras.  
En lo anterior, las universidades andaluzas y catalanas presentan diferencias considerables. En 
el caso de las universidades andaluzas, las comisiones que juzgan a los candidatos que 
participan en procesos de contratación de profesorado laboral temporal parecen no gozar de 
la suficiente independencia (respecto a los departamentos que convocan las plazas) que cabría 
esperar. En la mayoría de los casos –UGR, UMA, UCO-, interviene una comisión especial de 
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contratación, más ejecutiva que técnica, que es quién en algunos casos valora y evalúa a los 
candidatos aspirantes, sin que medie ninguna comisión de perfil más técnico. 
Por ejemplo, en el caso de la UMA, esta comisión especial de contratación está compuesta por 
el rector, Vicerrector de profesorado, director del departamento dónde se convoca la plaza, un 
profesor del Consejo de departamento, dos profesores permanentes doctores del área de 
conocimiento de la plaza, y un profesor del área de conocimiento designado por el comité de 
empresa. Una comisión asesora del departamento (compuesta exclusivamente de miembros 
del departamento), puede prestar su apoyo a la comisión de contratación, aunque por ejemplo 
la valoración que hace de los candidatos no es vinculante. 
En el caso de la UGR, esta comisión está integrada por el vicerrector de profesorado, decano 
del centro y director del departamento dónde se convoca la plaza, tres profesores 
permanentes doctores de la Universidad y del área de conocimiento de la plaza (a propuesta 
del departamento), y un profesor permanente doctor de la Univ. (a propuesta de la 
representación de los trabajadores).  
En la UCO, interviene una comisión especial de contratación integrada por el rector o un 
vicerrector, y cuatro profesores doctores estables que deben al menos acreditar un tramo de 
docencia e investigación (uno de ellos propuesto por las organizaciones sindicales), y 
excepcionalmente una comisión técnica (integrada por tres miembros del PDI de la UCO con 
idénticos requisitos que son propuestos por el vicerrector).  
En estas mismas universidades, los procesos de contratación de profesorado laboral 
permanente, sí que parecen contar con mayores garantías. 
En la UMA, los concursos son resueltos por una comisión de contratación (similar a la que 
existe en el caso del profesorado laboral temporal, pero con cinco y no siete miembros) de 
acuerdo con la propuesta de concesión de la plaza realizada por una comisión de expertos 
(integrada por cinco profesores de la Universidad con una categoría académica igual, 
equivalente o superior, e igual o afín área de conocimiento a la plaza objeto de concurso). 
De forma similar, en la UGR y en la UCO intervienen una comisión de evaluación o comisión 
técnica de selección que es quién propone a los candidatos tras la valoración de méritos, y una 
comisión de contratación que propone el nombramiento del candidato en función de la 
propuesta de la comisión evaluadora.  
Sin embargo, en el caso de la UCA y tanto para el profesorado laboral permanente como 
temporal, llama la atención que los méritos de los candidatos son valorados por los 
departamentos convocantes de las plazas, siendo enjuiciados y resueltos por una comisión de 
contratación que es quién formula la correspondiente propuesta de contratación.  
Por otro lado, solo la UGR establece que al menos dos de los cinco miembros que componen la 
comisión de evaluación de los procesos de contratación de profesorado laboral permanente 
sean de una Universidad distinta. De igual forma, solamente la UCO exige que los miembros de 
que componen la comisión técnica de selección acrediten al menos un tramo de docencia e 
investigación. 
En lo relativo a quién propone a los miembros de las comisiones, los departamentos suelen 
proponer a los miembros que componen las comisiones técnicas o de evaluación de méritos 
(caso de UGR, UMA, UCO), mientras que los miembros que componen las comisiones 
especiales de contratación, que actúan tanto en los procesos de contratación laboral 
permanente como temporal, en ocasiones suelen ser propuestos por los departamentos, pero 
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también por el rector, las organizaciones sindicales, el Consejo de Gobierno o comisiones de 
ordenación académica y de investigación. 
 
Más allá de estas consideraciones menores, sorprende observar, por ejemplo, en el caso de las 
universidades catalanas, cómo pese a la existencia de fuertes presiones institucionales en su 
entorno para instaurar nuevos sistemas y patrones de selección y contratación de 
profesorado, estos patrones solo estén siendo desarrollados en el marco de aplicación de las 
plazas cofinanciadas dentro de los programas -SH o ICREA- que los incentivan, y no en las 
restantes plazas. 
 
En lo que se refiere a los criterios que utilizan estas comisiones para evaluar y juzgar a los 
candidatos que optan a las plazas de los concursos, y más allá de las generalidades que 
contempla la normativa general (historial académico, docente e investigador; proyecto 
docente e investigador; y capacidad para la exposición y el debate) y la mayoría de 
reglamentos internos que han desarrollado cada una de las universidades, volvemos a apreciar 
diferencias entre las universidades catalanas y andaluzas.  
Si en algo coinciden las universidades de ambas regiones, es que no han desarrollado un 
baremo general de méritos en el que se especifique el valor o puntuación exacta que los 
miembros responsables deben seguir para la evaluación y selección del profesorado en los 
concursos de acceso a plazas de los CDU, gozando éstos de un elevado grado de 
discrecionalidad en el proceso de valoración y evaluación de los méritos y capacidades que 
presentan los candidatos. 
Las universidades catalanas tampoco han elaborado un baremo general de méritos de 
aplicación en los procesos de contratación de profesorado laboral. Son las comisiones de 
selección quienes discrecionalmente y en el ejercicio de su autonomía, evalúan al profesorado 
candidato a las plazas objeto de concurso, según los criterios generales (reglamentos) y/o 
específicos (bases de las convocatorias de plazas) establecidos. 
Tan solo la UPC en su reglamento interno dónde regula el procedimiento de acceso a cuerpos y 
categorías de PDI permanente (2009), establece una serie de criterios generales de valoración 
de los méritos de los candidatos a las plazas, y dispone que para el caso de las plazas de CU o 
PCD-C, los pesos de los bloques de indicadores relacionados con la investigación y la docencia 
será como mínimo del 45% y el 25% respectivamente, y el del relacionado con la gestión, como 
mínimo del 5%. Para el caso del PTU y PCD-A, el peso de los bloques de indicadores 
relacionados con la docencia y la investigación será como mínimo del 40%. 
Tienen además especial consideración en la valoración de méritos, el bloque correspondiente 
a estancias realizadas en el extranjero en el caso del PTU y PCD-A, y los bloques 
correspondientes a dirección y coordinación de proyectos de investigación, y dirección de tesis 
doctorales, en el caso de CU y PCD-C. 
En cambio, las universidades andaluzas sí que han elaborado baremos detallados en los que 
exponen minuciosamente como deben ser valorados y puntuados los méritos de los 
candidatos que aspiran a conseguir las plazas objeto de concurso, lo que opera como una clara 
guideline para los miembros que componen las comisiones, y puede ser interpretado como un 
ejercicio de mayor transparencia y menor arbitrariedad de los procesos de evaluación y 
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selección de profesorado, pero también como una clara manifestación de burocratización en 
las universidades.  
Para la valoración de méritos y capacidades en los procesos de contratación de profesorado 
laboral, las universidades suelen considerar distintos bloques: formación académica; actividad 
y experiencia docente; actividad y experiencia investigadora (y transferencia); experiencia 
profesional; y experiencia en representación, gobierno y gestión universitaria. Estos bloques 
ordenan y agrupan los distintos méritos que se valoran y se consideran, y suelen ser 
ponderados de forma diferente según las categorías de las plazas que se ofertan. Así, el bloque 
de actividad y experiencia investigadora suele tener un mayor peso en el caso de los PCD que 
en los PAD. Igual ocurre con el bloque de actividad y experiencia docente.  
Todas las universidades andaluzas, y para los casos de plazas de PCD y PAD, valoran 
ligeramente más la investigación que la docencia.  
En lo que respecta al bloque de actividad y experiencia investigadora, la UAL por ejemplo 
pondera con 0,40 en el caso de los PAD y 0,50 en el caso de los PCD. La UGR y la UCA lo 
ponderan igual en ambos casos (40%), aunque la UCA distingue un PCD con perfil investigador 
en dónde dicho bloque se eleva al 50%. La UCO lo pondera al 40% en el caso de los PAD y al 
45% en el caso de los PCD. Mientras, la UMA otorga hasta un máximo de 40 puntos en el caso 
de los PAD y hasta un máximo de 50 puntos en el caso de los PCD. 
En lo que respecta al bloque de actividad y experiencia docente, la UAL pondera con 0,20 en el 
caso de los PAD y 0,30 en el caso de los PCD. La UCA, lo pondera al 15% en el caso de los PAD y 
al 35% en el caso de los PCD (25% en el caso de aquellos con un perfil investigador). La UMA 
otorga hasta un máximo de 15 puntos en el caso de los PAD y hasta un máximo de 30 puntos 
en el caso de los PCD. La UCO, que une actividad docente y experiencia profesional, lo pondera 
al 30% en el caso de los PAD y al 35% en el caso de los PCD. La UGR es la única que en el caso 
de los PCD pondera más la docencia (junto a la formación académica) que la actividad 
investigadora (45% frente a 40%). 
Como elementos llamativos, la UCO considera como apartado específico a valorar las becas y 
contratos de los aspirantes a plazas. 
Además, y en cumplimiento con la legislación universitaria nacional, todas las universidades 
andaluzas consideran como mérito preferente estar habilitado o acreditado a una categoría 
académica superior de PDI a la requerida por la plaza a la que se concurre (especialmente si es 
de los CDU). Así por ejemplo, en el caso de la UGR se le aplica un factor multiplicativo de 1,15 a 
los candidatos que lo acrediten y en el caso de la UMA, supone un incremento del 10% de la 
puntuación total ponderada obtenida. 
De igual forma, la estancia en universidades o centros de investigación de prestigio distintos de 
la universidad por la que obtuvo el grado de Doctor también es considerarlo como un mérito 
preferente para los PAD y los PCD. Pueden observarse algunas diferencias en cómo se valora 
este mérito entre universidades andaluzas. Mientras la UGR solo lo aplica a las plazas de PAD y 
exige una duración igual o superior a 3 meses proporcionando un factor multiplicativo de 1,20 
a aquellos que lo acrediten, la UAL y la UCA son más exigentes y establecen una duración 
mayor: la primera 6 meses en el caso de PAD y 24 meses en el caso de los PCD, y la UCA, 8 y 12 
meses respectivamente.  
La UCO también considera como mérito preferente (en caso de igualdad de puntuaciones 
entre candidatos aspirantes a una plaza), estar en posesión de acreditación de un título de 
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inglés (C1 al menos), o haber tenido una relación contractual o estatutaria para actividades 
docentes e investigadoras con la Universidad, durante al menos cuatro años. 
 
Por último, merece la pena analizar brevemente qué criterios han venido usando las 
universidades, en primer lugar, para distribuir las plazas académicas que ofertan anualmente 
entre las distintas áreas de conocimiento y/o departamentos/centros; y en segundo lugar, qué 
criterios han utilizado para ordenar, priorizar o clasificar las solicitudes de promoción de los 
profesores con una acreditación a una categoría superior a la plaza que ocupan. Ello, también 
está intrínsecamente relacionado con la asunción de lógicas organizativas internas de 
excelencia, en tanto que prevalezcan criterios y principios de excelencia o no. 
En lo que respecta a lo primero, formalmente las plazas académicas han venido 
distribuyéndose con carácter general en base a criterios supuestamente objetivos, 
fundamentados en las necesidades docentes e investigadoras de las distintas áreas y las 
diversas subunidades organizativas que integran las universidades.  
En lo que respecta a lo segundo, la introducción de un sistema de acreditación como forma de 
acceso del profesorado a las universidades (que sustituyó en 2007 al hasta entonces vigente 
sistema de habilitación nacional), introdujo un cambio importante en los procesos de gestión 
de los RRHH de las universidades: la acreditación y a diferencia de la habilitación anterior, no 
depende del compromiso de las universidades de convocar nuevas plazas académicas, sino 
que depende solamente de las personas candidatas, sin que se establezcan limitaciones en el 
número de acreditaciones que las agencias nacional y/o regionales tienen que conceder.  
Ello ha creado desde el inicio un nuevo escenario de difícil gestión para las universidades en el 
que todo aquel profesorado interno que no ha alcanzado la cúspide de la carrera académica, 
pero que ha obtenido una acreditación favorable para optar a una categoría académica 
superior a la que ocupa, entiende y espera que su Universidad le dote una plaza a la que pueda 
aspirar vía promoción interna. La gestión de estas `bolsas de profesores acreditados a una 
categoría superior a la que ocupan´ se ha hecho más compleja incluso en el actual contexto de 
fuerte control del gasto público y de férreas limitaciones al crecimiento de las plantillas (e.g. 
limitación en la tasa de reposición del profesorado) de las universidades por parte de las 
instituciones públicas de las que dependen. 
Lo anterior ha llevado a que muchas universidades aprueben regulaciones en las que 
expresamente definen a nivel institucional qué reglas y criterios se siguen para la distribución 
de plazas académicas (o más bien para la ordenación de las solicitudes de plazas que hacen los 
departamentos) y/o para la priorización de solicitudes de promoción de PDI acreditado a una 
categoría superior a la que ocupa (ordenación de las solicitudes de promoción académica que 
hacen los profesores). 
Aquí encontramos nuevamente diferencias entre las prácticas que han seguido las 
universidades andaluzas y catalanas. 
El hecho más notable es la diferencia de criterios que han establecido las universidades. Las 
universidades andaluzas, de manera casi generalizada y homogénea, han establecido como 
criterio básico que las plazas de promoción deben dotarse en base a la antigüedad que los 
profesores solicitantes de las plazas de promoción registran en su fecha de acreditación.  
La UCA, en su plan de acceso y promoción del PDI a los CDU (2008-2015) estableció una 
distribución equitativa de las plazas de CU entre las distintas ramas de conocimiento, que en el 
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caso de haber más solicitantes que plazas, su ordenación se haría atendiendo a la fecha de 
acreditación y la antigüedad como PDI en la Universidad. Otra normativa aprobada más 
recientemente establece que la ordenación de las solicitudes de plazas de CU entre profesores 
acreditados para dicha categoría se hace según la fecha de acreditación, y en caso de igualdad, 
atendiendo a la antigüedad en la categoría desde la que se promociona y el tiempo de 
antigüedad en la Universidad.  La prelación de solicitudes de plazas de PTU entre profesores 
acreditados a dicha figura sigue los mismos criterios, pero anteponiendo primero la fecha de 
solicitud de dotación de la plaza. 
La UGR, por acuerdo de su consejo de gobierno también ha establecido que el orden de 
prelación para la adjudicación de plazas de PCD, PTU y CU entre las solicitudes presentadas se 
determina en función de la fecha de acreditación que motiva la solicitud de la plaza (y en caso 
de igualdad entre varias solicitudes, la fecha de solicitud de dotación de la plaza por el 
departamento –en plazas de PTU- o el tiempo de la vinculación laboral como PDI con la 
Universidad –en plazas de PCD y PTU-. Solo en el caso de plazas de CU, la distribución entre 
áreas de conocimiento se ordena atendiendo al cociente entre el número de PTU+CEU y el 
número de CU que existe en cada ámbito de conocimiento, priorizándose la ordenación en 
aquellos ámbitos con una relación más alta, pero las solicitudes de los acreditados del mismo 
ámbito de conocimiento se ordenan según la fecha de acreditación.  
La UMA también tiene establecido cual es el orden de prelación que se ha de seguir con las 
solicitudes de promoción académica recibidas a la hora de dotar y convocar las distintas plazas 
de PDI. Se prioriza la promoción de PAD a PCD, y de RyC a PCD o PTU, según vayan finalizando 
sus contratos temporales. En el caso de las plazas de PTU, las solicitudes de promoción se 
ordenan en función de la fecha de acreditación del aspirante, y en caso de empate, según la 
fecha de presentación de la solicitud de la plaza por parte del departamento, o según la 
antigüedad del candidato en la Universidad. En el caso de las plazas de CU, los criterios de 
ordenación de las solicitudes son diversos: ratio entre profesores y CU; antigüedad en la 
solicitud de la plaza; o la ratio entre la participación académica teórica de las áreas y la 
capacidad docente de las mismas. En caso de empate, también se tendrá en cuenta la 
antigüedad del profesor de la Universidad. 
Por último, en la UCO también han establecido que para la asignación de plazas de promoción 
interna de acceso a figuras de los CDU (promoción de PCD a PTU y de PTU a CU) el criterio de 
ordenación de las solicitudes es la fecha de acreditación de los aspirantes promocionables, y 
en caso de igualdad entre solicitudes, la antigüedad en la figura de origen, la antigüedad como 
PDI en la Universidad o la propia antigüedad en la Universidad. No obstante, la Universidad se 
reserva un 10% de la oferta de empleo público para atender necesidades e intereses 
institucionales y estratégicos. 
En el caso de las universidades catalanas encontramos un comportamiento más diverso, en lo 
relativo a los criterios que han adoptado para la ordenación de las solicitudes de plazas 
(solicitudes de los departamentos) o de las solicitudes promoción académica (solicitudes de los 
profesores). 
La UDG por ejemplo, ha establecido como criterios para la ordenación de profesores 
acreditados a CU que optan a una plaza de promoción: los méritos académicos en el momento 
de la solicitud (tramos de investigación, docencia y gestión, vivos y extinguidos); criterios 
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estratégicos (dando prioridad a candidatos que refuercen las líneas estratégicas de la UDG); o 
el número de plazas de CU en el área, entre otros. 
La UPC, para acceder a los diversos programas de promoción de PDI permanente que 
anualmente ha diseñado, usualmente ha exigido a su profesorado no solo la acreditación 
requerida para la plaza que se opta, sino también una determinada antigüedad como PDI en la 
Universidad (3 o más años), o acreditar resultados positivos en encuestas de evaluación del 
profesorado.  
Para la valoración y ordenación de las solicitudes de promoción presentadas, se tienen en 
cuenta los méritos académicos (30%), la valoración de curriculums que hace una Comisión 
central de Selección y Evaluación del Profesorado (50%) y los informes que las unidades de 
adscripción hacen de los candidatos solicitantes (20%). Las solicitudes valoradas positivamente 
(y por ende promocionables) son priorizadas por la Comisión de Personal atendiendo a las 
necesidades estratégicas de la plantilla (para la consolidación de grupos de investigación o 
suplir necesidades docentes); ámbitos estratégicos que la Universidad quiere reforzar o 
ámbitos en los que existan estudios en fase de implementación (en el último plan por ejemplo, 
se especifican a que áreas/ámbitos de conocimiento van destinadas las plazas de promoción). 
De forma similar y según lo establecido en el programa de estabilización, los profesores que 
están en posesión de una categoría académica de carácter temporal (PAD-L y RyC) y su 
contrato está próximo a finalizar, para aspirar a una figura académica permanente deben 
cumplir con una serie de requisitos además de estar en posesión de la acreditación 
correspondiente (preferentemente las que expide la AQU) como por ejemplo superar la 
evaluación del PDI temporal que establece la Universidad, haber impartido un mínimo de 
créditos docentes o contar con un informe favorable de sus unidades de adscripción. Una 
Comisión central de Selección y Evaluación del Profesorado es quién valora y puntúa los 
curriculums e informes de los candidatos, siendo la encargada de presentar la propuesta de 
candidatos estabilizables a la Comisión de Personal. La provisión de plazas de estabilización 
para dichos candidatos se hace atendiendo las necesidades estratégicas de la Universidad, 
considerando la fecha de cuando se ha superado la convocatoria y la puntuación obtenida por 
los candidatos. 
La UDL, en su documento de política de personal académico (2012-2020), también tiene 
recogidos los requisitos que el colectivo de PDI temporal (PAD-L) debe cumplir para 
estabilizarse antes de la finalización de su contrato, así como los requisitos que el colectivo de 
PDI permanente (PCD-A, PTU, o PTEU) debe disponer para solicitar su promoción: acreditación 
a una categoría académica superior, consolidación de tramos de docencia adicionales (1 o más 
en el caso de PAD-L, 2 o más en el caso de PCD-A o PTU), informe sobre el cumplimiento del 
plan de trabajo establecido, informe sobre la actividad docente y las buenas prácticas 
desarrolladas durante su período contractual, e informe del Consejo de departamento sobre la 
actividad académica desarrollada (docente e investigadora).  
En el caso de que las disponibilidades presupuestarias no permitan asumir las promociones de 
todo el PDI que haya obtenido un informe satisfactorio de la Comisión de Personal Académico, 
la Universidad establece un orden de prioridad entre los candidatos promocionables: en el 
caso de las promociones a PCD-AG o PTU, el orden de prioridad se establece sobre la base del 
tiempo transcurrido entre la fecha de acreditación y la fecha de propuesta de la plaza que hace 
la CPA. En el caso de las promociones a PCD-C o CU, el orden de prioridad se establece según la 
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puntuación que obtengan los candidatos sumando: los días transcurridos desde la acreditación 
a la plaza /360 + tramos de investigación y docencia conseguidos respecto de los posibles + 
tramos de gestión conseguidos/4. 
La UB en cambio, durante algunos años (2008-2011), estableció en el caso de cátedras de 
promoción que el 75% de las plazas eran convocadas siguiendo la fecha de acreditación de sus 
profesores promocionables, mientras que el restante 25% eran convocadas atendiendo a 
razones de déficit estructural (relación CU/PTU) en departamentos y ámbitos de conocimiento. 
En el caso de estabilización de plazas de PAD-L, se seguía el criterio de fecha de extinción de 
los contratos.   
 
Lo anterior parece mostrar que desde que la puesta en marcha del sistema de acreditación, las 
universidades andaluzas, reforzadas con la suscripción de un convenio colectivo para el PDI 
laboral que consagra el derecho individual de los profesores a la promoción académica, han 
adoptado dentro de su cultura organizativa que la obtención de una acreditación para una 
categoría académica superior a la plaza que se ocupa es un requisito necesario y suficiente  
para que un profesor promocione académicamente.  
Aunque, el convenio colectivo de 2008 insta u obliga a las universidades andaluzas a la 
dotación de una plaza una vez que un profesor obtiene una acreditación superior y solicite la 
promoción a su departamento, el convenio no regula nada acerca de los criterios y requisitos 
que las universidades han de establecer para decidir qué plazas se convocan u ordenar las 
solicitudes de promoción que existen en cada momento. Es decir, las universidades andaluzas 
podrían haber acordado criterios diferentes y más exigentes que los de antigüedad (fecha de 
acreditación, solicitud de plazas, vinculación laboral a la Universidad, etc.) como al parecer han 
hecho algunas universidades catalanas. 
En cambio, las universidades catalanas, sin un convenio que defina la política de promoción 
académica del profesorado, parecen haber interiorizado que poseer una acreditación a una 
categoría académica superior a la plaza que se ocupa es solamente un requisito necesario pero 
que por sí solo no se transforma en una obligatoriedad para la Universidad de dotar dicha 
plaza. Además, las prácticas organizativas observadas muestran como las universidades 
catalanas que han definido y regulado procedimientos para la estabilización y promoción de su 
profesorado, han usado criterios y requisitos adicionales a la certificación de la acreditación a 
la categoría de la plaza que se oferta.  
Cualquier aproximación analítica a las prácticas organizativas de RRHH debe considerar los 
niveles de transparencia, apertura y competencia que caracterizan los procesos de 
reclutamiento y selección de personal, y quizá más aún en el caso de las organizaciones 
académicas a las que históricamente se les ha asociado con tendencias endogámicas. 
Precisamente, una de las críticas que constantemente han sido atribuidas a la Universidad 
española ha sido su naturaleza endogámica170 (Navarro & Rivero, 2001; Pereira-Puga, 2016).  
La endogamia académica ha sido identificada socialmente como uno de los puntos débiles que 
mayor impacto tiene en el sistema de reclutamiento y promoción del personal académico en 
 
170 Esto se debe en parte a las reminiscencias históricas derivadas del modelo de acceso, selección y promoción del profesorado 
que implementó la LRU/1983, el cual era altamente descentralizado y concedía importantes poderes a las universidades, y que 
precisamente fue criticado fuertemente por favorecer la endogamia, bloquear la movilidad y poner en riesgo la meritocracia 
(basta con echar un vistazo al célebre Informe Universidad 2000, o más comúnmente conocido como Informe Bricall). 
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las universidades públicas españolas. Los niveles de endogamia de las universidades españolas 
siguen siendo bastante elevados, dados los rasgos y características que siguen estando 
vigentes en el Sistema Universitario Español. 
Si bien no disponemos de datos desagregados por universidades, si que pueden mencionarse 
algunos de los datos existentes a nivel regional. 
Según el informe CyD 2015 (CyD, 2016), en el curso académico 2014/2015 la tasa media de 
endogamia, entendida como el porcentaje de PDI doctor que ha leído la tesis doctoral en la 
misma Universidad en la que desempeñaba su actividad docente e investigadora; para el 
conjunto de universidades españolas fue del 69,8%, siendo claramente más elevada en las 
públicas que en las privadas (73,5% frente a 33,5%). Asimismo, el nivel de movilidad de este 
PDI doctor fuera de la comunidad autónoma de lectura de la tesis es también reducido. 
Cómo puede observarse en el mapa que se muestra a continuación, en esto también se 
observan diferencias entre las universidades de Andalucía y Cataluña. Andalucía registra una 
mayor tasa de endogamia (75,6%) que Cataluña (68,5%), que a su vez posee una mayor tasa de 
movilidad de su PDI (94,1% frente al 91,4% que tiene Andalucía).  
Muy posiblemente esta mayor apertura que registran las universidades de Cataluña está 
influenciada por la puesta en marcha de programas regionales que precisamente están 
promoviendo un nuevo sistema de contratación de profesorado mucho más abierto, 
transparente e internacionalizado. No obstante, y a tenor de la información obtenida en las 
sucesivas entrevistas mantenidas con responsables de universidades, ninguna Universidad, ni 
de Cataluña ni de Andalucía, han promovido políticas internas `antiendogámicas´, no 
interviniendo en las formas, rutinas y procesos mediante las que sus departamentos convocan 
plazas académicas, lo que en definitiva conduce a que éstas están altamente influenciadas por 
las culturas académicas e inercias conductivas que existen en los departamentos y/o en las 
propias disciplinas académicas.  
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Intrínsecamente relacionado con lo anterior, ocupa un lugar destacado la atracción de talento 
científico, que constituye asimismo una de las prácticas organizativas fundamentales dentro 
del ámbito de los RRHH de las organizaciones académicas.  
Dado que no disponemos de datos objetivos del número de efectivos académicos que las 
universidades públicas de Andalucía y Cataluña han atraído y/o captado en las últimas 
décadas, sí que pueden utilizarse los datos de investigadores en programas postdoctorales 
estatales como los Ramón y Cajal, y Juan de la Cierva, y también las becas/contratos 
predoctorales FPU/FPI; así como los datos de investigadores beneficiarios de otros programas 
u acciones europeas que financian investigación excelente -ERC o Marie Curie- y que implican 
una adhesión institucional por parte de los académicos (ya sea mediante la oferta que hace 
una Universidad o a través del deseo o demanda del investigador de vincularse). Asimismo, y 
en el caso de Cataluña, también pueden añadirse los contratos financiados por la fundación 
ICREA, ya explicados en la sección anterior. Aun reconociendo la imperfección de estos datos, 
posiblemente puedan ser interpretados como una buena aproximación para conocer qué 
organizaciones universitarias resultan más atractivas para los profesionales académicos 
nacionales e internacionales, y/o que universidades parecen estar más preocupadas por 
reclutar talento investigador y/o docente bajo criterios de evaluación externa que 
generalmente se ajustan a criterios exigentes de calidad y excelencia.  
Fuente: Extraído del `Informe CyD 2015´ (CyD, 2016: 58) 
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En el caso de programas de ámbito nacional, como los Juan de la Cierva y los Ramón y Cajal 
que cofinancian la contratación de doctores para el desempeño de funciones principalmente 
investigadoras, cuatro universidades catalanas (UB, UAB, UPF y UPC) frente a una sola 
andaluza (UGR) sobresalen entre las diez universidades públicas que más contratos han 
obtenido en el período 2006-2015 (IUNE, 2017). La UAB destaca por su captación de contratos 
Juan de la Cierva (133, 6.9%), de forma similar a la UB, que también lo hace en el caso de los 
Ramón y Cajal (JdC: 167, 8.7%; RyC: 84, 6.8%). 
En cambio, si se hace referencia a otros programas centrados en el inicio de la carrera 
investigadora, como los FPI y los FPU que financian la contratación de titulados superiores para 
que se formen e inicien en las actividades científica y docente, destacan dos universidades 
andaluzas (UGR y US) y dos catalanas (UB y UAB) entre las diez universidades públicas que más 
contratos predoctorales han conseguido en el período mencionado.  
En relación con esto, el diario nacional El País publicaba datos relativos a la atracción de 
profesorado extranjero 171  por parte de las universidades públicas, reflejando claras 
divergencias entre CCAA. En un lugar privilegiado se encuentra 
Cataluña con una ratio de profesorado extranjero (3,9%) muy 
por encima de la media española (2%), y claramente superior 
al que registra Andalucía (1,3%).  Dentro de Cataluña, la UPF 
registra datos muy superiores (12,1%) a los que registran el 
resto de universidades públicas españolas. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
171  Álvarez (11/01/2018): `Estas son las universidades que más talento extranjero atraen (y las que menos)´: 
https://politica.elpais.com/politica/2018/01/09/actualidad/1515527104_789930.html/ (consultado 18/01/2018). 
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Como se observa, ésta mejor situación de las universidades públicas catalanas posiblemente 
esté asociada a la existencia en dicho territorio de programas de captación de talento 
internacional, que como ya hemos visto han centrado ingentes esfuerzos y recursos en el 
reclutamiento de profesorado internacional. 
La ausencia de estas similares acciones en el territorio andaluz, se ha visto paliada en cierto 
modo por algunas acciones menores enmarcadas dentro de los distintos campus de 
excelencia, generalmente orientadas a promover la excelencia en las organizaciones científicas 
y académicas ubicadas en el territorio andaluz, y en algunos casos específicos a realizar 
acciones de captación de talento.  
Así, y desde que se les otorgará dicho reconocimiento dentro del Programa Nacional de 
Campus de Excelencia Internacional -CEI-, casi todas las universidades y centros de 
investigación participantes agrupados en lo que se denomina como agregaciones estratégicas  
(La US y la UMA en el Andalucia Tech; la UGR y el CSIC en el CEI Biotic; la UAL, la UCA, la UHU, 
la UGR, la UMA y otros organismos nacionales  –CAS, CSIC, IEO, IFAPA, ROA, IHM y ARQUA-, e 
internacionales –UALG y UAE- con interés en la investigación marina en el CEIMar; la UCO, la 
UAL, la UCA, la UHU, la UJA, el IFAPA y el CSIC en el CEIA3; la UPO, la UAL, la UCA, la UCO, la 
UHU, la UJA, la UNIA y el CSIC en el CEI Cambio; y por último, en el CEI PatrimoniUN10 en el 
que se integran todas las universidades públicas andaluzas) han impulsado programas y 
políticas propias fundamentalmente financiados a partir de la financiación que el programa CEI 
nacional les proporciona, pero también a partir de fondos regionales, bastante ambiciosas, que 
generalmente siempre han incluido instrumentos de atracción y captación de talento, no solo 
de PDI sino también de estudiantes, así como otras medidas de acompañamiento dirigidas a la 
consecución de la excelencia académica e investigadora. 
Por citar algunos de los ejemplos más significativos, dentro del Campus de Excelencia 
`Andalucía Tech´, las Universidades de Sevilla y Málaga han promovido un plan de atracción de 
talento con iniciativas orientadas tanto a la atracción de estudiantes potencialmente 
excelentes como a la captación de PDI de calidad. 
La UMA por ejemplo, en sucesivas convocatorias, ha financiado en sus grupos de investigación 
ayudas para la atracción de jóvenes investigadores posdoctorales internacionales o españoles 
con al menos un año de contrato posdoctoral en el extranjero, para que realicen estancias de 
investigación de una duración de 4 a 6 meses. También ha impulsado algún programa de 
atracción de investigadores de reconocido prestigio internacional con objeto de captar 
investigadores internacionales o españoles residentes en el extranjero que se integren en 
grupos de investigación con el fin de contribuir a la creación de nuevas líneas de investigación 
y/o fortalecimiento de las ya existentes en áreas de interés estratégico.  
De similar relevancia son las diversas convocatorias de atracción de investigadores de 
reconocido prestigio (de carácter internacional y abierto, fueron publicadas en la web de 
Nature) que ha venido impulsando desde 2013 y que han financiado el desarrollo de estancias 
y/o visitas, de entre 6 y 12 meses, en grupos de investigación propios a científicos y 
académicos, internacionales o españoles residentes en el extranjero que acreditan una sólida 
experiencia en ámbitos estratégicos (los llamados polos de excelencia Docente e 
Investigadora) para esta Universidad -Aeroespacial, Biotecnología, Comunicaciones y 
Movilidad, Energía y Medio Ambiente, Transporte y Turismo y Desarrollo Territorial-. 
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La US (2015-2016), ha financiado acciones de movilidad e intercambio de investigadores y 
profesores de sus centros e investigadores y profesores de la Universidad de Berkeley-
California para facilitar el intercambio de conocimiento en el ámbito de la investigación 
académica a través del desarrollo de estancias de corta duración. También ha promovido algún 
programa de retención de talento orientado a la estabilización (o continuidad temporal) de 
personal investigador que haya agotado un contrato Ramón y Cajal, Juan de la Cierva y/u otros 
similares como los contratos posdoctorales de excelencia financiados por la Junta de 
Andalucía, siempre y cuando muestren una trayectoria investigadora que haya sido evaluada 
positivamente por las agencias oficiales de evaluación de la Calidad y acreditación. 
Dentro del Campus de Excelencia ´Biotic´, la UGR y el resto de agentes que la componen, han 
financiado contratos posdoctorales de excelencia, apoyando a jóvenes investigadores 
posdoctorales con talento para la realización de proyectos en colaboración con grupos 
internacionales de excelencia y para fortalecer la cooperación internacional.  
Del mismo modo, han financiado programas de movilidad y perfeccionamiento del personal 
investigador, facilitando al profesorado y al personal investigador el desarrollo de estancias en 
centros internacionales de investigación de excelencia para la actualización de conocimientos y 
el establecimiento de redes profesionales académicas que promuevan la realización de 
proyectos conjuntos; así como estancias de investigadores seniores excelentes y de prestigio 
en departamentos e institutos de investigación vinculados al CEI, para que colaboren en líneas 
estratégicas de investigación y/o participen en programas académicos propios u oficiales -
másteres y doctorados-. 
En el marco del CEI `Campus del Mar´, las instituciones promotoras mencionadas antes, 
impulsaron el llamado Plan ReSEARCH, un Plan propio de Investigación Avanzada orientado a 
la especialización científica en el campo del medio merino y en áreas costeras aledañas, 
incluyendo acciones diversas como el fomento de los estudios de doctorado en dicho campo 
académico; la introducción de incentivos a la investigación en cooperación internacional, y a la 
creación y participación en redes internacionales; programas de apoyo a la carrera 
investigadora; o la creación de premios de investigación que reconozcan el talento científico. 
En el Campus de Excelencia Internacional de Agroalimentación `CEIA3´, y con objeto de 
impulsar en las universidades integrantes unos niveles de excelencia adecuados en la 
investigación del sector agroalimentario, se han impulsado regularmente convocatorias de 
movilidad internacional dirigidas a estudiantes, PDI y PAS, muchas de ellas financiadas con el 
Programa Erasmus +. Asimismo, y de forma aislada (2014 y 2015), han impulsado alguna 
convocatoria de captación de profesorado visitante extranjero para la participación en 
actividades y programas docentes bilingües organizados en el marco del Campus 
interuniversitario agroalimentario.  
Más relevantes son diversas convocatorias de captación de talento y conocimiento puestas en 
marcha al inicio de su andadura (2012 y 2013), como la contratación de jóvenes doctores 
(contratos postdoctorales de 2013) que hayan obtenido el título de Doctorado  en alguna de 
las universidades que la conforman, y que comprenden en su inicio la financiación de estancias 
de movilidad de larga duración en centros de investigación internacionales de prestigio 
dirigidos a mejorar sus curriculums formativos y su actividad científica; o la convocatoria de 
contratos postdoctorales para la captación del conocimiento internacional para el sector 
agroalimentario andaluz entre profesores e investigadores de dicho sector que hayan realizado 
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su actividad en centros extranjeros durante al menos tres años, para que desarrollen estancias 
de entre 6 y 12 meses, con fines docentes o de investigación en las universidades del CEIA3. 
 
Pero no solo han impulsado y/o financiado convocatorias de personal, sino también 
convocatorias de proyectos de I+D+i. El Campus de Excelencia BIOTIC, integrado por la UGR y 
el CSIC entre otros, ha promovido, hasta la actualidad, tres convocatorias de proyectos de 
investigación orientados estratégicamente a una mejora de su desempeño en investigación e 
innovación. 
 
Asimismo, y como ejemplos ilustrativos de medidas de acompañamiento dirigidas a la 
consecución de la excelencia académica e investigadora, caben destacar algunas iniciativas 
orientadas a promover entre sus RRHH académicos la internacionalización de la investigación 
académica que desarrollan, y/o mejorar sus niveles de producción científica o de captación de 
recursos externos. Así, en el CEI PatrimoniUN10 se ha incentivado (2014) la participación en 
convocatorias internacionales de proyectos de I+D+i en el contexto de la política de fomento 
de la excelencia investigadora en el ámbito del Patrimonio Cultural y Natural. 
De forma similar, también ha impulsado ayudas económicas (2014) a grupos de investigación 
de las universidades participantes para mejorar sus infraestructuras, recursos humanos y 
materiales, y por ende, sus capacidades de generar investigación de referencia internacional 
en materia de Patrimonio Cultural y Natural. 
No obstante, todas estas iniciativas responden a una cultura de la excelencia que parece 
creada más bien al arbor del Programa nacional CEI que a iniciativas de política regional, pero 
que luego no parecen ser capaces de promover políticas internas favorecedoras de la 
excelencia en las propias universidades. 
En este sentido, merece una mención especial la UGR, quién en 2017 lanzó un programa de 
captación de talento (Athenea 3I Talento UGR-Fellows) orientado a la contratación de 
investigadores postdoctorales excelentes con experiencia en el ámbito de la innovación y la 
transferencia, por un período de tres años y con unas retribuciones brutas mensuales de hasta 
4.000€ y complementos de 1.500€, dependiendo de condiciones diversas como la situación 
familiar o aspectos derivados de la ejecución del proyecto (formación, estancias, etc.); para su 
incorporación en equipos multidisciplinares para la realización de proyectos de investigación, 
innovación y desarrollo de la Universidad de Granada en áreas de conocimiento relativas a 
Química y Ciencias Ambientales; Ciencias Económicas, Ciencias Sociales y Humanidades; 
Ingenierías y Ciencias de la Información; Ciencias de la Vida; Física y Matemáticas. 
 
Aunque no puede concluirse de forma consistente que las presiones institucionales regionales 
han podido influir sobre las prácticas organizativas de RRHH de las universidades, si que 
pueden visualizarse más claramente como éstas han podido moldear la evolución y las 
tendencias registradas en las estructuras de empleo de las universidades a lo largo de las 
últimas décadas. 
Para analizar la evolución y tendencias que se han registrado a lo largo de las últimas décadas 
en la estructura de empleo de las universidades españolas, utilizamos como indicador básico 
para nuestra comparación el ratio o proporción de funcionarios y empleados permanentes, lo 
que nos da una adecuada información sobre la naturaleza de las diferentes prácticas que las 
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universidades han llevado a cabo en materia de gestión de RRHH académicos. Un análisis 
evolutivo y dinámico que nos proporciona datos acerca de la trayectoria que sigue esta ratio 
ofrece información relevante acerca de cuál es el modelo dominante de recursos humanos 
(modelo funcionarial vs. modelo de contratación laboral).   
El período de análisis en el que centramos nuestra atención comprende la década 1999-2009, 
lo que nos permitirá analizar los cambios de tendencias que se produjeron con la entrada en 
vigor de la reforma universitaria de 2001 (LOU). Esta legislación habilitó a los gobiernos 
regionales para el desarrollo y aplicación de las categorías académicas no funcionariales a lo 
largo de la carrera académica, y le confirió poderes regulatorios para el desarrollo de una 
política de RRHH con capacidad de intervención en aspectos relevantes como las modalidades 
de contratación o la fijación de salarios (del personal contratado) o el establecimiento de 
criterios para la financiación pública de las universidades.  
Para poder monitorear los efectos de las políticas públicas regionales acotaremos nuestro 
período de análisis hasta el año 2009, período por tanto precrisis, lo que nos permitirá 
controlar los posibles efectos que la crisis económica ha podido tener sobre las estructuras de 
empleo de las universidades (ej. la limitación impuesta por el MHAAPP en la tasa de reposición 
de los empleados públicos). 
A partir de datos recopilados en las estadísticas del Instituto Nacional de Estadística y/o en las 
estadísticas del Ministerio de Educación relativas a plantillas de profesorado y estructuras del 
PDI, analizaremos la evolución y las tendencias registradas en la estructura de empleo en las 
universidades del período 1999-2009. Hay que aclarar en este sentido, que durante todo este 
período objeto de análisis, las universidades han sido autónomas y competentes para la 
creación de nuevas plazas académicas, siendo responsables de decidir qué tipo de posiciones 
académicas abrir. 
 
Gráfico 6. 1. Evolución de la estructura laboral académica por regiones y tipos de universidades (1999-2009) 
Fuente: elaboración propia  
Si comparamos clústeres o conglomerados de universidades (universidades viejas y nuevas), 
observamos notables diferencias interregionales entre lo que sucede en las universidades de 
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Fuente: elaboración propia 
las regiones de Andalucía y Cataluña respectivamente. Como puede observarse en el gráfico 
6.1, mientras que en el caso de las universidades andaluzas -viejas y nuevas- muestran entre 
1999 y 2009 tendencias alcistas en los porcentajes medios de profesores permanentes 
(funcionarios y contratados), que son más acentuadas en el caso de las universidades más 
jóvenes; en el caso de las universidades catalanas aparecen tendencias bajistas que también 
son más extremas en el caso de las universidades de menor antigüedad.  
El gráfico 6.2 también muestra como en el caso de las universidades andaluzas el porcentaje 
medio de funcionarios apenas varía entre 1999 y 2009 en el caso de las universidades nuevas 
(situándose en torno al 40%) o varía ligeramente en el caso de las universidades viejas (-5%), 
mientras que en el caso de las universidades catalanas las variaciones son claramente 
significativas para ambos casos (en torno a -15%) 
 
La evolución de la estructura de empleo que se observa en el caso de las universidades 
andaluzas (especialmente en el caso de las universidades viejas) se asemeja más a lo que 
sucede para el conjunto de toda España, lo que podría hacernos pensar en el caso catalán 
como un posible `outlier´ dentro del Sistema Universitario Español. 
 
Gráfico 6.2. Comparación de la estructura laboral académica y sus tendencias por regiones y tipos de universidades 
 
Si centramos nuestra atención en las tendencias registradas por cada una de las universidades 
andaluzas y catalanas, y analizamos la evolución que sigue la estructura de empleo entre 1998 
y 2009, visualizamos claramente la existencia de un patrón de comportamiento convergente 
entre las universidades de cada región. Así, el gráfico 6.3 muestra como todas las 
universidades públicas andaluzas han seguido entre 1998 y 2009 una tendencia similar 
caracterizada por un incremento en el número de profesores funcionarios, incluyendo casos de 
universidades en los que se observa un incremento interanual acentuado (US, UMA, UGR, UH 
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Fuente: elaboración propia 
Fuente: elaboración propia 
o UJA por ej.) y casos de universidades en los que el incremento interanual que se observa es 
bajo o moderado (UCO, UAL o UCA por ej.). 
 
Gráfico 6.3. Evolución de la estructura laboral académica en Andalucía por universidades (1998-2009) 
 
Gráfico 6.4. Evolución de la estructura laboral académica en Cataluña por universidades (1998-2009) 
 
El gráfico 6.4 muestra como en cambio casi todas las universidades públicas catalanas (con la 
excepción de la UdG y la UdL) han seguido entre 1998 y 2009 una tendencia similar marcada 
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por un descenso en el número de profesores funcionarios, incluyendo casos de universidades 
en los que se observa un descenso interanual acentuado (UPC o UB por ej.) y casos de 
universidades en los que el descenso interanual que se observa es bajo o moderado (UAB, URV 
o UPF por ej.). 
Anteriormente, cuando se hablaba de la Agencia de Evaluación de la Calidad en Cataluña y su 
rol estratégico, se reconocía como una de sus contribuciones el refuerzo de la cultura de la 
calidad y la excelencia.  Si bien la tesis que sostiene este trabajo es que las políticas públicas 
regionales (en el ámbito de los RRHH) impactan sobre las prácticas de contratación y 
promoción que siguen las universidades, moldeando las estructuras laborales académicas que 
presentan las universidades de cada región, también podría plantearse a modo de hipótesis 
que este tipo de políticas, regulaciones, programas o discursos promovidos por los propios 
gobiernos regionales también impactan e influyen en las concepciones y percepciones 
(colectivas o individuales) que tienen los profesores. 
Por ello, y aprovechando datos recolectados de la encuesta web realizada entre marzo y junio 
de 2015 a más de 4.500 profesores doctores de veinte universidades públicas españolas (con 
una tasa de respuesta del 20%), se ha considerado relevante analizar algunas de las cuestiones 
que incluía el estudio para ver si existen diferencias notables entre profesores de 
universidades catalanas y andaluzas.  
 
Gráfico 6.5. Percepciones académicas individuales sobre la condición de ser funcionario vs. ser 
contratado             
“Estaría dispuesto a renunciar a mi condición de funcionario o a no llegar a serlo a cambio de un sueldo basado en el 
rendimiento” 
 
Fuente: elaboración propia  
Si se observa el gráfico 6.5 puede observarse como existen diferencias significativas cuando a 
profesores de universidades andaluzas y profesores de universidades catalanas se le pregunta 
si estarían dispuestos a abandonar su condición de funcionario por otra posición que estuviese 
basada en su rendimiento. Así, mientras que los profesores de universidades catalanas que se 
307 
 
 
muestran fuertemente de acuerdo o de acuerdo se sitúan en torno al 39%, solamente un 15% 
de los que trabajan en universidades andaluzas se mostrarían partidarios, en línea con el 
profesorado medio español (18,5%).   
Si se toma como válida la proposición explicativa planteada, tal divergencia podría ser 
explicada por la existencia entre la comunidad de profesores de las universidades catalanas de 
una serie de valores compartidos en relación al modelo de Universidad (excelencia, 
internacionalización, competitividad, meritocracia, rendimiento de cuentas, diferenciación 
basada en los buenos resultados) que en cierto modo podrían ser (parcialmente al menos) 
producto de las políticas públicas impulsadas por el gobierno regional. 
Los gráficos 6.6 y 6.7, que muestran las opiniones de académicos de universidades andaluzas y 
catalanas acerca de los criterios que son usados en sus departamentos cuando se convocan 
nuevas plazas académicas y las opiniones sobre los criterios meritocráticos que deberían ser 
usados en los procesos de selección de los candidatos para la promoción, también arrojan 
diferencias significativas. Así, puede observarse cómo en opinión de los profesores de 
universidades andaluzas los criterios más usados (en sus departamentos) en la convocatorias 
de nuevas plazas permanentes son (1) promocionar a un miembro ya acreditado del 
departamento (fidelización y reclutamiento de candidatos internos); (2) `hacer funcionario´ a 
algún miembro del departamento que tenga los méritos requeridos (compromiso con la 
funcionarización); y (3) dar respuesta a las necesidades docentes (relevancia de la misión 
docente para la Universidad). En cambio, sus colegas de universidades catalanas si bien 
coinciden en la primera opción -aunque en menor proporción- (promoción de acreditados del 
departamento) y en la tercera (satisfacer necesidades docentes), añaden otras opciones 
destacadas como la de reclutar académicos excelentes (de dentro o de fuera del 
departamento) o promover la competición entre miembros del departamento. Opciones estas 
últimas que estarían en sintonía con esos valores asociados al concepto de Universidad que 
desde los poderes públicos regionales catalanes están impulsando a través de sus políticas 
públicas de universidades e investigación. 
Gráfico 6.6. Opiniones académicas individuales sobre los criterios usados en la práctica por su 
departamento en la convocatoria de nuevas plazas permanentes 
 
 
 
 
 
 
 
Fuente: elaboración propia 
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En línea similar, también puede visualizarse (gráfico 6.7) cómo los profesores de las 
universidades catalanas, como muestra de un mayor compromiso con la investigación 
científica y de mayor activismo y dinamismo en el ámbito científico, conceden más relevancia a 
criterios meritocráticos más relacionados con la ciencia que en el caso de profesores de 
universidades andaluzas. De este modo, los profesores de universidades catalanas destacan en 
el siguiente orden: (1) la dirección y participación en proyectos de investigación; (2) la 
experiencia docente; (3) tener papers muy citados; o (4) la captación de fondos de financiación 
de la investigación; mientras que los profesores de universidades andaluzas muestran 
opiniones similares aunque con algunas diferencias en los valores de apoyo: (1) la experiencia 
docente; (2) la dirección y participación en proyectos de investigación; (3) tener papers muy 
citados; o (4) contar con muchas publicaciones (cantidad vs. calidad). 
Gráfico 6.7. Opiniones académicas individuales sobre los criterios de mérito que deberían ser usados 
en los procesos de promoción académica 
 
 
 
 
 
 
 
 
4. Conclusiones 
La heterogeneidad del sistema universitario español se refleja en las diferencias territoriales en 
cuanto a dimensión, estructura, procesos y resultados de las diversas universidades ubicadas 
en las distintas comunidades autónomas. La dimensión y características de las regiones son 
muy distintas, y también lo son las de sus sistemas universitarios.  
Una de las premisas iniciales de este capítulo era que la competencia estimula el desempeño 
de las instituciones, y por ello aquí se han analizado dos sistemas regionales de educación 
superior e investigación pluralistas y competitivos, pero es ampliamente sabido que no es el 
único factor determinante tanto de los resultados como de los procesos que se observan en 
sus organizaciones académicas. Son, por tanto, altamente relevantes otras características del 
entorno en el que se ubican y las orientaciones de las propias organizaciones. 
Las universidades desarrollan su actividad docente e investigadora en un contexto geográfico 
determinado que las condiciona de distinto modo. Como se ha podido ver en este capítulo, los 
esfuerzos inversores de las CCAA son distintos, cómo también lo son las políticas de incentivos, 
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las de control, seguimiento y evaluación de la calidad, o los impulsos a la internacionalización. 
Adicionalmente, y tal y como comentan Pérez y Aldás (2017), los entornos socioeconómicos172 
regionales son desiguales: hay diferencias en niveles de renta, niveles de estudio de la 
población, tipo de tejido productivo, mercado de trabajo, urbanización, etc. 
Al igual que la literatura académica especializada en educación superior ha reconocido la 
importancia que tiene el entorno para evaluar y analizar los resultados y el rendimiento 
institucional de las organizaciones académicas, este trabajo también lo considera primordial a 
la hora de analizar procesos como los aquí abordados dentro del ámbito de la organización y 
administración de los RRHH académicos. 
Como subrayan Holm-Nielsen & Salmi (2014), cualquier análisis del sistema universitario y, por 
lo tanto, también de las universidades debe tomar en consideración el ecosistema en que está 
ubicado y que está caracterizado por: a) la situación política y económica general; b) las 
estrategias y visiones de innovación, investigación y educación; c) el marco normativo que, 
entre otras cosas, determina el grado de autonomía de las universidades; d) el sistema de 
calidad; e) los recursos financieros asignados a las universidades; f) las características 
económicas, sociales, y políticas del entorno local de la institución que determina su 
posibilidad de atraer académicos y estudiantes; y g) la infraestructura, especialmente la digital. 
Frolich y sus colegas (2013) reclaman una mayor atención a los procesos de interacción entre 
el entorno que rodea a las organizaciones (académicas) y las formas y modos en las que dicho 
entorno es interpretado por la organización. 
 
Si bien no pueden concluirse hallazgos empíricos contundentes, sí que pueden señalarse 
asociaciones plausibles entre las intervenciones de política pública desarrolladas en Andalucía 
y Cataluña en materia de educación superior y ciencia, y determinadas prácticas y rutinas 
organizativas que se observan en sus universidades en materia de RRHH. 
En el caso de Cataluña, las políticas universitarias y científicas puestas en marcha desde inicios 
del siglo XXI por parte de sus sucesivos gobiernos regionales muestran una evidente 
adherencia a las lógicas académicas de excelencia que han emergido en el panorama 
internacional. Lo anterior estaría facilitando la emergencia de políticas públicas de RRHH 
claramente transformadoras y orientadas hacia un cambio del modelo de relaciones laborales 
funcionarial históricamente dominante en las universidades españolas, por otro de corte 
laboralista. Adicionalmente, la promoción de programas e instrumentos de reclutamiento, 
selección, evaluación y promoción de profesorado claramente abiertos, flexibles y orientados a 
la excelencia y la internacionalización están sembrando las semillas del cambio organizativo en 
las universidades, lo que en el largo plazo podría propiciar la transformación gradual de 
prácticas organizativas vinculadas al ámbito de los RRHH. 
Adicionalmente, las universidades públicas catalanas se benefician de un entorno científico 
más proactivo y dinámico, en el que maximizan su eficiencia y productividad investigadora a 
 
172 Según estos autores, la conexión que puede observarse en el conjunto de indicadores sintéticos elaborados para el U-ranking 
BBVA-IVIE 2017 entre el entorno y el desempeño universitario es fuerte: las CCAA con mayor rendimiento de sus universidades 
suelen coincidir con aquellas con un mayor PIB per cápita y que hacen un uso más intensivo del conocimiento, lo que favorece las 
oportunidades de realizar más actividades docentes, de investigación y transferencia tecnológica y la empleabilidad de los 
egresados. 
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través de una colaboración activa173 con los diversos organismos públicos de investigación 
ubicados en sus territorios. El desarrollo de estrategias que implican alianzas efectivas y 
consolidadas de investigación produce importantes sinergias organizativas, que redundan 
positivamente sobre sus sistemas regionales de educación superior e investigación. El 
aprovechamiento de las sinergias entre las mejores universidades y su entorno174, a juicio de 
Pérez y Aldás (2017), favorece tanto a los resultados académicos como a la atracción de 
talento, y a la captación global de recursos. 
En el caso de Andalucía, la ausencia de innovaciones institucionales y el desarrollo de políticas 
públicas universitarias continuadoras de los modelos preestablecidos por parte de los 
sucesivos gobiernos regionales han perpetuado unas políticas públicas de RRHH claramente 
proteccionistas del status quo, y conniventes con el modelo de RRHH funcionarial 
históricamente consolidado en las universidades españolas. La ausencia de políticas públicas 
dinámicas y transformadoras en el ámbito de los RRHH ha influenciado negativamente en la 
capacidad de cambio de las prácticas de contratación y promoción que pueden observarse en 
las universidades andaluzas, lo que ha reforzado prácticas y rutinas preexistentes vinculadas al 
ámbito de los RRHH. 
Asimismo, lo que parecen reflejar los casos analizados de Andalucía y Cataluña son dos formas 
de responder a las presiones externas que están experimentando la profesión académica y los 
mercados académicos globales: las políticas de educación superior y ciencia promovidas en 
Cataluña, a diferencia de las promovidas por Andalucía, parecen haber canalizado mejor que 
las universidades solo podrán competir en el actual entorno dinámico, competitivo y global, si 
mejoran sus capacidades estratégicas y potencian su organizational actorhood, para lo que 
resulta fundamental que dispongan de una adecuada autonomía y capacidad decisional en el 
ámbito de los RRHH y las relaciones laborales. 
 
Los anteriores hallazgos, no deben sobredimensionar la influencia del entorno y de las 
presiones institucionales en los cambios y transformaciones organizativas (prácticas y rutinas). 
Las tradiciones académicas comportan culturas académicas, identidades, prácticas y rutinas 
que convierten a las universidades en organizaciones resilientes (Maasen & Olsen, 2007). Por 
ello, las normas y valores, tanto de la profesión académica como de la afiliación disciplinar, 
generalmente constriñen (pero hacen posible a la vez) determinados cambios organizativos 
promovidos desde el entorno y/e intencionados desde dentro de las universidades. Es decir, y 
aplicado al objeto de investigación abordado en este capítulo, muchos de los procesos y 
estructuras decisionales relativos a la organización y administración de los RRHH académicos 
 
173 El Informe CyD 2015 (CyD, 2016: 167 y ss.) analiza la colaboración de las universidades con entidades de sus regiones (e.g. 
universidades, instituciones gubernamentales, centros dedicados a la investigación sanitaria, empresas, y otros organismos). Entre 
las instituciones que más colaboran con entidades de su región, se encuentran universidades catalanas como la UB, la UAB, la URL, 
la UDL, la UPF o la UPC. Es evidente, que esta colaboración regional interinstitucional es producto de dicho entorno pluralista y 
dinámico que representa Cataluña en el ámbito científico-técnico y académico. 
 
174 El argumento que sostienen estos autores, coordinadores del Ranking BBVA-IVIE, es que algunas de las universidades más    
sobresalientes (de las que las universidades públicas ubicadas en Barcelona son un buen ejemplo) suelen ser, a menudo, 
instituciones que ofrecen mayores posibilidades de inserción laboral a sus egresados, tanto por su calidad y reputación, como por 
las  mejores oportunidades de trabajo en cantidad y calidad que ofrece el tejido  productivo de las regiones más desarrolladas más 
basadas en la economía del conocimiento y orientadas uso del capital humano  y tecnológico como base de su competitividad..  
Esta circunstancia favorable del entorno no existe en otras universidades ubicadas en provincias de menor nivel de desarrollo y 
con economías menos innovadoras. 
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en las universidades, permanecen controlados por los académicos175. Por ello, y pese a la 
acción de determinadas presiones institucionales como las aquí analizadas, muchas de las 
prácticas y comportamientos organizativas que se observan en las universidades continúan 
inalterables en el tiempo.  
Las culturas, tradiciones y patrones identitarios de los académicos son difíciles de cambiar, 
intercediendo en los procesos de transformación y cambio organizativo, e incrementando los 
niveles de incertidumbre y los efectos (inesperados) que tienen las reglas formales e 
informales, las normas y los valores asociados a los profesionales académicos (Fumasoli, 2015).  
 
Los recursos humanos constituyen la piedra angular del éxito de las universidades en sus tres 
misiones fundamentales (docencia, investigación y trasferencia de conocimiento). Puesto que 
los recursos humanos representan un elemento clave en el cambio organizativo, el diseño de 
nuevas políticas públicas de reclutamiento de personal y/o de captación y retención de talento 
requieren, por tanto, contar con información válida y fiable. Por ello, se insta a investigadores 
y analistas a que continúen investigando este fenómeno, desarrollando investigaciones que 
busquen nuevos hallazgos empíricos centrando sus análisis a nivel departamental y/o 
disciplinar, como han hecho otras investigaciones precedentes (e.g. Fumasoli, 2015), lo que 
posiblemente aporte una mayor claridad a una realidad altamente compleja como la aquí 
estudiada. 
 
Un factor explicativo que podría atribuirse a este mejor posicionamiento del sistema catalán 
de educación superior y ciencia, en lo relativo a resultados (pero también en reputación y 
prestigio), sería el de la dotación de los recursos económicos. Es decir, un elemento recurrente 
que puede observarse en muchas de las entrevistas realizadas a responsables de universidades 
de regiones distintas a Cataluña es el recelo o envidia sana que tienen de las universidades de 
esta región, que supuestamente gozan de buena salud económica y de un robusto apoyo 
presupuestario por parte de su gobierno regional. ¿Pero verdaderamente esta percepción, 
bastante extendida, se ajusta a la realidad? 
De forma resumida, ya que no es objeto de análisis de este trabajo, pueden presentarse 
algunos datos aclaratorios al respecto. 
El primer indicador que puede observarse es el relativo al gasto (o inversión) que ambas 
regiones realizan en educación superior y en I+D+i. Tradicionalmente, Cataluña ha estado 
situada, junto al País Vasco, Navarra y Madrid, entre las CCAA que más recursos ha destinado a 
la educación universitaria y a la ciencia, lo que la ha colocado siempre por delante de 
Andalucía. 
 
175 Es decir, pese a que existen marcos regulatorios -nacionales y regionales en el caso aquí abordado-, normas y reglas externas 
que generalmente definen y/o prescriben muchos de los criterios, procesos, procedimientos y prácticas; éstos, generalmente, son 
el resultado de negociaciones entre las autoridades públicas (poder político), los profesionales académicos (y/o representantes 
afiliados a organizaciones sindicales) y las universidades (y/o las asociaciones en las que se integran colectivamente). 
Para el caso español, Nuñez (2013), citaba como ejemplo ilustrativo de ello el proceso de negociación que tuvo lugar tras la 
aprobación de la LOU/2001 para acordar los criterios de evaluación que iba considerar la ANECA en sus procesos de acreditación 
del profesorado universitario. A juicio de la autora, que en aquella época desempeñó importantes responsabilidades en la política 
universitaria madrileña, las exigencias y demandas corporativas del gremio de profesorado universitario se impusieron en el 
sistema finalmente adoptado, como resultado de un proceso de negociación en el que sindicatos y universidades actuaron a modo 
de pinza, frente a las posiciones planteadas por el gobierno central.      
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1. Introducción 
Algunas de las premisas teóricas ya abordadas en este monográfico sirven de pretexto para 
este capítulo: los sistemas universitarios difieren entre países (Clark, 1983) reuniendo modelos 
diversos de gobernanza universitaria (Baldridge, 1971); las universidades son organizaciones 
profesionalmente gestionadas (Scott, 1995, 2008) y son específicas, dada la necesidad que 
tienen de una fuerte cooperación por parte de sus empleados para el desarrollo efectivo de 
sus misiones organizacionales (Whitley, 2011). Adicionalmente, las universidades han sido 
conceptualizadas como organizaciones complejas (Peterson, 2007), que al mismo tiempo 
necesitan adaptarse a los entornos cambiantes si desean sobrevivir (Aldrich & Pfeffer, 1976). 
 
El Consejo Europeo de Investigación o ERC, como es conocido coloquialmente (acrónimo 
derivado de su denominación en versión inglesa: `European Research Council´) fue creado por 
la Comisión Europea hace algo más de una década. Algunos analistas sugieren que la mera 
existencia del ERC, como programa de financiación de la investigación, ya propició un cambio 
en el entorno europeo de la investigación mediante la asignación de recursos materiales, 
reputación, y nuevas oportunidades para la movilidad geográfica e institucional de los 
investigadores (Nedeva & Stampfer, 2012). 
En este contexto, el modelo de excelencia académica proyectado por el ERC y por sus 
instrumentos proporciona un estudio de caso relevante para abordar las respuestas 
organizativas de las universidades a los cambios que se producen en sus entornos. Una 
cuestión fundamental aquí, es alcanzar una mejor comprensión acerca de la transformación de 
las lógicas institucionales en las organizaciones científicas europeas, y la consolidación de una 
nueva lógica de excelencia, algo que también es relevante para los debates sobre la diversidad 
organizativa y la adaptabilidad de las instituciones de educación superior. La cuestión relativa a 
si las universidades se adaptan a los cambios que acontecen en su entorno, y como lo hacen, 
requiere un análisis empírico (Fumasoli & Huisman, 2013). 
 
176 Este capítulo es una versión traducida y adaptada del artículo científico `The proof of the pudding: University responses to the 
European Research Council´ que el candidato a Doctor y sus supervisores de tesis, la Dra. Laura Cruz-Castro y el Prof. Dr. Luis Sanz-
Menéndez, publicaron durante el transcurso de la tesis. Fue publicado en modalidad de acceso abierto en el Journal `Research 
Evaluation´ (25: 4, 2016. Pgs. 358-370), editado por Oxford University Press (doi: 10.1093/reseval/rvw015). 
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El principal objetivo de este capítulo es evaluar y comparar las respuestas de las universidades 
a la existencia del Consejo Europeo de Investigación. La primera tarea es clasificar dichas 
respuestas organizativas en el marco del desarrollo de unos tipos ideales, que basados en una 
tipología bidimensional nos permita describir los diversos compromisos de acción y la fortaleza 
de sus capacidades organizativas. Adicionalmente, se construye una taxonomía basada en 
indicadores relacionados con la participación relativa de las universidades españolas en las 
convocatorias promovidas por el ERC, para materializar la idea del compromiso de las 
universidades con la excelencia investigadora, y si las universidades han promovido prácticas 
organizativas o han diseñado nuevos mecanismos, instrumentos, e incentivos orientados a la 
promoción de la participación de sus académicos en el ERC, o si han realizado acciones de 
atracción de investigadores ERC de otras instituciones. Asimismo, este trabajo también trata 
de identificar qué factores o condiciones preexistentes pueden tenerse en cuenta al analizar 
las diferencias que se observan entre organizaciones en sus respuestas a los cambios que se 
suceden en el entorno institucional de financiación científica. 
El artículo está estructurado de la siguiente forma: en las dos primeras secciones se presenta el 
contexto analítico relativo a las universidades como organizaciones y algunos análisis previos 
sobre el ERC. La sección cuatro describe la construcción de los tipos ideales. En la sección cinco 
se explican los criterios utilizados para la selección de casos, y se ofrece información relativa a 
la recogida de datos e información efectuada para el análisis empírico. La penúltima sección, 
está dedicada al testeo de indicadores, una presentación de la taxonomía y la correspondiente 
representación de los casos. Adicionalmente, se ilustran los diferentes tipos de respuestas 
organizacionales con argumentos discursivos de responsables de gobierno universitario 
entrevistados. El capítulo concluye con las conclusiones más relevantes del trabajo. 
 
2. Las universidades como actores organizativos 
Aunque generalmente los estudios relativos a educación superior y política de investigación 
suelen abordar diversas facetas organizativas de las universidades, es importante reconocerlas 
como organizaciones complejas en sí mismas (Peterson, 2007).  
Aunque algunos académicos las han descrito como `atípicas´ (Cohen & March, 1974; Weick, 
1976), `específicas´ (Musselin, 2006), o que tienen un `actorhood organizacional´ limitado 
(Krucken & Meier, 2006; Whitley, 2012), como todas las organizaciones, necesitan adaptarse a 
los entornos que les rodean (Reale & Seeber, 2011; Seeber et al. 2014), y de dónde reciben 
recursos y presiones orientadas al cambio y/o la adaptación.  
Las universidades, y más aquellas que poseen una naturaleza jurídica pública, se hallan 
frecuentemente en entornos altamente regulados e institucionalizados (Bleiklie et al., 2015), y, 
pese a disfrutar formalmente de autonomía institucional, se comportan como organizaciones 
altamente dependientes de las políticas gubernamentales y de las fuentes de financiación 
pública.  
Adicionalmente, también están expuestas a crecientes presiones procedentes de los mercados 
competitivos. 
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Aunque la investigación, que es considerada como una de las actividades principales de las 
universidades, tiene un alcance y dimensiones globales; el contexto organizativo que rige a la 
investigación y a las instituciones de educación superior continúa siendo ampliamente 
determinado por condiciones nacionales y locales (marcos regulatorios y financiación). No 
obstante, en los últimos años, el proceso de Europeización ha configurado de forma creciente 
el marco de la investigación presente en las diferentes agendas nacionales (Cruz-Castro, 
Jonkers & Sanz-Menéndez, 2015). El Proceso de Bolonia y el Espacio Europeo de Investigación 
(Chou & Gornitzka, 2014), y otras iniciativas han contribuido a la diferenciación de las 
universidades europeas, promoviendo la competición e impulsando una mayor visibilización 
de su posicionamiento en rankings internacionales. Adicionalmente, algunos países han 
comenzado a introducir cambios en sus modelos de financiación de la educación superior, 
confiriendo una mayor relevancia a la financiación de proyectos competitivos (Tisdell, 1997) y 
a la financiación basada en el desempeño (Hicks, 2012), que, en último término, están 
impactando en comportamientos organizativos y de dirección de las universidades. En este 
contexto, ya sea de un modo explícito o implícito, la competición entre universidades por 
financiación (de Boer et al., 2015; Jongbloed & Lepori, 2015), talento (OCDE, 2008), 
estudiantes (Laredo, 2007), y reputación (Sauder & Espeland, 2009) se han convertido en un 
factor relevante para la comprensión de las dinámicas generales que suceden en el sector. 
 
La literatura especializada en educación superior ha descrito a las universidades como 
organizaciones cuyos patrones no se ajustan a los clásicos modelos de burocracias públicas o 
de empresas privadas (Frolich et al., 2013), en tanto que operan en entornos fuertemente 
influenciados por regulaciones y sujetos a la influencia de las políticas públicas (Bleiklie et al., 
2015); adicionalmente, algunos académicos han argumentado que las universidades tienen 
limitaciones estructurales en el desarrollo de estrategias gerencialistas (Krücken & Meier, 
2006) o en el desarrollo de un fuerte `actorhood organizacional´ (Whitley, 2012). Si el 
actorhood organizacional de las universidades significa la existencia de una autoridad central 
unificada responsable del diseño de los procesos colectivos de trabajo, la coordinación de sus 
resultados y el desarrollo de capacidades colectivas para el abordaje de problemas, la 
adaptación al cambio y el impulso de oportunidades de emprendimiento que mejore la 
movilización y compromiso de su personal cualificado (Whitley, 2012); las universidades tienen 
considerables limitaciones, siendo destacables una insuficiente dotación de recursos, y la débil 
autonomía que posee la administración respecto de la comunidad académica. 
 
Una estrategia, es comúnmente definida como `una agrupación coherente de análisis, 
conceptos, políticas, y acciones que responden a las oportunidades que emergen´ (Rumelt, 
2011: 6); y disponer de unas adecuadas estrategias requiere de un diagnóstico, unas políticas 
que actúen de guía y de una acción coherente. Existen conexiones entre las estrategias, los 
recursos idiosincráticos, y las capacidades dinámicas, además del efecto potencial de 
interacción con un desempeño fuerte. No obstante, y debido a las limitaciones anteriormente 
mencionadas con respecto al actorhood de las organizaciones académicas, en este trabajo no 
se abordará la cuestión de la estrategia, sino más bien las respuestas organizacionales que 
hacen referencia a las opciones de desarrollo, sobre la base de sus condiciones institucionales, 
de las formas más idóneas de ajustarse a las estructuras de incentivos que emergen.   
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Los primeros institucionalistas (e.g. Meyer & Rowan, 1977; DiMaggio & Powell, 1983) 
centraron su atención en aquellas respuestas organizativas más probables: la de la adaptación 
al entorno beneficiándose de aquellos cambios surgidos, mediante la aplicación de estrategias 
y estructuras similares a las desarrolladas por los primeros innovadores y otras organizaciones 
exitosas existentes en el mismo campo. Aunque más recientemente, otros autores han 
afirmado que las organizaciones siguen estrategias diferentes y desarrollan respuestas 
organizativas diversas al hacer frente a las sucesivas innovaciones institucionales que tienen 
lugar (e.g. el ERC y sus instrumentos de financiación de la investigación). Por ejemplo, 
considerando el grado diverso de dependencia de los recursos que tienen las organizaciones, 
Oliver (1991) argumentó que incluso entre aquellas que se encuentran dentro del mismo 
ámbito organizativo, pueden llegar a desarrollar respuestas organizativas muy diversas que 
van desde la aquiescencia hasta el desafío, con diferentes graduaciones de compromiso entre 
ambas. 
Otros autores (Thornton & Ocasio, 1999) han destacado que las organizaciones se enfrentan a 
lógicas institucionales que compiten entre sí: reglas formales e informales de acción, 
interacción, e interpretación que guían y constriñen a decisores y otros actores; lógicas que 
fundamentan la adecuación de determinadas prácticas organizacionales en determinados 
momentos y en condiciones fijadas. A nivel organizativo, estas lógicas pueden ayudar a centrar 
la atención sobre la base de un conjunto limitado de temas y soluciones (Ocasio, 1997), 
conduciendo a decisiones consistentes con la lógica que refuerza las identidades y estrategias 
organizativas (Thornton, 2002). 
Los institucionalistas han demostrado, además, que las fuerzas reguladoras, normativas y 
cognitivas configuran como emergen los modelos de prácticas organizativas y cómo se 
difunden entre las organizaciones (Scott, 1995; 2008). 
La aplicación de este marco analítico a los cambios que se producen en las universidades 
sugiere la observación de un proceso de homogeneización y diferenciación de las 
universidades dentro de cada uno de los países, pero también entre los distintos países 
(Hüther & Krücken, 2016). Pese a lo anterior, todavía se posee un conocimiento limitado en 
relación a por qué difieren las respuestas que las organizaciones proporcionan a las presiones 
institucionales, así como de los factores que podrían contribuir a explicar la heterogeneidad de 
las respuestas.  
 
3. El Consejo Europeo de Investigación, entendido como un cambio institucional del 
entorno 
Una de las principales y más recientes innovaciones institucionales en el escenario europeo de 
investigación fue la creación, en 2007, del Consejo Europeo de Investigación. Su creación ha 
atraído la atención tanto de investigadores como de revistas científicas internacionales de 
prestigio como Nature o Science, por ofrecer nuevas y generosas oportunidades de 
financiación de la investigación científica de excelencia, y al mismo tiempo, por significar, un 
impulso y renovación del modelo de apoyo y promoción de investigación básica de la Unión 
Europea.  
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El presupuesto del ERC para 2014 fue de 1.700 millones de €uros; una cantidad que podría no 
parecer muy significativa si se le compara con otras agencias internacionales de financiación 
(como la Fundación Nacional de la Ciencia en EEUU) o con el gasto global que las instituciones 
académicas europeas destinan a I+D177. 
No obstante, el ERC no solo significa una cantidad considerable de dinero para financiar 
proyectos individuales (que abarca entre los 1,5 y los 3,5 millones para el período que 
comprende la investigación financiada), sino también ganancias reputacionales para la 
institución de acogida. 
 
Los instrumentos de financiación de la investigación que configuran el ERC tienen como 
objetivo la promoción en el ámbito europeo de la excelencia cómo único criterio de selección. 
El principio de asignación de los fondos destinados a investigación y desarrollo está basado en 
el concepto de ciencia excelente, el cual ha sido integrado en el marco general de actuación de 
la Unión Europea (Sorensen et al., 2015) y en otras políticas nacionales de investigación en 
Europa, aunque en algunos países desde mediados de los años noventa, ya se habían adaptado 
instrumentos específicos relacionados con la promoción de la excelencia (OCDE, 2014). 
 
Los estudios previos que han analizado el ERC, se han centrado en descripciones generales 
relativas al cambio ocasionado en el panorama europeo científico y su financiación (Nedeva, 
2013; Luukkonen, 2014), sobre el funcionamiento de los mecanismos de revisión por pares 
noveles y sus efectos sobre la frontera del conocimiento (Scherngell et al., 2013; Luukkonen, 
2012), sobre las interacciones que se producen entre los instrumentos de financiación y las 
propiedades epistemológicas del conocimiento (Laudel & Gläser, 2014), sobre los efectos que 
provoca en la movilidad geográfica de los científicos (Mugabushaka et al., 2013), sobre la 
distribución institucional y/o por país de beneficiarios de grants ERC (Zecchina & Anfossi, 
2015), o en relación al proceso de consolidación organizativa (König, 2015). 
En general, menor ha sido la atención prestada al estudio de los efectos o impactos del ERC 
sobre los actores organizativos y sus reacciones, pese a que uno de los objetivos que 
explícitamente aparece en el documento de política institucional del ERC es “contribuir a que 
las universidades y otras instituciones de investigación incrementen su rendimiento, y 
desarrollen mejores estrategias con el fin de convertirse en si mismos como jugadores globales 
más efectivos y competitivos”178. El ERC, tiene como objetivo adicional apoyar toda aquella 
investigación situada en la frontera del conocimiento, pero transformando al mismo tiempo la 
forma en la que las universidades y las organizaciones de investigación perciben la excelencia. 
En la literatura específica que ha abordado al ERC como objeto de estudio, pueden hallarse, no 
obstante, interesantes excepciones como el proyecto EURECIA (CE, 2012), o más precisamente 
la contribución que realizan Edler y otros colegas (2014) quienes analizan el impacto que tiene 
la existencia misma del ERC sobre la investigación que desarrollan las organizaciones en 
 
177 El Consejo Europeo de Investigación ha asignado, dentro del 7º Programa Marco Europeo de Financiación de la investigación 
(2007-2013), más de 7.500 millones de €uros para financiar proyectos de investigación. Dentro del Programa Horizonte 2020 
(H2020), se espera una asignación adicional de 13.100 millones de €uros para los años 2014-20. Según EUROSTAT, el gasto global 
en I+D de los 28 países que conforman la UE (UE28), tanto a nivel de su gobierno como de los sectores de las instituciones de 
educación superior fue, en 2013, de 96.803 millones de €uros. 
 
178 https://erc.europa.eu/mission (enlace web consultado: 14/03/18). 
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general. Concretamente, este análisis empírico pretende estimar el impacto efectivo y 
potencial que tiene el ERC sobre ciertas organizaciones científicas europeas, clasificadas 
previamente de acuerdo a su posición relativa en el sistema de estratificación científica. Los 
impactos que el ERC tiene sobre las universidades son muy diversos, dependiendo de las 
gradaciones de poder que éstas poseen en base a atributos organizativos generales -dotación 
de recursos, autonomía y gobernanza-. Si por ejemplo, nosotros consideramos el marco legal 
común e institucional existente en España, posiblemente todas las universidades caerían del 
grupo descrito con un poder organizativo limitado (por no poseer recursos propios de 
financiación significativos, con una autonomía limitada en el ámbito de las políticas de RRHH, 
etc.), aunque, podríamos esperar en cambio variación en las respuestas que 
organizacionalmente ofrecen a los cambios institucionales, incluso entre universidades 
ubicadas en la misma categoría.  
 
El ERC afecta a las organizaciones proporcionando tres tipos de valores potenciales: material, 
simbólico, y normativo (Edler et al., 2014). En primer lugar, las ayudas del ERC constituyen un 
importante insumo financiero dentro del apartado de recursos destinados a investigación, al 
menos a nivel de proyectos, aunque posiblemente menos al nivel presupuestario de la 
Universidad (cuya masa principal es garantizada generalmente por medio de otras fuentes 
alternativas); en segundo lugar, los académicos que se benefician de dichas grants, y las 
instituciones que los acogen, obtienen ganancias reputacionales y de prestigio debido a la 
fuerte asociación existente entre las comunidades epistémicas, la financiación de la 
investigación ERC y la excelencia. Por último, como poderoso mecanismo de evaluación 
externa que es, el ERC tiene el potencial de ofrecer a los administradores de las organizaciones 
un instrumento que favorezca la diferenciación de los investigadores, contribuyendo de esta 
forma a la alineación de la estrategia de la Universidad con la del ERC. 
 
La financiación de la excelencia investigadora es un principio básico del ERC, pero el modo en 
el que las universidades, sus unidades académicas o de administración, definen calidad o 
excelencia es en sí mismo, una cuestión de carácter empírico. Merton (1960) llamó la atención 
acerca de algunas de las ambigüedades que pueden observarse al referirse a la excelencia y el 
reconocimiento, estableciendo dos dimensiones relevantes para su distinción: la calidad y el 
rendimiento. Más recientemente, Paradeise y Thoenig (2013) discutieron acerca de la 
existencia de dos mecanismos competentes basados en medidas organizativas y de valoración 
social, que podrían ser útiles para comprender las diferentes formas de proceder una 
evaluación de la calidad y su rol en el modelo de excelencia investigadora. Para ello, estos 
autores clasifican a las universidades acorde a sus posiciones y actitudes con respecto a la 
calidad académica, estando ésta basada en la reputación percibida y en la excelencia 
observada (medida a través de la productividad académica obtenida en investigación), 
cuestionando al mismo tiempo el efecto de la llamada `jaula de hierro´ derivado de la 
preexistencia de un único modelo con estándares de excelencia, y arrojando luz a la cuestión 
de que las universidades se diferencian en sí mismas en relación a la evaluación que hacen de 
la calidad académica (Paradeise & Thoenig, 2015). 
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En este trabajo, se considera que las ayudas que promueve el ERC poseen un efecto 
combinado de reconocimiento y excelencia en sus formas de evaluación de la calidad. La 
asignación de ayudas es realizada mediante evaluaciones sociales específicas, que se basan 
principalmente en la calidad sustantiva de la propuesta (naturaleza innovadora y proclive al 
riesgo, ambición, factibilidad) y en la calidad del investigador principal que la lidera (capacidad 
intelectual y ambición), sin embargo, el carácter limitado de las ayudas y la fuerte competición 
existente la transforman como mecanismo en una medida del desempeño. Asimismo, la 
asignación de ayudas del ERC a modo de recompensas está convirtiéndolas en un indicador 
organizativo de excelencia, de una forma similar a lo que se han convertido los rankings 
comparativos de universidades como marcos interpretativos para evaluar la calidad. El 
argumento que sostiene este trabajo viene avalado por los vínculos asociativos observados 
entre la excelencia y el ERC, y las retroalimentaciones positivas ya detectadas en el proceso de 
construcción de la reputación organizativa que han evidenciado estudios previos: “las ayudas 
del ERC asignan prestigio y simbolizan la excelencia, tanto de los individuos que se benefician 
de ellas, como de las organizaciones que las acogen” (Edler et al., 2014: 101). 
En este contexto, la idea de la que parte este trabajo es que es posible elaborar una tipología 
de respuestas organizativas hacia el ERC como innovación institucional; cuyo alcance podría 
variar según los niveles de acción o indiferencia que posean las sucesivas organizaciones y sus 
miembros. 
  
4. Una construcción de tipos ideales de respuestas organizativas 
Como es bien conocido, los tipos ideales son instrumentos heurísticos que tienen como 
finalidad una comprensión y entendimiento de la realidad, cuya aplicación es mayor si cabe, en 
el caso de análisis comparativos. Para la conceptualización de nuestros tipos ideales, en este 
trabajo se toman dos conceptos de la teoría organizativa relacionados con la capacidad de las 
organizaciones para adaptarse a los cambios y transformar sus entornos. El primero de ellos 
está inspirado en el concepto desarrollado por Selznick de `carácter organizacional´, que pone 
un especial énfasis en “la integración de valores en una estructura organizativa mediante la 
elaboración de compromisos, formas de actuar y responder” (Selznick, 1957: 40). La formación 
de una institución y/o el carácter de una organización, está marcada por su forma de valorar 
los compromisos, lo que significa realizar elecciones que establecen las asunciones de los 
legisladores en relación a la naturaleza de la organización -sus objetivos distintivos, método, y 
el rol en la comunidad- (Selznick, 1957: 55). Esta dimensión se centra en las acciones y en sus 
actitudes asociadas, que ayudan a configurar los valores centrales de una organización, y 
especialmente la distribución de valor a lo largo de la organización. Estos valores, en una 
organización dada, son tomados como fines en sí mismos e incorporados a su misión 
organizativa, entrando a formar parte de la lógica institucional dominante.  
La segunda dimensión está estrechamente relacionada con el concepto de `capacidades 
organizativas´ (e.g. Helfat & Winter, 2011). Ser capaz de algo está generalmente asociado a 
una capacidad o estado de confianza para desarrollar y culminar cualquier objetivo como 
resultado de una acción intencionada. Las capacidades completan al gap existente entre 
intención y resultado, cumpliendo de tal forma que el resultado se asemeje a la intención 
inicial. 
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Su viabilidad depende de la acumulación de recursos, infraestructura, habilidades individuales, 
instrumentos, y otras configuraciones organizativas que ejecuten las intenciones. 
Adicionalmente, este trabajo considera aún más relevante el concepto de `capacidades 
dinámicas´ (e. g. Teece, 2014), que comprende la habilidad que tiene una organización para 
integrar, construir, y reconfigurar competencias internas y externas que le permitan responder 
con rapidez a los entornos cambiantes; en este sentido, “una capacidad dinámica es la 
capacidad que posee una organización para crear, extender o modificar estratégicamente su 
base de recursos” (Helfat et al., 2007). Las capacidades dinámicas dentro de las organizaciones 
pueden observarse en formas diversas; su funcionalidad es, en principio, localizar y resolver 
problemas en un sentido amplio, y están desarrolladas intencionadamente por prácticas, 
instrumentos y herramientas. En lo que se refiere a las organizaciones académicas como 
objeto de análisis, hay que aclarar que la tenencia de capacidades organizativas débiles o la 
ausencia de capacidades dinámicas no implica que las universidades sean incapaces de 
desempeñar investigación de alta calidad.  
 
A partir de estos dos conceptos, y con el propósito de caracterizar a las diferentes respuestas 
organizativas que las universidades proporcionan, se han seleccionado dos dimensiones: (1) el 
compromiso (de la Universidad y de la comunidad académica) con las formas de acción y 
respuesta (orientada a la excelencia científica) que se alinean con los valores dominantes en la 
organización y la forma en la que los actores los incorporan en sus comportamientos; y (2) la 
existencia y fortaleza de capacidades organizativas específicas asociadas con la dirección y 
promoción de la excelencia científica en la organización.  
La combinación de estas dos dimensiones, que empíricamente no implican que sean 
independientes, da lugar a cuatro potenciales tipos ideales de respuestas organizativas en 
relación a la lógica institucional del ERC. 
 
El compromiso con las formas de acción y respuesta está relacionado con los valores que 
poseen las universidades y con el modo en el que colectivamente representan su misión, o 
gestionan sus múltiples misiones organizacionales.  
Las universidades pueden mostrar compromisos diversos en relación a la investigación en 
general y a la excelencia científica en particular. Es por ello, que en este trabajo será frecuente 
la distinción entre universidades docentes y universidades investigadoras. No obstante, esta 
dimensión es compleja porque el grado de consistencia entre las estrategias gerencialistas y el 
comportamiento agregado de la Universidad podría variar. Así, los responsables de las 
universidades podrían estar fuertemente comprometidos con la investigación, al mismo 
tiempo que sus académicos actúan en consecuencia, o bien éstos podrían mostrar un 
compromiso limitado con la excelencia, pero no con otras misiones asociadas a la 
investigación, como la transferencia tecnológica. En el extremo opuesto, un liderazgo 
universitario orientado a la docencia podría provocar un débil y limitado compromiso con la 
excelencia investigadora incluso cuando existan algunos grupos de investigación que se 
muestren comprometidos. 
La fortaleza de las capacidades organizativas está relacionada con el entorno regulatorio, 
normalmente común a todas las universidades que coexisten en un mismo país. No obstante, 
las capacidades internas de autoorganización proporcionan a la administración de las 
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universidades oportunidades para definir instrumentos específicos que promuevan o 
favorezcan la investigación en general o la excelencia científica en particular. En principio, se 
espera hallar variedad en la disponibilidad y uso de estos instrumentos orientados a 
diferenciar y recompensar el rendimiento de los académicos o de las unidades de 
investigación. Algunas universidades podrían mostrar simplemente adherencia en los discursos 
retóricos sin implementar acción o programa alguno; por el contrario, en otras universidades 
podría haber un consenso amplio para reconocer y recompensar a los mejores investigadores 
mediante los instrumentos disponibles o definiendo algunos específicos.  
Pese a las limitaciones que tienen las universidades en lo relativo a la dotación de recursos, o si 
se considera el grado de independencia que su administración y gobierno tienen respecto a la 
comunidad académica, son diversos los instrumentos a disposición de los responsables 
universitarios o de las autoridades académicas. Los administradores pueden, simplemente, 
divulgar información, crear estructuras organizativas de apoyo a los investigadores que 
aplican, o identificar potenciales aplicantes entre investigadores internos o externos. 
Adicionalmente, pueden ser definidas normas y regulaciones para crear incentivos entre la 
comunidad académica, que podrían formar parte de una estrategia de diferenciación, o bien 
en forma de recompensas específicas proporcionadas a quienes reciben un grant. Las 
universidades podrían ofrecer diferentes modalidades de incentivos y recompensas: mejoras 
salariales, recursos adicionales suministrados por la Universidad, promociones u otros avances 
en la carrera académica, otorgarles facilidades y priorizarlos en las adjudicaciones de nuevas 
infraestructuras, laboratorios y espacios destinados a investigación en general, reducciones 
docentes, disminuciones o retornos parciales de los overheads generados en proyectos de 
investigación, o proporcionar plazas adicionales de ayudantes de investigación en el proyecto 
en el que el beneficiario es investigador principal son solo algunos ejemplos de posibles 
instrumentos. 
Como ya se ha dicho, una existencia débil de capacidades organizativas no significa 
automáticamente que no pueda desempeñarse investigación excelente; aunque ello podría 
socavar la capacidad de la organización de adaptarse a un entorno cambiante y mejorar su 
competitividad global. En la figura 1 se presentan los cuatro tipos179 ideales de respuestas 
organizativas construidas sobre los dos ejes previamente identificados: 
I. Comprometidas: los valores de la organización y las formas en las que sus 
investigadores actúan están claramente alineados con los sistemas emergentes de reputación 
de la evaluación que la excelencia investigadora del ERC representa; las universidades han 
desarrollado capacidades organizativas e instrumentos que crean incentivos apropiados y 
recompensas que son coherentes con sus valores organizativos. Estas respuestas son más 
probables en universidades en dónde la administración tiene a su disposición recursos 
significativos que podrían ser más fácilmente distribuidos internamente y de un modo 
discrecional. Posiblemente son universidades que encajan organizacionalmente en el tipo de 
organizaciones empleadoras (Whitley, 2012).  
 
179 Debe subrayarse que los tipos ideales que se han construido no están relacionados con el éxito en las aplicaciones a las 
convocatorias del ERC, sino más bien con las actitudes, valores, y comportamientos hacia dicha institución. El éxito podría estar 
más estrechamente asociado con la calidad del personal que con el compromiso a la norma emergente (especialmente si ésta es 
principalmente retórica y no tiene consecuencias prácticas), pero en el largo plazo el grado de compromiso se espera que esté 
relacionado con el éxito, debido a los potenciales efectos del feedback, pese a que también podría hipotetizarse una relación no 
lineal con una forma de U invertida.  
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II. Operativas: los valores de la organización (y de sus empleados) no están alineados con 
el sistema emergente de reputación que representa la excelencia, pero su administración ha 
comenzado a promover determinadas capacidades organizativas que le permitan adaptarse a 
los cambios institucionales surgidos. Este tipo de respuesta probablemente sea más común en 
universidades jóvenes y/o que están en crecimiento, en dónde su administración considera al 
ERC como una oportunidad para mejorar el posicionamiento reputacional de la Universidad. 
Incluso cuando internamente pueda existir algún desajuste con respecto a los nuevos valores, 
el liderazgo de la Universidad podría desempeñar un rol transformador.  
III. Dubitativas: los valores de la organización (y de sus empleados) están alineados con el 
sistema de evaluación de la reputación que el ERC representa, mostrando además un 
compromiso con desarrollar acciones que promuevan la participación en este programa; 
aunque, estas universidades no hayan desarrollado capacidades organizativas e instrumentos 
que estimulen dicha participación. Fundamentalmente, resuelven los problemas gestionando y 
negociando ad hoc con quienes son beneficiarios de un ERC. Este tipo de respuesta 
probablemente esté asociado a universidades que cuentan con una disponibilidad limitada de 
recursos para su administración, y cuyo sistema de gobernanza está estructurado en torno a 
modelos de colegialidad académica. En estas universidades, podría ser frecuente el uso de 
estrategias de perfil bajo y/o pacifistas, evitando un posicionamiento claro en iniciativas que 
pudieran causar diferenciación interna alguna. 
 
Figura 7.1. Tipos ideales de respuestas organizacionales que ofrecen las universidades a la lógica 
institucional de excelencia y al ERC. 
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Dubitativas (III) Comprometidas (I) 
Descuidadas (IV) Operativas (II) 
 Débil                                                                                                                                                                                      Fuerte 
Capacidades organizativas 
Fuente: elaboración propia 
IV. Descuidadas: el compromiso de la organización (y de sus empleados) con las formas 
de actuación alineadas con los valores que representa la investigación de excelencia es muy 
bajo, y la administración de la Universidad nunca ha promovido ni desarrollado capacidades 
organizativas que faciliten una adaptación a los cambios institucionales. Este tipo de respuesta 
podría ser más común en universidades especializadas en misiones organizativas diferentes a 
la investigación, como la docencia o los servicios a la sociedad. Este tipo de universidades 
posiblemente estén altamente arraigadas localmente, disponiendo asimismo de una base de 
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recursos asociada a transferencias gubernamentales directas. La administración de la 
Universidad normalmente adoptará aquellos valores predominantes en la organización. 
 
 
5. Recogida de datos y aproximación empírica 
Para testar empíricamente nuestra estrategia de investigación se hace uso de datos 
cualitativos y cuantitativos. Por un lado, se ha desarrollado un análisis documental y se han 
realizado entrevistas en profundidad con responsables de universidades, que permitirán 
ilustrar los distintos atributos que caracterizan a los diferentes tipos ideales construidos. 
Adicionalmente, se han elaborado varios indicadores de carácter cuantitativo relativos al grado 
de participación de las universidades en convocatorias del ERC, y también se ha transformado 
determinada información cualitativa recolectada en indicadores complementarios relativos a 
los instrumentos de gestión, incentivos, y recompensas disponibles en las universidades. 
En total se contactó a más de un centenar de personas, entrevistándose telefónicamente amás 
de cincuenta informantes directos, a los que se les entrevistó siguiendo unos cuestionarios 
semiestructurados que de forma resumida fueron proporcionados vía mail días antes de la 
formalización de la entrevista. La buena tasa de respuesta cosechada (de en torno al 50%) 
posiblemente esté relacionada con el procedimiento de recolección de datos seguido, el cual 
se diseñó siguiendo literatura metodológica especializada (e.g. Bryman, 1989; Dillman et al., 
2009; Edwards et al., 1997; Qu & Dumay, 2011; Yin, 2011) la cual aconseja un intenso proceso 
de contactación doble y con ciertas garantías formales: es por ello que no solo se contactó 
telefónicamente, sino también por mail adjuntando carta explicativa en el caso de los 
vicerrectores). 
5.1. Muestreo: 
Para acometer el análisis empírico se han seleccionado un total de dieciocho universidades 
públicas (de las 47 que conforman el mapa de universidades públicas en España) ubicadas en 
seis regiones españolas (de las 17 que existen en total); el sistema universitario español, es 
como ya se ha dicho aquí, un sistema completamente regionalizado en dónde los gobiernos 
regionales poseen competencias presupuestarias y regulatorias sobre las universidades. 
Los criterios que han determinado la selección de casos en este trabajo son los siguientes:  
• Se han incluido universidades de distintas regiones con diversidad en la dinámica 
político electoral y en la trayectoria de gobierno existente en el nivel político del 
territorio, para tener variación en relación con la influencia potencial que dicho 
elemento podría tener en la formulación de políticas públicas regionales de educación 
superior que supervisan y financian a las universidades públicas de su territorio. Para 
ello, se han incluido a regiones gobernadas por conservadores, nacionalistas, y 
socialdemócratas, de una forma estable y sostenida en el tiempo. 
• La selección de casos también incluye diferentes niveles de competición regional o 
local. Para ello, se han seleccionado universidades de tres regiones que cuentan con 
múltiples universidades en su territorio (de las diez que tienen más de una Universidad 
pública), y tres universidades de regiones en dónde solo hay ubicada una única 
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Universidad en el territorio (de entre las siete regiones que se hallan en esta 
situación). 
• Para garantizar que en la selección final se dispone de suficiente variación en términos 
de disciplinas y campos del conocimiento, y haya una amplia representación de estos, 
se incluyen casos de los tres tipos de universidades existentes: generalistas (que 
corresponden normalmente a universidades de gran tamaño), politécnicas 
(universidades que imparten titulaciones de ingenierías), y universidades más 
especializadas (que frecuentemente suelen ser más jóvenes y pequeñas).  
• Adicionalmente, y teniendo en cuenta que hay un fuerte potencial explicativo del 
comportamiento organizacional que está relacionado con la calidad que presentan sus 
académicos, se incluyen universidades con diferentes niveles de rendimiento 
científico. 
 
Aplicando estos criterios, esta investigación toma una muestra representativa sobre el 
universo constituido por las universidades públicas españolas. Para ello se han seleccionado 
cinco universidades con un rendimiento investigador dispar en términos de impacto científico 
(2009-2013) en cada una de las tres regiones seleccionadas (Andalucía, Cataluña, y Madrid) 
con múltiples universidades en su territorio, que se suman a las tres universidades de las 
regiones que cuentan con una única Universidad pública, las cuales muestran además un 
rendimiento científico agregado variado (Asturias, Cantabria, y Extremadura). Para una mayor 
simplificación, se identifican solamente tres niveles de rendimiento investigador: alto, medio, y 
bajo impacto científico (medido a través del Factor Impacto Normalizado para el conjunto de la 
Universidad, según los datos generados por el grupo de investigación Scimago del Instituto 
CSIC de Bienes Públicos y Políticas (IPP). Como se acordó con las universidades participantes en 
los estudios de caso, se mantiene un relativo nivel de confidencialidad en el tratamiento de los 
datos, y es por ello por lo que no se identifican a las universidades por sus nombres, sino 
mediante un código180 representativo. 
Con objeto de proporcionar al lector una información relativa al grado de representatividad de 
las dieciocho universidades seleccionadas, la tabla 1 presenta datos descriptivos acerca de 
ciertos indicadores que pueden ser comparados con los que presentan las 47 universidades 
públicas presenciales. 
 
Tabla 7.1. Datos agregados de la muestra de universidades objeto de estudio sobre la población 
total (2013/2014) 
 Total Muestra 
% Muestra  
/ Total 
Universidades públicas presenciales 47 18 38.3 
PDI total 98,930 42,158 42.6 
PDI funcionario (CDU) 48,681 21,341 43.8 
PDI contratado de carácter temporal 49,210 20,265 41.2 
Estudiantes matriculados  1,225,047 564,249 46.1 
Estudiantes de Doctorado 9,782 4,737 48.4 
Factor de Impacto Normalizado Medio (2009-2013) 1.14 1.15  
Posición media en rankings publicados  24 23  
 
180 La lista de las 18 universidades podría ser proporcionada por los autores bajo demanda. 
324 
 
 
 
Fuente: Elaboración propia, a partir de datos del MECD (2015) y de la Fundación CYD (2014) 
 
5.2. Información y recogida de datos: 
El período de referencia que comprende este análisis se extiende desde 2007 hasta finales de 
2013.  
Para la elaboración de datos, se toman tres principales fuentes de información. Primero, se 
analiza la participación de las universidades en las convocatorias del ERC. Para ello, se han 
obtenido datos relativos a la participación, evaluación, y éxito de los académicos de las 
universidades seleccionadas de la propia web del Consejo Europeo de Investigación, y de los 
gestores nacionales; se ha recogido, por tanto, información agregada de las solicitudes 
efectuadas entre 2008 y 2013 para alguno de los instrumentos que ofrece el ERC (Starting 
Grants -StG-; y Advanced Grants -AdG-). Usando los datos relativos a las aplicaciones 
individuales y a la participación agregada a nivel de cada Universidad, se ha buscado obtener 
un indicador objetivo que recoja los esfuerzos relativos realizados por el staff de cada 
Universidad para obtener los recursos potenciales y la reputación asociada a estos grants del 
ERC. Esta fuente de información es usada principalmente en la construcción de un indicador 
asociado a la primera dimensión definida en los tipos ideas de respuestas organizacionales. 
La segunda fuente de información procede del análisis documental que se ha realizado a partir 
de memorias institucionales de las universidades, informes, regulaciones internas, planes, etc. 
Las universidades españolas han venido elaborando sus propios planes estratégicos181, lo que 
es una muestra de su comportamiento colectivo como organizaciones. En estos documentos, 
es posible identificar la relevancia que tiene la investigación como misión, el alcance que 
tienen las recompensas por parte de las universidades entre sus investigadores más 
productivos, o el grado en el que promueven activamente la presentación de propuestas en 
convocatorias del ERC como fuente de financiación y reputación. 
Finalmente, en las dieciocho universidades seleccionadas, se han realizado cuarenta y dos 
entrevistas semiestructuradas, con una duración media de entre 45 y 75 minutos, a máximos 
responsables de gobierno y administración de las universidades (e.g. Vicerrectores de 
investigación o Vicerrectores de RRHH y Personal Académico), que desempeñan actualmente 
su cargo o que lo ha hecho recientemente. El principal objetivo del desarrollo de estas 
entrevistas fue el de obtener información directa sobre la existencia de instrumentos, 
programas, e incentivos de apoyo y promoción a los investigadores en solicitudes a 
convocatorias del ERC. Adicionalmente, las entrevistas recogen información sobre la forma en 
la que las universidades negocian con los beneficiarios de una ERC. Pese al abundante material 
producido en las sucesivas entrevistas, uno de nuestros principales intereses era conseguir 
información relevante sobre cómo las universidades han venido respondiendo al ERC, 
intentando no solo cubrir retrospectivamente no solo el presente sino años recientes. 
 
6. Respuestas organizativas de las universidades al Consejo Europeo de 
Investigación 
 
181 El análisis de los planes estratégicos ha sido previamente usado como un instrumento de gran utilidad para analizar la 
heterogeneidad de las formas en las que las misiones organizacionales de las universidades son representadas (ver por ejemplo el 
trabajo de García-Aracil, 2013). 
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6.1.  Indicadores para la construcción de una taxonomía de respuestas de las universidades: 
Como bien es conocido, en realidad las universidades no se ajustan perfectamente a los 
diferentes tipos ideales ya avanzados en la sección cuatro, aunque estos tipos ideales pueden 
ayudarnos a estructurar nuestro análisis, especialmente en nuestro propósito de comparar 
respuestas organizativas. Las dimensiones usadas contribuyen a identificar ciertos indicadores 
que podrían proporcionar medidas adecuadas para representar que universidades son las que 
lo están haciendo bien.  
a) Indicadores orientados a posicionar a las universidades en la dimensión 1: `compromiso 
con los modos de acción´. 
Con el objetivo de posicionar a las universidades en esta dimensión, se ha construido un 
indicador relativamente simple: el número de solicitudes/propuestas presentadas en las 
convocatorias del ERC, con la Universidad como institución de acogida, en el periodo 2008-
2013 para el programa AdG y en 2009-2013 para el programa StG (convocatorias quinta y sexta 
respectivamente), normalizado en una relación que toma como base al personal académico 
relativizado por mil. Los valores que toma el indicador (para los 18 casos analizados) oscilan 
entre 2 y 190. Entre universidades, este indicador presenta una variación considerable, 
representando el esfuerzo agregado de instituciones y académicos. Debido a la desviación que 
muestra su distribución, el indicador es representado en forma de logaritmo natural. Este 
indicador es una medida adecuada y sintética que ilustra justamente la adherencia a los 
valores del modelo de investigación excelente que están implícitamente presentes en las 
convocatorias del ERC. 
La idea básica que hay detrás de este indicador es tratar de alcanzar lo que hay más allá de los 
discursos retóricos, para así capturar el esfuerzo real de la comunidad de académicos por 
converger con las expectativas normativas. Tratar de tener éxito en la asignación de ERC es un 
proceso costoso, en el que los investigadores necesitan hacer grandes esfuerzos e inversiones; 
en el que necesitan estar altamente informados y estar seguros de sus capacidades, y al mismo 
tiempo tener ciertas presiones culturales (lógicas institucionales internas) que hagan que sus 
esfuerzos sean necesarios, y también disponer de ciertas expectativas de que obtendrán 
recompensas y reconocimiento de su institución y de sus colegas. 
 
b) Indicadores orientados a posicionar a las universidades en la dimensión 2: capacidades 
organizativas. 
La segunda dimensión ha sido operacionalizada midiendo el alcance con el que las 
universidades tienen un portfolio de prácticas organizativas, instrumentos, y herramientas que 
podrían ser y/o son usadas para la promoción de la investigación (especialmente aquella de 
excelencia), incorporada en la estructura de incentivos a los que optan los académicos en la 
organización, como mecanismo para la obtención de financiación y reputación para la 
Universidad. Con ello nos referimos a aquellas prácticas que proporcionan incentivos a los 
académicos para que apliquen en convocatorias del ERC y se esfuercen al máximo en conseguir 
uno de sus grants, y en caso de éxito, se les recompensa y reconoce182. La medición de 
 
182 Cuando convertimos los instrumentos e incentivos en una dimensión operativa, debe acentuarse que, en el transcurso del 
trabajo de campo, entre los 18 casos utilizados como muestra representativa, ninguno de ellos mantenía un plan específico o 
326 
 
 
prácticas organizativas, como aquellas relativas a los modelos de contratación, ya han 
demostrado su potencial como herramienta para monitorear las diferencias y cambios (Cruz-
Castro & Sanz-Menéndez, 2015). 
Para la segunda dimensión, en vez de un solo indicador, y atendiendo a las complejidades 
asociadas a la idea de las capacidades organizativas, se ha elaborado un indicador compuesto. 
Para ello, se han seleccionado siete prácticas organizativas, ampliamente comprendidas dentro 
de la ejecución o implementación de una idea o un plan dentro de la organización, que podría 
proporcionarnos una medida relativa a la fortaleza de las capacidades organizativas 
(incluyendo el componente de las capacidades dinámicas): (1) `conciencia institucional del ERC 
y relevancia de éste en la agenda de la Universidad´; (2) `existencia de prácticas orientadas a 
identificar potenciales aplicantes en convocatorias del ERC´; (3) `instrumentos efectivos para 
incentivar la presentación de propuestas en convocatorias del ERC´; (4) `relevancia de las 
regulaciones aprobadas como incentivos destinados a la orientación a la investigación´; (5) 
`relevancia de las regulaciones aprobadas como incentivos para la involucración de los 
académicos en las convocatorias del ERC´; (6) `recompensas específicas y diferenciación de los 
investigadores beneficiarios de un ERC´; y (7) `existencia de un plan o una estrategia coherente 
en relación al modelo de excelencia que representa el ERC´. Sobre esta base se asignan a cada 
una de las categorías de las prácticas organizativas valores diversos -fuerte, medio, o débil/no 
existente (2, 1 y 0 respectivamente)-, a partir del análisis documental realizado y, 
especialmente, de las transcripciones de las entrevistas, y tomando el criterio experto de tres 
codificadores independientes183.  
La figura 2 posiciona a las dieciocho universidades en la taxonomía empírica creada. Cada 
Universidad presenta un valor en cada uno de los indicadores. Los resultados empíricos no 
muestran un ajuste perfecto con los tipos ideales, pero el ejercicio de análisis sugiere algunos 
hallazgos relevantes. Para el grupo de las universidades españolas seleccionadas, hay una 
presencia limitada de respuestas comprometidas; hay casos claros de respuestas descuidadas, 
mientras que la mayoría de los casos están localizados en las zonas intermedias, dónde los 
límites entre las respuestas dubitativas, operacionales, e incluso descuidadas son menos claros 
y evidentes.   
Es importante señalar que estos dos indicadores podrían estar interrelacionados, pero hay que 
advertir que hacen referencia a los sucesivos niveles en los que se organizan las universidades 
(administración central, sub-unidades, etc.); consecuentemente, no debería esperarse una 
completa o elevada consistencia empírica en las respuestas de las universidades, en cada una 
de las dimensiones o de los indicadores. Adicionalmente, no hay razón para esperar 
empíricamente que las respuestas de las universidades españolas pudieran ser halladas en los 
cuatro tipos con la misma probabilidad de distribución, sino más bien lo contrario. 
La agrupación es complicada y las fronteras aparecen difusas, especialmente en casos no 
extremos. Si bien parece que hay un claro outlier en el indicador de participación; no obstante, 
no posee el valor máximo de las prácticas organizativas. Esto podría ser un caso de que no hay 
relación lineal entre los valores organizativos y la fortaleza de las capacidades organizativas, 
 
propuesta aprobada por el gobierno de la Universidad para promover o alentar específica o exclusivamente la participación en 
convocatorias del ERC. 
 
183 El valor final del indicador para cada Universidad es calculado como una simple adicción de los valores promedio asignados por 
los codificadores independientes para cada una de las siete categorías. 
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pero sí una relación curvilínea; según la cual una vez que los valores organizativos adoptan la 
excelencia investigadora como lógica dominante, decrece la necesidad de fortalecer las 
capacidades organizativas.  
En la figura 2 se presenta el mismo posicionamiento de casos representados en la taxonomía, 
comparando dos agrupaciones potencialmente alternativas. En la primera (figura 2A), todos 
los casos aparecen claramente incluidos en uno de los tipos sugeridos (rectángulos). Mientras, 
en la segunda (figura 2B) puede identificarse un grupo de casos intermedios (y un grupo de 
ellos con una línea discontinua en una forma elíptica). Las universidades que no cuentan con 
ningún investigador ERC en sus organizaciones aparecen representadas en forma de cuadrado, 
mientras que las universidades con algún ERC, lo hacen en forma de diamante.  
 
Este ejercicio de construcción de indicadores nos deja algunas importantes lecciones: la 
primera es que es extremadamente interesante ver como las universidades aparecen 
localizadas a lo largo de la taxonomía. La segunda es relativa a las dificultades inherentes de 
construir indicadores consistentes, especialmente si son indicadores compuestos que 
relacionan elementos complejos, como lo son las prácticas organizativas. En este sentido, es 
necesario seguir avanzando en el marco del diseño y definición de indicadores que se 
muestren capaces de medir las capacidades organizativas (especialmente las capacidades 
dinámicas), en aras de alcanzar estrategias más sintéticas.  
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Figura 7.2. Indicadores de posicionamiento de las universidades españolas seleccionadas teniendo en 
cuenta sus respuestas al modelo de excelencia investigadora que representa el ERC.  
 
Es importante identificar el nivel organizativo en el que las acciones estratégicas y/o las 
actividades de promoción son desarrolladas. En este sentido, adquiere especial relevancia el 
grado de acuerdo o de conflicto existente entre la administración central de la Universidad y 
las restantes subunidades (institutos de investigación, facultades, departamentos, etc.) en 
relación con que estrategia adoptar frente al ERC. En ausencia de una estrategia coherente, la 
promoción descentralizada de la participación en convocatorias del ERC en el nivel 
organizativo inferior podría colisionar con otras prioridades establecidas por la administración 
central de la Universidad y ser visto como un problema. A la inversa, determinadas iniciativas 
desarrolladas de abajo a arriba podrían ser tomadas independientemente de las visiones, 
preferencias o actitudes que mantengan en el subnivel organizativo, lo que podría conducir a 
un desajuste en el comportamiento. 
Finalmente, y dado que el establecimiento de las fronteras es complejo, especialmente cuando 
se trata de valores de los indicadores definidos, se presenta un ejercicio final de estilización, en 
el que se representa (en base a la posición que ocupan en la taxonomía) la posición de los 
distintos casos dentro de los tipos ideales, agrupándolos de modo artificial con el único 
propósito de proporcionar una estrategia más visual (ver figura 3). 
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Figura 7.3. Representación estilizada de las respuestas de las universidades dentro de los tipos 
ideales  
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6.2. Tipos de respuestas de las universidades en sus propias palabras: 
Para complementar el análisis, en esta sección se ofrece información cualitativa sobre lo que 
los responsables de universidades piensan y hacen. De este modo, se aporta evidencia 
empírica en relación a como las diferentes universidades se perciben así mismas y qué 
atributos parecen estar asociados con las diferencias observadas en sus respuestas 
organizativas. Para ello, se proporcionan algunos extractos de las entrevistas realizadas que 
ilustran la descripción comparativa de los diferentes tipos de respuestas. 
Dado que el principal objetivo de esta sección es ilustrar la tipología de respuestas ofrecidas 
por las universidades, y no localizar en la tipología los distintos casos seleccionados, se es 
relativamente flexible con los comentarios seleccionados de las universidades dentro de los 
límites que ofrecen los diversos tipos, incluyéndose citas literales en dónde aparecen algunas 
de las más relevantes para ilustrar las respuestas de las universidades, especialmente la de 
tipo dubitativo. Adicionalmente, podría observarse cierta ambivalencia en algunos de los 
discursos. 
Una limitación importante y/o elemento de contexto que debe señalarse en nuestro análisis 
son los posibles efectos que la crisis económica (Cruz-Castro & Sanz-Menéndez, 2016) ha 
podido tener en las respuestas de las universidades. Dado que las capacidades organizativas, 
recursos y estrategias interactúan entre sí, la reciente crisis financiera podría haber tenido un 
efecto generalmente negativo sobre el conjunto del sistema universitario, considerando que la 
disponibilidad de recursos podría haber condicionado la potencial existencia de intenciones 
estratégicas: “Nosotros queremos hacer más, pero no podemos ofrecerles (a los beneficiarios 
de una ERC) laboratorios, contratos postdoctorales... porque no tenemos recursos... no 
podemos ofrecerles nada… El objetivo actual primordial de la Universidad ha sido impedir que 
la gente se marche, y no tener que despedir gente” (R3-U1). 
 
330 
 
 
6.2.1 Respuestas comprometidas:  
Como ya se ha mencionado, en el contexto español, los atributos generales de las 
universidades, como son el bajo nivel de financiación disponible, un grado limitado de 
autonomía, el modelo colegiado de gobernanza, y una capacidad central restringida para 
gestionar sus recursos humanos, no crean las condiciones favorables para que las 
universidades dispongan de capacidades dinámicas fuertes y aproximaciones estratégicas al 
modelo de excelencia representado por el ERC. Esto es por lo que probablemente existen 
dificultades para identificar con relativa claridad un grupo de universidades dentro de esta 
etiqueta, de la mayoría, y por lo que a lo sumo solo se identifica un caso dentro de la muestra, 
que se comporta de hecho como un outlier en el indicador que ilustra la primera dimensión de 
la taxonomía.  
El primer grupo incluye universidades que muestran un claro compromiso con la investigación 
y los valores de excelencia, y que al mismo tiempo han podido desarrollar fuertes capacidades 
organizativas para gestionar la adaptación a los cambios. La misión investigadora está 
completamente integrada en la cultura organizativa, y el compromiso con la excelencia 
investigadora es un valor compartido entre la mayoría de los miembros que conforman la 
comunidad académica. La Universidad también ha adoptado e implementado una agrupación 
de prácticas organizativa e instrumentos para incentivar una investigación que traspasa las 
fronteras del conocimiento; siendo una de las más relevantes una política distintiva de 
reclutamiento académico, y unos esfuerzos claros por diferenciar, reconocer, recompensar, y 
apoyar a aquellos académicos alineados con la lógica institucional dominante de la 
investigación excelente, la cual siempre está presente. 
Es posible identificar con meridiana claridad, la prominencia de la misión organizacional 
investigadora, y los valores de la excelencia en los discursos de sus responsables de 
administración y gobierno: “nosotros damos al ERC una importancia máxima… y forma parte 
de la agenda política de la Universidad…  Continuamente pensamos que más podemos hacer 
para tener todavía más y más ayudas del ERC...” (R3-U5), y también en la forma en la que ellos 
evalúan a sus investigadores: “tenemos a gente brillante, que hace investigación puntera a 
nivel mundial, y que es capaz de escribir propuestas excelentes…” (R3-U5). 
Este tipo de respuesta forma parte del propio carácter organizacional de la Universidad, y de 
un registro consolidado en lo que se refiere a la financiación competitiva internacional, lo que 
también es un elemento relevante: “somos la Universidad española con la mayor proporción 
de financiación procedente de fuentes europeas” (R3-U5), al igual que su orientación 
estratégica previa hacia el modelo de Universidad investigadora intensiva: “nosotros ya 
éramos una Universidad orientada a la excelencia antes de que naciese el ERC, y con una clara 
vocación internacionalizada” (R3-U5). 
Incentivos como la reducción de la carga docente para aquellos académicos financiados con 
ayudas competitivas o la asignación de premios de investigación son prácticas comunes. Sin 
duda alguna, como parte de este tipo de respuestas de las universidades son compromisos 
implícitos, entre los rectores y/o vicerrectores y los académicos, se incluyen aquí la proyección 
de perspectivas profesionales positivas y oportunidades de promoción para los beneficiarios 
de una ERC: “tener un ERC asegura prácticamente una plaza permanente o una promoción 
académica… No está escrito en ninguna parte, pero sería impensable que lo dejáramos 
marchar y/o no retuviéramos a una persona de este nivel..." (R3-U5). Adicionalmente, los 
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investigadores beneficiarios de una ERC reciben un trato especial que podría ser bastante 
simbólico: “les tratamos muy bien… Nos adelantamos a sus necesidades… Les hacemos sentirse 
importantes, que se sientan cómodos, contentos, felices y que no se quieran marchar…" (R3-
U5). 
Aunque, el compromiso con los cursos de acción y los valores puedan ser fuertes en este tipo 
de Universidad, algunos de sus responsables de gobierno presentan los instrumentos y los 
incentivos que explícitamente recompensan la participación en el ERC como superfluos: “No 
hay medidas significativas, la participación de nuestros investigadores corresponde a su propia 
iniciativa… Nuestros investigadores son activos y están motivados (…). La gente que 
contratamos no necesita de muchos incentivos… Es gente muy apasionada por la investigación 
y que tiene ganas de sacar un ERC, y que al mismo tiempo están socializados en un entorno de 
creciente valorización de la captación de financiación externa” (R3-U5). 
En estas universidades, los valores compartidos y una ausencia de discrepancias internas o de 
conflicto con relación a la definición de la misión contribuye a la adopción de esta estrategia: 
“podría decirse que toda la Universidad está alineada en una misma dirección... Forma parte 
de la propia filosofía... No he visto que exista un debate al respecto o que haya quejas, parece 
que todo el mundo lo acepta” (R3-U5). 
Este tipo de respuesta se observa mayoritariamente en universidades generalmente 
internacionalizadas (en términos de colaboraciones, coautorías, estudiantes internacionales, y 
personal), que además muestran una trayectoria consolidada en lo que a participación se 
refiere en convocatorias internacionales de programas competitivos de financiación. Estas 
universidades suelen ser en la mayoría de los casos, universidades relativamente jóvenes, no 
excesivamente grandes atendiendo a los estándares que hay en España, y especializadas en 
investigación; que han expandido sus plantillas de personal académico en los últimos veinte 
años, esforzándose por atraer académicos del exterior, y que en último término han contado 
con el respaldo de políticas e instrumentos regionales que han apoyado y facilitado el 
desarrollo de la estrategia (e.g. el gobierno catalán en el caso outlier citado). Por último, la 
administración de la Universidad es altamente representativa de los fuertes valores de 
compromiso con la excelencia que predominan en la organización.  
 
6.2.2 Respuestas operativas: 
El segundo tipo de respuestas organizativas incluye casos que normalmente presentan un 
compromiso insignificante con los valores del ERC, reflejados en una participación media o 
baja en dichas convocatorias, pero que aparece combinada con el uso de algunos instrumentos 
generales de promoción. No obstante, parece que los responsables de las universidades 
exhiben algún grado de liderazgo transformativo o que se enfrentan a fuertes presiones para 
adaptarse, desde sus entornos regulatorios regionales, comenzando además a construir un 
discurso proclive al cambio en la organización en dónde la investigación y el ERC podrían 
desempeñar un rol destacado. 
Posiblemente, el contexto reciente de la crisis económica haya dificultado en muchos casos la 
consolidación de capacidades organizativas transformativas. 
Se han identificado algunos intentos de implementación de instrumentos generales orientados 
a reducir la pasividad de sus académicos y de incrementar la investigación y las actividades 
internacionales: “estamos centrados ahora en aumentar el número de publicaciones, proyectos 
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de investigación y captación de recursos competitivos… (…). Nuestro objetivo es cambiar el 
modelo, aspirando a dar un salto cualitativo en investigación. Ello nos ha motivado a 
establecer toda una serie de incentivos” (R1-U5); “la apuesta importante de esta Universidad 
es aumentar nuestra participación en proyectos internacionales y, particularmente, en aquellos 
programas que se engloban dentro del H2020” (R1-U5). 
Estas universidades tienden a considerar al ERC como una fuente de financiación europea 
adicional; y en el discurso se observa cómo no hay diferenciación, aunque al mismo tiempo, si 
quisieran, serían conscientes de las limitaciones que poseen para competir en esta `liga´: “las 
ayudas del ERC se consideran como otros proyectos en general, cómo otras ayudas europeas 
de financiación de la investigación… Es por ello porque los incentivos que se aplican 
(reducciones docentes, retornos de overhead de los proyectos, etc.) son generales para el 
conjunto de convocatorias competitivas, y no son específicos ni destinados a promover la 
participación en convocatorias del ERC” (R3-U3). 
Adicionalmente, un contexto histórico reciente caracterizado por la ausencia de una 
trayectoria en el marco de la financiación de proyectos competitivos internacionales, podría 
apuntalar la pasividad que posee su personal académico: “nunca fue una apuesta estratégica 
de la Universidad... Yo creo que se veía como algo demasiado lejano, así como un objetivo 
difícil, considerando que esta Universidad está, a nivel de participación en convocatorias 
europeas, muy por debajo de lo que debería estar…” (R1-U3); “no tenemos muy claro de que en 
esta Universidad podamos sacarle todo el jugo posible considerando que somos una 
Universidad joven que está comenzando a incorporarse a muchos proyectos de este tipo…” (R1-
U5). 
Algunas de estas universidades, especialmente aquellas en dónde se observa un compromiso 
gerencialista más claro, han sido relativamente proactivas en la búsqueda, identificación, y 
reclutamiento de potenciales candidatos para competir en convocatorias del ERC, y han 
implementado reducciones docentes que faciliten a sus investigadores la preparación de 
propuestas. Estas mismas universidades muestran un interés estratégico en la excelencia y la 
internacionalización: “estamos actualmente muy centrados en Europa… Nuestro gran esfuerzo 
está en Europa… Estamos intentando mejorar nuestro nivel de éxito y es casi una ‘obsesión’…” 
(R4-U1); “Cuando yo llegué al Vicerrectorado dije que nuestro objetivo fundamental era el 
diseño de un plan específico dirigido a captar candidatos ERC y apoyarlos…’ y lo empezamos el 
año pasado. Y a varios que han llegado a la fase final de la convocatoria ERC, pero que no lo 
consiguieron, los que hemos apoyado para que vuelvan a presentarse este año” (R4-U1). Es por 
ello, por lo que han empezado a asignar recursos internos que están alineados con las 
demandas de sus responsables de gobierno y administración: “nuestra Universidad lo incentiva 
incluyendo la capacidad de captación de financiación internacional de los investigadores entre 
los criterios de evaluación que se usan para asignar recursos, programas y acciones propias” 
(R1-U1). 
Las universidades con este tipo de respuesta no son, normalmente, muy antiguas, presentan 
un carácter provincialista y/o localista, están localizadas fuera de las grandes áreas 
metropolitanas, o en su caso, son pequeñas universidades metropolitanas que han resultado 
de un proceso de descongestión hace algunas décadas. Originariamente, estas universidades 
presentaban un proyecto académico con un esfuerzo limitado en conectar la docencia con la 
investigación o la transferencia de conocimiento. En estas universidades, la investigación no es 
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normalmente la lógica organizativa dominante, mientras que se presta una especial atención a 
la docencia o la transferencia. Este grupo podría ser heterogéneo al incluir a universidades con 
una fuerte orientación docente pero que están experimentando un lento cambio que les va a 
posicionar asimismo como universidades más orientadas a la investigación. También hay casos 
de organizaciones académicas orientadas a la aplicabilidad de resultados de investigación, y 
universidades que combinan ambas misiones, pero en dónde los académicos orientados y 
comprometidos con la excelencia constituyen una minoría. Con independencia de lo anterior, 
lo que parece ser característico es el hecho de que la administración de la Universidad haya 
asumido un rol estratégico directivo que puede contribuir en los cambios y en la adaptación a 
la lógica institucional de excelencia investigadora que el ERC representa. 
 
6.2.3 Respuestas dubitativas: 
Este tipo de respuesta presenta un compromiso general con la investigación, que no tiene 
porque aparecer explícitamente vinculado con la idea de la excelencia o con el ERC. Las 
universidades que aplican este tipo de respuestas generalmente no adoptan ni implementan 
instrumentos de incentivación (ni de tipo académico, ni de tipo económico) para reconocer, 
diferenciar, recompensar, o apoyar al personal académico que obtiene mejor rendimiento 
investigador siguiendo estándares de excelencia. Este tipo de respuesta no define, en cierto 
modo, capacidades dinámicas fuertes o incentivos, y las universidades que generalmente la 
adoptan mantienen una estrategia reactiva ad hoc ante la lógica institucional de excelencia 
emergente.  
Los discursos gerencialistas están asociados con la prevalencia de la misión de investigación e 
incluso con la de la transferencia tecnológica, pero ello no aparece acompañado de acciones 
específicas y explícitas. Por ello, se hace uso del término `ad hoc´ para ilustrar una actitud 
basada en la estrategia `caso por caso´ con respecto a las demandas de investigadores que 
surgen de abajo a arriba: “si algún investigador viene y nos pide algún tipo de ayuda o 
soporte… en algún caso hemos respondido positivamente, y la hemos atendido. Los casos se 
abordan cuando llegan. Aquellos investigadores que plantean alguna necesidad o manifiestan 
algún problema se les ayuda a todo lo que necesiten” (R1-U2); “nosotros generalmente 
respondemos a las demandas que nos hacen estos investigadores, y cuando nos solicitan esa 
ayuda se les da” (R3-U2); “si ellos tienen un proyecto importante, hablamos y discutimos sobre 
ello” (R3-U2).   
Asimismo, las respuestas al ERC son similares: “lo que se hace en el caso de los proyectos 
europeos, incluidos los del ERC, es negociar caso por caso con los investigadores dependiendo 
de sus necesidades” (R1-U2). A pesar de la naturaleza ad hoc de sus respuestas, los 
investigadores beneficiarios de una ERC consiguen un reconocimiento diferenciado y un apoyo 
excepcional. En algunos casos, las respuestas tienen lugar en el contexto de la competición 
institucional: “uno de nuestros químicos consiguió una ayuda del ERC y estuvo a punto de 
marcharse, ya que recibió una oferta de una institución alemana. Quizá tuvo alguna duda 
acerca de sí iba a poder realizar su trabajo de una forma digna aquí, pero en cuanto vio que iba 
a tener el soporte de la Universidad y le apoyábamos, decidió quedarse…” (R3-U2).  
Podría incluso darse el caso de una tendencia más explícita de favorecer a investigadores 
beneficiarios de un ERC en los procesos internos de distribución de recursos: “estos 
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investigadores que tienen grant del ERC están en una posición en cierto modo privilegiada ya 
que son mucho mejor tratados y más priorizados que cualquier otro investigador...” (R3-U2). 
Pese al grado de internacionalización y pese al compromiso con la investigación que muestran 
algunas de estas universidades, sus características organizativas y las dinámicas de gobernanza 
podrían haber limitado la adopción de medidas de diferenciación claramente positivas, y la 
construcción de capacidades dinámicas. De una forma más explícita: “una parte de nuestro 
profesorado ve como un agravio comparativo que se premie a los buenos investigadores, y no a 
los buenos docentes, un trato desigual entre la buena de la buena investigación con respecto a 
la buena docencia” (R1-U2). En estas universidades en dónde los académicos orientados a la 
excelencia no representan internamente una mayoría social, la administración suele además 
aparecer alineada con los sectores mayoritarios, orientando sus acciones hacia ellos; 
aplicando, por ejemplo, instrumentos generalizados de promoción de la investigación, y 
mostrando actitudes relativamente pasivas hacia programas como el ERC:  “en una 
Universidad como ésta, que es bastante generalista, y en la que no todos los investigadores 
son investigadores de excelencia…  determinadas medidas podrían originar problemas 
internos” (R1-U2); VR_UAL: “incentivar económicamente a determinados profesores e 
investigadores cuando hay un sector mayoritario de profesores que no participa como 
investigadores principales de proyectos sino como colaboradores, los cuales no podrían recibir 
esa compensación económica terminaría siendo impopular” (R2-U1). De hecho, en algunos 
casos los responsables de gobierno universitario dejan claro incluso una ausencia directa de 
reconocimiento: “no hay aún conciencia de que tener un investigador ERC sea signo de 
excelencia en la Universidad” (R3-U2). 
En algunos casos extremos, se visualizan conflictos y episodios de desprecio directo al ERC 
como mecanismo reputacional, y ejemplos claros de rechazo al nivel de las subunidades (e.g. 
departamentos) de integración de beneficiarios del ERC en sus estructuras: “tuvimos un caso 
de una persona que era RyC y no estaba estable y consiguió una grant ERC StG en su último 
año y se nos marchó a otra Universidad porque el Departamento no quiso ofrecerle una 
promoción a una plaza permanente. Podría haber traído consigo equipamiento técnico y un 
equipo de investigación, pero su departamento no la hizo sentirse miembro de este” (R3-U2). 
La ausencia de instrumentos explícitos podría contrastar con la toma de decisiones 
individuales, en áreas en donde no hay claros incentivos establecidos, como la promoción para 
investigadores ERC: “de los dos profesores que han conseguido ayudas del ERC a uno le 
sacamos una plaza de Profesor Titular de Universidad y a otro le creamos una plaza específica 
de Profesor Titular Interino de Universidad” (R6-U1). 
Pese a disponer de algunos instrumentos para promover la investigación, la ausencia de 
acciones específicas en estas universidades con respecto al ERC puede representar en algunos 
casos un sentido de indiferencia por parte del gobierno de la Universidad en relación a los 
investigadores beneficiarios que cuentan con financiación del ERC: “aparte de valorarlo muy 
bien y hacerle llegar que bien que esté con nosotros, no hacemos nada…” (R3-U4). No 
obstante, otras se dan cuenta que esta actitud no es la acertada o que incluso es errónea: 
“quizá deberíamos replanteárnoslo porque ya nos ocurrió que una Profesora de la Universidad 
que consiguió un ERC y recibió la llamada de otra Universidad que le hizo una oferta, y se fue…” 
(R3-U4). 
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Adicionalmente, los responsables de las universidades perciben que para hacer frente a las 
fuertes presiones que reciben de los gobiernos regionales, deben actuar en consonancia y de 
forma más responsable: “estamos alineados con las políticas regionales, las cuales conceden 
una importancia destacada a la captación de recursos externos europeos, puesto que sabemos 
que las transferencias corrientes que recibimos dependen parcialmente de ello” (R3-U4). 
Algunas veces, la calidad del portfolio medio académico y científico, y la orientación de la 
Universidad son presentadas como limitaciones del rol que desempeña el ERC en la 
configuración de dinámicas internas organizacionales: “justamente por lo selecto que es el ERC 
y por la dificultad de obtener sus grants no es un tema central, aunque sí la 
internacionalización de la Universidad y los fondos europeos en general...” (R3-U4). 
El titubeo en la respuesta podría a su vez derivarse de una fragmentación interna y de una 
ausencia de consenso en torno a los valores de investigación y excelencia: “siempre ha habido 
una cierta resistencia a lo que significa el reconocimiento de la investigación. Los sindicatos, 
por ejemplo, se oponen a que el que trabaje más se le pague más… están en contra de 
cualquier diferenciación salarial basada en la productividad…” (R1-U3). 
Por otro lado, los responsables de las universidades de este grupo parecen ser claramente 
conscientes de sus limitaciones a la hora de adoptar determinadas acciones estratégicas 
consistentes con la nueva lógica institucional, si se tienen en cuenta las restricciones 
inherentes al sistema de gobernanza, los recursos disponibles, y los conflictos potenciales que 
pueden surgir en la organización: “la atracción de alguna persona que pudiera tener un 
proyecto del ERC tendría que ser con un consenso total del departamento afectado porque eso 
genera muchas tensiones internas” (R2-U4). 
Las organizaciones académicas que adoptan este tipo de respuestas son normalmente 
universidades internacionalizadas (en términos de sus colaboraciones, coautorías, estudiantes 
internacionales, y personal), que muestran unos perfiles orientados a la investigación o a la 
transferencia del conocimiento, pero que también comparten una cultura organizacional 
fragmentada en lo que se refiere a las misiones de la Universidad. Son normalmente 
universidades grandes y generalistas, o politécnicas. Si los rectores y/o vicerrectores proceden 
de sectores académicos dinámicos, intentarán resolver los problemas de aquellos 
investigadores beneficiarios de un ERC, proporcionándoles recursos y recompensas, pero sin 
llegar a institucionalizar la estrategia, en un intento por evitar conflictos internos. Por 
supuesto, la crisis económica que ha impactado duramente en los últimos años, ha ayudado a 
los administradores de estas universidades a aceptar el arte del compromiso; estando, de 
hecho, sus acciones principalmente basadas en la clásica estrategia de `salir del paso´. 
 
6.2.4 Respuestas descuidadas: 
Este tipo de respuesta organizativa puede ser fácilmente identificada en un número 
significativo de universidades españolas. En términos de los indicadores antes definidos, estas 
universidades muestran un bajo compromiso con los valores asociados al modelo de 
excelencia investigadora que representa el ERC, así como unas capacidades organizativas 
débiles. 
En estas universidades las tensiones entre las misiones investigadora y docente se visibilizan 
más fácilmente en los discursos: “la investigación no puede imponerse de arriba abajo, y 
cambiar la inercia de los investigadores es muy difícil, es un obstáculo bastante importante” 
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(R2-U2). Los responsables de las universidades incluso realizan rotundas afirmaciones en 
relación al potencial que tienen sus colegas para aplicar y competir en el marco del modelo de 
excelencia investigadora que es el ERC: “la principal dificultad es la identificación de 
investigadores que quieran participar y se animen a presentar propuestas en estas 
convocatorias de excelencia” (R2-U5). 
En algunos casos, la adecuada financiación que a nivel local tienen las élites académicas es 
mencionado como un factor que disuade los esfuerzos por competir internacionalmente: “el 
gobierno regional ha dado bastante dinero y quizá se haya adoptado una postura más cómoda 
que ha hecho que muchos investigadores y profesores de las universidades de esta región se 
contentasen con ello, se relajasen y no fuesen a Europa…” (R2-U5). 
Las capacidades organizacionales y especialmente las dinámicas son muy débiles en este tipo 
de universidades. No hay instrumentos específicos para la promoción de la participación en 
convocatorias del ERC en estas universidades, en dónde esta cuestión no está en la agenda 
política y, a menudo, el ERC es percibido como un programa que no se ajusta muy bien a ellas: 
“El Consejo Europeo de Investigación como tal no está presente en nuestra agenda… (…). Tengo 
la sensación de que nos viene grande… Y yo creo que muchas veces no hemos querido ni 
medirnos… o podría ser que somos conscientes de que son unas ayudas para niveles de 
excelencia que ninguno de nosotros tenemos…“ (R5-U1). En algunos casos, es posible 
identificar ejemplos aislados de instrumentos débiles generalistas orientados a la promoción 
general de la investigación. 
Aquí, el rechazo explícito a la diferenciación y al reconocimiento a través de recompensas a 
beneficiarios potenciales del ERC es clara: “una vinculación de las ayudas del ERC con la 
promoción académica conllevaría muchos problemas, podría ser complicada su 
implementación, y podría suscitar el rechazo y oposición, tanto de los sindicatos como del 
profesorado, especialmente de aquellos que son partidarios de un modelo de promoción 
basada en la antigüedad y en otros méritos relativos… políticamente sería muy complejo” (R2-
U2). 
La mayoría de las universidades asociadas con la respuesta descuidada tienen muchos 
elementos en común. Por ejemplo, la investigación científica no es claramente la lógica 
institucional dominante. En cambio, la mayoría de las universidades tienen una fuerte 
orientación docente y un bajo perfil de especialización. Normalmente, son universidades de 
tamaño medio, en su mayoría nuevas, pero entre ellas también se incluyen universidades 
generalistas más antiguas que podrían tener pequeñas islas de investigación competitiva en un 
complejo entorno de gobernanza. 
Un patrón asociado a la respuesta de estas universidades es que se encuentran fuertemente 
vinculadas a sus entornos locales y regiones, en dónde las presiones políticas por la adaptación 
son muy débiles. La administración de la Universidad asume que este tipo de respuesta es 
bastante representativa del promedio académico local, que podría tener un conocimiento 
limitado acerca del ERC y su impacto sobre el sistema de investigación español y europeos. 
 
7. Conclusiones 
Este capítulo ha explorado las respuestas adaptativas que las universidades españolas están 
ofreciendo a la existencia del ERC. Para ello se ha asumido la premisa de que la existencia del 
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ERC, la asignación de billones de €uros para proyectos de financiación de investigación situada 
en la frontera del conocimiento, y los efectos reputacionales de obtener un grant (tanto para 
el investigador como para la institución de acogida) están transformando el entorno 
académico europeo con la consolidación de una nueva lógica institucional basada en la idea de 
investigación de excelencia. 
Un mapeo de la participación de las universidades españolas en las convocatorias del ERC 
parece mostrar una alta concentración regional. Globalmente, cuando se compara la posición 
de las universidades en los diferentes espacios de nuestra taxonomía, también se observan 
algunos elementos comunes en cada región que podrían estar conectados con la adopción, por 
parte de las autoridades universitarias regionales, de políticas más asociadas a la lógica 
institucional de excelencia (competición reputacional). Por ejemplo, las universidades 
catalanas aparecen claramente por encima de las universidades andaluzas en términos de su 
respuesta activa al ERC, algo que posiblemente venga explicado por la baja presión ejercida 
por el gobierno andaluz en términos de financiación de la investigación universitaria y otros 
incentivos. 
Mientras que la literatura previa (Edler et al., 2014) ha analizado el impacto que el ERC tiene 
sobre las organizaciones científicas, este trabajo ha abordado esta cuestión desde el punto de 
vista de las respuestas organizativas al Consejo Europeo de Investigación como nueva 
institución. Se han construido tipos ideales identificando dos dimensiones críticas en estas 
respuestas: el grado de compromiso con las formas de actuación alineadas con el modelo de 
investigación guiado por la idea de excelencia que el ERC representa, y la existencia y uso de 
capacidades organizativas para dirigir, promover, y recompensar la excelencia investigadora. 
Los tipos ideales resultantes de respuestas universitarias (comprometidas, operacionales, 
dubitativas, y descuidadas) son útiles para comprender la realidad. La construcción de una 
taxonomía empírica para posicionar a las universidades españolas muestra cómo los 
indicadores seleccionados posicionan relativamente bien a los casos extremos (aquellos que 
muestran respuestas comprometidas y descuidadas), mientras que las delimitaciones entre los 
otros tipos de respuestas aparecen representadas de forma más difusa. 
No obstante, la estrategia dual aplicada, basada en los tipos ideales y en la construcción de una 
taxonomía empírica para el posicionamiento de los casos de las universidades, confirma que 
las respuestas a los programas de excelencia no son homogéneas; nuestros hallazgos se sitúan 
en línea con aquellos marcos analíticos que esperan varianza organizativa en vez de 
homogeneidad (Fumasoli & Huisman, 2013; Paradeise & Thoenig, 2013). Este trabajo también 
revela nuevos hallazgos sobre los factores potenciales que favorecen la posición de las 
universidades en un tipo de respuesta u en otra. Teniendo en cuenta que no se ha buscado 
explicar el éxito en las aplicaciones a las convocatorias del ERC, se ha intentado identificar más 
claramente los factores asociados a las respuestas de las universidades para explorar las 
implicaciones del ERC. 
Entre los factores o atributos que es posible asociar con las respuestas comprometidas pueden 
señalarse la existencia de una trayectoria previa como universidades investigadoras, una 
orientación previa a la investigación internacional y a la captación de fuentes de financiación 
externas, y la existencia de políticas de recursos humanos más abiertas y flexibles (en términos 
de reclutamiento). Estas universidades exhiben coherencia entre las diferentes subunidades y 
entre las unidades y la administración y gobierno en relación con su misión universitaria y las 
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nuevas formas de posicionamiento relativas a la excelencia investigadora propiamente. 
Adicionalmente, estas organizaciones tienen límites organizativos más difusos con otras 
instituciones científicas con las que ellas han estado fuertemente involucradas. El entorno 
regional también parece desempeñar un rol destacado, en el sentido en el que determinadas 
políticas regionales permiten una aproximación institucional más flexible en relación a los 
recursos humanos, lo que facilita estrategias de reclutamiento y retención, así como la 
adopción e implementación de muchos de los instrumentos identificados.  
Incluso cuando las universidades españolas no demuestran fuertes capacidades organizativas 
(debido principalmente al modelo de gobernanza que las rige, los recursos limitados con los 
que cuentan, o una capacidad limitada para definir estrategias organizacionales), sí que hacen 
uso, generalmente, de instrumentos para la promoción, la incentivación, y el reconocimiento 
de la investigación y la excelencia; lo de que facto provoca la existencia de una diferenciación 
interna basada en el rendimiento. 
Las universidades que tienen un compromiso con la investigación y la excelencia parecen hacer 
uso de los instrumentos existentes y de los propios beneficiarios de ayudas, como una forma 
de diferenciación interna entre los investigadores. No obstante, es excepcional para la 
administración y gobierno universitario desarrollar políticas o discursos abiertos a la 
diferenciación, en línea con la necesidad de mantener un balance entre las diferentes 
comunidades de intereses. Por ello, la mayoría de las universidades, incluyendo a aquellas con 
respuestas organizativas dubitativas y operacionales, no son capaces de desarrollar sistemas 
de incentivos, posiblemente para evitar conflictos internos. En el otro extremo, entre los 
factores vinculados a las respuestas descuidadas, hemos hallado baja especialización, ausencia 
de masa crítica, fuerte orientación a la docencia, y una elevada fragmentación interna que a 
veces conduce a tensiones o conflictos entre la administración de la Universidad y los 
departamentos. Los vínculos de asociación entre los tipos y la calidad de las universidades no 
muestran un patrón claro184.  
El análisis desarrollado en este trabajo permite extraer algunas implicaciones prácticas en 
materia de política pública. En primer lugar, puede afirmarse que, si las universidades no 
confrontan presiones de sus entornos regulatorios regionales para adherirse a la nueva lógica 
europea, podríamos esperar más respuestas de desajuste; estrategia que se vería favorecida, 
en cierto modo, por la existencia del modelo de gobernanza predominante y dada la 
preferencia por evitar conflictos internos. En segundo lugar, las universidades con una alta 
composición heterogénea en términos de sus campos del conocimiento posiblemente 
encontraran más dificultades en el desarrollo de acciones coherentes y consistentes en favor 
del modelo emergente de excelencia basado en la evaluación de la calidad de la investigación 
que excede la frontera del conocimiento; pero los administradores con una orientación hacia 
la investigación o con un perfil investigador intentaran resolver los resolver los problemas 
sobre la lógica del caso por caso. En tercer lugar, cuando una Universidad llega a ser activa en 
 
184 Aunque pueda ser de interés, una medida simplificada de calidad agregada en las publicaciones como el factor de impacto 
normalizado parece no explicar per sé la posición de la Universidad dentro de un tipo específico de respuesta; algunas 
universidades son bastante retóricas en sus estrategias de apoyo a la investigación y la excelencia, lo que quiere decir que tal 
apoyo no siempre es puesto en marcha. Aunque existe una clara correlación entre el indicador de compromiso con las formas de 
acción (esfuerzo en aplicar a tales convocatorias) y el factor de impacto normalizado (correlación de 0,7), posiblemente pueda ser 
explicado por el hecho de que las universidades con académicos más orientados hacia la investigación estén más comprometidas 
con las diferentes formas de competición por los recursos y la reputación.  
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la búsqueda de candidatos potenciales, se centra en la identificación de jóvenes investigadores 
que muestran voluntad en aplicar al programa StG, con la expectativa de su consolidación en 
caso de éxito; el reducido esfuerzo de los administradores de las universidades en relación con 
la convocatoria AdG posiblemente esté relacionado con los limitados incentivos que tienen a 
su disposición, en vez de con la calidad que poseen propiamente investigadores de alto nivel 
en las universidades españolas. 
Pese a las dificultades para que las universidades cambien estratégicamente, en este trabajo se 
han identificado algunos factores críticos que promueven y facilitan la adaptación y la 
conformidad con las lógicas institucionales emergentes: el primero relaciona con las presiones 
que reciben las universidades del entorno regional, de dónde consiguen la mayoría de los 
recursos; en segundo lugar, y a pesar de las limitaciones inherentes al modelo de gobernanza 
para promover cambios estratégicos, la emergencia en las universidades de una coalición 
central y coherente de académicos comprometidos con la conformidad y la adherencia 
también desempeña un rol destacado; por último, algún liderazgo fuerte de ciertos 
responsables singulares de universidades que se muestren capaces de superar dificultades y 
promover cambios en las prácticas, rutinas y acciones de las universidades es otro factor 
relevante. Mientras la competición es un elemento positivo en la dinamización de la academia, 
debemos ser conscientes de que en algunas ocasiones un exceso de competición y una fuerte 
inestabilidad podrían dañar la iniciativa académica. Debido a su naturaleza y atributos 
diferentes, las universidades deben hallar su propio camino para adaptarse, aunque el primer 
paso es la toma de conciencia y el reconocimiento de una necesidad de cambio y mejora. 
El análisis aquí presentado no está exento de limitaciones. La situación actual y la reciente 
crisis financiera han de ser consideradas como un elemento contextual altamente influyente: 
el primero y más importante, es que ha limitado los recursos discrecionales disponibles de la 
administración de las universidades para el desarrollo de acciones estratégicas (Cruz-Castro & 
Sanz-Menéndez, 2016); en segundo lugar, debe ser tenido en cuenta que la limitación de las 
convocatorias públicas de plazas académicas permanentes afecta y/o limita la posibilidad de 
vincular el éxito académico en convocatorias del ERC con algún tipo de promoción automática.  
En relación con la metodología empleada, en este artículo se ha optado por una recogida de 
información principalmente basada en el nivel organizativo central, es decir centrada en la 
administración universitaria. Aunque esta opción es adecuada para responder a las cuestiones 
aquí planteadas, en futuras investigaciones podría ser complementada con información de 
otros niveles, especialmente de los propios beneficiarios de ayudas del ERC y también de 
directores de departamentos. Otra línea adicional que podrían abordar posteriores análisis 
sería la dimensión regional, especialmente el entorno político regional y sus políticas públicas. 
Algunos de nuestros hallazgos van precisamente en esa dirección. Parece que la influencia de 
las políticas regionales universitarias va más allá de aspectos regulatorios y afecta 
incrementalmente a elementos relacionados con el rendimiento organizativo, como pueden 
ser algunos de los cambios observados en las prácticas de empleo dominantes de ciertas 
universidades (Cruz-Castro & Sanz-Menéndez, 2015). 
En relación a los tipos ideales definidos para describir las respuestas organizativas de las 
universidades a la emergencia de una lógica de excelencia investigadora, creemos que -con 
sustanciales mejoras y una mayor elaboración, podrían tener un valor más general, e incluso 
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ser aplicable al estudio de los cambios inducidos por las políticas en otras arenas de políticas 
públicas.  
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C a p í t u l o  V I I I .                                               
C o n c l u s i o n e s  g e n e r a l e s  
 
 
La tesis ha abordado diferentes cuestiones relacionadas con la organización y gobierno de las 
universidades, y cómo responden a los cambios del entorno. 
En primer lugar, se han descrito los rasgos que poseen las universidades como organizaciones. 
La complejidad organizativa de las universidades está asociada a los rasgos que presentan sus 
profesionales y a las actividades que realizan. Las características, normas, tradiciones y 
conductas de la profesión académica condicionan su identidad, coherencia y racionalidad 
organizativa. 
Esta complejidad también es consecuencia de su fragmentación social y de su naturaleza 
política que está asociada a la existencia de grupos sociales con planteamientos, objetivos e 
intereses divergentes que condicionan su organización y gobierno.  
La administración y gobierno de las universidades, tema central de esta tesis, ha sido abordada 
a partir de una descripción de los atributos institucionales que los regulan. El gobierno 
universitario ha sido abordado comparativamente en el entorno europeo para contextualizar 
el caso de España. 
El gobierno universitario de España ha sido analizado también revisando el contexto histórico 
institucional que lo configurando desde mediados del siglo XX hasta la actualidad. 
Se han descrito las reformas y transformaciones legislativas para analizar las modificaciones 
estructurales experimentadas en el nivel de organización y gobierno de las universidades. 
El gobierno universitario en España ha ido progresivamente adquiriendo un mayor nivel de 
complejidad, tanto en el nivel horizontal como vertical, que se ha consolidado en el transcurso 
de las sucesivas reformas universitarias. 
El gobierno de las universidades públicas ha mostrado su preocupación por incorporar a todos 
los estamentos sociales que conforman la comunidad universitaria en las distintas estructuras 
decisionales, garantizando su coparticipación en los procesos internos de toma de decisiones. 
Ello está estrechamente relacionado con la protección constitucional del principio de 
autonomía universitaria, del que consiguientemente se deriva la salvaguarda del autogobierno 
académico y la no injerencia externa en la administración y gobierno de las universidades.  
Al mismo tiempo, y desde que se aprobara la LRU/1983, que supuso el primer intento real de 
creación de un órgano supervisor integrado por miembros ajenos a la Universidad, se ha 
garantizado la participación de la sociedad dentro del gobierno universitario.  
El gobierno universitario en España siempre ha asentado sus cimientos estructurales sobre dos 
órganos: -uno colegiado-, el Claustro universitario, y -otro unipersonal-, el rector. Si bien la 
figura del rector ha conservado cierta preeminencia en el reparto de poder dentro del 
gobierno de las universidades, que ya disponía en la etapa predemocrática, las sucesivas 
reformas universitarias ocurridas en la democracia sí que han modificado la distribución 
interna de poder, promoviendo una redistribución entre los distintos órganos existentes.  
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Esta investigación es relevante para la comprensión de las universidades como sistemas 
políticos, puesto que ha analizado la organización y gobierno universitario en España, y más 
concretamente sus órganos internos. 
Se han propuesto unos tipos ideales de gobierno universitario que son construidos a partir de 
la distribución de poder existente entre los distintos órganos que configuran el gobierno de las 
universidades: el tipo ideal de gobierno universitario presidencialista o rectoral; el tipo ideal de 
gobierno universitario tutelado por partes interesadas externas; y el tipo ideal de gobierno 
universitario representativo o asambleario. 
La categorización de los sistemas analizados muestra que es difícil identificar rasgos puros que 
los ubiquen exactamente dentro de algunos de ellos, pero sí que han sido posicionados 
atendiendo a su proximidad. Por ejemplo, los sistemas de gobierno universitario de Francia o 
de la comunidad belga francófona estarían próximos al modelo de gobierno presidencialista, 
mientras que el caso italiano sería el que estaría más próximo al tipo asambleario.  
En las universidades públicas de Alemania y España, el gobierno universitario presenta rasgos 
de los modelos presidencialista y asambleario, siendo el poder del Rector claramente 
contrarrestado por la tradicional colegialidad que ha caracterizado a su gobierno universitario. 
Los sistemas de gobierno universitario de los Países Bajos, Reino Unido y la Comunidad 
flamenca de Bélgica presentan, en cambio, rasgos híbridos tanto del modelo presidencialista 
como del modelo de partes interesadas externas. En Suiza, podrían observarse los tres 
modelos, mostrando notables diferencias las universidades de los distintos cantones. 
 
El sistema español de gobierno universitario presenta unos rasgos institucionales que lo sitúan 
a medio camino entre el modelo de gobierno universitario presidencialista y el asambleario, 
una naturaleza híbrida que ha estado presente desde la etapa predemocrática. 
Las sucesivas transformaciones legislativas impulsadas desde el gobierno central han 
conservado por un lado la tradicional preeminencia que ha ostentado el Rector dentro del 
gobierno universitario, pero al mismo tiempo contrarrestándolo asignándole importantes 
prerrogativas al resto de órganos colegiados. A modo de ejemplo, la LGE/1970 concedió 
algunos poderes a la Junta de gobierno buscando de alguna forma contrarrestar el exceso 
competencial que siempre había ostentado el Rector. La LRU/1983 empoderó al órgano 
académico (Claustro universitario) al que le atribuyó importantes competencias (elaboración 
de estatutos y elección del rector), y en cierto modo también a la Junta de gobierno, lo que 
vino a reequilibrar el poder dentro del gobierno de la Universidad. 
La aprobación de la LOU/2001 propició la introducción de lógicas democráticas en el proceso 
de elección del Rector, facilitando una apertura del sistema de gobierno universitario de abajo 
a arriba, pero al mismo tiempo introdujo otra serie de elementos (e.g. creación de nuevas 
estructuras de gobierno universitario como la Junta consultiva o el Consejo de dirección) que 
fortalecieron el tradicional centralismo organizativo que había venido caracterizando al 
sistema español de gobierno universitario desde tiempos del franquismo. Un contrapeso 
añadido de esta ley fue la atribución al órgano asambleario (Claustro universitario) de la 
potestad de cesar (o interrumpir el mandato de gobierno) al Rector mediante la convocatoria 
extraordinaria de elecciones, lo que de facto suponía la introducción de un importante 
mecanismo de control a la acción del gobierno ejecutivo y/o rectoral. 
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Pese a la modificación del órgano de participación social (Consejo social), el sistema de 
gobierno universitario no ha avanzado en la línea de otros sistemas del entorno europeo que 
han apostado por un sistema de gobierno tutelado por partes interesadas externas. 
En relación a su naturaleza política, cabe decir que el sistema de gobierno universitario ha 
seguido una tendencia claramente democrática en el que se ha pasado de un sistema 
claramente corporativo, elitista y cerrado, como era en la etapa predemocrática dónde no solo 
no eran integrados todos los grupos sociales incluidos dentro de la comunidad universitaria ni 
tampoco otros agentes sociales externos, a un sistema inclusivo, que garantiza la plena 
representación y participación de todos los colectivos que conforman la comunidad 
universitaria, y que además permanece socialmente abierto, incluyendo a miembros externos 
en la toma de decisiones.  
 
La interpretación politológica del gobierno universitario también es abordada empíricamente 
con un análisis del sistema de elección de rector en España. 
La transformación del proceso de elección del Rector, de un modelo indirecto, a un proceso de 
elección directa que involucra a todos los estratos sociales integrados dentro de la comunidad 
universitaria ha proporcionado al sistema español de gobierno universitario una arquitectura 
de procesos y estructuras muy similares a las que poseen los sistemas políticos.  
Como han apuntado algunos autores que han abordado recientemente este tema, la reforma 
del sistema de elección de rector introducida en 2001 ha permitido fortalecer la hegemonía y 
el poder del rector dentro de un sistema de gobierno universitario que posee rasgos claros del 
presidencialismo, o en su defecto del semipresidencialismo (Martinez, 2015), proporcionando  
a los rectores un liderazgo fuerte que va más allá de la atribución institucional de autoridad 
formal, en tanto que les ofrece la oportunidad de que ejerzan la dirección de sus 
organizaciones de una forma proactiva, y abierta a cambios y transformaciones innovadoras y 
creativas (Trinidad-Requena et al., 2015). Además, le otorga una legitimidad social directa, al 
contar con el respaldo evidente del conjunto de la comunidad universitaria. 
La tesis ha abordado el sistema de elección de rector en las universidades públicas españolas 
como una forma de explorar la diversidad organizativa que se observa en un aspecto concreto 
del gobierno universitario.  
La primera conclusión que puede extraerse al respecto, es que pese que legislación vigente 
permite que las universidades decidan, en el ejercicio de su autonomía institucional, entre dos 
posibles vías de elección -la indirecta a través de sufragio universal de los miembros del 
Claustro universitario y la directa a través de sufragio universal con voto ponderado entre los 
distintos sectores de la comunidad universitaria-, es la segunda fórmula la adoptada en todas 
las universidades muestreadas, a excepción del caso concreto de la Universidad de Sevilla -US-. 
Así, y de la totalidad de casos observados, tan solo la US cuenta actualmente con un sistema 
de elección de rector en el que éste es elegido indirectamente a través del órgano académico, 
quién como máximo órgano representativo de la Universidad ejerce como cuerpo electoral en 
el desempeño del mandato representativo que la comunidad universitaria le encomienda en el 
proceso electoral que tiene lugar para la elección de los miembros claustrales. 
De lo anterior, cabe afirmar que la elección directa de rector es una práctica habitual, 
altamente extendida e institucionalizada entre las universidades públicas que integran el 
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Sistema Público Universitario en España, las cuales vienen celebrando periódicamente 
elecciones cada cuatro años desde el año 2003. 
La ausencia de variabilidad en las universidades públicas españolas en relación con la fórmula 
de elección de rector contrasta con una heterogeneidad relativa en otros elementos 
estructurales del sistema de elección. Así, por ejemplo, y dado que la elección directa de los 
rectores ocurre mediante sufragio universal ponderado de los distintos estamentos que 
conforman la comunidad universitaria, se han observado ciertas diferencias entre 
universidades en las cuotas de ponderación del voto que tienen los distintos sectores, 
diferencias todas ellas menores en tanto que éste también es un aspecto regulado por la 
legislación nacional, que si bien no detalla pormenores, sí que delimita por ejemplo que la 
mayoría ponderada ha de corresponder al colectivo de PDI doctor permanente, integrado 
dentro del sector del personal académico, lo que claramente le permite controlar el proceso 
de elección de rector. 
A este respecto, las universidades públicas españolas parecen mostrar ligeras variaciones en 
torno a la mayoría global ponderada que el profesorado, en sus diferentes categorías, ostenta 
respecto a los colectivos de PAS y estudiantes. De igual forma, también se observan diferencias 
notables en relación al peso electoral, que, dentro del bloque de profesorado, tiene el 
profesorado doctor con vinculación permanente según sea contratado laboral -PCD- o 
funcionario -CU y PTU-, lo que revela una situación de desigualdad política que tiene efectos 
evidentes en la capacidad de influencia electoral de ambos colectivos. Por último, también se 
ha observado una relativa varianza en la ponderación del voto de los estudiantes, segundo 
colectivo con mayor capacidad de influencia electoral, y en la ponderación del voto del PAS. 
Otro elemento relevante del proceso de elección de rector sobre el que se ha observado una 
cierta variabilidad es el de la implementación de la limitación de mandatos en el ejercicio del 
cargo de rector, un elemento que desde el punto de vista de la Ciencia Política es altamente 
relevante puesto que afecta a la regeneración política e institucional de unas organizaciones 
que aquí están siendo interpretadas como sistemas políticos. Si bien, la legislación universitaria 
vigente no regula nada al respecto, la mayoría de las universidades analizadas (UAL, UCO, UGR, 
US, UOVI, UB, UDG, UDL, UPF, UEX, UAH, UAM, UCM, UPM, URJC) han regulado explícitamente 
esta cuestión en un sentido restrictivo, puesto que establecen una duración limitada del 
mandato de rector que impide que una misma persona gobierne de forma consecutiva la 
Universidad durante más de ocho años. Es decir, un nutrido número de universidades públicas 
españolas han establecido la fórmula 4+4 (cuatro años de gobierno ampliables a otros cuatro 
en condición de reelección consecutiva), que impide que quién haya sido elegido por segunda 
vez para el cargo de rector, pueda presentarse a una nueva relección para el mismo cargo en 
los cuatro años siguientes a su cese. 
De las cuatro universidades muestreadas restantes, la UCA o la UMA, cuando refieren en sus 
normas internas la duración del mandato de rector, no mencionan explícitamente limitación 
temporal alguna de los mandatos rectorales, mientras que, en los casos de la UCAN y la UPC, 
sus normas internas no establecen nada en relación a la duración del mandato del rector. 
 
En esta investigación también han sido abordadas empíricamente las dinámicas electorales 
observadas en los sucesivos procesos de elección de rectores que han tenido lugar en las 
345 
 
 
universidades desde que la LOU/2001 introdujese el método electoral directo como 
mecanismo formal de selección de los máximos responsables del gobierno universitario. 
De la observación de casi un centenar de procesos de elección de rector en las 19 
universidades seleccionadas, puede afirmarse que las elecciones rectorales constituyen un 
proceso político perfectamente institucionalizado dentro de las organizaciones universitarias 
públicas españolas. 
La observación temporal de elementos relativos a la competición electoral revela además unos 
niveles de competición electoral media-baja, producto de elecciones que generalmente han 
contado con dos-tres candidatos aspirantes.  
La observación de diversos patrones de competición electoral se ha realizado con la finalidad 
de explorar la fragmentación política que se visibiliza internamente y la existencia de 
proyectos divergentes en torno al gobierno de la Universidad, un elemento clave dentro de la 
interpretación política de las organizaciones académicas y de las diversas coaliciones de 
intereses que emergen internamente entre los distintos grupos sociales que conforman la 
comunidad universitaria. Para ello se ha planteado una tipología de modelos políticos, o más 
bien de `sistemas de coaliciones de intereses´, que ha sido utilizada a su vez como instrumento 
clasificatorio de los 19 casos observados.  
Tres son los modelos esbozados: el primer tipo sería el sistema dividido, que identificaría a 
universidades altamente fragmentadas y con una clara división social interna en torno a su 
proyecto de Universidad. La fragmentación política y la fuerte confrontación y/o polarización 
de intereses serían visibles en una alta competencia electoral en los procesos de elección de 
rector que sería constante en el tiempo, así como en una alternancia continuada de las 
diversas coaliciones de intereses en el gobierno rectoral. El segundo tipo sería el sistema 
pluralista limitado o moderado que aplicaría a universidades que en los procesos de elección 
de rector presentan una competencia electoral intermedia relativamente estable en el tiempo, 
y que poseen unos niveles intermedios de fragmentación política. La concurrencia de varios 
candidatos a rector incluso en aquellas elecciones de primer mandato contrasta con el hecho 
de que los rectores vencedores de las elecciones representen una cierta línea de continuidad 
en el tiempo. En base a lo anterior, en estas universidades habría diferentes coaliciones de 
intereses latentes con diferentes propuestas de modelos de Universidad que mantendrían un 
debate de confrontación de ideas poco polarizado. 
Una vertiente adicional de este tipo sería el sistema pluralista polarizado o extremo que 
aplicaría a universidades que en los procesos de elección de rector también presentan una 
competencia electoral con ciertos altibajos, aunque generalmente alta en elecciones de 
segundo mandato. Otra diferencia respecto al anterior sería, que los candidatos continuistas 
no siempre serían los vencedores de los comicios, lo que muestra un mayor equilibrio político 
entre las distintas coaliciones de intereses quienes mantendrían un debate de confrontación 
altamente polarizado. 
El último tipo sería el sistema consensual que identificaría a universidades altamente 
cohesionadas y con un proyecto de Universidad claro y consensuado internamente. La 
ausencia de fragmentación política y la baja polarización ideológica serían visibles en una baja 
competencia electoral en los procesos de elección de rector que sería constante en el tiempo, 
así como en sucesivos mandatos de gobierno rectoral que representan una línea política y 
programática continuista. 
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Aunque es difícil identificar cada uno de los casos observados en la tipología planteada si es 
posible caracterizar rasgos que se asimilan. Del total de casos analizados, solamente dos de 
ellos (la UB y la UCM) se ajustarían al tipo ideal de sistema dividido. Ambos casos reflejan dos 
organizaciones universitarias con algunos rasgos organizativos similares -universidades 
grandes y generalistas, y por ende difícilmente gobernables y gestionables-, con un 
considerable dinamismo en la arena político electoral, que sugiere una elevada polarización y 
fragmentación en su interior. En las dos universidades, las elecciones a rector siempre han 
estado caracterizadas por una elevada competencia electoral, lo que derivado en una alta tasa 
de rotación dentro del gobierno universitario 
Por su parte, la UPF y la US podrían encajar dentro del modelo consensual. Las elecciones a 
rector de ambas universidades siempre han estado caracterizadas por una baja competencia y 
competitividad electoral (los cinco procesos se decidieron en la primera vuelta), incluso en 
aquellas elecciones de segundo mandato. En todos los comicios concurrieron dos aspirantes, 
excepto en los de 2009 y 2013, dónde solo concurrió una única candidatura. La UPF ha 
disfrutado desde su creación de una continuidad electoral y política que ha proporcionado a su 
gobierno universitario una clara estabilidad programática y organizativa, facilitando el 
desarrollo de determinadas políticas internas.  
El resto de los casos observados presentarían rasgos híbridos. Por ejemplo, las universidades 
de Almería, Cádiz, Córdoba, y Extremadura tendrían rasgos de los tipos consensual y pluralista 
moderado. Las universidades de Cádiz, Córdoba y Extremadura comparten una baja 
competencia electoral en una mayoría de procesos de elección a rector, pero dicho patrón 
constante se vio excepcionalmente alterado en algún proceso singular, generalmente con 
expectativa de cambio. 
Las universidades de Málaga y Cantabria tendrían rasgos de los tipos pluralista moderado, pero 
también del pluralista polarizado. En ambos casos, la competencia electoral ha sufrido 
altibajos en los diversos procesos acontecidos de elección de rector, pero ello contrasta con el 
hecho de que siempre hayan vencido candidaturas continuistas.  
La Universidad de Alcalá, la Universidad Autónoma de Madrid, la Universidad Politécnica de 
Madrid y la Universidad Rey Juan Carlos de Madrid posiblemente encajen bien dentro del tipo 
ideal de sistema pluralista moderado, aunque como en anteriores casos con ciertos matices. 
 
Por otro lado, y en el marco de una interpretación complementaria de las organizaciones 
académicas como sistemas abiertos que responden y se ajustan a los cambios externos de sus 
entornos, esta investigación doctoral ha analizado empíricamente dos casos diferentes de 
cómo las presiones institucionales afectan a las universidades, y de cómo responden a ellas. 
Por un lado, se ha explorado la influencia del entorno jurídico regulatorio (leyes y políticas de 
educación superior y ciencia) sobre las prácticas organizativas que tienen las universidades 
dentro del ámbito de los RRHH académicos. 
Aprovechando la relevancia que tiene el entorno institucional regional para el estudio de país 
abordado en esta investigación, se han explorado las leyes y políticas universitarias de las 
regiones de Andalucía y Cataluña, así como algunas prácticas y rutinas organizativas de una 
muestra de universidades públicas de dichos territorios. 
La influencia que juegan las presiones institucionales regionales en España en una esfera 
estratégica para las universidades como la selección y reclutamiento de profesorado ha sido 
347 
 
 
contextualizada previamente según el marco interpretativo que considera a las universidades 
como organizaciones con una autonomía estratégica limitada, es decir con capacidades 
organizativas restringidas por el poder político. 
A tenor del marco legal común e institucional existente en España, todas las universidades 
públicas pueden ser descritas como organizaciones con un poder organizativo limitado (por no 
poseer recursos propios de financiación significativos, con una autonomía limitada en el 
ámbito de las políticas de RRHH, etc.).  
Así, las universidades públicas poseen discrecionalidad limitada para la asignación de recursos, 
una discrecionalidad limitada en las decisiones relativas a los RRHH. Por otro lado, las 
universidades en España evidencian un considerable grado de dependencia financiera de las 
instituciones públicas, así como una dependencia notable de las élites científicas, que es 
compartida en algunos casos con agencias del Estado, en aspectos como el establecimiento de 
prioridades de investigación o la introducción de indicadores de rendimiento.   
Ello, unido a unas estructuras y procesos decisionales basados primordialmente en la 
colegialidad académica, impide y/o limita las oportunidades y capacidades de una 
administración coherente y organizacionalmente racional (Cruz-Castro & Sanz-Menéndez, 
2015). 
A través de un análisis de las leyes, políticas y programas públicos de educación superior y 
ciencia promovidos por los gobiernos regionales de Andalucía y Cataluña, se ha explorado si las 
lógicas institucionales emergentes son fuente de variación organizativa de determinadas 
prácticas y rutinas organizativas en materia de RRHH, y su potencial como factor explicativo de 
la diversidad y organizativa entre universidades.  
Se han diferenciado dos lógicas institucionales competitivas que podrían estar impactando en 
las prácticas organizativas de las universidades: la lógica institucional burocrático-profesional y 
la lógica institucional del gerencialismo adaptativo. La primera de ellas considera a las 
universidades como organizaciones burocrático-profesionales, sosteniendo una administración 
de los RRHH académicos claramente influenciada por patrones burocrático-profesionales y 
colegiales de la profesión académica, lo que implica una política de personal conservadora y 
cerrada a cualquier innovación organizativa que pueda modificar las estructuras de autoridad 
preexistentes, o propiciar cambios disruptivos en las rutinas y prácticas organizativas internas. 
La segunda, considera a las universidades como organizaciones potencialmente 
transformables en actores estratégicos, sosteniendo una administración de los RRHH 
académicos claramente influenciada por los principios del nuevo gerencialismo y la filosofía de 
la NGP, lo que implica una política de personal transformadora y abierta a cualquier 
innovación organizativa que pueda mejorar la gestión de sus RRHH, y con ello, su desempeño 
organizativo. 
A la vista del análisis, los programas e instrumentos de política pública impulsados en 
Andalucía estarían asociados a una lógica institucional burocrático-profesional, más 
conservadora y proteccionista de prácticas convencionales de selección y contratación de 
profesorado; mientras que los impulsados en Cataluña estarían asociados a la lógica 
institucional del gerencialismo adaptativo, más proclive a la introducción de innovaciones 
organizativas y orientada a la transformación de prácticas tradicionales de reclutamiento de 
personal académico. 
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El análisis realizado en una muestra de universidades públicas de ambos territorios ha revelado 
algunos hallazgos empíricos interesantes. Por un lado, la exploración de prácticas y rutinas 
organizativas relativas a la selección y contratación de profesorado ha arrojado diferencias 
menores en relación a la configuración de las comisiones de selección y contratación del PDI o 
en relación a los criterios que utilizan estas comisiones para evaluar a los candidatos que optan 
a las plazas de los concursos. Sin embargo, sí que se ha observado una mayor variabilidad 
organizativa en los criterios establecidos para la distribución las plazas académicas, y para la 
clasificación y ordenación de las solicitudes de promoción de los profesores con una 
acreditación a una categoría superior a la plaza que ocupan. En general y en sus procesos de 
gestión de las promociones académicas en los departamentos, las universidades públicas 
catalanas parecen utilizar criterios académicos diferentes a los de las universidades públicas 
andaluzas que aplican criterios (e.g. fecha de acreditación, antigüedad en la Universidad) que 
en cierto modo favorecen las promociones internas, y por ende, a candidatos locales. 
Pase a lo anterior, otras pruebas empíricas observadas revelan el potencial limitado de las 
políticas públicas universitarias y científicas para inducir cambios organizativos en las 
organizaciones académicas, especialmente en una esfera como la de los RRHH, 
tradicionalmente sujeta al control del profesorado. No obstante, en el caso de Cataluña es 
notoria la progresiva apertura que registran los procesos de contratación y selección de 
profesorado, tras la puesta en marcha de programas regionales que precisamente están 
promoviendo un nuevo sistema de contratación de profesorado mucho más abierto, exigente, 
transparente e internacionalizado. 
De hecho, algunos datos recolectados en una encuesta a profesores doctores de universidades 
públicas españolas revelan diferencias notables entre profesores de universidades de ambos 
territorios en relación a percepciones relativas a excelencia académica, carreras académicas, o 
modelo de Universidad.  
Ello nos sugiere, que si bien presiones institucionales como las aquí analizadas tienen una 
capacidad real para influenciar, guiar y modificar ciertos comportamientos organizativos de 
organizaciones complejas y resilientes como las académicas, encuentran mayores dificultades 
para transformar determinadas formas, rutinas y procesos que históricamente han estado 
altamente influenciados por las culturas académicas e inercias conductivas que existen en los 
departamentos y/o en las propias disciplinas académicas.  
El análisis de la evolución y tendencias registradas en las estructuras de empleo de las 
universidades a lo largo de las últimas décadas, sí que arroja una claridad mayor de cómo las 
políticas regionales están moldeando las plantillas de profesorado -proporción de funcionarios 
y empleados contratados laborales- en las universidades públicas de dichos territorios.  
La evolución y las tendencias registradas en la estructura de empleo en las universidades 
públicas de Andalucía y Cataluña durante el período comprendido entre 1999 y 2009 muestran 
notables diferencias interregionales en las universidades de ambos territorios.  
La evolución de la estructura de empleo que se observa en el caso de las universidades 
andaluzas (especialmente en el caso de las universidades antiguas) se asemeja más a lo que 
sucede para el conjunto de toda España, lo que podría convertir al caso catalán en un posible 
`outlier´ dentro del Sistema Universitario Español.  
La laboralización que ha experimentado la estructura de empleo académico en el caso de las 
universidades públicas catalanas parece estar claramente asociada a la estrategia de 
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promoción impulsada por la Generalidad de Cataluña de flexibilizar la administración de los 
RRHH académicos de sus universidades. El incremento progresivo y consolidado de profesores 
contratados laborales no sólo ha sido posible tras la creación innovadora de nuevas figuras 
contractuales temporales y permanentes, estas últimas equiparables laboral y salarialmente a 
las funcionariales; sino también por el esfuerzo económico que han realizado tanto los 
sucesivos gobiernos regionales como los rectorales en la cofinanciación de un ambicioso 
programa como el Serra Hunter (SH). 
 
En base a todo lo anterior pueden señalarse asociaciones plausibles entre las intervenciones 
de política pública desarrolladas en Andalucía y Cataluña en materia de educación superior y 
ciencia, y determinadas prácticas y rutinas organizativas que se observan en sus universidades 
en materia de RRHH. 
En el caso de Cataluña, las políticas universitarias y científicas puestas en marcha desde inicios 
del siglo XXI por parte de sus sucesivos gobiernos regionales muestran una evidente 
adherencia a las lógicas académicas de excelencia que han emergido en el panorama 
internacional. Lo anterior estaría facilitando la emergencia de políticas públicas de RRHH 
orientadas hacia un cambio del modelo de relaciones laborales funcionarial históricamente 
dominante en las universidades españolas, por otro de corte laboralista. Adicionalmente, la 
promoción de programas e instrumentos de reclutamiento, selección, evaluación y promoción 
de profesorado claramente abiertos, flexibles y orientados a la excelencia y la 
internacionalización están sembrando las semillas del cambio organizativo en las 
universidades, lo que en el largo plazo podría propiciar la transformación gradual de prácticas 
organizativas vinculadas al ámbito de los RRHH. 
En el caso de Andalucía, la ausencia de innovaciones institucionales y el desarrollo de políticas 
públicas universitarias continuistas de los modelos preestablecidos por parte de los sucesivos 
gobiernos regionales han perpetuado unas políticas públicas de RRHH claramente 
proteccionistas del status quo, y conniventes con el modelo de RRHH funcionarial 
históricamente consolidado en las universidades españolas. La ausencia de políticas públicas 
dinámicas y transformadoras en el ámbito de los RRHH ha influenciado negativamente en la 
capacidad de cambio de las prácticas de contratación y promoción que pueden observarse en 
las universidades andaluzas, lo que ha reforzado prácticas y rutinas preexistentes vinculadas al 
ámbito de los RRHH. 
Asimismo, lo que parecen reflejar los casos analizados de Andalucía y Cataluña son dos formas 
de responder a las presiones externas que están experimentando la profesión académica y los 
mercados académicos globales: las políticas de educación superior y ciencia promovidas en 
Cataluña han canalizado mejor que las universidades solo pueden competir en el actual 
entorno dinámico, competitivo y global, si mejoran sus capacidades estratégicas y potencian 
su autonomía estratégica, para lo que resulta fundamental una adecuada autonomía y 
capacidad decisional en el ámbito de los RRHH y las relaciones laborales. 
Pese a la relevancia de los hallazgos, también hay que reconocer que un análisis empírico de 
las prácticas organizativas de RRHH en las universidades no debe ser enfocado solo en el nivel 
superior organizativo, sino también a nivel micro departamental.  
Las organizaciones académicas no son homogéneas internamente, y especialmente aquellas 
más descentralizadas (con gobiernos rectorales débiles y cuyas estructuras de poder aparecen 
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diseminadas y fragmentadas a nivel facultades y departamentos) pueden presentar prácticas 
de reclutamiento, de selección y evaluación de personal académico muy dispares.  
 
Las presiones institucionales que ejercen los gobiernos regionales a través de sus marcos 
regulatorios, programas e instrumentos también pueden explicar, al menos parcialmente, la 
variabilidad de respuestas organizativas que se ha observado en una muestra de 18 
universidades públicas españolas a la emergencia de una lógica institucional de excelencia 
científica promovida por el ERC. 
A partir de un caso de estudio que analiza la aparición de una innovación institucional como el 
Consejo Europeo de Investigación, se ha explorado la forma en la que las universidades 
públicas han respondido a la nueva lógica institucional creada por el ERC basada en la idea de 
investigación de excelencia, como un fenómeno relevante para abordar las respuestas 
organizativas de las universidades a los cambios que se producen en sus entornos. 
Son varias las conclusiones que podemos extraer de dicho análisis: en primer lugar, y unido a 
lo anterior, podría señalarse al factor regional (políticas y marcos regulatorios) como uno de 
los factores o condiciones preexistentes a tenerse en cuenta al analizar las diferencias que se 
observan entre organizaciones en sus respuestas a los cambios que se suceden en el entorno 
institucional de financiación científica, en tanto que determinadas políticas regionales 
permiten una aproximación institucional más flexible en relación a los recursos humanos, lo 
que facilita estrategias de reclutamiento y retención, así como la adopción e implementación 
de instrumentos específicos.  
Un mapeo de la participación de las universidades españolas en las convocatorias del ERC 
muestra una alta concentración regional, y cuando se compara la posición de las universidades 
también se observan algunos elementos comunes en cada región que podrían estar 
conectados con la adopción, por parte de las autoridades universitarias regionales, de políticas 
más asociadas a la lógica institucional de excelencia (competición reputacional). Por ejemplo, 
las universidades catalanas aparecen claramente por encima de las universidades andaluzas en 
términos de su respuesta activa al ERC, algo que posiblemente venga explicado por la baja 
presión ejercida por el gobierno andaluz en términos de financiación de la investigación 
universitaria y otros incentivos orientados al rendimiento. 
No obstante, la variabilidad en las respuestas organizativas de las universidades está asociada 
a otros factores más relevantes. En concreto, existen vínculos asociativos entre los tipos de 
respuestas organizativas que han dado las universidades a la lógica institucional de excelencia 
científica promovida por el ERC, y su compromiso organizativo colectivo con las formas de 
acción orientadas a la excelencia, pero también con la existencia y fortaleza de capacidades 
organizativas específicas asociadas con la promoción de la excelencia científica en la 
organización. 
En el caso de las capacidades organizativas, su nivel está relacionado con el entorno 
regulatorio que como se ha visto para el caso español, es común en algunos aspectos, pero 
también diferenciado sobre la base de una legislación subnacional desigual. Más importante 
aún es que las capacidades internas de autoorganización proporcionan a la administración de 
las universidades oportunidades para definir prácticas organizativas e instrumentos específicos 
facilitadores de la investigación en general o la excelencia científica en particular (e.g. 
estructuras organizativas de apoyo a los investigadores, incentivos de apoyo y promoción a los 
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investigadores en solicitudes a convocatorias del ERC, recompensas y reconocimientos a los 
investigadores que obtienen un grant, etc.).  
Adicionalmente, se han identificado otros factores y atributos internos destacados asociados a 
determinados tipos de respuestas, tales como el perfil investigador de las universidades, su 
orientación a la investigación internacional y a la captación de fuentes de financiación 
externas, o la existencia de políticas internas de RRHH más abiertas y flexibles. Por otro lado, la 
baja especialización, la ausencia de masa crítica investigadora, una fuerte orientación a la 
docencia, y una elevada fragmentación interna también serian elementos relevantes en la 
adopción de una respuesta u otra. 
La heterogeneidad de las respuestas organizativas en las universidades ha sido analizada sobre 
la base de unos tipos ideales -respuestas comprometidas, operativas, dubitativas, y 
descuidadas- cuya utilidad analítica ha quedado confirmada. En cambio, la construcción de una 
taxonomía empírica para posicionar a las universidades públicas españolas ha evidenciado 
algunas limitaciones relativas al posicionamiento de aquellos casos (respuestas) menos claros y 
difusos.  
Asimismo, y como se comentaba anteriormente, futuras investigaciones deberían explorar las 
cuestiones aquí planteadas con información de otros niveles distintos al organizativo central 
aquí abordado, tomando unidades individuales de análisis como los propios beneficiarios de 
ayudas del ERC y/o los directores de departamentos, subunidades organizativas básicas 
relevantes en las cuestiones aquí tratadas. 
 
En definitiva y a modo de conclusión general, puede afirmarse que las universidades como 
organizaciones complejas y específicas presentan rasgos de organizaciones burocrático-
profesionales, y al mismo tiempo de organizaciones políticas. 
Cuando, por ejemplo, se han examinado los procedimientos y reglas que rigen el sistema de 
elección de Rector de las universidades públicas españolas, al igual que otros elementos 
relativos a su organización y gobierno, se ha podido comprobar la autorregulación interna que 
caracterizan a las universidades, lo que implica procedimientos, prácticas y rutinas 
organizativas reglamentados y regulados de forma taxativa y expresa.  
Pero al mismo tiempo, se ha observado cómo los grupos sociales que coexisten internamente 
dentro de las organizaciones académicas, y que frecuentemente se organizan en torno a 
coaliciones de intereses divergentes, pueden ser una fuente de resistencia al cambio 
organizativo. Por ejemplo, en el análisis empírico de las respuestas organizativas de las 
universidades españolas al ERC, la fragmentación interna en torno al modelo organizativo de 
Universidad y su compromiso con la investigación en general, y con la excelencia científica en 
particular, ha sido identificado como una limitación importante en los procesos de adaptación 
a los cambios producidos en el entorno científico financiero, y un obstáculo en la puesta en 
marcha de determinadas políticas internas de diferenciación de los investigadores. 
Adicionalmente, está investigación doctoral revela nuevos hallazgos empíricos en relación a la 
naturaleza estratégica limitada que poseen las universidades como organizaciones. En línea 
con la literatura especializada en educación superior que ha argumentado que las 
universidades tienen limitaciones estructurales en el desarrollo de estrategias gerencialistas 
(Krücken & Meier, 2006) o en el desarrollo de un fuerte `actorhood organizacional´ (Whitley, 
2012), esta tesis ha mostrado que incluso en contextos institucionales como el español, dónde 
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el marco regulatorio limita el poder discrecional de quienes las gobiernan en ámbitos 
decisionales estratégicos es posible observar variabilidad organizativa en torno a las 
respuestas ante los cambios que emergen en sus entornos, pero también en la propia 
construcción de capacidades internas.  
En este sentido, y especialmente para las universidades públicas que operan en entornos 
fuertemente influenciados por regulaciones y sujetos a la influencia de las políticas públicas 
(Bleiklie et al., 2015); las presiones institucionales que ejercen los gobiernos (regionales y/o 
nacional) parecen estar influenciando determinados cambios organizativos internos, a nivel de 
prácticas y rutinas, en las universidades. Como esta investigación doctoral muestra para el caso 
de las universidades públicas españolas, y pese a autonomía organizativa limitada que 
presentan, las políticas públicas universitarias (regionales) deriva en ciertas diferencias 
organizativas incluso en los niveles de discrecionalidad decisional que tienen en cuestiones 
estratégicas. Por ejemplo, y aplicado al análisis de la administración de RRHH, se ha observado 
como los marcos de negociación colectiva que regulan las condiciones laborales del 
profesorado contratado acordados entre las organizaciones sindicales, las universidades y las 
administraciones son capaces de moldear las capacidades organizativas de las universidades -
en materia de discrecionalidad y autonomía de personal-. Así, el caso de Andalucía contrasta 
por ejemplo con el caso catalán, en tanto en que el primero cede importantes cuestiones 
estratégicas relativas a gestión de la promoción y la carrera académica, a diferencia de lo que 
ocurre en Cataluña, dónde las universidades mantienen importantes poderes discrecionales en 
relación al modelo de promoción académica y la carrera académica del PDI contratado laboral.  
Los hallazgos empíricos de esta investigación también añaden información relevante respecto 
a la resistencia interna que presentan las organizaciones académicas frente al cambio 
organizativo. La complejidad y especificidad organizativa que rodea a las universidades 
también implica entenderlas como organizaciones profundamente resistentes al cambio. Los 
diversos análisis desarrollados en la tesis nos invitan a aplicar cierta cautela a la hora de 
valorar la influencia del entorno y de las presiones institucionales en los cambios y 
transformaciones organizativas (e.g. prácticas y rutinas). 
Por un lado, muchas de las prácticas y comportamientos organizativos fundamentalmente 
controlados por los académicos, siendo afectados por las culturas académicas, identidades, 
prácticas y rutinas que convierten a las universidades en organizaciones resilientes (Maasen & 
Olsen, 2007). Los procesos de adaptación que experimentan las universidades se ven 
influenciados por ende por las normas y valores, tanto de la profesión académica como de la 
afiliación disciplinar, intercediendo en los procesos de transformación y cambio organizativo 
promovidos desde la administración y gobierno y/o desde el poder político que 
institucionalmente las regula, incrementando los niveles de incertidumbre en este tipo de 
organizaciones.  
 
Pese a las dificultades mencionadas para que las universidades cambien estratégicamente, la 
tesis ha identificado algunos factores críticos que promueven y facilitan la adaptación y la 
conformidad con las lógicas institucionales emergentes: el primero se relaciona con las 
presiones que reciben las universidades del entorno regional, de dónde consiguen la mayoría 
de los recursos; en segundo lugar, y a pesar de las limitaciones inherentes al modelo vigente 
para promover cambios estratégicos, la emergencia en las universidades de una coalición 
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alineada con la conformidad y la adherencia también desempeña un rol destacado; por último, 
algún liderazgo fuerte de ciertos responsables singulares de universidades que se muestren 
capaces de superar dificultades y promover cambios en las prácticas, rutinas y acciones de las 
universidades es otro factor a destacar.  
Aquí es precisamente dónde la diversidad institucional y organizativa adquiere una relevancia 
destacada, también en el contexto del gobierno universitario.  
Esta investigación aplicada a un estudio de país como España, ha mostrado que incluso cuando 
los marcos legales generales que regulan el funcionamiento de las universidades permiten una 
relativa diferenciación en elementos concretos de su organización y gobierno (e.g. modalidad 
de elección de rector, desarrollo de figuras de contratación laboral, etc.), algunas 
organizaciones académicas son reacios a aplicar innovaciones organizativas. En contextos 
como el español, dónde los gobiernos regionales poseen competencias y recursos destacados 
en materia universitaria, éstos pueden actuar como actores públicos fundamentales capaces 
de dinamizar el entorno académico y científico, pero también de transformar 
organizativamente a las universidades con las que mantienen relaciones de interdependencia.  
Esta tesis plantea en último término algunas implicaciones prácticas: las políticas públicas 
científicas y de educación superior que impulsan los gobiernos (regionales en el caso español, 
porque ello abre la puerta a la diferenciación) pueden contribuir a la adopción de nuevas 
lógicas institucionales de excelencia investigadora, por ejemplo, pero también pueden ayudar 
a introducir nuevas prácticas y rutinas organizativas en ámbitos tradicionalmente controlados 
por los académicos como la selección y reclutamiento del profesorado.  
Un ejemplo lo veíamos en relación al modelo de elección de rector, un elemento sobre el que 
el gobierno de Cataluña, una región cuyo contexto político-institucional ha proporcionado 
interesantes contrapuntos y novedades institucionales al conjunto del Sistema Nacional de 
Investigación y Educación Superior; también quiso introducir alguna novedad (pequeña, como 
por ejemplo extender el sufragio pasivo en el proceso de elección de rector para que puedan 
ser también candidatos elegibles profesores con una vinculación laboral permanente -
catedráticos contratados-; o considerable, como cambiar radicalmente la elección de rector a 
través de un patronato con miembros externos o abrir el proceso a candidatos externos 
internacionales), que fue rechazada por el gobierno central.  
 
Sea como fuera, la diversidad organizativa observada en esta investigación (e.g. respuestas 
organizativas al Consejo Europeo de Investigación, prácticas y rutinas organizativas de RRHH, 
dinámicas de competición electoral, etc.) no solo tiene su origen en un desarrollo legislativo 
heterogéneo - financiación, orientación a la excelencia académica o la política de RRHH- en las 
regiones donde se localizan las universidades sino que también aparece asociada a otros 
elementos internos de las universidades como las capacidades organizativas construidas, que 
podrían estar influidas a su vez por las políticas propias impulsadas por los equipos rectorales, 
facultades y/o departamentos, o por el propio liderazgo que ejercen los rectores; u otros 
factores intraorganizativos (equilibrio existente entre las diversas disciplinas académicas 
representadas, nivel de fragmentación interna, tradiciones académicas, etc.) que son el 
resultado de la evolución organizativa y el devenir histórico que han experimentado las 
universidades a partir las propias identidades desarrolladas o sus trayectorias acumuladas  y su 
configuración política.  
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I n f o r m a c i ó n  a n e x a  
 
Anexo metodológico: 
Este apartado resume brevemente cuales han sido las principales fuentes de información con 
las que ha sido elaborada esta investigación. Como se ha indicado antes, si bien las entrevistas 
constituyen la principal base empírica del trabajo de investigación, otras fuentes primarias y 
secundarias han sido fundamentales para abordar empírica y descriptivamente el objeto de 
estudio que nos ocupa: 
1) Legislación: se ha utilizado la legislación nacional general y otra específica dedicada 
a la Universidad española desde mediados del siglo XX (LOU/1943, LGE/1970, 
LRU/1983, LOU/2001, LOMLOU/2007, RD_1312/2007, RD_1313/2007, 
RD_14/2012 y RD_415_2015), la legislación nacional reciente dedicada a la ciencia 
(LCTI/2011), así como otra legislación europea relevante relativa a la educación 
superior y la ciencia (CE2003_Las universidades en la Europa del conocimiento; 
CE2006_Agenda de modernización de las universidades; CE2015_Código de 
conducta para la contratación de investigadores).  Asimismo, se ha utilizado la 
legislación subnacional general y otra específica dedicada a las universidades y la 
investigación científica de las seis regiones que se abordan en la investigación (e.g. 
Ley Andaluza de Universidades_TRLAU2013; Ley de Universidades de 
Cataluña_LUC2003; Ley Andaluza de la Ciencia y el Conocimiento_LAAC2007; Ley 
de Fomento de la Investigación Científica de Madrid_1998; Ley de la Agencia para 
la Calidad del Sistema Universitario Catalán_2015; Ley de los Consejos Sociales de 
las UUPP de Madrid_2002; Decreto Régimen de PDI contratado de las UUPP de 
Madrid_2002; Decreto Régimen de PDI contratado de las UUPP de Cataluña_2006; 
Convenio colectivo del PDI de las UUPP de Andalucía_2008; Convenio colectivo del 
PDI de las UUPP de Cataluña_2006; Convenio colectivo del PDI de las UUPP de 
Andalucía_2008; Convenio colectivo del PDI de Extremadura_2008; Marco de 
financiación de las UUPP de Madrid (2006-2010); Marco de financiación de las 
UUPP de Andalucía (2007-2011, 2013); Marco de financiación de la Universidad de 
Extremadura (2014)). 
Adicionalmente los Diarios de Sesiones de las Cortes han sido consultados para 
contextualizar y analizar los sucesivos debates parlamentarios que tuvieron lugar 
durante los procesos legislativos de las reformas universitarias de 2001 y 2007.  
En el nivel individual de las universidades que forman parte de la muestra de 
estudio, se han consultado sus principales normas internas que regulan su 
organización y funcionamiento (e.g. estatutos propios, reglamentos de gobierno, 
reglamentos electorales, reglamentos de elección del rector, reglamentos de 
contratación de PDI). 
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2) Publicaciones académicas: se ha utilizado una extensa literatura académica, 
principalmente especializada en educación superior, pero también relativa a las 
disciplinas de Sociología de las organizaciones, Ciencia Política y Dirección de 
Organizaciones. 
Para la identificación de los artículos se siguieron las recomendaciones 
metodológicas propuestas por Webster & Watson (2002) o Pautasso (2013). Los 
índices de citaciones “ISI Web of Knowledge’s Social Sciences Citation Index” y 
“SCImago Journal Index” fueron elegidos como bases de datos de registro, las dos 
bases de datos de referencia a nivel global en el marco de publicaciones científicas 
en la rama de las Ciencias Sociales. En la realización de la revisión de la literatura 
se siguieron las siguientes etapas: en primer lugar, se combinó el uso de distintas 
bases de datos (p.e., ISI Web of Knowledge Searcher, ABI/Inform Global, 
EBSCOhost, ProQuest, Emerald o Science Direct) con la búsqueda directa en las 
publicaciones seleccionadas. Se seleccionaron las principales revistas científicas 
internacionales especializadas en educación superior y algunas otras publicaciones 
científicas de referencia en disciplinas integradas dentro de las Ciencias Sociales 
como la Sociología, la Dirección de Organizaciones o la Ciencia Política: Research in 
Higher Education, Review of Higher Education, Journal of Higher Education, Higher 
Education, Journal of Higher Education Policy and Management, Higher Education 
Policy, Tertiary Education and Management, American Sociological Review, Annual 
Review of Sociology, American Sociological Journal, Administrative Science 
Quarterly, Organization Science, Decision Sciences, Academy of Management 
Journal, Academy of Management Review, Strategic Management Journal, , 
Management Science, Information & Management, Journal of Policy Analysis and 
Management, Research Evaluation, Research Policy, Minerva, American Political 
Science Review, American Journal of Political Science y Annual Review of Political 
Science. 
El uso de estas fuentes secundarias internacionales fue complementado con otras 
de carácter nacional, para lo que se consultaron distintas bases de datos españolas 
(e. g. RedalyC, Dialnet), considerándose publicaciones relevantes en las 
mencionadas disciplinas: Revista Española de Investigaciones Sociológicas, Revista 
Española de Sociología, Revista Internacional de Sociología, Revista Española de 
Ciencia Política, Revista de Educación, Revista Española de Pedagogía, Revista 
Española de Documentación Científica y Revista de Economía Pública. 
Los criterios de búsqueda empleados en el uso de las bases de datos fueron 
términos básicos, usando como criterio de referencia de búsqueda el tema – título, 
palabras clave y resumen-: ‘gobierno´ ‘gobernanza´, ‘organización’, ‘desempeño 
organizativo’, ‘diversidad´, `adaptación´, `cambio organizativo´, `entorno´, 
‘universidades’, y `educación superior’. También fueron seleccionados artículos y 
otro tipo de publicaciones a partir de las referencias bibliográficas identificadas en 
la fase anterior. 
 
3) Estadísticas: se han consultado las estadísticas del Ministerio de Educación y 
Cultura (Datos y cifras del Sistema Universitario Español, Estadística de PDI y PAS 
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de las UUPP). También se han utilizado las publicaciones del Instituto Nacional de 
Estadística (Estadística de gasto público en educación e I+D+i), la FECYT 
(Indicadores del Sistema Español de I+D, Posicionamiento de las universidades 
españolas en los rankings internacionales), así como las de otros organismos 
internacionales como la OCDE (Education at Glance – indicators, Science, 
Technology and Industry – Scoreboard), la Comisión Europea (Eurydice) o la 
UNESCO (Global Education Digest). 
También han sido consultados los datos sobre producción científica de las 
universidades españolas generados por los grupos de investigación Scimago del 
Instituto CSIC de Políticas y Bienes Públicos (IPP) e INAECU (Alianza 4U). 
 
4) Informes: se han consultado una multitud de informes publicados por instituciones 
públicas y privadas, entre los que destacan los del MEC (Posicionamiento de las 
universidades españolas en rankings internacionales, Financiación del SUE), la 
Coordinadora de Rectores de las Universidades Españolas -CRUE- (Informe anual 
CRUE), la Fundación Conocimiento y Desarrollo -CyD- (Informe anual CyD; Cifras y 
Datos de las universidades españolas; Las universidades españolas en perspectiva 
autonómica), la Asociación Europea de Universidades -EUA- (University Autonomy 
in Europe; Global University Rankings), el Centre for Higher Education and Policy 
Studies -CHEPS- (HE Governance Reform across Europe; Funding models of HE in 
Europe; HE Trendspotter), la Fundación BBVA & IVIE (Ranking anual ISSUE), la 
ANECA , la Fundación Europea Sociedad y Educación -FESyE- (Studia XXI: 
Estrategias y políticas), el Observatori del Sistema Universitari (El Profesorado 
Universitario en Cataluña, Precios y tasas en las UUPP de España, Cómo debe 
gobernarse la Universidad), o los sindicatos CCOO (Evolución de los presupuestos 
de las UUPP en España) y UGT (Situación del PDI laboral en la UUPP españolas) 
entre otros. 
 
5) Páginas webs: se han consultado las páginas webs institucionales de las 
universidades públicas que forman parte de la muestra, así como las de 
asociaciones colectivas en las que se integran regionalmente (Asociación Catalana 
de Universidades Públicas -ACUP-, Asociación de Universidades Públicas de 
Andalucía -AUPA-). También se han explorado las webs de agencias de evaluación 
de la calidad (ANECA, AQU y AAC). 
 
6) Prensa: los principales diarios nacionales (El País, El Mundo, La Vanguardia y ABC) y 
otros diarios regionales y provinciales fueron consultados especialmente para 
recoger información relativa a los procesos de elección de rector de las 
universidades seleccionadas. Asimismo, también fueron consultados en el proceso 
inicial de documentación para contextualizar social y políticamente los sucesivos 
procesos de reformas universitarias. 
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Relación de entrevistas semiabiertas realizadas: 
Persona entrevistada (Apellidos, Nombre) Cargo/s desempeñado/s de interés por el/los que se le entrevistó 
Cabrera Calvo-Sotelo, Mercedes Presidenta de la Comisión Parlamentaria de Educación y Ciencia (2004). Ministra de Educación y 
Ciencia (2006-2009) y Ministra de Educación, Política Social y Deporte (2009-2011) del Gobierno de 
España 
Garesse Alarcón, Rafael Vicerrector de Investigación (2009-2013) y de Política Científica e Infraestructuras de Investigación en 
la Universidad Autónoma de Madrid (UAM) 
McNally Seifert, Louise Elizabeth Vicerrectora de Profesorado (2009-2011) e Investigación en la Universitat Pompeu Fabra (UPF) 
Sorribas Tello, Albert Vicerrector de Política Científica en la Universitat de Lleida (UDL) 
Pazos Carro, Ángel Vicerrector de Investigación y Transferencia en la Universidad de Cantabria (UCAN) 
Capdevila Marqués, Carles Vicerrector de Personal Académico en la Universitat de Lleida (UDL) 
Canela, Enric I. Vicerrector de Política Científica y Director de Escuela de Doctorado en la Universitat de Barcelona 
(UB) 
Puy Llorens, Jaume Vicerrector de Investigación en la Universitat de Lleida (UDL) 
Roqueñí, Nieves Directora de Gestión de I+D en la Universidad de Oviedo (UOVI) 
González García, J. Antonio Vicerrector de Profesorado y Ordenación Académica en la Universidad de Oviedo (UOVI) 
Lozano Solsona, Ángel Vicerrector de Investigación en la Universitat Pompeu Fabra (UPF) 
López, Javier Director Oficina de Proyectos Europeos en la Universidad Politécnica de Madrid (UPM) 
Marina Alegre, Mª Luisa Vicerrectora de Investigación y Transferencia en la Universidad de Alcalá de Henares (UAH) 
Ibañez Godoy, S. José Vicerrector de Profesorado en la Universidad de Extremadura (UEX) 
Pavón Mestres, Juan Director Oficina de Apoyo a la Investigación en la Universidad Complutense de Madrid (UCM) 
Fernández Monsalve, Nuria Vicerrectora de Investigación en la Universidad Autónoma de Madrid (UAM) 
Otero Martín, Rafael Delegado del Rector – Oficina de Proyectos Internacionales en la Universidad Autónoma de Madrid 
(UAM) 
González Lena, Manuel Vicerrector de Investigación, Transferencia e Innovación en la Universidad de Extremadura (UEX) 
Doncel Pedrera, L. Miguel Vicerrector de Profesorado e Investigación en la Universidad Rey Juan Carlos (URJC) 
Melero Hernández, J. Antonio Vicerrector de Innovación, Calidad Científica e Infraestructuras de Investigación en la Universidad Rey 
Juan Carlos (URJC) 
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Carrión Martínez, José Vicerrector de Profesorado y Ordenación académica en la Universidad de Almería (UAL) 
Carrillo Miñán, J. Antonio Director Oficina de Proyectos Internacionales en la Universidad de Granada (UGR) 
De las Nieves, Fco. Javier Vicerrector de Investigación, Desarrollo e Innovación en la Universidad de Almería (UAL) 
Estopa, Montserrat Coordinadora Sección de Proyectos Europeos e Internacionales en la Universitat de Girona (UDG) 
Conde Fernández, Elena Responsable técnica de Proyectos Internacionales en OTRI en la Universidad de Córdoba (UCO) 
Orejas Valdés, Fernando Vicerrector de Política de Investigación en la Universitat Politecnica de Cataluña (UPC) 
Calbó, Josep Vicerrector de Investigación en la Universitat de Girona (UDG) (2008-2013) 
Blanca Mena, Mª José Vicerrectora de Ordenación Académica y Profesorado en la Universidad de Málaga (UAM) 
León Serrano, Gonzalo Adjunto al Rector/Delegado del Rector CEI en la Universidad Politécnica de Madrid (UPM) 
Samitier, Josep Vicerrector y Rector en la Universitat de Barcelona (UB) (2005-2008) 
Naranjo Ramírez, José Vicerrector de Profesorado en la Universidad de Córdoba (UCO) (2006-2014) 
Alberch Vié, Jordi Vicerrector de Investigación en la Universitat de Barcelona (UB) 
Valpuesta Fernández, María Vicerrectora de Investigación y Transferencia en la Universidad de Málaga (UMA) 
Acebal Sarabia, Carmen Vicerrectora de Investigación en la Universidad Complutense (UCM) (2005-2011) 
Andradas Heranz, Carlos Vicerrector de Investigación y Profesorado en la Universidad Complutense (UCM) (2003-2011) 
Gil Mur, Xavier Vicerrector de Investigación y Política Científica en la Universidad Politécnica de Madrid (UPM) 
(2006-2013) 
Suárez Ortega, Mª Dolores Vicerrectora de Investigación y Política Científica en la Universidad de Granada (UGR) 
Van Grieken Salvador, Rafael Vicerrector de Investigación en la Universidad Rey Juan Carlos (URJC) (2002-2012) 
Plumet Ortega, Joaquín Vicerrector de Investigación en la Universidad Complutense (UCM) (2011-2013) 
Macías Domínguez, Antonio Vicerrector de Investigación en la Universidad de Cádiz (UCA) (2007-2011) 
Kelly, Dorothy Vicerrectora de RRII y Cooperación en la Universidad de Granada (UGR) 
Pérez Fernández, Javier Director General Universidad y Empresa en la Universidad de Cádiz (UCA) 
Sánchez Gardey, Gonzalo Director de Secretariado de Profesorado en la Universidad de Cádiz (UCA) 
Sans Fonfría, Rafael Sec. Gral. de FETE-UGT Universidad 
Serrano, Julio Sec. Gral. de CCOO Enseñanza 
Marín Madrazo, Cesar Coordinador CCOO-Cataluña Universidades 
Jofre Roca, Lluis Director General de Universidades en Cataluña (2011-2015) 
Gracia, Francisco Secretario General de Universidades en Andalucía (2001-2004) 
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Calleja, José E. Responsable CCOO-Andalucía PDI 
Majó, Joan Secretario y Director General de Universidades en Cataluña (2007-2010) 
Martos, Francisco Director General de Universidades en Andalucía (2001-2004) 
Rivases, Josep Subdirector Gral. de Universidades en Cataluña 
Mas Collel, Andreu Secretario General y Consejero de Universidades e Investigación (2000-2004; 2010-2015) 
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Anexo de cuadros y tablas complementarias: 
Para facilitar la lectura y comprensión del trabajo, adicionalmente se han incluido diversas 
tablas, figuras y cuadros-resumen que han sido elaboradas con el objetivo de facilitar el 
procesamiento de la abundante información que se incluye en algunas de las secciones 
anteriormente mencionadas, aun sabiendo el coste que ello tiene en términos de extensión de 
páginas. 
 
 
Nota descriptiva 3.1. El sistema de educación superior de Alemania 
 
El sistema de educación superior alemán presenta una estructura binaria en la que se integran las universidades en las que se 
encuentran matriculados la mayor parte de estudiantes, y las instituciones de educación profesional. La mayor parte de las 
instituciones de educación superior nacionales son de naturaleza pública que se encuentran bajo jurisdicción de los estados 
federales (`Bundesländer’) en las que se hallan localizadas y de los que dependen financieramente. Los gobiernos regionales 
tienen competencia exclusiva en materia educativa y cultura según la constitución federal alemana, lo que incluye a la 
educación terciaria la cual está regulada en las propias leyes regionales. El estado federal, en cambio, desempeña un rol 
subordinado en la regulación y financiación (e.g. vía proyectos temporales o iniciativas gubernamentales como el programa 
Universidades de excelencia (2006): `Exzellenzinitiative´) del sistema universitario nacional (Schimank & Lange, 2009).  
La existencia de múltiples actores dentro del sistema de gobernanza de educación superior ha sido una característica que ha 
estado presente a lo largo del tiempo, lo que en opinión de algunos autores (e.g. Shimanck & Lange, 2009) revela un caso de 
gobernanza en red –network governance-, que en parte es favorecido por la naturaleza federal del país que facilita la 
cooperación y la coparticipación de actores diversos en los procesos de formulación de políticas públicas. 
 
Alemania ha sido caracterizada históricamente por ser un país con un sistema de gobernanza universitaria que combina una 
fuerte regulación estatal con un sólido autogobierno académico. Ya en su trabajo seminal, Clark (1983) describió el sistema de 
gobernanza universitaria alemán como una combinación de la regulación política del Estado y el autogobierno profesional de 
la `oligarquía académica’.  
Pese a los cambios y transformaciones que ha experimentado el sistema universitario alemán desde la segunda guerra 
mundial, éste todavía conserva el histórico legado Humboldtiano que consagra la libertad académica e investigadora en las 
universidades, las cuales son legalmente declaradas como organizaciones autónomas pero también instituciones de servicio 
público (Kimminich, 1982). No obstante, el grado de autonomía institucional del que han disfrutado tradicionalmente las 
universidades es reducido si se compara con los elevados niveles de autonomía individual de los que siempre han gozado los 
profesores, presentados como los pilares fundamentales básicos de un sistema de organización que giraba en torno a los 
profesores titulares de una cátedra -`chair-based organization system´- (Clark, 1983). 
La posición dominante de los profesores en el sistema alemán de gobernanza universitaria nunca se ha debilitado, ni incluso 
tras el proceso de `democratización’ que las universidades alemanas experimentaron en la década de los setenta en el que 
nuevos grupos de actores (docentes e investigadores ayudantes, estudiantes y personal no académico) adquirieron derechos 
formales de participación, un proceso que no trajo consigo una mejora de los canales de participación universitaria ni tampoco 
una mejora de los procesos de toma de decisiones, sino una mayor burocracia interna (Luhmann, 1987). 
El sistema tradicional de gobernanza universitaria que ha existido en Alemania limitaba las estructuras de autoridad 
jerárquicas: los líderes de las universidades –rectores y decanos- formalmente no podían tomar decisiones y ejecutar acciones 
políticas que fuesen en contra de la voluntad emanada del senado universitario o el consejo de facultad. Las decisiones eran 
tomadas generalmente no por votación mayoritaria, sino por consenso de entre los representantes de los órganos colegiados 
y aquellos directamente afectados por el asunto objeto de debate. Ello transmitía confianza a los catedráticos conocedores de 
que ninguna decisión violaría sus propios intereses. Este implícito pacto de no agresión entre las partes, transformaba en la 
práctica una estructura formal guiada bajo la regla de la mayoría en una estructura de autoridad guiada por poderes de veto y 
procedimientos informales (Shimank, 1995). Este modelo de toma de decisiones basado en la cooperación, la colegialidad y el 
uso de procedimientos no reglados provocaba de facto una ralentización en la toma de decisiones, una consolidación del 
estatus quo vigente el cual solo sufría cambios estéticos que suscitaran el consenso de todos los sectores afectados (y que por 
tanto no provocaran conflictos) y en definitiva una parálisis política, puesto que las políticas impulsadas eran frecuentemente 
insuficientes y simbólicas. Las universidades alemanas se comportaban como organizaciones capaces de sobrevivir sometidas 
a los requerimientos del consenso, ajenas a toda necesidad de experimentar cambios, siempre que éstos no implicasen una 
distribución de recursos adicionales (Shimank & Lange, 2009). 
La configuración de este `engranaje institucional’ protegía a los académicos de cualquier amenaza externa en forma de 
intervención o intromisión por parte de las autoridades estatales, pero a la vez de cualquier disensión interna que pudiese 
producirse, puesto que movilizar a una mayoría en favor de determinados intereses particulares requería un enorme esfuerzo 
para la formación y mantenimiento de una frágil coalición política. 
No obstante, el sistema de gobernanza universitaria en Alemania ha experimentado importantes cambios en las últimas 
décadas. Aunque el tradicional modelo colectivo de toma de decisiones dentro de las universidades continúa estando vigente, 
y en la práctica sigue prevaleciendo entre los académicos y los responsables universitarios una cultura orientada al consenso, 
el modelo de autogobernanza académica se ha debilitado en favor de un modelo más orientado a la autogobernanza directiva 
(Shimank & Lange, 2009).  
El sistema universitario alemán no presenta características homogéneas en todo el territorio, ya que existen diferencias 
sustantivas entre las diferentes regiones (länder) que lo integran que son quienes poseen plenas competencias en materia de 
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educación superior. Pese a ello, desde los años noventa el poder de los rectores y decanos de las universidades alemanas se ha 
visto incrementado en prácticamente todas las regiones, adquiriendo el sistema en su conjunto diversos elementos de 
jerarquía. Aspectos diversos pueden ser ahora decididos sin necesidad de alcanzar una mayoría en órganos representativos 
como el senado universitario o el consejo de departamentos (De Boer et al., 2008). En lo relativo a la duración de sus 
mandatos, en el caso de los decanos se han ampliado de los tradicionales dos años hasta los cuatro años. Llama la atención 
que en el caso de algunas regiones, su elección no solo debe ser refrendada por el profesorado sino también validada por el 
rector de la Universidad: se han convertido en representantes intermedios que no solo defienden los intereses de sus 
facultades sino que también son responsables de la implementación de las políticas universitarias dentro de sus centros de 
gestión, incluso cuando éstas parezcan antagónicas para los intereses de las facultades y profesores (Khem & Lanzendorf, 
2006).  
Alemania es uno de los países dónde la NGP ha tenido una menor y más reciente influencia (mediados de los noventa). No 
obstante, sus efectos (Shimank & Lange, 2009) pueden observarse en la mayor competición existente en el contexto de la 
educación superior, en la gestión más flexible de las universidades1, o en la emergencia de diversas agencias de acreditación. 
El Estado está asumiendo un rol indirecto en la gestión de la educación superior y la forma de autogobierno académica todavía 
sigue perdurando aunque de una manera más informal: las competencias formales permanecen vigentes aunque no suelen ser 
desplegadas, y la búsqueda del consenso entre profesores suele ser una continua aspiración por parte de rectores y decanos, 
los cuales han interiorizado la tradicional cultura organizativa de cooperación y consenso académico (De Boer et al., 2008). Es 
por ello por lo que algunos autores (e.g. Shimank & Lange, 2009) se refieren al caso alemán como un modelo híbrido de 
gobernanza universitaria que combina elementos del tradicional modelo de gobernanza académica con elementos del 
moderno modelo de gobernanza universitaria que trae la NGP. 
Tras las últimas reformas sucedidas a lo largo de las últimas décadas, las universidades alemanas disfrutan de un alto grado de 
autonomía institucional en lo relativo a sus estructuras internas de gobernanza universitaria, organización académica y 
científica de gestión de las finanzas y recursos, aunque no en lo relativo a la dirección de los recursos humanos. Así, las 
universidades pueden decidir libremente acerca de sus estructuras internas de gobernanza y poseen plena autonomía para 
distribuir internamente sus recursos financieros. No ocurre lo mismo en el ámbito de la gestión de los recursos humanos: las 
universidades solamente pueden crear nuevas plazas de profesores siempre que estén incluidas dentro de los planes 
presupuestarios y la contratación de profesores seniors requiere la aprobación del Ministerio, de forma similar a los salarios 
del personal académico y administrativo (staff que pertenece a la Administración Pública) los cuales son establecidos por las 
autoridades nacionales o regionales (que no obstante pueden ser objeto de negociación en el caso de aquellos profesores 
seniors que reciben ofertas laborales de otras instituciones). 
En definitiva, las últimas reformas relativas a educación superior que se han sucedido en Alemania han estado orientadas a 
incrementar la capacidad estratégica de las universidades, fortalecer su liderazgo institucional o incrementar la competición 
entre las distintas instituciones de educación superior (Babyesiza, 2010). 
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Nota descriptiva 3.3. El sistema de educación superior de España 
 
El sistema de educación superior en España es un sistema predominantemente público que está compuesto exclusivamente de 
universidades (generalistas y politécnicas).  
Históricamente la gobernanza universitaria, inspirada en la tradición napoleónica, se ha caracterizado por ser un sistema 
fuertemente centralizado y controlado por el Estado y en el que la oligarquía académica ha ostentado amplias cuotas de poder 
e influencia. 
El sistema español de educación universitaria, antes de su transición a la democracia seguía los patrones del `State-centred 
model´. El gobierno central coordinaba la práctica totalidad de elementos relevantes en la gestión de la educación superior: 
criterios de admisión de estudiantes, exámenes de acceso, reclutamiento y promoción de profesores, fijación de salarios, 
designación de rectores, etc. 
Las sucesivas reformas universitarias aprobadas en España a lo largo de las últimas tres décadas han introducido significativos 
cambios en el sistema de gobernanza universitario nacional (e.g. Mora & Vidal, 2005 y 2000; Nuñez, 2013; Sánchez-Ferrer, 
1997, 1996; Villarreal, 2001). 
La reforma universitaria de 1983 introdujo en el sistema universitario algunos elementos del clásico `modelo Humboldt´ y su 
visión de la Universidad como una comunidad de académicos que se gobierna a sí misma (Sánchez-Ferrer, 1997). Dicha 
reforma universitaria desarrolló legalmente la autonomía institucional de las universidades (principio que ya era reconocido 
constitucionalmente: 1978) e impulsó un importante proceso de descentralización de la educación universitaria mediante la 
transferencia de dicha materia a los gobiernos de las regiones. Esta primera reforma universitaria fortaleció la capacidad de 
decisión e influencia de los departamentos en aspectos relevantes como la contratación del profesorado, que confirió de un 
mayor poder a las élites académicas internas (Cruz-Castro & Sanz-Menéndez, 2015). 
Durante el proceso de expansión y universalización del sistema de educación superior español, en el que se multiplicaron el 
número de universidades -públicas y privadas- o el número de estudiantes y profesores universitarios; el sistema universitario 
nacional fue objeto de severas críticas que evidenciaban la necesidad de nuevas reformas: el corporativismo, el clientelismo, la 
endogamia, el localismo, el déficit de calidad y excelencia, la lejanía de la empresa o el desajuste del mercado laboral, etc. 
comenzaron a ser asociados a la Universidad española (e.g. el Informe Universidad 2000, más conocido como `Informe Bricall´ 
 
Nota descriptiva 3.2. El sistema de educación superior de Bélgica 
 
La educación superior en Bélgica es claramente considerada como un bien público, además de como un instrumento de política 
pública no solo orientado al desarrollo social y al crecimiento económico, sino que también puede contribuir a la corrección de 
las desigualdades sociales.  
Al igual que otros países federales aquí abordados, el carácter descentralizado del sistema político belga condiciona a su vez su 
sistema de gobernanza universitaria.  
Desde finales de la década de los ochenta, los gobiernos regionales de las comunidades lingüísticas (flamenca, francesa y 
alemana) son autónomamente responsables de sus propios sistemas de educación superior, siendo organizados según el 
idioma predominante en cada región,  lo que provoca que existan notables diferencias entre ambos sistemas. El gobierno 
confederal tiene reservadas algunas competencias en materia educativa, pero son de escaso interés para el objeto de estudio 
que aquí abordamos. 
El sistema de educación superior belga presenta una estructura binaria en la que se incluyen fundamentalmente las 
universidades y las escuelas universitarias (hogescholen en la comunidad flamenca y Hautes Écoles en la comunidad 
francófona), de carácter público y privado (financiado a su vez con fondos públicos) quienes coordinan sus actividades y 
cooperan institucionalmente a través de diversas asociaciones de universidades y escuelas universitarias. Existen otras 
instituciones de educación superior (especialmente en la región de habla francesa), aunque su relevancia es menor. 
Desde que a finales de los ochenta ocurriera el proceso de descentralización competencial en materia universitaria, los diversos 
gobiernos regionales (especialmente los de la región flamenca) han impulsado varias reformas significativas en el sistema de 
gobernanza universitaria promoviendo su desregularización, un incremento de la autonomía institucional y la flexibilidad 
organizativa de las instituciones de educación superior y una mejora de la calidad educativa. La motivación de estas reformas 
no era otra que facilitar el desarrollo de una gestión interna de las universidades más moderna, dinámica y profesionalizada, lo 
que en último término mejoraría sus niveles de competición y su capacidad de adaptación a las cambiantes demandas 
procedentes de Europa (De Wit et al., 2010). 
Las universidades públicas belgas disfrutan por tanto de una considerable autonomía institucional para adoptar sus propias 
políticas y tomar decisiones en aspectos estratégicos (De Wit et al., 2010): desde el punto de vista financiero tienen un amplio 
margen discrecional para distribuir libremente los recursos públicos y privados entre los distintos niveles organizativos 
internos; disponen de cierta autonomía en la gestión de los RRHH (e.g. pueden contratar al personal que deseen y según sus 
criterios, determinar el número de plazas y las categorías académicas que quieren tener, siempre que gasto salarial no exceda 
el 80% del presupuesto –región flamenca-. No pueden en cambio fijar sus salarios, que son establecidos por las autoridades 
nacionales);  no tampoco pueden decidir acerca de sus estructuras internas de gobernanza que son reguladas vía ministerial, 
aunque disponen de cierta autonomía relativa a la organización interna. Las universidades de la comunidad flamenca, y a 
diferencia de las universidades francófonas, también pueden desarrollar propiamente sus programas docentes y científicos, los 
cuales están sujetos a acreditación previa. 
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hizo un diagnóstico completo que adquirió gran relevancia mediática). 
No sería hasta inicios del nuevo milenio, cuando el sistema universitario español experimentó una nueva reforma cuyos 
objetivos más destacados eran la mejora de la gobernanza, el incremento de la calidad y la eficiencia, así como paliar la 
endogamia académica, uno de los tradicionales lastres del sistema (Cruz-Castro & Sanz-Menéndez, 2015). Dicha reforma 
contribuyó de forma considerable al proceso de descentralización de la educación terciaria, concediendo mayor poder e 
independencia a los gobiernos regionales (e.g. potestad para establecer sus propios marcos regulatorios: leyes universitarias 
regionales): se iniciaba así un proceso de diferenciación interregional que daría fin a un sistema nacional homogéneo y 
uniforme y que abría la puerta a una diversidad de modelos regionales de sistemas universitarios. La reforma de 2001 
democratizó el sistema de gobernanza universitaria, introduciendo procedimientos de votación directa para la elección de 
rectores y decanos, anteriormente elegidos de forma indirecta por miembros de los órganos colegiados; y ampliando los 
procesos de toma de decisiones a sectores externos de la Universidad (e.g. creación del Consejo Social). Los académicos por su 
parte vieron reforzado su poder e influencia, tras verse incrementada su presencia en los órganos de representación colegiada 
en detrimento de los estudiantes, y se creó por primera vez una Agencia centralizada de Acreditación (ANECA) responsable de 
la acreditación académica del profesorado y de la supervisión, control y evaluación de los títulos universitarias.  
La reforma universitaria de 2007 que modificó parcialmente a su predecesora, introdujo nuevos cambios en el sistema de 
selección, contratación y promoción del profesorado, instaurando un sistema de acreditación altamente burocratizado, que 
formalmente potenciaba el rol de las agencias evaluadoras (tanto la nacional –ANECA- como las otras regionales creadas ad 
hoc), aunque de facto consolidaba el poder de las principales estructuras de autoridad interna en las universidades -los 
departamentos- en un ámbito fundamental y estratégico.  
En base a todo ello, podemos afirmar que las políticas de reforma universitaria aplicadas recientemente por los distintos 
gobiernos han producido unos resultados limitados en lo que a cambio organizativo se refiere. No obstante, y tras décadas de 
profundas reformas, las universidades españolas se han consolidado como entidades autónomas que han visto cómo su 
naturaleza organizativa (Whitley, 2007) ha evolucionado de un tipo `hollow organizations´, hacia una categoría del tipo `state-
contracted´ con ciertos elementos de las organizaciones `state-chartered´ (Cruz-Castro & Sanz-Menéndez, 2015). Así, las 
universidades españolas mantienen en la actualidad un considerable grado de autonomía institucional (e.g. establecimiento y 
creación de programas docentes, fijación de tasas universitarias dentro de los límites marcados por las autoridades, 
distribución interna de los recursos), que sin embargo se encuentra fuertemente limitada en ámbitos estratégicos como la 
gestión de RRHH, en la dónde la fijación de salarios sigue centralizada y sujeta a las directrices que establece el Gobierno 
central y el Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas, dejando escaso margen para la diferenciación salarial y la 
negociación laboral; o la organización de las estructuras internas de gobernanza, que siguen estando altamente reguladas por 
la legislación universitaria nacional y regional). 
Por otro lado, y como consecuencia del profundo proceso de descentralización experimentado  a lo largo de estos años, el 
sistema de gobernanza universitaria se ha hecho más complejo y  ha adquirido una naturaleza multinivel, convirtiendo a las 
autoridades regionales en los principales entes de poder dentro del sistema educación superior español. No obstante, y pese 
el intercambio de rol producido entre el estado y los gobiernos regionales, sigue siendo un sistema caracterizado por una 
fuerte intervención pública (regional y estatal) en el que la oligarquía académica sigue desempeñando un rol destacado en 
cuanto a poder e influencia se refiere.  
 
 
 
Nota descriptiva 3.4. El sistema de educación superior de Francia 
 
El sistema de educación superior francés es un sistema predominantemente público, en el que puede observarse una clara 
división entre las prestigiosas y selectivas `Grandes ecoles’ en dónde se forman las élites francesas, y las universidades, que 
alcanzan un menor prestigio y centran más sus esfuerzos en la docencia y no tanto en la investigación, en la que los centros 
nacionales de investigación básica y aplicada (ej. CNRS, INSERM, INRA, etc.) han desempeñado históricamente un rol más 
destacado. Las autoridades regionales y locales no tienen competencias ni responsabilidades legales en materia de educación 
universitaria e investigación. 
Aunque tradicionalmente se ha caracterizado al sistema de educación superior francés como un sistema centralizado, la 
comunidad académica ha desempeñado también un rol fundamental en la co-dirección del sistema universitario en estrecha 
colaboración con las autoridades públicas nacionales. No hay que olvidar, que dentro de los procesos de centralización de la 
Administración Pública que se emprendieron durante´ la etapa napoleónica, se promovió la configuración de una corporación 
académica vertical, jerárquica,  fuertemente centralizada y organizada por disciplinas (Musselin & Paradeise, 2009). 
Ello favoreció que durante más de un siglo, las universidades francesas se comportaron cómo débiles e irrelevantes actores 
dentro del sistema de educación superior: eran cuerpos administrativos que agrupaban territorialmente a unas facultades que 
estaban bajo el control de altos funcionarios llamados rectores (Musselin & Paradeise, 2009). No sería hasta a partir de la 
década de los noventa cuando las universidades experimentarían una profunda transformación que contribuiría a su 
desarrollo como instituciones y actores colectivos, en detrimento del poder hasta entonces ostentado por los departamentos 
universitarios y los académicos (Musselin, 2004), en parte derivado de la nueva política de contratos-programa emergida. Hoy, 
en las universidades francesas pueden observarse internamente claros patrones de toma de decisiones que reflejan su 
empoderamiento como organizaciones que disfrutan de unos mayores niveles de autonomía y discrecionalidad que en 
tiempos anteriores. 
Las fuertes transformaciones experimentadas por las universidades francesas han estado muy poco influenciadas por las 
tendencias europeas e internacionales. Así, y a diferencia de otros países en los que la influencia de la NGP se ha hecho 
evidente, las reformas universitarias en Francia han estado marcadas por la influencia de la tradición burocrática (neo) 
weberiana. Pese  a que el sistema universitario francés suele ser descrito como un sistema históricamente estático, inmovilista 
o conservador, el cambio experimentado a lo largo de las últimas décadas ha sido amplio y profundo. La transformación de las 
universidades francesas en organizaciones más autónomas y colectivas ha sido el resultado de la aplicación de políticas 
universitarias continuadas en clara sintonía con algunas de las tendencias internacionales más recientes (Musselin & 
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Paradeise, 2009). 
En relación con su sistema de gobierno, hasta la década de los setenta, las facultades desempeñaban un rol fuerte, y lideradas 
por sus decanos, se constituían como los únicos órganos de decisión entre el Ministerio y los académicos. Junto a éstos, las 
disciplinas y áreas científicas desempeñaban un rol fundamental dentro de la administración central y se constituían como los 
principales actores del sistema de educación superior. Las transformaciones que en las últimas décadas ha experimentado el 
sistema de educación superior e investigación nacional han reconfigurado el modelo de gobernanza hacia uno de tipo 
multinivel, desafiando los procesos de toma de decisiones que hasta ahora el gobierno basaba en las disciplinas (Musselin & 
Paradeise, 2009). Así, se han reorganizado las relaciones entre los niveles centrales del gobierno, el nivel medio de las 
universidades y el nivel micro de los centros de investigación y departamentos universitarios. El sistema se ha hecho más 
complejo, dado el incremento del número de actores y estructuras ahora involucradas en la gobernanza de la educación 
superior. 
Francia al igual que España o Italia se ha caracterizado por presentar un modelo electivo de los rectores de las universidades 
que ha permanecido inalterable en el tiempo. Así, desde finales de los sesenta (Faure Act, 1968) las universidades francesas 
son dirigidas por presidentes electos, siempre profesores o académicos.  
 
 
 
Nota descriptiva 3.5. El sistema de educación superior de Italia 
 
En Italia, el sistema de educación superior está organizado de forma binaria y está compuesto por las universidades –estatales, 
no estatales y politécnicas- que monopolizan el sistema universitario en términos de recursos públicos invertidos, y otras 
instituciones académicas diversas. El sistema universitario italiano es un sistema legalmente homogéneo en el que las 
universidades están reguladas por un marco normativo común establecido por el gobierno nacional que se rige por el principio 
de igualdad jurídica que asume la homogeneidad de las capacidades educativas y de investigación de las universidades, y que 
implica la existencia de idénticas reglas y estructuras de gobernanza dentro de las universidades –órganos de gobierno, 
procedimientos de elección de los responsables y representantes de gobierno, autonomía institucional de sus unidades, etc.- 
(Reale & Potì, 2009). Ello ha consolidado un sistema universitario ya por sí solo poco diverso y escasamente diferenciado. 
Las universidades en Italia son altamente dependientes del Estado, especialmente desde el punto de vista económico-
financiero. El rol de las autoridades regionales y locales en la organización del sistema universitario es sin embargo limitado. 
El sistema de gobernanza universitaria en Italia, enmarcado dentro del modelo continental de educación superior, ha sido 
tradicionalmente un modelo centralizado en que el Estado ha desempeñado un sólido poder de control sobre el sistema de 
educación superior y en el que las universidades han gozado de una reducida o limitada autonomía institucional. El Estado ha 
controlado tradicionalmente asuntos destacados como la financiación, la gestión de los recursos humanos académicos o las 
titulaciones universitarias. Junto al poder del Estado, la oligarquía académica ha conservado a lo largo del tiempo un poder 
sustancial dentro de las universidades (`los baroni´), constituyéndose como un grupo corporativo de carácter horizontal e 
interinstitucional con evidentes privilegios (Reale & Potì, 2009). Junto al poder político –externo- y el poder académico, el 
poder burocrático ha ocupado de alguna forma el vacío institucional derivado de una ausencia de autoridad en los gobiernos 
de las universidades y de un debilitado rol de las estructuras intermedias de autoridad (facultades y departamentos). 
Pese al control históricamente ejercido por el Estado, el sistema de educación superior italiano se ha mostrado invariable 
durante parte del siglo XX debido a su incapacidad manifiesta  para acometer una reforma general en materia de organización 
universitaria que introdujera cambios estructurales en el sistema que hicieran frente a las importantes transformaciones 
sucedidas en el entorno universitario (Capano, 1998). 
No sería hasta finales de la década de los ochenta cuando el sistema de gobernanza universitaria en Italia experimentaría 
algunos cambios: algunos de ellos obedecían a viejas demandas de democratización universitaria que finalmente consiguieron 
la apertura de los órganos de gobierno universitarios y los procesos de toma de decisiones a nuevos sectores internos 
(estudiantes y profesores situados en categorías académicas inferiores) y externos (sindicatos y otras personas externas) que 
verían representados por primera vez sus intereses. Ello implicó una considerable fragmentación en la distribución del poder 
dentro de las universidades y una limitación al poder de  los profesores (Reale & Potì, 2009). 
Bajo la influencia de la NGP, posteriores reformas incrementaron los niveles de autonomía, flexibilidad y rendimiento de 
cuentas de las instituciones universitarias, lo que contribuyó a una sustancial mejora de su competitividad nacional e 
internacional. Aunque importantes esferas de poder continuaron concentradas en el aparato del Estado (e.g. reglas y 
procedimientos de reclutamiento del profesorado, status académico y salarios, incentivos profesionales, contenidos de las 
titulaciones, regulación de las tasas universitarias, normativa de funcionamiento de los órganos de gobierno universitarios, 
etc.), su rol en la gobernanza de la educación superior fue replanteado, aún sin llegar a perder su rol de controlador de la 
acción pública. A pesar de que las universidades experimentaron una mejora de sus capacidades directivas y organizativas, 
éstas siempre estuvieron limitadas por la propia acción gubernamental de un Estado siempre reacio (como los académicos) a 
ceder cuotas de poder e influencia en la esfera pública.   
Tras los sucesivos intentos de reforma experimentados a lo largo de la última década, el sistema de gobernanza universitario 
italiano sigue estando caracterizado por un poder altamente centralizado en el aparato del Estado que mantiene una 
estrategia top-down en sus relaciones con el sistema universitario, y por una oligarquía académica que sigue manteniendo una 
fuerte capacidad de influencia en el sistema (Reale & Potì, 2009). No obstante, recientes reformas han fortalecido la posición 
de los representantes de los estudiantes y los investigadores dentro de los órganos de gobierno y algunos órganos (e.g. 
Consiglio di Amministrazione, NUV, etc.) han ampliado su composición a personas externas del mundo universitario que 
definitivamente han visto institucionalizado su rol dentro de las universidades. Sin embargo, dichos cambios han sido 
insuficientes para avanzar hacia una completa transformación de su sistema de gobernanza universitaria hacia un modelo de 
gobernanza compartida o un modelo de tipo `network governance´, pese al creciente rol (relevante aunque no del todo 
influyente) que desempeñan actores como los gobiernos locales, las autoridades regionales y los stakeholders dentro de la 
gobernanza universitaria nacional (Reale & Potì, 2009). 
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Nota descriptiva 3.6. El sistema de educación superior de los Países Bajos 
 
El sistema de gobernanza universitario en Holanda presenta algunos rasgos y elementos característicos del modelo 
napoleónico francés, del modelo continental alemán y del modelo anglosajón. Sin embargo, en las últimas décadas la 
influencia que el sistema holandés ha recibido del modelo anglo-americano se ha incrementado, como muestran las reformas 
universitarias que han impulsado los gobiernos y que han estado claramente orientadas a las demandas del mercado (Neave, 
1998).  
El sistema de educación superior holandés está organizado sobre una estructura binaria que integra a las universidades y a 
otras instituciones de educación superior profesionales también llamadas universidades de ciencias aplicadas (`hogescholen´), 
y que no constituyen en sí mismas un grupo institucionalmente homogéneo (Westerheijden et al., 2009). Un modelo en el que 
al igual que en otros países europeos, las instituciones privadas desempeñan un rol claramente marginal. 
En el sistema de gobernanza universitaria holandés, el Estado desempeña un rol destacado, mientras que otras autoridades 
gubernamentales como las provincias o los municipios carecen de un rol significativo en las políticas de educación superior. 
Según la constitución nacional, el gobierno estatal es quién posee la responsabilidad máxima en materia de educación 
superior, salvaguardando su calidad, determinando las reglas de funcionamiento del sistema y fijando los objetivos 
estratégicos del sector universitario. Es a su vez quién proporciona a las universidades públicas la correspondiente financiación 
básica para docencia e investigación. 
 
Desde la Segunda Guerra Mundial, el Estado ha venido intensificando su grado de intervención en el sistema universitario 
holandés, que ha evolucionado desde una fuerte regulación directa hacia formas más flexibles de control jerárquico (De Boer 
et al., 2008, 2006). Si bien se han impulsado medidas desregulatorias, éstas han ido en el sentido de incrementar la autonomía 
institucional y devolver la autoridad a organizaciones intermedias. 
Hasta finales de la década de los setenta, el sistema de gobernanza universitaria en Holanda combinaba una fuerte regulación 
estatal con un sólido autogobierno académico, constituyendo un ejemplo de profesionalismo burocrático (Clarke & Newman, 
1997): burócratas y académicos dominaban los procesos de toma de decisiones. Era un sistema de gobernanza hermético y 
cerrado a la participación de actores externos de la sociedad (Westerheijden et al., 2009), en el que pese al rol dominante del 
Estado, los procesos de toma de decisiones no siempre seguían la lógica top-down, sino que frecuentemente seguían la lógica 
del consenso, generalizado entre los tecnócratas, y se apoyaban en estructuras consultivas en las que la influencia académica 
se hacía evidente. Durante esta época se consolidó a su vez un modelo de gobernanza universitaria profundamente 
participativo y democrático qué se promovió desde el Estado (Ley de gobernanza universitaria, WUB: 1970) en respuesta a las 
crecientes demandas sociales surgidas en aquella época. 
La década de los ochenta trajo sucesivas reformas al sistema universitario y de investigación holandés que impulsaron severas 
transformaciones internas claramente influenciadas por la NGP (aunque también por la Nueva Gobernanza). Justificadas por la 
necesidad de mejorar la eficiencia, la competitividad, la adaptabilidad (al entorno) y el rendimiento de cuentas en el sistema 
universitario holandés, estas reformas abrieron una nueva etapa en relaciones entre el gobierno y las universidades: una 
etapa caracterizada por un estilo de dirección de la educación superior más distanciado y menos intervencionista (`steering 
from a distance´) no tan centrado en la planificación y regulación directa por parte del Estado, sino más centrado en la 
supervisión y el establecimiento de condiciones óptimas (el estado como catalizador, coordinador y facilitador) que 
permitieran a las universidades desarrollar sus actividades con una mayor flexibilidad y autonomía (Neave & Van Vught, 
1991). 
La década de los noventa introdujo nuevas reformas en el sistema universitario nacional (WHV/1993 y MUB/1997) que 
acentuarían aún más su orientación a las demandas del mercado. Uno de los grandes cambios institucionales experimentados 
fue el relativo a la gobernanza interna de las universidades. La Ley sobre modernización de la gobernanza universitaria (MUB, 
1997) puso fin a un modelo altamente participativo y democrático (en el que las estructuras de autoridad estaban dominadas 
por órganos democráticamente elegidos que integraban a todo el personal universitario –académico y no académico- y a los 
estudiantes) que históricamente había recibido fuertes críticas por su ineficiencia, opacidad y no vigorosidad en la toma de 
decisiones (De Boer, 2006b). El nuevo modelo de gobierno universitario fortaleció los poderes ejecutivo y legislativo, impulsó 
el liderazgo institucional de los rectores universitarios, incrementó la concentración de poderes  y vació de competencias y 
responsabilidades a los órganos representativos que fueron los grandes perdedores de esta reforma universitaria. El nuevo 
modelo de gobernanza universitaria profundizaba en la integración vertical, la coherencia, la jerarquía, la centralización y la 
concentración de poderes (Westerheijden et al., 2009).  
Pese a que las sucesivas reformas han ido progresivamente debilitando el poder e influencia de la oligarquía académica en 
favor de un modelo de gobernanza académica de tipo managerial, la capacidad de influencia de los académicos sigue estando 
plenamente vigente (aunque sea de manera informal) en los procesos internos de toma de decisiones. 
 
Holanda es otro de los países en los que las reformas universitarias que se han aplicado desde la década de los ochenta han 
recibido una fuerte influencia de la NGP, algo que puede observarse en el incremento de las presiones competitivas entre 
universidades (Jongbloed, 2003). De forma similar a lo sucedido en Reino Unido, las universidades holandesas han visto 
fortalecidas sus estructuras de gobierno, adquiriendo los ejecutivos y gestores universitarios un rol más destacado e 
incorporando un mayor número de competencias. Como contraste, los órganos representativos que integran a profesores, no 
académicos y estudiantes se han visto debilitados, transformando su naturaleza de órganos decisorios a órganos de carácter 
consultivo (De Boer et al., 2008).  
Precisamente, uno de los cambios más profundos que ha experimentado la gobernanza universitaria en Holanda ha sido la 
creciente relevancia que ha adquirido la gestión institucional especialmente en sus niveles central e intermedio, unos niveles 
tradicionalmente debilitados dentro de la arquitectura institucional holandesa. Bajo la premisa de que unas estructuras de 
autoridad centralizadas fortalecen a las universidades y contribuyen a una mejora de su nivel competitivo, diversas medidas 
fueron impulsadas para dinamizar el rol de los órganos ejecutivos de las universidades. Si bien la distribución interna de poder 
no se ha visto excesivamente alterada, el balance de poder ha cambiado ligeramente en favor de las estructuras ejecutivas de 
las universidades (Westerheijden et al., 2009).  
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Tras las sucesivas reformas de educación superior impulsadas por los distintos gobiernos, las universidades públicas 
holandesas disfrutan de un alto grado de autonomía institucional: tienen un amplio margen de actuación para determinar sus 
estructuras internas de gobernanza (aunque deben seguir las líneas generales establecidas por el Gobierno), gozan de un alto 
grado de autonomía en lo relativo a la gestión de los RRHH (deciden el número de plazas y qué categorías académicas se 
ofertan, seleccionan y reclutan libremente a su personal y los salarios son negociados entre las propias universidades y los 
representantes sindicales), establecen ellas mismas nuevas titulaciones universitarias (previa acreditación y evaluación de la 
agencia nacional evaluadora) y poseen un amplio poder discrecional para decidir sobre la distribución interna de fondos 
públicos y privados.  
Todo ello ha convertido a las universidades holandesas en organizaciones públicas gestionadas profesionalmente (Hinings et 
al., 1999; De Boer, 2006b) integradas por fuertes actores corporativos y no por sistemas débilmente coordinados y con 
estructuras de poder fragmentadas (De Boer et al., 2007). 
 
 
 
Nota descriptiva 3. 7. El sistema de educación superior de Portugal 
 
En Portugal, el sistema de educación superior está compuesto principalmente por las universidades y los institutos 
politécnicos, aunque también existen otras instituciones de educación superior que presentan una menor relevancia. 
Aunque la legislación nacional vigente (Ley de Autonomía, 1988)  reconoce expresamente a las universidades como 
instituciones autónomas que tienen capacidad de decisión y gestión sobre asuntos académicos, administrativos y financieros, 
el Estado todavía mantiene el control sobre aspectos relevantes de la gestión universitaria y que por tanto son objeto de su 
regulación. Así, las universidades poseen autonomía (limitada) para determinar su misión y estrategias (dentro del marco de 
política educativa que establece el gobierno), establecer y crear sus propios programas docentes (previa aprobación del 
Ministerio competente) o fijar las tasas universitarias (dentro de los límites que el gobierno fija), sin embargo tienen una 
limitada autonomía en ámbitos estratégicos como la gestión de los RRHH (e.g. el incremento de las plantillas requiere la 
aprobación del Ministerio, no tienen capacidad para la negociación salarial, y la carrera académica y los procesos de 
promoción están regulados a nivel nacional). 
No obstante, las sucesivas reformas impulsadas por los distintos gobiernos han consolidado los principios de autonomía 
institucional de las universidades y han incrementado los niveles de desregularización y competición de la educación superior. 
El sistema de gobernanza universitaria ha experimentado en los últimos años importantes transformaciones que han 
introducido algunos cambios (radicales) especialmente en lo que se refiere al sistema de gobierno de las universidades.  
Tradicionalmente, el sistema de gobierno universitario en Portugal ha contado con un proceso de toma de decisiones de 
naturaleza colectiva, en el que los estudiantes han desempeñado un rol destacado debido a su importante participación en la 
gobernanza institucional. Sin embargo, este modelo de gobierno universitario fue objeto de críticas y presiones procedentes 
de distintos sectores que lo consideraban ineficiente, corporativo e incluso alejado de las necesidades sociales y económicas 
nacionales.  
La reforma universitaria de 2007 introdujo cambios significativos en el sistema de gobierno de las universidades que 
literalmente han puesto “patas arriba” todo el sistema, desde los niveles organizativos inferiores hasta los superiores. Con 
carácter general, dicha reforma venía a transformar el tradicional modelo de gobernanza colegiado basado en la toma de 
decisiones colectivas por un modelo más centralizado, jerarquizado y vertical que concedía más poder a los máximos 
responsables de las universidades (e.g. rectores y decanos de facultades).  
Más específicamente, la nueva regulación universitaria concedía a las universidades mayores niveles de autonomía 
institucional, especialmente aquella de tipo organizacional, en tanto que incrementaba los márgenes de discrecionalidad de 
las universidades para decidir acerca de su estructuras de gobernanza, lo que ha promovido la diferenciación entre 
universidades. Así, las universidades portuguesas pueden decidir, por ejemplo, acerca de su naturaleza jurídica (pueden 
convertirse en fundaciones públicas sujetas a derecho privado), deciden autónomamente –dentro del marco legal establecido- 
el tamaño y composición de sus principales órganos de gobierno (e.g. Consejo General, Asambleas de departamentos y 
profesores) e incluso tienen cierta potestad para decidir la existencia o no de ciertas estructuras (e.g. el Senado académico, las 
Asambleas de departamentos y profesores). Sin embargo, la autonomía relativa a la gestión de los RRHH continúa muy 
limitada: las universidades requieren la aprobación ministerial para la creación de nuevas plazas seniors, aunque deciden el 
número de plazas (según su salud financiera) y seleccionan libremente a los profesores e investigadores que son contratados. 
Desde el punto de vista financiero, la distribución interna de los fondos públicos está regulada por el Ministerio competente, 
aunque en general disponen de cierta flexibilidad organizativa.  
Aunque puede interpretarse que el nuevo marco normativo ha limitado el carácter democrático que había existido 
tradicionalmente en el sistema de gobernanza universitaria, en tanto que restringido la existencia de órganos de gobierno 
colegiados, ha reducido su tamaño, ha modificado el sistema de elección de rectores y decanos, o ha disminuido la 
participación de los estudiantes en los procesos de toma de decisiones; la nueva legislación ha abierto las estructuras de 
decisión a nuevos sectores sociales de fuera de la Universidad que han incrementado claramente sus cuotas de poder e 
influencia. Se ha iniciado así una nueva etapa en el sistema de gobernanza universitario que progresivamente presenta los 
rasgos de un sistema de gobernanza conjunto y multinivel. No obstante, el nuevo régimen de gobernanza universitaria 
instaurado en el país es visto por algunos sectores como una oportunidad para que la Universidad se abra a la sociedad en 
general y como un intento de modernizar la educación superior en Portugal, introduciendo un modelo de gestión más flexible 
y responsable hacia las demandas de la propia sociedad; pero también es percibido por otros sectores como un intento de 
privatización de la educación universitaria que abre las puertas al sector privado y que está inspirado en la lógica de la NGP 
(Teixeira, 2010). 
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Nota descriptiva 3.8. El sistema de educación superior de Reino Unido 
 
El sistema de educación superior británico está organizado sobre una estructura binaria que integra a las universidades 
individuales y a otras instituciones de educación superior de carácter profesional -colleges-. Es un sistema universitario 
claramente orientado a las demandas del mercado que debe ser contextualizado no obstante dentro de la visión global que se 
tiene de la educación superior y la investigación como potenciales motores de crecimiento económico y bienestar que 
contribuyen a generar ventaja competitiva al conjunto del país. 
En Reino Unido, las universidades no se integran dentro del Ministerio de Educación, aunque operan bajo su supervisión y 
dirección. Los gobiernos locales tienen a su vez un limitado rol en la gobernanza universitaria. 
La tradición en este país ha sido la no injerencia política en materia de educación superior, siendo dirigido indirectamente a 
través de agencias gubernamentales que no han mostrado entre sus prioridades políticas la intervención en el campo de la 
educación superior. 
Pese a ello, la relación entre el Estado y las universidades en Reino Unido ha experimentado tres fases diferenciadas (Halsey, 
1992): una primera fase caracterizada por un predominio del autogobierno académico; una segunda fase caracterizada por 
una intervención más relevante del Estado en el ámbito de la educación superior; y una tercera fase que coincidiría con las 
reformas neoconservadoras de Margaret Thatcher que claramente orientarían la gobernanza universitaria hacia el mercado, 
una orientación que ha permanecido hasta el momento, aunque en los últimos tiempos puede observarse un incremento de 
los niveles regulatorios del Estado (De Boer et al., 2008). 
Reino Unido ha sido históricamente señalado como uno de los países en los que la filosofía de la NGP más ha influenciado en 
las reformas universitarias, siendo considerado además como el país precursor que ha introducido la NGP en el ámbito de la 
educación superior desde finales de los años setenta.  
Desde la década de los ochenta, el sector universitario británico ha experimentado, al igual que otros servicios públicos, una 
serie de reformas claramente orientadas a la mejora de su competitividad, eficiencia y a la reducción del gasto público. 
Presionadas desde el entorno institucional (De Boer et al., 2008), las universidades han ido introduciendo cambios en sus 
objetivos estratégicos, cada vez más orientados a las demandas del mercado y del sector empresarial; han mejorado sus 
relaciones de colaboración con el entorno público-privado, diversificando e incrementando sus fuentes de financiación; y han 
modernizado sus estructuras ejecutivas hacia fuertes perfiles corporativos y directivos: los vicepresidentes han experimentado 
un empoderamiento dentro de las universidades y ahora se comportan como verdaderos consejeros delegados (`Chief 
Executive Officers´) y no como altos funcionarios.   
El fortalecimiento de las estructuras administrativas o gerencialistas de las universidades británicas, configuradas ahora como 
fuertes estructuras internas de dirección y gobierno corporativas (Henkel, 2000), no ha hecho sino replicar el modelo de 
gobernanza que existe en el sector empresarial de Reino Unido (e.g. el desarrollo de auditorías,  consejos de dirección, 
incentivos a los administradores, etc.), lo que ha proporcionado una sustancial mejora en las capacidades estratégicas de las 
universidades.  
En relación con su sistema de gobierno, en Reino Unido además se ha venido cuestionado desde la década de los ochenta 
(Informe Jarrat, 1985) el concepto de colegialidad académica, defendiéndose que la elección de los vicerrectores debe ser 
realizada acorde a los procedimientos y reglas internas que gobiernan las universidades: un modelo en definitiva de poder 
ejecutivo centralizado basado en la designación.  
Tras décadas de reformas, el sistema de educación superior británico ha crecido en tamaño, está más gestionado, 
internacionalizado y más orientado al mercado (Ferlie & Andresani, 2009). 
Las universidades británicas son instituciones legalmente independientes que poseen plena autonomía institucional para 
tomar sus decisiones estratégicas o diseñar sus planes de estudios. De forma similar, son responsables directas de sus propias 
finanzas y disponen de una completa competencia sobre la gestión de los Recursos Humanos. 
 
 
 
Nota descriptiva 3.9. El sistema de educación superior de Suiza 
 
El sistema de educación superior e investigación en Suiza es un sistema altamente descentralizado y fragmentado que 
presenta una estructura binaria que incluye a las universidades cantonales y los institutos federales de tecnología que 
conjuntamente conforman el sistema universitario: las primeras orientadas a la educación terciaria y a la investigación básica, 
y los segundos responsables de la formación de los ingenieros y más orientados a la investigación aplicada. Junto a éstos, 
existen otras instituciones educativas (no universitarias) vocacionales y profesionales que tradicionalmente no eran incluidas 
dentro del sistema de educación superior, pero sí tras su reciente transformación en universidades de ciencias aplicadas (UAS) 
lo que ha originado algunas ineficiencias operativas, interdependencias y tensiones institucionales entre ellas (Lepori & 
Fumasoli, 2010). 
Ambas instituciones tienen el mismo status legal: son entidades legales de derecho público que como unidades públicas 
administrativas se integran dentro de la organización del estado y poseen cierta independencia en la gestión y gobierno de sus 
instituciones. 
Mientras que las universidades cantonales se adhieren al ideal Humboldtiano de unidad de la investigación y la docencia (y la 
investigación es incluso declarada como la principal actividad) y presentan una orientación más internacional, las 
universidades de ciencias aplicadas tienen una orientación más regional y local, y mantienen una actividad investigadora 
(aplicada) de forma complementaria a la docencia y a la transferencia del conocimiento (Lepori et al., 2014).   
En Suiza, las políticas de educación superior e investigación han sido históricamente una responsabilidad compartida entre los 
gobiernos regionales (cantones) y el gobierno federal, algo justificado por el federalismo ejecutivo (de tipo cooperativo) que 
caracteriza al sistema político de este país. Ello ha situado al sistema suizo de gobernanza universitaria como un claro ejemplo 
de gobernanza multi-nivel y multi-actor en el que los diferentes niveles institucionales están representadas por las 
instituciones individuales y las subunidades organizativas que integran al sistema de gobernanza en su conjunto, mientras que 
los diferentes actores que participan son las autoridades federales y cantonales, las universidades y el resto de instituciones 
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de educación superior existentes (Fumasoli, 2007). 
Los cantones han sido tradicionalmente los máximos responsables de la gestión de la educación superior, así como de las 
universidades, lo que ha propiciado la existencia de notables diferencias entre las distintas universidades (cantonales) del país: 
las reglas formales, las características organizativas o las condiciones laborales de sus empleados suelen diferir entre cantones 
(Baschung et al., 2009). Desde el punto de vista económico y financiero, las universidades suizas son altamente dependientes 
de los cantones en los que se encuentran, ya que son quienes le proveen la mayor parte de la financiación con la que cuentan, 
aunque ésta varía según la región (Baschung et al., 2009). 
Las diversas reformas que el sistema de educación superior e investigación suizo ha experimentado, si bien han sido 
moderadas, han estado orientadas a acentuar sus niveles de competición (Perellon y Leresche, 1998) que puede observarse en 
la creciente desregulación y dinamismo existentes, pero también sus niveles de coordinación y cooperación institucional, en lo 
que podría tenderse como un modelo de competición controlada o `soft competition´ (Lepori & Fumasoli, 2010; Lepori et al., 
2014). 
En relación a su sistema de gobernanza universitaria, al igual que el alemán, ha sido caracterizado tradicionalmente como 
jerárquico y piramidal desde el punto de vista organizativo, por estar organizado en torno a la figura del profesor catedrático, 
responsable de la cátedra y de la contratación de las figuras académicas no permanentes.   
El sistema de gobierno universitario suizo se ha caracterizado por presentar una forma híbrida de control burocrático del 
Estado (o los gobiernos cantonales) en todo lo relativo a las finanzas y la administración, con un considerable grado de 
autonomía en las estructuras decisionales académicas en todo lo relativo a los asuntos educativos y científicos, lo que ha 
conducido a un debilitamiento institucional de sus principales órganos de gestión y gobierno universitarios y a una 
consecuente ausencia de capacidad estratégica (Fumasoli & Lepori, 2011). 
Sin embargo, desde mediados de la década de los noventa los cambios introducidos han contribuido a fortalecer la 
administración central en las universidades. En los últimos años, el poder de los rectores de las universidades suizas se ha visto 
incrementado formalmente, un cambio institucional que ha sido justificado desde los poderes públicos como una forma de 
incrementar la autonomía institucional de las instituciones de educación superior. 
Por ello, y pese a que el grado de autonomía institucional del que disfrutan las universidades en Suiza varía considerablemente 
según el cantón en el que se encuentren, podemos afirmar que es relativamente alto aunque muchas de las decisiones 
estratégicas están todavía sujetas a un fuerte poder político (que es claramente menor en el caso de los Institutos Federales 
tecnológicos). Así, en la mayoría de los casos las estructuras internas de gobernanza están definidas por las leyes universitarias 
cantonales. En relación con la gestión de los recursos humanos, ésta se ha flexibilizado y si bien en algunos casos son los 
gobiernos cantonales quienes deciden en los procesos de contratación de profesorado, las decisiones relativas a la creación de 
nuevas plazas o el reclutamiento de académicos son tomadas internamente por la Universidad (generalmente a nivel 
departamental) que a su vez decide libremente acerca del personal no académico (con el único límite de la disponibilidad de 
recursos). Respecto a las condiciones salariales, están definidas legalmente aunque en general las universidades disfrutan de 
una mayor flexibilidad que el resto de administraciones públicas. Desde el punto de vista económico-financiero, las 
universidades están sujetas a un fuerte control financiero y presupuestario por parte de sus gobiernos cantonales, aunque 
pueden decidir libremente cómo distribuir internamente los recursos que poseen. Por último, las universidades tienen un alto 
grado de autonomía respecto a los asuntos estrictamente académicos y científicos, los cuales son decididos de forma 
autónoma e independiente (no hay por ejemplo planes nacionales de estudios y los títulos universitarios que se ofrecen no 
están sujetos a proceso de acreditación alguno). 
Ello ha permitido a las universidades suizas fortalecer su capacidad de actorhood puesto que ahora puedan decidir más 
libremente sus prioridades estratégicas en ámbitos organizativos determinantes, aunque en general ésta sigue siendo menor 
que el que tienen los Institutos Federales Tecnológicos. 
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Cuadro resumen. Órganos de gobierno universitario en el contexto europeo 
Sistema de gobierno 
universitario (país) 
Órgano de 
representación 
y/o gobierno 
Composición Sistema/Procedimiento de selección de sus miembros 
Duración del 
mandato 
Alemania 
 
*Quienes son elegibles para 
participar en los distintos 
órganos de representación 
y gobierno o qué tareas y 
responsabilidades 
desempeñan, varía entre los 
diversos estados e incluso 
entre universidades. La 
mayoría de leyes regionales 
y estatales no prescriben 
con detalle la composición 
de estos órganos de 
gobierno, lo que dificulta 
una descripción general de 
su sistema de gobierno 
universitario. 
Senado 
académico 
 
Representantes del Personal Docente Investigador (PDI) –
constituyen la mayoría-, de los estudiantes y del personal no 
académico. 
En algunas universidades, también forman parte de este órgano el 
canciller, los vice-presidentes/rectores y los decanos de todas las 
facultades. 
El Presidente de la Universidad es quién preside el Senado 
académico. 
 
Los profesores, estudiantes y personal no académico eligen a sus 
representantes respectivamente. 
Los representantes de los estudiantes suelen ser elegidos por un 
Comité integrado por estudiantes, mientras que los miembros 
restantes son designados por las facultades. 
 
Generalmente de 2 a 
4 años (a veces los 
representantes de los 
estudiantes lo hacen 
por mandatos de un 
año) 
 
Consejo de 
Universidad/ 
Consejo de 
administración* 
 
Algunas universidades cuentan simultáneamente con dos 
órganos: un Consejo de administración y un Consejo de 
Universidad. 
Estos órganos suelen estar compuestos por académicos de 
reconocido prestigio y rectores de otras universidades, directores 
de institutos públicos de investigación, y representantes de la 
sociedad (medios de comunicación, sindicatos, etc.) industria, la 
política o el sector público (partes interesadas externas) –al 
menos el 50% del total de sus miembros-. En algunas ocasiones, 
son también miembros representantes de la comunidad 
universitaria (partes interesadas internas) –personal académico y 
no académico, y estudiantes), algunos de los cuales pueden ser a 
su vez miembros de otros órganos –Consejo ejecutivo o Senado 
académico-. 
En algunas universidades el rector-presidente de la Universidad es 
quién preside este órgano, mientras que en otras suele ser algún 
miembro laico (externo). 
 
En aquellas universidades en las que representantes de la 
comunidad universitaria están integrados en este órgano, estos 
generalmente suelen ser elegidos por el Senado académico, a 
diferencia de los miembros externos que suelen ser designados. 
En algunos estados, sus miembros son designados por el gobierno 
federal. 
Generalmente de 2 a 
5 años 
Gobierno 
ejecutivo o 
Consejo 
rectoral/ 
presidencial 
 
Presidente/Rector, Canciller o cabeza de la administración y vice-
presidentes/rectores. 
Generalmente corresponden al Presidente-Rector y al Senado 
académico proponer y elegir a los vicepresidentes/rectores 
adicionales. Los vice-presidentes/rectores suelen ser propuestos y 
designados por el Presidente/Rector de la Universidad, aunque en 
algunas universidades son elegidos por el Senado académico. 
En otras universidades, los vicepresidentes son elegidos por el 
Consejo de Universidad a partir de las recomendaciones que 
realiza el Presidente. 
Generalmente 3-4 
años (aunque en 
algunos estados 
alemanes, pueden ser 
de hasta 6 años por 
ejemplo). 
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Rector-
Presidente 
- 
 
Puede proceder del mundo académico o de fuera de él (aunque 
no necesariamente tienen que tener el estatus académico, la 
mayoría suelen pertenecer a la profesión académica). 
En aquellas universidades que cuentan con un Consejo de 
Universidad, éste suele elegir tanto al rector-presidente como al 
canciller, requiriendo en algunas ocasiones la posterior 
aprobación del Senado académico. 
En otras universidades, el rector-presidente es elegido por el voto 
mayoritario de los representantes que integran el Senado 
académico entre los distintos candidatos propuestos o nominados 
por dicho órgano. 
En algunos estados son designados por el Ministerio de 
educación. 
Por tanto, el Rector-Presidente y el canciller, dependiendo de los 
estados, son elegidos por stakeholders internos o también 
externos. 
 
Generalmente 4 años 
(aunque en algunos 
estados alemanes, 
pueden ser de hasta 6 
años por ejemplo). 
Canciller - 
Bélgica (CF: 
Comunidad 
flamenca, y CFr: 
Comunidad 
francófona) 
Consejo 
académico (CF y 
CFr) 
 
CF: está compuesto por el Rector de la Universidad, el 
Administrador general, los integrantes de la Oficina general, los 
decanos de las facultades y representantes del personal 
académico, administrativo, técnico, así como representantes de 
los estudiantes. 
 
CFr: está compuesto de profesores universitarios ordinarios y 
extraordinarios. Desde 2003, los estudiantes son también 
miembros, dónde tienen una cuota de representación de en torno 
al 20% del total que lo componen. 
Suele estar presidido por el Rector de la Universidad. 
 
CF: Todos sus miembros son designados (también puede ser 
cesados) por el Consejo ejecutivo de gobierno entre la lista de 
candidatos propuesta por un cuerpo electoral integrado por 
individuos de todos los niveles organizativos en los que se 
estructura la Universidad (e.g. Consejos de facultad). 
Los representantes de los estudiantes en cambio son elegidos en 
procesos electorales. 
 
Consejo de 
gobernadores o 
directores* (CF 
y CFr) 
 
CF: Está compuesto por el Rector, el Administrador general, los 
miembros de la Oficina general y otros miembros adicionales. En 
aquellas universidades en las que este órgano se comporta de 
facto como un Consejo de Administración, su composición incluye 
a miembros externos que suelen actuar como representantes 
políticos –locales y regionales-, socioeconómicos y culturales. 
También suele incluir a representantes de la comunidad 
universitaria (personal académico y no académico, y estudiantes), 
que suelen ser elegidos. 
En algunas universidades, el Rector-Presidente es quién preside 
este órgano. 
 
 
CF: Todos sus miembros son designados (también puede ser 
cesados) por el Consejo ejecutivo de gobierno entre la lista de 
candidatos propuesta por un cuerpo electoral integrado por 
individuos de todos los niveles organizativos. 
En las universidades en las que hay miembros externos, éstos son 
en muchos casos propuestos por el poder político, y designados 
por las universidades, mientras que en otros son internamente 
designados sin interferencia política alguna. 
 
 
 
CF: 5 años 
 
CFr: 4 años - 
renovables por un 
período adicional- (2 
años en el caso de los 
representantes de los 
estudiantes) 
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CFr: Está integrado por el Rector, qué suele presidirlo, y los 
vicerrectores, representantes de la comunidad universitaria (PDI -
16-, staff no académico -3- y estudiantes -7-) y por miembros 
externos a la Universidad -7-. 
 
CFr: Sus miembros son elegidos por el Consejo rector/Consejo 
ejecutivo. 
Los representantes del personal académico han de ser elegidos de 
tal forma que cada facultad esté representada. 
 
(1) Consejo 
ejecutivo de 
gobierno (CF) 
 
 
 
(2) Consejo 
rector (CFr) 
 
(1) Compuesto por el Rector, quién suele presidirlo, los 
vicerrectores y administradores seniors de la Universidad. 
En algunas universidades también lo integran representantes de 
los profesores, del staff no académico y de los estudiantes, y en 
ocasiones los decanos de facultades suelen ser miembros 
invitados. 
   
 
(2) Compuesto por el Rector, el Administrador general, el primer 
Vicerrector y los vicerrectores. 
En algunas universidades también lo integran representantes de 
los profesores, del staff no académico y de los estudiantes, y en 
ocasiones también miembros externos. 
 
Rector/Presiden
te 
- 
 
CF: Ha de proceder del ámbito académico e incluso de la propia 
Universidad. 
Es designado (también puede ser cesado) por el Consejo ejecutivo 
de gobierno entre una lista de candidatos propuesta por un 
cuerpo electoral integrado por individuos de todos los niveles 
organizativos de la Universidad. 
Es por tanto elegido por stakeholders internos de la Universidad. 
No requiere la validación del poder político. 
 
CFr: Tanto el Rector como el primer Vicerrector son designados 
por el Estado entre una lista de tres profesores ordinarios 
propuesta por el Consejo académico. Es por tanto elegido por 
stakeholders internos de la Universidad. 
Algunas universidades disponen de Rector y Presidente. 
 
CF: 4 años (algunas 
universidades 
permiten que un 
Rector sea reelegido 
una o dos veces). 
 
CFr: 4 años 
 
España 
Claustro 
Universitario 
 
Presidido por el Rector, junto al Secretario general y el Gerente, 
está compuesto por un máximo de 300 miembros que actúan 
como representantes de los llamados tres sectores: el Personal 
Docente e Investigador (PDI), de los estudiantes y del Personal de 
Administración y Servicios (PAS), de los que al menos el 51% 
Sus miembros son elegidos en procesos electorales abiertos a los 
diversos grupos sociales que integran las universidades en los 
términos que establecen la regulación electoral interna y los 
estatutos de cada Universidad. 
4 años (coincide con 
el mandato de 
gobierno del equipo 
rectoral). 
Generalmente, el 
mandato de los 
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deben ser profesores doctores con vinculación permanente a la 
Universidad. 
representantes de los 
estudiantes suele ser 
dos años. 
Consejo Social* 
Aunque su composición también incluye miembros de la 
comunidad universitaria (un profesor, un estudiante y un 
representante del PAS), la mayoría de sus integrantes son 
generalmente miembros externos que actúan como 
representantes de los distintos ámbitos de la sociedad. 
No obstante, son también miembros del Consejo Social, el Rector, 
el Secretario general y el Gerente. 
 
Los representantes de la comunidad universitaria son 
generalmente nominados y elegidos por el Consejo de gobierno 
(de entre sus miembros), mientras que el resto de miembros 
externos que representan a la sociedad y dependiendo de cada 
región pueden ser propuestos, designados o elegidos por el poder 
político (gobierno regional), las organizaciones sindicales y 
empresariales u otras instituciones públicas (los parlamentos 
regionales por ejemplo). 
El Presidente de este órgano suele ser propuesto y designado por 
la propia Comunidad autónoma (por el gobierno regional o por el 
departamento que tiene competencia en materia universitaria). 
 
4 años (renovables 
por un período 
adicional) 
Consejo de 
Gobierno 
Está integrado por el Rector, los vicerrectores, el Secretario 
General, el Gerente y un máximo de 50 miembros que actúan 
como representantes del conjunto de la comunidad universitaria 
(incluyendo miembros del Claustro universitario, del Consejo 
Social -3 no académicos-, decanos de facultades, directores de 
departamentos, etc.). 
El rector de la Universidad es quién preside este órgano. 
 
Los miembros que actúan como representantes de la comunidad 
universitaria y de sus estructuras de organización y gobierno, son 
normalmente nominados, designados o elegidos por el Claustro 
universitario, el Rector u otras estructuras de autoridad (e.g. 
juntas de facultades, consejos de departamentos) dependiendo 
de cada Universidad y según lo dispuesto en sus propios 
estatutos. 
Los (3) miembros externos que integran este órgano son 
propuestos por el Consejo social, al que al mismo tiempo 
pertenecen. 
 
4 años (coincide con 
el mandato de 
gobierno del equipo 
rectoral) 
Consejo de 
Dirección x 
 
Aunque fue formalmente abolido con la última reforma 
universitaria (2007), sigue estando presente en la mayoría de 
universidades. 
Está integrado por el Rector, quien lo preside, el Secretario 
General, el Gerente y los distintos vicerrectores que 
conjuntamente lo asisten en el ejercicio de la acción ejecutiva. 
 
Corresponde al Rector la propuesta y designación de los 
vicerrectores (entre profesores doctores activos que presten sus 
servicios en la Universidad), del Secretario general (entre 
funcionarios públicos con máximo rango que presten sus servicios 
en la Universidad) y del Gerente (de acuerdo con el Consejo 
Social) entre profesionales de avalada experiencia y competencia 
profesional. 
 
4 años (coincide con 
el mandato de 
gobierno del equipo 
rectoral) 
Rector - 
 
De procedencia académica (y de la misma Universidad), en la 
mayoría de los casos es elegido democráticamente por la 
comunidad universitaria (por los tres sectores: PDI, PAS y 
estudiantes) en procesos electorales (en los que el voto es 
ponderado de forma desigual para cada sector) en los términos 
 
4 años (algunas 
universidades han 
establecido 
limitaciones en la 
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que establecen la regulación electoral interna y los estatutos de 
cada Universidad. No obstante, la legislación universitaria 
también permite la elección indirecta a través de sufragio 
universal de los miembros del Claustro universitario. Es elegido 
por tanto por stakeholders internos. 
En ambos procesos, el Rector puede ser elegido en primera o 
segunda ronda (por mayoría absoluta o simple respectivamente). 
Finalmente, el rector es formalmente nombrado por el Presidente 
del gobierno regional. Su cese también requiere la confirmación 
del poder político. 
 
duración de sus 
mandatos que 
impiden que un 
Rector sea reelegido 
más de una vez). 
Francia 
Consejo 
Académico* 
 
Generalmente compuesto por 40 miembros representantes de la 
comunidad universitaria y de la sociedad: Personal Docente e 
Investigador (PDI) –60/80%-, de los estudiantes –10/15%-, del 
personal no académico –10/15%-, y de la sociedad – 10/15%-. 
El Presidente de la Universidad suele presidirlo, el cual suele estar 
asistido por algunos vicepresidentes. 
 
Los representantes de la comunidad universitaria son elegidos, 
mientras que los miembros externos suelen ser designados. 
Generalmente 4 años 
Consejo de 
Administración* 
Generalmente compuesto por 20-30 miembros representantes 
del Personal Docente e Investigador (PDI) –de 8 a 14-, de los 
estudiantes –de 3 a 5-, del personal no académico –de 2 a 3-, y de 
la sociedad – de 7 a 8-. 
Los miembros externos suelen proceder del sector empresarial 
(propietarios o máximos responsables de empresas), económico,  
social o político (autoridades gubernamentales locales y/o 
regionales). 
El Presidente de la Universidad suele presidirlo, el cual suele estar 
asistido por algunos vicepresidentes. 
 
Los representantes de la comunidad universitaria son elegidos 
(normalmente en procesos electorales con sufragio directo). Los 
miembros externos suelen ser designados por el Presidente de la 
Universidad, aunque algunos de ellos son designados por el poder 
político (e.g. autoridades locales). 
En algunas universidades, algunos de sus miembros externos son 
seleccionados en procesos competitivos abiertos en base a sus 
méritos profesionales. 
Generalmente 4 años 
-con posibilidad de 
renovación por un 
mandato adicional- (2 
años en el caso de los 
representantes de los 
estudiantes) 
Consejo 
ejecutivo/ 
Equipo 
presidencial 
 
Suele estar integrado por el Presidente, los vicepresidentes, y 
también a veces algunos miembros del Consejo de 
administración). 
 
Los Vicepresidentes suelen ser seleccionados por el Presidente de 
Universidad, aunque en algunas universidades son a su vez 
elegidos por el Consejo de administración. 
4 años 
Presidente - 
De procedencia académica (ya sea profesor o investigador), es 
elegido por mayoría absoluta de los representantes electos 
(académicos) que integran el Consejo de administración). Los 
representantes de la sociedad que son miembros –designados- de 
dichos órganos, personas ajenas a la Universidad no pueden 
participar en la elección del rector. Por tanto, el Presidente es 
elegido por stakeholders internos. 
No requiere la validación del poder político (si su cese). 
4 años (normalmente 
con posibilidad de 
renovación por un 
mandato adicional) 
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Italia 
 
Senado 
académico 
 
El número de miembros que la componen es variable (suele ser 
proporcional al tamaño de la Universidad, aunque generalmente 
no suelen ser más de 40 miembros). 
Está compuesto por los representantes de los profesores –dos 
tercios- (tradicionalmente ha funcionado  como un órgano 
parlamentario compuesto solamente por profesores) y de los 
estudiantes (los cuales se han incorporado al mismo 
recientemente con una cuota de representación del 15%). El 
personal no académico no suele estar representado. 
También suelen ser miembros todos los decanos de las facultades 
y una representación de los directores de los departamentos (1/3 
de la cuota reservada al profesorado). 
Está presidido por el Rector universitario. 
 
Los profesores y estudiantes eligen a sus representantes 
respectivamente. En el caso de los representantes académicos 
son elegidos por disciplina y/o departamento. 
4 años (normalmente 
con posibilidad de 
renovación por un 
mandato adicional) 
Consejo de 
administración/
Consejo de 
directores* 
 
Está compuesto por un máximo de 11 miembros, entre los que se 
incluye el Rector (quién suele presidirla) y el administrador de la 
Universidad, y representantes de la comunidad universitaria: 
profesores, estudiantes (un 15%), y personal técnico y 
administrativo (entre 2 y 4 miembros). 
También suele estar integrado por miembros externos, que 
frecuentemente son representantes del sector público (e.g. de los 
gobiernos locales), que en el caso de algunas universidades se 
extiende a otros sectores de la sociedad (entre candidatos que 
acrediten  experiencia profesional en la administración y gestión 
de organizaciones).  El número miembros externos sigue siendo 
reducido -1 o 2 miembros-. 
 
Los representantes de la comunidad universitaria suelen ser 
elegidos por el Senado académico, mientras que los miembros 
externos suelen ser designados internamente (según los 
procedimientos que define cada Universidad) o externamente por 
los gobiernos nacional o regional. 
4 años (normalmente 
con posibilidad de 
renovación por un 
mandato adicional). 
Los representantes de 
los estudiantes suelen 
tener un mandato 
inferior -2 años-. 
Rector - 
 
Ha de proceder del ámbito académico e incluso de la propia 
Universidad. 
Es elegido por la comunidad universitaria (elegido por tanto por 
stakeholders internos), y ratificado por el Gobierno o Ministerio 
competente, aunque en ningún caso éste puede modificar o vetar 
la elección interna que hace la organización universitaria. 
 
4 años 
Países Bajos 
Consejo de 
Universidad 
 
Consta de 24 miembros, que actúan como representantes de los 
académicos -50%- y de los estudiantes -50%-. 
Antes de la reforma legislativa de 1997 también formaban parte 
de él, el personal no académico. 
 
Sus miembros son elegidos por los estudiantes y por los 
profesores, quienes respectivamente eligen a sus miembros 
representantes. Su Presidente es elegido a su vez por los propios 
miembros que integran dicho órgano. 
Generalmente 4 años 
(1 año en el caso de 
los representantes de 
los estudiantes) 
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Consejo de 
administración 
o Consejo 
guardián* 
 
Está integrado por cinco miembros laicos (miembros externos de 
la Universidad). Estos miembros externos suelen proceder del 
sector empresarial y/o la política (también del ámbito científico y 
civil), aunque su actuación se rige en defensa del interés general 
de la Universidad. 
 
Sus miembros son designados (en concertación con el Consejo de 
Universidad) por el Ministerio competente en materia de 
educación superior. 
Generalmente 4 años 
Consejo 
ejecutivo de 
gobierno 
Está integrado por el Rector académico, el Presidente y 
Vicepresidente. 
 
Sus miembros son elegidos (también pueden ser cesados y/o 
suspendidos) por el Consejo de administración, cuyos miembros 
son a su vez designados por el gobierno central. 
 
Generalmente 4 años 
Consejo senior 
de dirección 
 
Está integrado por los miembros que componen el órgano 
ejecutivo –Rector, Presidente y Vicepresidente-, los decanos de 
las facultades y otros managers y administradores seniors de la 
Universidad. 
 
El resto de miembros adicionales a los que componen el órgano 
ejecutivo y los decanos de facultades son seleccionados por la 
Universidad. 
4 años 
Rector 
 
- 
Son seleccionados de entre candidatos que compiten en el 
mercado laboral, por el Consejo de administración, quién por 
tanto designa al conjunto de miembros que constituyen el 
Consejo ejecutivo de Gobierno (antes eran también designados 
por el poder político).  Así, son elegidos exclusivamente por 
stakeholders externos. 
El Vicepresidente normalmente procede de fuera de la 
Universidad. 
Una vez seleccionados, requieren la validación formal del poder 
político. 
 
 
 
 
 
 
Generalmente 4 años 
 
 
 
 
 
 
Presidente y 
Vicepresidente 
Portugal 
Senado 
académico/ 
Asamblea 
universitaria x 
 
Aunque la legislación universitaria vigente también lo contempla 
como órgano de representación adicional y/u órgano consultivo 
(al Consejo general), no existe en todas las universidades (no lo 
tienen por ejemplo las universidades politécnicas y tampoco otras 
instituciones universitarias). 
En las universidades en las que puede observarse este órgano, su 
composición suele integrar a representantes del PDI y de los 
estudiantes, los cuales deben tener una representación paritaria, 
y también a veces personal no académico. 
Son a su vez miembros de este órgano, el Rector y sus 
Los representantes de la comunidad universitaria son elegidos por 
un período de duración limitada y por voto secreto en cada sector 
de la comunidad universitaria. 
La legislación exige que la representación académica alcance un 
equilibrio en lo relativo a las unidades organizativas de las que  
proceden. 
Generalmente 4 años 
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vicerrectores, el administrador de la Universidad, los presidentes 
de las asociaciones de estudiantes, y otros responsables 
intermedios de las universidades (decanos de facultades), así 
como otros responsables de centros integrados o asociados de la 
Universidad. 
 
Consejo 
general* 
 
Este órgano que desde 2007 sustituye oficialmente a la Asamblea 
universitaria, es mucho más reducido que su predecesor: tiene 
una composición de 15 a 35 miembros, de los que al menos el 
30% tienen que ser miembros de sectores externos de la 
Universidad –ámbito de la cultura, la economía, la política, etc.- 
(esta cuota anteriormente era opcional y no obligatoria), y cuenta 
con un Presidente. 
Está generalmente compuesta por representantes del PDI, del 
staff no académico y de los estudiantes (en algunos casos, 
estudiantes y académicos tienen una representación paritaria). 
 
Los miembros externos son designados por las propias 
universidades (en algunos casos son cooptados por los propios 
miembros electos del mismo órgano), mientras que los 
representantes de la comunidad universitaria son elegidos 
buscando alcanzar una representación equilibrada entre las 
unidades organizativas de la Universidad, independientemente de 
su tamaño. 
Generalmente 4 años 
 
Consejo de 
administración* 
x 
 
Con carácter general, en las fundaciones universitarias 
(universidades públicas que se rigen por el derecho privado) 
puede observarse este órgano, cuya composición mayoritaria es 
de naturaleza externa (partes interesadas externas). 
Su tamaño suele ser reducido (en la Univ. de Aveiro tiene 5 
miembros) y suele incluir entre sus miembros a personalidades 
externas que acrediten una experiencia profesional relevante y 
méritos suficientes. 
 
Sus miembros son elegidos de entre personas externas que son 
seleccionadas y propuestas por las propias organizaciones 
universitarias, aunque requieren la aprobación formal del 
Ministerio competente en materia universitaria. 
Su presidente es elegido por mayoría absoluta de entre los 
miembros que lo componen. 
4-5 años 
 
Consejo 
ejecutivo/ 
directivo/ 
Equipo rectoral 
 
Está integrado por el Rector, quién lo preside, sus vicerrectores y 
prorectores, y el administrador general de la Universidad. 
En algunas universidades, representantes de la comunidad 
universitaria y otros responsables intermedios de la Universidad 
pueden ser miembros invitados sin derecho de voto. 
 
Sus miembros son generalmente propuestos por el Rector, pero 
en algunas universidades con estatus de fundaciones públicas, son 
designados por el Consejo de administración a propuesta del 
Rector. 
4 años 
 
Rector - 
 
 
Puede proceder del mundo académico o de fuera de él (además 
de ser de origen nacional o extranjero) y es  elegido por mayoría 
absoluta por los miembros del Consejo general. Es por tanto 
elegido por stakeholders internos y externos de la Universidad. 
No requiere la validación formal del poder político (si su cese). 
 
4 años 
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Reino Unido 
 
*No existe legislación 
nacional alguna que regule 
las estructuras internas de 
gobernanza de las 
universidades. Solo las 
universidades creadas con 
posterioridad a 1992 tienen 
definidas en diversas leyes 
de educación superior su  
organización y gobierno, 
mientras que las más 
antiguas se rigen por lo 
dispuesto en sus cartas 
fundacionales y estatutos 
internos. Además, existen 
notables diferencias entre 
las universidades de 
Inglaterra, Escocia, Gales o 
Irlanda del Norte. 
Lo anterior dificulta una 
descripción general de su 
sistema de gobierno 
universitario. 
Senado/ 
Consejo 
académico 
 
Su tamaño varía considerablemente entre las universidades, 
aunque generalmente no suele superar los 30 miembros. 
Son miembros de este órgano los representantes del profesorado, 
del personal no académico y de los estudiantes. También forman 
parte de él, el resto de (pro) vicecancilleres que proporcionan 
apoyo al Vicecanciller, los directores de los departamentos, 
institutos, facultades y colleges asociados, y otros administradores 
seniors de la Universidad (al menos el 50% deben ser altos cargos 
de la Universidad). 
En algunas universidades también incluye a miembros externos. 
Suele estar presidido por el Presidente/Canciller y/o el 
Vicecanciller. 
 
Su composición suele ser aprobada por el Consejo de Universidad. 
No obstante, sus miembros (específicamente los representantes 
del profesorado y de los estudiantes suelen normalmente ser 
miembros electos). 
Por ejemplo, los miembros del profesorado son elegidos por las 
facultades. 
En el caso de que haya miembros externos, éstos suelen ser 
designados. 
Generalmente 4 años 
Consejo 
General x 
 
Este órgano que puede observarse en algunas universidades 
británicas (aquellas que normalmente tienen una Corte 
universitaria) suele estar compuesto por representantes del 
personal académico y de los estudiantes, y por miembros de la 
Corte universitaria. 
Suele estar presidido por el Presidente/Principal y/o el 
Vicecanciller. 
 
  
Consejo de 
Universidad/ 
Consejo de 
gobernadores/C
onsejo de 
administración* 
 
Generalmente compuesto por 10-30 miembros. 
Normalmente, representantes del personal académico y no 
académico, y de los estudiantes son miembros de este órgano. 
También lo integran miembros externos, miembros laicos que no 
pertenecen al staff de la Universidad (una práctica es que éstos 
sean mayoría dentro del órgano), y que son representantes del 
sector empresarial, de la industria local, de la administración, de 
la política o de gremios profesionales relevantes para la 
Universidad. Aunque depende de la Universidad, existe una 
tendencia creciente a que los miembros externos representen la 
mayoría dentro de este órgano. 
Su chair suele ser algún miembro laico (externo) que es elegido 
entre sus miembros, con objeto de preservar su independencia, 
aunque a veces suele estar presidido por el Vicecanciller (o 
vicepresidente), quién siempre forma parte de él. 
 
Los miembros externos suelen ser designados (por las propias 
universidades), mientras que en aquellas universidades donde 
representantes de la comunidad universitaria también forman 
parte de este órgano, éstos suelen ser elegidos por el Senado o 
Consejo académico. 
Generalmente 4 años 
Corte 
Universitaria* x 
El número de miembros es variable, pero suele oscilar entre los 
40y los 400 miembros, aunque generalmente consta de unos 200 
miembros. 
 
Los miembros externos suelen ser designados. 
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Este órgano, que puede observarse con carácter general en 
aquellas universidades más viejas y tradicionales creadas antes de 
los noventa, suele estar integrado por miembros externos, que 
son representantes del gobierno local, del Parlamento, de otras 
universidades y colleges de la región, de la industria y el sector 
empresarial o de asociaciones profesionales. También suelen ser 
miembros de este órgano representantes del profesorado, del 
personal no académico y de los estudiantes (también de los 
egresados). 
En algunas universidades el Rector/Presidente es quién suele 
presidir este órgano, mientras que en otras suele ser algún 
miembro laico (externo). 
 
En aquellas universidades en las que representantes de la 
comunidad universitaria también forman parte de este órgano, 
éstos suelen ser elegidos o designados por estructuras internas de 
las universidades. 
Equipo senior 
de dirección/ 
Consejo 
ejecutivo de 
gobierno 
Suele estar integrado por el Vicecanciller, el Canciller/Presidente, 
los pro-vicecancilleres, y algunos administradores seniors. 
En algunas universidades, los decanos de las facultades también 
forman parte de este órgano. 
Sus miembros son designados y no elegidos. Generalmente 4 años 
Canciller/ 
Presidente/Rect
or 
- 
 
En las universidades inglesas, el Canciller suele ser elegido por el 
Senado/Consejo académico, por el Consejo general o por la Corte 
universitaria (en el caso de que éstos últimos existan). Es por 
tanto elegido por stakeholders internos y externos. 
En Escocia, además de las figuras de Principal (equivalente a 
Canciller) y Viceprincipals (equivalente a Vicecanciller) las 
universidades cuentan con un Rector académico que representa a 
los estudiantes. Así, en las llamadas universidades ´ancianas´ 
(Aberdeen, Edimburgo, Glasgow o St Andrews) o en otras más 
recientes como la de Dundee, son los estudiantes quiénes eligen 
al rector quién desempeña sus responsabilidades por períodos de 
tres años. 
No requiere la validación formal del poder político. 
 
Generalmente 4 años 
Vice- Canciller/ 
Presidente 
- 
 
 
 
De naturaleza no electa, suele ser designado por el Consejo de 
Universidad. En las universidades más antiguas y tradicionales es 
la Corte universitaria quién lo designa. 
 
 
Generalmente 4 años 
(en universidades 
como Cambridge, 
este se extiende a 7 
años). 
   En aquellos casos en los que no están representados todos los Generalmente 4 años 
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Suiza 
 
* Debido al elevado grado 
de fragmentación y 
descentralización que existe 
en el complejo sistema de 
educación superior, es 
importante destacar que no 
existe un marco 
institucional común a todas 
las universidades, y son 
diversas las estructuras 
internas de gobernanza que 
existen, así como las reglas 
que regulan su 
funcionamiento. Así, las 
estructuras internas de 
gobernanza universitaria 
son definidas por las leyes 
universitarias cantonales y 
desarrolladas por los 
propios estatutos internos o 
leyes fundacionales de las 
universidades, lo que 
dificulta una descripción 
general de su sistema de 
gobierno universitario. 
 
Senado/ 
Asamblea 
general 
 
Su tamaño varía entre universidades (el rango comprende desde 
los 25 hasta los 200 miembros en algunos casos). 
Algunas universidades (e.g. Berna y Friburgo) cuentan con este 
órgano representativo dónde el profesorado, los estudiantes y el 
personal no académico suelen ver representados sus intereses y 
preferencias, siendo normalmente el profesorado quién 
representa la cuota mayoritaria. 
Suele estar presidido por el Rector-Presidente, qué normalmente 
suele estar acompañado de sus vicerrectores-presidentes. 
En algunas universidades también son miembros de este órgano 
los decanos de las facultades. 
 
profesores, estos junto a los estudiantes  suelen elegir 
democráticamente a sus representantes. 
En algunos casos, la representación es proporcional al tamaño 
organizativo de las facultades. 
 
 
 
 
Consejo de 
Universidad* 
 
 
Con la salvedad de aquellas universidades  que tradicionalmente 
han tenido un senado, la mayoría poseen un consejo. Pese a su  
generalidad entre universidades, su principal diferencia estriba en 
que en algunos casos presenta una tradición colegiada puramente 
académica (similar a la del Senado), frente a otros  en dónde se 
asemeja más al modelo de Consejo de administración. En este 
último caso, su tamaño es más reducido y su composición suele 
ser más variada y diversa contando entre sus integrantes a 
miembros externos de otras universidades, científicos y 
académicos de prestigio, representantes políticos, etc. 
No obstante, en algunas universidades cuyo sistema de gobierno 
universitario es más ejecutivo y centralizado (e.g. Università della 
Svizzera italiana-USI) presentan dos principales órganos de 
gobierno: el Consejo de Universidad y el Consejo de 
Administración cuyo director o consejero es a su vez el presidente 
de la Universidad, sin que exista ningún senado académico. 
Pese a ello, en muchas de las universidades que poseen un 
Consejo de Universidad, la presencia de miembros externos 
(partes externas interesadas) todavía es limitada, y sus 
integrantes son mayoritariamente de la comunidad académica 
(stakeholders internos), entre los que suelen estar los decanos de 
las facultades y el Presidente o Rector de la Universidad, quién 
normalmente suele presidirlo. 
 
En resumen, la composición y el tamaño de este órgano varía 
según la Universidad, y la proporción de miembros de la 
comunidad universitaria y miembros externos  puede variar 
ampliamente. 
 
En algunas universidades (Neuchâtel, Friburgo y Ginebra), los 
representantes de la comunidad académica en este órgano son 
elegidos por el Senado o Asamblea general. 
 
En aquellas universidades en las que su Consejo de Universidad se 
asemeja a los Consejos de Administración y cuya composición es 
más variada y diversa, sus miembros suelen ser designados 
políticamente (por los propios gobiernos cantonales). 
Generalmente 4 años 
Equipo rectoral-
 
Generalmente compuesto por el Rector o Presidente y sus 
En algunos casos, los vicerrectores son seleccionados por el 
Senado, mientras que en otros casos es el Rector quién los 
4 años 
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presidencial/ 
Consejo 
ejecutivo 
vicerrectores o vicepresidentes (normalmente de 2 a 6 
miembros), y el Administrador de la Universidad. 
 
designa. 
Rector/ 
Presidente 
- 
 
El Presidente o Rector suele proceder generalmente de la 
comunidad académica (ya sea de la propia Universidad o de otras 
instituciones externas). No obstante, en algunas universidades el 
Presidente es reclutado fuera del mundo académico o 
universitario. 
Aunque los candidatos a la Presidencia son en muchas 
universidades elegidos por el Senado o Asamblea general, o por el 
Consejo de Universidad, generalmente son nombrados por el 
poder político (gobiernos de los cantones). 
Concretamente, en seis casos (Berna, Friburgo, Ginebra, Lausana, 
Neuchâtel y San Galo) es el poder político (el Consejo estatal o el 
Consejo federal) quien designa y/o nombra a los presidentes de 
las universidades, en la mayoría de los casos siguiendo la 
propuesta que hace la comunidad académica. En el resto de casos, 
los presidentes son elegidos y nombrados por el Consejo de 
Universidad (USI y Zúrich) o el Senado (Basel y Lucerna). 
En aquellas universidades dónde el poder político es quien decide 
el nombramiento de sus rectores, algunos gobiernos cantonales 
poseen a su vez capacidad revocatoria para rescindir o suspender 
su mandato de gobierno, lo que evidencia el alto grado de 
intervencionismo político que ejercen las autoridades políticas 
cantonales sobre el sistema de gobierno de las universidades. 
 
Generalmente 4 años 
–renovables- (aunque 
en algunas 
universidades suizas 
suelen comprender 
de 2 a 6 años por 
ejemplo). 
*Órganos de representación y gobierno que en su composición incluyen (parcialmente o en su totalidad) a miembros externos.  
x: solo está presente en algunas universidades.  
 
Fuente: elaboración propia a partir de diversas fuentes de información primaria (legislación y documentos oficiales) y secundaria (informes, estudios de caso, investigaciones empíricas) 
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Figura 3.4. Sistema de Gobierno Universitario de Alemania 
 
 
 
 
 
 
 
 
En algunos estados, es el poder político quién designa (y/o valida) a los 
presidentes/rectores de las universidades x 
Comunidad 
universitaria 
(tres sectores: 
PDI, estudiantes 
y staff no 
académico) 
PRESIDENTE/RECTOR 
Consejo ejecutivo o presidencial** 
(Presidente/Rector, 
Vicepresidentes/rectores, y Canciller) 
 
Senado académico 
/Asamblea** 
- Presidente/Rector;  
- Decanos de facultades x 
- Representantes del PDI –son la 
mayoría-;  
- Representantes de los  
estudiantes; 
- Representantes del staff  no 
académico. 
 
Consejo de Universidad* 
- Presidente/Rector y 
vicepresidentes/rectores x;  
- Miembros externos (al menos 
el 50%); 
- Representantes de la 
comunidad universitaria (en 
algunas universidades). 
 
 
 
Poder político 
(länder) 
Otras estructuras 
organizativas 
internas –
intermedias e 
inferiores- (Consejos 
de Facultad, 
departamentos)  
Leyenda: 
       Órganos ejecutivos de gobierno universitario                                                        Elección 
 Órgano representativo                                   Stakeholders internos**                  Propuesta/Designación 
          Órgano de control y supervisión                 Stakeholders externos*                   Validación/Confirmación/Nombramiento 
  X: quién preside el órgano                            x: se produce en algunas universidades y/o estados.                     
 
 
Los miembros internos suelen ser generalmente miembros electos del Senado académico x 
Vicepresidentes 
Representantes 
del PDI, staff no 
académico y 
estudiantes 
CANCILLER 
Vicepresidentes x 
En algunos estados 
el gobierno federal 
es quién designa a 
sus miembros x 
Vicepresidentes x 
Representantes 
del staff 
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Figura 3.5a. Sistema de Gobierno Universitario de Bélgica (comunidad flamenca) 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Poder político  
Órgano electoral 
(miembros de 
todos los niveles 
organizativos 
internos) 
Leyenda: 
       Órganos ejecutivos de gobierno universitario                                                        Elección 
 Órgano representativo                                  Stakeholders internos **                 Propuesta/Designación 
          Órgano de control y supervisión               Stakeholders externos *                    Validación/Confirmación/Nombramiento 
  X: quién preside el órgano                           *: se produce en algunas universidades  
 
 
RECTOR** 
Consejo ejecutivo de gobierno** 
- Rector y vicerrectores; 
- Administradores seniors  de la Universidad; 
- Representantes del personal académico y no académico, y de 
los estudiantes*;  
- Decanos de facultades (miembros invitados)*; 
Consejo académico** 
- Rector;  
- Administrador general e 
integrantes de la Oficina 
general; 
- Decanos de las facultades 
- Representantes del PDI, 
- Representantes de los 
estudiantes;  
- Representantes del staff no 
Consejo de gobernadores* 
- Rector;  
- Administrador general e 
integrantes de la Oficina general; 
- Miembros externos; 
- Representantes del personal 
académico y no académico, y de 
los estudiantes*;  
 
Propone una lista de candidatos 
Propone una lista de candidatos 
a representantes Miembros 
externos* 
Propone una lista de candidatos 
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Figura 3.5b. Sistema de Gobierno Universitario de Bélgica (comunidad francófona) 
 
 
 
 
 
 
 
 
Leyenda: 
       Órganos ejecutivos de gobierno universitario                                                         Elección 
 Órgano representativo                                   Stakeholders internos**                   Propuesta/Designación 
          Órgano de control y supervisión               Stakeholders externos*                     Validación/Confirmación/Nombramiento 
  X: quién preside el órgano                            *: se produce en algunas universidades 
 
 
RECTOR/PRESIDENTE 
Consejo rector/Consejo ejecutivo de gobierno* 
- Rector y vicerrectores; 
- Administradores seniors  de la Universidad; 
- Representantes del personal académico y no académico, y de 
los estudiantes*;  
- Miembros externos*. 
Consejo académico** 
- Rector; 
- Representantes del profesorado, 
- Representantes de los 
estudiantes –en torno al 20%-;  
 
Consejo de 
directores/administración* 
- Rector y vicerrectores; 
- Representantes del personal 
académico -16-;  
- Representantes del staff no 
académico -3-; 
- Representantes de los 
estudiantes -7-;  
- Miembros externos -7-. 
 
 
Poder político  
Propone una lista de candidatos 
Dependiendo de las universidades, propone una lista de candidatos a representantes de la comunidad 
universitaria (que posteriormente son designados por el Consejo ejecutivo), o los elige directamente. 
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Figura 3.6. Sistema de Gobierno Universitario de España 
 
 
 
 
 
 
 
designa 
Comunidad 
universitaria 
(tres sectores: 
PDI, estudiantes 
y PAS) 
Poder político 
(Estado y 
Comunidades 
autónomas) RECTOR** 
Consejo de Dirección** 
(Rector, Vicerrectores, Secretario 
general y Gerente) 
 
Vicerrectores, Sec. 
General y Gerente 
Representantes 
del PDI, PAS y 
estudiantes 
También 
puede elegir 
al Rector Consejo de gobierno* 
- Rector y Vicerrectores; 
- Secretario general y 
Gerente; 
- Un máx. de 50  miembros: 
Representantes del 
Claustro universitario (PDI, 
PAS y estudiantes), 
Representantes del 
Consejo social (3 no 
académicos), 
Decanos de facultades, 
Directores de 
departamentos. 
-  
Miembros externos 
que se integran en 
el Consejo Social 
Presidente y 
algún miembro 
externo* 
Representantes de 
la comunidad 
universitaria 
Representantes del Claustro Universitario 
(de los tres sectores) 
Representantes de los decanos de 
facultades y directores de departamentos 
Leyenda: 
       Órganos ejecutivos de gobierno universitario                                                        Elección 
 Órgano representativo                                   Stakeholders internos**                  Propuesta/Designación 
          Órgano de control y supervisión                 Stakeholders externos*                   Validación/Confirmación/Nombramiento 
  X: quién preside el órgano                           x: se produce en algunas universidades 
 
Miembros 
externos 
 
Otras partes 
interesadas 
externas   
Otras estructuras 
organizativas 
internas –
intermedias e 
inferiores- (Consejos 
de Facultad, 
departamentos)  
Consejo social* 
- Rector;  
- Secretario general y Gerente; 
- Miembros externos; 
- Representantes de la 
comunidad universitaria (1 PDI, 1 
PAS y 1 estudiantes). 
 
Claustro universitario** 
- Rector;  
- Secretario general y Gerente; 
- Un máx. de 300 miembros: 
Representantes del PDI -51% 
PDI permanente-, 
Representantes de los 
estudiantes, 
Representantes del PAS. 
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Figura 3.7. Sistema de Gobierno Universitario de Francia 
 
 
 
 
 
 
 
 
Comunidad 
universitaria 
(estudiantes, 
académicos y 
staff no 
académico) 
estudiantes y 
PAS) 
PRESIDENTE 
Consejo ejecutivo o equipo 
presidencial** 
(Presidente, Vicepresidentes, y algunos 
miembros del Consejo de administración x) 
 
Consejo académico* 
- En torno a 40 miembros: 
Presidente y Vicepresidentes 
Representantes del PDI -
60/80%-, 
Representantes de los 
estudiantes -10/15%-, 
Representantes del personal 
no académico -10/15%-, 
Miembros externos -10/15%-. 
 
Consejo de administración* 
- En torno a 20-30 miembros: 
   Presidente y Vicepresidentes 
Representantes del PDI –de 8 
a 14 miembros-, 
Representantes de los 
estudiantes –de 3 a 5 
miembros-, 
Representantes del personal 
no académico –de 2 a 3 
miembros-, 
Miembros externos –de 7 a 8 
miembros-. 
 
 
Poder político 
(Estado y 
autoridades 
locales) 
Leyenda: 
       Órganos ejecutivos de gobierno universitario                                                        Elección 
 Órgano representativo                                   Stakeholders internos**                  Propuesta/Designación 
          Órgano de control y supervisión                Stakeholders externos*                    Validación/Confirmación/Nombramiento 
  X: quién preside el órgano                            x: se produce en algunas universidades 
 
 
Miembros externos  
Representantes 
del personal 
académico y no 
académico, y de 
los estudiantes 
Miembros externos  
Es elegido por los 
miembros electos que 
integran este órgano  
Vicepresidentes  
Vicepresidentes x  
Representantes de la 
comunidad universitaria 
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Figura 3.8. Sistema de Gobierno Universitario de Italia 
 
 
 
 
 
 
 
 
Comunidad 
universitaria 
(profesores, 
estudiantes y 
staff no 
académico) 
Leyenda: 
       Órganos ejecutivos de gobierno universitario                                                        Elección 
 Órgano representativo                                   Stakeholders internos**                  Propuesta/Designación 
          Órgano híbrido                      Stakeholders externos*                     Validación/Confirmación/Nombramiento 
  X: quién preside el órgano                                          
 
 
Senado académico 
- 35 miembros: 
Rector; 
Representantes del 
profesorado (mínimo 2/3); 
Representantes de los 
estudiantes (mínimo 15%); 
Decanos de las facultades; 
Directores de departamentos 
(1/3 del profesorado). 
 
Otras estructuras 
organizativas 
internas –inferiores- 
(Consejos de 
departamentos)  
Representantes de 
los departamentos 
RECTOR 
Consejo de administración 
- 11 miembros: 
Rector y Administrador de la 
Universidad; 
Representantes del profesorado; 
Representantes de los estudiantes 
(15%); 
Representantes del personal no 
académico (2-4 miembros); 
Miembros externos (1-2 
miembros). 
 
Poder político 
(Estado y 
gobiernos 
regionales) 
Miembros 
externos 
Representantes de la comunidad universitaria   
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Figura 3.9. Sistema de Gobierno Universitario de Países Bajos  
 
 
 
 
 
 
 
 
RECTOR 
Consejo ejecutivo de 
gobierno** 
(Rector, Presidente, y 
Vicepresidente) 
 
Consejo de Universidad** 
- 24 miembros: 
Representantes del PDI –50%-;  
Representantes de los  
estudiantes -50%-. 
 
Consejo de administración o 
Consejo guardián* 
- 5 miembros laicos/externos 
 
Comunidad 
universitaria 
(estudiantes y 
profesores) 
 
Poder político 
(Estado) 
Otras estructuras 
organizativas 
internas –
intermedias e 
inferiores- (Consejos 
de Facultad, 
departamentos)  
Leyenda: 
       Órganos ejecutivos de gobierno universitario                                                        Elección 
 Órgano representativo                                   Stakeholders internos**                  Propuesta/Designación 
          Órgano de control y supervisión                Stakeholders externos *                   Validación/Confirmación/Nombramiento 
  X: quién preside el órgano                                          
 
 
Representantes de los decanos de 
facultades 
Representantes 
académicos y 
estudiantes 
PRESIDENTE 
Consejo senior de dirección** 
- Rector;  
- Presidente y  Vicepresidente; 
- Decanos de facultades; 
-Otros managers y 
administradores seniors de la 
Universidad 
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Figura 3.10. Sistema de Gobierno Universitario de Portugal  
 
 
 
 
 
 
 
 
RECTOR 
Consejo ejecutivo directivo o Equipo 
rectoral** 
(Rector, vicerrectores y prorectores, y 
administrador general de la Universidad). 
Senado académico** x  
- Rector y vicerrectores, 
- Administrador general, 
- Presidentes de las asociaciones de 
estudiantes,  
- Responsables de centros integrados o 
asociados, 
- Otros responsables intermedios de las 
universidades (decanos de facultades),   
- Representantes de la comunidad 
universitaria (PDI, staff no académico y 
estudiantes). 
Consejo General* 
- De 15 a 35 miembros 
Representantes del PDI; 
Representantes de los 
estudiantes; 
Representantes del staff  no 
académico; 
Miembros externos –al menos 
el 30%-. 
 
Comunidad 
universitaria 
(PDI, estudiantes 
y staff no 
académico) 
 
Poder político 
(Estado) 
Otras estructuras 
organizativas internas 
–intermedias e 
inferiores- (Consejos 
de Facultad,  Consejos 
de departamentos)  
Leyenda: 
       Órganos ejecutivos de gobierno universitario                                                         Elección 
 Órgano representativo                                   Stakeholders internos **                  Propuesta/Designación 
          Órgano de control y supervisión                Stakeholders externos *                   Validación/Confirmación/Nombramiento 
  X: quién preside el órgano                            x: se produce en algunas universidades 
 
 
Representantes del profesorado (se eligen por facultades) 
Consejo de administración* x 
- Miembros externos (su 
composición suele ser reducida). 
 
Miembros 
externos 
Representantes 
de la comunidad 
universitaria 
En algunas universidades 
configuradas como fundaciones 
públicas  x 
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Figura 3.11. Sistema de Gobierno Universitario de Reino Unido  
 
 
 
 
 
 
 
 
VICECANCILLER* 
Senado/Consejo académico* 
- De 30 a 40 miembros: 
 Vicecanciller y/o Presidente, 
 (Pro) Vicecancilleres; 
 Administradores seniors de la 
Universidad; 
 Directores de departamentos, 
facultades y colleges asociados; 
 Representantes del profesorado; 
- Representantes de los estudiantes; 
 Representantes del staff  no 
académico académico; 
 Representantes de los  estudiantes; 
Consejo de Universidad o 
Consejo de administración* 
- De 10 a 30 miembros: 
Vicecanciller*, 
Miembros externos, 
Representantes de la 
comunidad universitaria (en 
algunas universidades)*, 
Representantes de colleges. 
 
Comunidad 
universitaria 
(estudiantes y 
profesores) 
 
Otras estructuras 
organizativas 
internas   
Leyenda: 
       Órganos ejecutivos de gobierno universitario                                                        Elección 
 Órgano representativo                                   Stakeholders internos**                  Propuesta/Designación 
          Órgano híbrido (tiene funciones directivas)         Stakeholders externos*                    Validación/Confirmación/Nombramiento 
  X: quién preside el órgano                           x: se produce en algunas universidades                      
 
 
 
Representantes  
de los estudiantes 
y el staff 
CANCILLER/PRESIDENTE* 
Equipo senior de dirección/Consejo 
ejecutivo de gobierno** 
(Vicecanciller, Canciller/Presidente, pro-
vicecancilleres, decanos de facultades* y 
administradores seniors). 
Representantes 
académicos y 
estudiantes 
En algunas universidades de Escocia son los estudiantes quiénes eligen al Rector 
Corte universitaria x * 
- Entre 50 y 400 miembros 
 Rector/Presidente*, 
Miembros externos; 
Representantes de la 
comunidad universitaria. 
 
Representantes de la 
comunidad universitaria 
En las universidades que poseen este 
órgano, es quién designa al Canciller o al 
Rector* 
Miembros externos 
Representantes 
de la comunidad 
universitaria 
RECTOR* ** 
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Figura 3.12. Sistema de Gobierno Universitario de Suiza 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
RECTOR/PRESIDENTE 
Equipo rectoral-presidencial/Consejo ejecutivo 
(Rector/Presidente, Vicerrectores y un Director 
administrativo) 
Senado académico/ 
Asamblea general 
- Presidente o Rector y 
vicerrectores-presidentes x:; 
- Decanos de facultades x:; 
- Representantes del 
profesorado; 
- Representantes de los 
estudiantes; 
- Representantes del staff no 
académico. 
Consejo de Universidad 
- Presidente o Rector x:; 
- Decanos de facultades x:; 
- Representantes del 
profesorado x:; 
- Representantes de los 
estudiantes x:; 
- Representantes del personal 
no académico x:; 
- Miembros externos. 
 
Comunidad 
universitaria 
(profesores y 
estudiantes) 
 
Poder político 
(gobiernos 
cantonales) 
Leyenda: 
       Órganos ejecutivos de gobierno universitario                                                        Elección 
 Órgano representativo                                   Stakeholders internos**                  Propuesta/Designación 
          Órgano de control y supervisión                Stakeholders externos*                    Validación/Confirmación/Nombramiento 
  X: quién preside el órgano                         x: se produce en algunas universidades                 
 
 
Miembros 
externos x 
Representantes de la comunidad universitaria* 
En algunas 
universidades 
selecciona (o valida en 
el caso de otras) al 
Rector/Presidente  x 
El rol del poder político en el procedimiento de selección del 
Rector/Presidente varía según  los cantones: desde la 
designación o nombramiento hasta la validación o confirmación. 
el poder político es quién nombra, designauin algunas 
universidades seleccionan al Rector/Presidente* 
En algunas 
universidades 
selecciona al 
Rector/Preside
nte x 
En algunas 
universidades 
selecciona a los 
vicerrectores x 
Vicerrectores x 
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Cuadro resumen 3. Funciones y atribuciones institucionales de los órganos de gobierno universitario en el contexto europeo 
Sistema de gobierno 
universitario (país) 
Órgano de 
representación 
y/o gobierno 
Funciones principales            Resumen de atribuciones y responsabilidades 
 
Alemania 
 
*Las tareas y 
responsabilidades que 
desempeña cada uno de 
los órganos de 
representación y gobierno, 
varía entre los diversos 
estados e incluso entre 
universidades, 
dependiendo de la 
legislación que exista en 
cada Länder y según los 
reglamentos internos de 
cada Universidad. 
Senado 
académico 
-Representación 
universitaria 
- Función consultiva 
- Función electiva 
- Potestad normativa 
 
 
- Como principal órgano académico representa los intereses y preferencias de los profesores e investigadores, del personal técnico-
administrativo y de los estudiantes. 
- Su capacidad decisional se ha visto debilitada en detrimento de otras estructuras, y su función actual es principalmente consultiva.  
- No obstante, como autoridad académica toma parte en todas aquellas decisiones relativas la investigación y la docencia, incidiendo 
en la orientación estratégica de la Universidad en estas materias. 
- Normalmente solo pueden realizar recomendaciones, aunque dependiendo de los estados y las propias universidades, también tiene 
capacidad decisional propia en diversos ámbitos organizacionales. 
- Es responsable de la aprobación de aquellas resoluciones que afectan directamente al desarrollo de la Universidad, entre las que se 
incluyen los planes de equipamiento o el establecimiento de principios básicos aplicables a la instrucción, los estudios y la 
investigación científica de la Universidad. 
- Promulga los estatutos que regulan la organización y funcionamiento de la Universidad, y sus enmiendas, así como otras regulaciones 
que afectan al conjunto de la Universidad o a sus órganos centrales 
- Define las principales áreas de investigación que son de interés para la Universidad.             
- Participa en la elaboración del presupuesto –proceso de planificación anual-, la elaboración de los planes estratégicos,  en el diseño y 
organización de los cursos de estudios universitarios (y las plazas disponibles) o en los procesos de reclutamiento de profesores 
(adopta las propuestas de los departamentos para el nombramiento de los profesores).  
- En muchas universidades, sus miembros eligen (y/o ratifican) al Presidente-Rector y a los Vicepresidentes de la Universidad. 
 
Consejo de 
Universidad*  
- Representación de 
stakeholders internos y 
externos.  
- Supervisión y control 
- Dirección estratégica x 
- Función consultiva  
- Función electiva 
 
 
 
- Dependiendo de la Universidad y/o el länder dónde se encuentre, su rol varía, comportándose generalmente como un mero órgano 
consultivo o como un órgano supervisor y de control de la estructura ejecutiva. No obstante, en algunos casos (región de Renania del 
Norte) sí que actúa como un órgano decisor con poderes competenciales sustanciales (e.g. capacidad de veto sobre algunas 
cuestiones). 
- En algunas universidades también se comporta como un órgano que actúa como embajador que representa institucionalmente a la 
Universidad en el exterior. 
- Normalmente sus responsabilidades suelen incluir la elaboración del presupuesto de la Universidad, la aprobación de los estatutos 
internos, el establecimiento, modificación y eliminación de las unidades organizacionales, así como la gestión de asuntos y materias 
tradicionalmente gestionadas por el Estado y que ahora han sido delegadas a las universidades (e.g. políticas de contratación de 
personal o distribución de recursos).  
- En algunas universidades, también es responsable del desarrollo estratégico de la Universidad. 
- En sus labores consultivas, suele hacer recomendaciones y asesorar al Consejo ejecutivo y al resto de estructuras decisionales en 
cuestiones relativas al desarrollo de la institución y a la integración regional de la Universidad. 
- En algunos casos es responsable además de la elección del Canciller, el Rector-Presidente y a veces de los vicepresidentes. 
 
Gobierno 
ejecutivo o 
- Gobierno ejecutivo 
- Dirección 
- Es el principal órgano responsable de la gestión de la Universidad. 
 - Aprueba el presupuesto y publica las directrices relativas a la administración económica y presupuestaria. 
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Consejo 
presidencial 
 
-Administración 
económico-financiera 
- Tiene potestad para realizar sugerencias y recomendaciones relativas al establecimiento, modificación y eliminación de las unidades 
organizativas, la propuesta de planes estructurales y de desarrollo. 
- Es responsable de la implementación de determinadas resoluciones que aprueba el Senado académico. 
 
Presidente-Rector 
-Representación 
académica 
- Liderazgo 
- Dirección y gobierno 
- Función de designación 
 
- Representa a la Universidad como órgano corporativo de los académicos. 
- Sus poderes competenciales se han visto fortalecidos, y muchas de las decisiones que adoptan ya no requieren la aprobación de 
otros órganos. 
- Es responsable de fijar las directrices de gobierno junto al Consejo Ejecutivo. 
- En algunos estados aprueba el nombramiento de los profesores y en otros tiene mayor capacidad de influencia incluso en los 
procesos de reclutamiento y contratación del profesorado. 
 
Canciller/Rector 
honorario 
-Representación 
institucional 
- Liderazgo 
 
- Como máximo responsable de la administración universitaria (de los servicios que presta y de su presupuesto) representa a la 
Universidad como entidad de servicio público. No obstante, su rol es meramente simbólico. 
- Tiene a su vez responsabilidades en materias de desarrollo institucional, desarrollo de los cursos que se ofertan, la implementación 
de los sistemas y procesos de evaluación, la gestión del personal y las relaciones públicas. 
 
Bélgica (CF: 
Comunidad 
flamenca, y CFr: 
Comunidad 
francófona) 
Consejo 
académico 
 (CF y CFr) 
CF y CFr: 
-Representación 
universitaria 
- Función consultiva 
- Función electiva 
 
CF: 
- Actúa como el principal órgano colegiado de representación de la Universidad. 
- Determina y coordina la política de educación, investigación y servicios científicos.  
- Organiza la elección del rector y designa a los integrantes de la Oficina General.  
- Realiza labores consultivas para el Consejo de Directores y para el Consejo ejecutivo, bien a iniciativa propia o a petición de dichos 
órganos y en materias de su competencia (e.g. políticas de personal, gestión financiera y regulaciones). 
 
CFr: 
- Posee responsabilidades en todas aquellas cuestiones académicas relativas a la Universidad, tales como la posibilidad de crear 
nuevas facultades, institutos de investigación o centros mixtos.  
- Es el órgano que presenta las listas necesarias para la designación del Rector y del Vicerrector, y para la elección de sus 
representantes en el Consejo de administración. 
 
Consejo de 
gobernadores o 
directores*  
(CF y CFr) 
 
CF:  
-Representación 
institucional 
-Administración 
económico-financiera y 
gobierno 
- Dirección estratégica 
- Función consultiva 
- Potestad normativa 
- Función electiva 
 
CF: 
- En algunas universidades se comporta como un verdadero Consejo de Administración que lo convierte en el principal órgano decisor 
dada su intervención en múltiples áreas estratégicas.  
- Es responsable de la administración de la Universidad a la que institucionalmente representa en el exterior. 
- Entre sus principales responsabilidades se encuentran el diseño y dirección de la política universitaria general o la gestión financiera. 
- Asimismo, actúa como órgano regulador general de la Universidad, que establece los procedimientos y normas de régimen interno 
relativas a la docencia, la investigación y todas aquellas regulaciones estructurales relativas al personal y los estudiantes, siempre bajo 
la asesoría del Consejo Académico. Determina también la estructura y organización de la Universidad. 
- Es el órgano que tiene capacidad decisional sobre aspectos estratégicos como el diseño de la misión de la Universidad y las 
estrategias (velando además por su cumplimiento), el desarrollo de programas de estudios y de investigación, las políticas de dirección 
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CFr: 
-Representación de 
stakeholders internos y 
externos 
- Supervisión y control 
- Función consultiva 
de recursos humanos (reclutamiento, designación, etc.), la distribución interna de recursos o el establecimiento de alianzas y acuerdos 
con organizaciones privadas.  
- Aprueba el presupuesto y el informe anual que elabora el Consejo ejecutivo. 
- Además elabora recomendaciones para la orientación, organización y coordinación de la docencia y la investigación científica de la 
Universidad. 
 
CFr: 
- Se encarga de decidir la organización del calendario académico, los cursos, las clases y las prácticas de las asignaturas; de designar al 
PDI; de fijar el contenido del trabajo docente y científico del profesorado. 
 
(1) Consejo 
ejecutivo de 
gobierno (CF) 
 
 
 
 
(2) Consejo rector 
(CFr) 
(1) 
- Gobierno ejecutivo 
- Dirección estratégica 
- Función electiva 
 
- Es el principal órgano ejecutivo responsable de la política universitaria, siendo responsable de la implementación de las decisiones 
que adopta el Consejo de gobernadores. 
- Asume la dirección estratégica de la organización, siendo responsable del establecimiento de la misión, la elaboración de los planes 
estratégicos y el diseño de estrategias organizativas. 
- Elabora el presupuesto de la Universidad y un informe anual de las actividades que desarrolla. 
- Es responsable de la introducción de nuevos programas docentes, la gestión de los RRHH, la distribución interna de recursos o el 
establecimiento de alianzas y convenios con organizaciones privadas. 
- Establece las regulaciones orgánicas de la Universidad, oyendo siempre al Consejo Académico y al Consejo de Gobernadores.  
- También es responsable de algunas políticas y tiene potestad para designar al Rector (al que puede incluso cesar), al Administrador 
General, así como a los miembros del Consejo de Gobernadores y miembros de su oficina general y el Consejo Académico. 
 
(2)  
- Gobierno ejecutivo 
-Administración 
económico-financiera 
- Dirección estratégica 
- Función electiva 
 
- Como máximo órgano ejecutivo ejerce un fuerte liderazgo institucional.  
- Es quién determina las prioridades estratégicas de las universidades. 
- Tiene potestad para presentar propuestas relativas a las designaciones del personal de la Universidad (lectores, tutores, 
investigadores, etc.) y puede designar directamente a otros miembros del personal académico (asistentes, docentes asistentes, 
técnicos, etc.) dentro de los límites que establecen los créditos presupuestarios aprobados por el Ministerio de Educación y acorde a la 
legalidad. También designa a cierto personal administrativo.  
- Gestiona los créditos financieros concedidos a la Universidad, aquellos destinados al pago de los salarios y las diversas aportaciones a 
los diferentes departamentos universitarios. 
- También se encarga de remitir los planes presupuestarios de la Universidad al Ministerio competente. 
 
Rector/Presidente 
CF y CFr: 
- Representación 
- Liderazgo 
- Dirección y gobierno 
 
CF: 
- Es la máxima autoridad de la Universidad. 
- Representa académicamente a la Universidad. 
- Es responsable de las cuestiones administrativas y financieras de la Universidad, así como de su patrimonio. 
 
CFr: 
- Es responsable de la gestión general de la Universidad, y de la administración de todas aquellas cuestiones que la ley no atribuye al 
Consejo Académico.  
- Preside el Consejo de Rectores y ejecuta sus decisiones, y también preside el Consejo Ejecutivo.  
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España 
Claustro 
universitario 
-Representación 
universitaria 
- Supervisión y control 
- Función electiva 
- Potestad normativa 
 
- Es el máximo órgano de representación y control de la comunidad universitaria. 
- Su rol como órgano decisor se ha visto debilitado tras la pérdida progresiva de poderes y competencias (en detrimento del Consejo 
de gobierno)  
- Elabora los estatutos (y sus posteriores modificaciones) que regulan el funcionamiento de la Universidad y vela por el cumplimiento 
de los mismos. 
- Aprueba las líneas generales de actuación de la Universidad y es responsable de la supervisión de la gestión universitaria. 
- En algunas universidades es el órgano que elige al Rector.  
- Dentro de las funciones de control que desempeña, tiene potestad para convocar elecciones a Rector, con carácter extraordinario, a 
iniciativa de un tercio de sus componentes y con la aprobación de dos tercios. 
- En general, se pronuncia y actúa sobre todos aquellos asuntos que afectan a la comunidad universitaria. 
 
Consejo social* 
- Representación de 
stakeholders internos y 
externos. 
- Supervisión y control 
- Función consultiva 
- Función electiva 
- Dinamización socio-
económica 
 
- Es el órgano de participación de la sociedad en la Universidad. 
- Desarrolla principalmente funciones consultivas y de supervisión en los ámbitos de programación y gestión universitaria –económica, 
presupuestaria y patrimonial-. Así, supervisa todas aquellas actividades de carácter económico que desarrollan las universidades, así 
como el rendimiento de sus servicios, emitiendo informes y recomendaciones.  
- Participa en la aprobación del presupuesto y de la programación plurianual de la Universidad, así como en las cuentas anuales de la 
Universidad y las de sus entidades dependientes.  
- Por último, tiene encomendado un rol activo y dinámico en la promoción de las relaciones de colaboración entre la Universidad y su 
entorno cultural, profesional, económico, buscando en último término una mayor participación social en la financiación de la 
universidad.   
 
Consejo de 
gobierno 
- Gobierno ejecutivo 
- Dirección estratégica 
- Administración 
- Potestad normativa 
- Función electiva 
 
- Es el órgano de gobierno de la Universidad, desempeñando un rol fundamental dada la capacidad decisional que posee en asuntos 
estratégicos. 
- Establece las líneas estratégicas y programáticas de la Universidad, así como las directrices y procedimientos para su aplicación, en 
los ámbitos de organización de las enseñanzas, investigación, recursos humanos y económicos. 
- Elabora -y aprueba- los presupuestos (y las posteriores modificaciones presupuestarias) y la programación plurianual de la 
Universidad. 
 
Consejo de 
dirección 
- Gobierno ejecutivo 
-Dirección y 
administración 
- Función consultiva 
- Es el órgano que asesora y asiste al Rector en el ejercicio de sus responsabilidades de dirección, gobierno y gestión de la Universidad. 
Rector 
-Representación 
institucional y 
académica 
- Liderazgo 
- Dirección y gobierno 
- Función electiva 
- Es la máxima autoridad académica de la Universidad y ostenta la representación institucional de ésta en la sociedad. El incremento 
progresivo de atribuciones competenciales ha fortalecido su poder ejecutivo. 
- Ejerce la dirección, gobierno y gestión de la Universidad, desarrolla las líneas de actuación aprobadas por los órganos colegiados 
correspondientes y ejecuta sus acuerdos.  
- Le corresponde cuantas competencias no sean expresamente atribuidas a otros órganos. 
- Tiene competencia exclusiva además para elegir libremente a su equipo de gobierno (vicerrectores), al Secretario General y al o la 
Gerente (en este último caso de acuerdo con el Consejo Social). Nombra también a otros administradores y cargos unipersonales de la 
Universidad. 
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Francia 
Consejo 
académico* 
-Representación de 
stakeholders internos y 
externos 
- Función consultiva 
- Supervisión y control 
- Tras la última reforma universitaria, se ha debilitado como órgano decisor y su  rol actual es principalmente consultivo. 
- Cómo órgano deliberativo, debate sobre determinados asuntos sobre los que el Consejo de administración es finalmente 
responsable. 
- Realiza recomendaciones al Consejo de administración en aquellas materias relativas a la política científica (tiene autoridad en todo 
aquello que tenga impacto científico y académico), y es consultado para la creación, diseño o modificación de planes docentes, 
programas de formación, investigación o para el establecimiento de contratos de investigación. Actúa como cuerpo intermedio entre 
los colectivos investigadores y docentes. 
- Recientes reformas les han concedido nuevas competencias en materia de personal técnico, con las que asumen nuevas 
responsabilidades sobre reclutamiento y dirección de personal técnico y académico o gestión de bienes inmuebles. 
- Es responsable de la supervisión de aquellos procedimientos y materias relacionadas con el reclutamiento, designación y 
organización de las carreras académicas del personal docente e investigador de las universidades. 
 
Consejo de 
administración* 
- Representación de 
stakeholders internos y 
externos 
- Dirección estratégica 
- Gobierno  
-Administración 
financiera y gestión de 
recursos 
- Potestad normativa 
 
- Su rol como órgano decisor se ha visto fortalecido recientemente. 
- Actúa como un órgano pleno de gobierno, que tiene capacidad decisional sobre todos aquellos aspectos relativos a la organización y 
funcionamiento de la Universidad.  
- Define las políticas universitarias, los objetivos organizacionales generales y las líneas estratégicas de la Universidad. 
- Es responsable del establecimiento de nuevos contratos, la adopción de normativas universitarias, y coordina la actividad del 
profesorado. 
- Aprueba los estatutos internos de la Universidad y todas aquellas regulaciones relativas a la organización interna, y los presupuestos. 
Ratifica también aquellas convenciones y acuerdos firmados por el Presidente de la Universidad (con la autoridad del Estado por ej.). 
- Es responsable de la asignación interna de recursos (materiales y humanos). 
- Es responsable de la adopción de medidas disciplinarias con respecto al personal académico y los estudiantes. 
 
Consejo 
ejecutivo/Equipo 
presidencial 
- Gobierno ejecutivo 
-Dirección y 
administración 
- Es el órgano que asesora y asiste al Presidente en el ejercicio de sus responsabilidades de dirección, gobierno y gestión de la 
Universidad. 
Presidente 
-Representación 
institucional  
- Liderazgo 
- Dirección y gobierno 
- Función electiva 
 
- Es el representante oficial de la Universidad, siendo responsable de su dirección y administración. 
- Su poder ejecutivo se ha visto sustancialmente incrementado debido a una mayor concentración de las competencias y 
responsabilidades que posee.  
- Define las orientaciones y prioridades de la Universidad, y posee capacidad decisional sobre ámbitos estratégicos diversos. 
- Ejerce sus responsabilidades sobre las cuentas, ingresos y gastos que tiene la Universidad, los cuales supervisa. Posee poderes 
discrecionales limitados para asignar internamente recursos (destinados a investigación) según las prioridades y criterios que 
establezca. 
- Tiene autoridad sobre todo el personal académico y no académico (a quién también designa) y dispone de un amplío margen de 
autonomía decisional en la gestión de los RRHH (reclutamiento de staff académico) o en la organización interna de la Universidad 
(cierre de departamentos y unidades de investigación).  
- Es responsable del mantenimiento del orden y el cumplimiento de la ley, y habitualmente actúa como mediador institucional de los 
conflictos internos que tienen lugar en la Universidad. 
- Desempeña un rol fundamental en las negociaciones políticas (e.g. acuerdos presupuestarios y de financiación universitaria vía 
contratos programa) con el Estado y/o con otros stakeholders. 
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Italia 
Senado 
académico 
-Representación 
universitaria 
- Supervisión y control 
- Potestad normativa 
- Función consultiva 
- Función electiva 
- Es el máximo órgano de representación de la comunidad universitaria, y su principal función es la coordinación de las distintas 
estructuras que constituyen la Universidad. 
- Cómo órgano involucrado en la administración general de la Universidad, dirige y programa el desarrollo de la Universidad, y 
supervisa/controla el funcionamiento general de la Universidad. 
- Participa activamente en la gestión de los recursos de la Universidad, incluida la distribución interna de recursos (humanos y 
materiales). 
- Colabora con el Rector en la dirección, orientación y coordinación de las actividades científicas y docentes (fija por ej. la cuantía de 
las tasas de matrícula), y con el Consejo de administración en la dirección estratégica de la organización académica. 
- En algunas universidades es quién establece los estatutos que regulan la organización y funcionamiento interno de la Universidad, así 
como todas aquellas enmiendas modificatorias (también de la restante normativa académica). 
-  Es encargado de elaborar  recomendaciones, propuestas e instrucciones (de obligado cumplimiento) sobre aspectos relacionados 
con la docencia, la investigación y los servicios para los estudiantes. Formula a su vez dictámenes y propuestas para mejorar la gestión 
del PDI. 
- Aprueba las regulaciones universitarias. 
- Posee cierta autonomía organizacional para establecer, modificar o cerrar cursos, departamentos y otras estructuras de 
investigación. 
- Su competencia más destacada es la capacidad de control que posee sobre el ejecutivo, ya que puede presentar una moción de 
censura al Rector de la Universidad. 
- Elige además a los miembros de la comunidad universitaria que integran el Consejo de administración. 
 
Consejo de 
administración* 
-Representación de 
stakeholders internos y 
externos. 
-Administración 
económico-financiera 
- Dirección estratégica 
- Potestad normativa 
- Es responsable de la gestión administrativa, económica y financiera de la Universidad (es quién gestiona y controla los activos y 
recursos económico- financieros). Sus principales funciones son regulatorias, de supervisión y control de la gestión administrativa, 
económica y patrimonial de la Universidad. 
- Define las normas que regulan los aspectos administrativos, financieros y contables de la Universidad. 
- En la mayoría de las universidades, también es el máximo responsable de la planificación estratégica de la Universidad. 
- Opera coherentemente de acuerdo a las decisiones políticas y criterios relativos al uso de los recursos que establece el Senado 
académico, y buscando siempre la mejora de la eficiencia y la calidad institucional de las actividades que desarrolla la Universidad. 
- Es también responsable de la planificación y gestión del personal técnico y administrativo. 
- Aprueba el presupuesto, las cuentas anuales y la hoja de balance de la Universidad. También las contribuciones económicas de los 
estudiantes. 
- Otras de las responsabilidades que ejerce este órgano se solapan con las del Senado académico.  
 
Rector 
-Representación 
institucional  
- Liderazgo 
- Dirección y gobierno 
ejecutivo 
- Función electiva 
- Es la máxima autoridad y representa legal e institucionalmente a la Universidad, actuando de vínculo entre ella y la arena política, y 
gestionando las relaciones institucionales con el Ministerio. 
- Su rol se ha visto incrementado tras las últimas reformas que le han dotado de mayores poderes competenciales y le han asignado 
nuevos instrumentos y mecanismos de dirección (sistemas de evaluación, mecanismos de financiación), lo que ha transformado su 
perfil managerial. 
- Entre sus responsabilidades se incluyen la promoción e implementación de las políticas universitarias, la iniciativa y coordinación de 
las actividades científicas y de docencia, siendo el máximo responsable de que los servicios que presta la Universidad cumplan con los 
objetivos de calidad, eficacia, eficiencia y transparencia. 
- Participa activamente en la elaboración y presentación de la planificación estratégica y la programación económico-financiera.  
- Tiene cierta capacidad decisional en el ámbito de la política  de RRHH (e.g. fija las nuevas plazas académicas que salen en 
cooperación con el senado, e interviene en las decisiones relativas a la contratación y promoción de profesorado). 
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Países Bajos 
Consejo de 
Universidad 
-Representación 
universitaria 
- Supervisión y control 
- Función consultiva 
- Progresivamente ha ido perdiendo sus principales responsabilidades (e.g. ya no intervienen en la elaboración de los presupuestos de 
la Universidad) y la mayoría de los poderes relativos a los asuntos académicos y no académicos, que  han sido atribuidos a las 
posiciones ejecutivas situadas en los niveles organizativos superiores e intermedios. 
- No obstante, es encargado de controlar la acción de gobierno del ejecutivo (Consejo de Gobierno), aunque en los últimos años su 
función es meramente consultiva (aunque sigue manteniendo ciertos poderes aún limitados legalmente).  
- Suele mantener reuniones regulares con los miembros del Consejo ejecutivo en los que debaten cuestiones puramente académicas. 
En algunas universidades, cada dos años elabora un informe en el que informa sobre aspectos generales. 
- El instrumento de poder más importante que posee (además de su capacidad consultiva) es su capacidad para aprobar o rechazar 
propuestas y medidas que proceden del ejecutivo (las materias o procedimientos suelen estar definidos en los propios estatutos 
internos de las universidades) o también la posibilidad de presentar iniciativas o planes de actuación. 
Consejo de 
administración o 
Consejo 
guardián* 
- Supervisión y control 
- Función consultiva 
-Representación 
institucional 
- Dinamización socio-
económica 
- Función electiva 
- Actúa como órgano supervisor y responde legalmente ante el Ministerio competente en educación universitaria. Muchas de sus 
funciones coinciden con las que poseen los consejos de administración de las corporaciones empresariales. 
- Controla la acción del órgano ejecutivo (Consejo de Gobierno), a quién asimismo asesora y presta apoyo directivo. Vela porque el 
ejecutivo actué conforme a la ley vigente. En los últimos tiempos actúa de una forma más crítica y exigente que la forma en la que 
actuaba en el pasado. 
- Participa en la aprobación de importantes procedimientos y documentos tales como las regulaciones y estatutos internos de 
funcionamiento, el plan organizativo estratégico, el presupuesto y cuentas anuales de la Universidad.  
- Institucionalmente, se comporta como un interlocutor entre el gobierno central (que es quién lo designa y ante quién es 
directamente responsable) y el ejecutivo de la Universidad. 
- Tiene encomendada como función principal la mejora del rol de la Universidad como emprendedor social (o emprendedor público).  
- Es quién selecciona a los miembros del Consejo ejecutivo (Rector, Presidente y Vicepresidente). 
Consejo ejecutivo 
de gobierno 
- Gobierno ejecutivo 
- Dirección estratégica 
-Administración 
económico-financiera 
- Potestad normativa 
- Función electiva 
- Es el órgano ejecutivo principal y es directamente responsable de la gestión y gobierno de la Universidad ante el Consejo de 
administración.  
- Como poder ejecutivo que es, posee la responsabilidad de la dirección y administración de la Universidad como conjunto.  
- Es quien define las estrategias organizacionales de la Universidad. 
- Es el órgano que toma la mayoría de decisiones relevantes para la Universidad y es a su vez el responsable último de las políticas 
institucionales de la Universidad. 
Así, por ejemplo puede tomar la iniciativa en el proceso de creación de nuevos títulos universitarios o la creación de nuevos institutos 
de investigación. 
- Es también responsable de la gestión de las finanzas y presupuestos de la Universidad (los cuales requieren la aprobación por parte 
del Consejo de Administración) y de otros procesos administrativos (tiene cierto poder de actuación en la fijación de los precios de las 
matrículas para estudiantes no europeos), así como de la distribución interna de los recursos.  
- Es su vez encargado de nombrar a los decanos, directores, otros managers académicos y a los profesores.  
Consejo senior de 
dirección  
 
- Función consultiva 
 
- En él, los decanos de las facultades (los cuales a su vez suelen estar agrupados en un Consejo o Comité de decanos) ofrecen 
asesoramiento al Consejo ejecutivo de Gobierno sobre aspectos estratégicos relevantes relacionados con la educación, la investigación 
científica y el sector productivo-empresarial. 
Rector 
-Representación 
académica 
- Liderazgo 
- Las sucesivas reformas de modernización universitaria, han empoderado a tanto a rectores como a presidentes. 
Presidente y 
Vicepresidente 
-Representación 
institucional  
- Liderazgo 
- Dirección y gobierno 
- Junto al Rector, que representa académicamente a la Universidad, conforman el Consejo ejecutivo de dirección que es responsable 
de la gestión y la administración de la Universidad. 
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Portugal 
Senado 
académico/ 
Asamblea 
universitaria x 
 
- Representación 
universitaria 
- Función consultiva 
- Potestad normativa 
 
- En las universidades que todavía existe, presenta una naturaleza consultiva. Adicionalmente se comporta como un órgano de 
representación universitaria (al profesorado, los estudiantes y las facultades). 
- En algunos casos participa en la elaboración, debate y aprobación de los estatutos que regulan la organización y funcionamiento 
interno de la Universidad, y sus posteriores modificaciones. 
- Coordina las actividades de investigación, docencia y los servicios a estudiantes.  
- Puede presentar iniciativas propias sobre asuntos académicos y científicos. 
Consejo general* 
-Representación de 
stakeholders internos y 
externos 
- Supervisión y control 
- Función consultiva 
- Dirección estratégica 
- Función electiva 
 
- Es el órgano de supervisión y control de la Universidad, evaluando las actuaciones que realizan el Rector y el Consejo directivo. 
- Formalmente y tras la última reforma universitaria, se constituye como el principal órgano representativo de la Universidad. 
- Aprueba la planificación estratégica de la Universidad. Aprueba las líneas generales de orientación de la Universidad, los planes de 
desarrollo y otras regulaciones internas (estatutos internos y sus modificaciones). También el presupuesto (previa verificación de las 
cuentas), el informe anual de actividades o el informe financiero. 
- Posee cierta autonomía organizacional ya que tiene capacidad decisional para decidir acerca de la creación y supresión de 
departamentos, unidades de investigación o institutos. 
- En el ámbito estrictamente académico, es responsable de la expedición de títulos universitarios, concede los premios académicos 
(y/o títulos honoríficos) y establece la cuantía de las tasas de matrícula. Asimismo aprueba las propuestas para la creación, suspensión, 
o supresión de títulos universitarios.  
- Puede presentar iniciativas orientadas a la mejora del funcionamiento de la Universidad. 
- Una de sus principales atribuciones competenciales es su potestad electiva, en tanto que es encargado de la elección del Rector de la 
Universidad.  
- Por último, posee autoridad en materia disciplinaria siendo responsable de las cuestiones disciplinarias que suceden en el seno de la 
Universidad. 
Consejo de 
administración* x 
-Representación de 
stakeholders externos 
- Supervisión y control 
-Administración 
económico-financiera 
 
- En las universidades que cuentan con este órgano (generalmente las politécnicas y las que tienen el estatus de fundaciones públicas), 
éste ejerce labores de supervisión y control sobre el Consejo directivo (integrado por el Rector) y el Consejo general. Actúa a su vez 
como órgano que representa a la Universidad en la sociedad. 
- Suele participar en la aprobación de los estatutos internos de la Universidad. 
- Como norma general, suele aprobar algunas de las deliberaciones del Consejo general (e.g. elección del Rector, plan estratégico, 
presupuesto y cuentas anuales, etc.). 
- Por último, también suele proponer o autorizar la adquisición de bienes y/o patrimonio, y todas aquellas operaciones de crédito de la 
Universidad. 
Consejo 
ejecutivo/directiv
o/Equipo rectoral 
 
-Administración 
económico-financiera 
- Supervisión y control 
- Función consultiva 
- Es el órgano de gestión administrativa, y administración de los activos financieros, bienes y recursos –materiales y humanos- de la 
Universidad. Garantiza al mismo tiempo que la Universidad, como entidad de servicio público actúa conforme a la legalidad vigente 
- Asiste al Rector en el ejercicio de sus responsabilidades de dirección y gobierno de la Universidad. 
- Elabora y presenta (en colaboración con el Consejo general) la planificación estratégica y determina las líneas generales de 
orientación de la Universidad, así como su presupuesto y cuentas anuales. 
- Suele además fijar las tasas de los servicios que la Universidad presta. 
Rector 
-Representación 
académica e 
institucional  
- Liderazgo 
- Dirección y gobierno 
ejecutivo 
- Función electiva 
- Es el máximo órgano de gobierno de la Universidad, a la que representa legal e institucionalmente en la sociedad. Ejerce la dirección 
y gobierno de la Universidad. Como responsable ejecutivo, se encarga de la ejecución y desarrollo de las políticas universitarias. 
- Su rol se ha visto fortalecido con las últimas reformas universitarias introducidas. Sus poderes competenciales solo se ven limitados 
por el Consejo general (y por el Consejo de administración en aquellas organizaciones que jurídicamente son fundaciones públicas). 
- Propone las líneas generales de orientación de la vida universitaria, y es responsable de las actividades académicas, administrativas y 
financieras. 
- Dependiendo de la Universidad, tiene atribuciones competenciales en el ámbito de la dirección de RRHH y la asignación interna de 
recursos. 
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- Preside los dos órganos colegiados que configuran el gobierno universitario. 
Reino Unido 
 
*No existe legislación 
nacional alguna que regule 
las estructuras internas de 
gobernanza de las 
universidades. Solo las 
universidades creadas con 
posterioridad a 1992 
tienen definidas en 
diversas leyes de 
educación superior su  
organización y gobierno, 
mientras que las más 
antiguas se rigen por lo 
dispuesto en sus cartas 
fundacionales y estatutos 
internos. 
Por ende, las estructuras 
de gobierno varían 
bastante entre sí, siendo 
sus competencias fijadas y 
limitadas en las normas 
internas de cada 
Universidad. Además, 
existen notables 
diferencias entre las 
universidades de 
Inglaterra, Escocia, Gales o 
Irlanda del Norte. 
Senado/ 
Consejo  
académico 
- Representación 
universitaria 
- Función consultiva 
- Supervisión y control 
 
- Como principal autoridad académica es el órgano responsable de la regulación, dirección y supervisión de los asuntos académicos de 
la Universidad (e.g. establecimiento de titulaciones académicas, aprobación de nuevos cursos, supervisión y disciplina de estudiantes, 
becas universitarias, etc.).  
- Sus principales áreas de responsabilidad son la planificación académica; el control y evaluación de la calidad docente e investigadora; 
la promoción de la investigación; y la gestión de los planes de estudios y las titulaciones universitarias (criterios de acceso, admisión y 
expulsión de los estudiantes, evaluaciones, calificaciones, normas académicas, validación de los cursos, etc.). 
- Actúa como un órgano eminentemente consultivo ante el Consejo de Universidad, ante quién rinde cuentas como responsable de la 
promoción de la investigación y la supervisión de los estándares docentes. Así, asesora al Vicecanciller y al Consejo de administración 
sobre el desarrollo de las actividades académicas de la Universidad. 
 
Consejo de 
Universidad/ 
Consejo de 
gobernadores* 
-Administración 
económico-financiera y 
gobierno 
- Dirección estratégica 
- Supervisión y control 
 
-  
- - De forma similar a lo que hacen los consejos de administración de las organizaciones empresariales, actúa como responsable de la 
supervisión de las actividades que realiza la Universidad, velando por la sostenibilidad financiera y el cumplimiento de las obligaciones 
legales. 
- - Es el máximo órgano de gobierno y quién actúa como responsable último de los asuntos generales de la institución, y de los recursos 
financieros, materiales y humanos que posee. 
- - Es responsable de la estrategia global de la institución, determina la dirección estratégica (misión y perfil organizativo) y monitorea 
el desarrollo de los objetivos estratégicos. 
- - Es el principal órgano decisor en las universidades, y su capacidad de decisión comprende cuestiones diversas como el 
establecimiento de nuevos departamentos, la fijación de tasas académicas, u otras relativas a la gestión de la propiedad o la 
administración financiera. Aquellas que tienen implicaciones académicas han de ser previamente consultadas al Senado. 
- - Es responsable del uso eficaz y eficiente de los bienes y recursos; de la aprobación de las cuentas y presupuesto anuales; del control 
de la contabilidad y las finanzas internas; y el seguimiento y evaluación del rendimiento institucional. Cualquier decisión que implique 
un uso de los recursos tiene que contar con su aprobación. 
- - Las políticas (e.g. dirección de recursos humanos) y prioridades organizativas también son determinadas, debatidas y aprobadas por 
este órgano de gobierno. Determina por tanto el marco regulatorio de los salarios y las condiciones laborales de los empleados de la 
Universidad.  
- - Determina las competencias y responsabilidades de los pro-vicecancilleres que proporcionan apoyo al Vicecanciller en el ejercicio de 
sus responsabilidades de gobierno, a quienes supervisa en el ejercicio de sus responsabilidades. 
- - En ocasiones también supervisa las actividades docentes y de investigación que realiza la Universidad. 
- - Junto al Senado, se encarga de establecer y mantener elevadas normas de conducta y probidad académica. 
-  
Equipo senior de 
dirección 
-Dirección y 
administración 
- Gobierno ejecutivo 
- Función consultiva 
 
- Es un comité ejecutivo que facilita el rol directivo y managerial dentro de las organizaciones académicas. Su rol se ha visto 
progresivamente empoderado. 
- Como partícipe de la acción ejecutiva garantiza el ejercicio de un liderazgo efectivo, y una coordinación y gestión eficaz de las 
principales actividades académicas. Ejerce una responsabilidad global en la dirección ejecutiva de la organización o en el desarrollo de 
las estrategias. 
- Presta apoyo técnico-administrativo al Vicecanciller en el desarrollo de las funciones de dirección y administración, además de 
proporcionar soporte técnico y gerencial en los procesos internos de toma de decisiones.  
- Su labor es fundamental en el análisis e interpretación de eventos externos (e.g. políticas, regulaciones financieras, etc.) y cómo éstos 
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impactan en la organización y funcionamiento de la Universidad.  
- Concretamente, su portfolio de responsabilidades incluye gestión de los recursos (personal, finanzas, tecnología y bienes inmuebles), 
organización (estructuras, políticas y toma de decisiones) y servicios (sistemas y proyectos). En este sentido es responsable de la toma 
de decisiones ejecutivas y garantiza el funcionamiento operativo de la Universidad. 
 
Corte/Tribunal 
Universitaria* x 
- Debate público 
-Representación de 
stakeholders internos y 
externos. 
- Función consultiva 
- Supervisión y control 
- Función electiva 
 
- Más que cómo órgano consultivo o representativo, actúa como un foro público de discusión de asuntos que afectan al 
funcionamiento de la Universidad. Originariamente ostentaba la responsabilidad global de todos los asuntos de la Universidad. 
- Ya no interviene en la toma de decisiones de la Universidad, y en aquellas universidades en las que todavía existe se comporta más 
bien como un foro de debate en el que sus miembros (stakeholders internos y externos) se reúnen anualmente para debatir sobre 
cuestiones relacionadas con la Universidad o el ámbito científico-académico. 
- En algunas universidades todavía conservan algunas competencias como la supervisión del informe y las cuentas anuales de la 
Universidad o la designación del Canciller. 
- Pese a las limitaciones y restricciones competenciales con las que cuenta, cumple un rol público destacado debido en parte a la 
numerosa y plural composición con la que suele contar. 
- En algunas universidades escocesas, su rol es más próximo al que desempeña el Consejo de administración/Universidad en el resto 
de universidades de Reino Unido (Inglaterra, Irlanda del Norte y Gales). 
 
Canciller/ 
Presidente/Rector 
-Representación 
institucional y 
académica (caso del 
Rector) 
- Aunque formalmente es el Presidente de la Universidad, ocupa una posición no ejecutiva y desempeña una función más bien 
simbólica y representativa como líder institucional de la Universidad. 
Vice-canciller/ 
Presidente 
- Representación 
institucional y 
académica 
- Liderazgo 
- Dirección y 
administración 
 
- Sobre su figura recae la gestión operativa de la Universidad. Su rol es relevante en los niveles inferiores de la organización 
universitaria, en los procesos de implementación de las políticas universitarias. 
- Su principal responsabilidad es la dirección operacional y la organización interna de la Universidad. 
- Es el principal responsable administrativo y académico de la Universidad. En los últimos años se está intentando incrementar su perfil 
managerial.  
- Es directamente responsable por su gestión (académica y financiera) al frente de la Universidad ante el resto de estructuras de 
autoridad. 
 
 
Suiza 
 
* Debido al elevado grado 
de fragmentación y 
descentralización que 
existe en el complejo 
sistema de educación 
superior, es importante 
destacar que no existe un 
marco institucional común 
a todas las universidades, y 
 
Senado/ 
Asamblea general 
 
-Representación 
universitaria 
- Función electiva 
- Potestad normativa 
 
- En algunas universidades (Friburgo y Ginebra) es responsable de la elección de los representantes de la comunidad académica en el 
Consejo de Universidad, mientras que en otras (Basel, Lucerna,  Neuchâtel, y San Galo) participa en la elección del Presidente-Rector. 
También suele designar a otros cargos de la Universidad. 
- Generalmente puede presentar propuestas e iniciativas sobre cualquier materia que afecte a la Universidad. 
- En aquellas universidades en las que actúa como principal órgano decisor dentro del gobierno universitario (e.g. Berna), tiene 
atribuida una potestad normativa que le permite la elaboración de las regulaciones internas de la Universidad. En estos casos, también 
participa activamente en los procesos de elaboración del presupuesto y cuentas anuales de la Universidad. 
 
 
 
-Representación de 
stakeholders internos y 
 
- Dependiendo de la Universidad, actúa como foro de discusión y debate sobre sobre asuntos académicos y otros aspectos relativos al 
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son diversas las estructuras 
internas de gobernanza 
que existen, así como las 
reglas que regulan su 
funcionamiento. Así, las 
estructuras internas de 
gobernanza universitaria 
son definidas por las leyes 
universitarias cantonales y 
desarrolladas por los 
propios estatutos internos 
o leyes fundacionales de 
las universidades. 
 
 
 
Consejo de 
Universidad* 
 
externos. 
- Supervisión y control 
- Función consultiva 
- Dirección estratégica 
-Administración 
económico-financiera 
- Potestad normativa 
- Función electiva 
 
 
funcionamiento de la Universidad; o bien como órgano de supervisión y control.  
- En aquellos casos donde sus miembros son elegidos y representan a la comunidad académica, suele presentar una naturaleza 
consultiva y/o supervisora aceptando y ratificando aquellas decisiones que se toman a nivel político o presidencial, mientras que en 
aquellos otros dónde sus miembros son miembros externos generalmente designados o nombrados por el poder político, suele 
comportarse más bien cómo un órgano tomador de decisiones que participa  en procesos decisionales de ámbitos estratégicos 
(planificación estratégica, organización académica, recursos humanos, etc.) y decide las estrategias organizacionales.  
- Generalmente tiene competencias sobre el control y supervisión del gasto de la Universidad, siendo además responsable de la 
aprobación del presupuesto, de la distribución de recursos y de las cuentas anuales de la Universidad (la USI en este sentido es 
anómala, otorgando a este órgano la potestad para la distribución interna de recursos financieros). 
- Asimismo, suele tener atribuida una potestad normativa que la hace responsable de la elaboración de los estatutos que regulan la 
organización y el funcionamiento interno de la Universidad, así como la promulgación de otras regulaciones internas. 
- En las universidades en las que también existe un Consejo de Administración, ambos comparten la función de supervisión y control 
de la Universidad, y colaboran estrechamente en la consecución de una docencia efectiva, una gestión financiera sostenible y una 
eficiente coordinación e integración. 
- En algunas universidades (USI y Zúrich) elige al Rector-Presidente de la Universidad. 
 
Equipo rectoral/ 
presidencial/ 
Consejo ejecutivo 
- Gobierno ejecutivo 
-Dirección y 
administración 
- Función consultiva 
 
- Es el órgano ejecutivo de la Universidad y dirige por tanto la Universidad, siendo responsable de su gestión operativa. 
- Es responsable de la política general y del diseño de la estrategia institucional de la Universidad. 
- Además de sus funciones ejecutivas, es responsable de la supervisión de todas las áreas de la Universidad. 
- Junto al Rector-Presidente se encarga de la elaboración del presupuesto y de la planificación plurianual de la Universidad. También 
de la representación institucional de la Universidad en el exterior. 
 
Rector/ 
Presidente 
- Representación 
institucional y 
académica 
- Liderazgo 
- Dirección y 
administración 
- Función electiva 
 
- En la mayoría de universidades, ejerce la máxima responsabilidad en la coordinación general de la Universidad, en la gestión de las 
relaciones externas de coordinación y representación de la Universidad en las relaciones con el poder político. De igual modo actúa de 
intermediario entre los decanos de las facultades y las autoridades políticas, actores altamente relevantes en el contexto de 
gobernanza universitaria que existe en Suiza. 
- En los últimos años, su poder formal se ha incrementado, aunque esto varía entre cantones y/o universidades (su capacidad 
decisional generalmente suele ser mayor en aquellos casos en los que el Consejo de Universidad no es tan poderoso). 
- Desde el punto de vista organizacional, suele asumir ciertas responsabilidades en relación con las subunidades organizativas 
(facultades e institutos de investigación) así como en lo relativo a la estructura y planificación de los cursos de estudios.  
- Define las principales líneas de gasto y establece los presupuestos generales de la Universidad. 
- Es el máximo responsable de la estrategia organizacional de la Universidad 
- También suele desempeñar un rol más o menos intervencionista (dependiendo de la Universidad) en los procesos de selección y 
contratación del profesorado.  
- En algunas universidades, también posee competencia para designar o nombrar cargos intermedios como los decanos (e.g. Lausana), 
además de los vicerrectores que lo acompañan en el equipo de gobierno. 
 
*Órgano de representación y gobierno que en su composición incluye (parcialmente o en su totalidad) a miembros externos 
 x: solo está presente en algunas universidades  
 Los órganos que aparecen en negrita son aquellos que ocupan un rol central y/o predominante dentro del sistema de gobierno universitario 
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Fuente: elaboración propia a partir de diversas fuentes de información primaria (legislación y documentos oficiales) y secundaria (informes, estudios de caso, investigaciones empíricas, etc.). 
 
Cuadro-resumen 4.3. Órganos de gobierno universitario en España: transformaciones en sus reformas universitarias 
Período temporal 
(Reforma 
universitaria) 
Órgano de 
representación 
y/o gobierno 
Composición Sistema/ Procedimiento de selección de sus miembros 
Duración del 
mandato 
1944-1983 
(LOU/1943) 
Claustro 
Universitario 
Presidido por el Rector de la Universidad, estaba integrado por 
todos los catedráticos y profesores de la Universidad, y por todas 
las autoridades de los diferentes órganos y servicios 
universitarios. 
También tenían derecho a asistir a sus reuniones los catedráticos 
jubilados y excedentes, y los doctores recién incorporados a la 
Universidad. 
La LGE (1970) introdujo como requisito que se garantizara la 
adecuada participación de profesores y alumnos, maximizando su 
representación.  
No había representantes, sino que todos los catedráticos y 
profesores pertenecían al mismo (poseían derecho a su asistencia 
y obligación). 
La LGE (1970) transfería a las universidades (a través de sus 
estatutos) la regulación de su composición y del sistema de 
selección de los representantes de la comunidad universitaria. 
 
Junta de 
gobierno 
Estaba presidida por el Rector y formada por el Vicerrector, los 
decanos de las facultades y otros administradores de la 
Universidad. 
Hasta la aprobación de la LGE (1970) solo había un Vicerrector, lo 
que posteriormente sería modificado (había al menos un 
Vicerrector por cada tipo de Facultad que integrase la 
Universidad, y otros para sectores concretos). 
Todos sus integrantes eran propuestos por el Rector de la 
Universidad y nombrados por orden ministerial. 
 
Rector y 
Vicerrector 
- 
Tanto él como el Vicerrector eran nombrados por Decreto a 
propuesta del Ministerio de Educación y Ciencia, oídos los 
órganos de gobierno y el Patronato de la Universidad. También 
podían ser suspendidos por el Ministerio. 
Eran seleccionados entre los catedráticos numerarios de la 
Universidad (que fuesen asimismo militantes de Falange 
Española). 
 
Patronato* 
(LGE/1970) 
Con un tamaño inferior a 20 miembros, los miembros de este 
órgano procedían de las corporaciones locales, los colegios 
profesionales o las organizaciones empresariales, incluyendo 
siempre a personalidades de especial relevancia. 
Tanto el Rector de la Universidad como el Gerente podían asistir 
con voz y voto a las reuniones de este órgano cuando así se 
requiriera.  
Sus miembros eran nombrados de acuerdo a los estatutos de cada 
Universidad por el Ministerio de Educación y Ciencia a propuesta 
de las corporaciones locales del distrito universitario del que 
formase parte la Universidad, de los colegios profesionales, del 
profesorado, de las asociaciones de padres de alumnos o de ex 
alumnos. 
Su Presidente (que no podía ser simultáneamente autoridad de 
otro órgano o institución del distrito universitario) también era 
designado por el Ministerio a propuesta del propio Patronato. 
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1984-2001 
(LRU/1983) 
Claustro 
Universitario 
Presidido por el Rector de la Universidad, su composición debía al 
menos incluir como representantes del profesorado a 3/5 del 
total de sus miembros. 
Los restantes miembros eran elegidos de acuerdo con lo 
establecido en cada ley regional universitaria (también su tamaño 
y funciones). 
Sus miembros eran elegidos en procesos electorales abiertos 
(sufragio universal, libre, igual, directo y secreto) a los diversos 
grupos sociales de las universidades en los términos que 
estableciese la regulación electoral interna y los estatutos de cada 
Universidad. 
Los estatutos de las 
universidades 
regulaban tanto la 
duración de su 
mandato. 
Consejo social*  
Su composición (2/5 partes) incluía una representación de la Junta 
de gobierno (entre los que debían estar incluidos el Rector, el 
Secretario General y el Gerente); y una representación de los 
intereses sociales (3/5 partes), garantizando siempre una 
participación de los sindicatos y las asociaciones empresariales. 
La legislación cerraba la puerta de este órgano a representantes 
de la comunidad universitaria. 
Los representantes de la Junta de gobierno eran elegidos por el 
resto de miembros que la conformaban. 
Los restantes miembros (stakeholders externos) eran elegidos de 
acuerdo con lo establecido en cada ley regional universitaria 
(también su tamaño). 
Su presidente era nombrado por el gobierno regional de cada 
Comunidad autónoma. 
Los estatutos de las 
universidades 
regulaban tanto la 
duración de su 
mandato. 
Junta de 
gobierno 
Presidida por el Rector de la Universidad, formaban parte de este 
órgano una representación de los decanos de las facultades, de 
los directores de las escuelas universitarias, de los directores de 
los departamentos e institutos universitarios, y también una 
representación de los estudiantes y del PAS. 
Los vicerrectores, el Secretario general y el Gerente también eran 
miembros de este órgano. 
La composición, sistema de selección de sus miembros y sus 
funciones eran determinados por los estatutos internos de la 
Universidad.  
Los estatutos de las 
universidades 
regulaban tanto la 
duración de su 
mandato. 
Equipo rectoral 
o de gobierno 
Estaba integrado por el Rector, quien lo presidía, el Secretario 
General, el Gerente y los distintos vicerrectores. 
 
Correspondía al Rector la propuesta y designación de los 
vicerrectores, del Secretario general, y del Gerente. 
 
 
Rector - 
Era elegido por el Claustro universitario entre los catedráticos de 
Universidad que prestasen servicios en la misma Universidad. Era 
elegido por tanto por stakeholders internos. 
Finalmente, era nombrado por el gobierno regional de cada 
Comunidad autónoma. 
Los estatutos de las 
universidades 
regulaban tanto la 
duración de su 
mandato, como la 
posibilidad de su 
reelección y 
revocación. 
2002-2007  
(LOU/2001) 
Claustro 
universitario 
Presidido por el Rector, junto al Secretario general y el Gerente, 
estaba compuesto por un máximo de 300 miembros que 
actuaban como representantes de los llamados tres sectores: el 
Personal Docente e Investigador (PDI), de los estudiantes y del 
Personal de Administración y Servicios (PAS), de los que al menos 
el 51% debían ser funcionarios doctores con vinculación 
permanente a la Universidad. 
 
Sus miembros eran elegidos en procesos electorales abiertos 
(sufragio universal, libre, igual, directo y secreto) a los diversos 
grupos sociales de las universidades en los términos que 
estableciese la regulación electoral interna y los estatutos de cada 
Universidad. 
 
 
Consejo social* 
 
Aunque su composición incluía miembros de la comunidad 
universitaria (un profesor, un estudiante y un representante del 
 
Los representantes de la comunidad universitaria eran 
generalmente nominados y elegidos por el Consejo de gobierno 
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PAS), la mayoría de sus integrantes eran generalmente miembros 
externos que actuaban como representantes de los distintos 
ámbitos de la sociedad. 
También eran miembros del Consejo social, el Rector, el 
Secretario general y el Gerente. 
Tanto la composición como sus funciones eran reguladas por la 
legislación regional. 
(de entre sus miembros), mientras que el resto de miembros 
representantes de la sociedad y dependiendo de cada región 
podían ser propuestos, designados o elegidos por el poder político 
(gobierno regional), las organizaciones sindicales y empresariales 
u otras instituciones públicas (los parlamentos regionales, por 
ejemplo). 
El Presidente de este órgano era propuesto y designado por la 
propia Comunidad autónoma (por el gobierno regional o por el 
departamento competente en materia universitaria). 
Consejo de 
gobierno 
 
Estaba integrado por el Rector, los vicerrectores, el Secretario 
General, el Gerente y un máximo de 50 miembros de la propia 
comunidad universitaria (incluyendo miembros del Claustro 
universitario, del Consejo Social -3 no académicos-, decanos de 
facultades, directores de departamentos, etc.). 
El rector de la Universidad era quién presidía este órgano. 
 
De los 50 miembros, el 30% eran designados por el Rector; el 40% 
eran elegidos por el Claustro universitario, de entre sus 
miembros, reflejando la composición de los distintos sectores del 
mismo, y el 30% restante elegido o designado de entre decanos 
de facultad, directores de escuela y directores de departamento e 
institutos universitarios de investigación. 
Las elecciones de representantes del Claustro en el Consejo de 
gobierno era organizado por y entre los propios miembros de 
cada uno de los sectores elegibles. 
 
Junta consultiva 
Presidida por el Rector, estaba constituida por el Secretario 
general y un máximo de cuarenta miembros designados entre 
profesores e investigadores de reconocido prestigio, con méritos 
docentes e investigadores acreditados por las correspondientes 
evaluaciones positivas. 
Los cuarenta miembros que lo integraban eran designados por el 
Consejo de gobierno. 
 
 
 
Consejo de 
Dirección  
 
 
Estaba integrado por el Rector, quien lo presidía, el Secretario 
General, el Gerente y los distintos vicerrectores. 
 
Correspondía al Rector la propuesta y designación de los 
vicerrectores (entre profesores doctores activos de la 
Universidad), del Secretario general (entre funcionarios públicos 
con máximo rango de la Universidad) y del Gerente (de acuerdo 
con el Consejo Social) entre profesionales de avalada experiencia 
y competencia profesional. 
 
 
Rector - 
La LOU (2001) introdujo por primera vez en España la elección 
directa y democrática del Rector. 
De acuerdo a dicho marco normativo, el Rector debía ser elegido 
por la comunidad universitaria (elegido por stakeholders 
internos), mediante elección directa y sufragio universal, libre y 
secreto (pero ponderado), entre funcionarios del cuerpo de 
catedráticos de Universidad, en activo, que presten servicios en 
ésta. 
Aunque el texto legal dejaba a cada Universidad la regulación del 
procedimiento electoral (coeficientes de ponderación de cada 
sector de la comunidad universitaria), exigía que el voto conjunto 
Los estatutos de las 
universidades 
regulaban tanto la 
duración de su 
mandato, como la 
posibilidad de su 
reelección y 
revocación. 
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de los profesores doctores funcionarios tuviese el valor de, al 
menos, el 51% del total del voto a candidaturas válidamente 
emitido por la comunidad universitaria (lo que le confería un 
mayor poder frente al resto del PDI, estudiantado y PAS). 
El Rector podía ser elegido en primera o segunda ronda (por 
mayoría absoluta o simple respectivamente). 
Finalmente, el rector era formalmente nombrado por el 
Presidente del gobierno regional.  
 
2008-actualidad 
(LOMLOU/2007) 
Claustro 
Universitario 
 
Presidido por el Rector, junto al Secretario general y el Gerente, 
está compuesto por un máximo de 300 miembros que actúan 
como representantes de los llamados tres sectores: el Personal 
Docente e Investigador (PDI), de los estudiantes y del Personal de 
Administración y Servicios (PAS), de los que al menos el 51% 
deben ser profesores doctores con vinculación permanente a la 
Universidad. 
 
Sus miembros son elegidos en procesos electorales abiertos 
(sufragio universal, libre, igual, directo y secreto) a los diversos 
grupos sociales que integran las universidades en los términos 
que establecen la regulación electoral interna y los estatutos de 
cada Universidad. 
4 años (coincide con 
el mandato de 
gobierno del equipo 
rectoral). 
Generalmente, el 
mandato de los 
representantes de los 
estudiantes suele ser 
dos años. 
Consejo Social* Aunque su composición también incluye miembros de la 
comunidad universitaria (un profesor, un estudiante y un 
representante del PAS), la mayoría de sus integrantes son 
generalmente miembros externos que actúan como 
representantes de los distintos ámbitos de la sociedad. 
No obstante, son también miembros del Consejo Social, el Rector, 
el Secretario general y el Gerente. 
 
Los representantes de la comunidad universitaria son 
generalmente nominados y elegidos por el Consejo de gobierno 
(de entre sus miembros), mientras que el resto de miembros 
externos que representan a la sociedad y dependiendo de cada 
región pueden ser propuestos, designados o elegidos por el poder 
político (gobierno regional), las organizaciones sindicales y 
empresariales u otras instituciones públicas (los parlamentos 
regionales, por ejemplo). 
El Presidente de este órgano suele ser propuesto y designado por 
la propia Comunidad autónoma (por el gobierno regional o por el 
departamento que tiene competencia en materia universitaria). 
 
4 años (renovables 
por un período 
adicional) 
Consejo de 
Gobierno 
Está integrado por el Rector, los vicerrectores, el Secretario 
General, el Gerente y un máximo de 50 miembros que actúan 
como representantes del conjunto de la comunidad universitaria 
(incluyendo miembros del Claustro universitario, del Consejo 
Social -3 no académicos-, decanos de facultades, directores de 
departamentos, etc.). 
El rector de la Universidad es quién preside este órgano. 
 
Los miembros que actúan como representantes de la comunidad 
universitaria y de sus estructuras de organización y gobierno, son 
normalmente nominados, designados o elegidos por el Claustro 
universitario, el Rector u otras estructuras de autoridad (e.g. 
juntas de facultades, consejos de departamentos) dependiendo 
de cada Universidad y según lo dispuesto en sus propios 
estatutos. 
Los (3) miembros externos que integran este órgano son 
propuestos por el Consejo social, al que al mismo tiempo 
pertenecen. 
 
4 años (coincide con 
el mandato de 
gobierno del equipo 
rectoral) 
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Consejo de 
Dirección x 
 
Aunque fue formalmente abolido con la última reforma 
universitaria (2007), sigue estando presente en la mayoría de 
universidades. 
Está integrado por el Rector, quien lo preside, el Secretario 
General, el Gerente y los distintos vicerrectores que 
conjuntamente lo asisten en el ejercicio de la acción ejecutiva. 
 
Corresponde al Rector la propuesta y designación de los 
vicerrectores (entre profesores doctores activos que presten sus 
servicios en la Universidad), del Secretario general (entre 
funcionarios públicos con máximo rango que presten sus servicios 
en la Universidad) y del Gerente (de acuerdo con el Consejo 
Social) entre profesionales de avalada experiencia y competencia 
profesional. 
 
4 años (coincide con 
el mandato de 
gobierno del equipo 
rectoral) 
Rector -  
De procedencia académica (y de la misma Universidad), en la 
mayoría de los casos es elegido democráticamente por la 
comunidad universitaria (por los tres sectores: PDI, PAS y 
estudiantes) en procesos electorales (en los que el voto es 
ponderado de forma desigual para cada sector) en los términos 
que establecen la regulación electoral interna y los estatutos de 
cada Universidad. No obstante, la legislación universitaria 
también permite la elección indirecta a través de sufragio 
universal de los miembros del Claustro universitario. Es elegido 
por tanto por stakeholders internos. 
En ambos procesos, el Rector puede ser elegido en primera o 
segunda ronda (por mayoría absoluta o simple respectivamente). 
Finalmente, el rector es formalmente nombrado por el Presidente 
del gobierno regional. Su cese también requiere la confirmación 
del poder político. 
 
 
4 años (algunas 
universidades han 
establecido 
limitaciones en la 
duración de sus 
mandatos que 
impiden que un 
Rector sea reelegido 
más de una vez). 
*Órganos de representación y gobierno que en su composición incluyen (parcialmente o en su totalidad) a miembros externos.  
x: solo está presente en algunas universidades.  
Fuente: elaboración propia a partir de diversas fuentes de información primaria (legislación y documentos oficiales) y secundaria (informes, estudios de caso, investigaciones empíricas, etc.). 
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Cuadro-resumen 4.4. Funciones institucionales de los órganos de gobierno universitario en España: transformaciones en sus reformas universitarias 
Período temporal 
(Reforma 
universitaria) 
Órgano de 
representación 
y/o gobierno 
Funciones principales            Resumen de atribuciones y responsabilidades 
1944- 1983 
(LOU/1943) 
Claustro 
Universitario 
- Función consultiva 
- Asesoramiento 
-Representación 
corporativa e 
institucional 
-Representación 
académica (LGE/1970) 
- Era el supremo órgano corporativo de la Universidad. 
- Su función principal era la de asesoramiento al Rector y el resto de órganos de gobierno (LGE/1970). 
- Presentaba un carácter eminentemente consultivo y sus funciones eran eminentemente simbólicas. 
Junta de gobierno 
-Asesoramiento y 
consulta 
-Potestad normativa 
(LGE/1970). 
- Asistía al Rector en las funciones de dirección y gobierno de la Universidad. 
- La LGE (1970) le atribuyó la potestad de elaborar los estatutos de la Universidad (oído el Patronato). 
Rector 
 - Representación  
- Dirección y gobierno 
-Administración 
económico-financiera 
- Potestad disciplinaria 
- Función electiva  
- Como primera autoridad jerárquica académica (“el jefe de la Universidad”) le correspondía la dirección, coordinación y supervisión de 
la vida universitaria. 
- Era el máximo responsable del gobierno universitario (clara jerarquía sobre el resto de órganos uninominales y colegiados, que 
actuaban por delegación y en representación de aquel). 
- Actuaba como representante jurídico de la Universidad y de su gobierno (de todos los órganos que la integraban). 
- Asumía la dirección general económico-financiera de la Universidad. 
- Tenía potestad disciplinaria en materia académica sobre el conjunto de la comunidad universitaria. 
- Proponía (al Ministerio) el nombramiento o cese del personal universitario (e.g. Vicerrector, Director de Secretariado, decanos de 
facultades, directores de institutos de investigación y departamentos, directores de colegios mayores). 
Patronato* 
(LGE/1970) 
-Representación de 
stakeholders externos. 
- Asesoramiento 
- Era el órgano de conexión entre la sociedad y la Universidad. 
- Su principal función era la de auxiliar a la Universidad en el desarrollo de sus actividades, y la de canalizar los deseos y aspiraciones 
sociales en la Universidad, actuando también como interlocutor ante otros organismos e instituciones. 
- Realizaba una labor principalmente de apoyo al resto de órganos de gobierno. 
- Su organización y funciones eran regulados por los estatutos internos de las universidades. 
- Poseía comisiones delegadas en las facultades que tuviese la Universidad.  
- Pese a las similitudes, algunos autores (e.g. Plana-Plana, 1999) no creen que pueda ser considerado un verdadero órgano análogo al 
actual Consejo social. 
1984-2001 
(LRU/1983) 
Claustro 
Universitario 
-Representación 
universitaria 
- Supervisión y control 
- Función electiva 
- Potestad normativa 
 
- Era el máximo órgano representativo de la comunidad universitaria. 
- Sus principales atribuciones competenciales eran la elaboración de los estatutos de las universidades y la aprobación de las líneas 
generales de actuación de la Universidad.  
- Dentro de las funciones de control que desempeñaba, su principal potestad era la elección (directa) del Rector de la Universidad. 
También tenía encomendada la elección de los miembros (7 catedráticos) integrantes de la Comisión de reclamaciones, encargada de 
resolver los recursos contra las propuestas de provisión de plazas académicas.   
 
Consejo social* -Representación de  
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stakeholders externos. 
- Supervisión y control 
- Función consultiva 
-Dinamización socio-
económica 
- Era el órgano de participación de la sociedad en la Universidad. 
- Era responsable de la aprobación del presupuesto y de la programación plurianual de la Universidad (a propuesta de la Junta de 
gobierno). 
- Su principal función encomendada era la supervisión de las actividades de carácter económico de la Universidad y del rendimiento de 
sus servicios.  
- Por último, tenía encomendado un rol activo y dinámico en la promoción de las relaciones de colaboración entre la Universidad y la 
sociedad buscando una mayor participación social en la financiación de la Universidad.   
Junta de gobierno - Dirección y gobierno 
- Era el órgano ordinario de gobierno de la Universidad. 
- Sus funciones eran determinadas por los estatutos internos de cada Universidad. 
- Ostentaba las funciones más importantes en materia académica: acuerdo sobre plazas docentes, aprobación de planes de estudios, 
propuestas (al Consejo social) sobre creación de nuevos centros o titulaciones, etc. 
- También disponía de competencias estratégicas (propuesta del presupuesto de la Universidad al Consejo social, fijación de los 
precios públicos de los títulos propios y de los servicios administrativos) y organizacionales (creación, supresión o modificación de 
departamentos). 
Equipo rectoral o 
de gobierno 
- Gobierno ejecutivo 
-Dirección y 
administración 
-  Si bien no estaba regulado expresamente en la normativa universitaria, fue creado en la mayoría de las universidades 
constituyéndose como el verdadero núcleo de dirección de la Universidad.  
Rector 
-Representación 
institucional y 
académica 
- Liderazgo 
- Dirección y gobierno 
- Función electiva 
- Como máxima autoridad académica de la Universidad, ostentaba la representación institucional de ésta en la sociedad, y ostentaba 
la potestad administrativa y disciplinaria en la misma.   
- Como verdadero eje central de las decisiones, ejercía la dirección, gobierno y gestión de la Universidad, ejecutando siempre los 
acuerdos del Claustro universitario, la Junta de gobierno y del Consejo social.  
- Al ser elegido por el Claustro universitario, se le responsabilizaba de la definición de una concreta orientación en la política 
académica en el marco de las líneas generales de actuación que el Claustro aprobaba.  
- Adicionalmente, le correspondían cuantas competencias no fuesen expresamente atribuidas a otros órganos. 
- Tenía por último competencia exclusiva para elegir libremente a su equipo de gobierno (vicerrectores), al Secretario General y al o la 
Gerente (en este último caso oído el Consejo social).  
 
2002-2007  
(LOU/2001) 
Claustro 
universitario 
-Representación 
universitaria 
- Supervisión y control 
- Función electiva 
- Potestad normativa 
 
- Era el máximo órgano de representación de la comunidad universitaria. 
- Era responsable de la elaboración de los estatutos internos de la Universidad. 
- Dentro de las funciones de control que la ley le atribuía, tenía potestad para convocar elecciones a Rector (y por tanto potestad para 
cesar a éste), con carácter extraordinario, a iniciativa de un tercio de sus miembros y con la aprobación de dos tercios (en la anterior 
ley universitaria, la revocación del Rector no estaba regulada expresamente delegando ello a los estatutos internos de las 
universidades). 
 
Consejo social* 
-Representación de 
stakeholders internos y 
externos 
- Supervisión y control 
- Función consultiva 
-Dinamización socio-
económica 
 
- Era el órgano de participación de la sociedad en la Universidad. 
- Era responsable de la aprobación del presupuesto y de la programación plurianual de la Universidad (a propuesta del Consejo de 
gobierno), así como de las cuentas anuales de la Universidad y las de sus entidades dependientes.  
- Su principal función encomendada era la supervisión de las actividades de carácter económico de la Universidad y del rendimiento de 
sus servicios.  
- Por último, tenía encomendado un rol activo y dinámico en la promoción de las relaciones de colaboración entre la Universidad y la 
entre la Universidad y su entorno cultural, profesional, económico, buscando en último término una mayor participación social en la 
financiación de la Universidad.   
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Consejo de 
gobierno 
- Gobierno ejecutivo 
- Dirección estratégica 
- Administración 
- Potestad normativa 
- Función electiva 
 
- Era el órgano de gobierno de la Universidad. 
- Establecía las líneas estratégicas y programáticas de la Universidad, así como las directrices y procedimientos para su aplicación, en 
los ámbitos de organización de las enseñanzas, investigación, recursos humanos y económicos. 
- Era responsable de la elaboración y aprobación del presupuesto y de la programación plurianual de la Universidad. 
 
Junta consultiva - Asesoramiento  
- Era el órgano ordinario de asesoramiento del Rector y del Consejo de gobierno en materia académica. 
- Estaba plenamente facultado para formular propuestas a los principales órganos de gobierno. 
Consejo de 
dirección 
- Gobierno ejecutivo 
-Dirección y 
administración 
- Función consultiva 
- Era el órgano que asesoraba y asistía al Rector en el ejercicio de sus responsabilidades de dirección, gobierno y gestión de la 
Universidad. 
Rector 
-Representación 
institucional y 
académica 
- Liderazgo 
- Dirección y gobierno 
- Función electiva 
- Como máxima autoridad académica de la Universidad ostentaba la representación institucional de ésta en la sociedad.  
- Ejercía la dirección, gobierno y gestión de la Universidad, desarrollando las líneas de actuación aprobadas por los órganos colegiados 
correspondientes y ejecutando sus acuerdos.  
- Adicionalmente, le correspondían cuantas competencias no fuesen expresamente atribuidas a otros órganos. 
- Tenía por último competencia exclusiva para elegir libremente a su equipo de gobierno (vicerrectores), al Secretario general y al o la 
Gerente (en este último caso de acuerdo con el Consejo social). También nombraba a otros administradores y cargos unipersonales de 
la Universidad. 
 
2008-actualidad 
(LOMLOU/2007) 
Claustro 
universitario 
-Representación 
universitaria 
- Supervisión y control 
- Función electiva 
- Potestad normativa 
 
- Es el máximo órgano de representación y control de la comunidad universitaria. 
- Su rol como órgano decisor se ha visto debilitado tras la pérdida progresiva de poderes y competencias (en detrimento del Consejo 
de gobierno). 
- Elabora los estatutos (y sus posteriores modificaciones) que regulan el funcionamiento de la Universidad y vela por el cumplimiento 
de los mismos. 
- Aprueba las líneas generales de actuación de la Universidad y es responsable de la supervisión de la gestión universitaria. 
- En algunas universidades es el órgano que elige al Rector.  
- Dentro de las funciones de control que desempeña, tiene potestad para convocar elecciones a Rector, con carácter extraordinario, a 
iniciativa de un tercio de sus componentes y con la aprobación de dos tercios. 
- En general, se pronuncia y actúa sobre todos aquellos asuntos que afectan a la comunidad universitaria. 
 
Consejo social* 
- Representación de 
stakeholders internos y 
externos. 
- Supervisión y control 
- Función consultiva 
- Función electiva 
-Dinamización socio-
económica 
 
- Es el órgano de participación de la sociedad en la Universidad. 
- Desarrolla principalmente funciones consultivas y de supervisión en los ámbitos de programación y gestión universitaria –económica, 
presupuestaria y patrimonial-. Así, supervisa todas aquellas actividades de carácter económico que desarrollan las universidades, así 
como el rendimiento de sus servicios, emitiendo informes y recomendaciones (obligatorios en procesos organizacionales relevantes 
como la creación de facultades, institutos de investigación o la introducción de nuevas titulaciones académicas).  
- Participa en la aprobación del presupuesto y de la programación plurianual de la Universidad, así como en las cuentas anuales de la 
Universidad y las de sus entidades dependientes.  
- Por último, tiene encomendado un rol activo y dinámico en la promoción de las relaciones de colaboración entre la Universidad y su 
entorno cultural, profesional, económico, buscando en último término una mayor participación social en la financiación de la 
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Universidad.   
 
Consejo de 
gobierno 
- Gobierno ejecutivo 
- Dirección estratégica 
- Administración 
- Potestad normativa 
- Función electiva 
 
- Es el órgano de gobierno de la Universidad, desempeñando un rol fundamental dada la capacidad decisional que posee en asuntos 
estratégicos. 
- Establece las líneas estratégicas y programáticas de la Universidad, así como las directrices y procedimientos para su aplicación, en 
los ámbitos de organización de las enseñanzas, investigación, recursos humanos y económicos. 
- Elabora -y aprueba- los presupuestos (y las posteriores modificaciones presupuestarias) y la programación plurianual de la 
Universidad. 
 
Consejo de 
dirección x 
- Gobierno ejecutivo 
-Dirección y 
administración 
- Función consultiva 
- Es el órgano que asesora y asiste al Rector en el ejercicio de sus responsabilidades de dirección, gobierno y gestión de la Universidad. 
Rector 
-Representación 
institucional y 
académica 
- Liderazgo 
- Dirección y gobierno 
- Función electiva 
- Es la máxima autoridad académica de la Universidad y ostenta la representación institucional de ésta en la sociedad. El incremento 
progresivo de atribuciones competenciales ha fortalecido su poder ejecutivo. 
- Ejerce la dirección, gobierno y gestión de la Universidad, desarrolla las líneas de actuación aprobadas por los órganos colegiados 
correspondientes y ejecuta sus acuerdos.  
- Le corresponde cuantas competencias no sean expresamente atribuidas a otros órganos. 
- Tiene competencia exclusiva además para elegir libremente a su equipo de gobierno (vicerrectores), al Secretario General y al o la 
Gerente (en este último caso de acuerdo con el Consejo social). Nombra también a otros administradores y cargos unipersonales de la 
Universidad. 
 
*Órgano de representación y gobierno que en su composición incluye (parcialmente o en su totalidad) a miembros externos 
 x: solo está presente en algunas universidades  
 Los órganos que aparecen en negrita son aquellos que ocupan un rol central y/o predominante dentro del sistema de gobierno universitario 
 
Fuente: elaboración propia a partir de diversas fuentes de información primaria (legislación y documentos oficiales) y secundaria (informes, estudios de caso, investigaciones empíricas, etc.). 
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Tabla 6.2. Posicionamiento histórico de las universidades (públicas) andaluzas y catalanas en los diversos rankings internacionales (ARWU-Shanghái, THE y QS) 
Posicionamiento histórico de las universidades (públicas) andaluzas y catalanas en los diversos rankings internacionales (ARWU-Shanghái, THE y QS)  
Lista de 
Univ. 
2003 2004 2005 2006 2007 2008 2009 2010 2011 2012 2013 2014 2015 2016 2017 
ARWU A 
R 
W 
U 
QS-
THE 
A 
R 
W 
U 
QS-
THE 
A 
R 
W 
U 
QS-
THE 
A 
R 
W 
U 
QS-
THE 
A 
R 
W 
U 
QS-
THE 
A 
R 
W 
U 
QS-
THE 
A 
R 
W 
U 
THE QS A 
R
W
U 
T 
H 
E 
QS A 
R
W
U 
T 
H 
E 
Q
S 
A 
R
W
U 
T 
H 
E 
Q 
S 
A
R
W
U 
T
H
E 
Q
S 
A
R
W
U 
T
H
E 
Q
S 
A
R
W
U 
T
H
E 
Q
S 
A
R
W
U 
T
H
E 
Q
S 
UAL - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
UCA - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
UCO - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 701-
800 
- - 
UGR 401-450 404-502 - 401-500 - 401-500 484 403-510 453 402-503 - 402-501 401-500 401-500 - 451-500 401-500 - - 401-
500 
- 451-
500 
301-400 - 501-550 301-
400 
- 461- 
470 
301-
400 
- 461-
470 
201-
300 
501- 
600 
501-
550 
201-
300 
501-
600 
501-
550 
UHU - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
UJA - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 601-
800 
- 
UMA 451-500 - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
UPO - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
US 401-450 404-502 - 401-500 - 401-500 424 403-510 490 402-503 - 402-501 - - - 501-
600 
- - - - - 551- 
600 
- - 551-600 - - 501- 
550 
401-
500 
- 501-
550 
- 501- 
600 
601-
650 
501-
600 
601-
800 
601-
650 
UAB 401-450 404-502 - 401-500 - 401-500 239 305-402 258 303-401 256 303-401 211 301-400 - 173 301-400 201-225 194 301-
400 
201-225 176 201-300 201-225 177 201-
300 
226-
250 
173 201-
300 
226- 
250 
190 301-
400 
146 203 301-
400 
163 195 
UB 152-200 
 
202-301 - 153-202 - 151-200 190 151-202 194 152-200 186 152-200 171 201-300 142 148 201-300 142 176 201-
300 
201-225 187 201-300 201-225 178 151-
200 
226-
250 
166 151-
200 
201- 
225 
166 151-
200 
174 160 201-
300 
201-
250 
156 
UDG - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
UDL - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 
UPC - - - - - - - - - - - - - - - - - 351-400 373 - 350-
400 
350 - - 345 401-
500 
- 337 401-
500 
- 299 301-
400 
401- 
500 
321 601-
700 
401-
500 
275 
UPF - - - - - - 321 - 339 - 342 402-501 324 301-400 155 336 401-500 155 308 401-
500 
186 266 301-400 201-225 281 301-
400 
164 298 201-
300 
165 295 301-
400 
164 283 201-
300 
175 296 
URV - -  -  -  -  - - -  - - - - - - - - - - 351-400 - - 351-400 - - - - 401-
500 
401- 
500 
- 601-
700 
401-
500 
- 
 
Fuente:  Elaboración propia
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El  estudio  de  las  universidades  es  un  campo  que  cuenta  con  una  extensa  literatura  teórica  y 
empírica  dónde  todavía  existen  lagunas  importantes.  En  los  últimos  años,  la  organización  y 
gobierno de las universidades han adquirido importancia como objeto de estudio y también para 
las políticas públicas. 
Esta tesis tiene como objetivos generales analizar el gobierno de las universidades; explorar cómo 
las  organizaciones  académicas  se  relacionan  con  sus  entornos;  y  describir  si  en  ambas 
dimensiones se observan patrones de homogeneidad o diversidad. 
Esta tesis analiza el gobierno de las universidades, en España y de forma comparada con otros 
países  de  nuestro  entorno,  y  concretamente  varias  dimensiones  relacionadas  con  la 
caracterización de los sistemas de gobierno vigentes en diferentes contextos, la interpretación de 
las coaliciones políticas que surgen, o  la elección de  las autoridades, en un enfoque que no es 
solamente sincrónico sino de carácter histórico evolutivo.  
Se busca entender a las universidades como organizaciones que dependen y se relacionan con el 
entorno, identificando y documentando la heterogeneidad en estructuras, prácticas y estrategias. 
La tesis doctoral integra dos enfoques: un análisis de estructuras ‐cómo se organizan y gobiernan 
las  universidades‐,  y  un  análisis  de  las  relaciones  de  las  universidades  con  su  entorno  ‐cómo 
responden y se ven influenciadas‐, tanto europeo como regional. 
Esta investigación es relevante para la comprensión de las universidades como sistemas políticos. 
La tesis plantea una tipología para categorizar a los regímenes de gobierno universitario sobre la 
posición  institucional  que  tienen  cada  uno  de  sus  órganos  internos  dentro  del  gobierno 
universitario. 
La tesis también analiza, por primera vez, las dinámicas electorales observadas en los procesos de 
elección de rector como una forma de medir la competición y la fragmentación política interna en 
las  organizaciones  académicas.  Ello  permite  definir  una  tipología  de  modelos  políticos  para 
observar la existencia o no de diferentes coaliciones de intereses dentro de las universidades. 
Esta investigación hace aportaciones para la comprensión de las organizaciones académicas como 
sistemas abiertos que  responden y  se ajustan a  los cambios externos que se producen en sus 
entornos. 
Una  de  las  conclusiones  finales,  es  que  más  allá  de  la  apariencia  formal  de  que  todas  las 
universidades  responden  a  una  categoría  general,  la  diversidad  organizativa  que  puede 
observarse no puede ser interpretada de una forma reduccionista, sino que ha de considerar a 
otros factores, tanto internos como externos: internos de las universidades como las capacidades 
organizativas construidas, pero también externos como las presiones institucionales que ejercen 
los gobiernos regionales en ámbitos estratégicos como la presión por orientarse a la excelencia 
académica o la política de reclutamiento, retención y promoción. 
